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PRÓLOGO. 

El fortalecimiento del Estado de Derecho es la tarea esencial de quienes 
participamos en estrecha relación con la Ciencia Jurídica, y se constituye en un 
proceso dialéctico que únicamente se culmina con la acción conjunta, concertada e 
integral, de las diversas facetas que el profesional en el Derecho realiza en nuestra 
sociedad. Sin embargo, la Impartición de Justicia Penal en México se constituye en 
el escenario crítico y lacerante de nuestro sistema integral de Justicia, porque en él 
se sitúa el hombre en el ojo del huracán, cuya fuerza devastadora tiene la 
capacidad de arrebatarle su propia vida, su libertad y sus más caros bienes y que 
paradójicamente, son a la vez, los bienes jurídicos tutelados por un Derecho Penal 
que, a forziori, debe de ser consíderado como la última ratio de la acción punitiva 
del Derecho, del Estado. 

En esta tesitura, velar por la vigencia del Imperio del Estado de Derecho es 
una labor titánica que demanda eficacia expedita, y que por su envergadura, ha de 
partir del propio Estado, toda vez que por naturaleza le corresponde la rectoría en 
los programas y acciones que anhelan la consecución de la meta prístina del 
sistema jurídico: un orden social justo y equitativo. Ahora bien~ la realidad social, 
económica, jurídica y política de hoy en día, obliga al Estado contemporáneo a 
considerar y abrazar las necesidades que padece la sociedad y a partir de ellas, 
deberá aplicar, a través de sus órganos de gobierno~ las soluciones que emanen de 
la sociedad civil y sus organizaciones. 

Concatenando estas ideas, hemos de considerar que el orden social justo 
posee una conditio sine qua none: la Seguridad Pública, la cual ha de prevalecer en 
una comunidad dada, de tal forma que sus integrantes respiren un ambiente de 
tranquilidad y paz que permita un desarrollo integral y firme de sus instituciones; 
mutatis mutandis, en el seno del Estado se presenta la figura nebulosa de la 
Seguridad Nacional, concepto que en su sentido real permite la existencia y 
conservación de los organismos gubernamentales~ de sus instituciones y de la 
propia vida estatal que se diluye en la vida social de sus gobernados. Ahora bien, 
ambas nociones giran en torno a la figura apocalíptica del Hombre y sus 
instituciones: las conductas antisociales, la criminalidad; y la delincuencia que 
reconoce y sanciona el sistema jurídico-penal. 
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Cierto es que el Estado de Derecho vive inmerso en una realidad sociológica 
insoslayable que se cristaliza en una ley natural: el delito y las conductas 
antisociales que se presentan coti.dianamente en la sociedad, toda vez que ambas 
figuras son como la noche al día ...... _ son la sombra de la propia Humanidad, ergo, 
su erradicación absoluta de la vida societal se constiruye en una entelequia; 
empero, su proliferación y reiteración coloca en peligro la armónica y sana 
convivencia entre los hombres y sus instituciones, provocando la inseguridad que 
no permite el pleno desarrollo de la persona en todas las actividades que 
despliega. La lucha contra este fenómeno patológico de la sociedad es labor toral 
del Estado, que por ningún motivo, y jamás, deberá permitir que sea rebasada su 
capacidad de reacción social. 

La estrategia científica y eficaz en el combate a la delincuencia se constituye, 
hoy por hoy, en el compromiso social central del Estado que requiere el concurso 
de la sociedad organizada. La visión unidimensional, la torna de decisiones y las 
acciones unilaterales en el terreno humanístico, y en especial en la materia 
punitiva, posen la consecuencia fatal del fracaso ante el fenómeno social del delito; 
por consiguiente, a todos los integrantes de una comunidad, sociedad y Estado 
corresponderá - en la misma proporción -, aportar propuestas, mientes y acciones 
para lograr con ello una sociedad y un pueblo seguro que viva en una sana 
convivencia y goce de la seguridad y paz necesaria para buscar el desarrollo y 
progreso trazados en nuestra Carta Magna. 

La realidad social hoy en día es compleja, a un grado tal que el cambio 
vertiginoso que ocasiona demanda adecuación del sujeto cognoscente a ella para 
entenderla, comprenderla y actuar sobre ella. La criminalidad contemporánea - no 
confundir este concepto con la delincuencia -, no escapa a ella y si se amolda 
perfectamente a estas transformaciones, se perfecciona en su actuar, lo cual le 
permite eludir la intervención jurídico-punitiva, porque se ha organizado inclusive 
transnacionalmente. El resultado no puede ser menos trágico y preocupante: el 
delito en su última fase de evolución desea obtener y ejercer el propio poder 
político, lo cual es inadmisible en un auténtico Estado de Derecho democrático. 

El sistema integral de Justicia Penal posee mecanismos, programas, 
funciones y actitudes anacrónicas que han originado el anquilosamiento del actuar 
punitivo ante la criminalidad y la delincuencia organizadas y modernas, ya sea en 
sus vertientes Jocales o internacionales. De ]0 anteriormente descrito se deriva que 
el combate y la lucha del Estado versus los fenómenos antisociales está diseñado 
para la criminalidad y la delincuencia inexistentes hoy en día en la sociedad, 
porque pertenece al pretérito o a esquemas de vida con menor desarroBo. El 
cambio y transformación de esta Justicia penal reclama a los juristas un actuar 
interdisciplinario, ya que le corresponde por derecho natural encauzar esta 
reforma de las propias estruchlras jurídico-gu bemativas del Estado, para que éste 
se fortalezca bajo el imperio de la Razón yel Derecho para lograr la Justicia Social. 
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Empero, hemos dL' p<utir que' des.lÍnrtunad.lIlll!ntL', L'st;:l activu..laJ se ha 
gestado en México en formol L'lnpiri«l, dl~pcrs<l y al~ldJa por los órganos e 
instituciones cstataks; debido .1 1 .. 1 cdI'encia de \a lnstJtución que coordine a nivc\ 
nacional, sus esfuerzos, recursos y poderes. Por tanto, se requiere que se cristalice 
una Politica Criminológica Federal lIev~H.ia a cabo por el propio Estado, que con 
ello actualice los postulcH.ios escnci,lies de nUL~stra Constitución, a saber: la 
seguridad y estabilidad jurídico-política, para así obtener el desarrollo de la 
Nación. 

Si deseamos que Méx1CO sea un Estado moderno, la estructura jurídico­
política que abrace, sea cual fuere su doctrina política, debe garantizar armonía, 
paz, seguridad, justicia y bienestar común como razón ab origine del Estado, el 
cual previamente debe lograr el orden y control social. 

La presente investigación persigue el comprobar la afirmación vertida en 
1958 por el insigne criminólogo Don Alfonso Quiroz Cuar6n y que me permito 
transcribir dada la trascendencia de su contenido y sentido que cobra fuerza mayor 
en nuestros días: ' En la República Mexicana existe completa anarquía en materia 
penal, se necesita con urgencia un organismo central perfectamente planificado, 
unido por estrechos nexos funcionales con agencias subsidiarias o independientes; 
pero de colaboración efectiva, que actúen de modo sistemático y coordinado en 
todo el territorio de la República para perseguir el crimen ( SIC) con eficacia y 
reducir, así, al mínimo el índice de impunidad. ' 

En el presente momento histórico-coyuntural, la Justicia Penal tiene que 
mutar al penalista en un ser humano civilizador y el cual debe esgrimir el principio 
de mínima intervención del Estado en su armadura punitiva y blandir la espada 
únicamente si la ley penal lo permite. Este reto debemos asumirlo con 
responsabilidad, profesionalismo, ánimo y valor. La empresa zarpa del muelle 
estatal y por ende, se incrusta en la política, cuyo eje central lo comorma la Política 
Social que formula el Gobierno de la República para lograr sus fines, delimitados 
en la Carta Magna y trazados en el Plan Nacional de Desarrollo, una de cuyas 
vertientes exige concretizarse en la Política Criminológica del Estado, la cual es 
concebida como la ciencia interdisciplinaria que escogita los medios, disuasivos, 
represivos y correctivos más eficaces para el combate contra el crimen, sin permitir 
que este fenómeno social rebase las fronteras de la seguridad y el orden social. 

La sociedad mexicana de hoy en día reclama al Estado medidas rápidas, 
enérgicas e innovadoras que logren el fortalecimiento del Estado democrático de 
Derecho, porque el anhelo culminante de una sociedad organizada en el sistema 
penal es obtener la vigencia del principio penal de mínima intervención consistente 
en la concepción del Derecho Penal como el último instrumento jurídico para 
dirimir un conflicto social no resuelto por otra instancia legal, así como la 
existencia del Derecho Penal en colaboración con las Ciencias Penales que 
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transformen positivamente la energía que es el delito. La presente fase se logrará 
mediante la Reforma del Estado que sufra una reforma jurídica integral y de las 
estructuras penales con las que cuenta el Estado para el combate a la delincuencia. 

Esta labor únicamente es viable en un Estado de Derecho democrático, que 
en su cauce penal ha de observar las directrices trazadas por el Uc. Fernando 
García Cordero: J bajo una cIara concepción del proyecto histórico de crecimiento 
de cada país, coherente con las tendencias generales de la región, la abogacía 
puede contribuir con lucidez, con eficacia, a la preservación y consolidación de un 
Estado de Derecho que permita el despliegue del sistema jurídico en todas sus 
ramas. Tal vez la Política Criminológica pueda ser tomada como la piedra de toque 
de la orientación del Estado frente a la sociedad y frente a la persona. J 

La intervención de los profesionales de ]a Ciencia Jurídica centran su 
atención precisamente en las Ciencias Penales y concretamente en el Derecho 
Penal, comprendiendo éste el sustantivo, el adjetivo y el ejecutivo, porque en él se 
presenta el transgresor de la norma última, y gracias a su condición y 
estigmatización -se cristaliza en esta rama la reacción social más enérgica. 
Precisamente en esta esfera localizamos el punto de convergencia entre el Derecho, 
el Estado y su política social, que demostrará el grado de humanización de la vida 
poUtica y civil. En este rubro cobra vigor la frase tan acertada de Vincenzo 
Manzini: 'El Derecho Penal es el termómetro de la libertad política.' 

Aguardando que las presentes líneas académicas contribuyan a la 
construcción de un México mejor que se consolide en un Estado democrático de 
Derecho en el cual la criminalidad y la delincuencia sean constreñidas a mejores 
mecanismos de control social formalmente encauzadas en nuestro orden jurídico, 
abro paso al agudo y bien ponderado juicio de los lectores que ciertamente habrán 
de enriquecer esta investigación para que se transforme en acción de gobierno que 
se construya a partir de un órgano de la Administración Pública Federal que 
concentre, oriente, guíe y coordine los recursos del sistema penal para así brindar 
mejores condiciones de seguridad en la vida cotidiana de los mexicanos para que 
alcancen más prontamente el desarrollo y progreso. 
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1. LA JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DEMOCRÁTICO 
DE DERECHO. 

" ," La democracia es un concepto dinámico que 
obliga al Estado a una constante revisión de su 
aparato coercitivo. Estado democrático será aquel 
que en un proceso perenne de apertura, va 
reduciendo la coerción punitiva al mínimo 
indlspensable ". 
Hernán Hermazábal Malareé. 
Profesor de Derecho Penal en la Universidad de 
Barcelona, España. 



1. - EL SER HUMANO EN EL ESTADO. 

" . ¡él feliClund del pueblo Y' de cnda uno dc los ciudadanos 
consiste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y 
libertad. La íntegra conservación de estos derechos, es el objeto 
de la institución dc los gobiernos y el único fin de las 
asociaciones políticas. " 
Artículo 24 del Decreto Constitucional para la libertad de la 
América Mexicana. 

1.1.- ONTOLOGÍA Y TELEOLOGÍA EN LA SOCIEDAD. 

Don Antonio Caso expresaba en las aulas de la Escuela Nacional de 
Jurisprudencia, la inmarcesible y bella afirmación social: " o •• el único ente real en la 
vida social es el hombre, en tanto la realidad de la sociedad misma y del Estado, no 
es sino la realidad de las relaciones de toda índole. "1 Sentencia universal y 
atemporal, base de todas las ciencias del hombre y en especial para la Ciencia del 
Derecho, el Derecho mismo y sobremanera para la constelación de las Ciencias 
Penales. 

Una vez delimitado nuestro punto de partida, hemos de concebir al hombre, 
en tanto persona humana e indIvidual, como una sustancia única de naturaleza 
racional y libre, que le proporciona su propia constitución eidética. El individuo es 
hombre, y es ser humano por ello, porque tiene conciencia de ello y por poseer alma, 
es decir, un ánimo psíquico que forma al ser humano como ente ético. En esta 
tesitura, la persona humana posee, ab origine, el poder de escogitación para el logro 
de sus fines. 

Es así como el hombre, a partir de su surgimiento en la faz de la Tierra ha 
requerido desarrollar su potencial físico, intelectual, volitivo y axiológico para 
satisfacer las necesidades que va sufriendo en la vida social, transformando su 
entorno, para finalmente lograr su personalidad psicológica y moral. En este 
proceso se forjan fines no exclusivos del campo biológico, toda vez que su esfera 
cubre aun las morales y las culturales. Resaltando que su espíritu le exige valores 
eternos que trascienden los valores mundanos, al desear y luchar por el Sumo Bien. 

1 Gil por Mano de la Cueva de la Rosa -la Idea del Estaoo - 403 ed UNAM- Facultad de Derecho IFondo de Cultura Económica MéXICO, 1994, 
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En la medida en que el ser humano evoluciona y se allega de la conciencia de 
su naturaleza y papel en la comunidad societaria a la cual él pertenece, su actividad 
se multiplica y diversifica en un haz policromado que converge en una aspiración 
humana irrenunciable: la felicidad. Este valor es la teleología genérica del ser 
humano. Es la finalidad primera y última del hombre. 2 

Yen atención a que el ser humano considerado individualmente es en sí un 
microcosmos en contraste con los demás miembros del género humano, sus 
aspiraciones serán diversas y la elección dependerá de su naturaJ manera de ser y 
actuar o de la vocación inherente a su personalidad. Esta premisa la desarrolla el 
insigne jurista y filósofo, Luis Recaséns Siches al sentenciar: " El hombre es algo real, 
participante de las leyes de la realidad; pero al mismo tiempo es distinto de todos 
los demás seres reales, pues tiene una conexión metafísica con el mundo de 105 

valores, está en comunicación con su idealidad .... El criterio para determinar la 
personalidad es el constituir una instancia individual de valores al ser la persona 
misma una concreta estructura de valor. N3 

En el presente contexto, el hombre, originalmente se presenta en el mundo 
del ser para posteriormente configurar por sí mismo y gracias a la inter-relación 
Íntima con la sociedad que lo rodea, un deber ser. Y es precisamente en el mundo 
del ser tal cual se presenta el cimiento de su naturaleza: su dignidad. 

Dignidad es una palabra que significa la excelencia, la grandeza, la eminencia 
y superioridad, cualidades que expresan que aqueUo a lo cual se le imputa dicha 
calidad tiene un alto grado de bondad intrínseca. Sin embargo, lo absoluto no 
implica que el hombre está desvinculado, divorciado o incluso limitado por su 
actuar, sino que por ser el zoon politikon por antonomasia de la Naturaleza, se halla 
inmerso en un contexto social en el cual debe ser sujeto activo~ es decir, debe 
participar en la formación de Ia vida social. Por tanto~ el hombre es digno 
absolutamente en función de su participación y actividad en la sociedad, no por su 
papel pasivo, inactivo o por tratarse fines que no son naturales del ser humano, de la 

2 NICCIa Abbagnaoo de!ermma en el campo ~Iosofico la nooón de conSlltwse la fellOdad en un eSUldo 00 sal>.sfacoón deb!!lo a la propia 

SItuaoón en el mundo InSignes tratadIstas han aSimilado la fellodad con el placer como conceptos slnórllmos. sm embargo, Anstlpo prOClama la 

teSis de que la feliCidad es el SIstema de los placeres. aSimismo Platon se une a esta comente y relaCiono su naturaleza con la propia Virtud. 

entendiendo esta como la capaCidad proPia del alma para cumphr su propio deber Dmglr al ser humano de la mejor manera poSible Empero. 

esta nOClon toral en la actiVidad del hombre. en su dlmenSlon IndiVidual y colectiva evolUCiona en la etapa modema al conSiderar LeibnIZ que la 

fellodad no es un placer tranSltono. smo duradero lo cual Únicamente es poSIble suceda en un progreso contmuo En este senlldo el filósofo 

Immanuel Kant conceptualiza a la feliCIdad como la condlcion de un ser racional en el mundo. al cual, en el total curso de su VIda. tcx!o le resulta 

conforme con su deseo y voluntad. es deor. la fellcldad es una parte conslltu~va. un elemento del sumo bIen en el cual es para el hombre la 

cristalizaCión de la Virtud y la propia feliCidad (Vid Nlcola. Abbagnano • D,CCIonariO de Fllosofia • 2a ea Fondo de Cultura Econom,ca Mexlco 

1993 págs 527 y 528 ) 

3 CIl por De la Cueva Rosa. Mano Op_ Clt P 53 
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persona. Los flllcs dan sentIdo <l 1<1 vida del ser, es por lo tanto, que los fmes son los 
factores de dignidad del ser humano, pero no agotan su dignidad:1 

De lo anteriormente expuesto se desprende que la relación existente entre los 
fines propios de la constitución del hombre y la dignidad humana producen tanto 
derechos cama deberes inmanentes a la ontología de la persona. Así, este argumento 
filosófico conduce a la necesaria y lógica conclusión a la cual se refirió el filósofo de 
Kbenigsberg: lmmanuel Kant, al aseverar que el hombre no es instrumento de nada 
m de nadie, incluyendo a la organización política suprema: el Estado. El hombre es 
un fin en sí mismo y será digno si se conceptualiza que lo digno no es un valor, sino 
una dimensión objetiva propia del estado y naturaleza ontológica del ser humano, 
del hombre. 

En esta tesitura, el catedrático de la Universidad de Pamplona, Javier 
Hervada, sintetiza: " la dignidad humana consiste en la eminencia o en la excelencia 
del ser humano, mediante una intensa participación en el más alto grado de ser, que 
lo constituye como un,ser dotado de debitud y de exigibilidad en relación a sí 
mismo y en relación a los demás hombres. "5 

La anhelada felicidad por la cual luchan los hombres se obtendrá en la 
correspondencia que goce el ser humano de la libertad objetiva y subjetiva de 
escogitar los medios por los cuales se pretende alcanzarla; posteriormente ha de 
trasladar estos medios e instrumentos a la praxis individual y social; es decir, deberá 
gozar de ambas, en todas las esferas en las cuales se desenvuelva el propio ser 
humano, la ausencia de una de ellas nulifica la existencia real de la otra, porque la 
libertad en el pensar y en el actuar son nociones auto-implicativas, la una presupone 
a la otra para que así el hombre sea tal. Por esta razón Don Antonio Caso enuncia 
que la más alta característica del hombre es la libertad; siendo que la libertad no es 
un ejercicio absoluto e ilimitado en proporción a que su reconocimiento y 
establecimiento se expresa en la propia sociedad moderna, en una sociedad 
organizada basada en el respeto a los demás seres que la componen, en razón a 
perfeccionar un sistema de armonía en el ejercicio de la libertad ordenada y 
mesurada por el Bien Común. 

En suma, existen derechos básicos, ínsitos en la condición humana y que 
deben reconocerse finalmente por el orden jurídico-politico del Estado que permitan 
la libertad, se incite al desarrollo individual, social y nacional y se luche por la 
Justicia para vivir en la convivencia digna que el hombre social reclama y merece. 

4 Vid Javier. Hervada . leCCiones propedeutlcas de FilOSO/la del OerechO • EdiCiones Universidad de Navarra. Pamplona España 1992. págs 

448-451 

5 Ibtdem. p 452 
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Valga lo anterior, en lo que vale, para el delincuente que también es persona, es ser 
humano.6 

1.2.- LA SUPRA-ESTRUCTURA SOCIAL. 

Prácticamente el uso de los vocablos Sociedad, Nación, Pueblo y Estado son 
cotidianamente empleados en fOTIna indistinta por la población en general y los 
propios medios de comunicación escrita y electrónica, en sus conversaciones e 
informaciones respectivamente. Sin embrago, su connotación y significado requiere 
indefectiblemente distinguir su esencia y Teal significado para los efectos de las 
presentes líneas académicas, en virtud de que abordan el terreno jurídico-penal a 
partir de la cúspide de las organizaciones sociales en atención a su estructura y 
poder coactivo, por ser la que goza y ejercita el monopolio legítimo de la fuerza 
represiva, la cual no es la única ni la más importante, porque a ella se le une la 
preventiva y la disuasiva. Se suma en esta razón el hecho de que el cientifico social 
jamás podrá soslayar esta delimitación en proporción a lograr identificar a los 
actores sociales, conocer su integración y procesos, así como las fuerzas sociales que 
de ellas emanan; de esta forma sus análisis permitirá actuar sobre ellas para obtener 
la Justicia Social que anhelamos: 

En cumplimiento a lo anteriormente esbozado hemos de entender 
sociológicarnente a la sociedad corno la comunidad total de los hombres; en ella a 
través del tiempo y del espacio, se han integrado múltiples y diversas 
manifestaciones de organizaciones humanas, organizaciones sociales que han 
forjado la Nación que se construye, se constituye y erige como una expresión cenit. 
La Nación es así, una comunidad suprafuncional. 7 Históricamente la Nación es el 
primer fenómeno moderno que surgió por deterntinados cambios económicos y 
sociales que acaecieron en Europa en los periodos de los siglos XIll y XVI. La Nación 
es imprescindible para dar paso al nacimiento del Estado-Nación, del Estado 
moderno. La Nación y el Estado son dos aspectos o realidades del orden social 
contemporáneo, y ambos se implican mutuamente, no se excIuyen.s 

El hombre contemporáneo se desenvuelve en el Estado y el Estado moderno 
es nacional. La Nación se cristalizó en España, Francia e Inglaterra, naciendo en la 

6 Víd. Rafael, Marquez Pinero • Los derechos humanos, las garantías II1dlVlduales y las Slluaoones del indiCiadO procesado, acusado, 

sentenciado y reo • Cnmll1alla. Órgano de la Academia MeXicana de ClenClas Penales Ed Porrúa Año XLIX Números 1·12 MexICO, D.F 

Enero.-OIClembre 1983 p 226 

• Vid Capítulo 1, apartado 4.2 y capitulo tv en su apartado 2.2 

7 Víd LUIS, Recaséns Siches • Tratado General de SoCIOlogía .• 23a ed Porrua Mexlco 1993 p 502 

8 Vid R H S Crossman • Biografía del Estado Moderno· 4a ed Fondo de Cultura Economlca MexlCO 1986 pags 20 y 21 
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concicnciZl del pueblo de que poseía un pa~ad() y un dt.::stinn historien común. As!, 
1~1s naciones se forman, dt.::s<'lrro!bn y VIven, prccis<1n1ente por cont;:u con un 
programa para el mañana, visualizan el futuro y st.:: enfrentan al iSllla futuro que 
conlleva una realidad. de vida diversa, dinámiGl y dialéctica a la cual la convivencia 
social y nacional se adapta y aborda. El filósofo español José Ortega y Gasset 
profundiza estas ideas en el ámbito político al establecer en este sentido que los 
grupos que integran un Estado viven juntos para lograr un propósito común, un 
anhelo y un bienestar común. Son un haz único de ilusiones, metas y objetivos para 
lograr su felicidad. La convivencia social no radica en estar, sino estar para hacer 
juntos un programa positivo y común. Traduciéndose para la Justicia Penal en un 
programa científico, humano e integral que permita dicha convivencia armónica, 
que se goce del orden y control social que tan deteriorado y aniquilado sufre México 
hoy día. 

El origen, fortalecimiento y esencia de la Nación la explica Ernesto Renán en 
los presentes términos: 11 Una Nación es un alma, un principio espiritual. Dos cosas 
que a decir verdad son una sola: una esta en el pasado, la otra en el presente: una es 
la posesión en común de un rico legado de recuerdos, la otra es el consentimiento 
actual, el deseo de vivir juntos, la voluntad de continuar haciendo valer la herencia 
que se ha recibido indivisa ... Una herencia de glorias y de dolores y de un mismo 
programa por realizar. Haber hecho grandes cosas, querer hacerlas en el futuro ... La 
Nación es un plebiscito de todos los días, en el mismo grado en que la existencia 
individual es una afirmación perpetua de vida. "9 

La Nación se caracteriza por un sentimiento específico de solidaridad interna 
frente a otros grupos humanos, esta sentencia vertida por Max Weber,1o desprende 
los postulados manifestados por Recaséns Siches: la Nación no se constituye, ni se 
define por la comunidad de sangre, tampoco es comunidad de lengua, tampoco la 
configuración geográfica es constitutiva de ella, sin embargo, un pasado común es 
un factor de la Nación y su conformación tiene corno factores determinantes de la 
Nación la solidaridad en el presente con miras hacia el futuro. En relación a la 
acepción del pueblo, el, el Dr. Mario de la Cueva, conceptualiza al pueblo como la 
unidad sucesoria de generaciones.11 

Las anteriores afirmaciones cobran relevancia en el terreno axiológico porque 
el Estado no es un fin y no debe serIo, sin embargo, por ser un producto social del 
hombre, éste lo ha concebido en su naturaleza original: el instrumento social de los 
individuos, así la Nación se no debe configurar y desplegar su actividad y su ser 
para el Estado, pero sí a la inversa. El Estado debe ser para la Nación. 

9 Ernesto. Renan • Qu'est-ce qúune nallon? • e,t por Cueva. Mano de la op Clt, P 56 

10 Max, Weber· Economla y SOCiedad Esbozo de soclologla comprens va • Tr Et all 2a ed Fondo de Cultura Econom,ca MéXICO p 679 

11 Mano de la Cueva de la Rosa Op elt p 57 InSigne Junsta SOCial cuya formaCión académica se consolidó al realizar su Maestr<;:la en la' D,e 

Fnednch Wilhelms UOIvers,tat zu Berlm 
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No es factible finalizar al presente apartado sin proporcionar al lector un 
margen de actuación y naturaleza de la estructura sodal máxima, es decir la supra­
estructura social. En la inteligencia que se debe a la sociedad y su fin radica en ella e 
inclusive, su poder emana de eIIa, tal como se constituye jurídicamente en nuestra 
Carta Magna en su artículo 39 que a la letra enfatiza: 11 La soberania nacional reside 
esencial y originariamente en el pueblo, todo poder público dimana del pueblo y se 
instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable 
derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno. " 

A su vez, el artículo 41 de nuestra Ley Cimera, en su primer párrafo establece: 
Ir El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos 
de la competencia de éstos, y por los de los Estados en lo que toca a sus regímenes 
interiores en los ténninos respectivamente establecidos por la presente Constitución 
Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir 
las estipulaciones del Pacto Federal. " 

Sumando los anteriores argumentos, hemos de concluir que las entidades 
colectivas aludidas, son observadas científicamente por la Sociologia y la Teoría del 
Estado, en las subsecuentes perspectivas: 

12 

DESDE EL PUNTO DE 
VISTA DE SU 

ESTRUCfURA. 

DESDE EL PUNTO DE 
VISTA DE SU 

ESTRUCfURA. 

PUEBLO l'iACIÓN 

SOCIEDAD ESTADO 

Ello significa que el pueblo es considerado como un conglomerado humano 
disperso, en tanto la Nación es un pueblo ordenado y unificado y finalmente, el 
Estado es una sociedad organizada regida por un gobierno, a través de su derecho 

12 Alberto F ,Semor, Gomález- • Soaologia "11a ed Pornia Me;c,co 1990, p 109 
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positivo que se ('xpr('s~) en leyes juridlt\lS l'SLT¡t~lS p.lr~l los paises que h.1I1 surgido y 
adoptado un sistern.a de derecho cinll'nt<ldo en b tr,Jdición romano-canónica; en este 
mundo denominado Imperio de 1.1 R<lZ()I1, lkbldo a que 1<15 normas legales 
ineludiblemente deben ser producto de la razón humana, el hombre se halla 
inmerso en una vida plena de obligaciones y deberes, derechos y prerrogativas. 

Felipe López Rosado concretiza el carácter científico que se le debe otorgar a 
estas nociones de trascendencia vital para el presente, a saber: " .. Pueblo y Nación 
consideran al conglomerado humano desde el punto de vista anatómico, en tanto 
que los términos Sociedad y Estado designan al mismo conglomerado humano 
desde el punto de vista de su funcionamiento. Pueblo y Nación son los vocablos 
para designar las estructuras colectivas. SoCiedad y Estz:do son los términos para 
designar los fenómenos colectivos. "13 

Históricamente hablando, la colectividad humana ha evolucionado en su 
perfección y que han culminado en el Estado moderno, no como organización socio­
política perfecta, pero sí perfectible, tal como lo es todo producto humano, porque si 
bien es cierto que la Nación estructura al Estado, también lo es que el Estado en su 
plano teleológico es una unidad humana de fines colectivos.1<I 

El Estado así comprendido ha de ser conceptualizado en un plano ahist6rico 
como la institución que transforma la vida en civilización y que se traduce en la 
agrupación política suprema de un pueblo que ha cobrado la conciencia de la 
Nación, constituida de la siguiente forma: 

13 Fehpe l6pez Rosado concrebza el caracter Clentifico que se le debe otorgar a estas nOCIones de trascendenCIa VItal para nuestro estudIO: . 

Pueblo y NaCl6n conSIderan al conglomerado humano desde el punto de VISta flslologlCO. desde el punto de Vista de su funCionamiento Pueblo y 

Naclon son los vocablos para deSIgnar las estructuras colectivas SOCIedad y Estado son lOS termlnos para deSIgnar los fenomenos colectivos . 

Vid Felipe l6pez Rosado· IntroouCClon a la SOCIología· 6a ed Ed Porroa MeXlCO 1955 

14 El PrínCIpe' es una obra ImpreSCindible de obligatOria lectura para qUienes estén mmersos en la Ciencia Política o en la propia política. a 

pesar de ser una obra escnta en los meses de Julio a dICIembre de 1513. por tanto. data cronológIcamente del Siglo XVI, sm embargo. graCias a 

su enfoque. metado. análISIS y facllb,lldad. pertenece al slqlo xx Recoqe en sus m¡lXlmas y pnnClplOS el postulado POS,t""'Sta . saber para prever 

y prever para actuar' de ahl que haya naCida la CienCia Polltlca al separar su oOJeto de esludlo y metooologla de otras CienCIaS plenamente 

dellm~adas 

Maqulavelo conClblO al Estado como una organIzaCIón pohtlca separada por completo de la SOCIedad Esbozó un EstadO unltarto de carácter 

naCIonal. aunque no es para él un término univoco o uniforme. es el el pnmer pensador que lo proyecta e Imagina como autondad, preem.nenCI3. 

con pooer polítiCO ejerCIdo (por el pnnClpe solo o del grupo pollt,co preponderante). que se ejerce SObre un específiCO grupo de hombres 

Dlslmgue. ergo, al sUjeto y objeto del conOCImiento Para él el dommlO' o territorio es una dlmenSlon obJetiva. el ámbito en el que y sobre la que 

se pracllca una autondad 
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ESTADO 

TERRiTORIO 
PODER 

{

ÉTNICO 
PUEBLO 

POLÍTICOS. 

FINES POLÍTICOS 
DERECHO POSITIVO 

} 
} 

ELEMENTOS 
CONSTITUTIVOS 

ELEMENTOS 
ORGÁNICOS. 

Socio-poHtlcamcntc hnblilnJo, el Estado existe pon¡uc Il)S hombn.?s le dieron 
vida, dc no existir su comunidad jamás hubiese nacido. La singularidad cxistcnci.1J, 
su realidad y su vitalidad tiene su origen, nacimiento y justificaci6n en relación a la 
propia sociedad organizada en un orden jurídico dado. ~, comunidad por ser un 
ente orgánico, se organiza en esta concepción., bajo la égkla de! Estado C0l110 

organización política creada por el propio hon\brc en In inteligencia de dadt.! vida y 
existencia para su servicio y bicncstnr, y no a la inversa, porque ciJo conllevaría a 
legitimar la doctrinn del Estado totalitario" que en materia puniliva se matcrializ,1 en 
la doctrina de la Seguridad. Nacional. 

1.3.- EL ESTADO DE DERECHO. 

Estado es un vocablo cuy., ac('pción es moderna pon-{ue su uso no se presentó 
en la Antigüedad, ya que en esta etapa histórica Ins uenominncioJ1es 
correspondientes erfln res publicu, irnpcriurn y polis. Ln pnlabra E..<;lado cun(cbida 
como organización socio-política, nace en 1513 gracias a la pluma del f10rentinu 
Nicolás Maquiavelo, quien en su obra excelsa 'El Príncipe',ls le otorga un sentido y 
alcance diverso a las denominaciones anteriores {lue desigll<lban organizaciones 
sociales. La palabra Estado a partir de csla Jata, implica una organización política y 
por cnJe, se considera que simultáne41mcnte se prcSenl41 el nndmicnlu de la ciencia 
social del Estado, la Ciencia Política.16 

15· CIr CÓfoova, Amaldo . • SocIedad Y Esladc en el mundomodemo • 1501 ed Ed G'~albo, MéxICO 19a9, pp 75, 7ay 55 

16 ElImológlcamenle la palabta Eslado \lene su .a,z de la VQZ latina 'status', "r¡ embargo los romanos no la emplearon en el senlldo que el 

Secrelano Rorenbno le proporCiono· y que hoy en dla plevalece " asJ el pueblo romano Jam~~ la empleo en una oonnOlac,on m~s ° menos 

ptó~'ma al m.smo, porque al refemse a Ja comunidad la de5lgnaban como rl!$ publica o pueblo romano. es deCir, su contenido era ul1a Cond'Clon 

o consbtuClÓn • éste (¡lllmo vocablo en la ¡nlehgenoa de se~ala'$e como lnle:graoón ° conformaoón de un ente y no en la acep<::,6n juridlCO-
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La cOI1<.:cpcion de est~l supra-estructur.l socio-política se ree.lba en l.) 
inteligencii.1 de sep.:lrarsc de 1.1 propia sociedad civil que le da vida, en virtud de 
proporcionar un nuevo objeto de estudio, un nuevo método y la autonomÍJ 
necesaria para ser considerada como ciencia social, lo cual se logró al erradicar la 
Moral de la actividad política, en el sentido científico de la palabra y no en el 
valorativo o teleológico, 

En Roma la acepción gramatical de imperio se utilizó como el titulo otorgado 
por la milicia a los generales victoriosos y en el año 725 dicho titulo es dado a 
Octavio por el Senado, mención que posteriormente recibió Augusto y con ello, la 
mayor parte de los poderes correspondientes a distintas magistraturas, de esta 
forma se obtuvo un poder absoluto. A partir de dicho momento la palabra significó 
poder o potestad pública. Se presentaba asi la titularidad del poder en el emperador 
arrancada del pueblo; la potestad de dictar e imponer el derecho, como 
prerrogativa imperial se concebía así como la soberanía interna.17 Es menester 
señalar que los romanos emplearon los términos de civitas y urbe, distinguiendo 
ambas nociones, mismas que nunca fueron sustituidas por el anterior término. Así, 
los romanos señalan a la urbe como la presencia o existencia física de la ciudad, en 
tanto que la civitas es la organización de la ciudad, es por tanto, la ciudad 
organizada, 

Para los griegos, po! is es la palabra que implica la organización de la 
sociedad. Es la vida comunitaria de los hombres. En este sentido Aristóteles señala 
que la naturaleza ha hecho a la ciudad, frase que se explica en la idea de que 
únicamente los hombres sólo pueden vivir en la ciudad, para el propio filósofo, la 
ciudad es la comunidad suprema entre todas y que comprende a todas las demás. 

y es en el año de 843 O.e. en el cual acaece el pacto denominado 'Reparto de 
Verdún', en el cual se divide el Imperio de Carla-Magno también conocido como el 
Sacro Imperio Romano-Germánico y a su vez, se reconoce el inicio de la Edad 
Media, mal denominada la era de las tinieblas porque en ella el conocimiento 
moderno y universal de las ciencias actuales estaba germinando en la Iglesia sin que 
se diera a conocer a la luz pública, toda vez que era privilegio de los institutos 
clericales de enseñanza su promulgación a quienes pertenecían a la misma. La 
ciencia se gestaba en los monasterios, la ciencia no era pública_18 El rector de la 
Universidad de París, en el siglo XIV, Marsilio de Padua, define a la civitas (término 
utilizado para dar significado a las comunidades políticas, porque el idioma latino 
fue adoptado a lo largo del medioevo), en la siguiente frase: " .. es la comunidad 

política actualmente reconOCida " por lo tanto, el vocablo 'status' no se localizaba solo e Iba acompañado de otra palabra, de un genitivo que 

denota la condiCión o constltuCion de que se trata 

17 Mano clela Coeva clela Rosa Op en , pags 47 'j SS 

18 Vid Amaldo Cordova, - Apuntes del Curso de Teona del Estado • Facultad de Derecho, realizadOS por el suscnto, MéXICO 1991_1992 
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perfecta que ha alcanzado el grado más alto de autosuficiencia que se forma para 
hacer posible la vida, pero que subsiste por la necesidad de vivir bien. "19 

De lo anteriormente vertido y argumentado es posible colegir que para el 
periodo de la Antigüedad clásica, el Estado era un grupo que simultáneamente era 
religioso y político. En tanto que los mientes medioevales no se ocupan del Estado y 
sí de las relaciones entre el poder espiritual y el secular, no existían las discusiones 
políticas.2o 

En el siglo XVI, a partír de 1513 en la obra de ·EI Príncipe', el término nace 
para concebir la organización política del ente nacional, a pesar de ser una idea y 
concepción misteriosa porque era un Estado aún en evolución y que en ocasiones se 
le diviniza. Lo anterior obedece a la razón de que la corriente doctrinaria posterior a 
Maquiavelo enfoca sus esfuerzos analíticos y literarios para justificar la existencia 
del Estado y marginan su explicacióTIr comprensión y entendimiento en atención a 
su funcionamiento e influencia en la vida 5Ocia1.21 

El nacimiento del Estado para ciertos tratadistas nace en el año de 1470 al 
terminar la Guerra de los Cien Años, en Francia presentándose así como el primer 
Estado-Nación.ll El actor de mayor peso ID constituyó el hecho de que dicha guerra 
trajo consigo el crecimiento de las ciudades y el rey comenzó a otorgar cartas francas 
a las ciudades para así obtener apoyo y recursos económicos en su lucha contra los 
señores feudales. Para otro sector de la doctrina el Estado nace en 1648 al celebrarse 
el Tratado de Paz de Westfalia, con el cual finaliza la guerra de los Treinta Años y 
surge con ello el Estado, distinguiéndose de la Iglesia. El Estado brota como un 
supremo poder político, delegado por el pueblo soberano.23 

Sin embargo, independientemente del enfoque histórico al cual se adhiera el 
lectorr concluimos que todo Estado moderno posee ocho fundamentos sobre los 
cuales gravita su existencia, a saber: 

19 e,t por MallO de 1;;;1 Cuev;;;I de la Ro".. Op Qt P 48 

20 Vid Hermallll. Heller Tr LUIS ToCio· Teoria del Estado ·2a ed ell españoL Fondo de Cultura EconómIca Méxlco_ 1947. pags 32 y ss 

AslmISmO, vid Crossmall, R H S Op elt pags 22 y ss 

21 EIl Alemallia ya cornelldo el SIglo XVll se expresa la palabra status republlca, en la Gran Bretaña tamblen es empleado dIcho termino, un s¡glo 

despues con la Revolución Francesa de 1789 surge Ull Estado collstltuClollal ell e! que la potestad de Impeno se eSCInde en tres vertiellles Jefe 

de Estado, Jefe de GobIerno y los MaglStrados Vid Aurora Amaiz Amigo· Estructura del Estado· la ed Ed Miguel Angel Pornla_ MbIco 

1993, pags 36y37_ 

22 Amaldo. Córdova Apulltes de! Curso de Teorla del Estado Mexlco, Facultad de Derecho Realizados por el suscnto 1991.1992_ 

23 Aurora, Amálz AmIgo Op ot, pags_ 54 y 55 
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" 1. La soberanía. 
2. El Es/ado como sllJeto de rl'fllción 1I/h'ntilClollnl. 

3. El respeto alas derechos riel ¡IOIJ/lire 
4. La representanón políticII. 
5. Lo democmcio iltdin.'ctn yel CO!!stltHc!OIwl!slflo. 
6. La libertad y la axiología políticn. 
7. La divIsIón de poderes. 
8. La separación de la Iglesia y del Estado. "2·¡ 

Hemos de precisar en el presente instante que somos partidarios a la postura 
encabezada por Herman Heller, en el sentido de utilizar las definiciones como 
medios auxiliares mnemotécnicos, las cuales se comprenden desde el punto de vista 
de la conexión totat su exactitud se derivará si se relacionan con la realidad a la cual 
están sujetas, siendo en nuestra situación la totalidad político-social inmersa en el 
marco normativo de la juridicidad. 

En este orden, proporcionando un concepto, para así permitir un mayor 
campo de estudio y praxis y no limitarnos a una definición, acudimos al catedrático 
Luis Sánchez Agesta, quien expone que el Estado es " Una comunidad organizada 
en un territorio definido, mediante un orden jurídico servido por un cuerpo de 
funcionarios y definido y garantizado, por un poder jurídico, autónomo y 
cristalizado, que tiende a realizar el bien común, en el ámbito de esa comunidad. "25 

A esta concepción hemos de agregar que es una comunidad organizada 
políticamente, suprema y soberana. A su vez, el poder del cual goza en su ejercicio 
de la potestad pública es un poder político organizado y delimitado en función del 
derecho positivo. 

Siendo que el Estado soberano ha reclamado para sÍ, con éxito, el monopolio 
de la coacción física legítima, por consecuencia natural, se transforma en unidad 
estatal suprema de decisión y acción frente a las demás instancias autónomas. Se 
reserva con ello la ordenación normativa social que se establece y asegura por medio 
de los órganos especiales de la organización estatal, denominada derecho. Porque el 
Estado a través del Derecho reconoce e institucionaliza las aspiraciones inmanentes 
a su naturaleza, no a su arbitrio, asimismo, las metas u objetivos de las asociaciones 
que forma el ser humano deberán ser reconocidos por los órganos de gobierno, de 
forma tal que se sumerjan en la propia normatividad existente en un Estado de 
Derecho civilizador, humano y democrático que permita el desarrollo y progreso 
social, económico y cul tural del hombre, gracias a la creación de las personas 
colectivas así reconocidas por el derecho. En la inteligencia de que las mismas 

24 ldem (las cursivas SOI'l obra nuestra) 

25 LUIS Sánchez Agesta • Pnnoplos de teoria POlltlC8 • Madrid Espal'ia EditOrial NaCional. 1966. p 83 el! por De la Torre Rangel. Jesús 

AntOniO' HaCia una orgamzaClón JUrldlC8 del Estado. Solldana y liberadora' EditOrial Jus Mexlco 1977. p 40 
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deberán cumplir estrictamente los deberes de su actividad, conforme a lo previsto 
en la ley positiva.26 

Este binomio indisoluble se justifica en la medida de la comprensión a la luz 
del razonamiento de la libertad del hombre, misma que únicamente se limita en lo 
injusto y se contempla en una creación consciente del orden jurídico, porque tal 
como lo enunciara Charles de Secondant, barón de Montesquieu: el espíritu de las 
leyes es la propia necesidad humana, traducida en la libertad y considerando a la ley 
como un efecto de la razón. Asimismo, este clásico determina el camino y el 
principio de legalidad aplicable a los gobernados y que permite su desarrollo en la 
vida social: la libertad en su sentido objetivo es el derecho de hacer todo lo que las 
leyes le permiten, por no prohibírsele27 

En efecto, la dignidad humana por su naturaleza objetiva, no tolera más 
gobernante que el Orden Jurídico. Y es el Derecho Penal democrático el principal 
orden normativo que habrá de sujetarse a esta regla por afectar los bienes más 
codiciados y preciados del ser humano, por incidir en su persona, en su dignidad y 
libertad, y en ocasiones, su propia vida. 

En vista de lo anterior, el Estado por ser la institución política suprema se 
organiza conforme a sus fines específicos,28 los objetivos políticos de su comunidad 
y a los de los gobernados. El Estado despliega su actividad orgánica como el 
resultado de tres ramas políticas: fines del individuo, de la comunidad y los fines 
propios.29 

El Estado se bifurca en dimensiones constituyéndose la primera como una 
estructura social y la segunda en la institución jurídica. 

El binomio lingüístico del Estado de Derecho es utilizado por primera vez por 
Roberto Van Mohi, y en 1789 nace políticamente como principio en un instrumento 
político-jurídico. 

lrnmanuel Kant nos proporciona el sustento filosófico y racional de la 
motivación de su existir como tal, al señalar que el Estado nace como una exigencia 
de la razón, a la par, la forma del Estado es la de un estado en general (Staat 
Uberhapt), es el Estado como idea. El propio autor consultado explica que para el 
hombre es indispensable salir del estado de naturaleza porque en él cada miembro 

26 Víd Hennann He'ler Op crt P 211 

27 Mano ele la Cueva ele la Rosa Op at pags 46 y 47 

28 Cabe señalar que el Estado en esta acepc,on posee fir:es obJebvos. no subJetivOS. porque el Estado no es un ente humano. por tanto, el fin 

obJetovo es el ,ntnnseco a las cosas en tanto que les subJebvos son los propósitos de los seres humanos, de las personas, para que los 

iOstrumentos cumplan su comeMo y se logre la final,dad prevista y deseada Asimismo, Nicolás Maquoavelo enuncia los fines estatales existir, 

coeX1Stlr y subSistir 

29 Vid Aurora Ama,;,: Am'go Op al. p 44 
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se rige por lo~ caprIchos de sus f.lJ1tilsiilS, y de ello se desprende la necesithlli de 
someterse a un,) constricCIón externa, pública y jurídica, es decir, de ingresar en un 
Estildo (Zusti)nd), en el que se determine legalmente lo que debe ser reconocido 
para cada quien como lo suyo, esto es, cada uno debe entrar en un estado civil.30 

Kant afirma que un estado de naturaleza no puede ofrecer una garantía legal 
que cubra la exigencia precisa para lograr el mantenimiento de lo suyo de cada uno, 
por ello surge un mundo de lo mío y lo tuyo, protegidos por la potencia superior del 
Estado, que sí pueda otorgar una garantía permanente - la única -, por medio de la 
legalidad, una garantía legal que de el suyo de cada quien. El resultado sería la 
constitución del Estado jurídico (Rechtlite Zustaand), que asegura a cada quien lo 
suyo. En esta hilación, la propiedad ya no es transitoria, sino perentoria, es impuesta 
al respeto de los demás." Es decir, la separación entre el Estado y la propiedad 
constituye la nota distintiva de la moderna organización política, a partir de la 
óptica de Maurice Hauriou quien asevera: " No hay Estado, en el sentido propio de 
Ja palabra, sino hasta que se ha instaurado en una nación, el régimen civil ... cuando 
el pouer político de dominación se ha separado de la propiedad privada, cuando ha 
llegado a revestir el aspecto de una potestad pública ... ha operado una separación 
entre la vida pública y la vida privada. "32 

En la presente concatenación de ideas se desprende en forma natural que el 
derecho es la forma de manifestación éticamente necesaria del Estado. El Derecho y 
el Estado son entidades que se hallan entre sí en correlativa vinculación, en íntima 
relación. El derecho es así, la forma que permite un status de dominación 
relativamente permanente sin él, la dominación se tornaría transitoria. En este orden 
de ideas: " Todo poder político es poder jurídicamente organizado. "33 

La técnica jurídica es utilizada en la Ciencia Política como una técnica de 
poder de Estado. Porque el derecho es la forma de exteriorización necesaria de todo 
poder permanente, a partir de las ópticas morales, espirituales y técnicas, porque la 
vigencia y acción del poder estriba en proporción directa a la organización que se 
desea o busca. El presente razonamiento cobra vigencia si se entiende el sistema de 
poder como sistema jurídico, es decir: " Un complejo de relaciones sociales 
organizadas sistemáticamente en unidad de poder, se convierte en un complejo de 
relaciones jurídicas ordenadas sistemáticamente en unidad de ordenación. "34 

El Estado es a su vez, sujeto de derechos y obligacionesl toda vez que su 
naturaleza es el ser una institución, es sujeto de ideas y de abstracciones, Carré de 

30 Vid Arnaldo Córdova • SOCiedad y Estado en el mundo moderno • 15 ed Ed GnJalbo MéXICO 1989, P 137 

31 Arnaldo Córdova Op el!, págs 136·142 

32 Maunce Haunou • Pnnelpes de drOll pubhe' Pans FranCia 1916, p VII CII por Córdova Amaldo, Op el!, p 147 

33 Hermann Heller Op CII P 217 

341bidem p 312 
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Malberg35 inicia doctrinariamente a proporcionarle sustento y cobra su pensamiento 
vigencia en la práctica social, si se parte de la óptica del llamado derecho privado, 
siendo que en este campo el Estado actúa para con los gobernadosr no en una 
relación de supra a subordinaciónr sino de coordinación. 

El Código Civil para el Distrito Federal en materia Común y para toda la 
República en materia Federal. en su artículo 25 in finer le reconoce al Estador la 
Nación y a los Municipiosr personalidad colectiva o 'moral', y en el siguiente 
artículo establece que el Estado podrá ejercitar todos los derechos que sean 
necesarios para realizar el objeto de su institución. Dbposici6n que sin estar prevista 
en ley secundariar sería positivar porque constitucionalmente se determinar y obliga 
a ejercer sus funciones, tal como se infiere de sus articulos 3, 25, 26, 27, 28, 39, 41, 73, 
103,123 Y 133. 

Situándonos en la atalaya dialéctica del fenómeno estatal se constituye este 
mecanismo: u •• antítesis: poder político; tesis: Derecho positivo; síntesis: Estado de 
Derecho. ff36 

El Estado procede del Derecho, nunca lo antecede porque el verdadero 
Estado de Derecho, es el previamente está bosquejado, limitado, proyectado y 
diseñado en la norma jurídica y sus principios. Con apego a este sistema sus 
acciones siempre deberán ceñirse a la norma jurídica correspondiente, se auto-limita 
por conducto del Derechof su auto-regulación es uno de los pilares que sostienen la 
existenciaf funcionamiento y perfeccionamiento del Estado contemporáneo; la 
consecuencia y meta natural será su propio fortalecimiento. 

Las dos formas de realización del Derecho son: ejercer el poder y someterse 
al mismo. El acto gubernamental surgido de un mecanismo estatal debe estar 
previamente determinado en la norma, en el Derecho positivo.37 

Finalmente, José Colón Mora cita que el Estado de Derecho es: " Aquel 
Estado cuyos diversos órganos e individuos miembros, se encuentran regidos por el 
derecho y sometidos al mismo; esto es, Estado de Derecho, alude a aquel Estado 
cuyo poder y actividad están regulados y controlados por el Derecho. " 3S 

De lo anteriormente vertido se desprende que el Estado de Derecho se 
caracteriza primordialmente porque funda su imperio político en un sistema 
jurídico al cual reconoce derechos civilesf derechos políticos y garantías que 
permitan su escogitación y ejercicio para todo el gobernado. El Estado se subordina 

3S Autrora Amaíz Armgo Op Clt, p. S3 

36 Ibldem. p 45 

37 Et al! "la Procuracion de JustiCIa Problemas. retos y perspectivas • Procuraduna General de la Republ,ca MéJ:lco 1994. P 62 

38 Ib¡dem p S3 
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<1 la ley y para cubrir su actividad l"l'.11 ~'n la politic.l, nucstm Jst'rto debt'r:1 culmln,lf 
en que el Estado C$ del den'eho, el Estado se cIñe ,1 Jos P0StUJ,ldos, principios (' 
imperativos que emanan de 1<1 norma ]uridica, del derecho positivo:N 

Es imprescindible señalar en las presentes líneas los principios que 
constituyen la columna vertebral del Estado de Derecho, conforme a la Teoria del 
Estado, la Ciencia Política y el propio Derecho han realizado, sistematizado y 
perfeccionado, a saber: los derechos fundamentales, la división de poderes y la 
seguridad jurídica. 

En este último renglón el jurista penalista es quien está obligado a 
proporcionar alternativas reales y viables en la formación de nuevas y eficaces 
relaciones sociales y estatales que consoliden mecanismos, prácticas e instituciones 
que fortalezcan la seguridad jurídico-política de los gobernados, con el pleno 
respeto a los derechos humanos de la persona que son protegidos por nuestra 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cristalizándose este proceso 
en el Derecho, en virtud de que gracias a sus conocimientos y experiencia en la 
praxis cotidiana ejercida en función a la consecución de la Justicia Penal, es el 
profesional social que conoce los errores legislativos, las lagunas de la ley, los 
mecanismos pre-judiciales, judiciales y ejecutivos, así como la idIOsincrasia de 
nuestros servidores públicos en materia de Procuración y Administración de 
Justicia~ así como de los colegas de profesión que la viven y sufren. Quienes al lado 
del pueblo mexicano demandan una Reforma del Estado en materia de Justicia 
Social, y por ende, de la propia Justicia Penal. 

1.4.- EL ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO. 

Para abordar el presente título es necesario delimitar el análisis del Estado en 
sus dos vertientes, mismas que se integran por las formas de Estado y las formas de 
Gobierno, este distingo obedece a que ambas denominaciones contrastan una de 
otra y su confusión produce graves efectos en el terreno práctico. ASÍ, el correcto y 
adecuado punto de vista evitará incurrir en el error de trastocar el núcleo de poder 
que realiza positivamente el poder estatal, con el Estado mismo, objetivo propuesto 
que le aceptamos al propio Herman Heller'o 

Al referirnos a la palabra Estado acudimos a ella para referirnos a la totalidad 
de una comunidad política que se forma de los gobernantes, de los gobernados e 

39 Carlos Strasser • Teoría del Estado' Buenos Aires Argentma Abeledo·Perrol. 1986. p 32 ASlm,smo. v,d apartado de esta tes,s t,tulado la 

Ciencia JuridlC8 y la ley' 

40 Rodngo Bo!)a Derecho Polltlco y Constltuaonal. 2a ed Ed Fortdo de Cultura EconomlC8 MexLco 1992 p 87 
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instituciones jurídico-políticas. En tanto que al utilizar el vocablo Gobierno 
limitamos su contenido y sentido que abarca la organización especial o específica 
del poder constituido al servicio del Estado, de esta lógica se desprende que el 
gobierno es un elemento constitutivo del Estado. Este elemento está integrado por 
los órganos centrales y directivos de la actividad estatal, incluyendo toda aquella 
institución que al lado de dichos órganos posibiliten la vida de los hombres como 
condición social. 

El jurista ecuatoriano, Dr. Rodrigo Borja concluye al respecto: ;, ... las formas 
de Estado se refieren a la manera de ser fundamental de la tutalidad del cuerpo 
social jurídicamente organizado, las fonnas de Gobierno tienen relación con la 
especial modalidad adoptada por los órganos directivos que formulan, expresan y 
realizan la voluntad del Estado. "41 

En nuestros días al mencionar y estudiar al Estado deseamos connotar el todo 
de las manifestaciones y fenómenos políticos que se presentan en la actividad 
estatal, así como el titular de la soberanía; en tanto que al mencionar la palabra 
Gobierno deseamos otorgar el sentido restringido de la vida política ya que el 
contenido se constituye por una parte del Estado, que se manifiesta en el conjunto 
de sus órganos directivos, respetando este orden de ideas hemos de afirmar que el 
gobierno es la encamación estructural del Estado, que se expresa en la actividad de 
los titulares de los órganos e instituciones ya precisados. 

En la óptica del politicólogo argentino Carlos Strasser, a la cual acudimos por 
satisfacer las aspiraciones metodológicas del presente escrito; el gobierno se 
comprende como el complejo de posiciones y roles de mando y administración 
estatales. En la medida que toman y ejecutan decisiones estatales, mismas que se 
componen por el personal político directivo y de jerarquía superior en la burocracia 
propia, es decir .. cargos y funciones superiores del Estado que se observa en este 
plano como institución. 

La distinción fundamental consistirá pues, en que la forma de Gobierno 
implica análisis de la manera de organización y distribución de las estructuras y 
competencias de los órganos que componen el gobierno. Se precisa el conflicto de 
conocer quien ejerce el poder e inclusive de quienes reparten el régimen político. 

En tanto en cuanto la fornta de Estado nos conduce al estudio de la propia 
comunidad suprema o de la institución misma, es decir del orden de la realidad .. es 
decir, conocer el mecanismo del ejercicio del poder poIítico.42 

41IdelR 

42Víd AndrésSerraRoJas • Teoria det Estado ·12a ed Ed Porrua M~ICO 1993 p4~~ V,d GermanJ BldartCampos • Teoria Generat de 

los Derechos Humanos ·lnstlMo de Inves~gaclones JUlld,cas-UNAM. MéXICO 1993 
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Una vez hecha est<1 precIsión dl.! conceptu<llización, p¡¡ra asl contar con un 
marco que propnrcionl.! el límite ...Id conleniJo a d(,!sarrollar, se cxigl.! ddcrminar el 
mismo conocicnJo I.,s form,l!> d~' Estado y dc Gobierno que llcnt'n vigt'nci" t'n 

nuestrus dí<lS; sin embargo, el ;¡bord,lr dicho esp;¡C'Ío reb.l!'>.l (UIl ¡llllPlio Illargen 1.1 
finalitiad del presente trabajo debido a razones dc espiKio e intenCIón dit!ftclic<l, por 
lo tanto, hemos de basar nue~tro estudio en la <lctu<llidat! polltici.1 del país y en el 
proyecto de Nación contemplado (>11 nuestra Ley r:undamental. 

Iniciado asf pues, la clasificación adoptada para fines exclusivos de la 
presente investigación, adoptaremos la siguiente: 

FORMAS DE 
C:STADO. 

DlóMOCI(ACIA { 
AUTOCRACIA. 

UNITARISMO 
FU)ERAI.ISMO { 

1\) Por la p<trticip<tción del pueblo 
en In proúucción y cjecución del orden jurídico 
estatal. 

B) Pur la di~tribuci01l dd poder 
político según el territorio. 

MONARquíA 
FORMAS DE GOIlIERNO { REPÚllLlCA'3 

Jurídicamente acudiremos a la Constitución Política de los Eslados Unidus 
Mexicanos, para conocer los postulados expresados por In Nilciún en nuestra Ley 
Cimera, de la cual en su artículo 40 establece lo subsecuente: " Es voluntad del 
pueblo mexicano constituirse en una República representativa, dcmocnítica, federal, 
compuesta de Estados libres y soberanos en ludo lo concerniente a su régimen 
interior, pero unidos en una Federación cstnblecida segun los principios de esta Ley 
Fundamental ". 

CoIígese de esta norma suprema, que en una acepción moderna y 
generalizada, nuestra Carta Mngn<l cons<lgra el modelo dc democracia occidenli.1l, 
misma que se remota al principio de Aristóteles quien cxponíu que toJos los 
ciud<luanos debían ser eleeiblcs y electores a su vez (principio del voto pasivo y el 
voto activo ), 10 cual implica ~luC todos I1KlI1dClr<tn a cada uno y (.,da uno a todos, 
alternativamente para ét el pueblo es gobernanle y gobernado. Así, la esencia de la 

43.- BOfJ¡\. Rodngo op elt pp 83 Y 113 
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democracia, - como régimen jurídico-político -, es tan sencillo como lo expresara 
Abraham Lincoln: " el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo. "-14 

Continuando con la interpretación sistemática de nuestra Ley Cimera, su 
artículo 30

., fracción II en su inciso A, concibe no única y exclusivamente a la 
democracia en su aspecto jurídico-político, porque contempla a la democracia social 
en dicho precepto in fine, a saber: 11 ••• considerando a la democracia no solamente 
como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida 
fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo. TI 

Esta denominada democracia social es la extraordinaria y excelsa aspiración 
del pueblo que establece a todos los órganos e instituciones estatales para su 
servicio, para lograr y luchar por el bienestar colectivo y el consenso en la vida 
social, por tanto, con orgullo proclamamos que nuestro orden jurídico abraza 
accesoriamente a la democracia como técnica gubernamental, colocándola en el 
primer orden de la concepción de la vida para lograr el orden social. 

Empero, a través de las centurias la acepción de la democracia ha cobrado dos 
dimensiones, las cuales se integran de la siguiente fonna. La democracia material o 
substancial, que implica que el fin de toda asociación política es la conservación de 
los derechos naturales del hombre, es decir, significa igualdad de todos los seres 
humanos ante la ley y de libertad para todos. Y la democracia formal, que consiste 
en la igualdad política de las personas, es un derecho idéntico de todos para 
intervenir en la formulación de las nonnas sociales que rigen la propia vida socia1.45 

Ahora bien el auténtico Estado Democrático de Derecho transforma la actitud 
del Estado clásíco de Derecho de una garantía negativa, a una garantía positiva, 
estos es, a la acción. Lo cual significa que no basta la abstención del Estado de 
interferir en la esfera particular del ciudadano, de la persona e impedir el libre 
ejercicio de sus libertades públicas ya sean civiles o políticas, consagradas en el 
Derecho, sean o no marrifestadas en la Ley; ahora bien, bajo la conciencia de que 
actualmente estamos en el proceso de formación del Estado Democrático de 
Derecho, el cual se presenta para nosotros como el Estado de Derecho cuyos fines e 
instrumentos para llegar a nuestros objetivos propios de nuestra naturaleza y 
condición, se multiplican y diversifican en la medida de efectuar una mínima 
intervención estatal en materia penal, y sí una creciente intervención estatal en 
materia criminológica, en atención a que su meta primordial radica en la prevención 
del delito. Es decirr su fin mediato es la Justicia Social fundamentada en un proceso 

44 Francisco Venegas Treja • DemocraCIa, regimenes polltlcos y el pres¡denclallsmo mexicano • ReVIsta de la Facultad de Oerecl1o de Mexlco 

UNAM Numeras 127,128,129. TamoXXXIl! EnerO-junlo Ciudad Un¡versltaria Mexlco 1983. p 303 

45 La democraoa en sus aspectos formal y material (Substancial). conforman el réglmen polittco reconocido Jurídicamente en nuestra Carta 

Magna y en el sistema JurídiCO me:ocano de acuerdo a las leyes secundariaS que emanan de nuestra ley Fundamental, sin embargo, esta 

acepción ha de complementarse con la concepClon moderna de la democraCIa entendlendo ésta como un sistema de vida humano en constarlte 

evoluo6n y mejoramiento de la calLdad de Vida 
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de apertura real en los espacio:-. SOCiales y políticos que pt..'rmitan llUCV.lS rclaciones 
de colaboración y comunicación dialectica entre Id socil'lLl<j civil y el Estado:1e, 

y precisamente nuestra SOCiedad mexicana actuat demanda reclamos 
específicos que inciden en el ciudadano: empleo, seguridad jurídica, seguridad 
pública, educación, oportunidades de desarrollo personal o profesional, una 
Procuración, Administración y Ejecución de Justicia más pronta, eficaz, humana y 
científica ... una política preventiva del delito, de combate a la delincuencia .. se 
exclama Justicia Social que se palpa en el permanente mejoramiento de la calidad de 
vida del hombre y de la propia célula social: la familia. No es una declaratoria 
demagógica, es un modelo de desarrollo que orienta a la Nación a la democracia 
social y la política, porque ambos términos no son excluyentes, sino que se 
contienen el uno al otro. 

México exige una participación activa del pueblo en el gobierno si se desea 
abrazar a la democracia como sistema de vida, es decir, ha de lucharse por ella 
según lo afirma el Dr. Francisco Venegas Trejo en la siguiente idea: " La democracia 
no es un don natural que el hombre encuentre en su eXIstencia; es una conquista, así 
como las flores para brindar su aroma y su hermosura exigen cuidados y atenciones, 
así la democracia para ser realidad y efectivo sistema de vida requiere un sistema 
jurídico-constitucional y un control permanente de los gobernantes. "47 

Vital resulta para nuestra materia la respuesta concreta a la demanda social 
reiterada, cotidiana y enérgica en el ámbito de las Ciencias Penales; porque éste es el 
océano crítico de la vida social, de los derechos humanos de la persona. Por tanto, en 
el marco jurídico-político dado por nuestra Constitución Federal y las leyes que de 
ella emanan, el sistema punitivo democrático mexicano requiere la acción conjunta y 
la participación activa del pueblo en el Gobierno inmerso en un Estado de Derecho, 
cuyo principio rector consiste en velar por el campo de la libertad y seguridad 
jurídica del gobernado ante el poder penal del Estado. 

46 De esta forma el Estado liberal caraclenzado por su rornan~osmo y el soporte suprohumano que posela el Estado al ser el omlento eX'lemo­

base Jurídica de las hbertades humanas, es deCir, la realidad SOCial orcundante era totalmente ajena a la propia actiVidad estatal El deSinterés en 

el bien común. en el sentir SOCial o colecbvo dominó en el Siglo anteror y el resultado fue el germen para que floreciera el estado SOCial de 

Derecl1o, ·AslstenClal' o también denominado 'Benefactor', cuyos rasgos más representativos son el proporCionar una respuesta economlca a los 

conflictos que aquejan a la SOCIedad en la pnmero mitad del Siglo XX. sus programas presentan modelos estnctamente de índole económica. con 

lo cual el planificador Ideal se consolidó en el Estado Desgraoadamente, dicho mtervenool'lismo ya no responde con eficaCia a las presentes 

Clrcunstanoas y neceSidades SOCIales que reclaman un control SOCial, un crecimiento o desarrollo estable en lo económico. cultural, pol¡tTco y 

sooal 

Vid Fernando Garcia Cordero' Politlca Cnmlnal Ensayos • Ed Manuel Porrua MéXICO 1987, págs 134 y 135 

47 FranCISCO Venegas TreJO Op. Clt P 314 
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2.- DERECHO Y pOLítICA: 

11 La política es el arte de transformar tendencia sociales 
en formas jurídicas. " 
Nicolai Hartmann. 

2.1.- LA CIENCIA JURÍDICA y LA LEY. 

La importancia del presente se actualiza en la academia y en el ejercICIO 
profesional de la abogacía~ es decir, a quienes concierne detenninar la prístina 
función de precisar y discernir 10 justo y el injusto, porque la profesión del jurista es 
un arte, es una ciencia práctica que persigue múltiples beneficios para el ser humano 
y sus agrupaciones, asociaciones o sociedades legales. 

iI Iuri operam daturum prius nosse oportent, undem nomen iUTis descendant. 
Est autem a iustitia appelIatum. " (D. 1,1,1.) Ulpiano hace manifestar que existe una 
íntima y estrecha relación eDtre derecho y justicia, toda vez que etimológicamente 
una palabra deriva de la otra. El significado es el siguiente: " Conviene que el que ha 
de dedicarse al derecho conozca primeramente de dónde deriva el nombre de ius 
(derecho). Es llamado así por derivar de justicia, por lo tanto el derecho es lo justo." 
48 

• Para efectos de este estudio ubllzamos la expreSión' Dereci10 ' con mayUscula cuando aludimos al sistema normativo o Clenoa JUríÓlca del 

mismo derecho objetivo, en tanto que' derecho', lo abordamos en su connotaCión de derecho subJellvo 

48 Vid JaVier Hervada Op Cll P 75 

Derecho en su sentido ellmo!ógICO, proviene de la raíz latina IUS y se ha de pesar de que la misma ha Sido subslrtulda foné~camente, su sentido 

permanece II1tacto hoy día. Este cambiO fonetlCO ha Sido motivo de Interesantes estudiOS filológiCOS porque todas las demás denvaClones de esta 

voz han conservado el sufijo IUS, v.gr. justicia, JundlCO, junsta JUez. junsdLCClon,lunsprudenCia 

Para explicar el sentido original de la etJmologia de la palabra Derecho, han surgido dos comentes que expresan diversa opLl1lón al respecto, la 

primera es la tradiCional O anbgua, y afirman que la palabra mloa! es IUS y denva de lustltla -justida- o de lustum -justo., Sin embargo en el 

medioevo se rechazó esta razón, en VIrtud de basarse en el pnnoplo filológiCO que establece' la palabra compleja es la denvada de la primitiva lo 

denvado es mas complejO Que lo pñmlbvo, por tanto es más factible Que IUStilla sea el denvado de IUS y no a la II1versa Para la comente moderna 

la voz IUS, prOVIene de lUbeo, que Significa mandar, de IUV, es deCIr de ayudar o proteger e mcluso de lugo Que Implica un contenido gramatical de 

umón O junta, empero, esta afirmaoon se refuta con el razonamiento gramatical conSistente en que la palabra mas larga denva de la mas corta 

Sin embargo, abordaremos su etimología directa en su sentido actual Que no resguardó el vocablo de IllS en su formaCIÓn Asimismo, es la 

más difundida y aceptada Derecho así, proVIene del partiCipIO pasivo dlfectum es decir, dlngldo, del verbo dmgere que Significa dmglr porque 

esta compuesto de la partícula di y el verbo regere, por tanto el contenido es regir y gobernar DlfectUS es partiCIpiO a dlngere y como adJetiVO que 

slgmfica recto, severo, directo o derecho, pero este vocablo de dlrectus - derecho - nunca fue empleado en el latin culto, como Slnonlmo de 

derecho y tampoco es sustantivo proPiO dellatin puro, por tanto, la sinommla entre dlrectum y IUS es un producto del latín vulgar, tal vulgansmo 

etimológiCO fue un fenómeno generalIZado antes del derrumbe y dlsolucion dellmpeno Romano, para as! arraigarse en eJ lenguaje postenor La 

acepción de direclum en contraste a IU5, sigmfica la ley como conjunto de normas de conducta, esta acepción parece ser que naClO en el lenguaJe 

eclesiástico como traducoon de ley o camino recto 
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Esta labor es encomendad.l pnncipalmente <1 lju[en se dl'dicJ al derecho, ~11 

jurista, quien silbe distinguir el derecho y l{Ul' por ende, lo dccl~lrd, lo aplica. El 
Corpus Iuris Civilis rccabél tre~ acepcIOnes fundamentales a comprender: ius, iustum 
y iustitia "etimol6gicamente proceden de ius, .. En ciecto, dc ius que es el 
derecho, viene iustus, adjetrvo que ilplicado al hombre designa al que cumple el ius, 
al que cumple el derecho: el hombre justo; Iustum, lo justo, es el género neutro de 
iustus e indica lo hecho o cumphdo por el hombre justo: es lo mismo que el ius o 
derecho. A su vez, iustitia es la virtud del hombre justo, o sea, cumplir el derecho."·[') 

Paralelamente, la palabra' ley I originalmente significaba norma de conducta 
humana, posteriormente se concibió corno reglas de diversas artes y a las fuerzas 
existentes periódicamente en la Naturaleza, es deCir leyes físicas, biológicas. 
Paradójicamente, la etimología de ley se localiza en ' lex I que proviene de raíces 
sánscritas lag, lig, lo cual expresaba atar, ligar. Ello denota una regla obligatoria. En 
tanto, la acepción de norma, tiene su partícula original en el vocablo 'nomos' y 
significa 'lo que se posee o usa', posteriormente se trasladó el contenido, para 
referirse a la costumbre, o norma tradicional recibida de los mayores, generalmente 
significaba regla de conducta humana con fuerza obligatoria.50 

Vital compromiso, moral y humano, contrae el jurista porque ejercitará un 
arte, una ciencia práctica cuyo resultado se palpa en la aplicación de su saber, el 
saber para hacer, y que en materia penal se traduce en un saber para prever y prever 
para actuar. Pero no estamos en un campo puramente eidético, porque es la 
actividad central de toda sociedad y de cuyo desempeño depende el progreso o 
desarrollo de la misma. 

Lo lícito e ilícito, lo justo y lo injusto, lo correcto y 10 incorrecto, el derecho y 
su lesión, son disyuntivas científicas cuyo desenlace ineludiblemente repercutirá en 
la vida social y sus instituciones. Esta actividad localiza su cénit más represivo por 
lesionar los bienes más caros, protegidos y tutelados jurídicamente de la persona, en 
la ma teria penal. 

Las relaciones sociales se determinan, se amoldan y transforman a través de 
la labor jurídica, discerniendo el ius y la ¡uniria; el derecho, de su transgresión y 
violación. Esta perspectiva auténtica de su papel se ha desvirtuado a partir del 

Flna[mente, hemos de condulr que estos estudiOS demuestran que en la época postcláslca el termmo dlrectum no expreso moralidad o 

reclltud del derecho, e tanto que otras voces sí lo hiCieron a saber 'rectum' como recto, 'Iustum como Justo, bonu,TI como bueno y aequum o 

eqUitatIVO. voces que SI presentan un contemdo activo de pnnClpolOS morales Dlrectum desplazó a IUS para aSI l09rar expresar una ordenaCLón 

de conductas. denotando el derecho como sistema de normas 

En Virtud de [o anteno'. el Derecho es e[ orden recto en las re[aClones humanas Esta aflrmaClon se corrobora de otras raíces ellmológlcas 

Indoeuropeas 

49 [OLdem, pags 170 y 171 

50 Víd Javier Hervada Op elt pags 306 y 307 
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fundado'r de la Escuela de Viena y cuya obra más conocida y representativa 'Teoría 
pura del Derecho', ha recalcado en las mientes jurídicas que su objeto primordial 
será el discernir y el aplicar lo legal y sancionar, en strkto sensu, su violación o 
incumplimiento. En el sentido de comprender lo legal a partir de su manifestación 
en un cuerpo jurídico positivo, en la ley. Este punto de vista insuficiente, incluso 
para la Ciencia Política, no será aceptado en su uso en esta investigación porque el 
jurista es quien sabe derecho, no como persona cuya tarea central es el conocer la 
mera aplicación de un precepto legal o conocer su exclusión de ejercicio, sin 
consolidar al Derecho como vida humana objetivada, tal como lo afinna Don Luis 
Recaséns Siches. Bajo esta perspectiva, el estudio del Derecho se torna complejo y su 
carácter científico se logra desentrañando su Naturaleza, mediante el auxilio - no 
único, pero sí fundamental -, de la Jurisprudencia Técnica, entendiéndola por su 
objeto consistente en el estudio y exposición ordenada lógicamente de los preceptos 
jurídicos vigentes en un lugar y tiempo dados, así como el análisis de los conflictos 
relativos a su interpretación y aplicación. Esta doctrina deberá ser comprendida 
plenamente, en sus aspectos teórico-sistemático y el teórico-práctico. 

La actividad y visión del jurista - y de quien aspire a serlo -, es más profunda, 
amplia y humana, porque ha de entender y concebir al Derecho como lo justo, es 
decir, la inter-relación existente en una norma jurídica y la justicia que convergen en 
el actuar de quien discierne o ejercita este conocimiento; aSÍ-lo justo no es un valor, 
sino una situación objetiva que se fundamenta en la existencia de la ciencia como 
práctica social. El saber del jurista se integra por ser prudente.·Y para ser prudente, 
se exige saber y querer, voluntad y razón. Así pues, la definición nominal del 
derecho es 'lo justo' y el orden social justo. 

Pero es preciso profundizar y complementar esta acepcIOn nominal, 
agregando la característica multívoca de la voz J derecho' y que en general abarca 
cuatro acepciones, a saber: 

# 1. El derecho corno facultad? que el s-..Ijeto, la persona? tiene o posee para hacer, no 
hacer o exigir algo (Derecho subjetivo). 

11. El derecho como conjunto de normas bilaterales, coercibles y heterónomas 
(Derecho objetivo) vigente en un determinado país. 

III. El derecho como un ideal de justicia. 

IV. El derecho corno ciencia. 

No obstante la diversidad de sentidos, existe entre ellas una trabazón 
ontológica esencial, puesto que el derecho corno objeto del saber científico? estudia, 
interpreta y contribuye a las elaboraciones de aquellas normas de derecho en las 
cuales se fundan los derechos que cada cual puede afirmar como suyos y que 

24 



expresan un Ideal ético dc justicia y los lh'rv('hos llue, con <lrreglo a éstos, afirma 
cada cual como suyos, y fund<l sobrl' dl..luel!os l¡:ls normas jundiG\s que constituyen 
el derecho dc un pueblo determinado. "jI 

Esto se corrobora en el entendimiento de que SI bien es cierto el Derecho tiene 
una relación estrecha con valores esenciales del ser humano y de la vida social, 
excmplia gratia: dignidad humana, justicia, libertad, seguridad, bienestar general ... 
también es cierto que el Derecho no se integra y compone de ideas puras 
axiológicas, porque sí se constituye de un conjunto de actividades y obras de los 
hombres encaminadas a obtener satisfacción de Ciertas necesidades y urgencias que 
las personas experimentan y se forjan en la vH.ia.52 

El Derecho es un hecho sOCIal, producto de la cultura humana, es una 
creación humana que la cristaliza en una forma normativa, en formas jurídicas 
espontáneas o reflexivas. Las primeras se presentan en un tipo especial de 
costumbres, y las ulteriores en leyes, reglamentos, resoluciones administrativas, 
sentencias judiciales, circulares .... Paralelamente existen otras normas que el 
hombre también crea, pero la jurídica se caracteriza porque sus preceptos poseen 
una coercitividad a la cual se ha denominado atinadamente impositividad 
inexorable. Su cumplimiento es factible de imponerse por el uso del despliegue 
material coactivo, así la fuerza interviene cuando la razón contenida en la norma 
jurídica, no es observada o acatada. Concretizando lo anterior el Derecho es una 
obra normativa creada por el se humano. Este punto es toral porque de él se deriva 
que en estricto sentido, el derecho es el conjunto de normas dictadas o reconocidas 
por el Estado, a través de su Poder Legislativo o el órgano que posea las facultades 
para ello en la ley, cuyas características son el ser heterónomas, coercitivas, 

51 OctaVlO R Acedo Quezada - La clenoa Jundlca y su obJeto· Revista de la Facultad de Derecho de MéXICO UNAM Numeras 172. 173, 174 

Tomo XL Ciudad Unlversltana. Mexlco Jullo·dloembre 1990 p 13 

52 Miguel Reale afirma que la CienCia del derecho es clenoa del derecho poSItiVO y que no es posible concebir una Cll'moa del Derecho en 

abstlacto. toda vez Que el conoomlento oemmco Jumllco Implica necesanamel1te un campo directo de acelón conslltul60 por la expenenCla 

SOCIal En el pensamiento del autor recurndo se Visualiza al Derecho en tres dimenSiones InesClrldlbles entre sí y con una lnple VinculaCión entre 

sí. a saber 

a) DimenSión de hecho. la cual comprende los hechos humanos y SOCiales en los cuales el Derecho se gesta y se produce. asi como las 

conductas humanas reales en los cuales el Derecho se cumple y se lleva a cabo B) DlmenSIOrl n.ormabva. de una normallvldad eSpecifica. 

caractenzada por unas notas propias. enlre las cuales figura la de Imposlllvldad Inexorable o coerCltlvldad C) Una dimenSión de valor. esllmallva 

o 8.>:lol6glca. conSIStente en que sus normas. mediante las cuales se Irata de sa\Jslacer una serie de neceSidades hum¡mas. esto Intentan hacerlo 

de acuerdo con las eXigenCias de unos valores. de la Jusllcla y de los demas valores que ésta Implica, entre las que figuran la autonomía de la 

persona. la segundad. el bien comun y otros 

Es por tanto. condlCJon necesaria en el JUllsta tener presente la plundlmenSlonalldad que posee el Derecho. que por ende. reqUiere de multlples 

puntes oe vl~\a cu:-n\ificos y aXlologlCOS. \aleas que obvramente no corresponden umcamen\e all\lns\a o a un ¡unspmoen1.e. que leqwere de la 

conjunCión y allxlllo de otras CienCias humamstlcas A pesar de ser un tema 'lile se tratara brevemente en este punto, es necesallo adelantar que 

el derecho en SI. no es CIenCia porque la CienCia jUlldlca se constituye en razon de que su objeto es precisamente. el derecho posibvo, como 

mstf1.lmento para crear en la realidad SOCial ciertos obJetiVOS Vid LUIS Recasens Slches • IntrodUCCión al estud,o del Derecho· lOa ed Ed 

PorrLia MéXICO 1993 P 15 Y ss V,d aSimiSmO. Miguel Reale -lntrodllcclon al Derecho' Tr de Jaime Bufón Prats 2a ed EdiCiones Pllamlde. 

Madlld. Espafi3 1977 P 32 
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bilaterales, externas e imperativo-atributivas, que poseen real eficacia, cuyo fin es la 
consecución y logro de los principios valorativos de la justicia. 

El Derecho positivo conceptualizado en los anteriores términos es el orden 
jurídico vigente en un Estado dado .. desplegándose sus normas en tres vertientes: 
"a) las declarativas (v. gr.: todos los hombres son iguales ante la ley); b) las que 
aplican las anteriores {programáticas) y las concretan a sectores determinados de la 
relación social (v. gr.: las partes deben tener iguales oportunidades de defender sus 
respectivas posiciones ante los Tribunales); c) las que establecen garantías, vale 
decir, medidas a adoptar para lograr la efectiva aplicación de aquéllas: en rigor un 
ordenamiento jurídico adecuado no se completa en tanto no se formulen éstas. "53 

Este enfoque constituye un dogma en nuestra Universidad y en otras 
instituciones educativas de nivel superior y adolece de ser una visión parcial y 
fragmentaria de la propia naturaleza y esencia del Derecho al restringir su 
perspectiva al enfoque técnico de la norma jurídica, la cual reviste exclusivamente 
una expresión del Derecho; tal como el Dr. Abelardo Rojas Roldán asevera: " ... las 
normas jurídicas son la expresión propia del derecho, en tanto que éste se hace 
presente a través de ellas. "54 Dicho conocimiento no gozará del carácter científico y 
sí lo es " oo, el conocimiento jurídico obtenido mediante el estudio teórico o 
investigación empírica de algún jurista, o bien .. sociólogo, que indaguen acerca del 
porqué y el cómo de las normas jurídicas de un país determinado, siguiendo para 
ello la metodología adecuada-o "55 

Así, al compenetrar al Derecho en un punto de vista científico e integral, se 
debe tener presente siempre su realidad tridimensionalidad que consiste en el 
hecho .. en la norma y el valor. 

Cabe resaltar que otro sector doctrinario da como presupuesto que el derecho 
es un producto culrural, que posee una dimensión normativa y le reconocen una 
forma o estructura formal invariable, que presenta toda norma jurídica, el contenido 
o materia a que tales normas se refieren, los fines o propósitos colectivos que tratan 
de realizarse y los valores sociales que se cumplen mediante la eficacia de la norma 
jurídica, para concluir: es una concepción tetra dimensional compuesta de forma, 
contenidos, fines y valores.56 

En este sentido, la ciencia social más antigua cobrará su sitio real, de acuerdo 
con la afirmación del profesor Lon L. FuIler, catedrático de la Escuela de Derecho de 

53 Adolfo Gelsl 81dart "Cnsls y afirmaCIón de Derechos Humanos_ • ReVIsta de la Facultad de Derecho de MexJoo_ UNAM Numero 118 T XXXJ 

Mexloo CIudad UOIverSllana Enero-abnJ de 1981 p 147 

54 ROJas Roldan Op ell p 357 

55 OC!avio R Acedo Ouezada Loe 01 

56 Vid LUIS Recaséns S,ches Op al p 15 yss AsImIsmo V,d Abelardo ROjas Roldan Op ell p 358 yss_ y OctavloAcedo QUezada_ Op_ Cl! 
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1,,1 Universidad de Harv~lTd, si se obscrv<:l que: " ... la existencia del Derecho esto) 
determinada por la posibilidad de realización efectiva de la conduct<l, si se excluye 
lo anterior, entonces la formalización verbal - que en un momento UclUO se rcvel;) 
como determinante para la existencia del Derecho - pierde toda vigencia práctica. "57 

Finalmente, el Dr. Rojas Roldán conceptualiza: " El derecho es .. un orden que 
se expresa mediante normas, que constituye un sistema, las cuales presentan una 
FORMA invariable; que regulan la conducta humana (hombres a quienes 
originariamente se reconoce como dignos y libres, aunque desiguales en todos los 
aspectos de la vida biológica y social) de manera bilateral, externa y coerCIble; cuyas 
normas son creadas por órganos de poder institucionalmente y que hacen referenCIa 
a CONTENIDOS variables, facultando a un sujeto pretensor, para exigir de otro 
sujeto obligado, conductas que se consideran obligatorias, para lograra propósitos o 
FINES sociales, con cuyo cumplimiento y eficacia se realizan VALORES. "58 

En conclusión, el Derecho en su real naturaleza y estado esencial se confirma 
por hechos sociales, vti.lores y normas jurídicas y apegándonos a los lineamientos del 
Dr. Raúl Cervantes Ahumada" , el Derecho es un complejo de diversas categorías de 
normas que pueden ser organizativas, definitorias y sancionadoras e instituciones 
jurídicas que conforman un conjunto coordinado de construcciones ideales, 
derivadas de un poder público efectivo y destinadas a activar o realizarse en la vida 
humana de relación social. "59 

En términos generales y breves, el Derecho es un ordenamiento imperativo 
que funda e instituye las instituciones necesarias para el funcionamiento orgánico de 
la vida social y cuyas normas rigen la conducta y determina las relaciones externas 
de los hombres y que señala los requerimientos recíprocos que deben formularse 
entre sí los individuos y las personas, y la propia sociedad. Es por lo tanto, el 
régimen excelso de ordenación de la vida comunitaria.60 

Ahora bien, hemos de afirmar la existencia de la Ciencia del Derecho, 
iniciando por conocer las características de la ciencia y de su síntesis desprender su 
conceptualización. La ciencia se concephtaliza - no se define -, comO un conjunto de 
conocimientos con pretensión de validez universal, generalizados, relacionados a 
una esfera precisa, concreta y limitada del saber, dichos conocimientos son 
ordenados sistemáticamente. A su vez, los conocimientos tendrán como objeto 

57 lon Fuller L • Anatomla del Derecho • Ed Monte AVlla Editores Venezuela 1979. p 22 

58 Abelardo ROjas Roldán Op Clt P 358 

• QUien desafortunadamente ha falleado el dia 4 de abnl del ano en curso. dejando un enorme vaclo en el terreno académiCO del saber juridJco 

mexicano Que descanse en paz 

59 Raul Cervantes Ahumada' Derecho Mercantil Pnmer Curso' 4a ed Ed Herrero Mexlco 1986 p 21 

60 Vid José LUIS $oberanes Femández • Hlstona del Sistema JuridlCO Mexicano' Instituto de Investigaciones Juridlcas·UNAM Mexlco 1990 p 

10 Y ss 
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percibir la esencia de las cosas o fenómenos que sean analizados a través del saber 
de sus causas. Siendo ésta última el punto neurálgico en las ciencias sociales.61 

Cabe subrayar que en nuestra ciencia por tratar con el ser humano y sus 
manifestaciones colectivas, limita en su conocimiento de certeza, y de seguridad, a 
un mero grado de señalar probabilidades. Porque el hombre corno tal es un ente bio­
psico-sociaI predecible, pero no programable o estático, tal como sucedería con un 
computador personal. La Ciencia Jurídica no implica que el Derecho en sí tenga el 
carácter de ciencia, porque cuando hacernos referencia a la tarea inteJectual 
realizada por el hombre, por el ser humano que pretende el conocimiento ordenado, 
sistematizado y jerarquizado es en función de 105 corolarios que se desprenden de 
los datos por el derecho positivo. Por lo tanto, la elaboración racional de este 
conocimiento emana de estudiar el derecho positivo que determina y precisa el 
investigador. 

En líneas superiores hemos asentado que originalmente la jurisprudencia fue 
concebida como una ciencia práctica, como el arte de conocer y distinguir 10 justo de 
lo injusto. Esta actividad fue así llamada por los romanos, como ciencia.62 

Se reconoce que fue el filósofo alemán lmmanuel Kant, el fundador de la 
Ciencia Jurídica moderna, porque distingue al Derecho de la Moral, tarea que llevó 
a cabo al aplicar una máxima universal que anteriormente existía y que incIuso el 
propio Jolm Locke había esbozado: el imperativo categórico de la moral que reza: 
'actúa de tal forma que la máxima de tu acción corresponda a un principio 
universal'. En este postulado se basa la nonnatividad del mundo ético y su legalidad 
universal, porque para él el hombre es un legislador universal, en atención a la 
relación de su acción y su exteriorización, por tanto, en el mundo fáctico, de la 
propia realidad social, se presenta el derecho, ' Ubi societas, Ibi jus '. La 
fundamentación filosófica del castigo, del Derecho Penal se localiza en que el 
derecho es igual a la represión de los actos antijurídicos, concepción que para Kant 
tiene que ser así, y que no compartimos porque es parcial e insuficiente en un 
Derecho Penal contemporáneo civilizador. 

El postulado jurídico que proclama el autor citado constituye el imperativo 
categórico del Derecho consistente en: ' actúa de tal manera en el mundo exterior 
que la máxima de tu acción corresponda a una ley jurídica establecida '. Con ello 
afirma que el ser humano en el derecho es un hombre de acción, dotado de buena 
voluntad, razón (vernunft) y entendimiento o intelecto (vemstand); por tanto, la ley 
jurídica no es natural porque es factible su rompimiento o violación.63 

61 Vid luís Rodnguez Manzanera' Cnmmología ·8a ea Ed Porrua Mexlco 1993, p 15 Y ss asimismo, Alberto F Senior Gonzalez. Op el 

p" 
62 Rangel Lattorre • IntrodUCCIón al Derecho ·'003 ed Ed Anel Barcelona Esparta p 111 

63 Amaldo COrdova Apuntes del Curso de Teona del Estado 
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La revolución intelectu,l! que l!l!ci'1 L'! tdo:-,oto de KllL'gn!gsberg, se !dnz.l ,tI 
establecer ambos imper<ltivos que proporcion¡m JutonomÍd cicntífic<l .l 1<1 dodrill<l 
jurídica y señalar como presupue.stos fund<ln1l'nt<1ll'S que b libertad es un principio 
limit<ldo a pesar de ser un valor universal dc! hombre, pero se acotJ con 1~1 libertad 
de otra persona y si se respeta dicha esfera se es libre <l su vez. En este orden de 
ideas, el Derecho real es aquel que está dot<1do de coercibllidad, de fuerza material y 
debe ser dotada a un órgano suprasocial que a su vez, despliegue su <lctividad en 
competencias y Jurisdicciones legales que permitan llevar a cabo sus cometidos, 
dicho ente es el Estado. Pero Kant resuelve que el primer obligado al sometimiento 
de las leyes es el propio Estado. El Estado es ante todo un orden jurídico. 

A partir de esta concepción la doctrina jurídica es reconocida como ciencia, 
iniciándose ase la Ciencia Jurídica moderna. Simultáneamente, es reconocida como 
tal incluso por quienes le negaron tal carácter,l'>4 debido a que las ciencias sociales 
han experimentado un importante progreso en relación al campo de conocimiento 
que abarcan, e incluso gracias al acotamiento del objeto de estudio han logrado una 
especialización de las disciplinas humanísticas. 

Karl Larenz encabeza una corriente que denomina Jurisprudencia a lo que en 
esta investigación se ha denominado CienCia Jurídica o Ciencia del Derecho, 
sustentando su investidura de ser ciencia" .. porque ha desarrollado métodos que 
aspiran a un conocimiento racionalmente comprobable del Derecho vigente. "65 De 
lo anteriormente vertido se desprende que el objeto de la Ciencia Jurídica .. es el 
derecho positivo, vigente en un espacio, tiempo y comunidad dada. 

64 El pensamiento del Siglo XIX se caractenza en este rubro. por ser una comente que niega el caracter Científico de la doctnna JUndlca Su 

pnnClpal expositor 10 fue el alemám H J Von Klrchmann qUien en 1848 publiCO su D,e Wer1loslgkelt der JUTlsprudenz als Wissensdlaft (la falta 

de valor de la Junsprudencla como ciencia) en la cual señala lo siguiente 'los Junslas se ocupan, sobre todo, de las agunas, los equívocos, las 

contradiCCIones de las leyes poSItivas, de lo que en ellas hay de falso, de anticuado de arbitrariO Su objeto es la Ignorancia. la deSidia. la pasión 

del legislador .. por obra de la ley posl~va, los lunstas se han corlVertrdo en gusanos (SIC) que solo viven de la madera podnda, desvlandose de 

la sana, establecen su nido en la enferma En cuanto la CienCia JundlC3 hace de lo contingente su objeto, ella misma se hace conllngenCla, tres 

palabras rectificadoraS del legislador convierten bibliotecas enleras en basura 

De la lectura detenida de este parágrafo se coligen los rasgos por los cuales el pos<t<vlsmo nego a la doctnna jundlca su calidad Clent,fica la 

ClenC1a del Derecho era motiVO de mofa y crítica aC<da en labiOS y plumas de qUienes desconocían la propia naturaleza de las cienCias 

esplntuales o SOCiales, cuyo contenido, objeto, método y conclUSiones cognoscitivas Jamás pueden ser IdéntiCOS a lOS que proclamaban ellos. 

Siendo que para ellos la unlca CienCia real era la que se ajustaba al modelo ma:emat,co desarrollado por las CienCias naturales A su vez. 

Klrchmann Ignoraba que el Derecho no tiene lagunas la ley si, por tanto, un cambiO legislatiVO no puede transformar profundamente y en forma 

radIcal a un sistema Juridlco concreto, loda vez que evoluCIOna paulatinamente Agregando que las reformas legislativas en multlples ocasiones 

recogen reclamos sOCiales ya eXigidos y expresados por la doctnna Jundlca o por la propia colectiVidad 

Estos pnnClplos fueron Im~lantados graCias a la pandecllsllca, caracterlzandose este mOVimiento doctnnal por buscar la constrUCCión de 

conceptos Juridlcos que derivaran del deredlo POSitiVO con conceptos de caracter Universal Ello rmpllca que sean validos, Independlenlemente 

del slstemall orden JurídiCO al cual se señalara 

ASI, el Junsta se aplica a Investigar el sistema de los conceptos, Ideas e mstltucrones jundlcas fundamentales, para localizarlos, desofrarfos y 

sistematizarlos Su tarea no se aboca a estUd,ar la ley para subsanarla. o perfeCCionarla 

65 Karflarenz • MetOdología de la ciencia del derecho· Tr de Marcehno Rodnguez Molmero 2a ed Ed Anel Barcelona, España 1980 p 26 

ASimiSmO, Vid DclavlO R Acedo Ql.lezada Op at 
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La distinción entre las ciencias naturales y las ciencias sociales o del espírih.I~ a 
partir de su objeto de estudio ha pennitido que el concepto tradicional concebido 
por las mal llamadas ciencias ' exactas ' o ' puras '66, se haya transformado 
plásticamente para concebir a las ciencias humanísticas como cualquier 
conocimiento racional, jerarquizado, sistematizado, de un específico objeto de 
estudio que puede comprender una esfera natural, cultural o sociaL Y el Derecho 
por ser la propia vida humana en su sentido objetivo-jurídico, por ser realidad 
social, por ser un producto cultural corno instrumento práctico, contiene una 
doctrina jurídica y determinada que es científica en tanto analiza el derecho positivo 
vigente en un espacio y tiempo detenninado.67 

Es menester señalar que la ciencia moderna, sea cual fuere la esfera de su 
estudio, no tiene conocimientos absolutos e inmutables a través del tiempo, aunque 
sí en cierto tiempo y espacio presentará principios incontrovertibles e irrefutables, 
dadas ciertas circunstancias, es decir, adhiriéndonos al recién extinta físicamente, 
científico de nuestros días, Karl Popper, al establecer que la objetividad de la ciencia 
reside en que toda afirmación cientifica es siempre una tentativa, una conjetura, 
porque con ello la ciencia real se auto-corrige, porque el conocimiento perpetuo, 
cierto y demostrable es un ídolo.68 

Ergo, indudablemente existe la ciencia jurídica que es doctrina jurídica y 
científica; el científico será el investigador y el jurista quienes dedican su estudio, 
análisis, promoción, difusión y aplicación en la propia sociedad a la cual sirve. 
Gustav Radbruch ilustra al precisar: " Llamamos Ciencias Jurídicas a las ciencias 
que tienen al derecho por objeto, pero entre ellas, ciencias jurídicas en sentido 
estricto, solo a aquélla ciencia que elabora el derecho por medio de un método 
específicamente jurídico. Esta ciencia del derecho propiamente tal, dogmática y 
sistemática, puede definirse como la ciencia que se ocupa del sentido objetivo de 
una ordenación jurídica positiva. "69 

Al ceñirnos a las razones ya expuestas hemos de extenderlas a la disciplina 
de! Derecho Penal, en sus aspectos sustantivo, adjetivo y ejecutivo o penitenciario, 
toda vez que es una rama del derecho positivo público que posee todos y cada uno 
de los rasgos distintivos de la Ciencia juridica, a saber: 

66 Porque toda oenCla es e:<acta en relaCIón al conoomlenlo que aporlan al saber humano y con ello la verdad que proclama. goza de ser un 

dogma incontrovertible por oerto espacIo. !lempo y ClrCl.JnStanoas aSimismo no puede ser ·,mpura y Siendo asi no seria CienCIa 

67 Vid LUIS Recasens S,,:hes • In!roduCClon al EstudiO det Derecho "Op ClI pags 178 y 212 

Vid Angellatorre Op CI! pags 121 y SS A su vez ~Id Allan F Chalan "Que es esa cosa llamada CienCIa? 12A_ ed Ed Siglo XXI MéXICO 

1991 P 230 

68 Vid Nlcola Abbagnano Op al p 167 Es recomendable ~Id Mano Alberto Torres lopez • las leyes Penales (DogmatlGa y TecnlGas 

Penales)" Ed Porn:ia Mexlco 1993 p 1 

69 Gustav Radbruch • Fllosofla det Derecho· 403 ed Ed ReVista ce Derecho Pnvado Madnd. España 1959. p 11 e,! por Mano Alberto Torres 

lópez Op al págs 1 y 2 
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" a) Es posiblL~ un conocimientu sistcrnalll<\uJc y vcnrk<lbk respecto de un 
deterrnini'!do sector de Ji'! re<11id~ld hUIll<1na, 

b) Ese sector de la rl'<lhdad es prl'cis¡mll'nte d lll11nd\.) jlll fdico, c::.tn ('~, el 
mundo de las normas jurfdic<ls. 

c) El estudio de bs nOl m,1S JurfdICas, Irt ciellcia dd derccho lo aborda con un" 
metouologíu que le l'') propio o CXdll~iv~l: (,.'1 Ill('todo jurídico, o bien, 1<1 
metodologia jUlídic<t, "iU 

En 1<1 esfera pell<ll el Dr. Celestino Porh'?'Rf'etit C" expl e~<1 que la norma pen"l 
"Es aquella disposición juridic<l que determina el delito y 1<1 sancít')l1 respectiva (pellrt 
o medid<1 de segurid<1d). La norrn<l penal l'll sentido cSlrido, consta tk' dos 
l'1ementos o partes: a) l'l pn'cepto y b) la ~~lI1dón."71 M<llli'ini,n enr"tii'.i1 que 

'preCl'pto y pena son dos términos que se integran recíproC<lllll'nte l'n 1<1 l1orm<l 
penol, tanto b<.1jO el aspecto t0C'nico R jurídicü, ("omo bajo el aspecto psicológico y 
sociológico. Ahora bien, el contenido de la norma juridicuRpell[lt se les denomina. 
precepto primario al propio precepto y preceplo secundario a la sanción. ' 

En este orJell de ideas, 1<1 ley pcnZlI por ser de caJ".'kler general, tiene cornu 
destinatarios a todos los gl)bcrnados, sin distincióll de ninglll'l<I especie y que tiene la 
obligación de cumplir, observ<:lr y obedecer I<:lS leyes pCl1aks. En esta tcsitur<:l ~c 
proporciona esqucm .. Hicamcnlc él siguienle cumlro i1ustralivo: 

NORMA 
PENAL. 

ELEMENTOS { 
DESTINATARIOS: 

70-Aceoc.Quenda, OcU'iIoR Op- 0\ pP ,g"f20 

PRECEPTO. 

SANCION. 

Al ÓRGANOS I)"L ES rADO. 
ll) SÚBDITOS. 
Cl DIRECTAMENTE A LOS ÓR(;¡\NOS IlLL ESTAllO E 
INlllRECTAMloNTE ¡\ LOS St"lIlIll"I os. 
IJ) ÓRGANOS DI·.L 1"TtlIJO COMO A LOS S¡"IIlIJITOS. 
E) EL PRECEPTO PARA LOS SlJlllll ros y L¡\ 
SANCI6N A LOS ÓRGANOS DEL ES IADO.'J 

71 _ • Apuntamientos de la Parte GaneTa! de Derecho Penal • 16a ed Ed Pornia MéXICO 1994 P 109 

72 _. Tratado de Derecho Penal - T 1 Buenos Arre .. ArgentIna 1948 P 235 Clt por Porte Petlt C • CelestIno 1bldem 

En este rubro. la Suprema Corte de JushCla de la NaclQn ha cecla,ado que' conlorme a la leorla general del delllo lo(.\a norma Juit(.\lca y 

eSpecialmente la penal. se compone del preceplO y la sanCIÓll. y el preceplo conSlsle en la deseitpclon del h«eho eXIgIdo o prollllll(.\O '( 

Semanano JvellCiel de la federaDOn. CXXXI, p 110·11\ ) 

73.- Porte·Pelll C., CelestIno Op elt p 11 I 

31 



Ya propiamente en la dogmática jurídico-penal, Hans Welzel amplía el campo 
de estudio al análisis de los principios legales que se hallan inmersos en un orden 
jurídico dado o incluso en una de sus partes .. lo cual significa la vigencia de la 
hermenéutica jurídica, que exige al jurista una abstracción partir del estudio de un 
sistema jurídico para que posteriormente se tengan conocimientos finales con 
pretensión verdadera.74 

Sin embargo, suele identificarse a la dogmática jurídico-penal con la propia 
Ciencia del Derecho Penat siendo que la primera fanna parte de la segunda ... ya que 
la Ciencia Jurídico-Penal es más amplia" y viene a significar la actividad científica 
que tiene por objeto el eshIdio del delito y la pena desde los más diversos puntos de 
vista, v. gr. jurídico, antropológico, sociológico, de estrategia del Estado para la 
prevención de la delincuencia, de funcionamiento práctico de las instancias de 
control social y del sistema de sanciones, y sobre todo, de la pena privativa de 
libertad. "73 La Ciencia Jurídico-Penal se constituye para fijar la naturaleza del 
delito, las bases, la naturaleza y alcances de las sanciones penales que son la pena y 
las medidas de seguridad, con base al ordenamiento integral del derecho positivo 
penat que en la especie es el mexicano. 

En materia penal se vislumbra en un principio incontrovertible: el delito 
ineludiblemente será una conducta, omisión o manifestación externa imputable a un 
ser humano, a una persona, y el mismo será obligatorio pai:a el legislador 
establecerlo en ley penal, es decir deberá tipificarlo en la norma jurídica. A pesar de 
que éste tenga el arbitrio de tipificar cualquier acción u omisión. 

Finalmente la Ciencia Jurídica consolida las transformaciones que el derecho 
asume gracias a la exigencia de la vida socio-política de una comunidad específica, 
con lo cual el derecho se cristaliza en la manifestación regia de la civilización, por ser 
la más lograda y en la cual localizamos el cimiento de la liDertad y dignidad 
humanas. 

2.2.- LA CIENCIA POLÍTICA, 

La trascendencia del presenta apartado en el marco de estas líneas es toral, en 
razón del desarrollo de una perspectiva global de la consecución de la Justicia Penal 
llevada a cabo por el Estado a través de su maquinaria gubernamental punitiva; 

74 Hans Wetzel "IntroduCCIón a la Fllosolía del Derecho - 201 de Ed Agullar Madnd. España 1979 p 193. e,l por Mano Alberto Torres Lopez 

Op elt 

75 Jose Miguel Zugaldía Espinar - Fundamentos de DerechO Penal (Parte General) Las teorías de la pena y de la ley penaL lntroduCClOn tronco­

práctica a sus problemas bOlSICOS" 201 €O Ed Unl\lersldad de Granada Granada, España 1991 P 121 Y ss 
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atendiendo la necesid¡;¡d del al1:1lislS, plnl1c<lCllH1, coordin.1cion y cjecución dc L:t 
actividad estatal en el terreno criminológico; labor que deber.'!. complementarse con 
la denominada micro-justicia penal a que alude el Dr. Sergio Galcíd Ramírcz 7h 

Siendo que ambas metas únicamente han de concebirse con la participación activa 
de la sociedad e instituciones sociales acatando así nuestro nUlrco democrático 
constitucionaL 

La vida cotidiana de los habitantes de los Municipios, Entidades Federativas 
y del Distrito Federal resienten las decisiones de la política nacional y en su caso, la 
estatal y municipal; obedeciendo a que las comunidades locales, regionales o 
estatales son redes complejas y vitales de política. Este proceso es aplicable a 
cualquier Estado?7 Las decisiones tomadas en ella afectan, sin lugar a dudas, a 
nuestras vidas en el presente y en el futuro. No excluyéndose obviamente la 
Seguridad Pública, la Seguridad Nacional, la Seguridad Pública, la Seguridad 
Jurídica y por supuesto, nuestro sistema judicial en sus aspectos comunes o locales y 
los federales - incluyendo la Procuración de Justicia o fase prejudicial en la vía penal; 
por ende, nuestro mundo es un mundo politizado. 

El abogado y el jurista, pero en general el hombre, se caracterizan por llevar a 
cabo acciones inteligentemente llevadas a cabo mediante una planeación científica y 
racional previa.78 Esta precognición teórica permitirá dilucidar si lo anhelada. o 
propuesto es posible en su realización o su cristalización es imposible~ siendo 
Giovanni Sartori quien distingue dos estadios de la misma, a saber: la imposibilidad 
relativa y la absoluta. La primera también denominada contingente o condicionada, 
se presenta en relación a la disponibilidad de los medios~ es dedr~ su determinación 
es en proporción a un cálculo de los medios. La imposibilidad absoluta o 
incondicionada se entenderá en razón a la improcedencia de hacer dos o más cosas 
que se excluyen mutuamente, es contradictoria su realización?9 

Indistintamente el vocablo de 'política' es utilizado en el quehacer cotidiano 
por todos, sin embargo~ es un término polisémico que hemos de precisar en su 

76 DisertaCión en la Mesa Redonda' La Reforma constitucional para el fortalecimiento de la Justicia. Segundad Y el Estado de Derecho' Bolelln 

Facultad de Derecho Por ta excelenoa en el Derecho PublicaCión qlllncenal No 82 Segunda qUincena de enero de 1995 MéXICO P 6 

77 Kart Deutsch W _ • Poldlca y Goblemo Cómo el pueblo decide su destrno "Tr de Eduardo l Suárez Ed Fondo de Cultura Ecol1omlca 

MéXICO 1993 p. 15 Y 18 V:d Glovannl Sartoñ "la Política lógica y metodo en las Clenoas sociales" Tr de Marcos lara Ed Fondo de Cultura 

Económica MéxIco 1992 

78 Utilizamos la palabra aCCión en el sentido del despliegue de sus fuerzas volltrvas e Intelectuales en el mundo matenaJ. fiSlco o el abstracto para 

modificar su realidad la presente propuesta académica por desarroJlarse en un marco oentifico global. definrrá en lo posible. su grado de 

operatividad o de realizaCIÓn proposlbva de los pnnoplOS JUrrdlCO-admlnlStratlvos de una Politlca Cnmlnológlca mexicana real Inserta en la 

AdministraCión Pública Federal. por consiguiente. en lineas posteriores se dará Vida técmca a la Imposlo,hdad relativa que enfrenta una 

CoorOlnaClÓr\ Fe<!era! en marena cnmlno\óg\Ca Pcn:¡\le en nuestro rer\glon . la lucha y combate a la debncuenCla se presenta en \les trrncheras 

su prevención. su represión y la rehabilitaCión del delincuente. aspectos pilares en 13 obtenCión de la JustiCia Penal. que por su naturaleza 

corresponde al Estado y a su armadura punrtlva. coordinar y ejecutar la fuerza SOCial. política y Jurídica de sus órganos e Il\stltuClones. en 

conjunCiÓn con la SOCIedad 

79 Vid Glovanm Sarton Op Clt 
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significado y alcance. Existen principalmente tres posturas que señalan el sentido de 
la palabra~ en primer orden~ la politica implica la actividad que crea~ desenvuelve y 
ejerce el poder como fenómeno de dominación, con naturaleza social con fin a la 
unidad del grupo social, a través del derecho (SchaeffIe, Berolzheimer y HelIer); en 
el segundo aspecto se entiende como una lucha constante por el poder político, lo 
cual conlleva un conflicto constante de los hombres por la supervivencia 
(Maquiavelo, Ratzenhofer, Gumplowickz, CarI Schmitt y Amaldo Córdova); 
finalmente el restante sector manifiesta que la política es la actividad orientada por 
el fin del Bien Común (Aristóteles, Jellineck, Radbruch y por la tratadista española 
Dra. Aurora Arnáiz Amigo). Es menester aclarar que no se oponen entre S1 dichos 
conceptos porque su articulación es dialéctica y cuyo elemento de cohesión es el 
orden de convivencia.so 

El Lic. Héctor González Uribe explica que la política es actividad humana, 
espontánea, libre y creadora como forma y en contenido, son actos creadores 
dispuestos a constituir, desenvolver, modificar, defender o destruir un orden 
fundamental para la sociedad: el juridico. Su objeto es el bien supremo, el Bien 
Común, porque éste es a la política lo que la Justicia al Derecho. 

Para efectos de la Justicia Penal y en concreto de la Política Criminológica, el 
enfoque de estas lineas se dirigirá no a la politica teórica - la cual pretende el 
conocimiento explicativo del Estado - y S1 se encauzará a la política práctica, 
consistente en la actividad indagatoria y persecutoria de organizar el Bien Común 
de la sociedad, la cual indudablemente se integra por la Justicia Penal, la cual se 
logrará mediante el adecuado uso racional del poder punitivo estatal. AS1 se logrará 
el buen gobierno de los hombres. 

La distinción estriba en los hombres, los cuales se bifurcan en los 
preocupados y los ocupados, los intelectuales y los políticos; empero, la división 
propuesta por el filósofo español José Ortega y Gasset no es fatal, porque a toda 
acción política y jurídica corresponde un plan o marco previo de formulación en la 
praxis, por ello hemos emprendido este modesto esfuerzo para que la aplicación de 
la denominada micro-justicia penal posea y disfrute de un marco jurídico­
administrativo estructural y operativo eficaz en el orden y control social en el propio 
Estado y la ley. La modernidad y evolución del delito lo reclama y la sociedad lo 
exige. El eminente filósofo español citado ut supra, asevera que" política es tener 
una idea clara de lo que se debe hacer desde el Estado en una nación "81 lo cual se 
traduce en la complejidad de la tarea que el político debe indefectiblemente asumir, 
porque goza de una gama múltiple y diversa de operaciones racionales. Y 
parafraseando al mismo autor afirmamos que la política es la arquitectura total que 

60 HéClor González Unbe • Teoríi3 POlítica" 6<1 ed Ed POITÚa Mexlco 1992 pags 23 y 24 

81 Jose Ortega y Gasset • Tnptlco "Colecoon AlJstral De MlrabelJ o la POhtlCi3 9a de Ed Espasa-Carpe Madnd. España 1972 p 52 
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incluye los sótanos de la socilxi.1d: l~l SIStL'Ill<) pen<11 y su prnCt'duniCnto obscuro y 
secreto - tal como Kafka lo describe - y cuya Cdra mas aguda lo ('s el penitenCiario, 

El junsta por ser hombre de acción posiblemente vislumbra en la política 
su realización al servir a los demás y poseer una vid<1 exterior en aras de la Justicia, 
el Bien Común, la Paz y la Seguridad, porque la organización de las estructuras 
formales de la sociedad corresponde, por antonomasia, al abogado, pero si la labor 
se llevará a cabo en el propio seno del Estado, atañe al político realizarla, porque 
tiene que organizar simultáneamente, el aparato gubernamental del Estado, La 
participación de ambos no debe entenderse como excluyente, sino incluyente, 
respetando su campo propio de acción. 

El punto de partida científico se localiza en la Ciencia Política, porque en el 
ámbito político se necesita un saber para aplicarse, una vez conocido el poder hay 
que poseerlo y posteriormente ejercitarlo, para finalmente conservarlo, Dado que la 
Ciencia Política es ciencia por reunir los requisitos que ella misma desprende, es una 
ciencia aplicada que a decir de Karl Deutsch, es " .. la toma de decisiones por medios 
públicos, se ocupa primordialmente de la dirección y auto-dirección de las grandes 
comunidades humanas, "82 

Existen autores como Maurice Duverger, quien prefiere denominar a la 
Ciencia Política como Sociología Política, aduciendo que esta última acepción 
implica el estudio interdisciplinario de los fenómenos POlítICOS bajo la perspectiva 
social, unitaria y por el método de investigación experimental y empírico que se 
utiliza.S3 Sin embargo, la denominación de una ciencia, ya sea bajo diversos 
términos, no modifica, per se, la visión o actuar del científico social. 

Resumiendo el contenido y forma de la política' a través de la Ciencia 
Política, hemos de concluir: " ., la política implica la autodirección de las 
comunidades, la asignación de valores, la búsqueda de patrones legítimos de 
valores y políticas compatibles, el arte de lo posible y, en ocasiones, una 
reevaluación de las prioridades fundamentales; también implica la coordinación, el 
aprendizaje social, la realización de los objetivos de una sociedad, el cambio de estos 
objetivos, la fijación de otros nuevos y aun la transformación de todo un país, su 
pueblo, y su cultura. "84 

82 Karl Oeutsch W Op Gil P 20 

83 Vid Maunce Ouverger • Soclologla POlltlca • Tr de Jorge Esteban Ed Anel Mexlco 1988 p 30 

• En el Idioma Inglés eXisten las palabras 'polrcy' y 'polltlCS para delermm;!ll normalmente al termino castellano de polltlca' Empero, su contenido 

prOPQl'CIona su diStingo, ya que en ocasiones 'pohcy es la connotación Individual de gUias generales de la conducc,ór! futura del gob,emo, es la 

estrategia o conjunto de fines En tanto que 'pohbcs es la concepClon general de todo lo que se refiere al problema del poder de qUién obtiene, 

que, como y cuando, y se traduce en Singular 

84 Kan Deulsch W 01' el\ p 38 
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Ciñéndonos a la máxima que reza u la prueba de la aplicabilidad reside en 
los hechos, "85 hemos de afirmar que la política en su vertiente penal o criminal, 
dentro de un sistema social que enuncia Talcott Parsons, presentará en la vida 
jurídico-penal del sistema judicial mexicano, sus resultados eficaces y reales en la 
lucha contra la delincuencia convencional u organizada, en el control social de la 
criminalidad y la propia rehabilitación del delincuente. En la inteligencia que la 
Justicia Penal jamás deberá permitir que la criminalidad y la delincuencia rebasen la 
capacidad estatal de respuesta punitiva o coactiva. 

2.3.- VINCULACIÓN EXISTENTE ENTRE EL DERECHO Y 
LA POLÍTICA. 

" El Estado no es sólo un ' aparato '; el Estado es un complejo de 
instituciones sociales a través de las cuales se pone en acto y se garantiza la 
organización de la sociedad para el desarrollo de sus actividades en todos los 
órdenes de la vidaJ ••• "86 EfectivamenteJ las anteriores líneas han vislumbrado a la 
supraestructura social como la organización general del poder social cuyas 
funciones tienen la finalidad de organizar y coordinar la sociedad con la cual 
obtiene autoridad y representatividad social. La leyes para el Estado la principal 
institución social que posee para lograr ordenar y regular el funcionamiento de la 
sociedad y del propio Estado porque éste posee vida, conformado por acción y 
pasión, es decir 11 Gestión activa del bien de la colectividad que le esta confiada. 
Pero, a la vez, pasión. Sumisión al Derecho. Sujeción a límites racionales, objetivos, 
de orden. "87 El Derecho positivo como concreción de la ley natural, por ser un 
fenómeno social que se expresa en un conjunto de reglas sociales, aseguradas por un 
mecanismo de coacción socialmente organizado, se constituye como una realidad 
social excelsa como disciplina normativa externa. El Derecho se realiza en el Estado 
para la sociedad. 

Las acciones de los hombres,. por lo tanto, están circunscritas al orden 
creado por el Estado y el Derecho. La relación es simultánea y auto-implicativa, 
Herman Heller magnifica ello al decir que el Estado sin el Derecho es la 
arbitrariedad, pero el Derecho sin el Estado es un convencionalismo social más" y 
por ende, su vinculación es dialéctica. El derecho es así la fonna de expresión 
éticamente necesaria del Estado que aspira al poder permanente. La unidad de 
acción y decisión se materializa como nota esencial del Estado moderno. 

85 Glovanm Sarton. Op OL P 242 

86 AmaJdo Cordova . • SoCleCad l' E:,tado en el mundo moderno ·Op al p.275 

87 Hector GonzaJez Unbe Op 01 P 291 
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E:-:. así como el v~rd<ldt.'ro Estado Del110craticu dl' Derecho ,1l11plía ante b 
sociedad, la util!dad de una ley, en 1,1 I11Cllid,l en que est<1 reporte un beneÍlcio a 1<1 
misma y a sus integrantes. Ello denota que la ley jurídica a pesar de ser el 
instrumento social por antonomasia al ordenar la parte en el todo y el todo por las 
partes, no debe ser examinada únicamente a la luz estrictamente lcgalist<1, pOfl1uC su 
alcance incide directamente en el hombre, sus asociélciones, sociedades y en sus 
instituciones sociales. Y SI hemos de concebir al objeto de la política como el 
conjunto de actividades y decisiones públicas de los hombres que influyen sobre el 
comportamiento de los hombres, de la sociedad y sus instituciones con la finalidad 
consciente de la auto-dirección, del gobierno social,s8 indudablemente inferimos que 
su lazo es inherente a la existencia del derecho. Ambos están regulados directa y 
limitativamente por la sociedad. 

¿ Su relación ?, fraternal, de sangre, porque la Ciencia Jurídica y la Ciencia 
Política SOn hermanas porque: " ... si la segunda formula las directrices 
fundamentales de la actividad política, y sujeta a un orden de prioridades la 
solución de los grandes problemas nacionales, el primero ofrece, no sólo la 
interpretación doctrinaria r filosófica-jurídica, del ordenamiento constitucional, sino 
que esclarece también la idea histórica de la justicia, la concepción concreta de los 
nexos justos entre los hombres. "89 Apuntalando esta relación desde el punto de 
vista axiológico acudimos a los ocho valores básicos de la política enunciadas por 
Harold D. Lasswell,90 a saber: poder, ilustración, riqueza, bienestar o salud, 
habilidad, efecto, rectitud que comprende a la moralidad y a la justicia y la 
deferencia o respeto; sin embargo ellos no se pueden conseguir sin el goce de la 
libertad y de la justicia. En este orden de ideas, la seguridad que gocen los 
ciudadanos se deben a estos elementos indisolubles en el Derecho y en particular en 
el Derecho Penal. 

) 

Todos los valores enunciados no son ajenos al derecho, sino a la inversa: su 
concepción, reconocimiento, tutela, protección, aseguramiento y desarrollo se 
contienen en el sistema jurídico mexicano quien a través de su Carta Magna les 
proporciona vida socio-política. En virtud de 10 anterior, el Derecho mexicano se 
afirma en estos días como el principal instrumento orientador de la conducta 
humana, porque su estrella polar es la justicia y la libertad objetiva y subjetiva que 
debe reconocerle al ser humano. En esta tarea se constituye como el instrumento 
adecuado e idóneo para la consecución de los valores enunciados y que se 
reconocen en nuestro Código Político Fundamental. 

88 Vid Fernando Gareia Cordero Op 01 P 188 

89 Fernando GarCla Cordero Op elt p 189 

90 La.sswell. H • Pohbcs Who getts what. when, how? • Ed Warld Pubilshmg Ca Cleveland. Estados Unidos de Narteaménca 1958. Clt por 

Karl Deutseh W Op ot págs 26 
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La acción política y jurídica desplegada socialmente compromete a toda la 
comunidad, en razón de que ambas persiguen el Bien Común y la Justicia, ya sea 
directa o indirectamente, 11 ••• esta finalidad de promover el bienestar general que 
justifica que su persecución sea colectiva, es decir, que Lomprometa a todos los 
miembros de la comunidad, a la vez que legitima el poder de imperio de que se 
inviste el Estado. "91 Es decir, la transformación de las instituciones y estructuras 
sociales de una comunidad, es dable en los campos jurídicos y políticos profundos. 

Pisando el campo real de los hechos, se presenta día a día el dualismo 
antagónico del hombre: sus virtudes y sus vicios, sus perfecciones e imperfecciones, 
lo bueno y lo malo " ... la Humanidad ha de aceptarlos y operar con ellos, 
contrarrestando en la medida de la sana convivencia la cara negativa. "92 Y es 
precisamente en este instante cuando el derecho es llamado, porque al ser un valor 
supra positivo de medida, le atañe ordenar rectamente la vida social, estableciendo 
una relación justa entre los miembros de su comunidad, sus gobernados; papel que 
realiza principalmente a través de la norma jurídica, y al ser establecida, 
indefectiblemente ha de realizar una labor distintiva del orden legal: definir lo lícito 
de lo ilícito. Y en este punto converge la política: JI Si no se hace la separación entre 
lo jurídico y lo antijurídico, no es posible un> justificación del Estado. "93 

Una vez determinada esta coordenada social sobra expresar que en la vía 
jurídico-penal se palpa acremente 10 antijurídico, en atención a la sanción que 
determina el legislador penal, quien toca la zona más perceptible del hombre, 
formándose en este renglón un binomio indisoluble: el Derecho y la Política; lo cual 
significa que el jurista y el aplicador de la norma tienen que unir sus esfuerzos y 
fuerzas, nutriéndose de la vida existente en el sistema penal mexicano, con el 
trasfondo político profundo y serio que existe en el Derecho'" Y si la vida política se 
caracteriza por ser un sistema abierto y adaptativo,95es un sistema de conducta que 
es acompañado por el Derecho que posee una esencia política: en su administración 
de justicia se tutelan, expresa o tácitamente, las metas, planes y compromisos de la 
sociedad, del pueblo, de la Nación. Colígese de lo anterior, que existe un destino 
común en ambas ciencias, porque: " ... los objetivos políticos, las transformaciones 
sociales y las estrategias de cambio, presuponen una idea de ju:...ticia. "96 

El jurista ha de contemplar la política propia, la racional/ científica, empírica, 
permanente y programada. El De. Sergio García RaIIlÍrez explica que debe abarcar: " 

91 Artem,o Lws Mela' CompendiO de C'erloa Política Teoría Polillca • Tomo I Ed Oepalma Buenos Aires, Argentina. 1979 p 117 

92 Amara AmalZAmlgo • CienCia Polílica .• Ed Miguel Angel POITÚa MéXIco P 502 

93 Herman HeUer. Op ot p 244 

94 Vid Sergio García Ramírez • Juslloa Penal. (EstudiOS) • Ed Porrua MeXICO 1991. pags 1 y 4 

95 Vid DaVid Easton (comp.)' Enfoques sobre Teoría Pohlica • Tr de Jase Rovoira Armengol 2a ed Ed Amorrortu. Buenos Aires, 

Argentina 1992 p.217 

96 Fernando GarCla Cordero. Op. ot p tB9 
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renovación jurídic<1 a l11a11er,1 dl.' rl'cogl.'r l' instfun1l'nt<\r !.IS nricnt.Jcionl's 
técnicamente más recientes y pra(ticilllwnte mtls JUlci~)sas; crl'~1Ci6n de instituciones, 
allí donde lZl institucionZllizJC10n sea precisd, en l'i núrnero y con los niveles y 
características adecuados, forma(i<.1n, tzm urgente, de recursos humanos idóneos, en 
una gran variedad de especialidades y rZlngos; e investigZlción continu.1da y ngurosZl 
que esclarezca causas, modos del fenómeno, SOluciones probables y resultados 
tenidos, a efecto de ilustrar nuevas aCCiOnes con la persistencia, la modificación o la 
ampliación que aconseje la experiencia. "97 

Los axiomas se vislumbran por su propia naturaleza: el jurista debe organizar 
la sociedad y sus instituciones asociacionales por medio de la norma jurídica y al 
político se le confiere la tarea de ordenar al Estado.98 En consecuencia, si se desea 
una reforma del Estado, ambos científicos sociales se requieren ineluctablemente en 
el proceso. Su intervención se deberá expresar en la norma jurídica, para así regular 
el proceso de transformación de las instituciones gubernamentales con funciones 
punitivas o de inhibición y coerción física policiaca principalmente, por ser objeto 
del presente estudio, que pretende contribuir al ideal del filósofo español Don José 
Ortega y Gasset: "Un Estado es perfecto cuando, concediéndose así el mínimo de 
ventajas imprescindibles, contribuye a aumentar la vitalidad de los ciudadanos. "99 

3.- EL DERECHO PENAL. 

" El Derecho Penal... centra su atención en los bienes 
fundamentales del hombre: la honra, la libertad, en veces la 
vida. " 
Jesús Zamora-Pierce. 

3.1.- DERECHO PENAL OBJETIVO (IUS PO EN ALE): 

El Estado por ser un instrumento de racionalización, de promoción e 
institucionalización social. actúa conforme a un plan colectivo elaborado por la 
sociedad que le otorga y reconoce el monopolio legítimo de la coacción física~ de la 

97 SergiO Garcla Ramírel • Criminalidad, margmahdad y derecho penal "(Colecclon Cnmlnologla contemporánea) Ed Depalma Buenos Aires. 

Argen~na 1982 p 5 

98 Vid Jose Onega y Gasset Op Clt P 22 

99 José Onega y Gassset Dp Clt P 55 

• Aprovec11ando el presente espacIo académiCO hemos de enunCiar la dls~nClon doctnnana germámca que separa la ley penal de la norma penal, 

conSiderando que el dehncuente con su acto cumple el supuesto de hecho que contiene la ley pUnitiva y en consecuenCia, Viola el mandato 

contemplado en la norma penal de tal suene que esta se consbtuye como el deber ImperatiVO de la aCCión o prohibiCiÓn determinada para el 

gobernado Y la ley penal es la construCCión lóglco·normatlva que da el legislador para determinar un hec110 pumble por ser antijurídiCO (Víd 

Femándel, CarrasqUllla. Juan' Concepto y límites del Derecho Penal la nueva vIsión Pohtlco Criminal' Ed Temls Bogotá. Colombia 1992) 
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fuerza constituida en soporte de su poder político. La instrumentación de su 
aplicación se efectúa mediante un programa preventivo, punitivo, u otros actos que 
presionan, incitan y que en dado caso, solicita y "castiga',lOO las acciones u omisiones 
quebrantadoras o lesivas de los bienes fundamentales y jurídicamente tutelados por 
la legislación penal, la cual determina una sanción punitiva de alcance físico, 
corporal; material. Este proceso obedece a la función del Derecho de dirigir o 
encauzar la conducta humana que permita la arrnonia, desarrollo y supervivencia 
del sistema social, de la vida gregaria que posee un orden jurídico, que al verse roto 
o amenazado por un acto injusto" ilícito o delictivo, deberá restablecer legalmente en 
la imposición de la norma jurídica a través de la coacción legítima del Estado.101 

El Derecho es un árbol que se nutre de la sabia de los fenómenos sociales que 
nacen y surgen en sus raíces, cuyas ramas se multiplican coruormando diversas 
disciplinas jurídicas, de las que sobresale la más árida y espinosa, es decir, el 
Derecho Penal. Por ser la que tutela los bienes y valores más preciados e 
importantes del ser humano y de sus instituciones; persiguiendo crear, conservar y 
consolidar un orden social dado. Su distinción radica por ser la disciplina jurídica 
que posee la mayor reacción coercitiva que expresa el poder del Estado, porque éste 
responde con mayor vigor frente a los ilícitos contemplados en la ley penal, que al 
reconocerlos y describirlos en su texto legal les proporciona la categoría de delitos. 
Es decir" el derecho penal es distinto a otras ramas del saber jurídico en grado, no en 
esencia.102 

Doctrinariamente el Derecho Penal ha sido denominado de diversas formas, 
tales como Derecho represivo, de castigar, transgresionaI, sancionador, restaurador, 
reformador, de prevención, criminal, protector de criminales, protector de la 
sociedad, de Defensa Social, de los medios de lucha contra el delito, punitivo, así 
como' Principios de Criminología. '103 Partiendo de esta multiplicidad los autores se 
han pronunciado principalmente por tres mociones: el Derecho Penal, el Derecho 
Criminal y el Derecho de la Defensa Socia1.104 La doctrina mexicana en este sentido 
ha sido unánime al declarar que el Derecho Penal es el término más apropiado en su 
empleo en nuestro orden jurídico vigente.105 Las razones esgrimidas son debido a 

100 Vid AntoniO Gramso - POI¡tlca y SOCIedad - Tr de J Solé-Tura Ed Peninsula Barcelona, España. 1977 p. 178 

101 Vid Femando Castellanos Tena -lineamientos elementales de De/echo Penal (Parte General) - 27a ed Ed_ Porrua. Méxíco 1989 P 17 

102 Vid Femando Castellanos Tena Op Gil p 83 

103 Vid Ralmundo del Rlo C - explicaCIOnes de Derecho Penal - TI. Ed NaCimiento Santiago de Chile, Chile 1945 p_p 13-35 CII por 

Celestino Porte-Pe\!tC Op ot p 13 

104 Vid Celestino Porte-Petll C Op 01 P 13 Femando Castellanos lena_ Op CIt. P 20 Franosco Pavón VasconcelO$ • Manual de Derecho 

Penal Mexicano Parte General - 1 1 a ea Ed Porrua Mexlco 1994 pags 18 y 19 RauJ Carranca y T ru¡iIlO • Derecho Penal Mexicano Parte 

General -16a ea Ed Porrúa MéXICO 19aa p 17 

105 El JUs cnmlnale o Derecho Cnmonal ha Sido aceptado termlnológ¡camente, por autores como Franasco Carrara, Franosco Antohsel y 

EdmundO Mezger al pronunciarse por ser este vocablo mas vasto y ampliO que el propio Derecho PenaljXIr abarcar normas jurídicas que tienen 

consecuenoas diversas a la perla en espeaallas medidas de segundad y las destinadas a la readaptaclon SOCIal En Jos paises anglosajones se 

conserva la tradlClon llallana ya que lo denomman Cnmonallaw 
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que en Ml'XICO Sl' toma la pen.1 como base de la definición del código sustantivo 
respectivo (sil'oLlo posible, de fJeto, lp..le otras entida<.jes federativas lo denominen 
corno 'Código de Defensa SOCIa!'), Petroeelli lll6 aduce su idoneidad lingüística, por 
ser el derecho positiVO quien así lo denomina, agregando otro razÓn más poderosa' 
es el vocablo mismo el que le otorga su distinción por ser la sanción que determina 
en caso de presentarse un delito: la pena, misma que contrasta - indiscutiblemente -, 
de otras sanciones de indolc aflictiva abrazadas en otraS manifestaciones de hechos 
ilícitos, porque la pena es el medio más eficaz de la represión del delito; finalmente 
el Dr. Fernando Castellanos Tena expresa que la acepción del Derecho Penal es la 
más feliz por razones de tradición jurídica en la Obra jurídica mexicana - legislativa 
y doctnnaria - y por motivos de fondo: nuestra ley únicamente prevé a los delitos en 
forma genérica abarcando actos que en otras legislaciones son denominadas 
crímenes porque ellas distinguen entre crímenes, delitos y faltas, 

Retomando lo anterior, si bien es cierto el Derecho Penal no se agota con la 
pena, porque ésta no es la única forma de coerción, también lo es que la pena sí es la 
principal forma de coerción punitiva que se manifiesta en la vida jurídico-formal del 
Derecho Penal. 

Para el Dr. Celestmo Porte Petit, el Derecho Penal se despliega en dos 
campos: el objetivo y el subjetivo, retomando la distinción escolástica en este punto, 
El Derecho Penal objetivo (Ius Poenale), es el conjunto de normas jurídicas que 
asocia al delito como presupuesto y la pena como su consecuencia jurídica, es la ley 
penal. Para Eugenio Cuello Calón, es el conjunto de normas jurídicas establecidas 
por el Estado que determinan los delitos, las penas y las medidas de seguridad con 
que aquéllos sancionados; para Franz Van Liszt es el sistema de normas establecidas 
por el Estado que asocia al crimen como hecho y la pena como su legítima 
consecuencia; para Edmundo Mezger, el Derecho Penal objetivo es el conjunto de 
reglas que norman el ejercicio del poder punitivo del Estado conectando en el delito 
como presupuesto, la pena coma su consecuencia jurídica; para Eugenio Raúl 
Zaffaroni es el conjunto de leyes que traducen normas que persiguen tutelar bienes 
jurídicos y que determinan el alcance de su protección cuya violación se llama 
'delito' y desea una consecuencia coercitiva particularmente grave con la cual se 
procura evitar la comisión de nuevos delitos)07 

Respecto al denom'n3do 'Derecho de Defensa SOCial', se cuestiona su u~hzaclón, porque el vocablo es equivoco, porque lodo el Derecho ha Sido 

creado para la defensa de la SOCiedad y sus bienes Jundlcamente tutelados, no lo estan únicamente en el Derecho Penal, sino en la umversalidad 

del orden Jundlco 

En otros ,dramas al Derecho Penal corresponden los vocablos de Orol Pénal, Penal Law (con un uso muy esporádiCO), Strafcl'let y dmlto penale 

Para el Derecho Criminal corresponde Droll Crlmlnel, Knmatrecht, Criminal Law y Omito Cnmmale 

106 Vid PnnClpl di Dlrnlo Penale I,Napoh, Itah. 1955 p 90 Gil por FranCISCO Pavón VasooncelOs Op CI! P 19 Y por Celestmo porte-Petlt C 

Op el! p 17 

107 V,d Eugemo Raul Zaffaronl • Manual de Derecho Penal Parte General' Ed Cárdenas MéxICO 1991 p 42 Y Fernando Castellanos Tena 

Op ell p 21 
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En México, Porte Petit C'I señala que el Derecho Penal" '. es el conjunto de 
normas jurídicas que prohiben determinadas conductas o hechos u ordenan ciertas 
acciones, bajo la amenaza de una sanción en caso de su violación ' .. es el conjunto de 
normas que determinan el delito, las penas y las medidas de seguridad. "108 para 
Francisco Pavón Vasconcelos u •. es el conjunto de normas juñdicas de Derecho 
público interno, que definen los delitos y señalan las penas o medidas de seguridad 
aplicables para lograr la permanencia del orden social. "109 Para el Dr. Raúl Carrancá 
y Trujillo es " '. el conjunto de normas jurídicas dictadas por el Estado estableciendo 
los delitos y sus penas" ,110 finalmente, para el Dr. Fernando Castellanos Tena es la 
disciplina jurídica" ... del Derecho público interno relativa a los delitos, a las penas 
y a las medidas de seguridad, que tiene por objeto inmediato la creación y la 
conservación del orden social. "111 

En su aspecto objetivo el Derecho Penal contempla normas que no 
necesariamente se dirigen al delito o a la pena, v. gr. las medidas de seguridad y 
tratamientos a sujetos que son inimputables o que no son sujetos de responsabilidad 
penal por no ser contemplados en la ley penal; pero la acepción implica tanto a estas 
normas como a otras. 

En el Derecho Penal contemporáneo, su discurso debe tomarse en tres 
columnas pilares: el delito, la pena y el delincuente, esta aseveración del Dr. Sergio 
García Ranúrezll2 no es soslayable en la praxis de la Justicia Penal y la cual debe 
formar cotidianamente y en forma permanente al jus-penalista, cuyo conocimiento 
jurídico ha de integrarse por el Derecho Penal objetivo conformado por el 
sustantivo, el adjetivo y el ejecutivo, para transformar al penalista en civilizador, 
más que sancionador. 

Tradicionalmente, el Derecho Penal ha sido bifurcado en el siguiente 
esquema: 

1080p Cltpágs 15y16_ 

109lb¡dem p 17. 

11 a ltl¡dem p 26. 

111 !bldem p 19 

112 Vid Sergio Garcl<l Ramírez • Justicia Penal (EstudIos)" Ed PotnJa Mexlco t991 p 11 
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Parte General 

Derecho Pcnal 

Parte espceinl 

l. Normas rcCercntcs !l lu ley renal. 
2. Norrnns rererentes 01 úclito. 

3. Normas rclacioll;-¡tlas con el dclinr..:UClltC. 
4 N(HnH\S rdnclolllHJus con 111'> pcnns y I1lCUiJII ... de 
scguriuaJ. 

[

1. Los tipos penales. 

2 Lns penas y I1lctliJas de seguriJnú aplicables n los 
deIJtos.! 14 

Gr<lcias a la concepción ¡lClual de nuestro legislador, el cunl ha acept<ldo que 
es imprescindible compll'l'nent<lr el mundo normntivo penal JeI jurista con el 
mundo criminológico, ue forma tnl que su inter-rclaci6n de rwcimicnlo a un 
summum cognoscitivo que permita al jurista entender y comprender ICls columnas 
del sistema penal mexicnno vigente, pi.1(a combntir n la criminalidad y a la 
delincuencia en el marco de un Estado Democrático de Derecho cons(lgrndo en 
nuestra Constitución Federal, el Derecho penal mexicano vigente prevé normas 
referentes a la víctima del delito en su participación en el procedimiento penal. 
raz6n por la cual ha ue ngregnl'se su estudio en ! .. Pmlc Gl.'neral dd Dl'J'C'cho Penal 
estudio que deberá desprenderse inicinlmente del artículo 20 constitucional en su 
último párrafo, así como de la legislación penal secundarialls que parte de dicho 
precepto magno. 

Ahora bien, en su aspecto subjetivo, el Derecho Penal es el ¡us punicndi, es 
decir, el derecho a castigar o mejor dicho, a sancionar, que posee el Estado con miras 
a la conservación del orden social en una comunidad dada. Esta dimensión del 
Derecho Penal es la esfera jurídico-política que llama al presente estudio a su breve 
análisis, el cual ha sido motivo de preocupación de pocos estudiosos del Derecho u 
otros científicos sociales, tnnto en su aspecto cuantitntivo como el cualitativo, lo cual 
se explica - más no se justifica -, porque la dogmática jurídico-penal ha imperado en 
el foro judicial o académico de nuestro país; empero la Cicncin Penal abarca ambas 
por ser una relación dialéctica. 

114. Pavón Vasconceloa. Franosco Op ClI P 26 

115 En matena local. el Código de procedimientos Penales pala el Distrito fedelal en sus artlculos 9.9 biS 35.70.60 109 biS. Y 110. Y en 

maten" rederal. el Código Federal de Procedimientos Penales en su articulo 141. contemplan esta preflogallva conslltUClonal y amphan 511 

eJerCICIO. reconociendo asl el enroque conlempoli~neo de la Crlmlnologla. glac!a, al auge da la Vlcl.molog,a 
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3.2.- EL PODER PENAL DEL ESTADO (mS PUNIENDI). 

La otra dimensión del Derecho Penal es su aspecto subjetivo, denominado 
por los tratadistas de la materia corno jus puniendi. El jus puniendi es el derecho a 
castigar que corresponde exclusivamente al Estado en vía penal, lo cual se traduce 
en conminar la realización del delito con penas, y que en su caso, también las 
impone y ejecuta. En la inteligencia de cumplir con el dogma pena1·libera1 que se 
traduce en la sentencia latina: nullum crimen, nulla poena sine lege, esta garantía de 
legalidad se prevé en el artículo 14 de nuestra Ley Fundamental. El mandato de ella 
no se restringe a la previsión legal del delito ya que extiende su imperativo a la ley, 
es decir, exclusivamente la ley en su sentido formal y material, deberá contener la 
descripción normativa de la conducta humana que sea considerada como delIto, 
esto es, en la figura delictiva o 'tipo penal' el cual es descrito en el artículo 70. del 
Código Penal Federal y simultáneamente, preverá la sanción aplicable al 
delincuente: la pena (nulla poena sine 1ege). 

Don Celestino Porte Petit C. señala que el Derecho Penal subjetivo es " .. la 
facultad del Estado para determinar los delitos, las penas y las medidas de 
seguridad~ "115 para Pavón Vasconcelos es " ... la facultad del estado para crear los 
delitos, las penas y medidas de seguridad aplicables a quienes los cometan, o a los 
sujetos peligrosos que puedan delinquir",116 para Castellanos Tena: " es el conjunto 
de atribuciones del Estado emanadas de normas para determinar los casos en que 
deben imponerse las penas y las medidas de seguridad. "117 Para Eugenio Cuello 
Calón" es el derecho del Estado para determinar, imponer y ejecutar las penas y 
demás medidas de lucha contra la criminalidad. "118 Carlos Binding expresa que el 
jus puniendi es un derecho subjetivo del Estado, considerándolo un derecho a la 
obediencia, y para Felipe Grispigni es un derecho subjetivo de castigar y señala que 
es el derecho del Estado a su supervivencia y que implica la idea del delito como la 
conducta humana que ofende al derecho del Estado a la existencia y a su propia 
conservación.119 

El común denominador de las anteriores conceptuaIizaciones es el derecho 
subjetivo estatat esto es, la facultad exclusiva del Estado para crear y especificar los 
delitos, penas y medidas de seguridad; sin embargo, existe otra corriente que señala 
que en realidad, el Estado posee un deber para respetar la naturaleza del hombre y 
pueda disfrutar de la libertad necesaria para cumplir su teleología consustancial 
dentro de una comunidad dada, para que así la vida social se desarrol1e 

1150potp.18 

1160p c:rt..p 17. 

1170p QlP 22_ 

118 EugeniO Cuello Calón· Derecho Penal ¡ • 8a ed p 8 CII por Fernando Castellanos Tena Op dt P 22 

119 Vid Juan del Rosal • Derecho PenaL (lecciones) .2a ed Valladolid. España 1954 p 14 
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armónicamente, en e~tL' !-.l'ntido JU'1I1 dl'1 RO:-'é11,121l <ugllI1'Wnt,l qut..' SI entl'nd¡(>rdmos 
al ius punicndi como una potest<ld p<lra 1,1 lTL'Jcion dl' IJS normas pel1<llcs y 
ejecutarlas dentro de un orden jurídico, 1,1 COI1:-'CClIeIlCI,l IÓglCd es cercenar la 
potestad soberana del Estado; para Julio Klein es el deber del Estado para castigar a 
los delincuentes y dicha sanción es el único deber scr que se contIenc en la nonn;;¡ 
primaria pcna1.121 

Independientemente de la óptica de ambas posturas hemos Je subrayar que 
concuerdan que su titular es únicamente el propio Estado, porque posee el 
monopolio de la sanción jurídica como acto coactivo condicionado según explicarJ 
Hans Kelsen, obedeciendo la máxima legal ' el delito acarrea la pena, la justicia 
exige el castigo'. Tal función es una conquista ya que" el Derecho penal adquiere 
presencia y razón cuando se prohibe a los individuos y a la sociedad reaccionar 
directamente contra la conducta que los agravia "122 la Justicia del Estado ha 
superado históricamente la venganza privada y la venganza colectiva. E incluso, en 
un verdadero Estado de Derecho se prohibe la aplicación de la justicia por el propio 
gobernado, por tanto nuestro orden jurídico lo contempla en nuestra Carta Magna 
en su artículo 17 en su primer párrafo y aún en el artículo 226 del Código Penal 
Federal sanciona penalmente tal ejercicio indebido del propio derecho.123 

En estos términos, la auto-justicia por parte del gobernado no tiene cabida en 
el Derecho Penal mexicano vigente, por estar inscrito en el Estado Democrático de 
Derecho que reafirma al ius puniendi como un monopolio que da fuerza y sostén El 

su poder políticol24 Eduardo Novoa Monreal afirma que este ius puniendi (o jus 
puniendi según se desee expresar), implica una actividad estatal que llevará a cabo 
su imposición, si sanciona las graves transgresiones del orden jurídico o socia1.125 En 

120 Gil por FranCISCO p3v6n Vasconcelos Op CI! P 18 

121 JuliO Kleln • Ensayo de una teana Jurid'ca del Derecho Penal • MéxICO p 33 Gil por Fernando Castel!anos Tena Op e,l p 22 

122 Sergio Gareia Ram¡rez " El sistema penal mexIcano • Ed Fondo de Cultura Eoonom,ca Mexlco 1993 p 22 

123 Ambos ordenamientos determinan, respectl'Jamente 

• Art 17 Nmguna persona podrá hacerse JustiCia por si misma. ni ejercer ViolenCia para reclamar SIJ derecho 

Toda persona tiene derecho a qlJe se le administre jlJstlCla por tnblJnales qlJe estarán expeditos para Impartlrta, en los plazos y lérmlnos que fijen 

las leyes, emitiendo SIJS resollJClones de manera pronta, completa e ImparCial Su serviCIO sera gratUito, quedando, en consecuenCia, prohibidas 

las costas judlclales_ • 

• Art 226 Al que para hacer efectiVO un derecho o pretendido derecho que deba eJercllar empleare ViolenCia se le aplicará pnslon de tres meses 

a un año o de ~O a 90 diiilS multa En estos casos sólo se plccede1a POI querella de la parte olenalaa' 

124 El monopolio de la procuraCión, admlmstraClón y eJecución de la JustiCia se enfrenla a dos obstáculos Juridlcamenle relevantes aunque el 

pnmero se contemple legalmente en el propiO Codlgo Penal Federal en su articulo 15 fracelon IV, conSistente en la figura de la legitima defensa y 

que en su segundo páffilfo reconoce una presunción en una SltUaCIOn factlca ejemplar, Incluso para la doctnna, el segundo aspecto es un indlce 

de la eficaCia del slstemiil penal en el subSistema (VId Capitulo 11 apartado 3 3 l, que pnnclpalmente reflela los resultados en Segundad Pública 

los lineamientos por parte de la cludadama que en este cauce expresan su desconfianza en la ImparllClón de JustlCI8 sus propIOS sentimientos 

de venganza ante la magnllud dañina del hecho dellctuoso, y que ambos reflejan la peligrOSidad del delincuente o aún con un fondo mas 

profundo el descontento SOCial ante la SituaCiÓn SOCial prevaleCiente en el pais 

125 Vid Roberto BergaJ!l y Juan Bustos (comps) Et a11 • El poder penal del Estado Homenaje a Hllde Kaufmann • Ed Oepalma Buenos Aires 

Argentina 1985 EduardO Novoa Monrea! partiCipa en esta obra con el ensayo 'Algunas refleXiones sobre el derecho de castigar del estado', al 

cual nos remitimos ampliamente 
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este sentido el Estado actuará punitivamente, única y exclusivamente, ante la 
presencia del delito. 

Si consideramos la naturaleza del hombre hemos de afirmar que el delito 
acompaña a la vida del mismo hombre a partir de su existencia, el delito no 
desaparecerá de la vida comunitaria salvo que la Humanidad perezca; incluso el 
criminólogo italiano Alfredo Nicéforo decía que el delito, como la energía? no se 
destruye ni se destruirá. únicamente se transformará, y sumarnos que la 
consecuencia lógico-jurídica de dicho fenómeno es la pena. Observando lo anterior, 
el jus puniendi es inherente a la existencia, supervivencia y vivencia del Estado 
como producto social que es. Precisamente, el Derecho Penal es el único orden 
normativo que provee la seguridad jurídica con la coerción penal cuyo contenido 
encierra la sanción jurídica más grave de todas: la pena; la cual únicamente tiene 
lugar al surgir la conducta antijurídica más dañina: el delito (aunque hemos de 
recordar que no todos los actos antijurídicos son delitos). Incluso Eugenio Raúl 
Zaffaroni distingue la coerción penat la cual en su acepción restringida es u la 
acción de contener o de reprimir? que el derecho penal ejerce sobre los individuos 
que han cometido delitos su manifestación es la pena "126 esta coerción 
materialmente penal es excedida por la coerción formalmente penal o lato sensu, la 
cual abarca a la restringida, así como a todas las consecuencias jurídicas previstas en 
el Código Penal, incluyendo por ende, las medidas de seguridad, con ello se procura 
una reparación extraordinaria en el orden jurídico afectado. 

Enrico Ferri asevera que el ¡us puniendi constituye para el Estado, tanto una 
potestad como un deber, este pronunciamiento ecléctico, al que se adhieren estas 
líneas, lo argumenta en razón de que la ley penal provee a la Defensa Social, de la 
cual deriva su potestad soberana porque la ley penal representa el ejercicio por parte 
del Estado del poder supremo v en relación al deber de Defensa Social, el Derecho 
Punitivo no puede restringirse a un derecho subjetivo del Estado frente al 
delincuente o reo.12i 

La facultad del ius puniendi corresponde en exclusiva, de una u otra forma, 
al Estado, porque éste posee el monopolio legítimo de la fuerza física, de la coacción 
material que surgirá únicamente en caso de ser quebrantado el orden jurídico 
emanado de su poder público, poder público que se instituye para el hombre, amén 
de las razones históricas vertidas en las primeras líneas del presente? esta potestad 
es reconocida legalmente por nuestra Ley Fundamental; sin embargo, es a la vez, 
deber del Estado, cumplir con las finalidades que el hombre busca en él y que le ha 
encomendado su resguardo, por ello el Derecho Penal objetivo, limita dicha facultad 
al precisar 105 delitos como conductas antijurídicas graves al orden socio-jurídico en 
una legislación específica, y su consecuencia lógica constituida por la pena, como 

1260p CI! P 675 

127 Vid Ennco Fem • PnnoplOS C:e Derecho Cnmmal • Ed Rells Mad"d, España 1933 pags 113 a 117 
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medio para lograr la mlSllln CL'ntr<l! pcnitL'IKiclr¡~l, est,) L'~, 1<) n..'h;:lbiht<lcion, 

rcpcrsonalización, readaptaciÓn o rl!inscn.'lún sud<l! dd ~ujL'to que la (omt.'te, dL'l 
delincuente. Labor tIue no es un., facultatt sino un deber l11or,11 del Estado 
(incluyendo el tratamiento para menores in1T<1(tore5 que no necesmiall1entc son 
inimputables)12S. Es un poder-deber de readaptación, en palabr<.ls de! Dr. Sergio 
Garcia Ramirez.129 

La respuesta dada a la naturaleza jurídico-política del ius puniendí aborda un 
punto neurálgico en nuestro estudio, porque tal como lo señaI<.l Armin Kauffman: 

.. aquí se trata de la legitimación de la pena y del derecho penal, pero no frente al 
individuo, sino para la comunidad jurídica y ante ella. 1/130 

Este objetivo social constituye la legitimación por resultadosB1 que pertenece 
al ius puniendi lograr. Esta labor que pertenece propiamente al lUS puniendi ha de 
conjugarse e integrarse con las trincheras del sistema penal mexicano que despliega 
su actuación y poder en una dimensión tetradimensionat a saber: preventiva, 
represiva, persecutoria y ejecutoria.132 Estos campos de batalla deben constituir un 
frente común en la lucha contra la delincuencia. Su enlace se contempla, planea, 
ejecuta y evalúa en la Política Criminológica. 

128 'Al¡ud est punlre. aluld est Vindicare' sei'ialaba Leooo en el s XVII y efecllvamente. aqur halla el Estado su deber de sanoonal. porque una 

cosa es sanCIonar y otra cosa es castigar Vid. AntonIO Bensláln" El delincuente en la democraCia • Ed UllIversldad Buenos AIres. Argenlllla 

1985 p 134 EJ autor en Clla abunda al respecto 'Ia sanCion es la respuesta Justa. raCIonal y humana a la InfraCClon. al delito y Que Incumbe al 

Estado. en tanto que la vmdlcta o castIgO, es el mal Que la v¡C\lma o un tercero busca!1dO ante todo su propia sa~sfacclón apaSionada. Ciega e 

IrracIonal. mfllge al delincuente. para que éste sufra un dai'io Ilimitado (venganza) o un dai'io proporCional al Crimen (castigo tahonal) 

Efectivamente. el cas~go pul1lllvo estatal no debe ser nunca una aCCión vmdlcta. porque no corresponde a la naturaleza clvlllza(!ora del Estado 

democrá\Jco Su dls\JnCl6n se llevará a cabo por su mollvaclon. calidad. cantidad y metas 

Esta mvestlgaoon expresa el derecho a castigar como Slnonlmo de sanción penal. de atnbuCJon estatallegllima e InS!ltuoonahzada en el Estado 

de Derecho 

129 Vid Sergio GarCla Ramirez • JustiCia Penal (Estudios)" Op CI! P 27 

130 Et 0111 • Política Cnmlnal y Reforma del Derecho Penal· Ed TemlS Bogota. Colombia 1982 

131 Vid Karl Deutsch W Op Clt P 29 y' Pnmer ColoqUIO sobre Pohtlca Criminal en Aménca Latina • InstItuto NaCional de CienCias Penales 

Talleres Graficos de la NaCión MéXICO 1975 págs 49 y ss 

Esta legItImación se Vincula con la conservación del poder politlco enmarcado en un orden JuMlco constitUCional. porque el poder penal del 

Estado es una manifestaCión del propio poder estatal En palabras del Dr Belderman . la mstauraclon de la )ustrcla es en esencia. el UnlCO 

fundamento del poder. la única JusllficacI6n de la potestad pulllllva. ele aquí que la cnsls de la JustIcIa conduce a la cnSlS del poder (perdida de 

autondad), transformaCIón del poder en mera fuerza y la CriSIS del poder lleva a la opresión o a la ellsoluClon SOCIal 

132 Vid Sergio Garda Ramirez • EstudIOS Penales' Ed Escuela NaCional de Artes Graflcas Mexlco 1977 págs 248 y 468 
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3.3.- MISIÓN Y FINES DEL DERECHO PENAL. 

Al ser el Derecho Penal una disciplina jurídica, persigue la misma finalidad 
que el Derecho en general: la seguridad jUridica,l'33 sin embargo la afirmación de 
ZaHaroni no es tan sencilJa como a primera vista aparece, toda vez que la 
concepción de seguridad es compleja y comprende dos rubros: el aspecto objetivo y 
el subjetivo, de 10 cual se infiere que el delito afecta a la seguridad jurídica. 
Explicando ambas nociones, " La seguridad jurídica tiene: 

UN ASPECTO SUBJETIVO. 
UN ASPECTO OBJETIVO. (CERTEZA DE DISPONIBILIDAD, DE . 

(TUTELA DE BIENES JURÍDICOS). DISPOSICIÓN O SENTIMIENTO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA). 

LA LESIÓN AL ASPECTO OBJETIVO ES LA LA LESIÓN AL ASPECTO SUBJETIVO ES LA 
AFECTACIÓN DEL BIEN JURÍDICO. ALARMA SOCIAL. 

AMBAS CONHGURAN LA LESIÓN A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 

n, 

Implica que el aspecto objetivo proporciona el aseguramiento de los bienes 
jurídicos y se posea certeza de su disposición efectiva más el sentimiento o creencia 
de que dicha disposición es real; es la propia coexistencia social. Sin embargo, la 
seguridad jurídica constituye uno de los múltiples fines del Derecho en general, y 
que no son excluyentes para el punitivo, conformando una estrella cuyos puntos 
son: el Bien Común, la Paz, la Seguridad y la Justicia (siendo la aplicación de ésta al 
caso concreto, la Equidad). 

En este mismo sentido Giovanni Carmigniani expone que las leyes penales -
constituyen lo que él denomina Derecho Criminal -, tienden a impedir O apartar las 
acciones contrarias a la seguridad social interna con la muralla de la libertad natural 
de los ciudadanos, la cual debe traspasar con el menor sacrificio para el hombre)35 

En un enfoque más general acudimos a la óptica del iuspenalista alemán 
Heinrich Jescheck, quien postula que la misión del Derecho Penal es " proteger la 

133 Vid EugeniO Raúl Zaffaron¡ Op elt p p 49.50 Y 58 

134lb,dem 

135 Víd G,ovannl Camllgnlan, • Elementos de Derecho Cnmlnal - Tr de Amomo Forero Otero Ed Tem,s Bogota ColombIa 1979 
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convivencio humana l'!1 Id comunidad, "116 slL'ndo ljlll' úmcalTIcnte plledl' imponer 
limitaciones en la medida de l]lle fCSUltl' indispensablL' par" la protección de 1.1 
misma. Esta protección se lIev<1 a cabo mediantL' dos funciones: In represiva y 1<1 
preventiva. Principalmente la pnmera se presenta en el mundo f<.ktico al sancionar 
los delitos cometidos y sometidos a su potcstéld judici,,¡ y en segundo lugar, cumple 
su función preventiva por medio de la prevención de delitos o conductas 
antijurídicas de futura posible realización; esta cantidad de facetas constituye el ¡us 
puniendi, que forma parte del poder estatal, en razón de ser una actividad 
primordial del Estado que coadyuva él la creilCIÓI1, mantenimiento y fortalecimiento 
del orden jurídico necesario para la convivencia humana. 

El propio Hans Welzel proclama que la " misión del Derecho Penal es 
proteger los valores elementales de la vida en comunidad,"137 con lo cual apuntala 
que únicamente deben ser protegidos por el Derecho punitivo los bienes vitales de 
la comunidad que él denomina valores materiales y cuya transgresión tiene 
consecuencias jurídicas graves en proporción al bien afectado, a los medIOS de su 
realización o por la calidad de quien realiza el hecho antijurídico, esto es, el desvalor 
del resul tado. 

Asimismo, Carrancá y Trujillo clarifica al respecto al señalar que la finalidad 
del derecho, sí es la tutela y protección de los intereses humanos reconocidos por la 
Ley, con lo cual constituye a los bienes jurídicos y tratándose de la rama que nos 
ocupa, no atañe a ella resguardar a todos, porque invadiría con ello la esfera del 
derecho, por tanto, ha de tutelar únicamente a los que sean considerados 
especialmente vitales para la existencia y vida de la persona y su comunidad, es 
decir de aquellos cuya Jerarquía necesitan de su abrigo, los que demandan una 
defensa enérgica en el momento de qu~brantarlos o atentar su integridad, según se 
desprende de los enunciados Franz Van List.138 El Derecho Penal se constituye así 
como la más reducida expresión del mínimum ético contenida en el Derecho, tal 
como señala George Jellineck a quíen Manzini acudió al decir que el Derecho Penal 
contiene el DÚnimum del mínimum ético.139 

Concretamente, el fin central del Derecho Penal es dar protección a los bienes 
jurídicos que tienen mayor jerarquía y valor social, a través de la más enérgica de las 
reacciones que el Derecho tiene posibilidad de aplicar por su aparato coercitivo­
punitivo. 

136 Helnnch Jesheck - Tratado de Derecho Penal - T I Tr de Sanliago Mlr PUlg y FranCISCO Munoz Conde pags 11 a 16 CII por FranCISCO 

?¡Wón Vasconce\os Op c1 p 24 

137 Hans Welzel - Dered'1o Penal Alemán Parte General· 3a ed castellana Tr de Juan Bustos Ramlrez y Sergio Yal'iéz Pérez Chile Ed 

Jundlca de Chile 1987 p 11 

138 Cll por Raul Carr;¡¡nc(¡ y TruJ,tlo • Derecho Derecho Penal MeXicano Parle General· 16a ed Ed Porrua MéXICO 1988 P 112 

139 Vid Fernando Castettanos Tena Op el! P 28 
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Francesco Antolisei expone que el fin del Derecho Penal es u impedir la 
comisión de los delitos, en otros términos, combatir el triste fenómeno de la 
delincuencia o criminalidad. "140 Esta finalidad es cierta, pero mediata, porque su 
trabajo no se abarca concretamente a la etiología del delito, y al actuar sobre los 
factores detectados le pertenece en razón de su ejercicio y método, agregando que su 
manifestación más palpable: la pena, tiene un efecto en la prevención de nuevos 
delitos si cumple con el fin central de dicha sanción, cual es la rehabilitación o 
reinserción social del individuo.141 La complementación de dicha tarea debe llevarse 
a cabo por la síntesis criminológica. 

La multiplicidad de objetivos perseguidos por el Derecho Penal se despliegan 
en el sistema penal mexicano, constituyendo de esta forma el poder penal del 
Estado. Poder punitivo que se fortalece y legitima en la actuación del procedimiento 
penal vigente en nuestros días. Por tanto, las Ciencias Penales en su conjunto 
permiten aspirar a la consecución real, eficaz y pronta de la Justicia Penal, que a su 
vez, pretende la Defensa Social. Si hemos de afrontar objetivamente la tarea del 
iuspenalista y el criminólogo, conoceremos el compromiso muhIo que entrañan sus 
papeles en la actualidad para enfrentar el futuro, en la tarea incansable y perpetua 
del hombre y del Estado: el combate a los actos antijurídicos más lesivos del sistema 
social y estatal: los delitos. Por tanto, su fin último es la Defensa Social, entendiendo 
por ella la protección de la dignidad humana, sus derechos inherentes a su calidad y 
los bienes jurídicos - hItelados por la legislación punitiva - que son los de más alta 
jerarquía o que necesitan un resguardo mayor -, y asegurar con ello la coexistencia 
social entre individuos, instituciones y órganos estatales. El objetivo es ambicioso, y 
la labor es ardua, pero necesaria fatalmente si se desea lograr la existencia, 
supervivencia, el control, la ordenación y el desarrollo de la vida comunitaria. 

Si la sociedad actual exige al Derecho Penal su protección de los delitos 
fuhIros, tendrá que reconocer que esta tarea encomendada por los gobernados, no es 
posible lograrla únicamente por medio de la J especial prevención general " 
consistente en la consecuencia de intimidación de la conminación penal, del proceso 
penal y del cumplimiento de la pena sobre la colectividad por la reinserción social 
del delincuente en el cumplimiento de la pena o por medio de una incidencia 
genérica en la actitud ante la ley; sino también a través de la práctica de la detección 
de factores o causas de criminalidad, así como de potenciales delincuentes. Esta 
labor no es propia del jurista, ya que se requiere de la síntesis e interdisciplinariedad 
de las Ciencias Penales en el marco de una Política general social reconocida en 
nuestro ordenamiento jurídico para darle vida socio-jurídica. 

140 Francesco Antollsel • Manuale de DlI1tto penale .• 3a ed Milano. ltaha 1955 p 2 el! por Celestmo Porte PetJr C. Op. a! p 16 

141 Van lls<:t en su Programa de Marburgo plasma una verdad II1controvertlble· el fundamento y Jus!<ficaClón de la pena no radica en la et1ca. ya 

que sólo el fin puede explicarla, además de que la pena Justa es la que mejor protege los bienes Jundlcos es la pena necesana y en relaClon a la 

sanCIón PUl1lllva, mega su antítesis entre represKln y prevenClon, porque la pena es prevenCIÓn actuada a traves de la represIÓn 

Vid Prólogo de Jlménez de Asúa en la obra de Van Llszt • La Idea de fin en el Derecho Penal • UNAM-Umvers¡dad de Valparaiso de Chile 

Mexioo 1994 p 42. 
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4.- LA JUSTICIA PENAL. 

" En \a estructura total de la sociedad 11.\ justicia criminal 
estatal es solamente un ümbito parcial de control social, 
más extenso, pero Ciertamente es la parte más sólida y 
fundamental. " 
Hans·Heinrich Jesheck. 

4.1.- ORDEN Y CONTROL SOCIAL. 

Hemos visto que la existencia de las tres ramas jurídicas penales que se 
enfrentan al individuo - derecho penal sustantivo, adjetivo y ejecutivo -, son 
indispensables en la comunidad jurídica en la que se desenvuelve el hombre y sus 
instituciones; porque al existir el ser humano existirán actos antisocíales que 
importan un quebrantamiento a las normas de conducta establecidas por el Derecho 
y por tanto, ocasionan ruptura en la vida social. La sociedad prevé esta regla natural 
y reconoce la necesidad de crear y organizar un poder coactivo material estatal 
supremo que eS el Derecho Penal, que satisface así la necesidad de la reacción o 
respuesta social a dichas lesiones jurídicas y determina una sanción jurídica que 
recae en la pena. A esto el Proyecto de Código Alternativo del Código Penal Alemán 
de 1966, en su fundamentación ha dicho: " Imponer la pena no es un acontecer 
metafísico, sino una marga necesidad en una comunidad de seres imperfectos, como 
lo son los hombres. "142 

Este mecanismo garantiza la convivencia, proporciona seguridad jurídica 
(incluyendo la Seguridad Pública y la Nacional), que se personifica en una 
estabilidad social. Cuando el delito atenta contra ella surge la pena, con el fin de 
mantener el orden jurídico-social afectado. Profundizando esta idea el Dr. Juan 
Bustos Rarnírez indica: JI lo que interesa salvaguardar entonces son las relaciones 
sociales mismas, la posición concreta que en ella ocupan los individuos, su 
interrelación con objetos y entes, y sus transformaciones, por la interacción 
social."143 

142 Vid Helnz Zlpf • IntrodUCCión a la POlttlca Crlmmal • Tr de Miguel IzqUierdo Macías-Pm;veca Caracas. Venezuela Edltonales de derecho 

Reunldas-Revlsta de Derecho Privado 1979 p 32 

143 Juan Bustos Ramírez • Control SOCial y Slslema Penal· (ColeCCión El Sistema Penal) Ed Promociones Publicaciones UniVersitariaS 

Barcelona. Espat'ia 1987. p 166 
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Las nociones de orden sociat control social, se vinculan estrechamente para 
amalgamarse en el poder, que en su ejercicio necesariamente e ineludiblemente, ha 
de repercutir en beneficio común de la sociedad sobre la cual se erige. 

El orden social es el concierto y buena disposición de la vida sodal imperante 
en un lugar y momento dados. Recapitulando 10 ya argumentado e hilando 
lógicamente las premisas vitales se concluye que la configuradón del ordenamiento 
jurídico y del orden social no debe efectuarse a través del Derecho Penal, porque 
éste es el escudo protector del mismo y a su vez detenta la espada para esgrimirla 
únicamente como último recur~u para pret;ervar el orden social reconocido como 
correcto; porque es indiscutible la verdad proclamada por el DI. Heinz Zipf: " El 
derecho penal no es la palanca de la reforma social, sino el escudo del orden 
social."l44 

Esta premisa es la base sobre la cual el Derecho Penitenciario parte en la 
teoría más aceptada por la doctrina penalista y reconocida en un régimen socio­
político democrático: la reinserción social. Si se pretende llegar a ella es presupuesto 
que la sociedad a la cual se dirige goce de cierta armonía y sana convivencia, es 
decir, de un orden, porque de no existir éste no puede efectuarse la adaptación del 
delincuente al mismo. La conexión es palpable: únicamente el delito como acto u 
omisión que discrepa del sistema de normas aceptado y reconocido, plantea el 
conflicto de su reinserción socia1.1';5 

Para la criminóloga Dolores Aniyar de Castro, el control social es " el 
conjunto de sistemas normativos - religión, ética, costumbres, usos, terapéutica y 
Derecho - (éste último en todas sus ramas, en la medida en que ejercen un control 
reproductor, pero especialmente la penal), cuyos portadores, a través de procesos 
selectivos (estereotipos y criminalización), y mediante estrategias de socialización 
(primaria y secundaria o sustitutiva), establecen una red de contenciones que 
garantizan la fidelidad (yen su defecto, el sometimiento) de las masas a los valores 
de un sistema de dominación; lo que, por razones inherentes a los potenciales tipos 

144 El catedrallco de la Urnversldad alemana de Manhelm. Hemz Z,pf. aSI lo e:<presa lisa y llanamente en su obra CItada p 74 

145 Tema de refle:<Ión profunda y Clenli/ico que rebasa el propoSlto dQ las presentes ImcDS, pero que se aSienta para Su anallsls, sm soslayar que 

desafortunadamente en nuestra leglSlaoon penal vigente. eXlste Un Derecho Penal espeoal o paralelo· al estableado en el Codlgo Penal 

Federal. a la ley que establece tas Normas MII1ImaS sobre Readaptaoón $ocial de SentenoadOS y a ta ley Fundamental de nuestro palS loda 

vez que la ley Federal contra la Delmcuenoa Organozada en sus artrculos 40 y 50 aumentan la penalidad en térmmos tan Irraoonales y 

absurdos que es Imposible abrazar el rdeal de la readaptaCión SOCIal del delincuente toda vez que el hempo de encarcelamiento previsto en esta 

legislaCión va mas alta del necesariO para resooallzar al IndlVlduo. vlolandose aSI las conqUIstas liberales y dernOctatlcas que el Derecho Penal 

había logrado en matena del reconOCImiento y tutela de los derechOS humanos en matena penltenaaria InchJslve. negando sus benefioos de 

libertad preparatona ° condena condiCional. la remlSlon paroal de la pena, yel tratamiento prehberaclonal, tal como expresamente lo señalan sus 

articulas 43 y 44 
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de conductas discordante!'> !'>l' h.Kl' sobre lkstmatarios s~)ciaiL's diterl'l1ciahnente 
controlados según su pl'rtencnci<1 de cl<1sl' "lIt> 

El Dr. Juan Bustos R., dl'talla la composición del control· el primero es d 
formal, es el control institucionalizado o formalizado en l<l estructura administr21tivd 
del Estado y a través del cual éste ejerce su poder, v. gr. Derecho e Instituciones de 
represión y tratamiento: policía, tribunales, cárceles e instituciones para menores 
infractores; el control informal se presenta enraizado e la sociedad civil, para ella, es 
indiferente su menor o mayor gr(ldo de institucionalización o formalización v. gr.: 
religión, partidos políticos, familia, educación, cultura, medios de comunicación 
masiva, etcétera, éstos son el conglomerado que dan cuenta del estado como 
sistema.147 Cabe agregar que esta distinción no proporciona una visión real de la 
localización y distribución del poder en el sistema socio-político de nuestro país o de 
cualquier otro, en virtud de estar diseminado en la propia sociedad civil y sus 
organizaciones, es decir, el Estado no es el ente único que lo detenta; es decir, el 
poder, el control, el orden y la posibilidad de uso de la fuerza o de otros mediOS de 
coacción no aparecen ligados únicamente al aparato gubernativo.148 

La cuestión político-penal en el control social incide en el sistema jurídico 
mexicano íntegramente porque el control social crea al delito al definirlo; crea al 
delincuente al darle esta etiquetación a una persona y no a otra que también ha 
cometido la misma conducta; crea la delincuencia al imponer una sentencia 
condenatoria penal a determmados inculpados en el proceso penal y cuya 
cuantificación oficial pretende demostrar la realidad delictiva de un país, siendo que 
quienes no ingresan a este registro componen la cifra negra de la delincuencia; a su 
vez, el control social se incita por razones de estratos sociales y por último, los 
estereotipos y estigmatización de la población hacia los delincuentes, siendo ésta la 
base ideológica del científico social.149 De esta forma, hablar del control social formal 
es hablar del sistema penal. Su acción repercute en los niveles legislativos, 
policiacos, judiciales y ejecutivos penales_ 

La Justicia Penal de México reclama control social penal efectivo, real, 
humanista, civilizador y democrático, que rebase las fronteras meramente jurídicas, 
es decir, formales; toda vez que existen factores extra-penales que inciden con 
mayor fuerza en la conducta humana. Esta es la coyuntura entre el iuspenalista y el 
criminólogo, éste es su compromiso social con el pueblo mexicano. 

146 LUIS de la Barreda Solórzano y Zullta Fellll'll Gandulfo (comps) El all "Ensayos de Derecho Penal y Cllmlnologla en honor de Javier Pifia y 

PalacIos' Ed POITÚa MéXICO 1985 P 7 Ensayo Notas para la dlSCUSlon de un control SOCial alternativo 

147 Juan Bustos Ramlrez • Control SOCial y Sistema Penal • Op Clt P 475 El autor consultado es catedrátiCO de Derecho Penal en la 

Universidad Autonoma de Barcelona 

143 En la praxIS punltwa han prollferaoo mu\\p\es Qfganlzaclooes y cuerpos de segundad ?lwados COI'\ capacidad de e¡efCiCiO de la tuerza en. 

ocaSIones arbllrana e Ilegal. lo cual es lI'ladmlSlble y reprochable a todas luces en una marco junOICQ constituCionalmente oeterrmnado 

149 Dolores Anlyar de Castro Ibldem 
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4.2.- JUSTICIA SOCIAL Y JUSTICIA PENAL. 

La política social, lato sensu, es: " .. toda la acción del Estado encaminada a 
aliviar y mejorar la situación y condiciones económicas, jurídicas, sociales de pobres 
y débiles: mejor, de todos, entrañando una constante rectificación de las 
consecuencias injustas y fatales del régimen de la libre concurrencia o de lucha por 
la existencia, es la Política Social una acción espontánea y organizada de 
transformación social. "150 Estas acciones estatales comprenden un universo campo 
de acción social, que persigue fines primordiales, tanto de la Ciencia Política como 
del Derecho: el Bien Común y la Justicia .. y ésta última en su vertiente social, 
requiere y demanda la participación activa de la sociedad y sus organizaciones, esto 
significa que la Justicia Social únicamente se logra con la conjunción de ambos 
sectores, de ambas disciplinas humanísticas. 

México, como Estado Democrático que persigue el bienestar social como una 
de sus metas, ha de reconocer y ampliar los espacios de participación ciudadana y 
social, en ]a construcción y realización de dicha política. Es así como la sociedad ha 
de gozar de un estado necesario para evolucionar en sus múltiples direcciones, es 
decir, de salud social; la cual ha de protegerse de la enfermedad social por 
antonomasia: la delincuencia. Por ende, se exige la presencia de una visión científica 
que contemple la etiología de la criminalidad y a la delincuencia como objeto de 
estudio)51 De esta forma el sistema penal mexicano se consolidará en un orden 
normativo que atienda los factores y no exclusivamente sus consecuencias, y estas 
en caso de presentarse, han de sancionarse penalmente por nuestro orden jurídico. 

El Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de la Organización de las 
Naciones Unidas en el Tercer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 
del Delito y Tratamiento del Delincuente, ha concluido que los factores que 
favorecen la delincuencia son: 

'" La pobreza, el desempleo, el analfabetismo, la falta de alojamiento 
decoroso, así como un sistema de educación y capacitación inadecuados . 

.;. El número creciente de ciudadanos sin perspectivas de inserción social. 

"'" La disolución de los vínculos sociales y familiares, agravada por una 
educación inadecuada de los padres. 

150 Clemente de Diego Posada Sela B Pohllca SOCIal y leglslaaon del trabajO Vol Derecho usu.aL Madnd, España 'La Lectura' p 49:1: al, por 

Emilio Langle_ "la Teon'ade la Pollllea Cnmll1aI· Ed Reus Madnd, España_ 1927 

151 M¡guel Bueno alado en el prologo de la obra de Hector Solls Qu¡roga • Sociología Cnmlnal • 3a ed Ed POlTlÍa Mexlco 1985 P XXX! 

54 



"" Las difíciles condiciones en que se enCUl'ntr,1n las personas que han de 
emigrar i.l la ciudad. 

"" La destrucción de identidades de origen, así como el racismo y la 
discriminación que pueden provocm desventajas en el plano social. 

'" El deterioro del medio urbano . 

... Dificultad para que una persona pueda identificarse en la sociedad, 
familia, comunidad, lugar de trabajo, escuela o en una cultura. 

'" El alcohol, las drogas y otras sustancias que sean de uso indebido . 

... La proliferación de las actividades de delincuencia organizadas y tráfico 
de drogas. 

'" El fomento, en particular de los medios informativos, de ideas y 
actitudes que llevan a la violencia, la desigualdad o la intolerancia. 152 

Se constituye así el sector social como el caldo de cultivo del delito más 
importante, por tanto, en sus dimensiones cuantitativas y cualitativas, mismas que 
la Justicia penal no puede ignorar o descuidar, por tanto, los programas y acciones 
deberán formar parte de un plan económico y social, que parta del Estado y que éste 
a su vez, lo actualizará en una Política general y social democrática emanada de los 
postulados y principios normativos de nuestra Carta Magna y todo el sistema 
jurídico emanado de ella. 

En este razonamiento, la política social incide directamente en uno de los 
mares - quizás el de mayor profundidad y extensión -, en el cual vive y se desarrolla 
la delincuencia y la criminalidad, porque como bien señala el Dr. Héctor Solís 
Quiroga: " el medio natural en que se produce la criminalidad o delincuencia es la 
vida social. "153 Acertadamente se ha dicho que la delincuencia y la criminalidad son 
por ende, producto de la sociedad en su conjunto, misma que bajo el principio 
sociológico de solidaridad debe reunir sus fuerzas para combatirlas. Este nivel de 
interpretación global y macroscópico es la prevención social o general - que alIado 
de la prevención especial o personal conforman la Justicia Penal ideal -. u •. se hace, 
muy señaladamente, cuando se realizan la justicia individual y la justicia social. A 
esta empresa gigantesca no es ajeno, por ende, ningún sector de la sociedad. Y los 
resultados que en ella se obtengan, buenos o malos, serán atribuibles, para bien o 
para mal, a la sociedad en su conjunto. "154 

152 Vid LUIS Carlos Cruz Torrero· Segundad, SOCiedad y Derechos Humanos· Ed Trillas Mexlco 1995 p 40 

;53 HéC\oI Sc\ís QU\rcga Op el ? 70 

154 Sergio GafeLa RamLrez • Temas JurídiCOS' Ed Porrúa MéXICO 1976 pags 25 y 26 
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El sentido que posee ha sido extrapolada por Edmundo Mezger y F. Van 
Liszt}55 al afirmar que " ... una buena política social es la mejor Política criminal, u 

porque con ello no permite, doctrinariamente, distinguir ambas nociones, con 10 
cual la segunda como ciencia, asume de su competencia la Política Social, lo cual sí 
fue reconocido por Liszt en 1905 al afinnar que la Política Criminal (Slq es tal en 
cuanto orienta los objetivos a perseguir desde la Ciencia del Derecho Penal - o más 
apropiadamente de las Ciencias Penales - y que una vez que se supera dicho límite, 
lo que se efectúa es Política Social y no Política Criminal (SIq. Incluso la corriente 
de la Criminología, denominada por Massimo Pavarini ' el nuevo realismo 
criminológico', afirma: JI ••• precisamente en los años en que el esfuerzo y la práctica 
reformista alcanzaron su máximo nivel las estadísticas registraron un aumento 
constante de los índices de criminalidad; tal aumento debe por tanto remitir a un 
decrecimiento de la actividad punitiva. "]56 ya Reinhardt Maurach ha ampliado que~ 
precisamente en los paíse3 escandinavos y de Europa occidental que son los países 
que han enfocado su atención en la Política Social y han obtenido un alto nivel de 
vida promedio con gran seguridad social, han sufrido un cIaro aumento de la 
criminalidad.157 La enseñanza nos conduce a 10 dicho por el Dr. Fernando Barrita 
López al señalar que la política social realiza una prevención indirecta de la 
criminalidad y la delincuencia, porque si bien efectúa una amplia labor de 
prevención al actuar sobre una gran fuente de sus factores sociales, también lo es 
que no es una prevención directa, ya sea general o especial.158 

Enrico Ferri ha clasificado a esta prevención indirecta (que es la que ataca a 
los factores criminógenos)~ en siete grupOS}59 medidas que el denominó 
'substitutivos penales', escribiendo: u Para la defensa social contra la criminalidad y 
para la elevación moral de las poblaciones~ el más insignificante progreso en las 
reformas de prevención social vale cien veces más y mejor que la publicación de 
toda una Ciencia PenaL En este sentido, Emilio Langle bien ha dicho que la Política 
Social persigue fines muy amplios, sin embargo " el mejor sistema es .. que la 
Política Social neve a cabo la referida prevención indirecta del delito, con las 
medidas generales de mejoramiento económico~ cultura1. "160 

El estudioso del Derecho punitivo, con una perspectiva amplia y profunda, 
desea que la delincuencia no rebase los límites sociales del orden, la paz y la 
seguridad que la sociedad solicita, demanda y necesita justamente para lograr el 

155 Vid. Helnz Zlpf Op ot p. 158 

156 Pavanm M<i!ssimo, • Contral y dommaClon, leonas CTlmlOológicas burguesas y proyecto hegemomco • 3a. ed Tr de IgnaCiO Muñagom (Sene 

NuevaCnffilnologlayOerecM) Ed S'gloXXLMéxlco 1992.p 168 

157C'lporHemzZlpf Op olp 159. 

158 Fernando A Bamta Lopez. • PnSlón Preventiva y CienCias Penales (Enfoque mterdlsopJlnaño) • 2a ed Méxlco Ed Pomia. M~ico 1992 

159 E! prop'O autor consultado mantlNo la expectativa de modificar esta clas,ficaClón de substitutos penales que comprendía las de orden 

económico, politico, c,ent,fico, leg,slaWa.-admlnlstratlvo, religiOSO, familiar y educatlvo Su mu~,plicaoón podna ser recabada, conforme a su 

parecer, en un Cód,go prevenbvo Cabe menCionar que Fern es conSiderado como el padre de la SOCIologra Cnmlnal 

160 Em,lio langle Op CJt P 1Q7. 
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Bien Común, h<l de emprender llna lucha b<1jo t1n<l estr<ltcgia racion<.11 cicntífic.l y 
eficaz. El Lic. Fernando Garcl<l C(1rdcro traz,1 L'i Gunim) de esta labor, a saber: " 
ab<ltir el delito es tarea, mús que de un tratamiento jurídico, de un plclI1tcamicnto 
político social. El problema de la prevención, Lid delito, ha puesto de relieve que el 
derecho moderno debe intervenir en la vida social como una herramienta de 
cambio, como un instrumento de twnsformación social. "161 

Un eminente jurista y político, estudioso de los ideales de la pena punitiva y 
en especial de la penitenciaria, Don Mariano Otero, declaraba que la legislación 
criminal es el fundamento y la prueba de las instituciones sociales 162 Afirmación a 
toda luz cierta en la medida de su ubicación correcta en un sistema socio-político 
dado que expresa en ella su grado de avance o desarrollo general y en particular, 
con la lucha contra la delincuencia y la criminalidad es una difunción del derecho­
deber prevenir, y si se fracaSa, sancionar penalmente. 

5.- LA}USTICIA PENAL EN EL ESTADO DEMOCRÁTICO DE 
DERECHO. 

" El principio de la Democracia es válida respuesta para que el 
sistema penal implique la más eficaz solución dei conflicto social 
que el delito plantea. " 
Dr. Gustavo Malo Camacho. 

5.1.- EL DERECHO PENAL DEMOCRÁTICO. 

" El Estado de Derecho mexicano, es un estado social, democrático y popular 
de Derecho. "163 Ciertamente nuestra Constitución Federal prevé, contempla y 
determina este régimen jurídico-político y por estar inscrito en ella forma parte de 
su naturaleza: el ser del deber ser .164 Ello implica una real, eficaz y vigorosa forma 
de vida de los órganos estatales que permean su actuación en todas las esferas en 
que se desarrollan. Es una forma de vida vinculativa, no un status político 
declarativo. 

161 Fernando Garcia Cordero Op el! págs 84 y 65 

162 Vid Sergio Garcia Ramirez • JuSllCla Penal (EstudiOS)' Op el! p 37 

163 Fernando García Cordero· La Reforma procesal penal 1983-1988 • 2a ed Ed Manuel Porrua MéXICO 1988 

164 Vid Jorge Carplzo McGregor • EstudiOS Constitucionales • 3a ed Ed POITúa·UNAM·lnslllulo de Irwestlgaclones Jundlcas_ IS91 MéXICO P 

" 
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En este mismo sentido el Uc. Moisés Moreno Hernández afirma que los 
antecedentes y factores de la humanización del sistema de Justicia Penal se localiza 
en los países de Europa occidental quienes reaccionaron del abuso del Derecho y de 
los horrores acaecidos en la Segunda Guerra Mundial, con lo cual decidieron 
configurar el Derecho Penal como instrumento de resocialización antes que la 
sanción penaLl65 

La democracia en el Derecho Penal no es propia de nuestro Estado de 
Derecho, porque es tendencia del Derecho Penal del futuro inmediato. Esta 
aportación de la Política Criminológica moderna de finales del presente siglo 
constituye el presupuesto de una lucha contra la criminalidad y la delincuencia 
contemporáneas, organizadas localmente, regionalmente e incluso,. 
internacionalmente. Y apoyándonos en un documento vital como lo es la 
Declaración de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, los presupuestos de 
la Democracia son: la dignidad, la igualdad y la protección, conceptos esbozados en 
las primeras líneas del presente y que en esta lógica, constituyen los presupuestos 
existenciales de una Política Criminológica democrática eficiente ceñida al imperio 
de la ley, al propio orden juridico mexicano.l66 

Siendo así, el sistema jurídico mexicano democrático posee esta característica 
normativamente, no como una concepción electoral, sino en su connotación más 
genuina: la participación activa de la sociedad en las decisiones públicas que afectan 
su vida, con el respeto a la esfera de competencia de los órganos y autoridades 
gubernamentales, mismos que se expresan en la ley. 

En el terreno penal, el proceso de democratización implica las formas y 
mecanismos reguladores del poder político, conforme al criterio del Dr. Luis de la 
Barreda Solórzano, quien señala que existen dos colunmas pilares de dicho proceso, 
a saber: la participación activa de la sociedad que produzcan las nonnas punitivas y 
que éstas, a su vez, no deben separarse de los principios liberales del Derecho 
PenaJ.167 Nos permitimos agregar un rasgo señalado por Santiago Mir Puig, quien 
expone que el Estado democrático que realmente persigue garantizar la protección 
efectiva de todos los integrantes de la sociedad, ha de tender a la prevención de 
delitos.168 

165 Vid_ Instrtuto de CapacrtaClon de la Procuraduría General de la RepubllGa • Haoa el Derecho Penal del Nuevo Mllerllo • Et all ECl 

Amanuense. MéXICO 1993 P 226 Ensayo· Presente y futuro de la legislaoon penal ( Una VISlon en conJunto)' 

166 Víd Ins~tulo de CapaCltaClón de la Procuradul'la General de la Repubhca Op ot Rafael Marque<: Plñero en su ensayo El carácter sooal del 

Derecho Penal. en ClIanto !Jbje!o de conoomlenlo de la Clenoa luridlco-penal· 

167 Vid • Ensayos de Derecho Penal y Cl'lmlnología en Mnor de Javier Piña y PalaCIOS - Op CI! pags 153 154 Y ss 

168 Vid .• Polltlca Cnmmal y Reforma del Derecho Penal • Op 01 P 75 en FunClon de la pena y leona del delito en el Estado sooal y 

democra~co de Derecho'_ A esta dlrectnz dedicaremos breves líneas (vid ¡nfra cap 11 punto 3 j y capitulo IV en su punto 7 t Y 7 3) 
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La socHxlad indudJblcl11l'nte requiere de espacios públicos d~ld()s y 
organizados por el Estado (por r<l7ont'S de n)[lvucatori,l y presencia n.lCional y por 
la infraestructura JdmlnIstrativa que posee para su rccopilclCión, proces<lInicnto y 
síntesis), para que por medio de ellos expresen sus opiniones y experiencias en el 
sistema penal mexicano y con fundamento en eIJo, propongan soluciones concretas 
que permitan erradicar los errores y horrores que adolece la procuración, 
administración y ejecución de Justicia Penal. Este proceso no debe implicar invasión 
de esferas y atribuciones de las autoridades encargadas de la impartición propia 
Justicia Penal, lo cual denota que dicha participación propositiva sea acogid[l por la 
legislación. Concomitantemente, la voluntad política existente en el gobierno de la 
República o de los Estados e inclusive de los Municipios, guiará la aplicación misma, 
siendo el vigilante de ello la propia sociedad, como el ente que vive la Justicia Penal; 
de esta forma, el proceso dialéctico se compone de un ciclo de retroalimentación 
constante, continua y permanente. 

Los órganos gubernamentales del Estado, idóneos para llevar a cabo dicha 
labor, son aquellos que cotidianamente imparten la denominada micro-justicia 
penal, la cual por ningún motivo o circunstancia ha de considerarse como una tarea 
esporádica que pretende cierta presencia política que legitime la actuación presente 
y futura inmediata, de la armadura punitiva estatal. Deberá ser un proceso 
permanente y real, en el cual se presente el consenso de los principales sectores de la 
sociedad, con la mayor representatividad de ella - en la medida de lo posible -, 
marginando criterios electorales que la criminalidad y delincuencia ignoran en su 
actuar. 

Avances importantes que México ha tenido en este rubro, son la Consulta 
Nacional sobre Administración de Justicia y Seguridad Pública, coordinada por la 
Procuraduría General de la República, con la participación del H. Congreso de la 
Unión, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los gobiernos de los Estad0s, 
Centros de estudios Superiores, Colegi.os de Profesionales, organizaciones sociales 
diversas y la propia ciudadanía, dicha consulta iniciada en 1982, siete años después 
se renovÓ al instalarse el Foro de Consulta Popular sobre Seguridad Pública y 
Administración de Justicia, convocada por la propia PGR, en la que concurrieron 
organizaciones obreras, campesinas y populares, instituciones académicas, 
profesionales y de investigación, órganos empresariales, agrupaciones sociales y la 
ciudadalÚa en general. 

Finalmente, el 26 de marzo de 1995, el Poder Ejecutivo Federal en Saltillo, 
Coahuila, convocó a toda la sociedad en general a participar en la elaboración del 
Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, bajo el mecanismo de los foros de consulta 
popular temáticos, organizados por la las Secretarías de Estado correspondientes y 
que en materia ateniente al sistema penal mexicano se triplicaron en su análisis: la 
Secretaría de Gobernación convocó al Foro de Consulta Popular sobre Seguridad 
Pública (del 4 de abril al 25 de abril); la Procuraduría General de la República con el 

59 



Foro de Consulta Popular sobre Procuración y Administración de Justicia (del 7 de 
abril al 28 del mismo mes) y la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 
en su Foro de Consulta Popular sobre Procuración de Justicia en el Distrito Federal 
(del 5 al 28 de abril ).'69 

Se absenTa claramente que dichas actividades se realizaron con el fin de 
satisfacer 10 determinado en el artículo 26, segundo párrafo de nuestro Pacto Federal 
y por la Ley de Planeación}70 concibiéndose así un plan de gobierno sexenal que 
bajo ninguna circunstancia o razón, debe considerarse como obra definitiva y si 
corno un proyecto directivo que ha de cristalizarse jurídicamente para que a su vez, 
se modifique la vida política, social y cultural de México, en un proceso 
democratizado! permanente. De esta forma la planeación obligatoria se satisface, 
pero no así la planeación libre y constante que consolide la democratización del 
Derecho Penal y las demás Ciencias Penales y el sistema social en el cual se 
localizan, conceptualizando un proyecto viable ,a largo plazo, de una mejor calidad 
de vida. 

La democratización del sistema punitivo exige un constante y perenne 
proceso de participación ciudadana, en una relación dialéctica entre la sociedad y 
sus instituciones, con el Estado, contemplado en una planeación nacional que no 
admite criterios de un régimen sexenaL 

El Derecho Penal del siglo XXI es democrático y los tratadistas han 
proclamado y señalado sus rasgos más característicos: 

• rr Nullum crimen sine Iege, Dulla poena sine lege ... es un principio limitador del 
poder penal del Estado y garantizador de derechos humanos, que exige, además, 
que los tipos penales estén de tal manera diseñados que de su forma y contenido 
se derive seguridad jurídica para los destinatarios de la nonna penal. 

169 El Pnmer Foro se !levo a cabo del 15 de diCIembre de 1982 al 8 de agosto de 1983, el Segundo Foro citado del 16 de febrero de 1989 al 30 

de marzo del mismo afio y el actual en su conjunto del 4 de abnl de 1995 al 28 de abnl de! mismo ano, Siendo éste úlllmo e! mas breve porque se 

Sitúa en un Plan Naoonal de Desarrollo que se formulara en 60 días. lo cual resulta insufiCiente debido a la multlphodad de sectores y temas 

convocados, cuya trascendencia en Ja Vida SOCIal meXicana requiere y demanda un análisis mas profundo y seno En este senMo también se 

pronunoaron Macaño Schettmo, iIlvesllgador de El ColegiO de MeXlco, John 5ax, catedrático dellnsll!tJ!o de Investlgaaones Económicas y de la 

Facultad de Cienoas Pohllcas y Soaales de la UNAM 

(Vld_ Dlano 'Reforma' Cor&6n de ME!XICO del dia 27 de marzo de 1995 en su secoon A p 1 Y del lunes 3 de abnl de 1995 en su secCIón A, págs 

1 y la) 

Resulta pues, que el Pñmer Foro tanto por su duración y orgal1lzaoon trajo mayores resuJtados que frucllficaron en la Reforma procesal pen",1 de 

los ai'ios de 1983·1988. con lO cual la vida Juridica cambiO a bien 

Es menester recomendar la ampha obra que el Lic. Fernando García Cordero elaboro como tesllgo documental de este Foro y en el cual tuvo 

brillante partiCIpaCIón Vid Fernando GatCla Cordero La Reforma Procesal Penal 1983-198S_ Op_ cit. 

170 La Ley de PlaneaDon fue publIcada en el Diana Ofiaal de la FederaCIón el 5 de enero de 1983 como norma que llene su fundamento en la 

planeadon obhgatona contenKla en el articulo 26 In fine, conslltUClonal 
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• NuIlum crimen sine ('ondu('l~l ... este principio t'stabll'cc, por tll1tl p,utl', qw.' t'l 
objeto de las normas penales únicamente lo sün las conductJs humands (dcciüIles 
u omisiones), es decir, que IdS norm~lS pcn,lJt's no pueden prohilnr u ordi..'nal m.is 
que conductas hum<lnas y, por otro, conscCucr'lti..' con lo <Interior, que Id pend sólo 
podrá imponerse al sujeto 'por lo que ha hecho' y no 'por lo que el es' o 'por Id 
forma de conducir su vida' .. para el futuro sistema penal rcsult,l también 
recomendable un derecho penal de aclo y no un derecho penal de autor, pues 
aquél es más garantizador que éste. 

• No hay delito ni pena sin lesión o puesta en pehgro de un bien jurídico ." 
antijuridicidad material .. necesariamente debe haber un bien jurídico de por 
medio, que haya sido lesionado o por 10 menos, puesto en peligro; los tipos 
penales y el derecho penal en general existen, se justifican por la existencia de 
bienes jurídicos que requieren de protección penal. 

+ Nullum crimen sine culpa ... establece el límite de lo que puede ser penalmente 
relevante, .. excluye la llamada responsabilidad permanente objetiva. 

+ Nulla poena sine culpabilidad ... a nadie podrá imponerse pena alguna si no se 
demuestra previamente que es culpable. La culpabilidad, por tanto, constituye 
una de las propuestas fundamentales de la punibilidad, además del injusto penal 
.. conforme a este principio, la medida de la pena no debe rebasar la medida de la 
culpabilidad, es decir, entre cantidad de pena y grado de culpabilidad debe existir 
una relación directa. 

+ Racionalidad y humanidad de la pena .. ' vale no s610 para el juzgador a la hora de 
la individualización penal, sino también para el legislador al fijar las 
consecuencias imponibles para cada delito y, por supuesto, para el ejecutor de las 
penas. 

+ Personalidad e intrascendencia de la pena. "171 

+ " Legitimidad ... el derecho penal se justifica si y sólo si protege bienes jurídicos y 
valores que interesan a toda la sociedad. "172 

En sus aspectos procesales y ejecutivos habría que agregar: 

• " Del debido proceso. 

+ De presunción de inocencia. 

171 InsUtuto de CapaCitaCión de la Procuradurfa General de la República Op CII págs 248. 249 Y 250 

172 LUIS de la Barreda So\6nano y Zulllta Fe\bm Gandullo {ccmps)' En!l.a'jO'i> de Oem<:.~ Penal 'J Cnmm.otogla en honor de Jal/ler PlfuI y 

PalaCIos' Op CI! P 153 
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• De juzgamiento único. 

• In dubio pro reo. 

• De no ser obligado a declarar en su contra. "173 

Esta descripción se amplía de los cuerpos jurídicos penales incluyendo las 
garantías penales constitucionales, así como Tratados internacionales vigentes en 
nuestro país conforme al artículo 133 de nuestra Carta Magna. 

• " La retribución, es decir, el saldo de la culpabilidad, no constituye el fin de la 
pena y no puede legitimar su imposición. La imposición de una pena puede 
basarse exclusivamente en necesidades de prevención general o especial. 

• Como pena primaria hay que desaparecer la pena privativa de libertad hasta de 
seis meses. 

• La pena privativa de libertad de hasta dos años hay que sustituirla, en la medida 
de lo posible, por la pena pecuniaria. 

• La pena pecuniaria puede ser sustituida por trabajo socialmente útil. 

• La ejecución de las penas y medidas de seguridad debe estar organizada, en la 
medida de lo posible, como ejecución socializadora. "174 

Afortunadamente en el procedimiento penal mexicano se ha dado un paso 
más en el proceso de democratización del sistema punitivo: la participación activa 
jurídicamente reconocida de la víctima o el ofendido por los delitos cometidos en su 
agravio como función paralela a la Representación Social penal, que es el Ministerio 
Público. Es así como el último párrafo del artículo 20 constitucional reconoce dicha 
demanda social enarbolada por la Ciencia Penal más reciente: la Victimologia)75 

173 Vid Insltuto de Capaolaoon de la Procuradl.lña General de la Republlca. Op elt p 250. Ensayo del Dr MOISés Moreno Hemández y el Dr. 

Claus Roxln Vid Et all • POlitlca Criminal y Reforma c:lel Derecho Penal' Op Clt 

174 Et all • Poll~ca Climmal y Reforma del Derecho Penal • Op al pags 6 y SS 

175 Vid LUIS Rooñguez Manzanera· Vic\lmologla • 2a ed Ed Pornia MelliCO 1990 Y del mismo autor 'Vic1lmologla y Derechos Humanos' 

ReVista Me~lcana de Justaa Procuradurra General de la Replibbca Procuraduna General de Jus~Cla del Dlstnto Federal Instrtuto NaCional de 

CIenCias Penales No 4 Vol 5 OcIubre-DIClembre 1987 AsI como Luz LIma Marra de la. ' Protecoón a las vidlmas (Derecho vlc\lmal)' en 

Cnmlnaha Organo de la AcademIa MeXIcana de Clet"lCla5 Penales Afio LVIII Numero 2 Mayo-agosto 1992. MéXICO, Pornía 1992 y Lambom, 

Le Roy L 'The Cons~luCionallza~on of Vic\lm RlghlS . publIcado en Interdlsopllnary Approch lo VodJmology' 7t1". Intematlonal SlmpoSlum on 

Victlmology Agosto 25·30 RIQ de Jane.ro BraSIl 1991 
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Inclusive, la Ley Federzd contr,l Id Ddincuenci;:t Organizad,l en sus artículos 
14 y 34 prevé que la Procllr"dufl,l Cl'I1\.'r,,1 d\.' la Rl'públic,l otorgar.) apoyo y 
protección suficiente a los Jueces, p,-'rilo!'>, tl'stigos,l7h victim<ls y delTI,)s personas, en 
la hipótesis de que, dClda su participéKlón en d procedimiento penal que verse sobre 
actos ilicilos tipificados en delincuencia organizada, de acuerdo a su artículo 20,177 

El Estado de Derecho moderno y el del siglo XXI es la conditio sine qua none 
del Derecho Penal democrático como sistema coercitivo institucionalizado mínimo, 
que tiende a la cultura de los derechos humanos en su reconocimiento, promoción, 
difusión, tutela y protección. 

La Justicia Penal y su democratización no excluye a la democratización global 
(más allá de su alcance electoral), del propio Estado; sino más bien se implican 
recíprocamente, son procesos que se auto-Implican, porque" .. , la aspiración a una 
democratización de la justicia, se inscribe dentro del contexto de una 
democratización del Estado, en que el Poder se distribuya más equitativamente y el 
sistema de 'frenos y contrapesos' que debe mediar entre las diferentes ramas del 
poder público, para evitar sus excesos y arbitrariedades, funcione efectivamente, "178 

5.2.- EL PRINCIPIO 
INTERVENCIÓN. 

JURÍDICO-PENAL DE MÍNIMA 

" El recurso penal será siempre la última ratio de la llamada 1U( ha en contra 
de la criminalidad y representa el aspecto extremo de la política criminal. "179 La 
incriminación o tipificación penal de una conducta humana constituye una 
necesidad del Estado para preservar y garantizar el orden social, esta decisión es 
simultáneamente un derecho, toda vez que detenta el monopolio del uso de la 
fuerza o coacción física, y a su vez, es un deber que condiciona la existencia, 
supervivencia y mantenimiento legítimo del aparato gubernativo, 

176 En el pnmer numeral se determina que se reservara la Identidad de loS testimoniOS que se nndan en contra de algun miembro de la 

!.lelmcuenCla organlza!la, nasta la conSignaCión respectiva tlado el car;o 

177 Su antecedente Inmediato se localIZa en el QUlncuageSlmo CUISO InlernaClonat de CnmlnOlogla, el ex-Procurador General de la República, 

Llc Antomo Lozano GraCia, expuso una neceSidad de proteger JUlldlcamente la partiCipaCiÓn delos testigos y denunCiantes de delitos, con lo cual 

procesatmente se amplia y garantiza la mJerenCla de los actores del procedlmlenlo penal que Indague a la delincuenCia organizada Vid Dianas' 

Uno más Uno' del dia martes 4 de abnl de 1995 en sus Págs 1 y 14 en su secclon 'Justicia', aSI como el D,ano' Reforma Corazón de MéXICO de 

esa. mIsma lecha en!;\) página f>..A en su seco6n 'Noc\Ol\al' 

178 Fernando Tocora lópez Cnmmalla Organo de la AcademIa MeXicana de Ciencias Penales Af'lo LVIII, numeras 1,12 Porrua MéXICO Enero­

diCiembre 1991 Ensayo' Democratización de la Jusllcla p 95 

179 Bncola, F • POlltlca Cllmmal y Derecho Penal· en 'Revue Internatlonale de OrOlt Penal 1 105-112 1978 Clt por Hemán Hormazábal 

Malareé en El poder penal del Estada' Op Clt P 155 
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La protección de los bienes jurfdicos básicos en la existencia del ser humano 
en la colectividad se presenta en razón de tutelarlos en la norma penal a través de la 
conminación de conductas que son lesivas o sumamente peligrosas a la condición 
propia del hombre o de sus derechos ínsitos en su ontología. De no realizarse esta 
operación, la teleología del ser humano sería nugatoria tanto en la libertad objetiva y 
la subjetiva necesarias para su pleno desarrano. La relación con el principio que nos 
ocupa la describe el catedrático español José L. de la Cuesta Arizmendi: # Sabido 
que el Derecho Penal funciona represivamente hacia el pasado y preventivamente 
hacia el futuro, interesa destacar aquí cómo, por su propia condición de última ratio 
en la protección de la vida humana en sociedad, no le incumbe intervenir ante 
cualquier perturbación de la vida comunitaria, sino tan sólo en los casos de ataques 
más graves a bienes jurídicos trascendentales. "180 

En este orden de ideas, los principios del Derecho Penal humanista y 
democrático, se traducen en el de fragmentarieda9, subsidiariedad y legitimidad.181 

El primer postulado se creó por KarI Bindin& quien explica que el ordenamiento 
penal únicamente debe contemplar los ataques más graves a los bienes jurídicos 
trascendentales para la sociedad ju~dicamente organizada;182 la subsidiariedad 
explica Claus Roxin únicamente permite la imposición de penas sólo si se producen 
lesiones a los bienes jurídicos tutelados y ante las transgresiones contra fines de la 
previsión social, si esto es ineludible, para una vida comunitaria ordenada y 
armónica, ello en razón de que a quien se le impone una pena sufre un deterioro en 
sus bienes jurídicos, cuyas consecuencias ocasionan en múltiples ocasiones, al 
exterminio de la existencia y que en la mayor de las veces restringen fuertemente la 
libertad personal.183 y finalmente, la legitimidad la cual es entendida por el Dr. Luis 
de la Barreda en la medida en que el Derecho penal se justifica, exclusivamente, sólo 
si protege bienes jurídicos y valores que atañen a toda la sociedad en su conjunto.184 

Sin embargo~ la legitimidad es un concepto más amplio que consiste en la búsqueda 
de la justicia penal, la cual será legítima si existen razones para considerar que no 
producirá daños irreparables e intolerables a ningún otro valor que también sea 
vitalmente importante para el hombre y la sociedad.185 

180 El profesor de Derectlo Penal y Director del Departamento de Derecho Publico de la Universidad del País Vascol Euskal Herñko 

Umbel"SJtatea en Cnmrnaha Organo de la Academia MeXicana de CienCias Penales Afio LX No 2 Mayo-Agosto 1994 México POrnJa 1994 P 

18 Y cuyo Dlfector es qUien honrosamente me (linge este trabajO siendo catedratlco en la Máxima Casa de EstudiOS er11a FaCtlltad de Derecl10 

de la matena de Derecho Procesal Pertal y en la Di~ISIon de Estudios de Posgrado 

181 Vid LUIS de la Barreda Solorzano y Zulita Felhm Gandulfo (comps) Op 01 P 153 

18.2 Brndlng Karl Lehrbruch des Strafrechts 2a e<l 1902 P 20 elt por LUIS de la Barreda Solórzano LUIS de 1<1 y Zullta Fellilll Gandulfo Op ot 

183 Claus Roxrn Sentrdo 'f limites de la pena estatal en' Problemas baslcos del Derecho Penal· Ed Reus Madnd, España_ 1976 pags 21 y 

22 e,l por LIJIS de la Barreda Solorzano en la obra que precede 

184 Vid LUIS de La Barreda SolÓrzano. LIJIS de La 'J ZulilaFellml GandlJJfo Op al p 158 

185 la leglUmldad que Implica el e¡ercrcio del rlJS PlJmendl '10 es la legltrmldad politico-electoral como lo son la legitimidad por procedimiento o 

por represenlaoon SI lo es la legr~mldad mas pura del SIs:ema jlJndrco-pohtlco de un DaiS la legitimidad por resultados porque es la más prÓJuma 

a la justloa ya que se ocupa de la sustanCia de la que eXiste o se hace en politlGa se evalua por su eficaoa en la vida sooal, es decir, por lo que 

se hace no por lO que se planea o procJama Es el plaro en el que convergen valores y aoones cuya oompa~blhdad es aplicable a los objetos y 
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Los prinCipIOs ya dc:-.critos Sl' SlI1tdizJn jurídicamente en el postulado ius­
penalista de 1" mínima intervención del Estado, el cual consIste .. " que el sbtcma 
penal constituye el último reducto del control social, la extrema reacción de la que se 
puedan valer la socIedad y el Estado para prevenir, contener y sancionar la 
conducta ilícita. "IH¡, 

Ello denota que el sistema penal mexicano democrático constituye un último 
recurso para ia preservación de ir. vida social e institucional del país, porque no es el 
único medio de control social. Y precisamente, su última consideración en el orden 
jurídico obedece a razones extra-legales, es decir, sociales. Claus Roxin lo explica en 
los siguientes términos:" . la pena crir:1inal es a menudo perjudicial para la posición 
social del que se ve afectado por ella, de que ella es a su vez socialmente dañina y 
que, por lo tanto, solo hay que ampararse en ella cuando sea el único medio de 
evitar un mal todavía mayor. "187 

México anhela un Estado democrático plenamente consolidado en su orden 
jurídico-penal, en que el orden y la paz pública sea la constante y la excepción sea la 
seguridad privada, por consiguiente, el control social a instrumentar va más allá del 
formal o institucionalizado legalmente, el énfasis de la Política Social ha de centrarse 
en la autoridad familiar, educativa, religiosa, laboral, de reconvención de los medios 
de comunicación masívos ... el Estado y la sociedad conjugan y encauzan 
unidireccionalmente su fuerza en la prevención de la criminalidad y la delincuencia 
como tarea previa a su sanción. 

Basándose en la naturaleza de la persona en el Estado Democrático de 
Derecho, el Derecho Penal tendrá preferencia por otros medios de control social 
jurídicamente institucionalizados para conductas que no atentan realmente contra el 
orden, la paz y la seguridad pública o jurídica; recayendo principalmente tal labor 
en el Derecho Civil y en el Derecho Administrativo que contienen por esencia, 
prevención y sanciones menos graves que las penales. Esta concatenación ideológica 
no debe conducir al juicio irreflexivo y superficial, que así lo denomina el Dr. Sergio 
García Ramírez, porque este principio no contiene la propia inaplicación de la 
norma penal cuando ésta deba ser aplicada, por así preverse jurídicamente.l8S 

Hernán Hermazábal M., describe la función del presente axioma en un Estado 
democrático que" .. debe orientar su política penal hacia la exclusiva protección de 
bienes jurídicos, pero de bienes jurídicos entendidos materialmente en cuanto 

prácticas publicas con los valores privados. en un esquema as,. el control SOCial radica con mayor vigor. al actuar pSicológicamente en el 

indIViduo y la propia comunidad 

Vid Ka~ Oeutsch W Op Clt P 29 Y ss Así como Adolfo Gelsl Bldart en ReVista de la Facultad de Derecno de MéXICO T XXXI Op CI! 

186 SergiO GarCla Ramlrez • El Sistema penal mexicano' Op Glt P 20 

187 Claus. Roxln en' POh!,ca Cnmlnal y Reforma del Derecho Penal· Op CI! P 9 

188 Sergio GarCla Ramlrez • Derecho penal' Ed UNAM·lnstltuto de Investigaciones Jurídicas MéXICO 1990 P 24 
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expresan 10 realmente protegido por una norma penal, esto es~ síntesis nonnativa de 
relaciones sociales concretas en una sociedad democrática. "189 

La Política Criminológica estrecha íntimos lazos de unión con el Derecho 
Penal en el presente renglón eminentemente político, en virtud de ser los bienes 
jurídicos la razón vital de la interv-ención penal del Estado a través de su maquinaria 
gubernamentaL Es así corno este proceso de selección de bienes jurídicos tutelados y 
protegidos por el Derecho Penal es el eje director de la Política Criminológica 
aplicada en su vertiente legislativa. 

189 Roberto 6ergallt y Juan Bustos (comps)· El pode! penal del Estado • El all Op crt P 169 
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11.- LAS CIENCIAS PENALES Y LA POLÍTICA 
CRIMINOLÓGICA. 

" La Política Criminológica es el punto de unión, es el 
puente de plata, que ha reunido a todas las Ciencias 
Penales, gracias a ella muchas inútiles disputas han 
cesado, y nos encontramos en un momento de 
acercamiento hacia una meta común: la prevención de 
las conductas antisociales. " 
Dr. Luis Rodríguez Manzanera. 



1.- DELINCUENCIA Y CRIMINALIDAD. 

" La crirninahdad, l'n todas sus formas, mina (ldcm.js la 
energía de léls I1dciones y tlenJe a anular los esfuerzos 
hechos por éstas pm<l crear un medio más sano C' 

instaurar un mejor modo de vid(l, " 
José Ma. Rico. 

1.1.- DELITO Y CRIMEN. 

Los términos son el continente que proporcionan forma al contenido y en 
materia jurídica, así como social, se torna est,~ principIO en médula de su quehacer; 
y lo es porque proporciona su propio objeto de estudio a desarrollar. Y es el objeto 
de estudio el que otorga el método a seguir en el análisis, interpretación y 
sistematización del mismo. 

Desaforhmadamente, en nuestro medio jurídico-penal la conversación 
cotidiana utiliza indistintamente, y reiteradamente, ambas nociones: delito y 
crimen, y ello conlleva a descifrar que se asimilan dos mundos totalmente diversos 
en su tratamiento científico. Esta confusión es dable explicarla - más no justificarla -
en razón de tener, en esencia, el mismo contenido social. Si bien es cierto, 
coloquialmente su uso y ejercicio no conlleva ninguna consecuencia trascendente 
en el mundo jurídico; también lo es que en el foro académico y judicial (incluyendo 
el pre-judicial y el ejecutivo), posee una función científica clara y precisa que 
determina conocer el fenómeno que nos ocupa y que abordaremos.1 

Ahora bien, es necesario asentar que el presente punto se desarrolla con 
base en nuestro orden jurídico positivo, porque existen otros órdenes normativos 
que utilizan en su legislación penal. el término crimen para referirse a nuestro 
correlativo jurídico: el delito.2 El cual obedeciendo los principios del Derecho Penal 

1 Socialmente Sl,l uso IIngúistlco demuestra el grado de estupor o asombro Que causa en la persona, la realizaCión de una conducta leSiva a 

sus valores o bienes (mdependlentemente de su tutela ¡undlco-penal), o ya sea por la forma y extenonzaClón en que se comeUO 

2 Georges Huyer, cnmmólogo francés, explica que l1ay paises en lOS que no eXiste Identidad entre 'cnmen' y 'delito' (como es el caso de 

nuestra legislaCión penal), yen otros, se hace distinCión entre cnmenes', delitos' y faltas conSiderando que las pnmeras se refieren a 

conductas antiSOCIales de mayor gravedad, v gr el homiCidiO, que los delitos son las actiVidades IlIcltaS de menor ImportanCia, tates como las 

amenazas o dlfamaaon, en tanto que las ulllmas son las contravenciones a diSposIciones admmlstratlvas 

Tamb¡én se distinguen en la medida de la sancton penal que contemple la ley. como el Derecho Francés seran cnmenes los que se castiguen 

con penas superiores a 5 años de pnSlon. delitos, COn pena~dad de 1 a 5 años de pnslón y las faltas son las contravenCiones que merecen 

penas mferlores a 10 días de pnslón 
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contemporáneo, constituidos por el de seguridad y legalidad estricta, prevé el 
concepto del delito en la propia ley penat que a su vez en el Código Penal Federal 
en su articulo 7, primer párrafo, determina: u Delito es el acto u omisión que 
sancionan las leyes penales. " 

Sin embargo, este concepto legalista no otorga una visión diáfana de 10 que 
es empíricamente el delito, ya que su manifestación en la vida social rebasa la 
frontera jurídica determinada en la norma punitiva. Esta observación ha sido 
recabada por diversas disciplinas sociales, las que a su vez, han dado su opinión al 
respecto, lo cual denota su naturaleza multívoca. Simultáneamente, el interés 
despertado en otros saberes se debe a la realidad social del fenómeno que nos 
ocupa y que origina dos sentimientos opuestos en el hombre, tal corno lo expresa 
Don Constancia Bernaldo de Quirós: " De todas las formas de la conducta humana 
que tejen el material de la vida, ninguna más insignificante ni merecedora de 
desdén que el delito vulgar, pequeño y mezquino, reveladora de la ruindad 
humana en su lamentable bajeza. Pero también ninguna otra más apasionadamente 
interesante, sugestiva y enigmática, que el delito excepcional, raro y difíciL "3 

Filosóficamente se ha abordado este tema y han concluido que u el crimen es 
la violación de los valores más elevados de la sociedad. "4 Empero, esta concepción 
adolece de la carencia de la especificación de la naturaleza de tales valores y ello ha 
producido vaguedad y por ende, confusión en su determinación y uso.s 

Sociológicamente han sido múltiples y diversas las acepciones dadas, 
destacando las pronunciadas por Makarowickz,6 señalando: # un crimen es un acto 
realizado por un miembro de un grupo social dado, que es visto por el resto de los 
miembros de ese grupo corno tan injurioso o corno tan demostrativo de una actitud 
antisocial por parte de quien 10 ejecuta, que el grupo relaciona, pública, abierta y 
colectivamente, tratando de anular algunos de sus derechos. " En este sentido, 
Napoleón Colajanni expresa: " las acciones punibles (delitos) son aquellas que, 
determinadas por móviles individuales y antisociales, turban las condiciones de 
existencia y chocan con la moralidad media de un pueblo en un momento dado. 1/7 

Enrico Ferri en su obra citada anteriormente, explica: 11 los elementos 
caractenstkos del delito natural son la antisodalidad de los motivos determinantes 

Vid Georges Huyer • la delincuenCia Juvenil· Ed Tiempo Nuevo caraeas Venezuela 1971 p 42 Gil por OdavlO A Oreltana Wiarco 

·Manual de Cñmlnologia - 5a ed Ed Pomia Mexlco 1993 p 32 ASimismo Vid FemandoGastelJanos Tena • Lineamientos elementales de 

Derecho Penal (Parte General) - 27a ed_ Ed Porrua MéXICO 1989 

3 - Cnmlnologla ·2a ed Ed José M CaJlea Jr, Puebla Mexlco 19~7 p_ 7 

4 Crt:. por Héctor 50lls QUlroga • SoCIologla Cnmlnal • 3a_ ed Ed Pf.mia Mexlco 1985 p 35 

5 la Fllosoña y la Etlca han acudido a elementos allende del derecho poSitiVO que cubren un aspecto aXlologlco del miSmO, tales como el 

orden moral, el natural. la razón 

6 CII por Osear Unbe Vlllegas • El cnmen, objeto de estudiO de la SOCIopatologla EstudiOS SOCIológiCOS • Instituto de InvestigaCiones 

Sooalesde la UNAM MeJcICO 1952 

7Crt:. por Ennco Fem • Soaologia Criminal -T I Centro Editorial de Gongora Madnd España pags 97-101 Vid 50lls QUlroga. Ibldem 
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y el <1tent~ll.lo <1 Id::> condKioIll'S de l'XiStl'I1Cic1 qUl' implican el l'lt..'tnt.'nto de ofensa ,1 
la moralidad media dc un grupo (OkctlvO determinado. ,,~ 

El concepto clélve de 1~1 Sociología Crimmal, es la concepCión de la 
denominada' conducta desviada"') y sus pnncipales autores argumentan que no 
existe un catálogo apriorístico y neutro de conductas objetivamente desviadas' in 
se ' o ' per se '. El espaii.ol Antonio García-Pablos, señala que" Desviado será un 
comportamiento concreto en la medida en que se aparte de las expectativas 
sociales en un momento dado, en cuanto pugne con los patrones y modelos de la 
mayoría social. No importan, pues, las cualidades objetivas de la conducta, 
inherentes a ésta, o referidas a valoraciones que proceden de otras mstancias 
normativas, sino el juicio social dominante y la conducta ' esperada ' ... la 
desviación no reside en la conducta misma, sino en los demás. "10 

Criminológica mente hablando, H. Vciga de Carvalho, expresa que crimen es 
todo acto humano voluntario y responsable, bajo la influencia de factores 
endógenos y exógenos, contrario al mínimo de moral de un pueblo, que ofenda los 
sentimientos profundamente arraigados y claramente definidos de conciencia 
social, en el fondo de los cuales está la piedad y la probidad.1l Para Robert E. L. 
Faris: " los crímenes son violaciones a \05 principios de una cultura, y que la 
criminalidad es la evasión o violación de las más importantes y explícitas reglas de 
una sociedad. "12 

Sin embargo, sobresale de estas nociones la dada por el italiano Rafael 
Garófalo,13 quien ha dado un parteaguas en el estudio del fenómeno en cuestión, al 
pertenecer este pensador a la corriente del positivismo criminóIogico; sus líneas 
bosquejan un concepto 'material' del crimen, el cual se desea sea independiente de 
toda variable espacial, temporal y legal. Todo esto se sintetiza en la figura del 

8 Al respecto. es aconselable consullar las oplr'uones vertIdas por Hector Solls QUlroga en su obra CItada pags 36 y 37 en relaCIón a los 

conceptos Iranscntos y que en resumen no proporCionan una base solida unIforme y practica. en los cuales se sustente un estudio 5000-

\urí<j¡co seno 

9 En el IdIoma anglosajón se utlll<:a el térmmo Levlant behalvor·. en lanto en cuanto el aleman emplea la frase Abwelchendes Verhallen 

10 AntOniO Garcla-Pablos de MOllna - Cnmlnologla Una IntrodUCClon a sus fundamentos teoncos para JUristas - Ed Tlrant lo 81anch ValenCia. 

España p 29 Para mayores referenCIas al respecto Vid Tatcott Parsons • El SIstema SOCIal págs 250 y ss, AntOniO GarCla-Pablos de 

Malina • Manual de Cnrnmologla - Ed Espasa-Calpe Madnd España 1988 pags 41 y ss. Matza. O • El proceso de deSViaCión - Ed Taurus 

Madnd, España 1961 págs 21 y ss y 8ecker. H S • The Qutslders Studles tn lhe Soclolagy of Oevlance • Free Press New York. USA 1963 

P 9 Y ss 

11 Velga de Carvalho. H • Manual de Cnmlnologla • Colelanea AcaCIa Noguerra Sao Paulo BrasLI 1935 P 46 Clt por Hector Solis QUlroga 

Op CI! 

12 Robert E L Fans - Sooal Olsorganlzatlon - 2a ed Ed Ronald Press Ca New York USA 1955 págs 169. 172 Y 192 ASImismo. Vid 

Antofllo GarCla·Pablos de Malina • Manual de Cnmlnologla • Op Clt P 6S LUIS Rodrlguez Manzanera • Cnmmologia - 6a ed Ed Porrua 

Mexlco 1993 págs 22 y 23 . Pmalel. L • Trate de Orolt Pénal et de Cnmlnologle • T II! Paris FranCia 1970 P 500 Y ss. aSI como SergiO 

García Ramlrez - Cnmlnologla margmalldad y Derecho Penal (Coleroon Crlmlnologla contemporánea·) Ed Depalma Buenos Alfes. 

Argentma 1982 págs 130-136 

13' Cnmlrlologla - Ed la Espai'la Moderna Madnd España 1335 p :>0 y ss 
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J delito natural', noción que es dada por este autor en los siguientes términos. u ••• es 
una lesión de aquella parte del sentido rnorat que consiste en los sentimientos 
altruistas fundamentales (piedad y probidad), según la medida media en que se 
encuentran en las razas humanas superiores (SIC), cuya medida es necesaria para 
la adaptación del individuo a la sociedad. " 

Esta concepción permite al criminólogo independizarse metodológicamente 
(lo cual no implica aislamiento ni mucho menos un divorcio cientifico), de la 
definición legalista que proporcionan los códigos o leyes penales de un dado orden 
jurídico. Su actividad supera de esta forma, la valoración netamente normativa 
imprescindible en la dogmática jurídico-penal. 

Es así como surge una idea que en esencia no ha sido superada actualmente 
porque implica una lesión a los sentimientos que fundan la solidaridad, 
entendiendo ésta en su sentido más alto y genuino, como condición necesaria para 
la subsistencia social de la persona y sus instituciones, incluyendo por tanto, el 
logro del sano desenvolvimiento del agregado humano. Estos sentimientos 
solidarios se constituyen por la piedad y la probidad, siendo que la primera se 
vincula con la integridad de la salud y a la conservación de la vida; en tanto la 
probidad se relaciona con la incolumnidad de los bienes patrimoniales del hombre 
y del grupO.l4 

Consecuencia de ello, tenemos dos figuras: el delito 'natural' y el delito 
'artificial.' Y de acuerdo a los argumentos dados, el homicidio, la violación, el robo, 
las lesiones y otras figuras normativas son delitos naturales. 

Los delitos artificiales son descripciones legales mutantes, contingentes, y 
periféricas. Obedecen a circunstancias o requerimientos concretos, con fines 
múltiples, personalizados o precisos." El surgimiento del delito artificial es 
polifactorial y de alú se deriva su naturaleza inestable, para precisar, el DI. Sergio 
García Ramírez abunda: 11 •• el delito artificial lo es .. confonne aparecen, florecen o 
se retraen las preocupaciones y tensiones que lo determinan: religiosas (blasfemia, 
herejía, sacrilegio), políticas (delincuencia de esta naturaleza), de moral sexual 
(incesto, adulterio, homosexualismo), económicas (delitos fiscales y contra el 
comercio). 1/16 

De las anteriores líneas, resalta la unidad de señalar al delito como una 
conducta que atenta gravemente a los valores, bienes y sentimientos solidarios 

14 Víd_ SergiO Garda Ramíra • CnmlI1ología, margll1alldad y Oerecho Pernil (Colecoon 'Cnmlnología contemperanea') • Op_ ClI págs 1:30-

36 

1S Víd Dems S;¡:abo • Cnmlnologíe el pollhque cnmenelle • Vnn les Presses de I'Unlvers,le de Montreal. Monlreal, Canada 1978 pags 14 y 

lSC,1 por SergiO García Ramírez OP_Cll 

160p cit P 1:34 
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indispensables para la existencia y supervivencia social - no digamos ya de b 
convivencia gregario. - del hombre, que en un orden normativo reconoce y protegl':, 
siendo el jurídico el que goza del instrumento material más vigoroso y radical: la 
fuerza legitimada, la coacción física. Y precisamente la raíz etimológica del delito 
lo denota: " .. deriva del supino delictum, del verbo deJinquere, a su vez 
compuesto de linquere, dejar, y el prefijo de, en la connotación peyorativa, se toma 
como linquere viam o rectam viam: dejar o abandonar el buen camino. "17 

El delito se constituye así como la figura jurídica sustento del Derecho Penal, 
pero no como el único porque alIado de él están los elementos subjetivos que lo 
cometen, lo sufren y juzgan, así como la propia pena y medidas de seguridad, 
como consecuencias jurídicas del mismo, y finalmente, la resocialización del 
delincuente, por mencionar los más significativos. 

Jurídicamente, el delito se concibe doctrinariamente en los términos de 
Francesco Carrara: " la infracción de la Ley del Estado, promulgada para proteger 
la seguridad de los ciudadanos, resultante de un acto externo del hombre, positivo 
o negativo, moralmente imputable y políticamente dañoso. "18 Von Liszt explica: 
"el delito es un acto humano, culpable, antijurídico y sancionado con una pena."; 19 

para Edmund Mezger es" la acción tipicamente antijurídica y culpable ";20 Ernesto 
Von Beling señala que es " la acción tipica, antijurídica, culpable, subsumible bajo 
una sanción penal adecuada y que satisfaga las condiciones de punibilidad. ";21 el 
argentino Luis Jiménez de Asóa proclama que" el delito es el acto tipicamente 
antijurídico culpable, sometido a veces a condiciones objetivas de penalidad, 
imputable a un hombre y sometido a una sanción penal. n 22 

En México, el Dr. Celestino Porte Petit Candaup señala que el delito en la 
perspectiva de la concepción dogmática, en su aspecto positivo es una conducta 
punible que posee los siguientes elementos: tipicidad, antijuridicidad, 
imputabilidad, culpabilidad, punibilidad y en ocasiones, cierta condición objetiva 
de punibilidad;23 para Francisco González de la Vega es un acto humano, tipico, 
antijurídico, imputable, culpable y punible conforme a sus condiciones objetivas de 
punibilidad.24 Para el Dr. Fernando castellanos Tena25 " los elementos esenciales 
del delito son: conducta, tipicidad, antijuridicidad (o antijuricidad) y culpabilidad, 

1719naoo Villalobos .• Derecho Penal MeXicano Parte General' 5a oo. Ed Porrúa MéxiCO. 1990 P 202. 

18' Programa del curso de derecho criminal' T I E(I Depalma Buenos Aires, Argentina 1994, p 60. 

19' Tratado de Derecho Penal· T. 11 Tr de LUIS Jlménez de Asúa Ed Reus Madrid, España 1927 p 254 

20' Tratado de Derecho penaL' T. ITr de José ArturO Rodriguez Muñoz. Ed. Revista de Derecho Privado. Madrid, España.1955. p. 156 

21 Cll por FranCISCO Pavón Vasconcelos • Manual de Derecho Penal Mexicano' Op Clt P 180 

22' La Leyy el delrto • Ed. A Bello. Caracas. Venezuela p 236 

23 Vid· Apuntamientos de la Parte General del Derecho Penal ·Op crt P 203 

24 Vid González de la Vega. FranCisco .• El Código penal Comentado • 11a ed Ed Porrúa MéXICO 1994 P 12 

25' lineamientos elementales de Derecho Penal (Parte General) • Op CII págs 132 y 134 
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más esta última requiere de la imputabilidad como presupuesto necesario.26 Para 
Francisco Pavón Vasconcelos " el delito es la conducta o el hecho tipico, 
antijuríclico, culpable y punible. "27 El Dr. Raúl Carrancá y TrujilIo dice: " .. en 
suma, las características del delito serían éstas: actividad, adecuación típica, 
antijuridicidad, imputabilidad, culpabilidad, penalidad y, en ciertos casos, 
condición objetiva de punibilidad. "En síntesis, la Dra. OIga Islas González de 
Mariscal, sintetiza que el delito es' la culpable concreción del tipo penal. '.28 

Ahora bien, la noción fonnalista que nuestra ley penal federal sustantiva da 
en su artículo 70., ha sido criticada en virhId de argumentarse que no debe 
contenerse en ella una concepción meramente legalista~ de una figura jurídica 
innecesaria de acogerse en su texto. Toda vez que la doctrina jurídico-penal recaba 
las aportaciones dadas al respecto pOI la Ciencia Pena1.29 

Ignacio VilIalobos precisa la médula del delito: " Delito se ha convenido en 
llamar a todo atentado grave al orden jurídico, y si los fines del Derecho son la 
justicia, la seguridad y el bien común, el delito es tal porque lesiona, pone en 
peligro alguno de estos valores, o atenta contra él. "30 Empero, desgraciadamente 
el universo de la conducta sociat no se agota con las nociones ya descritas 
brevemente. Tampoco es dable aceptar la dualidad total del positivo y del 
negativo, del Eros y del Tanatos, de lo bueno y lo malo, porque en la vida social se 
expresan múltiples conductas humanas que ni son delitos, ni faltas 
administrativas~ ni conductas puramente sociales. Y esta es la principal razón de la 
lucha contra la delincuencia y la criminalidad: conocer sus factores o causas, 
naturaleza~ sentido y alcance para evitar su nacimiento y lograr el control social 
necesario para el debido orden de la sana convivencia social. Expliquemos. 

26 No podemos omlbr el subrayar el pensamiento dado por el Ex-Ministro de la Suprema Corte de JusbCla de la NaCión en la obra consultada. 

en el senbdo de tener presente que entre estos elementos Integrantes no existe priondad temporal, pero si una .ndiscubble prelaClOn lógica y 

que por ello obedece Observar esenCialmente la satiSfaCCIón de :os reqUISitos de' conducta, bplCldad, anbjuridlcidad, lmputabllidad y 

culpabilidad. 

270p.crt P 179 

28 Definición dada en el Diplomado' Actualización de 0erecI10 Penal', Imparlldo por el Insbtuto de InveSbgaClones Jurídicas de la Universidad 

Naoonal Autónoma de México, en Ciudad UmverSltana, el día 11 de abnl de 1997. 

29 En este setlbdo se pronuncian Alba Javier AnUa Bias, Hemández QU/rós y Juan Jase GonziÑez Bustamarne, por me/lOOmlf a un sector 

dodrlnano, ya que los tratadiStas penalistas se han pronunCiado al respecto en forma caSI unanlme por la correcta InserCIón de la definICIón 

formal del delito en el Código Pena! para el Distnlo federal en materia Común y para toda la República en matena Federal InduSl\le en este 

senbdo, la Exposición de Mollvos del Código penal CitadO señala que no es necesana su Inserción Vid • Leyes Penales MeXicanas • Instituto 

NaCiOnal de Cl€f1cias Penales T 1II. Talleres Gráficos de la NaCión MéxiCO 1979 P 294 

Sm embargo, nuestro Códlgo Penal Federal vigente recaba esta nOCIón formal y quizás mnecesana, en razón de contemplar una tradlc!on 

española legislativa de comprender en el texto legal su concepción. Asi, nuestro Códl90 Penal de 1871 o Código Martinez de Castro en su 

articulo 40 determmaba que: • Delito es la infracaón voluntana de una ley penal, haCiendo lo que ella prohibe o dejando h<!cer lo que manda. 

·Por su parte el Código Penal Federal de 1929 o Codlgo Almáraz, señala en su articulo 11. - Delito es la lesión de un derecho protegido 

legalmente por una sanCIÓn penal. • 

30 Op. CI!. P 206 
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Genéricamente, 1.1 conducta humana puede c1Jsificarse en ·1 rubros: social, 
asocial, parasocial y antisociapl Esta última motivo del Derecho Penal como 
disciplina que organiza jurídicamente el poder punitivo para determinarlos 
legalmente, sancionarlos y reprimirlos en caso de presentarse, y en medida más 
discontinua e indirecta, la prevención. Y porque no es motivo de atención 
exclusiva de la disciplina jurídica. Pero, la frontera infranqueable del Derecho 
Penal es la ley, es decir, no toda conducta antisocial es motivo de intervención, de 
acuerdo al prinCIpIo de seguridad jurídica y de legalidad contemdos 
principalmente, en los artículos 14, 16 Y 21 constitucionales, en tanto que la 
Criminología sí analiza toda conducta antisocial (sin considerar su tipificación 
punitiva). Aquí se distingue el Derecho Penal como un mundo del deber ser y la 
Criminología, como la esfera del ser. 

Primeramente, la conducta social es aquella que observa las reglas 
necesarias y adecuadas para lograr una convivencia saludable y que cumple con el 
bien común,32 por ende, lo social no se auto-destruye o agrede contra la 
colectividad, ya que desean realizar valores socialmente aceptados, en un espacio y 
tiempo determinados. 

La conducta asocial no posee un contenido social por no tener un vínculo 
con las nOrmas de convivencia ni con el bien común, pero tampoco agrede a las 
mismas, esto es, no realiza el bien común y a la vez, no lo destruye. Es una 
manifestación carente de sentido social o antisociaL Generalmente se lleva a cabo 
en el aislamiento, en la soledad. 

Ahora, la conducta parasodal se presenta en la vida social, pero no es igual 
a la efectuada por la mayoría de la población, porque implica la no aceptación de 
los valores adoptados por la comunidad en la cual se despliega. Su realización 
requiere del concurso de los demás integrantes de la comunidad. Esta conducta no 
escapa del laboratorio de estudio de la Criminología, en la medida de que es 
fácilmente proclive a desencadenar u orillar a conductas antisociales que podrán 
ser o no previstas en las leyes penales. 

Arribando al plano de la conducta antisocial se describe a ésta como" todo 
aquel comportamiento humano que va contra el bien común ... atenta contra la 
estructura básica de la sociedad, destruye sus valores fundamentales, lesiona las 
normas elementales de convivencia. "33 Esta conducta es identificada Corno el 
crimen propiamente dicho. 

31 Esta postura y su matenal ha sido pnnclpalmente recabada de la obra Citada de qUien afortunadamente ha Sido p:ofesor de qUien escribe el 

presente, en la facultad de Derecho en la materia de Gnmmologla el Dr LUIS Rodriguez Manzanera, a la cual remitimos al lector en sus 

págmas 22 a 24 

32 Juan XXttl en su enClcllca Mater et Magestra y en Pacem In Terns, lo define como' el COnjunto de las condiCiones soCiales que permiten y 

favorecen en los seres humanos el desarrollo Integral de su persona . Glt por LUIS Roo'riguez Manzanera Op Clt P 21 

33 LUIS Rodríguez Manzanera Op CI! págs 21 y 23 
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Concluyendo: el delito artificial o formal es el concepto que contiene 
tipificada la conducta en una ley penal. La conducta aquÍ comprende los hechos 
jurídicos: acciones u omisiones. El crimen es la conducta antisocial y que el 
positivismo jurídico-criminológico asimiló al denominado ¿ delito material r o 
¿natural '. Sin embargo, hemos de reservar el uso del vocablo delito al concepto 
legal dado por nuestra legislación penal. es por ello, que el delito es una figura 
jurídica, objeto de estudio del Derecho Penal, en tanto que la Criminologia indaga 
todo hecho antisocial (y en ocasiones, la parasocial, con especial relevancia en la 
conducta desviada.), hecho que es un ente fenoménico producto de la naturaleza. 

1.2.- NIVELES DE INTERPRETACIÓN. 

El fenómeno antisocial se cristaliza en diversos niveles de interpretación, 
esto significa que se desenvuelve y presenta en diversas dimensiones de estudio; la 
separación didáctica cobra importancia coronaria en la Política Criminológica en su 
planeación, ejecución y evaluación. Su alcance es metodológico e interpretativo, 
permitiendo aSÍ la intervención o abstención de determinada Ciencia Penal. 
Inclusive, jurídicamente, es aplicable esta distinción, mutantis mutandis. 

La disección de los niveles interpretativos de lo antisocial otorga una 
correcta apreciación objetiva en el criminólogo o iuspenalista, al tener no sólo una 
adecuada terminología, sino un campo de estudio delimitado concretamente. 
Observando esta anotación se presentan tres dimensiones criminológicas: la 
persona que realiza un hecho o un acto, la propia conducta antisocial per se, y el 
universo o conjunto de conductas antisociales que nacen, se desarrollan y mutan 
en un espacio y tiempo dado." 

La primera dimensión observa al sujeto individual que cornete la conducta 
antisocial o crimen propiamente dicho. En ella se contempla al criminal, que no 
necesariamente es el transgresor de la ley penal. 

La segunda esfera es la que corresponde a la conducta exteriorizada y que 
reviste el carácter de ser antisocial .. en este aspecto se analizan aspectos biológicos, 
psicológicos, antropológicos, que llevaron al ' paso al acto " es decir lo que los 
sociólogos norteamericanos sintetizan de los motivos para pasar de la conducta 
social a la antisocial. 

El tercer campo es la esfera observada y de la cual partimos en estas líneas 
que pretenden dar las directrices básicas de una Política Criminológica del Estado 

34 Vid LUIS Rodríguez Manzanera Op CI! págs 25 y 26 
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mexicano eficaz, real y hOnl'st.l en 1.1 luch.l contra 1.1 delincuencia, LluC ha rcb.1sadl) 
a los instituciones actuales creadas para combJ.tirlo?5 se conforma por un 
conglomerado de conductas antisociales dadas en un lug<1r y tiempo específicos; en 
ella intervienen necesariamente otros campos del saber humano con enfoque 
general no particularizado, como $on' la Demografía, la Historia, la Etnografia, la 
Psicología Social", la Estadística quizás ést.<l con una participación central en razón 
de que la investigación criminológica actual se enfoca él la obtención de la cifra 
negra que es aquélla que se conforma por los delitos no conocidos por la 
autoridad; la cifra dorada que comprende los denominados I delitos de cuello 
blanco' o ' white collar' o en el caso de la mujer, de ' cuello rosado ',3'integrados 
por delitos o crímenes cometidos por personas físicas o colectivas pertenecientes a 
un estrato socioeconómico y político, colocado en la ' cúspide' de la organización 
social; a su vez, la Criminología contempla en su estudio conductas desviadas, 
periféricas o peligrosas, no consideradas oficialmente como tales,37 

Jurídicamente, los co-relativos de estas dimensiones metódicas, se 
determinan en sentencia judicial, lo cual significa que su declaración determinará si 
hay: delito, delincuente y en su conjunto la delincuencia existente. Si no existe 
sentencia jurisdiccional penal condenatoria no habrán existido jurídicamente, tales 
figuras." 

35 El Ex,Procurador General de la Republlca, LIC Antonio Lozano Gracia sel'ia16 que' el cnmen organizado con su enorme potenc¡¡ll 

econc(l'llCO, y de organrzaClcn na Tebasado las instituCIones cTeadas para comba\lrlo, vulneranoo la 5eg\llldao púbbca __ este es co~uenCla 

de la jnsabsfaco6n de la legítima oemanda. Ciudadana de JusuCla, la cual se ve agobiada por la lenlltud e Inefioenoa de las autondades 

encargadas de Impartirla, ya que los responsables se han desempei'iado a través de DECISIONES AISLADAS Y DISCONTINUAS, 

AUSENTES DE PROGRAMAS DE TRABAJO Y POUTICAS A LARGO PLAZO, que logren ACCIONES EFICACES DE PREVENCION y DE 

REPRESION DE LOS IUCITOS '(Las mayusculas son nueslras) Estas afirmaCiones proporCionan afirmaoón, a ¡)lon, de la hipóteSIs de la 

presente investigaCIÓn, que a postenon, hemos de corroborar fielmente y que por lo pronto motwa SegUII con ella 

Víd Diana 'La Prensa' de fecha de 26 de abnl de 1995 ' Rebasa el hampa a las instituciones Vulnera la segundad pubhca ' Por Ellas Chávez 

Camallo p 3 

36 Vid SergiO García Ramire.z • El sistema penal mexicano • Ed Fondo de Cultura Econ6mlca MéxiCO 1993 Op ot p. 18 

37 Víd LUIS Rodnguez Manzanera Op CI! P 26 Y Garcla Ramirez, SergiO' Cnmll"lologia, marglnahdad y Derecho Penal • Op Clt págs 134 y 

135 

38 Vid GUillermo Colin Sáncnez • Derecho Mexlc,lnO ele ProcedimientoS Penales' j33 eó Eel POrrUa Mé)[1CO 19S2 P 184, A su ve1-, 

SergiO Garda Ram,rez • Derecho Procesal Penal' Sa ed Ed Porrua MéXICO 1989 pags 300 y 301 
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2- CIENCIAS JURÍDICO-PENALES. 

" La ciencia del derecho criminal (e sentido lato), 
comprende el conocimiento de todos los principios que 
tienden a alejar los delitos del orden social. " 
Gíovanni Carnúgnaní. 

2.1.- LA ENCICLOPEDIA DE LAS CIENCIAS PENALES. 

El delito y las conductas antisociales en general, aliado de las parasociales, 
son fenómenos sociales que forman parte de la compleja realidad humana como 
expresión compleja y multiforme, que no es aprehendible ¡JOr una ciencia 
particular. De no cumplir con esta regla social metodológica en la actualidad, la 
lucha contra la delincuencia y la criminalidad, así corno la rehabilitación del 
inculpado, reo o sentenciado, en un marco de pleno respeto a los derechos 
humanos de la persona, no será eficiente dentro de los parámetros que exige el 
pueblo mexicano, no como una dádiva, sino como un presupuesto en la 
convivencia y vivencia que merecen constitucionalmente y ontológicamente)' para 
así dar viabilidad a su inherente teleología .• Ya bien señala el Lic. Luis O. Porte 
Petit Moreno: " Al pueblo no le interesa tanto la perfección de la norma, le interesa 
que haya justicia. "39 

Conceptualizando, la Enciclopedia de las Ciencias Penales, " es el esquema 
de las ciencias que se ocupan de estudiar en alguna forma, las conductas 
consideradas antisociales y las normas que las rigen. IT 40 Este esquema se ha 
denominado como la constelación de las Ciencias Penales o disciplinas penales, 
empero el Dr. Michelangelo Peláez atinadamente critica en forma lingüística esta 
acepción, toda vez que posee una connotación represiva en función a girar en el 
Derecho Penal.41 Por ello, se ha adoptado por bautizar a este conglomerado 
cognoscitivo bajo el nombre de ciencias criminales o criminológicas, entendiendo 
por ellas a las disciplinas que se abocan al estudio y análisis de la realidad criminal 
o criminológica imperantes en un conjunto social dado.42 

• (Víd supra Gapilu)o), apartaCo U )_ 

39 En su ponenCIa presentada en la Mesa de ConcertaCIÓn para la Reforma Política en el O F. en su N Comisión: • Procuraoón y 

AdmmlstraClón de JustiCia • Publicada en la revista de la Facultad de Derecho de MéxIco. T. XUIL Mayo-Agosto 1993_ Nos. 189-190. México_ 

Ciudad Universrtall8_ p 1993. P 16 

40 LuiS Rooriguez Manzanera. Op_ el p. 81 

41 EIOr LUIS Rodríguez Manzanera Jusbfica la acepoón mtroducida por LUIS Jlménez de MUa, aduQendo que se realiza para una mayor 

compren.sron, a pesar de no sabSf.lcene, 

42 Mlchelangelo Vid Peláez • IntroduCCión al estudiO de la CnmOlcgla • 3a_ ed Ed Oepalma Buenos Alres. Argentina. 1982_ pags 169 y ss 
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El renombr<ldo penalIst<l Luis )im0nez de }\SÚJ, comprende que existen dos 
granues conjuntos que Se' erigen como enormes troncos que analiz¿m tos 
fenómenos criminales o criminógenos, a saber: la Criminología y la Enciclopedia 
de las CienCIas Penales. En un primer plano no <lcepta a la Criminología como 
ciencia homogénea que abraza ramas científicas por sí mismas' Antropología 
criminal. Psicología crimin8.l. SOCiología criminal y Penología. Al l<ldo de la 
Criminología existen las ciencias jurídico-represivas que son el Derecho Pcnat el 
Derecho Procesal Penal y el Derecho Penitenciario (o Derecho Penal Ejecutivo), y 
que éstas, a su vez, están alIado de la Criminalística y la Policía Científica, que son 
las ciencias de la investigación crimina1.4:; 

..oc 
Francisco Pavón Vasconcelos aporta en su obra consultada, un cuadro de las a..e.I ~ 

Ciencias Penales a las cuales él denomina disciplinas penales, y que se integra en la fe ';;; 
siguiente configuración: 1) Desde un plano filosófico, la Filosofía del Derecho Penal r= i 
lo integra. ll) Desde un plano jurídico se presentan: la Ciencia del Derecho Penal o . ~ 
Dogmática jurídico-penal, Historia del Derecho Penal, Derecho Penal Comparado ~ ;¡ 

y Política Criminal. 1Il) Desde un plano causal-explicativo, se subdivide en dos ~ 

conjuntos: 1) Fundamentales y 2) Auxiliares. Las fundamentales o básicas en dos ~ .... 
rubros: 1) Las que se ocupan del delito que es la Sociología Criminal y 2) Las que se ~ 
ocupan del delincuente, que contempla a la Antropología Criminal, Biología ~ 
Criminal y la Psicología Criminal. En tanto que las auxiliares agrupan: Medicina <c 
Legal, Criminalística, Psicología Judicial y Estadística Criminal.44 t:; !2.:: 

LYª Para el Dr. Fernando Castellanos Tena,45 existe una ciencia que agrupa a __ di 

dichas Ciencias Penales, entre las que destacan la Antropología, la Sociología, 
Endocrinología, la Psicología y la Estadística criminales, esta ciencia sintetizadora 
es la Criminología. Y a su lado coexisten las Ciencias Auxiliares del Derecho Penal, 
de las cuales la Medicina Legal y la Criminalística escollan. 

Es así como habrá tantos criterios de cuadros de las Ciencias Penales, corno 
autores se consulten, y que se conforman de acuerdo principalmente a la particular 
formación - e información -, del ponente. Sin embargo, el Dr. Luis Rodríguez 
Manzanera proporciona un esquema claro y completo que se funda en un criterio 

En 10 particular SI nos apegamos a una correcta denom'n8oón linguistica y etImológica la correcta denominaCión es la que se constItuye por la 

de leo ConstelaCIón Juridlco-Cnmll1otóglca. abarcando las esferas normativas del ser y las deber ser Sin embargo. esta pluma se inchna por 

utrllzar el término de Enoclope(J¡a de las Cjenc,¡;¡s Penales o ConstelaCión de Crenoas PelJilles. debido a que su uso ha Sido reconOCido 

um'.II1lmemente y es el más extendido en la doctnna Jurídica ASimismo. también agregamos a nuestro razonamiento que empleamos el término 

en plural. porque Su integración así lo es. en contra comente del sector doctnnano que la denomina' ClenCla Cnmlna! • (Strafrechtswlnsenchaft) 

o Ciencia Única penal. denotando estos términos una super-cienCia omnipotente más allá del Derecho Penal. la Criminología y la PoJíbca 

Criminológica 

43Víd JlménezdeAsúa "EICnmmahsta -T VI (T XVI de toda la colección) Ed Cárdenas MéXICO 1990 P8gs 128y129 

44 Víd FranCISCO Pavón Vaseoncelos Op ell p 42 

4S Vid Op el! p 2S 
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interdisciplinario, con pleno respeto a la especialización de cada ciencia que 
integra a la constelación, y que a continuación se transcribe: 

;, l. Ciencias Criminológicas. 
1 Antropología Criminológica. 
2. Psicología Criminológica. 
3.Biología Criminológica. 
4. Sociología Criminológica. 
5.CriminaIística. 
6. Victimología. 
7. Penología. 

ll. Ciencias Históricas y Filosóficas. 
1. Historia de las Ciencias ~eQales. 
2 Ciencias Penales Comparadas. 
3. Filosofía de las Ciencias Penales. 

ID. Ciencias Jurídico-Penales. 
1. Derecho PenaL 
2. Derecho Procesal Penal. 
3. Derecho Ejecutivo PenaL 
4. Derecho de PoliCÍa. 

IV. Ciencias Médicas. 
1. Medicina Forense. 
2. Psiquiatría Forense. 

V. Ciencias Básicas, Esenciales o Fundamentales. 

1. Metodología. 
2. Politica Criminológica. "46 

Esta estructura basada en la elaborada por Don Alfonso Quiroz Cuarón, es 
la adoptada por este tintero y de la cual puede observarse comprende las dos 
esferas a que hemos aludido supra; esto es, la del ser y las del deber ser. Este 
cuadro ha sido el adoptado en la presente investigación y el cual es indispensable 
en el desarrollo de una investigación socio-jurídica en el terreno penal, a nivel 

460polp82 
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gencrat e5 decir, macro; ('5 el que delimita liJS frontcr~lS en quc sc circunscribe la 
Política Criminológica y por tanto, el campo de nuestro modesto estudio. 

Como puede apreciarse, es de vital importancia conocer y entender la esfera 
de actuación de cada una de las Ciencias Penales que conforman la Constelación 
Penal, a través del presente cuadro, para los científicos sociales que se 
desenvuelvan - teóricamente o prácticamente -, en la esfera jurídico-penal general, 
a nivel macro e institucional regido administrativamente por el Estado, encarnado 
en sus órganos de Gobierno especializados en la lucha contra la delincuencia en 
sus frentes respectivos. 

Como es de suponerse, las presentes líneas se desarrollarán en el campo de 
las Ciencias Básicas y Esenciales de esta constelación, esto es de la Metodología y la 
Política Criminológica. Entendiendo por éstas un instrumento estatal y social 
contemplado en un Estado de Derecho resuelto a concebir, planificar, 
instrumentar, evaluar y en su caso renovar, una lucha frontal perenne COntra la 
delincuencia que se presente en todo el sistema de justicia penal mexicano. 

2.2.- CRIMINOLOGÍA. 

Si recapitulamos el precedente apartado, tenJremos a la vista dos 
dimensiones en las cuales se despliega el mundo cognoscitivo del hombre: el ser y 
el deber ser, estos es, lo que existe y lo que debiese existir. Para las ciencias 
humanísticas que atienden las conductas antisociales vale esta distinción en su 
campo de estudio, objeto, método y fin. En este sentido, se erigen dos colunmas 
angulares que se ocupan de la sombra de la Humanidad a partir de distintas 
perspectivas, a. ~ber: la Criminología y el Derecho Penal, respectivamente. 

Una vez dadas las pinceladas fundamentales del bosquejo de la disciplina 
normativa punitiva, y que constituye la reacción social jurídicamente organizada 
ante las conductas más graves y lesivas de los bienes tutelados legalmente en la 
Ley Penal, misma que protege y tutela, el núnimo de condiciones indispensables 
para la existencia, supervivencia y desarrollo de una comunidad regida por un 
Estado de Derecho; hemos de conocer las calidades mas peculiares de la 
CriminolOgía, ciencia del ser. 

Primeramente hemos de acudir a Don Constancia Bernaldo de Quirós para 
separar terminológicamente a los conceptos de Criminología y Criminalogía47, a 
pesar de que el último término no es utilizado, prácticamente, en la actualidad, 

47 Vid· Cnmlnologia • 2a ed Ed José M CaJlea Jr Puebla, MéXICO 1957. págs 13 y 14 
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empero en antaño sí era utilizado por diversos tratadistas. El autor aclara que entre 
ambas nociones existe la misma relación que prevalece en lo singular y en lo 
plural, porque Criminología es lo nominativo singular de la ciencia, que valga 
hacer mención, es la ciencia del delito para el propio autor en cita; en tanto la 
Criminalogía es la ciencia de los delitos, corno plural que es.4S Cabe mencionar que 
se ha inclinado la utilización de la acepción de Criminología, porque su extensión 
en la literatura y el discurso académico-penal, así corno por su connotación 
materiaL La otra acepción de Criminalogía, lingüísticamente parece ser un 
barbarismo. 

La Criminología moderna agrega diversos términos, similares a los dichos, y 
cuya utilización conlleva una especialización y por tanto, una responsabilidad 
científica seria y de mayor envergadura para quien los abraza, estos son: 

• Ü Criminogénia es la CÍencia de la generación o producción del delito, esto es, 
un capítulo, una parte de la Criminología entera, aunque sea la principal, ... 

• Crimino/rafia, que estudia la dinámica del delito, esto es, su desarrollo, según 
los diversos agentes dinámicos que la mueven ... 

• Criminografía, que describe e interpreta las variedades de tipos criminales y 
de formas de asociación en el delito."49 

• " Criminometría .... Mira el fenómeno delito, en su contenido. 

• Criminotecnia ... aplica la Criminología a la vida social toda."so 

En relación a la Criminología el concretizar Su nacimiento como disciplina 
científica, así como precisar su fundador, aún es motivo de diversas posturas y 
discusiones en la doctrina, sin embargo hemos de coincidir al respecto con Eugenio 
Raúl Zaffaroni, quien se pronuncia en esta línea: " Dejando de lado, pues, las 
variables que responden a competencia personal, orgullo nacional y racismo, nos 
encontrarnos frente a dos tipos de respuestas: a) la criminología (SIC) nace en el 
siglo XIX con el positivismo, sea sociológico o biológico; b) la criminología (SIC) 
nació en el siglo XVlll con la llamada 'escuela clásica.' "51 En este sentido, esta 
pluma se inclina por la primera postura, en virtud de que dicho movimiento se 

48 Para el OL LUIS Rodnguez MarlZanera (vid • Cnmlnología • p 6) la dlstmción que entrañan las líneas del DL COllstancio Bernaldo de 

QUlros. estriba en que la CIlm1l1otogía es el estudio del delito en par'llcu:ar. y la Cnmmalogia es la rama que analiza todo el conjunto; empero el 

autor prístino en sus líneas ha plasmado textualmente lo opuesto y Siendo fieles a ello, hemos respetado su sentido onglnal 

49 Bernaldo de Qwros, ConstanCIa Op CII P 14 Las Cl..IrsNas son del autor 

50 Víd Raúl Carranca y Tru¡llIo • Derecho Penal MeXIcano Parte General' 16a ed ECl Porrua. MéxIco 1985 P 25 Las cursivas son de 

nuestra crt'aClon. 

51· Crimlnologla AproXImaCión desde un margen· Vol I Ed Temls Bogota Colombia 1993 p 100. 
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independiza de unJ visión meramente legalista, y simultáneamente reconoce la 
importancia dc esta disciplina cn la vida social, y cuya reforma paulatina le alienta 
a permanecer con vida, así el Derecho Penal se transforma a partir del siglo XVIll 
en un Derecho más humanista y justo, pero aún se desconocc el hallazgo Cnorme 
del positivismo: la redistribución equitativa del poder - incluyendo el penal -, que 
se presentará mediante un saber que permita cambios estructurales profundos en 
los espacios que lo requieran. 52 

A continuación conoceremos las proposiciones más representativas que han 
proporcionado los tratadistas en lo que corresponde al contenido de la 
Criminología. Para Rafael Garófalo, a quien se le atribuye el bautizo de esta ciencia 
en 1885; sin embargo, cumpliendo el imperativo ético de honradez intelectiva que 
la academia ha de respetar en todo instante, hemos de asentar que el antropólogo 
Pablo Topinard se le reconoce como el primer autor que utiliza este vocablo 
comprendiéndolo como una rama del saber humano especial y posteriormente su 
compatriota Rafael Garófalo, fue quien lo difundió con el mismo nominativo,53 tal 
como lo refiere el Dr. Juan Pablo de Tavira 54 es, " la ciencia del delito, 
entendiéndose el delito en su dimensión sociológica, natural o material, como un 
concepto muy aproximado al crimen ",55 así se aparta del delito como figura 
jurídica sancionada por el Derecho Penal." David Abrahansen la equipara con la 
Criminogénia, es decir, ' la etiología del delito', y su fin es 'curar al delincuente. '57 

Para Shuterland 58 es ' el cuerpo de conocimientos concernientes al crimen corno 
fenómeno social. Para Filippo Gramatica es IJ la ciencia que investiga al fenómeno 
antisocial en tanto que manifestación humana. "59 Para Hans Gopinger la 
Criminología es " la ciencia empírica e interdisciplinar que se ocupa de las 

52 • En este renglón concuerdan nuestras palabras con las expresadas por el Dr LUIS Rodríguez Manzanera. qUien reconoce que la tnlogía 

Integrada por Rafael Garó/alo, Ennce Ferr!. qUien alude a ta CienCIa de la SOCIología Cnmlnal, y César Lombrosso qUien le denomma 

Antropología Cnmmal, son qUienes fundan la Cnmlnología, y ellos ob~lamente son parte delliumlfllsmo, del poslll~lsmo pre~aleClente en dicha 

centuna (Víd LUIS Rodnguez Manzanera Op Clt P 9 Y ss , y AntOniO Garcia pablos de Mollna en • Cnmmología Una introducción a sus 

fundamentos teóncos para Junstas • Ed Tlrant lo 8lanc/l Valencia, C::spaña 1992 Págs 21 y ss) 

Sm embargo, el lector puede consultar al respecto. LUIS Marcó del Pont K • Manual de Cnmmología (Un enfoque actual), • 2a ed, Ed Porrúa. 

MéxIco 1990, pnnClpalmente en sus dos capitulas, Vid aSimismo, OctaVIO A Oreliana Wiarco • Manual de Cnmlnologfa • 5a. ed Ed Poma. 

México 1993, en sus capítulos I a VI, !amblen EugeniO R Zaffaronl, • Cnmll10logia AprOXimaCIón desde un margen' Ed. Temls Bogotá, 

Colombia 1993 

53 Vid LUIS RocInguez Manzanera Op Clt P 9 Y QUlroz Cuarón • MediCina Forense' 6a ed Ed porrúa MéXICO 1990 P 1015 

54 Vid' El método cnmlnológlco • en Cnmlnaha Órgano de la Academia NaCional de CienCias Penales Año LI Vols. 1·12 Enero-DiClembre 

MéXICO, Porrúa 1985 P 90 

55 Vid op Clt supra CItada Capitulo 11, apartado 1 1 

56 Vid Rafael Garó/alo • EstudiOS Cnmlnales • Capitulo I El delito natural, tipología Ed Alfredo Alonso Madnd, España 1896, p 3 a 42. 

57 DaVid Abrahansen • Cnme and ¡he Human Mlnd • Ed Columbia Universlly New York, Estados UnidOS de Norteamérica 1944 P 17 

58 Cnmlnology 5a ea p 3 Clt por Mlchelangelo Peláez • IntrodUCCIón al estudiO de la Cnmlnología • 3a ed Ed De palma Buenos Aires, 

Argentma 1982 p 14 

59 En • Le polnt de vue de la Socleté IntemaUonale de Defense Soclale, en Deuxlme Congrés InternallOnal de Cnmlnologle • París, francla 

1950 (Actas). ClI por Mlchetangelo Petáez Op 01 P 15, al señalar que es' la saence que examine le phénoméne antlSOCl81 en tant que 

manlfestatlon huma,ne 
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circunstancias de la esfera humana y social, relacionadas con el surgimiento, la 
comisión y la evitación del crimen_ "60 

En la corriente de la escuela sociológica norteamericana conceptualizan a la 
Criminología COrno el TI estudio sistemático del delito y de la criminalidad, no en su 
aspecto legal, sino en relación con los procesos que conducen al extravío y al 
comportamiento asocial o antisociaL" 61 

Dentro de una visión totalizadora existen autores que pretenden atribuirle a 
la Criminología propiedades omnicomprensivas y que actualmente no posee; si 
bien es cierto que es una disciplina sintética e interdisciplinaria,62 que observa y 
abraza a otras ramas del saber que se ocupan de 10 antisocial, no es factible 
reconocerle conocimientos últimos y fatales, porque esto es propio de la Filosofía 
en generaL Agréguese a este pensamiento la razón de que el mundo actual no 
necesita, ni lo solicita, una interpretación del mismo; pero sí demanda 
urgentemente una transfonnación del mismo, aSÍ, parafraseando a KarI Marx, la 
sociedad actual - no exclusivamente la nuestra -, exige una transformación real, 
profunda, enérgica y decidida de la estructura, medios y mecanismos estatales en 
la lucha contra la delincuencia actual, delincuencia contemporánea que se 
caracteriza por ser organizada e internacional en atención a su concepción, 
nacimiento, preparación, comisión y repercusión_ 

En el anterior renglón caben Graven y Laignel-Levastine y Stanciu, aunque 
para el primero es la ciencia de las ciencias del hombre;63 los segundos ya inician a 
delimitar su campo de estudio dentro de un marco general en el estudio 
humanitario~ porque para eIIos la Criminología es: N La ciencia que se encarga del 
estudio completo e integral del hombre con la preocupación constante de conocer 
las causas y remedios de la conducta antisociaL "64 

Ahora bien, estas ideas no implican un desacierto total, en tanto se 
reconozca una frontera cognoscitiva y práctica de la propia Criminología en el 
actuar humano_ Abundemos pues, al visualizar a la Criminología como ciencia 
teorética que cobra tal carta de naturaleza al pretender dar cohesión y unifonnidad 
a los estudios sociales del fenómeno antisocial en sus tres dimensiones, esto 
significa dar nacimiento a una Teoría General de la Criminología_ Esta concepción 

60 Hans GÓpinger .• erirmnologia • Ed. Reus Madnd. España. 1975 P 1 

61 Vid. J. Rumney y J. MaJer Sooology • !he soence of sodety -N Y Estados Umdos de Norteamerica.1953 tr Italiana de A B;:¡lIan:lim. 

Bologna,ltaly 1955 p 22 Gil por Mdlelangelo Peláez. op al p 14 

62 Vid mfra capitula 3, apartada 3 3 

63 Vid - La cnmlIlologle et la functlon pénale en revué Intemallonale de Gnmmologle et de Pollee Ted1l11que. - 1950 pags 165 y ss Clt por 

MIChe!angelo Peláez. Op. clt. p. 15 

64 Lame! y StanClu_ • Grirlllnologia - Apuntes multicopiados lnshtuto d¡¡. Formadon Profesional de la Procuraduría General de JustlCla del 

DiStrrto Federal Méxlco.1978 e,t por Juan Pablo de Tavira Op Cll P 92 
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ha sido encabezada notablemente por H. Bianchi,05 quien ha exprcsado que la 
Criminologí<J es posible pensarla como un¡:¡ cicncla que busca proporcionar 
soluciones oportunas y realmente eficaces a toda la problemática que presenta el 
Derecho Penal en su formulación o aplicación. En esta tesitura, se le otorga un sitio 
preeminente en el conjunto de las Ciencbs Penales.(,(, 

y precisamente, la Criminología es la ciencia que disecciona los tejidos 
sociales, diríamos, toda vez que toca al propio sistema nervioso de una comunidad 
con el bisturí con el cual no cuenta el Derecho Penal, pero que a la inversa, éste 
goza del instrumental que proporcionará una guía - en forma sugestiva, es decir, 
de un diagnóstico -, al quehacer del criminólogo: la norma penal que se halla 
inmersa en todo un cuerpo jurídico, es decir, de un orden jurídico que por si solo 
no permite asegurar un orden y con.trol social en el marco de una lucha perenne 
contra la delincuencia, la criminalidad, y ¿ por qué no ?, de la marginalidad, con 
apoyo en una Política Social General. Es así como la Criminología y el Derecho 
Penal son ciencias y disciplinas incluyentes de coordinación. 

Prosiguiendo con otros autores, tenemos que el penalista Eugenio Cuello 
Calón la concibe como 11 el conjunto de conocimientos relativos al delito como 
fenómeno individual y social "67 Para Quintiliano Sal daña es la " Ciencia del 
Crimen, (SIC) o estudio científico de la criminalidad, sus causas y métodos para 
combatirla ".68 

Ampliando el campo de acción de la Criminología y por ende, de sus fines, 
acudiremos a dos prestigiados autores ibéricos en la materia criminológica, a saber: 
Manuel López-Rey y Arrojo·, y Antonio García Pablos de Malina: El segundo 
señala que" ... la Criminología como ciencia empírica e interdisciplinaria, que se 
ocupa del estudio del crimen, de la persona del infractor, la víctíma y el control 
social del comportamiento delictivo, y trata de suministrar una información válida, 
contrastada, sobre la génesis~ dinámica y variables principales del crimen -
contemplado éste como problema individual y como problema social -, así como 
sobre los programas de prevención positiva en el hombre delincuente. "69 El 
primer autor extiende la visión de una ciencia acorde a las exigencias de nuestros 
tiempos~ e inclusive proporciona sustento a las pretensiones de estas líneas, que 

65 En' Poslbon and subJed por matler of cnminology Inqull)' concerning Iheoretlcal cnmmology • Amsterdam. Holanda sled 1956 

66 Víd Mlchelangel0 Peláez Op Clt P 18 

67 EugeniO Cuello Galón • Derecho Penal' T I Ed Boscl'1 Barcelona, Espar'ia l$a ed sIf P 19 

68· Nueva Criminología "1929 CII por LUIS Rodríguez Manzanera Op ClI págs 5 y 6 

• Quien es catedrátiCO de Derecho Penal en Espar'ia del Inslltuto de Cnmlnologl3 en Cambndge, Inglaterra y presidente del Comllé de las 

NaCiones Unidas para la PrevenCión y Control del Crimen 

• Catedrático de derecho Penal en la Universidad Complutense de Madrid. España 

69· Crimmologia Una introduCCIón a sus fundamentos teóriCOS para JUristas· Ed Tlrant lo Blanch ValenCia. Espar'ia 1992 P 19 

Notablemente se recomienda vid su obra· Manual de CnmlOologia • Ed Espasa-Calpe Madrid. España 1988 en sus págs 41 y ss. para 

abundar sobre otras poSibles definiCiones de la acepción de Criminología 

85 



apoyadas en esta terminal de lanzamiento busca formular, planear y cristalizar, 
una Política Criminológica científica y democrática que luche, realmente, contra la 
delincuencia y contra la criminalidad, en sus niveles municipales, estatales, en el 
Distrito Federal, y en toda la República; y que sea coordinada por la Federación. 
Esta lucha no se limitará a la perfección de los mecanismos represivos, 
persecutorios o ejecutivo-penales, sino que anhela una prevención eficaz del delito. 
En este orden de ideas, conceptualizamos a la Criminología cornorme a la visión 
dada por el autor que nos ocupa, quien expone: 

" ... por criminologia (sic) ha de entenderse la disciplina sociopolítica cuya 
finalidad es la formulación de una política criminal (sic) que permita lo más 
efectivamente posible la prevención y control de la criminalidad conforme a las 
exigencias de libertad, dignidad, igualdad y seguridad, individual y 
colectivamente entendidas como elementos esenciales del desarrollo nacional e 
internacional. "70 

En nuestra doctrina, Don Mariano Ruiz Funes expresa que es una ciencia 
sintética con estudios biológicos, psicológicos y sociológicos de la 
criminalidad;71 para Ignacio Villalobos es "una ciencia investigadora de la 
naturaleza del delito y de sus causas ".12 Para el Dr. Fernando Castellanos Tena la 
Criminología representa el término de múltiples Ciencias Penales.73 Finalmente$ el 
Dr. Luis Rodríguez Manzanera, basándose en el ilustre Alfonso Quiroz Cuarón, 
sentencia que la Criminologia es "... una Ciencia Sintética (SIC), causal, 
explicatival natural y cultural de las conductas antisociales. u 74 Manifestando a su 
vez que" es la ciencia que tiene por objeto el estudio de la criminalidad y del 
hombre antisocial, en todos sus aspectosl a través del tiempo y del espacial en 
forma comparatival con el fin de evitar o intentar disminuir .. atenuar o prevenir el 
número y la importancia de las conductas socialmente nocivas. "75 Lo anterior ha 
de sellarse porque la expresión $ criminal' encierra el marco objetivo de la actuación 
estatal y gubernativa en atención a los fenómenos de la criminalidad, no se emplea 
como adjetivo peyorativo, porque estarnos en el terreno científico-punitivo. 

Imprescindible resulta el siguiente apuntamiento en este renglón, dado a 
que existen cuatro clases de Criminología, según 10 explica Manuel López-Rey, 
siendo las subsecuentes: 

70' CompendIO de Crimll101ogía y PolitJca CnmmaL 'Ed Tecnos Madnd. España 1985 p 18 

71 Vid en cita de FranCISCO Pavón Vasconcelos en • Manual de Derecho Penal MeXIcano Parte General • l1a ed Ed Porrúa MéXlco_ 1994 

,38 
T2' Derecho Penal Mexicano Parte General' 5a ed Ed Porrua MéxIco 1990 p 94 

73 Vid' lmeamlentos elementales de Derecho Penal (Parte General) • 27a_ ed MéxICO. Porrúa 1989. p 25 

74 Víd Alfonso QUlroZ Cuarón • EvolUClon de la Cnmlnologia • Derecho Penal Contemporaneo No 3 Abr.l de 1965 MéXICO. O F_ P 17 CII 

P<Jr LUIS Rodrigue<: Manlanera Op CI! P 3 

75 Alfonso Quiróz Cuarón " Medlona forense • Op Clt P 1017 
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"1,- CnmmoJogía rienl~fim, integrada por c\ conjunto Lie conocimientos, 
teorías, resultados y m(·todos que se refieren a !J crirninalidad como fenómeno 
individual y socinl, al delincuente, él la víctima, a la sociedad en parte, y en cierta 
medida, al sistema penoL 

2,- Cnml1loIogía aplicada, la cual se integra de las aportaciones dodas por la 
Criminología científica y de la 'empírica' que se crea por todos aquellos elementos 
que forman al sistema penaL 

3,- Cn'nllnología académica, Se conforma por la sistematización de principios o 
conocimientos con miras a su enseñanza o diseminación de 10 que comprende a la 
Criminología en general. 

4,- Cnminología analítIca Su meta es determinar si las anteriores clases y la 
Política Criminológica cumplen su cometido social, ejerciendo una función de 
supervisión.i6 

Resaltamos la observación dada por el Dr. Luis Rodríguez Manzanera en lo 
que corresponde a la Criminología aplicada, ya que ésta posee un campo más 
amplio que el propio sistema penal en stricto sensu, toda vez que es factible su 
aplicación a diversos mecanismos de reacción y de control social, y su culminación 
se presenta en la Política Criminológica.77 

Como puede apreciarse, la Criminología en general encierra una gama 
múltiple de objetos de estudio, mismos que se resumen en la explicación del 
surgimiento de la conducta antisocial, la génesis, desarrollo y evolución de la 
criminalidad, del sujeto que realiza dichas conductas, el que sufre esta comisión, 
que es la víctima, la reacción social que se provoca, y la misma prevención de estas 
conductas, que interesan sobremanera al Derecho Penal. cuando éstas pueden 
constituir delitos, Cerrando este rubro concluiremos que la Criminología corno 
ciencia que es, actualmente es reconocida78 como una disciplina preeminente en el 
marco de las Ciencias Penales y que no excluye a otras ciencias, sino que 
opuestamente, es el polo magnético que intenta atraer e integrar, los conocimientos 
gestados en el seno de las demás ciencias punitivas, para que posibiliten una 
Política Criminológica que luche eficazmente contra la delincuencia y la 
criminalidad dentro del continente del Estado de Derecho contemplado en nuestra 
Ley Cimera. 

76 Víd Manuel L6pez,Rey y ArroJo· Cnmlnologla • Ed Aguilar Madrid España 1973 págs 3 y ss 

77 Víd LUIS Rodríguez Manzanera Op el! pags 10 y 11 

78 Vid al respecto supra Capítulo 1, Apartado 2 1 . aSl como la blbhografia perttnente enunCIada en eSle lema 
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La Política Criminológica es aSÍ, el último eslabón de la Criminologia 
aplicada, y el más encumbrado anhelo de las Ciencias Penales, que por tanto, se 
constituye en deber primario del Estado, formular, planear, conducir, 
instrumentar, ejecutar y evaluar su conformación en concierto con la sociedad 
mexicana, proceso que por cierto, se llevará a cabo de acuerdo con la Ley. 

3.- METODOLOGÍA SOCIAL. 

u Ahora hemos aprendido que para comprender no se 
requieren sólo los elementos, sino las relaciones entre 
ellos ... la estructura y dinámica de los sistemas sociales. 
Ludwing von Bertalanffy_ 

3.1.- INTEGRALIDAD DEL CONFLICTO SOCIAL. 

Emprendiendo un enfoque general de análisis del conjunto de conductas 
antisociales que se gestan y desarrolJan en una sociedad dada, 
imprescindiblemente hemos de acudir a la Criminogénesis y la Criminodinárnica, 
por ser disciplinas de estudio cuyo campo de acción y aplicación se presenta en el 
último nivel de interpretación criminológico79, y que es el abordado en este trabajo .. 
esto es, la delincuencia en el aspecto jurídico y la criminalidad en su dimensión 
criminológica. 

La crimino génesis es el análisis del origenr principiar O nacimiento de la 
conducta criminal. Ahora bienr en stricto sensu, es factible detenmnarla como el 
conglomerado de factores y causas que dan por resultado la conducta antisocial o 
delictivar en su caso. En lato sensur es identificada por la doctrina como la misma 
etiologia del crimen, del delito_ 

La crirninodinámica es el estudio que pretende identificar y explicar los 
procesos seguidos con el que taJes factores y causas operan para dar vida a las 
conductas criminales o delictivas, si las mismas se tipifican penalmente.8o 

79 Vid supra capítulo 1, apartados 1.1. y 1.2. 

80 Vid. LuIS Rodríguez Mann!nera. Op CIt. P 465 
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Si partimos del terreno cientiflco de la Criminologia es preciso limitar 
conceptos operacionales vitales en la aplicnción de una Política Cnminológica seria 
y racional. Esta delimitación obedece a las propias recomendaciones 
proporcionadas por las Naciones Unidas, estas son: causa, factor y factor causal. 

o "Callsa es todo aquello que indefectiblemente produce un efecto, es decir, 
que quitando la causa se elimina el efecto. Causa criminógena es aquella 
que produce un crimen. 

o Factor criminógeno es todo aquello que favorece la comisión de conductas 
antisociales. 

o Factor causal se entiende aquello que facilitando el crimen, en un caso 
concreto, lo produce. "81 

De lo anterior colígese que es inapropiado hablar de causas de la 
criminalidad o de la delincuencia, porque su uso ha de restringirse al nivel de 
operación conductual en razón de que se necesita comprobar la existencia de la 
relación causa-efecto; y a nivel general esto no es posible gracias a que en el nivel 
general se presentan simultáneamente un haz variado de factores que se integran y 
enlazan grupalmente en un sistema que produce un resultado grave y negativo: la 
agresión de los valores sociales jurídicamente tutelados en nuestro orden jurídico 
vigente. En lo que respecta al factor, éste es aplicable en cualquier nivel de 
interpretación, si atendemos que es todo aquello que concurre para estimular o 
incitar al criminal para cometer su conducta que lo convierte corno tal, y esto es 
mutable en la ley penal si lo tipifica textualmente."2 

Una vez que se han detenninado el continente y el contenido de las figuras 
operacionales de la Criminología aplicada en su nivel general, esto es, de la 

81 LUIS Rodríguez Manzanera' Cnmmahdad de menores' Ed Pomla MéxiCO 1987. págs 67 y 68 Nota las cursivas son nuestras. 

82 Tratándose del mvel oonductual, es saludable sub-dlVldlr esta clase, ya que en él se presentan lOS factGres predlsponentes, lOS preparantes 

y desencadenantes del cnmen 

El factor prechsponente, de acuerdo a Bemgno DI Tulllo es 'la predisposIción a la cnmmalidad, es la expresión de aquel complejO de 

condiCiones orgánicas y psiqulcas, heredltanas, congémtas o adqu'ndas, que, acentuando las fuerzas naturales, Inslll1tlvas, egoistas y 

agresivas, y debilitando las Int"lIbitonas, hacen particularmente prochve al mdlvlduo a llegar a ser un Criminal, también baJO la InfluenCla de 

estimulos que quedan debajO de la linea operante sobre la masa de los mdlvlducs' (" PnnClplO de Cnmmologia Climca y Psqulatria forense • 

Ed Agulli:1r, Madnd, España 1966 p 150) 

En consecuenCia, son de naturaleza endógena, ya sean biológiCOS o pSicológiCOS 

En contr<lste, los factores preparantes son pnnClpalmente de índo:e exogena, lo cual Significan que provienen de fuera hacia dentro 

Generalmente son SOCIales, empero, muestr<l representativa de estos factores es el mlXto el alcoholismo 

El factor desencadenante es aquella circunstanCia o eventualidad que provoca en última InstanCia los hechos cnmmales o delic~vos de los que 

se trate, 10 cual Implica que por si solo es de eXigua tr<lscendencla, pero que por ser el ul~mo eslabón de una cadena cobra ImportanCia para la 

Crlmlnolog¡a, esto por ser la ultima gota que derrama el vaso, a deor del Or LUIS Rodríguez Manzanera (Vid al respecto en forma más amplia, 

su obra Citada 'Cnmlnología', pags 476 a 486). 
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criminalidad o de la delincuencia si se hallan tipificadas en nuestra Ley Penal, 
trasladaremos nuestros pensamientos al medio en el cual se gesta, desarrolla y 
transforma, tanto la criminalidad como la delincuencia. Este medio narural en su 
dimensión más amplia y natural se constituye por el medio social, claro, 
observando que se completa con otros factores extra-societales que orillan a la 
comisión de conductas antisociales, sean o no delictivas. 

No obstante lo anterior, tomaremos en consideración el campo en el cual se 
presenta la criminalidad y la delincuencia en su entorno original o natural, es decir, 
hablamos del medio social que más correctamente es el sistema social.* 
Entendiendo con el profesor de la Universidad de Holanda, Talcott Parsons que: 
"'En un sentido, un sistema social puede ser considerado como una colectividad. 
Pero en un sentido mucho más importante una sociedad o cualquier sistema social 
parcial complejo, han de ser considerados como una trama de colectividades, 
superpuestas unas a otras, y de mayor a menor. #83 Teniendo presente que en el 
sistema social se hacen presentes una red compleja de inter-relaciones humanas en 
un proceso infinito de estímulo-respuesta a las variables que coruorman un sistema 
social, esto es, los elementos que la conforman. 

Ampliando al respecto, Maurice Duverger otorga los elementos 
característicos del sistema social, a saber: ;, Decir que un conjunto de interacciones 
humanas constituyen un sistema significa: a) que los elementos que constituyen 
este conjunto son interdependientes; b) que están organizados según un 
encadenamiento ordenado; e) que la entidad formada por la totalidad de estos 
elementos no es equiparable a su suma; d) que esta entidad reacciona globalmente 
como un todo, a las presiones externas y a las reacciones de sus elementos 
intemos."84 En este contexto, se localizan una gama variada de agentes o actores 
individuales que son interdependientes entre sí porque su interacción es mutua. Su 
latencia no es aislada obviamente, ya que se hallan irunersos en un medio físico o 
de medio ambienter cuya presencia condiciona o determina ciertas situaciones que 
afectan la reacción de 105 demás elementos constitutivos del sistema social. Es un 
cuadro complejo de relaciones que son simultáneamente factor y efecto entre sÍ. Se 
auto-alimentan en un proceso circular inagotable al que David Easton denomina 
'circuito de retroalimentación' o feedback loop, que permite al sistema social 
responder a las tensiones.ss 

La función intrínseca del sistema social es el desarrollo de solidaridades 
entre los componentes humanos que 10 integran. Esto conlleva la imposición de 

• Vid Infra. 

83' El Sistema SOCiaL' Tr de Jose Jiménez Blanca y Jase Cazarla Pérez Colecaon Alianza UnIVersidad. Madnd, España 1988 P 

84 'Sociología de la Política '(Colecaón Demos) Tr de Antonio Momeal. José Acesta y EllseoAJa. Ed. Anel MéXICO 1983 

85 Vid Talcott Parsons Op. CI! P 17. Y DaVid Easton .• Categonas para el análisis Sistémico de la pol¡tlca. "en DaVld Easton (compilador) 

"Enfoques sobfe teona pol¡tlca. "2a. ecL Tr Jose Rovolra Annengel Ec Amorrortu BUef10S Aires, Argentina. 1992 Págs 228 y 229 
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obligaciones y por contriJ P"llld,l, dI...' prerrogatlviJs en un,l rL'I,lCilll'l fl'dproc'<1, este 
proceso implic\l unJ coordm<1ciún de ent.:rgfa.::. indlvidLhlks II «)Il'cliviJ~. Es Lh:cir, el 
fluido vital que rt.:cürrc l'~t<l red compll'j<'l de rd,lL"ionl's intl'ri'l(tu.:lnh:~ L' 

intcrucpendientes cntre sí, es I;:¡ iJCClón. X6 

Sintetizando en términos djd~)ctJCOS y sencillos b concepcuJn de b socicd,'ld 
inmersa en un sistema c~télt,ll jurídiCí.Hncntc organizado, éstJ se configura COI1).O 

sistema, en el siguiente CSl.lUI2111Cl: 

87 

LA SOCIED ..... O lSTI.TAL eouo SIST[J.lA 

(I'[KAlrOMIOt 
LA SOCl[ D ... O ,.. ... rU"AL 

I)o,AOONI 

66· Talcott ParsOI1S d'sbnQue c";!.!ro contexlos fundamentales en los cuales se desenvuelve la acc,ón el blolog'co que es el de la 

neuroliSlOlogla, el pslqulco, que es el de la personahdad, el contexto sOCial, que es el de las ,ntera~Cl0"eS entre los aclares y las coleChvI(Jaaes 

el contexto cultural. que es el de las normas modeloS valOreS ,deologlas, conOCimientos etc tstos esta" ¡erarqullados de mayor a menor, 

son cultural. sooal, pslqulCO (personalidad), y el tllolt,glCO 

Crr. Ouverger, Maunce Op ot pp 34t Y 342 Vid ongmalmenle Parsons, Talcon ' POIIIICS and Social Stru(,.ture • Free Press 01 Glencoe.lnc 

NY, USA. 1969 

87.' Castillejos Escobar. Marcos y RUIZ González Carlos' Reace,órl penal y Teoria oel derecho' en Comlnalla Órgano ele la AcademIa 

Me)ÚC.3na de Ciencias penales Afio U Nos '.12 Enero·Dlc'embre 1985 MéXICO, Porrua t985 p 227 
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Matemáticamente hablando, este conjunto social presenta variables 
esenciales que son a su vez, interdependientes. Éstas se resumen en cuatro rubros: 

1.- Económica. 
2.- Estratos sociales. 
3.- Ideologia. 
4.- Organización política que incluye la jurídica. 

Para la Criminologia y la Política Criminológica, sentenciaba Don Alfonso 
Quiróz Cuarón: u El hombre se agita, peTO es la sociedad la que lo mueve, lo 
impulsa o lo conduce, visto así el delito sería un producto de la situacíóTI, pasando 
la disposÍcíón a un plano secundario, pero estando siempre presente ambas. 
Situación y disposición. "88 Verdad irrefutable que por los siglos se convalidará en 
la investigación de los hechos delictivos y criminales, los que detrás de sí cubren 
una estela múltiple de factores criminógenos que ya particularizados pueden 
producir causas criminógenas en un individuo específicamente determinado. Esta 
estela es una cadena sucesiva de condiciones o situaciol1es de diversa índole, que 
por sí cuentan con una cierta proporción de causalidad en el actuar del hombre. 

Esto es comprobable criminológicamente en las conclusiones de un estudio 
serio, profundo y científico, en el diagnóstico y balance de los factores que influyen 
en el actuar humano. Primordialmente esta gama se torna social, es aSÍ como la 
criminalidad y la delincuencia - organizada o no -, es un fenómeno social que 
deteriora la propia vida comunitaria que se desenvuelve en un sistema social dado, 
que corno ya hemos visto, se integra a su vez, por otras dimensiones que 
estructuralmente son sistemas, pero que si son vistos como partes integrantes de 
uno mayor, cualitativamente hablando, son denominados subsistemas.59 

El sistema social contiene pues, todos aquellos elementos que favorecen y 
conducen a la comisión de los delitos o de los crímenes, el hombre es su ejecutor, es 
la punta de toda una armadura. Sin embargo, este conflicto social es integral, lo 
cual significa que como sistema social confonnado por diversos subsistemas - en 
relación al mayor y más complejo ~, la actuación política ha de incidir en todo su 
conjunto, mediante acciones concretas y parciales concatenadas entre sí mediante 
un hilo conductor que armonice sus esfuerzos y energías, en la lucha contra la 
delincuencia, esencialmente, y el control de la criminalidad. Este programa 
producirá resultados en este circuito de retroalimentación, en atención a que los 
insumes ( input ), introducidos o provocados en los sistemas que integran al 
propio sistema social, fluyen en los demás, y a su vez, producen cambios en los 

ee Alfonso QUlrQZ Cuarón y Ra(¡1 QUlróz Cuarón • El costo SOCIal del delllo en Mé;t;¡co • Ed Botas MéXICO 1970 P 11 

89 Vlct Maurlce Duverger. Op. oc . SOClologia de pags 342; y Fernando Garda Cordero' Pollt!Ca Cnmlllal Ensayos' Ed Manuel Pomia 

Mé.xlco 1987_ P 25 Y ss 
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mismos que modificnn <.11 todo l'll form.l simultán(!<.1; cst<.1S lrlll1s(orm,1I.:il1l1l'S sun 
productos (output), que vlIC..'lvcn <.1 circular 1'(,)1. el ~lslel11<.1 S(,)l.."i.11.'J(l 

En lo concerniente <.1 1<1 criminalidad y <1 la Je1incuenci<l como fenómenos 
sociales que son, no obedece ~ll gest<lmicnto, Il<lcimienlo, y evo!uciúl1, " un hecho () 
circunstancia concreto ( caUS<1S crimin6genas ), sino n un universo de los rl1ismos 
(factores criminógcnos ), que pertenecen a diversos sub!>blcmils, pero lodos ellos 
incrustados en el sistema socinl, en ruzún nI principio de jcrnrqufn: Estn es 1.1 rnzún 
por In cual la luch<J contra la criminalid;:¡d en su caSLJ, y de la delincU! . .'Ilcin 11;'1 dI..! 
orientarse a actuar en ellos, en forma coordinada para logrnr el control de In 
dclincucnci<J finalmente, conscientes que su erradicación es imposible, es utópicil." 
Sociológica mente se corrobora este razonamiento en los siguientes lL'rminos: ., En 
el análisis de la desviación ( de 1" conducla ), así C0l110 de la socializaci6n, debemos 
concentrarnos en los procesos interactivos, por cuanto influyen en la OJ ient<lción 
del actor individual en su situación y en la orientaciún hacia In silunciún misl1ln 

"91 

Gráficamente la cadenn cnusal crimin6gena se resume en los subsecuenles 
esquemas: 

CAUSA 

EFECTO 

1-----::>;;.. O -----oo>~ 
C'AUSA 

CAUSA ---~, CAUSAL INMEDIATA ----. EFJ:CTO 

En este esttluío se centrtl el Derecho penal, es decir, su acelon de 
investigación y persecución únicamenle se limita al atnllue ue la causa il1lncdiata y 
no de las primeras, (,lue generalmente vienen detrás de ella. Sin embargo en la 
realidad existe: 

90. elr Duverger, Mauroce Op ell (Soclologia de la Pohbca) pp 374 Y $$: as' como Easlon. Oavld Op el! pp 225 228 Y 229 

• Vid apartado mfra . 

•• VId supra Capitulo 1, apartado 3 

91 • Parsons. lalcott. Op_ di (El sistema social) P 237 
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EFECIO 

(CONDUCTA 
CIUMINAL) 

El efecto se convierte en G1US<l, a su vez, de olrO dedo. Pur ende, existen 
series caden<ls íntimas de f;¡clorl's que se ligan entre sí, para producir fI su \'1.:'7., 

efectos sociales que inciden en el nacimiento de conductas que atentan y lesioJ1<1n 
contr<l la sana y libre convivenci~l entre los miembros de una colectividad dada. J\ 

partir de un punto de vista gráfico, los mismos se trilducen l'n: 

De otro subsistema 

CAUSA -----3>3> CAUSA ---------8 
CAUSA -----03>::> CAUSA ::> EFEClÜ 

CAUSA ----="',.. CAUSA_ CAUSN';? 

De cierto subsistema 

Dc otrO on.lcn 

3.2.- METODOLOGÍA CONTEMPORÁNEA Y TEORÍA DE 
SISTEMAS. 

El combate n la dl'linclIcncia y n la crimin(llidad en lodos sus frenles, 
requiere una estratl'ghl común lh: .lo.::iún socio-p{)lític., que' 1ll'(('Síltl comprender el 
proceso global comprendido en su conjunto, la modernidad nsí In requiere. Si se 

92.- elr Rodrfíjvez Manzanera, LVI' Op ell (enm,nolog¡a ) pp 457 Y 468 
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elige cualquier otra visión, los planes formulados y acciones que se desprendan de 
la misma, tendrán el carácter de meros p<11iativos, En este orden de iJeas, hemos de 
trazar la ruta más pronta y dicaz para instrumentar una Justicia Penal dicaz, real y 
tangible en el sistemJ penal mexicano, el partir del plano político general porque' 
11 '" es imposible hacer política criminal (SIC) si no se tiene una viSión global de la 
sociedad en un momento y en unas circunstancias determinadas, es necesario 
insertar a la criminología (SIC) en el complejo de todas las ciencias, insertar al 
delincuente en la comunidad de sus hermanos y plantear a la Política Criminal 
dentro del cuadro de una política general con la que se persigan la libertad, la 
justicia individual y sociat y el desarrollo provechoso para todos los hombres y 
para todos los pueblos. " 93 

Una vez precisada la dimensión y la meta por lograr, hemos de apegarnos 
lógicamente al procedimiento científico, siendo el siguiente paso determinar la 
orientación y guía de nuestra investigación criminológica y penal, esto es, el 
método. 

Método proviene de las locuciones griegas metha, que significa alIado, y de 
adós, que es camino; lo cual significa' al lado del camino '; esto se traduce en la 
frase de I el camino a seguir ',9-1 En este sentido se le comprende al método como el 
conjunto de etapas vinculadas entre sí en forma ordenada y sistemática, para la 
consecución de un fin específico, lo cual implica un procedimiento adecuado que 
proporciona seguridad y eficacia en el aprovechamiento de los recursos y 
esfuerzos que poseemos para lograr la meta trazada, Observando la naturaleza de 
la ciencia, hemos de acudir a la metodología como " .. , el conjunto de los 
procedimientJs metódicos de una ciencia o de varias ciencias ",95 que en nuestro 
caso será la de la ciencia criminológica, el de la Criminología, en su nivel de 
interpretación genera1.96 

Recordando al propio Dr. Juan Pablo de Tavira nos aclara: " El método 
criminológico es ,., el método científico válido para todas las ciencias sociales "97, 

es posible afirmar que la teoría de Sistemas, por ser un instrumento metodológico 
social que contiene un método científico, es compatible con la fase cenit de la 
Criminología, la Política Criminológica. 

93 SergiO Garda Ramírez Discurso publicado ell • Pnmer ColoqUIO sobre Política Cnmlllal en Aménca laMa • tnstltuto NaCional de CienCias 

Penales MéXICO Talleres Cráfleos de la NaCIón MéxIco 1978_ P 148 

94 Víd Raúl Gu\lérrez Saénz • Introducción a la lógica· 23.1 ed Ed Esfinge Estado de MéXICO, Mexlco 1988 págs 271 y ss ASI como, 

José Manuel Vargas Menchaca • Manual para la elaboraCión de TeSIS ProfeSionales' Sin edltOrLal MéXICO 1993 P 17 

95 Nlcola Abbagnano.· DICCionariO de Fllosofia • 2a de Ed Fondo de Cultura Económica Mexlco 1993 p 82 

96 Recordando que el último rllVel de mterpretaCIÓn metodlca en la Crlmmología es la crlmmalldad, entendiendO por ella el conjunto de 

conductas Criminales dado en cierto tiempo y lugar y para efectos del Derecho Penal mexlcallo, es la delincuenCia, entendiendo por ésta el 

conjunto de conductas tLpLficadas en las leyes penales de nuestro orden ¡undlCO 

97· El método CriminológiCO' en' Cnmlnalla Órgano de la Academia Mextcana de CienCias Penales Año Ll Números 1-12 Enero-

diCiembre MéXICO Porrúa 1985 pag 104 
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Acatando la recomendación vertida por el Lic. Fernando García Cordero, en 
la investigación moderna dé la administración de Justicia Penal integral, y base de 
la hipótesis de la presente tesis, la guía metodológica se localiza en la teoría 
General de Sistemas o Teoría de Sistemas,98 denominada así por ciertos tratadistas. 
Lo cual se corrobora en la praxis social si reconocemos al fenómeno criminal como 
un hecho social negativo que nace en la sociedad, siendo causa y efecto a la vez, en 
un sistema social dado, esto es, la respuesta es social, política, no puramente 
jurídica. 

La procuración, administración y ejecución de la Justicia Penal mexicana, 
requieren de un instrumento metodológico que proporcione respuesta a los 
reclamos sociales y a los avances tecnológicos modernos que han alcanzado un 
grado de complejidad tal que exigen un control socio-político eficaz que las ramas 
tradicionales de la metodologia y técnica no pueden lograr. 

Este instrumento metodológico se integra por la Teoría de los Sistemas que 
ha sido definida corno un rico corpus de conocimientos teóricos y principios 
metodológicos que se traducen en un complejo de propiedades sistémicas,99 la 
herramienta ad hoc p;::.ra hacer frente a la criminalidad moderna e internacional 
que han colocado en crisis al sistema penal mexicano actualmente. 

Primeramente, hemos de conocer un sistema, el cual es " un conjunto de 
elementos, cuyas relaciones determinan el surgimiento de nuevas propiedades 
integrativas, propiedades que no son inherentes a los componentes aislados que 
constituyen el sistema. El vínculo entre los elementos del sistema es tan íntima y 
substancial que al modificarse o alterarse produce la modificación de los otros 
nexos y, con frecuencia la alteración de todo el sistema. "100 Las características que 
presenta todo sistema, son sintetizadas por el Lic. Marcos Castillejos Escobar y el 
Lic. Carlos Ruiz González, a saber: 

• " Orden y totalidad ... existencia de un continuo proceso de totalidad­
sumatividad, en el cual evolucionan los sistemas. 

• Autoestabilización... mientras el sistema es un todo, él mismo se 
autoestabiliza ante cualquier perturbación, pero al irse mecanizando, la 
regulabilidad disminuye. 

98 Fernando García Cordero' Política Cnmmal ·Op ot p_ 17_ 

991bidern. p 17, 2fj Y ss 

100 Ibídem, p 25 
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• Autorganizaciún (o evolucion) dI l'volucioné1r 10$ sistemas cambian las 
interacciones C'ntre sus elementos IhlCi,1 una mayor independencia y 
diferenciación entre sus sub-sisteI11dS, quedan por tanto, asociadas la 
evolución, la necesidad de rC'gulabilid,1d cxternn y la n .. "'Organizaci6n del 
sistema .. la autorganización como respuesta a cambios en el entorno que 
superan la capacidad de autoestabilización del sistema, a lo cual éste 
responde creativamcnte evolucionando por ampliación de la desviación. 

• Jerarquía ... la inclusión de unos sistemas en otros y al considerar el proceso 
de centralización se incluye como factor la importancia relativa de los 
elementos, siendo mayor la de aquellos cuyo cambio afecta al sistema en 
mayor medida y que por tanto, se consideran como centrales. Es la 
estructura de los niveles. "101 

Empero, David Easton, es quien declara la característica más relevante a 
nuestro estudio, ya que nos dice: 11 ••• es característica primordial de toso los 
sistemas, su capacidad de adoptar una amplia gama de acciones positivas, 
constructivas e innovadoras para desviar o absorber cualquier fuerza de 
desplazamiento del equilibrio. "102 

La Teoría de Sistemas en materia penal, por ser un instrumento 
metodológico, es discursiva, 10 cual significa que su implementación buscará la 
verdad criminológica, sin olvidarse de la imperante en el Derecho Penal Mexicano, 
en su foro. Y ¿ cómo lo realizaría 7, la respuesta no puede ser otra que la propia 
investigación empírica, esto es, con los hechos más que con los argumentos y 
opiniones. Efectivamente~ está plenamente reconocido que nuestro sistema penal 
está en crisis~ lo cual conlleva a plantear un cambio en su integración estructural 
allende la reforma legal o administrativa, ya que deberá concebirse como un 
sistema único que se halla inmerso en un sistema social complejo y en evolución 
constante. Y el cambio presupone dos consecuencias: el mejoramiento o 
agravamiento de las instituciones o situaciones en que incide. La modificación del 
sistema punitivo mexicano que realmente permita obtener una eficaz lucha contra 
la delincuencia y la criminalidad moderna, la que ya ha rebasado el marco 
normativo penal mexicano." 

101' ReaCCión penal y Teona del Oerecho • erl' Cnmmaha Órgarlo de la Academia Mexicana de Ciencias Perlales 'Ai'io II Números 1-12. 

EnerCH:IIClembre MéXICO POTTÚa 1985 págs 214 y 215 

102' Enfoques sobre leona polí~ca - Tr de José Rovolra Armengol 201 ed Ed Amorrortu Buenos Alres, Argenllna 1992 p 220 El autor es 

polt~c6logo de la Universidad de Chlcago, en Estados UflIdos de Norteaménca 

• El Ex·Subprocurador General de la Republlca, lic Hlfam Escudero, ha reconoCido públicamente esta constante que ha Sido se~alada en 

diversas ocaSiones, por servidores públiCOS de alta Jerarquía en los órganos de Impartlclón de JustiCia Penal, e mCluSlve por la propia SOCIedad 

que resiente en su Vida cotidiana este fenómeno que aqueja y deblhta la salUd de nuestro orden JurídiCO, económiCO, SOCIal y pohtlco Vid 

Diana 'La Prensa', 24 de abril de t995 p 4 Por Elías Carballo' Obsoleto el combate a la delincuencia' 
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La respuesta que se ofrece no puede ser única ni definitiva~ pero sí decidida 
y enérgica. Iniciando con una visión positiva y viable que- abrace un conjunto de 
acciones planificadas en un marco jurídico - magno y secundario -~ que sean 
diversas a lo ya intentado, es decir, nuevo, y que permita modificar nuestro 
sistema jurídico-fáctico en la lucha contra la delincuencia. En este sentido, es 
imprescindible conocer los elementos que conforman e interactúan en los sistemas 
que inciden en el Sistema de Justicia Penal mexicano, de tal suerte que su 
modificación y aplicación incida de una u otra forma en la eficacia jurídica y social 
en la lucha contra la delincuencia en primera instancia, y contra la criminalidad en 
el plano fáctico; a saber: 

u La estructura común a los sistemas culturales se puede concebir 
constituída por los siguientes subsistemas que metodizan, cada Ui10, con el valor 
primario que se anota: 

,ro 

SISTEMA ECONÓMICO. 

SISTEMA POÚTICO. 

SISTEMA JURÍDICO. 

SISTEMA OENTÍFlCO. 

SISTEMA EDUCATIVO. 

SISTEMA REUGIOSO 

SISTEMA DE SALUD. 

SISTEMA ESIÉITCO. 

SISTEMA DE INFORMAOÓN. 

OTROS. 

103 Marcos CasblleJos Escobar y Carlos RulZ González Op ciL P 226 
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RIQUEZA. 

PODER. 

JUSTIOA. 

VERDAD OENTfF¡CA 

INTEGRAOÓN. 

FE. 

SALUD. 

BELLEZA. 

COMUNICAOÓN. 

OTROS." 



En el inmenso océano en (1ue navega el jurista utiliza el sextante del orden 
jurídico que busca incesantemente en la constelación una estrella que resalt<1 de 
todas las demás, tanto por su tamaño y refulgencia, como por su import<1l1cia 
capital en la orientación de la nave que surca los mares, esta estrella es la Justicia. 
Obviamente que no es el único, pero si el más trascendente, y que no posee 
falibilidad como otros instrumentos de navegación. En materia penal la 
onsecución de la Justicia Penal se busca aún con un telescopio de mayor alcance y 
precisión del necesario para salir avante en la travesía, que por cierto en materia 
punitiva, es la más abundante en arrecifes cuyos múltiples aristas dañan no sólo a 
la embarcación sino a la propia tripulación. Este instrumento de orientación es la 
propia metodología que condiciona el fracaso, o por lo menos el rezago estratégico 
en la prevención y control de la delincuencia y de la criminalidad de que adolece 
nuestra sociedad. 

La aplicación de la Teoría de Sistemas en la Política Criminológica es una 
respuesta científica, moderna y eficaz en la lucha contra la delincuencia y la 
criminalidad, que no puede iniciarse si no renovamos nuestro esquema jurídico en 
materia penal; de no hacerlo, fracasaremos y la salud pública se agravará hasta su 
resquebrajamiento y fallecimiento. El diagnóstico no es pesimista, sino real, por 
tanto, la renovación deberá poseer el mayor rango jurídico-administrativo, que le 
dote de fuerza, vigor y entereza para afrontar el reto. 

En este estado de cosas actual, la Justicia Penal ha de encauzarse dentro del 
sistema social, toda vez que el arma más certera y eficaz es la prevención, la cual 
nace y actúa en dicho sistema. En la precedente esfera, la Justicia Penal ha de 
actuar en ella y para ella, si se desea consolidar a la democracia como un sistema 
de vida en el constante desarrollo integral en beneficio del ser humano y de sus 
instituciones. Pero esta tarea no es posible llevarla a cabo únicamente por la 
Ciencia Penal más representativa como lo es el Derecho Penal, porque éste 
interviene a posteriori de la comisión de una conducta posiblemente constitutiva 
de delito o que realmente lo es. Su misión es vital pero no es la única ni la mejor, 
para conseguir un control social óptimo para el desarrollo, ya que existen otros 
medios. Esto quiere decir que la solución compromete a toda la Enciclopedia de las 
Ciencias Penales, a las Ciencias Humanística, y a todas aquéllas ramas del saber 
que estudian los fenómenos societales o extra-societales que inciden en la 
concepción, gestación, génesis, evolución y mutación de la criminalidad~ el 
criminal y el crimen, así como sus correlativos en el mundo jurídico: la 
delincuencia, el delincuente y el delito. 

Este momento lleva a la precisión científica y racional: los resultados que 
proporcionan las Ciencias Sociales no son inmediatos y definitivos, en razón de 
acruar en estructuras sociales y porque el corpus primario que la alimenta son las 
propias ciencias humanas, mismas que presentan dos rasgos resumidos por 
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Maurice Duverger, y que hacen el distingo de las ciencias físicas: u La previsión es 
más difícil en las ciencias sociales que en las ciencias físicas por dos razones. En 
primer lugar, los fenómenos sociales son muy complejos: son el resultado de la 
combinación de un gran número de factores" difícilmente aislables y cuya 
respectiva importancia resulta imposible determinar ... por otra parte, y sobre 
todo, las modificaciones del contexto social son mucho más rápidas, más 
profundas y más complejas que las del contexto físico ... las modificaciones del 
'contexto' social ... son tan complejas y dan lugar a tantos efectos de reacción en 
cadena y de fewback, que prácticamente resultan imposibles de determinar. Es 
preciso, sin embargo, distinguir dos categorías de leyes sociológicas: unas se 
refieren a hechos exiguos y limitados" y se desenvuelven en el terreno del' corto 
plazo' con ]0 que la previsión es bastante exacta ... ; otras se contraen a conjuntos 
más complejos y se desenvuelven en el terreno del' largo plazo' o' plazo medio " 
dando lugar a una previsión muy aproximada. HI04 

En este orden de ideas, la instrumentación de la Política Criminológica 
mexicana, imprescindible en nuestros tiempos, ha de contemplarse jurídicamente 
en un marco de planeación racional concebido a mediano y largo plazo, en virtud 
de incidir en conjuntos sociales complejos como lo son los fenómenos criminales y 
delictivos cuya previsión deberá ser la más próxima. 

En materia global, aplicando la regla socio-jurídica que reza: ~ lo accesorio 
sigue la suerte de lo principal ',aceptamos la metodología moderna de la Teoría de 
Sistemas en el sistema punitivo mexicano, toda vez que éste se constituye y 
enriquece de un vasto surnmum de conocimientos sociales provenientes de 
múltiples ciencias cuyos estudi0s se abocan al fenómeno criminal, en sus tres 
niveles de interpretación (persona, conducta y conjunto de conductas antisociales), 
no es la panacea anhelada en nuestro sistema de justicia, ya no expresemos al 
penal, sino al generaL 

No es posible atribuirle propiedades maglCas y universales, a un 
instrumento metodológico cuya eficacia depende en gran proporción" del material 
concreto otorgado por las disciplinas científicas que lo integran.1os Ello implica 
reconocer la individual responsabilidad que poseen las ciencias humanísticas y las 
no humanísticas, en un sistema más complejo que las integra y que por ende, 
confonna un todo. Es así como nuestra guía y lazo de unión es la Teoría de 
Sistemas. Su concepción es conditio sine qua none en ]a reorientación enfocada al 
perfeccionamiento y eficacía de nuestro sistema de justicia y en la especie, de la 
impartición de la Justicia Penal en México. 

104 " Melodosde las Clendas Soaales " (Colecaon Demos) Tr deAfonsoSureda Ed Anel MéJ:ico.1988 pags 359 Y 360. 

105 Vid Femando Garcia Cordero Op 01 pags 38 y ss 
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3.3.- EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL. 

Desgraciadamente nuestro sistema dc Impnrtición de Justicia Penal adolece 
de múltiples síntomas que delatan su crisis y anquilos<1micnto en su estructura 
jurídico-administrativa que favorezca la obtención ue resultados reales en la lucha 
contra la delincuencia, ya no digamos sobre la criminalidad. Y es que el sistema de 
Justicia Penal presenta múltIples diagnósticos y no uno sólo; es decir, su eficacia 
aumenta en proporción a las medidas coordinadas que se inyecten en su 
organismo que no se compone únicamente del aparato muscular o represivo (que 
incluye investigación y persecución de los delitos, tal como se establece 
constitucionalmente en el artículo 21 en su primer párrafo); sino que va más allá, 
toda vez incluye al sistema neurálgico, constituido por el preventivo, sin olvidar el 
ejecutivo-penal. 

Nótese bien que si continuamos la lucha contra la delincuencia convencional 
u organizada, a partir de un sólo diagnóstico y que por ende, resulta parcial y 
fragmentario .. por ello, las medidas y acciones que lo atienden no son soluciones o 
respuestas reales a las carencias del sistema de impartición de Justicia Penal 
Mexicano .. siendo así meros paliativos infructuosos que generan costos graves, 
resaltando los temporales económicos, políticos y el más agudo: los sociales.106 Es 
decir, la solución no es única ni definitiva, ni estrictamente jurídica .. •• Partiendo del 
sistema social y del sistema de Justicia Penal, es imprescindible considerar la 
heterogeneidad que presenta toda sociedad y escuchar sus voces, claro que esto 
implica la apertura de espacios políticos que estrechen la relación Gobiemo­
Sociedad .. lo cual es vital en la vida democrática del país. 

La visión más amplia que necesita la tarea de la procuración, administración 
y ejecución de la Justicia Penal, es substancialmente la que otorga la Criminología; 
en virtud de que esta disciplina social rebasa la norma penal y extiende sus ramas 
a los factores sociales, económicos, políticos e inclusive, culturales, que propician el 
surgimiento de los crímenes y de los delitos en una comunidad determinada; de tal 
forma que permite contar con mayores elementos valorativos y de juicio, para 
lograr el combate y control real de la criminalidad y la delincuencia, es decir, es el 
instrumento que requiere hoy en día el Derecho Penal sustantivo, adjetivo y 
ejecutivo. La Justicia Penal moderna reclama así pues, la aplicación de la 
Criminología en el sistema estatal, en el Gobierno, la punta de la lanza será la 
Política Criminológica. 

105 Esta realidad la ha proclamado el Ex-preSidente de la ComiSión de Segundad de la Asamblea Legislativa del Dlstnto Federal. Pedro 

Peñaloza. al decir en su competenaa . Lo que hace el Secretano de Segundad Publica (siendo el LIC DaVid Garay Maldonado su titular), son 

pequeños cataplasmas son· cuntas·. o aspirinas para un organismo que tiene cancer [Reforma. 25 de mayo de 1995. Sección 6. Cd y 

Melrópoll 

••• Vid Infra Apartado 5 1 Y 5 2 
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Ahora bien, si se desean avances notables en materia de Impartición de 
Justicia Penat hemos de mirara y atender la marginación, el analfabetismo, el 
desempleo~ la extrema pobreza~ la desintegración familiar~ la cultura, inclusive la 
propia ingobernabilidad que en ocasiones se presenta en nuestro sistema político, y 
las cada vez mayores desigualdades sociales que provocan el descontento social; 
esta mención enunciativa permite percatarnos de las vitales materias que no se han 
abordado correctamente en México.107 

Sirviéndonos de la consulta a la Dra. OIga Islas González de Mariscal, 
marcaremos los discos vertebrales que dan firmeza y sostén al sistema de Justicia 
Penal mexicano, en el entendido que es con naturaleza enunciativa, Así pues, el 
sistema contemporáneo de Justicia es: 

o " Abierto~ quiere decir que se deben tornar en cuenta las realidades 
histórica, social, económica, política~ cultural y otras de no menor 
importancia, en las que inevitablemente el propio sistema se encuentra 
inmerso. 

o Propositivo, en virtud de que la administración de justicia se deberá 
orientar al orden interno de la sociedad~ a través de la efectiva vigencia de 
los principios político-jurídicos constitucionales. 

o Colectivo, significa que en las demandas y apoyos de servicios en su 
administración~ debe partid par toda la sociedad. 

o Adaptativo, que deberá tener la propiedad de autocorregir errores, 
prevenir o superar obstáculos, y la capacidad de una actualización 
permanente~ sustentada en~ y que responda a la dinámica económica, 
política y social, de nuestro país. 

o Emanado de la Constitución, significa que todo el sistema de justicia 
penal deberá deducirse de las normas constitucionales~ las que no es 
necesario reformar~ ni adicionar, en razón de que la Constitución ya 
consagra, desde su entrada en vigor en 1917, un sistema integral de justicia 
penal democrático, racional, consistente y benéfico para el pueblo. 

o Democrático, en el ámbito de la justicia penal, significa que el 
procedimiento penal ha de ser rigurosamente de tipo acusatorio, ya que en 

1Q7 Víd alga Islas González de Manscal SIstema de Admlnlstraoón de Justicia Perlal Ponenoa presentada en la Mesa de Concertación para 

la Reforma Política del Dlstnto Federal ComISIón número 4 - PrOCllfaoon y AdmInistraCIón de Justloa • Publ¡cada en la Revista de la Facultad 

de Derecho de Méx.lco Universidad Naoonal Autónoma de Mé~ICQ Numeros 189--19Q_ Tomo XLIII. Mayo-Agosto 1993_ C,udad UnNersltana. 

MEOOCO 1993 P 159 ASImismo, víd SergIo GarCla Ramirez • Cn:ninalidad, marglnalidad y Derecho Penal· ColecCIón 'Criminología 

contemporánea' Ed De palma Buenos AlreS, ArgentIna 1982; y ltJls Rodríguez Manzanera Op ol • Cnmmalidad de menores: 
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este procedimiento ~e concibe a la personalidad humana y a la libertad 
individual, como bienes esenciales del ordenamiento juridico, y como 
consecuencia, es el único que salvaguarda tanto al individuo COmo a la 
sociedad. 

o Racional, en cuanto que el sistema constitucional no contiene 
prescripciones arbitrarias, es decir, que existe una plena correspondencia 
entre el sistema y la realidad social subyacente. 

o Consistente, quiere decir, primero, que no existen contradicciones 
internas en el sistema, y segundo, que del sistema no deben derivar 
contradicciones hacia la normatividad secundaria. 

o Benéfica para el pueblo, ha de interpretarse como que para todos los 
elementos del sistema satisfacen las exig...:ncias de una auténtica justicia 
penal. "108 

A través del enfoque metodológico adaptado en el presente, tenemos que 
todos los sistemas sociales poseen componentes estructurados en una forma 
determinada, dichos componentes tienen funciones específicas que realizar. 
Tratándose de un sistema complejo en su desarrollo y existencia, contiene 
elementos internos que se definen como subsistemas que se distinguen unos de 
otros. Como sistema complejo, que es el social, e inclusive el político, no nos 
ocuparemos de ellos, por no ser nuestro campo de estudio y conocimientos, so 
pena de incurrir en un fraude académico. 

Sin embargo, en la materia penal y criminológica, hemos de acudir a la 
Sociología y a la Ciencia Política, para que con base a sus conocimientos, abreven 
nuestro pensamiento o conocimientos jurídicos, lo cual se llevará a cabo en un 
proceso interdisciplinario criminológicamente especificado. Y el punto culminante 
será la síntesis de las aportaciones científicas de las disciplinas humanisticas 
concurrentes, ya que en la torre de la Política Criminológica, se decidirán las 
acciones pertinentes a realizarse en la lucha contra la delincuencia o la 
criminalidad, en los diversos subsistamos que integran al sistema social. De esta 
forma, indicaremos, los subsistemas del sistema jurídico integrado por el orden 
jurídico nacional. 

Gracias a la pluma del Lie. Fernando García Cordero, las próximas líneas se 
fundamentan en sus conceptos metodológicos, basado en la Teoría de Sistemas 
aplicada al Derecho Penal Mexicano, en su acepción extensa que abarca todo su 
despliegue punitivo, que no es meramente el persecutorio y el represivo. Dando 
por aceptado que el orden jurídico mexicano es el sistema jurídico nacional, se 

1080p el! p 160 
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desprende que el Derecho Penal de nuestro país es un subsistema del mismo, y 
éste a su vez, se integra por cuatro subsistemas plenamente diferenciados uno del 
otro, a saber: 

1) Subsistenul preventIVo. 

2) Subsistema de prornración de justicia. 

3) Subsistema de ejecución de la pena. 

4) Subsistema de rehabilitación social del transgresor de la le'tJ penal."109 

El subsistema de la prevención del delito (nivel preventivo), es una de las 
caras del tetraedro penal cuya arista es la más extensa, y que incluso es factible 
calificarla de ser la base del mismo, sin embargo, es la más descuidada en su 
estudio y aplicación social, no sólo en México, sino en otros países. A tal grado que 
Thornsten Eriksen ha dicho: u En prevención del delito todos los países somos 
subdesarrollados. "110 

Lo anterior no se explica ni mucho menos se comprende porque este campo 
es senci11arnente el anna estratégica del Estado en la lucha contra la delincuencia 
convencional u organizada, es la más' mortífera'; porque socialmente hablando, 
es la más eficaz. La praxis comunitaria y la doctrina, así lo reconocen y con la voz 
del Dr. Raúl Carrancá y Rivas, lo argumentamos: " La Criminología y el Derecho 
Penal enseñan que en la batalla contra el crimen (SIC) siempre resulta éste 
vencedor. Cuenta con más elementos, razón por la que para desterrarlo, las 
fórmulas y soluciones deben ser las de prevención. "111 

El rumbo del futuro del paralelogramo penal se deberá trazar en este 
subsistema, Don Alfonso Quiróz Cuarón lo subrayó: " Combatir, disminuir, 
transformar o atenuar el delito, para que los logros difícilmente alcanzados por el 
desarrollo económico y social no se malogren por causa del elevadísimo costo del 
delito y de su prevención. Estas son metas claras y definidas .... En el binomio 
represión-prevención, la tendencia clara y definida sólo es una: hacia la 
prevención. "112 Naturalmente este subsistema no se limita a reformas legislativas 
en la esfera penal, o en la intensificación del quehacer represivo de los cuerpos 

109 Vid Fernando Garcia Cordero' La Admlrustraaon de Jushoa Penal en Méxlco Problematlca fundamental· en 'Crimlnalía·. Órgano de la 

Academia Mexicana de CienCias Penales. Año XlVrr Nos. 1-6. Enero-JUnlO 1981 México. Porrua 1981 Pags 61 y ss A su vez. vid. tamblen 

Femando Garcia Cordero· Pohtk:a Cnmmal • Op. al 1987 pags 40 y ss Nota las cursNaS son nuestras 

110 Citado por Quuoz Cuarón Alfonso, en • Pnmer COloqUIO sobre Polihca Cnmmal en America Latina • Inshtulo Naoonal de CienCias 

Penales. Tarreres Gráficos de la NaoÓn. MexiCQ 1976 

111' Renovación Moral y Filosofía Penal' ReVista de la Facultad de Derecho de Mé)()co UruverSldad Naoonal Autonoma de Mexlco Números 

160, 161 Y 162. Tomo XXXVIII JuIJo-DiClembre 1988 Ciudad Univers¡t¡¡ria MexlCQ 1988 p 15 

112 Alfonso QUIrÓZ CuarÓn. Op CIl • Primer ColoqUIO sobre Política Climlnal en Améríca Lallna ·Op al p 36 
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policiacos, e incluso tran~f()rmacionc:s adrninistrativ.1s qllL' repercuten 
exclusivamente en su operativid<ld táctica <1llte !<l ciud<H.lanía; In sino que 
comprende una politica de defensa social sostenida en una efectiva Política de 
Bienestar Común, es decir, de la búsqueda de una Justicia Social que se logra en un 
programa integral inmersa en una Política General científica, racional y humana, 
que respete los derechos ínsitos del hombre y los cuales se contemplan en nuestra 
Ley Fundamental. 

, Más vale prevenir que lamentar " ha sentenciado la sabiduría popular, y 
esta máxima no escapa a la dimenSión penal. Y es que las consecuencias que 
produce la delincuencia en todos los órdenes son lesiones mortíferos para la propia 
colectividad humana y sus instituciones sociales, políticas, y jurídicas, incluyendo 
al propio Estado. El costo de su producción se extiende a los ámbitos culturales, 
económicos, políticos, pero el más agudo es el socia1.1H 

La teleología del sistema penal contemporáneo, que no ha de concentrar su 
fuerza estatal en las consecuencias jurídicas que se desprenden de los delitos 
previstos en la legislación penal vigente en un orden jurídico dado, que contempla 
una Política Criminológica a ejecutar, ha de erigirse en el pábulo penal que se 
erige en uno de los objetivos característicos de este orden legal, y que en palabras 
del Líe. Elpidio RaITÚrez Hernández son: 

" a) El abatimiento sustancial de la antisocialidad; b) La integración plena 
del individuo en sí y para sí mismo en la sociedad. "115 

113 Reoentemente el Gobierno del Dlstnto Federal IniCiÓ un programa denominado' Sistema Conjunto de Acerón Inmediata de Segundad 

Pública " el cual se lleva a cabo por la Secretaria de Segundad Pública y la Procuraduna General de JustiCIa del Distrito Federal, en 

coor¡linaClón con la Procuraduna General de la República y la Secretaria de HaCIenda y Crédito Púb~co Esta acerón fue ca~ficada 

poslllvamente por los lltulares de los órganos gubernamentales de la capital del pars, adUCIendo que en matena de prevenCión del delito (SIC), 

se ha dado un paso Importante, toda vez que la eficaCia poltClaca aumentó en un 112% (Vid Dlano Reforma Corazón de MéXICO 'Aumenta la 

pollcla efectiVidad en 112% Sección B Ciudad y Metrópoli Por Magdalena Robles 3 de mayo 1996 p 1 B) 

Esta declaraCIón es lejana de la realidad cnmlnológlca, y constlt~ye una observaCión académica, y lo es porque la persecuCIón de la 

delincuenCia (o de los delincuentes. de acuerdo con la ópllca uolizada), mediante una sobrevlgdancla de los cuerpos poliCIacas en zonas 

declaradas de mayor pehgrosldad dehctlva, se traduce senCillamente en una mayor presenCia fíSica en las calles, esto es, represión e 

'lnllmidaClón' de la delincuenCia, no constituye en nlngun senbdo, prevenclon 

Además la efectiVidad en la Segundad Publica no se cuantlrlca, SinO se cualtfica (SI es permiSible este vocablo) Lo que deseamos expresar es 

que no es poSible mecllrla efectiVIdad de la Segundad PUblica con base a estadísticas de detenCión de presuntos responsables en la comiSión 

de delitos o faltas administrativas en relaCiOn al mdlce delictiVO de otras temporadas El aspecto cualitatiVO es el que si permite conocer el 

perfecCIonamIento del sistema de Segundad Pública. este aspecto es la conquista del respeto y la confianza en los cuerpos poliCiacos y sus 

integrantes por parte del pueblo esto Implica pleno respeto a los derechos humanos en sus labores 

Estos niveles son operaCIonales y no estructurales, por lo tanto, no podemos hablar de avances o de mayor efectiVIdad 

114 Vid en este renglón una obra esenCial para entender y comprender la magnitud del problema que estamos abordando, por ser las 

conclUSIOnes de un estudiO cientlfico, profundo, exhaustiVo y a la vez, compleJO, de lOS efectos devastadores acarreados en nuestro sistema de 

lmpartloón de JusllCia Pena!, y en la propia colectiVidad, por la dehnOJenCla • El costo SOCial del delito en Mexlco "(SlmpoSlum sobre el costo 

social del cnmen y la Defensa SOCIal contra el mismo), de Alfonso QUlróz Cuarón y su hermano Raul Ed 80tas MéXICO 1970 

115 ' Sistemas de JustICIa y Criminalidad Funcrones del Sistema de Jusncra 'en la obra de • Ensayos de Derecho Penal y CrlmlnOlogia en 

honor de Javier Pifia y PalaCIOs· Ed Porrúa MéXICO 1985 P 349 
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Este binomio indisoluble constituye el axioma en el cual ha de sustentarse la 
estructura del sistema de justicia penal mexicano y sus postulados ponen de relieve 
la trascendencia vital que ha de perseguir toda acción punitiva del Estado, en su 
sentido más amplio, y el cual ha de interpretarse a la luz de la Política 
Criminológica contemporánea, en la inteligencia que el abatimiento significativo 
de las conductas antisociales (delitos y crímenes), implica la acción preventiva de 
los órganos e instituciones gubernamentales los que, a través de sus instrumentos 
jurídicos, sociales, económicos y culturales, ha de llevar a cabo todas las medidas 
necesarias que impidan u obstaculicen su nacimiento en el mundo fáctico de la 
sociedad mexicana. 

Acudiendo a la lógica natural que debe revestir un sistema de justicia penal 
contemporáneo, no hemos de constreñir a la procuración, administración, y 
ejecución punitiva, al mero registro estadístico de los delitos que llegan al 
conocimiento del aparato estatal jurídicamente organizado para delimitar su 
eficacia, en razón del fin irunediato del' abatimiento' de las conductas antisociales, 
toda vez que es de explorado estudio criminológico y jurídico, que existe un 
número indeterminado de hechos que constituyen delitos, o bien, crímenes, que se 
presentan cotidianamente en la vida social e individual, de los habitantes de este 
país, quienes padecen y sufren sus consecuencias innatas sin denunciar su 
nacimiento al Ministerio Público como institución que ab origine, le corresponde 
su persecución por mandato constitucional, para estar en posibilidades de iniciar 
su represión, y tratándose del infractor a la norma penal, buscar la readaptación 
social a que debe ser sometido; en consecuencia, este conjunto de conductas que se 
les ha denominado como criminalidad negra u oculta,116 son el mar que separa la 
realidad de la verdad jurídica penal que se cristaliza en una sentencia judicial que 
no permite conocer su eficacia por conducto de las estadísticas delictivas que 
poseen los órganos estatales encargados de la impartición de la justicia penal 
mexicana. En consecuencia, el primer objetivo a lograr abraza las fases preventivas 
y represivas de la delincuencia y la criminalidad, aunque en ésta última no cabe, 
por definición, su punibilidad, empero sí su orientación en el sistema social. 

Unidos con el Lic. Fernando García Cordero concluiremos que: u ••• el 
subsistema de prevención del delito esta más ligado a los mecanismos de control y 

116 Cnm,nológ,c¡:¡mRnt'" se h", rl;:;,:;i!icado a la cnmmalldad en a) Cnm,nal,dad real, b) Cñminaildad aparente, e) Cnminalidad OCllJta, d) 

Cnminaildad legal; y, e) Cnmmalldad Judldal Sucintamente hemos de expresar Que el pnmer conjunto se constituye por aquellos crímenes que 

nacen realmente en la Vida SOCIal de una SOCIedad determmada, en tanto que la segunda acepoon recaba a tas conductas Que son del 

conOCImiento de los organos competentes en la procuraCión de la JUS~Cla Penal el tercer blCM:¡ue se conforma por la dlferenoa resultante de la 

cnmlnalldad efectNa que brota en una colecttvldad dada y lOS hedlos presumiblemente cnmmales y delictivos que se denunCian, querellan o 

acusan ante los órganos gubernamentales de su aparato purTltNO Jundlcamente estableado, la Cnminaildad legal se Integra por el urTIverso de 

los crímenes Que son motivo de IrTveshgaClón y cahflc¡:¡oón JudiCial que se determina en un auto de formal pnslón; y finalmente la cnmlnaildad 

JudiCial se compone del conglomerado de los crimenes que se declaran debtos por sentenoa condenatona Vid Jase Adolfo Reyes Calderón 

·Cnmlllología • 2a ed Ed Cárdenas MéxIco 1996 P 108 a 111 
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regulación de !.1 vid.:l social que al proceso pcn.:l! propiamente dicho, sin embilrgo, 
la imporhmcHl de este subsistcm;:l es tan grande que puede afirmarse que el 
proceso penal, la cJecución dc la pena y la incorporación del ex reo a la vida social 
son, en gran medid<J, vari<Jblcs que depende de la eficacia del subsistema de 
prevención del delito. Esto es así porque todos los mecanismos e instrumentos 
preventivos forman parte del medio en que se desenvuelve el sistema penal 
mexicano. " 117 Desde luego que como puede apreciarse, el contenido sustantivo y 
la función vital del presente subSIstema, es compleja, extensa y apasionante a la 
vez, y llama al estudio y reflexión de su aplicación concreta en el sistema jurídico­
penal y en especial, del sociaLll~ 

Por lo anteriormente expuesto se ha de tener presente que al estar situados 
en la atalaya de la Política Criminológica contemporánea que requiere el Estado 
mexicano para hacer frente a la delincuencia actual, no es posible hacerle frente a 
través de la dimensión legal del' deber ser', ya que éste ha de complementarse 
con las estructuras cognoscitivas de las disciplinas causales-explicativas, del' ser'; 
y de las sociales y culturales, las cuales incluyen un saber axiológico del' deber ser' 
comunitario; bajo esta premisa científica, el sistema penal ha de sumergirse en un 
proceso dialéctico que en forma permanente y constante, confluya al macrosistema 
social, por ser el rico caldo de cultivo de la criminalidad y la delincuencia que 
padecemos. 

4.- LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA. 

" Aún en el Derecho Penal, reformar significa el arte de 
lo posible políticosocialmente y de lo realizable 
materialmente. " 
Reinhardt Maurach. 

4.1.- CONCEPTO. 

Resul ta obhgado aclarar el contenido y sentido de las expresiones de 
'Política Criminal' y , Política Criminológica', toda vez que ambas voces son las 

117 Fernando Gafela Cordero· la Admmlstraclon de JustiCia Penal en MéXICO Problemática Fundamental· en' Cnminalra' Órgano de la 

Academia MeXIcana de CienCias Penales Año Xl VII Nos 1·6 Enero-Juma 1981 MeXICO Pornia 1981 P 63 

118Vid Inlra CapituloN.Apartado72y73 

107 



utilizadas por los principales tratadistas de la materia, al referirse a la disciplina 
fundamental de la Enciclopedia de las Ciencias Penales. Labor que se justifica en 
razón de precisar el campo de estudio del presente trabajo académico así 
intitulado, y para conocer el sigrúficado adoptado para efectos de estas líneas. 

René González de la Vega1l9 ilustra al respecto que a partir de la corriente 
positivista en la historia del Derecho Penal, la Política Criminal se conceptualiza 
como una tendencia doctrinaria creadora de una Escuela orientadora de la 
legislación penal, en su versión más restringida y que su vida ha fenecido, y por 
ende, su uso actualmente no es el apropiado. Al respecto, Emilio Langle120 califica 
como una escuela mixta e intennedia que se orienta básicamente en consolidarse 
en una tregua en la lucha sostenida por las teorías manifestadas por las múltiples 
corrientes penalistas. 

En otro orden de ideas, el Dr. Luis Rodríguez Manzanera proclama que al 
hablar de Política Criminal lingüísticamente connotamos al conjunto de 
actividades estatales que no precisamente busquen el Bien Común, ya que el 
adjetivo criminal implica un actuar dañino, perjudicial, criminasa, es decir, mortal 
para la propia supervivencia y evolución social misma.l21 A su vez, es posible 
incurrir en confusión interpretativa criminológica del nivel a que aludimos, siendo 
en la especie, el general o macro, y no el personal o individual antisocial (criminal). 

Efectivamente, en el código lingüístico coloquial, el uso de este binomio 
terminológico proporciona a su receptor la noción de las actividades negativas 
llevadas a cabo por el Gobierno, esto es, el carácter peyorativo prevalece a la 
noción científica (pensamiento a todas luces explicable para el grueso de la 
población mexicana, si tenemos presente que se presenta la voz' Política " como 
una actividad gubernamental espontánea y pasional que es dirigida únicamente 
por intereses particulares, de grupos o de partidos políticos, siendo menester 
considerar que esta noción aún existe en gran proporción, en los actores del propio 
sistema político mexicano, olvidando así la trípode real de la Politica: es ciencia, 
arte y técnica.). y si agregamos el adjetivo' criminal " la idea es acabada: la 
actividad gubernamental acientifica que ha dañado y lastimado a la propia 
sociedad y sus elementos es la política criminal que México ha padecido 
severamente en tiempos tan recientes, y con un matiz eminentemente de violencia. 
Razones más que convincentes para conceder el contenido coloquial a la disciplina 
que nos ocupa. No obstante lo anterior, en el foro, literatura y lenguaje del 
científico penal y del criminológicor ésta acepción gemelar se le ha reconocido un 
contenido y sentido diverso al común, ya que su uso se emplea para referimos a 

119 Vid • Polrtica Cnmmológlca Mextcana • Ed. Pomia en coordlnaoon con la Universidad NaCiOnal Autónoma <le Mexlco y el InstItUto de 

Investlgaoones Juñdlcas MéxIco 1993. p. 1. 

120 Vid.· La Teoña de la Política Cnmlnal • Ed. Reus Madnd. España. 1927 págs 131 yss. 

121 Vid Luis Rodriguez Manzanero .• Cnminologla .• Op cit págs. 116 y 117 
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una ciencia básica de la constc1nciol1 de Ins Cicncia~ Penales que por su naturalc/.,) 
y efectos sociales, es propia del EstaLin y por tanto, su L~jercicio la cncomiendZl al 
Gobierno mismo que a su vez, en un marco dc pleno respeto a los derechos 
fundamentales del hombre, y en un sistema democrático, lucha contra la 
criminalidad y subrayada mente, contra la delincuencia convencional y 
sobremanera, contra la organizada. Tarea que se condensa en la propia Justicia 
Penal. 

En el otro extremo, se le atribuye a la expresión de la I Política 
Criminológica ' un sentido e(Iuívoco al denotar que su empleo significa que lu 
Criminología dicta, conduce y orienta a la misma Política, aspiración que pertenece 
a la corriente positivista, ahora acogida como' tecnocrática ',122 sin embargo, su 
ejercicio desea que esta expresión signifique la propia I criminologización 'de la 
Política y no la ' politización ' de la Criminología. 

Don Alfonso Quiroz Cuarón se inclinó por utilizar a la I Política 
Criminológica I como la voz que protesta contra la realidad imperante en el 
sistema de la Impartición de la Justicia Penal en Latinoamérica, caracterizada por la 
toma de decisiones políticas carentes de toda base cientifica y la cual se da sustento 
en y para con los hechos: Justamente esta reflexión fundamentada en la realidad 
penal existente en Latinoamérica, tiene carta de naturalización porque eIÚatiza 
que la decisión política que implica el derecho criminal (o penal), necesita una 
fundamentación empírica, como condición ineludible para lograr la realización del 
objetivo político. "123 

Es factible identificar en ambas expresiones el arte científico que es la ciencia 
básica o fundamental de la constelación penal - que no es la única -, lo cual se 
corrobora en el contenido y sentido que se le proporciona por la doctrina penal y 
criminológica. De esta forma, ' Política Criminal' y , Política Criminológica'; en el 
terreno científico y académico de las ciencias jurídico-penales, no poseen idéntica 
naturaleza y orientación político-social, razón vital que se ha de considerar para 
abogar por el uso y empleo correcto y adecuado de ambas acepciones. 

Desafortunadamente ambos términos son ejercidos por los juristas 
penalistas quienes en realidad desconocen su alcance y contenido social y político 
que les dio vida y rumbo en la doctrina penal y criminológica. 

122 Vid. EugeniO. Raúl ZaffarOnl • Pohtlca Cnmmalla\lrloamencana Perspectivas, disyuntivas· Ed Hammurabl Buenos Alres. Argen\lrla 

1982 p 71 

• Vid Zaffaronl, ¡bid 

123 ZaffarOnl • POlítica Cnmmallatmoamencana • p 71 

• Es de menCIOnar que también se ha propugnado por la utlllZaCIOn del adJetiVO anti-cnmmal, en paralelo a las voces' Política Cnmlnal . y . 

Polltlca Cnmlnológlca " por tanto, la voz de la PohtlC3 Antl-cnmlnal, es otra cornente hnguís~ca, válida para la clenoa que atrae nuestro estudio 
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En el particular estudio se optó por la locución de 'Política Criminológica " 
por ser precisamente un aporte académico que observa las directrices científicas 
indispensables en esta modesta investigación, en consecuencia, el medio científico 
penalísta y criminológico al cual primordialmente se dirige, considerará que 
aludimos a la Ciencia Penal socio-política básica en el universo punitivo. 

Cabe mencionar que la extensa literatura extranjera en este campo, emplea 
significativamente la voz de ' Política Criminal " tal como los tiempos pretéritos 
que se remontan a partir de su bautizo doctrinarior con lo cual se constituye en 
razón histórica que le ha dado a esta voz carta de naturalización en las obras del 
mundo penal y criminológico, no sólo en Latinoamérica, sino en todo el orbe. Lo 
anterior ha de selIarse porque la expresión' criminar encierra el marco objetivo de 
la actuación estatal y gubernativa en atención a los fenómenos de la criminalidad~ y 
los letrados no la emplean~ por supuesto, como adjetivo peyorativo, porque 10 
hacen en el terreno científico-punitivo: 

En la Administración Pública del Distrito Federal del Gobierno del Distrito 
Féderal, concretamente en la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 
se ha adoptado la denominación de ' Política Criminal ~ en su estructura 
administrativa, de acuerdo con el Reglamento de la Ley Orgánica de la 
dependencia en comento, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de 
julio de 1996, la cual en su articulo 20. prevé la existencia jurídica de la Dirección 
General de Política y Estadística Criminal, cuyas atribuciones se determinan en el 
articulo 29 del cuerpo legal citado, y que en su fracción 1, señala que su titular tiene 
las facultad de proponer los criterios de política criminal (SIC) para lograr una 
mayor eficacia a la procuración de justicia.124 

Prosiguiendo con nuestra exposición, el Dr. Raúl Carrancá y Trujillo expresa 
que la Política Criminal tiene sus principios fundadores en el italiano Renazzi y 
Crernani, y que fue el insigne César Bonesana, marqués de Becaria, quien 
insuperable históricamente, apuntaló sus pilares previamente que el itaIíano.125 

* Una vez hecha esta anotaaón en lo futuro se respetara la denommacón ooomal emoleada por los autores recurridos mfra 

124 Cabe señalar que el anterior Reglamento de la P G J O F., en su artlCl.Jlo 20 detennirlatla que d,cho erlte admmlstrativo poseia el rango c!e 

SutlproaJraduna, misma que se denominaba Sutlprocuraduna Jundlca y de Pol,~ca Cnminal, aSI como la Dirección General de Informaoon y 

Poli~ca Crimmal, cuyas atntluaones se observaban en el articulo 21 de dicho ordenamiento legal A su vez, no escapa a nuestra a!eooón la 

ElXlStenoa dela DIrección General de PrevellClón del Dehto. cuyas facultades se Ciñen a lo establecido en el articulo 30 del Reglamento Inteñor 

de! órg¡¡no que nos ocupa en matena de procuradon e ImpartiC!ón de Jushda en el Distrito Federal 

Es menest~ subrayar que de acuerdo con el articulo 20 del Reglamento de la Ley Organica de la Procuraduria General de la Republlca. no 

existe Juridicamente. en su organigrama, ninguna umdad u órgano admimstrativo al que se le encomienden lallores de Politu;a Criminológica, 

salvo una DIrección General de Prevenaon del Delito y Serviaos a la CcmUflIdad. cuyas atnbuClones dadas en el articulo 21 del ordenamiento 

invocado, no corresponden a la etalloraoón de una Polltlca Cnmmológlca naCIonal en ese órgano federal 

Para mayor extensKln y comprensión en este renglón vid. mfra capitulo IV del presente estudiO 

125 Vid Raúl cananea Tru~lIo • Pnnaplos de Sooologla y de Derecho penal • ReVista de la Escuela NaCional de c;,enoas Polif¡cas y 

Sociales, MéxiCO 1955 P 239_ CII por Femando A Samta Lopez • PnSlon preventiva y Ciencias Penales_ (Enfoque ,nterdISCIphnano)_ • 2a Ed 

PornJa. MexICO 1992 p_ 53_ 
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Y, ¿ qué es la Politlca Criminológica? ; respetando el c::.paclo con el <-lue 
gozamos, comenzaremos respondiendo a la anterior interrogante, precisando que 
damos por concedido el reconOCimiento de qUL' la Política Criminológica t'S la 
disciplina científica que se manifiesta artísticamente en la vida social; resolución 
dictada por los científicos penales y criminólogos en particular, que así han 
dirimido la controversia de su naturaleza en el mundo cultural y normativo.126 

Filippo Grammatica, brillante exponente del movimiento de Defensa Social 
que se concibe como un especial camino de la Política Criminológica define la 
política de defensa social como ciencia y no acepta que esta sea considerada como 
sencilla técnica o arte: Encabezando otra postura, el maestro argentino Luis 
}iménez de Asúa estima que la Política Criminal no es una ciencia en el sentido 
estricto de la palabra, toda ve7- que ella forma parte del Derecho Penal." Para 
Eugenio Raúl Zaffaroni, la Criminología y la Política Criminal, poseen un idéntico 
hilo conductor: el poder, y es esta noción la misma que los une en una sola 
disciplina, es decir, la Política Criminal no es la política estatal de lucha contra el 
crimen. La Política Criminal es así 11 la ideología política que orienta al control 
social punitivo."127 

En este sentido, en México se ha pronunciado Francisco Pavón Vasconcelos: 
" Bajo el nombre de Política Criminal, se conoce a la disciplina cornorme a la cual el 
Estado debe realizar la prevención y la represión del delito. En realidad, su 
propósito es el aprovechamiento práctico, por parte del legislador, de los 
conocimientos adquiridos por las ciencias penales, para poder satisfacer los fines 
propios del ordenamiento jurídico. "128 El Dr. Ignacio Villalobos, acude a la 
escuela alemana y rememora que por Política Criminal hemos de entender" _ .. a la 
suma de todas las actividades del Estado que tienden a prevenir o reprimir esta 
clase de actos antisociales, sin perjuicio de que entre todas ellas siga 

126 Para mayor abundamiento del tÓpiCO. vid EmiliO Langle • la Teoria de la Polibca Cnmlnal - Ed Reus Madnd, Espai'ia 1927 P 19 Y ss 

A su vez. se sugiere consultar Fernando GarCla Cordero - Polltlca Cnm¡nal • Op_ Clt p. 59, Mlchelangelo Peláez • IntrodUCCión al estt!dlo de 

la Cnmlnologia • Tr. de Manuel de Rlvacoba y Rlvacoba 3a ed Ed Depalma Buenos Aires, Argentina 1982 p 184 a 186, Stephan HulWltz • 

Cnm¡nologla • Ed Anel Barcelona. Espai'ia 1956 p 18 Y ss. Eugene Flonan • Tratato di d,nto penare • VOl I Mllan, Italia 1926 p 103 Y ss , 

FemandoA Bamta Lopez Op Clt págs 58yss y LUIS Rodríguez MallZanera • Cnmlnologla - Op at p 140 

• AsI se recomienda consultar del mismo autor - Pohllca cnm¡nale e poh~ca di dlfesa SOClale • en R,v,sta di Dlfesa Sooale. que después se 

denOm¡nó como' Revue Intema\lonare de Défense Soclale •. Italia 1952 p 24 A su vez, Vid - La Mesa sooale SClenza autónoma" en la 

ReVista tu supra mcnclOnada en su cd 1957 en la p 1 Y SS, Manuel L6pez_Rey y ArroJo' CompendiO de CnmlnolOQla y Pohllt:a Cnmlllal • Ed 

Tecnos Espal'ia, Madnd 1985 Págs 147-152 , Helnz Zlpf • IntrodUCCión a la Política Cnmlnal • {Knmlr'lalpohbJ<. Elne Elnfuhrung In die 

Grundlagen}. Tr de Miguel IzqUierdo Maclas-Plcavea Esp ReVista de Derecho Pnvado EditOriales de DerechO Reumdas Madrid, España 

1979 pags 18a21 

•• Para abundar se aconseja al lector vid del propio autor' Tratada de Derecho Penal "T I numero 528 Buenos Aires, Argentina Losada 

1950. así como' El Cnmlr'lahsta • T vm (XVII de toda la colecclon). 2a ed MéXICO Cardenas 1990 Págs 18 y ,g, Y • Les rapports de la 

SClence cnmlnelle et du OrOll Comparé' en Revue de SClence Cnmmelle el Orolt Penale Compare Numero 2. 1962 

127' Cnmlnología AprO:O:lmaClón desde un margen • Vol I Ed Temls Bogota. Colombia 1993 p 21 

128' Manuat de Derecho Penal MeXicano Parte General • l1a ed Ed Porrua MéXICO 1994 P 63 
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distinguiéndose específicamente el Derecho Penal como un capítulo de esa 
política."l29 Para el Dr.Raúl Carrancá y TrujilIo, la Política Criminal es una tarea 
inherente al propio Estado, porque éste es quien organiza la lucha contra la 
delincuencia, desplegando un conjunto de acciones que parte de sus órganos 
gubernativos, mismos que a través de múltiples medios se ocupan del fenómeno 
de la criminalidad y de la delincuencia: 

Para el Dr. Luis Rodríguez Manzanera! la Política Criminológica tiene como 
objeto de estudio! los medios y acciones tendientes a la prevención de conductas 
antisociales! medidas que sin duda han de ser nutridas y retroalimentadas de las 
Ciencias Penales que integran el universo cognoscitivo-punitivo.- Para Don 
Alfonso Quiróz Cuarón, la Política Criminológica " ... debe realizar profilaxis 
criminal y la constituyen los procedimientos que son eficaces en la lucha contra el 
crimen "130 Esta rama del saber humano la conceptualiza como una ciencia 
jurídico-represiva! y se bifurca en las vertientes de el arte legislativo-penal, 
dirigido a sancionar el delito cometido, abarcando la critica y reforma de dichas 
leyes vigentes; y la otra esfera se conforma por el quehacer criminológico, es decir, 
contemplando el aspecto socio-fáctico de la criminalidad y de la delincuencia.-

La segunda esfera de actuación de la Política Criminológica, + es la más 
amplia y compleja, y en ella radica la principal tarea de la ciencia penal aquÍ 
presente, no por su contenido cuantitativo (ya que abraza a todo el sistema social, 
sin excluir el análisis de sus subsistemas, y al ser humano considerado como 
sistema aprehensible de conocimiento metodológico), sino por su calidad 
cualitativa. He aquÍ el desafío a que debe enfrentarse inmediatamente la Política 
Criminológica mexicana acorde a nuestros tiempos. 

La Política Criminológica y el Derecho Penal, especialmente, no han de 
sustentarse en la evaluación estadística de la represión delictiva por parte de los 
órganos de Justicia Penal, ya que la eficacia del Sistema de Justicia Penal se 
concentra en la prevención de actos delictivos y de quienes lo cometen. La Dra. en 
Derecho, Maria de la Luz Lima de Rodriguez, ha comprendido aSÍ a la Política 
Criminológica, de tal forma que indica ser un instrumento de transformación social 
que pretende trazar canales eficaces y reales de comunicación entre los 
planificadores y funcionarios públicos de diversos campos, persiguiendo la 
finalidad última: la Justicia Secia!.131 

129 • Derecho Penal Mexicano Parte General • 5a ed Ed Pornja México. págs 22 y 23 . 

• Vid • Derecho penal mexicano. Parte General • 16a. ed Ed. PorrUa. MéxiCO 1988 P 54. 

~Vid • Cñmmologia .• Op. Cil p. 114. 

130 • MediCina Forense .• Op el!. P 1030 

••• Vid lbidem. págs.1023, 1030 y 1031. 

+ Vid. Infra. 

131 Vid .• La Política Criminal' Ponencia al Congreso InternaCional de Derecho PenaL MéXIco. Universidad NaCional Autónoma de Méxlco. 

Escuela NaCional de EstudiOS Profesionales Acatlan 1977 p 82 CI! por LUIS Rodriguez Manzanera Cnminología Op Cit. P 113 

112 



René Gonzálcz de la Veg<l, subraya que en los trabajos de redacción del 
Código Penal Federal de 1931 se ha presentado" a la Política Criminológica, COIno 
un conjunto pragmático y bIen sistematizado de normas, procedimientos, 
objetivos, metas, estrategias y medidas de diversa naturaleza que asume el Estado, 
fundado en los requerimientos y demandas sociales, para prevenir, perseguir y en 
su caso, reprimir la actividad delincuencial. "132 

En lo tocante a la corriente extranjera, el extinto Dr. Gustavo Barreto Rangel 
cita al criminólogo Carlos S. Versele, para quien la Política Criminal es " el arte de 
prevenir y controlar la criminalidad que depende del sistema cultural, sistema que 
depende de las estructuras socio-políticas, las que a su vez, reflejan la organización 
económica_ "133 

Para Alfredo Gautier; es el arte de elegir los medios más idóneos para 
prevenir y reprimir la criminalidad en atención a la Defensa Social. Teniendo un 
enfoque político del sentido de la oportunidad. Vincenzo Manzini la concibe como 
la doctrina de la realidad alcanzable con relación al fin de la prevención y de la 
represión de la delincuencia" El italiano Giulio Andrea Belloni llama Política 
Anticriminal a la " ... teoría del arte de las providencias políticas para la defensa 
indirecta del progreso social contra la criminalidad. "13-1 

El alemán Karl Peters dice que la Política Criminal " es el conjunto de la 
actividad creadora estatal o municipal, o relacionada con el estado o el Municipio, 
dirigida a una configuración adecuada, con la finalidad de prevenir y reducir los 
delitos y sus efectos. "135 Para Edmundo Mezger la Política criminal en lato sensu 
es " el conjunto de todas las medidas estatales para la prevención del delito y la 
lucha contra el delito. "136 Heinz Zipf al respecto participa: " la Política Criminal 
puede definirse brevemente como obtención y realización de criterios directivos en 
el ámbito de la justicia criminal. u .. 

132' Polí~ca CnmlnológlC3 Me)(lcana' Op ot p 1 

133 - Conceptos fundamentales sobre planificaoón de la Política Cñmmal en Aménca latina ", en Cuademos del Instituto Latmoamencano 

para la Prevenoón del Delito y Tratamiento del Delincuente Agosto 1976 P 8,ot por Gustavo Barreta Rangel en' POIit,ca Cnmlnal del Estado 

Me;';ICilno • en Revl¡,la Me;';ICilna úe Jus!loa 1989 No 2 Vol VII Abnl-Jumo 1980 Procuraduría General de la Repubhca y Procuraduría 

General de Justicia del Olstñlo Federal Instituto Naaonal de CienCias Penales. Talleres Gráficos de la Nación. Mé)(ICO 1989 P 24 

'Clt por LUIs RodrlguezManzanera Op ot p 114 

.- Vid Ibldem p 115 

134' Pollbca Cnmmale DiccionariO de Cnmmología • Milán, Italia Valladolid 1943 p 707 CII Ibídem 

135 • Ole Knmlnalpohllsche Slellung des Strafnchters 001 der Besllmmung der Strafrecht5folgen • 1932 P 5 Clt por Helnz Zlpl • IntrodUCCión 

a la Pohtlca Cnmlna! • Op Clt P 3 

136' Knmlnalpohlik auf Knmmologlscher Grundlaye • 2a ed 1942 P 234 ot por Zlpl, Helnz Op elt P 2 

"Opcltp4 
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Mención aparte merece Franz Van Liszt por atribuírsele la dirección de la 
nueva escuela penal en el sentido de pronunciarse por la Política Criminal como 
disciplina penal fáctica, cuyos pilares sociales permiten ampliar el alcance, y dar 
precisión a las Ciencias Penales. Visualizaba a la Política Criminológica como el 
"Conjunto sistemático de principios - garantidos (Slq por la investigación 
científica de las causas del delito y de la eficacia de la pena -, según los cuales 
dirige el Estado la lucha contra el crimen por medio de la pena y de sus formas de 
ejecución. "137 Y en su comunicación al Congreso de Derecho Comparado de París 
en 1900 con su disertación de ' La noción de la política criminal (Slq. , ••• sintetiza 
que la Política criminal es el If Cunjuntu sistemático de principios; según los cuales 
deben organizar el Estado y la Sociedad, la lucha contra el crimen. " 

Ahora bien; el propio autor alemán explica que las Política Criminal ha de 
distinguirse en dos rubros: en stricto sensu: " La Política criminal (Slq significa el 
conjunto sistemático de aquéllos fundamentales principios según los cuales el 
Estado tiene que sostener la lucha contra los delitos por medio de la pena y sus 
instituciones afines (casas de corrección, casas de trabajo, etcétera).138 En lato 
sensu, la Política Criminal es u el conjunto sistemático de los principios 
fundamentales basados en una investigación científica de las causas de los delitos y 
de los efectos de la pena, según los cuales el Estado, por medio de la pena y de sus 
instituciones afines, sostiene la lucha contra los crímenes. H* Ésta última es la idea 
que conceptualiza la palabra germana Krirninalpolitik. -

Las múltiples ideas vertidas permiten lograr una idea breve y primera de la 
ciencia penal básica, tal cual es la Política Criminológica. La naturaleza de esta 
disciplina es dual e indisoluble: es el arte científico:- que corresponde al Estado 
desplegar en forma ordenada y coherente, ciñéndose a los postulados e 
imperativos consagrados en nuestra Ley Fundamental, mismos que se traducen en 
el Bien Común: la Justicia Social. 

México necesita una Política Criminológica en su sistema jurídico-político 
que permita el libre y normal desarrollo social, cultural y económico que merece el 
pueblo mexicano. La Política Criminológica a que aludimos ha de ser el arte 
punitivo de la toma de decisiones públicas surgidas en el seno del Estado, que 
comprenda un conglomerado cognoscitivo sistematizado, teórico y práctico, de las 
normas, procedimientos, medios; estrategias y providencias en la prevención" 
persecución y represión de la delincuencia - en primera instancia -, así como de la 

137· Knmmalpolibsche Aufgabel'l_' en Zeitschnffiirdle gesamte Strafrechswissenschaft IX, 1SS9 Cll por Emilio Langle Op al P 17 

••• Víd Emlbo Langle. Ibid 

138· StrafrechUlche Aufsutze und Vortrage. "l. Ed. Guttentag Benin, Alemania. 1905, p. 290 Cit por Emilio Langle Op. oc p. 17 

"Ibid P 292 

•• Víd íbídem p. 17 

-. Ibídem. p 22 Y LUIS Rodríguez Manzanera .• Cnmlnología • Op. Clt p_ 114, MiCheIangelo Pelaez Op. al págs 184 a lS6 En este mismo 

sentidO concuerda el Dr Fernando A_ Bamta LopeL Op dl. P 60 
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propia ejecución de la sentencia penal y lograr la reinserción social del delincuente 
o del infractor penal en su cJ.so, con el objeto de obtener un control social de hl 
criminalidnd, y la delincuencia a través del sistema social, cultural, económico, y 
jurídico, para lograra así la Justicia y Paz Soclal necesarias para el dL'Sarrollo 
integral del país, esto es, del Bien Común. 

La Política Criminológica mexicana es así considerada por esta tinta, como 
un instrumento social, no como un fin. Y en este sentido, este instrumento ha de 
concebirse, orientarse, y dirigirse jurídicamente, lo cual implica que su realización 
ha de encuadrarse en el Estado de Derecho dado por nuestra Ley Fundamental y 
demás leyes emanadas de ella. Las actividades que surjan a través de su ejecución, 
indefectiblemente serán efectuadas en correspondencia mutua, por el Estado y sus 
órganos con la propia sociedad. 

4.2.- EL DERECHO PENAL EN LA POLíTICA 
CRIMINOLÓGICA. 

Parte trascendental de la Política Criminológica es la concerniente a la crítica 
y propuesta de reforma del Derecho Penal en sus vertientes sustantiva, adjetiva y 
ejecutiva, con la intención primaria de consolidar una Justicia Penal acorde a los 
mandamientos de nuestra Carta Magna y las leyes ceñidas a ella. Subrayando que 
esta labor se efectúa en la torre científico-criminológica cuyo terreno de estudio es 
empírico, porque su objeto de estudio son las conductas anti-sociales. En tanto que 
para el Derecho Penal la torres es la científico-penat y su campo esta constituido 
jurídicamente en las leyes penales, enfocando su análisis al delito mediante la 
dogmática jurídico-penal. Esta distinción se convalida por Don Luis Jiménez de 
Asúa: " La verdadera Ciencia Jurídico-penal es la Dogmática de nuestra disciplina, 
y la verdadera Ciencia Criminal es la Criminología, en su más vasta acepción. "139 

En esta tesitura, al hablar de ellas hemos de tener presentes que por naturaleza, son 
distintas por contenido, objeto, método y conclusiones, pero no implican su 
exclusión, sino a la inversa, son disciplinas que se atraen recíprocamente porque 
convergen en la tarea básica del Estado: la lucha contra la criminalidad y la 
delincuencia. 

Empero, la Política Criminológica por ser ciencia interdisciplinaria requiere 
del concurso de las ciencias penales - jurídicas o no -, para tener vida y cumplir sus 
cometidos funcionales en la sociedad. Siendo sus principales bases la Criminología 
y el Derecho Penal, ambas forman un binomio indisoluble que implica una 
integración entre el análisis empírico y la especulación teórica. Y no son posibles 

139· El Cnminahsta • T. VUl (T XV1! de la coleco6n) Op o! P 25 
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separar en la tarea del entendimiento, prevención, represión y control eficaz de la 
criminalidad y la delincuencial40 

Estas columnas angulares afortGnadamente han cesado una discusión 
bizantina en torno a la supremacía y dirección de una sobre la otra, ya que han 
concluido que su papel es de coordinación e integración. En palabras de Roxin 
diríamos que la Criminología y el Derecho Penal están llamadas a entenderse.141 

La realidad crirninógena ha de ser motivo de una investigación criminológica 
capaz de analizar científica y objetivamente tal fenómeno. Los resultados de este 
proceso necesitan una acogida jurídica que la transforme en proposiciones, 
proyectos o imperativos normativos positivos. 

Este rumbo se dirige a un modelo integrado, que ha sido denominado por 
Franz Van Liszt como ciencia penal totalizadora o gesarnte 
Strafrechtswissenschaft '.142 Esta visión global unificada del sistema social es una 
respuesta válida a la criminalidad y la delincuencia contemporánea, la cual para 
prevenirla, controlarla y últimamente, reprimirla, demanda un instrumento 
metodológico eficaz y moderno, - como lo es la Teoría de Sistemas -, de un enfoque 
interdisciplinario y una unidad del saber penal. 

Singularmente, las ciencias penales jurídicas y las empíricas se aproximan 
para lograr una lucha real contra la delincuencia y la criminalidad, en el saber 
causal y el jurídico que contiene los derechos públicos subjetivos mejor conocidos 
como garantías individuales. La colaboración, por tanto, de las Ciencias Penales 
permiten dar alternativas viables de solución al problema social lacerante de toda 
sociedad: la delincuencia. 

Con toda precisión el Lic. Fernando García Cordero se pronunció en su 
discurso de ingreso a la Academia Mexicana de Ciencias Penales,* por atribuirle a 
la Politica Criminológica el revestimiento de arte en el renglón legislativo-penal, 
porque aquí se constituye como el punto de unión de la ley con la administración 
de justicia. Es el arte legislativo-administrativo. El arte legislativo se constituye en 
señalar en los cuerpos jurídicos, la conducta, lugar y momentos concurrentes para 
atribuirle a una conducta, positiva o negativa, el carácter de delito; y el arte 
administrativo comprende la instalación de los mecanismos, instrumentos y 

140 Vid. AntoniO Garcia·Pablos de Malina o Cnminologia Una mtroducaón a sus fundamentos teóricos para Juristas. o Ed Tirantlo Blanch. 

Valencia, España 1992- p. 87 

141 Claus ROXIn o PallUca Cnmlnal y sIstema del Derecho Penal • Ed Sosch Barcelona, España. 1972- p 34 Y ss. 

142 CI! por Antonio Garcia Pablos de Mollna. o Cnmmologia Una mlfodl!CC!on Op al p SS. 

o DisertaCIón dada por el LIC- Fernando Garcia Cordero el dia 4 de dloembre de19S1 al mgresar como miembro supernumerario a! orgamsmo 

penal CItado, el cual se titulo o Modelo de Desarrollo, AdmmlstraCión de Jus~oa Penal y POliúca Criminal, y cuya respuesta de bienvenida fue 

hecha por el Or SergiO García Raminaz Esta ponenCia se publLco en la ReVIsta 'Crimmalla' Órgano de la Academia Mexicana de Ciencias 

Penales Afio XLVII, numeros 10·12 Octubre-Oioembre 1981 México, Pom:ia 1981 págs 75 a 105 
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programas a implantarSl\ pura prevenir esas conduct<lS ddictivas. H3 Continuando 
con su razonamiento Qn el terreno social afirma: " L.l política criminal (SIC) refleja 
la transformación del derecho en herramlCntJ del progreso social. La política 
criminal nace dentro del derecho y se desprende de él para convertirse en una 
disciplina aplicada. "H4 

Congruente con los anteriores juicios, el jurista español Antonio García­
Pablas nos explica la relación interdependiente entre las tres ciencias penales 
tratadas, a saber: " La Criminología está llamada a aportar el sustrato empírico del 
mismo, su fundamento científico. La Política Criminal a transformar la experiencia 
criminológica en opciones y estrategias concretas asumibles por el legislador y los 
poderes públicos. El Derecho Penal a convertir en proposiciones jurídicas, 
generales y obligatorias, el saber criminológico esgrimido por la Política 
Criminal."145 

Funcionalmente, la Política Criminológica posee un radio de operación más 
vasto que la Criminología y el Derecho Penal, al tener como función social la 
instrumentación de una estrategia global en la lucha contra la delincuencia en 
todos sus frentes y que desea la protección general del hombre y sus instituciones, 
ya sean económicas, sociales y políticas, tarea que no es posible imaginar sin contar 
con la formulación, planeación y ejecución de una Política general que se justifique 
en la Justicia Social. La exigencia rebasa a la mera reforma legislativa del Derecho 
Penal. Es así como la Política Criminológica ímpIíca un proceso que incida en 
estructuras sociales, culturales, económicas, jurídicas e inclusive, políticas. Carlos 
Severín Versele establece en este sentido que esta labor por su magnitud ha de ser 
llevada a cabo por un equipo multidisciplinario que actúe en forma 
interdisciplinaria, para que su investigación se traduzca en una acción social 
efectiva en el control de la criminalidad y la delincuencia (de la prevención a su 
ejecución); y afirma: " La política criminal (SIC) no es, en primer lugar, ni 
exclusivamente la tarea del jurista. Es en verdad, la tarea tanto de los 
representantes del pueblo o de las autoridades democráticas, como de los 
especialistas de las varias ciencias del hombre y de la sociedad, del 
comportamiento humano y de las relaciones sociales."146 

Conforme a lo expuesto tenemos que la Política Criminológica no es parte 
disciplinaria del Derecho Penal, pero tampoco es dable conceder que en lo futuro, 
la Política Criminológica absorba al Derecho Penal para que éste desaparezca, o 

143 Vid Fernando Garcla Cordero Modelo de Desarrollo, AdmmlstraClón de JustiCia Penal, p 86 

144 Fernando Garcla Cordero POfitlca Cnmlnal Ensayos MéXICO Manuel Porrua 1987 p 171 El autor es Director de la Revista· Cnmlnaha ., 

Siendo el Órgano de la Academia MeXicana de Ciencias Penales 

145 Antonio Garcia·Pablos de Mollna • Cflmlnologla Una mtrQducclon a sus fUl1damentos teóricos para Junstas ·Op el! P 89 

146" la Politlca Cnmmal' en el Pflmer coloqUIO sobre POII!lca Cnmlnal el1 Aménca Latina !nstltuto Naclona! de CienCias penales Talleres 

Grtlficos de!a Naclon 1976 MéXICO P 70 El Dr Cartas Severíl1 V en d<cha data fUl1gía como Director del Centro de Soclologia del Derecho y 

de la Uruversldad Libre de 8ruselas. 8élglca 
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que inclusive, la Política Criminal sufra la misma suerte, y ello es aSÍ por que las 
tres son ramas cognoscitivas independientes en su existencia, objeto y método de 
estudio; pero interdependientes entre sí, en relación a su funcionamiento, 
conclusiones y fines. Considerando que la Política Criminológica se exige 
funcionalmente de ambas, gracias ala oportunidad que se derrama de ella hacia 
toda la estructura gubernativa para perrnear las esferas culturales, sociales, 
educativas, económicas, jurídicas y políticas; es válido señalar que la Criminología 
y el Derecho Penal se localizan dentro de su mecanismo sintético de cognición. 

En la praxis jurídica, la respuesta institucional en México al fenómeno de la 
criminalidad y la delincuencia ha de considerarse a partir de una Política Criminal 
insertada en el Estado de Derecho que se sustenta en la persona humana de 
acuerdo con nuestra Ley Fundamental, misma que anhela establecer un sistema 
penal para legislar sobre delitos, juzgar a los inculpados, administrar la reinserción 
social que abarca la ejecución de las penas y medidas de seguridad, y 
esencialmente, la prevención del delito, del crimen, es decir, llevar a cabo una 
prevención general)';7 

Si la Política Criminológica se destina a la planificación y regulación del 
poder penal consustancial al Estado, tenemos que es la disciplina que enlaza a la 
Criminología y el Derecho Penal recogiendo sus conclusiones científicas en sus 
respectivas competencias. Esta convergencia interdisciplinaria se traduce en una 
ingeniería de la lucha contra la criminalidad y en la especie, de la delincuencia. El 
Lic. Marco Antonio DÍaz de León destaca la función coronaria de la Política 
Criminológica en la vida del Estado: " Un Estado sin Política Criminal definida, 
acorde a la Constitución, es un Estado obnubilado. Una Política Criminal sin 
soporte constitucional, carece de eficacia para el Estado, o bien es arbitraria por 
omitir el sello de la licitud. "148 

147 Vid Marco Amomo Ola<: de Lean .• Bases constltuCJonales et1 matena penaL· Cnminal'2 . Órgano de la Academia Mexicana de Ciencias 

Penales Año LVIII No 1 Enem-abnl1992 Mexlco porrua 1992 p 40 

1481bidem p 41 
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4.3.- FINES DE LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA. 

Doctrinariamcntc se ha distmguido a la Politica Cnmino!ógica de la política 
penaI,149 entendiendo por t1l1uélla una disciplina más compleja y amplia, que 
encierra la posibilidad de transformaciones sociales e institucionales en la lucha 
contra la delincuencia o la criminalidad (en el terreno preventivo), que se traducen 
en una reforma en los órganos encargados de la Procuración, Administración y 
Ejecución de la Justicia Penal; en contrapartida, la política penal se constituye por 
la organización jurídica en sus fases de investigación académica y legislativa, así 
como su evaluación jurídica y política, de la sencilla reacción punitiva del Estado. 
Lo anterior se traduce en un mayor campo de obrar para la Política Criminológica 
en el terreno social, porque su intervención no se presenta únicamente ante la 
presencia del delito, del delincuente y la pena. Valga esta nota considerando que 
esta precisión es de grado y no de esencia, porque ambas disciplinas en acción se 
funden en una maquinaria expresamente diseñada para la Defensa Social contra la 
delincuencia y la criminalidad, que permitan la formación de nuevas relaciones 
sociales y económicas más justas y democráticas, las cuales son dables únicamente 
en un marco de sana convivencia garantizada por un Estado de Derecho vigoroso. 
Continuando con nuestra exposición hemos de concentrarnos, de momento, en la 
ciencia abordada. 

La Política Criminológica por ser un arte-científico, por naturaleza, no busca 
una finalidad específica en virtud de que su actuación incide en todos los ámbitos 
en que se desborda la Administración e Impartición de la Justicia Penal, la cual 
cubre con su manto la prevención de la delincuencia, la persecución de los 
delincuentes, la represión de la delincuencia, y la reincorporación del delincuente 
en la sociedad a partir de la sanción penal emitida por los tribunales competentes. 
De esta forma, hemos de tener presente la composición policientífica que posee, 
recabando así algunas propiedades teleológicas de las mismas disciplinas, claro, en 
función de la síntesis criminológica dada por su ciencia base: la Criminología. En 
este orden de ideas, la Política Criminológica tendrá objetivos últimos que 
aglutinan las metas particulares perseguidas por las ciencias de la constelación 
penal (ciencias jurídico·penales, criminológicas, históricas y filosófico-penales, 
médicas y esenciales): 

Indudablemente queda en pie la observación dada por Emilio Langle para la 
Política Criminológica en la esfera legislativa y del Derecho, en particular, del 
Penal. En esta perspectiva, la Política Criminológica se bifurca en crítica y 

149 Víd Alfonso Zambrano Pasquel • Nueva Cnmlnologia y Derecho Penal • en· Cnrnlnaha' Órgano de la Academia MeXicana de CienCias 

Penales Ai'io UI Nos '.12 Enero-Dlclembre 1987 Ed Porrua MéXICO 1987 P 236 El aulor del ensayo es Profesor dellnstllulo Superior de 

Cnrnlnologia y CienCias Penales de la UniverSidad de GuayaqUil, Ecuador 

• Vid. supra Capitulo 2, apartado 21 
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constructiva o legislativa.150 Evocando a Vicenzo Manzini y a Franz Von Liszf, 
hemos de identificar que las Política Criminológica crítica, se ocupa del examen 
científico-jurídico del Derecho Penal vigente en un espacio y momento dado con la 
meta de indagar la oportunidad de las incriminaciones agravantes, atenuantes, la 
naturaleza y proporción de la pena o sanción penal por aplicar, sobre las lagunas 
de la ley, criterios jurisdiccionales y jurisprudenciales, sobre las bondades y 
utilidades fácticas del tratamiento de infractores penales ... en fin, de la valoración 
del Derecho Penal vigente en los ámbitos sustantivos, adjetivos y ejecutivos, para 
que con sus conclusiones dictamine su estado jurídico y social, en razón de las 
directrices dadas por la Justicia Penal, sin olvidar el criterio politico de la obtención 
del Bien Común. 

Concerniente a la Política Criminológica constructiva o legislativa, no es 
posible emprender en ella sin contar con los conocimientos propios de la Política 
Criminológica crítica, toda vez que ésta proporciona la visión correcta del camino 
que ha de emprender una futura legislación penaL El entendimiento e 
interpretación del Derecho Penal en su conjunto y en las relaciones sociales que 
emergen y se presentan en él, es el escalón previo a la Política Criminológica 
legislativa o constructiva, la cual se dedica a construir una nueva legislación penal 
que proporcione normas más humanas, equitativas y prontas, disposiciones cIaras 
y positivas, y por último, derogue o abrogue, en su caso, toda ley que sea lesiva de 
los fines trazados y perseguidos por la Justicia PenaL La Reforma Penal de la 
legislación y su correcta aplicación en la vida jurídica, localiza su nido en esta rama 
- si se nos permite denominarla así -, de la Política Criminológica. 

Sin embargo, la Política Criminológica en lato sensu no se limita a sus 
expresiones críticas y constructivas en materia legislativa ya que su labor 
encomendada trasciende allende de las fronteras jurídico-penales dadas por el 
Derecho Penal vigente en un espacio y tiempo específico. La Política Criminológica 
supera un estudio puramente dogmático en la norma penal. La Política 
Criminológica parte de los hechos y de la propia realidad imperante en una 
sociedad, específicamente en los fenómenos y entes antisociales, para que al final 
de un proceso cognoscitivo y práctico se vuelva hacia la propia comunidad 
suministrándole los planes, programas, instituciones, normas, instrumentos y 
mecanismos más eficaces en la lucha contra la delincuencia y la criminalidad. 

A primera vista surge la Polilica Criminológica como una ciencia que 
investiga, examina, crea, reforma y evalúa la legislación penal. Si seguirnos esta 
lógica tendremos que la Política Criminológica es una ciencia jurídica, y tal 
apreciación recogida por Jirnénez de Asúa y Hans Goppinger)51 no es la correcta. 

150 Vid Emilio langle Op_ ClI págs. 25 y 26 

'idem 

151 Vid LUIS Rodríguez Manzanera Cnml110logia Op ClI P 122 
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Es dable conceder que b. Polítici.1 Criminológica en su primer inst':1Ilte operacioll<ll 
se actualiza en la vertiente legislativa, pero no es ni la 111<)S importante, ni la única y 
precisamente nuestro orden jurídico vigente así lo corrobora. Y en matena penélt el 
Lic. Fernando García Cordero ha resaltado este méll legislativo que aqueja a 
México, y que no permite la unidad jurídica del país; en esta medida, el logro de 
las metas trazadas por las políticas preventivas, represivas, persecutorias y 
ejecutorias de la Justicia Penal se diluyen en todo este mar de cuerpos jurídicos en 
materia penal y punitiva. La unificación de la legislación penal se constituye como 
respuesta válida a este problema.152 Recalcando que el fenómeno de la delincuencia 
o la criminalidad, no son contables o erradicables por estructuras intelectuales 
normativas de índole penal, ya que la Ley Penal corresponde al mundo del deber 
ser, no del ser. La criminalidad y la delincuencia no son problemas que se 
solucionen y resuelven por la ley: La Política Criminológica aborda así la propia 
vida social expresada en los hechos antisociales y las personas que las cometen, 
constituyéndose como un summum de conocimientos provenientes de las Ciencias 
Penales. 

La esfera de la Política Criminológica es amplia y sus fines corren la misma 
suerte, y el Dr. Sergio García Ramírez considerando que la Política Criminológica 
se ubica dentro de un esquema general de la Política, desmenuza los fines más 
trascendentales: insertar al delincuente, o infractor penat en la comunidad humana 
a la que pertenece, la libertad, la justicia individual y social, y el desarrollo de los 
hombres y de los pueblos, en los órdenes morales, culturales, económicos, sociales, 
jurídicos y políticos.153 La propia magnitud de estos objetivos denotan su 
trascendencia capital para la vida comunitaria, la cual no se circunscribe a la 
República Mexicana, sino a cualquier Estado y el propio Distrito Federal. 

Por contener los objetivos últimos de la Justicia Penal, la Política 
Criminológica ha de desplegarse en el seno del Estado por ser éste la entidad 
jurídico-política que posee el poder público, el poder político y en nuestro ámbito, 
el poder penal legalmente organizado, pero esta sentencia no debe entenderse 
como una facultad discrecional o arbitraria. El Derecho Penal, lato sensu, por su 
esencia y contenido exige, como ninguna otra rama jurídica, estricta sujeción de los 
órganos de Gobierno, a los principios e imperativos emanados de la Carta Magna, 
de la cual deben partir los principios que delimiten su actuar y competencia, sin 
menoscabo dela coordinación necesaria para hacer frente a la delincuencia en 
forma directa, y en forma indirecta, a la criminalidad. 

152 Vid. Fernando Garcia Cordero •• La Reforma Procesal Penal 1983·1988 • la ed Ed Manuel Porrua MéXICO '988 pégs 393 a 397 

• Un Instrumento estatal que anhela tan nobles. humanos y necesanos obJetIVOS. bene una presenaa polit,ca preponderante en la Vida social. 

por tanto. su actuar debera encuadrarse en el uso del poder públiCO constltUClor13lmente delimitado para con los gobemados. conforme a las 

denomllladas garanlias lnclvlduales consagradas en nuestra ley Fundamental y de los derechos humanos. ya que su respeto y salvaguarda en 

conjunto perrmten hablar de la dignidad humana 

153 Vid SergloGarcia Ramlrez. en el discurso de clausura del Primer ColoqUIO sobre POllllca Cnmlnal en Aménca LaMa MéXICO Insbtuto 

Naaonal de Clenaas Penales Op ot p 146 
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Por su parte, el Líe. Marco Antonio Díaz de León, desdobla las finalidades 
perseguidas por la Política Criminológica. En primer término aborda el tema a la 
luz del Sistema de Justicia Penal constirucionalmente regido~ a saber: H ._. la 
Política criminal (SIC) intenta precaver las tendencias delictivas disgregantes de la 
sociedad, en su caso, controlarlas - impidiendo o corrigiendo sus causas y efectos -, 
para garantizar con justicia y sancionar, rehabilitar o curar a quienes cometen estos 
ilícitos. "154 Gozando de un criterio más profundo y fino en materia punitiva, el 
propio autor subraya las bondades de las medidas de seguridad en relación a las 
penas, manifiesta que la Ley Penal ha de contemplarlas en mayor medida, ya que 
la Política Criminológica triplica su cometido en los fines primarios, inmediatos y 
mediatos, en palabras propias abunda al respecto: 

" ... los fines primarios buscados por el Estado dentro de la política criminal 
( SIC ), por conducto de las medidas que nos ocupan, son dar seguridad al género 
humano, al gobernado, a la convivencia social y al propio Estado, respecto de sus 
bienes, de la vida, o bienes juridicamente tutelados, frente a los lesivos efectos del 
delito cometido por personas inimputables o anormales. 

Por su lado, los fines inmediatos de política criminal ... se dirigen a 
menoscabar concretamente algún o algunos bienes jurídicos (garantías 
individuales) del sujeto activo del delito, en el caso inimputable o anormal, como 
remedio o recurso extremo ante la experiencia del crimen, traducido comúnmente 
en restringirle o privarle su libertad, con objeto de impedir recaiga en otro 
resultado delictivo, para lo cual se le segrega de la vida social durante equis 
tiempo. 

Los fines mediatos de política criminal que trata de obtener el Estado por 
medio de las medidas de seguridad, surgen del momento en que, a virtud del fallo 
definitivo jurisdiccional que así lo ordene, se logra segregar de la convivencia 
social al inimputable o anormal. Es aquí de donde privar a estos de su libertad 
individual en la forma más conveniente .. en relación a su condición de incapacidad 
y a su peligrosidad, se inician los aludidos fines mediatos que el Estado busca con 
las medidas de seguridad. "155 

La Política Criminológica se configura asf corno el punto cenit de la 
teleología de la constelación penal, al sintetizar en un axioma su actuar: la lucha 
contra la delincuencia y la criminalidad. Comprendiendo la labor pristina de las 
Ciencias Penales, la cual se constituye en la prevención de conductas criminales y 
delictivas en la sociedad, más allá de la prevención general o especial basada en la 
aplicación de la sanción penal que en la práctica es la pena. Desprendiéndose de 10 

154· Bases consbtuClonales en matena penal • Op DI P 41 

155 lbídem_ pags 63-66_ 
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anterior, que la prevención dt' los dl,J¡tos o de otras conduct.:ls antisociales que 
atenten o consuman un dailo ¿¡ 1<1 person~l, <1 sus sOCiedades y asociaciones, a su 
estructura social, y en lin, a sus 1I1stituciones, demanda la intervención del Estado a 
través de sus funciones legislativa, judicial y ejecutiva, en todos y cada uno de sus 
órganos en las tres esferas políticas en que se desenvuelve la vida de la Nación. El 
Dr. Raúl Carrancá y Rivas apuntala este pensamiento al decir 11 A todo el Estado, a 
todo el enjambre de su organización administrativa, compete e interesa la tutela y 
salvaguarda de los bienes jurídicos. "156 

No pudiendo resistir la oportunidad de aprovechar este espacio, 
enunciaremos los fines de la Política Criminológica en diversos ámbitos, de 
acuerdo a nuestro particular juicio, a saber: 

• En la esfera políticn.- Formular, crear, conducir, orientar, preservar y 
salvaguardar la Seguridad Pública y la Seguridad Nacional ante los embates de la 
criminalidad o de la delincuencia organizada internacionalmente, y cuya vertiente 
más representativa es el narcotráfico. En la medida en que se obtengan estas metas, 
el Estado reafirmará la guarda y ejercicio del poder político que se instituye en 
beneficio de sus gobernados. El Estado de Derecho que se materializa en los 
instrumentos democráticos y republicanos, indefectiblemente han de ser 
encarnados por los servidores públicos honestos, imparciales, eficientes y leales, 
conforme al imperativo contenido en el artículo 113 constitucional, porque es 
inaceptable que en él intervenga, en forma directa o indirecta, la delincuencia 
organizada, - sustantivamente hablando si se nos permite el término -. El poder 
público corresponde exclusivamente en goce y ejercicio al Estado, por mandato de 
nuestra Ley Suprema, y si bien es cierto que de facto lo gozan otros grupos 
sociales, económicos, y culturales, éstos legitiman su distribución en función de la 
búsqueda del Bien Común, de la Justicia Social o de otros fines, valores o 
principios propios de la naturaleza del hombre, jamás se deberá permitir que sea 
en contra de la condición humana. 

La relación existente entre la Seguridad Pública y la Seguridad Nacional, 
con el poder político es directamente proporcional. La legitimidad, en lato sensu, y 
la estabilidad en el en el sistema político mexicano será el resultado de la correcta 
solución a esta ecuación social. 

• En el ámbito jurfdico.- Circunscribiéndose al campo penal, busca una real, 
justa, imparcial, pronta, expedita y más humana procuración, administración y 
ejecución de la Justicia Penal. Destaca sobremanera la Política Criminológica crítica 
y legislativa que implica todo el mecanismo científico-jurídico para llevar acabo la 
Reforma Penal en nuestro orden jurídico vigente, recordando que en México se 

156 • Renovación moral y Fllosofla Penal' Revista de la Facultad de Derecho de Mexlco Universidad Nacional Autónoma de MéXICO 
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requiere enfatizar en este campo al Derecho Procesal Penal, y al Derecho 
penitenciario o Derecho Ejecutivo Penal, ya que éstas son el bosque que no hemos 
visualizado por las ramas constituidas por el Código Penal principalmente. 

En esta esfera la Política Criminológica se nutrirá notablemente de la 
Ciencia del Derecho Penal que se sostiene en tres pilares fundamentales: el delito, 
la sanción penal que principalmente se fonna con la pena, y el delincuente o el 
infractor penal en su caso, quien es el eje de este sistema. 

La búsqueda de la Justicia Penal y la Seguridad Jurídica que determina la 
Constitución Federal, no se excluyen, sino más bien se integran por la Política 
Criminológica . 

• En el orden social.- Orden y control social que a través de la Política 
Criminológica se concretiza principalmente en la prevención de conductas lesivas 
al hombre, a la comunidad y a sus instituciones. La prevención de la delincuencia y 
la criminalidad se constituye así corno el terreno más amplio y abrupto para ser 
sembrado por la Política Criminológica. 

Simultáneamente la estabilidad social que se logra en un estado de sana 
convivencia no es posible lograrla si impera la violencia y la delincuencia, alIado 
de la criminalidad. En este orden de ideas si se busca fincar el desarrollo social de 
la Nación mexicana como un sistema de vida en constante mejoramiento integral, 
democrático y garante del cabal ejercicio de la libertad y dignidad humana, 
previstas y tuteladas en nuestra Ley Fundamental,157 la Política Criminológica 
deberá proporcionar las directrices necesaria a seguir para minimizar la 
marginalidad urbana y rural existente en nuestro país, atacando los factores que la 
ocasionan de acuerdo a los conocimientos emanados de la etiología de la 
criminalidad y de la delincuencia . 

• En la dimensión económica.- Primeramente, la estabilidad económica o el 
equilibrio de los procesos económicos en nuestro país, es una finalidad mediata de 
la Política Criminológica y de cuya eficacia se desprenderán las consecuencias 
necesarias y suficientes para incidir en el sistema económico de nuestro país, amén 
de los efectos internacionales surgidos en la época de globalización e 
interdependencia. Afinnamos que en primer término, porque en un estado de 
equilibrio social, jurídico y político, regido por la Paz, se alejan las posibilidades de 
rápidas e imprevistas oscilaciones negativas en el mercado bursátil y monetario 
que impiden un desarrollo económico sustentable. El precedente razonamiento 
significa que en un clima de violencia instaurado por la delincuencia o la 
criminalidad, se produce incertidumbre y desconfianza en las instituciones del 
país, porque ello denota una debilidad e impotencia gubernativa para preservar la 

157 Vid fundamentalmente, articulos 30 fraCCIón 11 en sus ¡nClsos aj, bj y el; y 25 en su pnmer párrafo 
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seguridad jurídIca del patrimonio, individual () colectivo, y de la mtegridad fisica 
de sus habitantes, y esto se trdduce económicamente en un desequilibrio en las 
actividades financieras que genera una contracción en el flujo de acciones 
mercantiles, valores y capitales, ya sean nacionales o extranjeros; es decir, se 
presenta una fase de deprcsión.158 

En segunda instancia, coadyuva a la consecución de objetivos propios de la 
Política Económica y la Economía misma, los cuales se resumen en la consolidac:6n 
del desarrollo económico de México, y en el futuro se aspire al crecimiento 
económico del país.159 De esta forma la Política Criminológica se localiza en una 
relación estrecha con la Economía, formando un binomio indisoluble en sus fines 
últimos: Justicia-Desarrollo. No es imaginaria o casual tal relación como se puede 
corroborar en nuestra Carta Magna en su articulo 25 que esta inmerso en su parte 
dogmática, con lo cual se vislumbra el espíritu constituyente: enlazar los derechos 
humanos clásicos del hombre con los derechos humanos económicos, toda vez que 
los principios básicos del sistema económico mexicano se sitúan en co-relación a la 
libertad y dignidad de individuos, grupos y estratos sociales; el uno sin el otro no 
se conciben en un Estado moderno, democrático y de DerechoY,o 

Como podrá apreciar el lector estos fines, que a título enunciativo y 
particular mencionamos, no se presentan aislados y no son independientes entre sí, 
porque unos implican a otros. Realmente entre ellos la interdependencia impera en 
razón a la presencia global e integral de la Política Criminológica en el país que se 
implemente, ya que sus efectos se derraman en los sistemas más importantes: el 
social, el político, el jurídico y el económico, por tanto, los fines variarán en 
atención al conjunto y problema específico a solucionar. Ahora bien, estas esferas 
que inciden necesariamente en la concepción y ejecución misma de la Política 
Criminológica, se fusionan en ella; y si llevamos a cabo una concatenación global 
de sus metas, colegiremos que su objetivo central es el combate eficaz a la 
criminalidad y a la delincuencia én "toaos los niveles y frentes posibles que permita 
nuestro Orden Jurídico, con la finalidad de tutelar y salvaguardar la existencia y 
desarrollo del género humano y sus instituciones, de las conductas antisociales. 

158 Vid Jacmto Faya Viesca • Fmanzas Publicas· 2a ed Ed Pomia MéXICO 1986 págs 349 y 350 

159 Actuatmente debemos hablar det desarrollo económiCO en MéXICO ya que aún no hemos alcanzado un nivel estable en Su desarrollo 

finanCiero. y Siguiendo a Hert>er, sólo es permiSible hablar de crecimiento económico en aquellas economías que viven niveles permanentes de 

desarrollo sustentadas en una economla ya desarrollada Vid Jacmto Faya Vlesca Op CI! pags 362 y 363 

160 Vid Et al1 • Constitución PohtlC3 de los Estados Unidos Mexicanos Comentada • 5a ed Procuraduna General de la Repúbllca­

UniverSidad NaCional Autónoma de Méxlco-Ins~tuto de Invesllgaclones JUridlC3S MéxIco En el comentano al articulo Citado por Andrade 

Sánchez.Eduardo págs 114.115y117 

A su vez. en este mismo senlldo se pronunCia el lIc Miguel de la Madnd Hurtado en el comentario al mismo precepto en la 9a ed (1997) de la 

obra Invocada editada por la Universidad NaCional Autónoma de MéXICO a través de su Instituto de IrlVeshgaClones Jurídicas y la casa editonal 

Pomia. páginas 321, 322. Y 323 
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También es útil aclarar que la Política Criminológica Política Criminal no se 
constituye en una ciencia omnicomprensiva u omnipotente por gozar de una 
pluralidad de fines globales en diversos ámbitos que repercuten en la vida 
nacional. La actuación general de la Política Criminológica se debe a que se 
concibe, gesta y desarrolla en la política general diseñada en el Estado, con la 
conjunción de la propia sociedad, en un marco jurídico constitucionalmente 
determinado. Es decir, la consecución de las metas trazadas por la Política 
Criminológica no se limitan a la praxis persecutoria y represiva de los órganos 
expresamente dotados para cumplir con estas funciones, porque la praxis 
preventiva y ejecutiva de las sanciones penales trascienden a toda la estructura 
jurídica, política, social e incluso, la económica, en consecuencia, el Estado se 
constituye como el complejo organizacional que regulará la vida colectiva a través 
de sus funciones y órganos, delimitando las políticas específicas a seguir por cada 
uno de ellos, conforme a la competencia y atribuciones que les confiere la ley. Para 
efectos de la Política Criminológica es aplicable a este mecanismo gubernamental, 
ya que su síntesis e integración permitirá que obtenga sus metas. 

5.- ACTUACIÓN Y VIABILIDAD DE LA POLÍTICA 
CRIMINOLÓGICA. 

JI La Política Criminal es más bien cosa de acción 
que de doctrina. " 
Pedro Dorado Montero. 

5.1.- ESFERAS DE ACTUACIÓN. 

El delito y el crimen, hoy día, se han diversificado en el ámbito social a un 
grado asombroso de especialización. Los escenarios en los cuales se desarrolla el 
delincuente y el criminal, no son idénticos en razón de los propios agentes activos; 
de los mecanismos, instrumentos o medios comisivos por los cuales efectúan un 
hecho criminal o delictivo; de los bienes jurídicos o materiales afectados, de los 
factores, causas, y motivos presentes en los sujetos activos; de los ofendidos o 
víctimas que resienten los efectos de tales conductas; del espacio territorial 
abrazado tanto en la preparación y comisión; como de los efectos de la 
delincuencia o criminalidad; del estrato social en que surge o el que afecta; e 
incluso, por el grado de daño o peligrosidad que representan tales conductas para 
la sociedad, sus instituciones o para el propio Estado. 
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y si la delincuencia o la criminalidad son múltiples y poliformes, los medios 
e instrumentos para combatirla y controlarla han de ser concebidos y ejecutados 
con idénticas características; lo cual se traduce en la ejecución de una Politica 
Criminal conformada por objetivos particulares y concretos, en relación al 
específico ámbito de la.delincuencia o criminalidad de la que se trate, toda vez que 
la criminalidad y la delincuencia, por ser fenómenos sociales, han obedecido a la 
ley natural de la evolución, la cual le permite presentarse simultáneamente ante la 
sociedad, en diversas modalidades, las cuales se han clasificado en dos grandes 
rubros: la conv€!1cional y la organizada. Obviamente su configuración interna y 
externa les proporcionan características especiales en sus procedimientos 
ejecutivos. El poder penal del Estado implica tener presente esta realidad actual 
imperante en la sociedad mexicana, y es precisamente la Política Criminal el 
instrumento del que se hace valer para responder al reto criminológico al que nos 
enfrentamos. 

En consecuencia, el combate eficaz a la criminalidad y la delincuencia 
contemporánea se tendrá que librar en diversos frentes que van más allá de los 
brazos musculosos que reprimen el delito bajo la balanza del Derecho Penal, lato 
sensu, toda vez que el Estado Mexicano, y sus órganos, han de coordinar los 
esfuerzos institucionales, jurídicos, económicos, sociales, € inclusive, los culturales, 
que son el caldo de cultivo de la criminalidad y la delincuencia convencional y 
organizada. Nos situamos ante la trinchera abandonada de la prevención de los 
crimenes y los delitos que avanzan inexorablemente por este amplio frente en el 
cual el Derecho Penal está imposibilitado para actuar en él. Esta lisa y llana 
realidad nos permite vislumbrar lúcidamente que la crisis del sistema penal 
mexicano ante los ojos de la sociedad mexicana, que vive y sufre los embates de la 
criminalidad y la delincuencia, cuantitativamente y cualitativamente mayor a la 
acción de la sanción punitiva, es el síntoma de la aplicación unidimensional del 
instrumento legal que combate el efecto y consecuencia na~ 1ral de la concepción, 
gestación, desarrollo y nacimiento de los factores criminógenos que dan luz 
abruptamente a la criminalidad y la delincuencia. Una vez más hallamos un 
motivo de capital trascendencia que justifica, allende del campo jurídico, la 
participación inaplazable de la Política Criminológica en México, bajo un marco 
estrictamente preciso y definido legalmente a partir de nuestra Ley Fundamental. 

Doctrinariamente en el ámbito internacional, se han establecido tres vastas 
dimensiones que abordar por la Política Criminológica,161 con la finalidad de 
entablar la lucha científicamente organizdda en la estructura jurídica y 
administrativa del Estado, contra la criminalidad y la delincuencia, mismo que 
hemos adoptado académicamente en estas líneas para efectos de sustentar su 
viabilidad en México, a saber: 

161 Vid José-Adolfo Reyes Calder6n • Cnmlnologla • 2a ed Ed Cardenas Mexlco 1996 P 315 
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.Prevención primaria.- Es el conjunto de planes, programas, y acciones 
institucionales que se aplican científicamente, a través del Estado y sus órganos, a 
los factores criminógenos y delictivos que se originan y nacen en los macro 
sistemas sociales, económicos, y culturales. Se llevan a cabo previamente al 
nacimiento de las figuras criminales y delictivas, toda vez que se actúa en el propio 
germen y raíz de un ente que brotará con sus afiladas espinas ante la rrrirada 
impotente de la sociedad que la tratará únicamente si se declara judicialmente bajo 
la hoz del Derecho Penal que ya se transgredieron los bienes jurídicos tutelados. 

Desde mi modesto y particular punto de vista esta es la esfera real, que en 
stricto sensu, constituye la prevención ab origíne, que le corresponde conducir, 
regular y evaluar a la Política Criminológica mexicana . 

• Prevención secundaria.- Se constiruye por el universo de actos ejecutivos y 
valorativos que el Derecho Penal aplica una vez que se ha comprobado 
judicialmente la comisión de un hecho tipiíicado en la Ley Penal vigente. Surge 
una vez que el delito jurídicamente acreditado se sanciona por los juzgados y 
tribunales, comunes o federales, y por ende, no tiene alcance para los crímenes que 
no se contemplan por la legislación penaL Su efectividad se fundamenta en la 
eficaz investigación y persecución de los delincuentes, y la concreta represión 
punitiva que corresponda a los hechos cometidos por ellos, de acuerdo con el 
principio constitucionalmente consagrado en el primer párrafo del artículo 21. 

Propiamente dicho, no estamos en el terreno preventivo, sino en el 
represivo, penalmente delimitado . 

• Prevención terciaTÍa.- Se integra por el conglomerado de conocimientos 
científicos que se formulan, instrumentan, ejecutan y evalúan a través del Derecho 
Ejecutivo Penal o también denominado Derecho Penitenciario, a fin de incidir en 
las personas que han sido declaradas penalmente responsables a la luz del Derecho 
Penal. y que han de ser sujetos a tratamiento de readapatación, y rehabilitación 
social, para que se reincorporen eficazmente a la vida gregaria, en armoriía real con 
su entorno. 

Nuestro artículo 18 constitucional establece en su párrafo segundo, las bases 
sobre las cuales la Política Criminológica ha de fincar el sistema penitenciario en 
México, mismas que se recaban fielmente por la Ley que establece las Normas 
Mínimas sobre readaptación social de sentenciados, en su articulo 20., siendo el 
trabajo y su capacitación, así como la educación que se les ha de brindar. 
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Concordando con el Lic. Antonio Só,nch¡¿z Galindo,lh2 agrq~i.1ríi.1mos el tratamiento 
psicológico y psiquiátrico, que en su G1SO, se n2l¡uicrd fMra la J¡¿bida atención y 
resocialización del tran!:>grcsor a la norma penal. 

Esta culminación del arduo y penoso derrotero del Derecho Penal, es el 
toque de plata de la justificación de la sanción punitiva, y persigue noblemente, 
evitar la reincidencia delictiva de los individuos que han sido sujetos a 
procedimiento penal y tratamiento penitenciario, labor capital que 
desafortunadamente ha sido soslayada por nuestra Justicia Penal, no logrando así 
el control social secundario del fragmento minoritario captado por las redes del 
sistema penal mexicano. 

La prevención se tornaría realmente secundaria en el prisma estrictamente 
jurídico, en virtud de perseguirse la toma de las providencias necesarias para que 
en el ánimo del delincuente, y en su propia alma, se le inyecten los valores y 
principios sociales que regirán su futuro comportamiento, evitando así las posibles 
conductas antisociales a desarrollar. 

En este trípode básico, el Estado indefectiblemente ha de instrumentar y 
aplicar su capacidad supra social de organización estructural que posee, para 
ratificar y convalidar su poder político de convocatoria y armonía de los intereses 
inherentes a la sociedad e instituciones que gobierna con el deber prístino de 
protegerlos y defenderlos de cualquier acto antisocial que coloque en peligro o que 
efectivamente, lesione y menoscabe cualquier bien jurídicamente tutelado por 
nuestro orden jurídico, afectando su sano desenvolvimiento que permite lograr un 
desarrollo sustentable. 

Prácticamente esta premisa se traduce en la firme y plena voluntad política 
de instrumentar una Política Criminológica que se conciba, formule, estructure, 
aplique y evalúe, en un ente federal que proponemos nazca en el seno mismo del 
Estado y cuya tarea se constriña al combate de la criminalidad y delincuencia, 
convencional u organizada. 

En esta naturaleza, el primer escenario que ha de contemplarse, aún antes 
de pensar en la Política Criminológica institucionalmente organizada, es el 
puramente político, considerando que es un deber irrenunciable e indelegable del 
Estado el brindar la Seguridad Pública y la Justicia Penal eficaz, pronta y expedita 
que requiere nuestro sistema penal mexicano, para organizar y aglutinar las 
fuerzas sociales y económicas que existen en el propio seno de su estructura 
administrativa, y las que radican en otros entes de naturaleza privada o con fines 

162 Disertación en su ponenCia en el Diplomado Impartido por el Instituto de Investigaciones JUfldlC8S de la u N A M , el día 7 de Jumo de 1997 

en CIUdad UmverSltana, en el modulo 'Libertad preparatona, remiSión parCial de la pena y benefiCIOS prellberaaonales' Apuntes del ponente 

teslsta 
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preponderantemente sociales, acosando la gestación, nacimiento, desarrollo y 
perfeccionamiento de la criminalidad y la delincuencia, fenómenos patológicos que 
han de ser inhibidos por la Política Criminológica impregnada de la voluntad 
política, firme y constante, que le otorgue todo el respaldo administrativo, jurídico, 
presupuestal y social, que se establezca en la legislación federal, cristalizando su 
presencia en los macro sistemas que convergen en la consecución de la Seguridad y 
la Paz social que permitan contar con las condiciones, instrumentos y mecanismos 
necesarios para el desarrollo equitativo de nuestra Nación. 

Es inmanente a su propia condición del Estado luchar perennemente, contra 
la criminalidad y la delincuencia, a través del Estado de Derecho que ríge su vida 
socio-política, reconociendo ante la sociedad, que en la actualidad sus tentáculos 
han abrazado y oprimido con tal fuerza a sus instituciones, que se coloca en grave 
peligro su propia estructura administrativa, juríclica y financiera, surgiendo así la 
razón meta jurídica de la Seguridad Nacional, paralelamente al concepto 
instirucional de la Seguridad Pública existente en nuestro marco juridico. En esta 
tesitura, el Estado Mexicano deberá planear, formular, instrumentar, aplicar y 
evaluar una Política Criminológica que trascienda a las decisiones y acciones 
meramente punitivas, con los consiguientes resultados parciales en la lucha contra 
la criminalidad y la delincuencia contemporánea. 

Concretándose la anterior conditio sine qua none de la existencia de la 
Política Criminológica, ésta será llamada a superar las esferas jurídico-represivas, 
lo cual únicamente se logra en el verdadero poder penal del Estado: la prevención 
social de la delincuencia; la cual se constituye en la esfera más vasta y compleja, en 
la cual debe actuar el estado en su lucha contra la delincuencia, incidiendo 
primeramente en la criminalidad. 

Zarpando de esta visión global e integral, la Política Criminológica se 
presenta como la especie de la propia Política Social, lo cual significa que ésta es el 
pilar de aquélla, por tanto, la presencia social del poder penal estatal se magnifica 
en ]a propia Política Social, toda vez que la máxima expresión de la lucha contra la 
criminalidad y la delincuencia, es la prevención de todas aquellas conductas que 
lesionan la vida individual y gregaria del hombre. En la inteligencia que ésta es la 
dimensión más vasta y compleja en la que la Política Criminológica se cristaliza en 
forma indirecta, por situamos en el campo sociológico, en el terreno a priori de la 
criminalidad y la delincuencia: 

La dimensión que se sitúa en lo más alto de la estructura operativa de la 
Política Criminológica, es la que comprende todo el universo sociológico, que 
desgraciadamente, y por mandato cientifico acertado, el Derecho Penal no ha 
observado detrás de su maquinaria gubernativa y coercitiva, siendo que este 

• Vid mfra Capitulo IV en su apartado 7 
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campo posee una importancia vital que se merece en el propio seno de la PolitlGl 
Criminológica. Entendiendo que en este plano sistémico, el sistema social es el 
marco más importante, cualitativamente hablando, por repercutir en todos los 
subsistemas que inciden en el G'lldo de cultivo delictivo, e incluso por la gélma de 
materias que abraza su papel cuantitativo, es trascendental. En este razonamiento, 
la Política Criminológica se gesta en la Política Social, y ésta a su vez, de la Política 
general. 

Partiendo del enfoque que brinda la Teoría General de los Sistemas 
observamos que la Política Criminológica requiere incidir en las esferas sociales y 
económicas de la comunidad jurídica que esté afecta a su esfera de actuación, en 
virtud de que la prevención primaria, o de origen, de las conductas antisociales de 
toda sociedad, se actualiza en estas dimensiones, toda vez que en ellas germinan 
los factores extra legales y preponderantes en que se presentan las condiciones 
materiales de vida de sus integrantes, y que no son objeto de estudio y aplicación 
del Derecho Penal, sin embargo, sobre él extienden sus efectos nocivos para la 
propia sociedad que se organiza jurídicamente para combatir los perjuicios que 
ocasionan en sus miembros e instituciones sociales, jurídicas o culturales inclusive. 
Ambas esferas constituyen el terreno más fértil y vasto por planear, y coordinar 
por la Política Criminológica, en su acepción más lata y pura, y circunscrita bajo el 
principio de interdisciplinariedad, del cual se obtiene que la ciencia motivo de 
estas líneas, no es sino el punto centelleante en el cual han de fusionarse cualquier 
disciplina científica que colabore con sus estudios, conocimientos y efectos, en la 
lucha ardua y eterna que el hombre necesariamente ha de librar contra la 
criminalidad en primer plano, y de su correspondiente jurídico, que es la 
delincuencia, independientemente de su capacidad de organización y actuación en 
lo fáctico. 

Paralelamente al universo sociológico, se presenta una segunda esfera de 
actuación de la Política Criminológica: la económica; dimensión esencial que 
implica hablar de la satisfacción de las necesidades básicas y mediatas del Hombre 
en una mejor forma, utilizando los satisfactores materiales de los que dispone la 
Humanidad.l63 La presente esfera trazada en el seno del estado es primordial en la 
instrumentación y aplicación de la Política Criminológica, toda vez que los 
fenómenos económicos se hallan íntimamente entrelazados con los sociológicos, 
éticos, jurídicos Y los políticos, factores que repercuten en el propio campo de 
cultivo y evolución de la criminalidad y de la delincuencia en cualquier país. 

Omitir este renglón es olvidar la concepción del propio desarrollo nacional, 
equitativo, integral y permanente. Su alcance reviste una trascendencia excelsa que 
nuestra Carta Magna en su artículo 25, expresa un axioma estatal, a saber: es 
atribución inmanente a su naturaleza, la planeación, coordinación, conducción y 

163 Víd Hugo Rangel Cauto· L a Teoría Económica yel Derecho· 3a ed Ed Porrúa MéXICO 1980 P 15 

131 



orientación de la econonúa nacional cuyo objetivo cimero es la más justa 
distribución del ingreso y la riqueza que logre el pleno ejercicio de la libertad de 
los gobernados y estratos sociales que gozarán así, de la seguridad tutelada por la 
Ley FundamentaL Este proceso es la guarda de los equilibrios macroeconómicos 
que penniten un desarrollo sostenido de nuestra Nación. Esta visión no fue 
desapercibida por nuestro constituyente social quien plasmó este desidératum en 
nuestra Ley Fundamental con la altisima encomienda de practicar y culminar esta 
premisa social que se funde en un bienestar tangible en las condiciones económicas 
o materiales de la población. Como podrá observarse, la Política Criminológica 
contemporánea en México, ha de instrumentarse en razón a la criminalidad y 
delincuencia de que se trate, es decir, el tratamiento será diverso en relación a su 
exteriorización, frecuencia, organización, territorialidad, daño que produce en los 
bienes y valores, jurídicos y estatales, en fin, de su grado evolutivo. Es decir, si la 
criminalidad o la delincuencia, evolucionan y perfeccionan, la Política 
Criminológica ha de evolucionar y perfeccionar en ]a misma o mayor, proporción, 
para que su combate sea realmente eficaz. Este razonamiento no debe producir la 
ilusión al lector de que este razonamiento no conlleva el aumento de la coacción de 
las fuerzas policiacas, ministeriales, judiciales y penitenciarias, ya que éstas 
intervienen a posteriori, y repercuten sobre la consecuencia y el efecto, y no sobre 
los factores, causas o motivos que le dan origen. 

Abrazando este concepto socio-político para incidir en el terreno jurídico­
penal, se presenta un " rompecabezas JI polític0164 que se habrá de resolver de 
acuerdo a la particular realidad imperante en México, y en concreto, de la 
criminalidad que sufrimos, y del sistema judicial penal. Ahora bien, si deseamos 
descender a otras esferas de actuación de la Política Criminológica, hemos de unir 
los conceptos de la Seguridad Nacional, la Seguridad Pública y la Impamción, 
Administración, Procuración y Ejecución de la Justicia Penal, mediante un 
Programa Integral de actuación' palpable' en la vida social que convalide un 
orden jurídico justo. 

Integrando estos juicios lógicos se concluye que la Política Criminológica 
guarda íntima relación con el quehacer público que desarrollan cotidianamente los 
diversos órganos gubernamentales, federales y estatales, cuyas esferas de 
actuación guardan íntima unión con la instrumentación y ejecución de los 
programas o planes de bienestar socio-económico que inhiben y disminuyen 'la 
tasa de natalidad ' de los fadores crirninógenos que la Organización de las 
Naciones Unidas, enunció en el Tercer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente: 

164 Vid Rene González de la Vega • Poli~ca Cnmlnologlca Mexicana" Op ot P 42_ 

• Vid_ supra capitulo 1, en su apartado 4 2· Justloa Soaal y JustiCia Penal 
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Gracias ;:11 especifico terreno de L.1 p,lrcda de estudio y dplicaciún dc L1 
Política Social, la Política Criminológica habd de reperculir en su concepción y 
ejecución mediante el enfoque sistemico que nos proporCiona la Teoría General de 
los Sistemas, observando el constante mtercambio recíproco de conocimientos y 
experiencias que poseen para lograr una lucha eficaz contra la criminalidad y la 
delincuencia de hoy día. Esta visión m(lcro social supera !(lS fronteras del Orden 
Jurídico vigente en México, reclamando una Política General coherente y 
científicamente concebida en una política soda-económica, de la cual nos 
atreveremos a esbozar sus rasgos te1eológicos más característicos en nuestro 
régimen jurídico y político que se contempla en nuestro Pacto Federal:' 

De acuerdo con la clasificación teórica de la prevención criminal y delictiva 
en la sociedad y sus instituciones, se infiere que en virtud de que la Política 
Criminológica por estar nutrida de la sabia propia de la Enciclopedia de las 
Ciencias Penales, le corresponde una participación directa, estrecha, e íntima, en la 
prevención secundaria y terciaria, porque en ellas el Derecho Penal, lato sensu, se 
erige con toda su potestad normativa para incidir en el propio procedimiento 
penal y la comprobación de la existencia jurídica de la comisión de hechos 
delictivos que violan la particular esfera de derechos de los gobernados, tutelados 
en la Ley Penal; y una vez satisfechos los extremos procesales que se contemplan 
en el artículo 21 de nuestra Carta Magna, debemos atender la fase terminal del 
arduo camino procesal punitivo que culmina con la determinación de una pena, 
cuyo fin capital es la rehabilitación social del delincuente; desidératum magno de 
nuestro sistema penal que se rige de acuerdo con el artículo 18 de nuestra 
Constitución Federal, la que determina que este fin ha de buscarse con basamento 
en el trabajo, su capacitación en esta actividad que, per se, dignifica al hombre 
mismo, complementando esta formación con la educación que proporcione los 
elementos culturales y axiológicos, básicos y mínimos, que requiere el individuo 
para su reincorporación a la vida social generalmente aceptada. 

Bajo este tenor, la Política Criminológica contemporánea mexicana posee 
una responsabilidad compartida con el Derecho Penal (lato sensu) y el Derecho 
Administrativo, en las esferas de la prevención secundaria y terciaria, en razón de 
que ambas dimensiones no constituyen propiamente hablando, programas o 
acciones que se lleven a cabo antes del nacimiento de las conductas antisociales e 
ilícitas a la luz del Derecho Penal vigente en nuestro orden jurídico, sino que 
sucede a la inversa, toda vez que su actuación surge al instante de la presentación 
del fenómeno patológico, por antonomasia, de la vida social: la delincuencia. 

Este binomio imprescindible en la instrumentación de la Política 
Criminológica a corto y mediano plazo, convergen en la reestructuración y 
modernización científica, técnica y tecnológica, de los órganos e instituciones 

"Vid mfra apartado 5 2 _. La polibca general y la pohtlca SOClo-econOn1lca . 
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federales, estatales y municipales encargados de la procuración, administración, 
impartición y ejecución del Derecho Penal (lato sensu). Obra jurídica de la más alta 
trascendencia por ser la estructuración fonnal que dará fuerza y resistencia al 
Estado de Derecho que se rige por una Política Criminológica libre de acciones 
gubernamentales incoherentes, ilógicas y demagógicas que conducen a la ineficacia 
en la lucha contra la criminalidad y la propia delincuencia. 

Constitucionalmente se recaba en nuestro artículo 21 en su último párrafo, el 
deber que tiene la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, en 
acatamiento estricto a sus competencias otorgadas por lllandato magno y legal, de 
coordinar y sumar sus recursos, para establecer el denominado Sistema Nacional 
de Seguridad Pública: Naturalmente, esta coordinación de esfuerzos comunes en 
la lucha contra la delincuencia, tiene su hilo conductor en el Derecho 
Administrativo, disciplina jurídica cuyo objeto de estudio precisamente, se 
constituye por las instituciones y órganos que integran la Administración Pública 
Federal, Estatal y Local, regulando así la actividad estatal. Ergo, la conjugación que 
tiene esta rama con el Derecho Penal es su aportación cognoscitiva en materia 
legal, de sus órganos e instituciones, en su ordenación y atribución" - interna y 
externa -, precisando los principios, figuras, técnicas y procedimientos idóneos que 
conducen a la eficacia real en su aplicación. Gracias a esa rama jurídica, la 
Procuración, Impartición, Administración y Ejecución de la Justicia Penal" llevada a 
cabo en los organismos e instituciones legalmente organizados en la 
Administración Pública Federal, del Distrito Federal y la Estatal, se fortalecen 
vigorosamente en su lucha contra la delincuencia convencional y orgarúzada, en 
razón de coordinar sus específicas atribuciones en la represión y prevención de la 
reincidencia delictiva y la rehabilitación social del delincuente, homologando sus 
criterios de achIación.. unificando figuras legislativas penales que otorguen 
uniformidad en la reacción social que jurídicamente se establece para prevenir la 
criminalidad y la delincuencia, reprimir los delitos y readaptar socialmente al 
transgresor de la norma penal.. racionalizando los recursos humanos y materiales 
que les son asignados para su debido ejercicio .. y distinguiéndose la aportación 
administrativa que delimite los procedimientos y mecanismos financieros 
pertinentes para la obtención del presupuesto generoso que requieren las 
instituciones u órganos gubernamentales a las que se les ha encomendado la 
aplicación de la Ley Penal. 

Acudiendo al Lic. Rcné González de la Vega .. l65 partiremos de cinco metas 
básicas que la Política Criminológica mexicana habrá de delimitar claramente en su 
concepción, ejecución y evaluación, a saber: 

• Vid mfra Capitulo N de esta ponenCIa recepdonaJ 

16Slbidem p_43 
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• " I3nndar priorid,u.i politic<l, juridica, presupuestal, social y cultural al 
Programa de Justicia y Segundad Pública, en sus vertientes preventiva y 
represiva. 

• Modernizar jurídica y administrativamente las instituciones e 
instrumentos de Justicia y Seguridad Pública. 

• Renovar los cuadros directivos y operativos del Programa, en lo técnico y 
en lo ético. 

• Incrementar y fomentar la participación ciudadana corresponsable en esta 
materia, y 

• Fortalecer y adecuar a la realidad socioeconómica y cultural de las 
distintas regiones del país, los instrumentos preventivos del delito. " 

Estos objetivos requieren cinco acciones que se han de cristalizar en 
dimensiones diversas, pero no aisladas entre sí, toda vez que son 
interdependientes unas de otras, por formar parte de un Programa socio-político y 
jurídico, basado en la realidad mexicana, las esferas son: 

• " La modernización jurídica; 

• La modernización administrativa; 

• El desarrollo del personal; 

• La modernización, dignificación, y adecuación del equipo e 
instalaciones físicas, y 

• La intensificación en el uso de la coordinación y la concertación. Ul66 

En lo tocante a la praxis, se torna imprescindible cOIÚorrnar sectores de 
actuación que se enlazan unos de otros, resultando: 

o "Prevención de actividades antisociales; 

o Procuración y defensa; 

166 René González de la Vega Op elt p 43 
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o Administración de Justicia; 

o Readaptación social; 

o Proyectos generales y especiales. "167 

De su lectura se infiere que la Política Criminológica, a través de los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, en sus tres niveles de gobierno, concebirán los 
planes, diseñarán los programas, proveerán las medidas necesarias que les 
corresponda en ejercicio de sus particulares atribuciones que les confiere la Carta 
Magna y las leyes que de ella emanan, y finalmente, evaluarán las acciones 
efectuadas en estos campos, que conforman la comarca de la prevención 
secundaria y terciaria, motivo de estudio del Derecho Penal y del Derecho 
Ejecutivo Penal en especial, mismos que han sido inspiración de innumerables 
obras de insignes estudiosos y juristas de estas esferas, que desafortunadamente, 
han absorbido, de facto, a la dimensión de la prevención original de la 
criminalidad y la delincuencia que no es competencia del Derecho Penal, pero sí 
deber científico propio de la Política Criminológica, la cual se constituye en la 
especie de la Política SociaL 

Ergo, la profilaxis social de la criminalidad y la delincuencia, no se llevan a 
cabo en las esferas eminentemente juridicas

l 
de la prevención secundaria y 

terciaria, que están circunscritas en el mundo del' deber ser " no del' ser', axioma 
que demuestra que la legitimidad del Derecho Penal, sus principios procesales e 
instituciones, frente a la sociedad y el sorprendente incremento de la delincuencia, 
es la consecuencia irunediata y necesaria del subdesarrollo que tiene nuestro país 
en materia de prevención original de la criminalidad y la delincuencia, 
sobreviniendo una CriSIS en el Sistema de Justicia Penal a superar 
instantáneamente, a través de la intervención del Estado y su Politica 
Criminológica que habrá de incidir en la raíz misma de los fenómenos criminales y 
delictivos, desplegando todos los recursos jurídicos, financieros, humanos, 
materiales, tecnológicos, y culturales que dispone, para tener el control social 
necesario para la supervivencia, y desarrollo sustentable de la sociedad. 

1671bid_ P 43. 
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5.2.- LA POLíTICA GENERAL Y LA POLÍTICA SOCIO­
ECONÓMICA. 

Gracias a los razonamientos vertidos en líneas superiores hemos de 
considerar que es verdad Incontrovertible el considerar a la vida social, como una 
indivisible unidad, no obstante las multivocas facetas en que se desenvuelve. Sin 
embargo, el proceso analítico que posee racionalmente el ser humano divide a la 
realidad en diversas esferas causales y explicativas de los infinitos fenómenos que 
se le presentan, para lograr con mayor prontitud y exactitud, los múltiples saberes 
científicos. lbS 

El vertiginoso desarrollo de las técnicas, tecnologías y los procesos sociales, 
culturales, económicos, políticos y jurídicos que posan ante los ojos del 
conocimiento humano, exigen un enfoque sistémico en el cual se reconozca a la 
sociedad humana como el cenit complejo corúigurado por diversos factores que lo 
originan e impulsan en el mundo fáctico. 

En este sentido, si acordamos que la criminalidad y la delincuencia -
convencional y organizada -, SOn fenómenos sociales a los cuales el Estado, por 
corresponderle jurídicamente el monopolio de la coerción física, institucionalmente 
organizada, deberá abordar su estudio científico porque una" explicación veraz es 
imposible desde esquemas supersimplificados o unilaterales. Por ello, después que 
los saberes sociales experimentaron en tiempos pasados un proceso de dispersión, 
una fuerza centrípeta los está conduciendo ahora a una obligada y saludable 
colaboración. "169 

Cobran trascendencia estas bases metodológicas en la concepción de la 
Política Criminológica mexicana contemporánea, toda vez que los fenómenos de la 
criminalidad y la delincuencia, son expresiones de la vida sociat en cuyo seno se 
conciben, gestan, desarrollan y nacen. Y acudiendo a un enfoque más preciso, 
tocamos las puertas de la Sociología criminal o Criminológica, para conocer 
que existen factores endógenos y exógenos, los cuales se conforman en: 

166 Vid Miguel De la Madnd Hurtado· EstudiOS de Derecho Cons!rtuclonal • 3a ed Ed Porrua MéXICO 1986 P 10 Nuestra premisa de 

estudiO, a partir del enfoque metodol6glco que proporciona la Teor¡a General de los Sistemas, cobra sustento en la palabra escnta del hoy 

Director del Fondo de Cultura Económica 

169 Idem 
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CAUSAS 

ENDÓGENAS PSíQUICAS. 
{

SOMÁTICAS. 

EXÓGENAS 

COMBlNI\DI\S. 

{ 

MI\TERlI\LES. 
FÍSICAS. 

METEOROLÓGICO. 

FAMILIARES. 

SOCIAl.ES.I/U 

Los índices internos y cxtcrnns \lue prc!:.cnta el ser htllllJJ10 no ddcnnilldll, 
inexorablemente y fnl~llmcntl'. la comisión Je una conducta anlÍ!'iOcint sin 
embargo, su existencia h<1 de alertar al criminólogo, al cstndista, y al político, toda 
vez que, en forma aisladü o combinada, estas condiciones son los límite que 
integran el camino que puede conducirlo con mayor éxito hacia el crimen y el 
delito; por tanto, es sumamente conveniente Sane<1f el ambiente social y 
económico, para disminuir los factores criminógenos generales de las conductns 

170· err.· 501ft OUl(oga, HkIor .• Sodologla Cnmtnal 'la ed_ Ed Pornla, M4'l1c<l"Q65 p.77 A.bus¡n<lo l3t:ll1$~1O ~m~ CCI\ t:\ 1:¡'Je 

gOlamo~. acudlmo$ a la hola de Héctor 5ol1$ QUlfoga quIen nos delermma claramente la CQnSls!encla de los factores enunCiados con 

antelaciOo. ITlISIn03 que el autor ¡dentlrlCa con las causas precisando asi que 

• '" ~ endógenas Jas que nacen dentro del sUJelo, aunque Be!'en haoa o en el medIo exlenor, prodUCIendo CIertos resullados Son 

cau~as endógenas ~atoc;as, las que tIenen mamfestaClOnes concretas 8fl el cuerpo de la persona. tales como la CQns¡,tuClón. la fiSIología del 

cuerpo humano, las anornalfas y enfermedades corpo<ales, sean CQ"Ilénltas o adqUiridas. etc 

Sol'I endOgenas pslqulCas las referentes allemperamento. el ca'acter,la edad eVQlu~va,los InSlln10S Y tendencras la CQncrenCla, la 

subconClencta.1a Inc:onSClenCla, los habllos. asl como todo otrO asp€CIo mental. afectiVO. o de la COnducla (causa y efeClo), englobando la 

voluntad y la mleooón. tan calas y sIgmficabvas para los Juspenat¡slas 

llamamos causas endógenas combmadas a las que no podemQs englobar en las antenores, como la herencIa las manifestaciones 

sexuales. 't airas. aunque es sabido que no hay en e/IndIViduo nmglS1a mamfeslaoón corporal que no sea a la vez pSlqUIGa, nr ninguna mental 

que no sea a la vez física. pero predomma nOlablemente alguna de ellas Eslo no acontece en lo relat'VQ a la herenCIa, ni al sexo, en (¡ue la 

confusl6rl y el eQulhbno entre lo r1slco 't Jo pslqulCo aumentan· ( Ibldem pp 76 Y 79) 

Naturalmente, estos factores $00 agentes ind"ectos que Intefesan. med,atamenle. a nuestra materoa en lanlo en cuanto Intervienen en el 

comportamiento exteflQf del ser humano, Inlegrando, complementa,lamente, a 105 elementos que la el101cgia de la ojmlnahdad y la 

del!llCUenCla Jos ha tdenllflCado en el exteno, de la pe,sona11dad I151CiJ o P!1C010glca del hombre. agrup~ndola5 en Jos denormnados laclores 

ex~enos 

• Pas;ln<!o a loa IddOtes ex6genos. conslde<amO$ "$ICOS 10$ relatIVOS 31 medIo amblenl!:> no f;onslltu,do per los Geres humanes el'l S', es 

decir aMud y latitud. órma humedad, calo, medIOS de f;omunlcaClOn. barrio. eslado lis/co de la habllaClOn Y moblllll"O luminos,dad y 

ven\JlaClón, ubrC8ClÓO urbana. subu'bana o rural, arreglo malenaJ de la casa elc 

Son factores familiares la lorma en que esta conslltuldo el hogar, numero de sus componentes. su olgan,zaoón su ambIente moral y Su 

OJltu1a. ~ 'af\\~nt~, su estaco e<::ofIQmlCO, SIlS lelaC\OT1eS ~I,e SI. etc.. 

Son factores SOCIales las amlslades, la organlzacrón SOCIal y pol'lIca. ta cultura el mediO ambiental la economía la influenCIa religIOsa la 

jnnuencra Slndocal y corporativa en general, el trabaJO, el1raba¡o prematuro de los menotes. las compat'ilaS nocIVas. las pandlJlas las 

eostumbfes, ~ estableom¡enlos educatIvos, !os espeoales para delincuentes los cenlros de diverSIÓn y de VIC'IO. ele' ( Ibtdem pp 76 Y 79 1 
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antisociak's, gr¡¡cias a lo anterior, proporcionamos justo equilibrio en el trat~1mjento 
de los f<lctores que propician los fenómenos criminales y delictivos, porque " En 1..1 
realizaciÓn del delito influyen concurrentemente caUsas endógenas y cx6genas, en 
constelación. "171 

Esta combinación caus:11 se traduce en que" los fenómenos naturales y los 
sociales no se presentan habitualmente aislados, sino interactuantcs e influyentes 
unos sobre otros; es decir, que parecen combinarse y reforzarse mutuamente en su 
acción. Igualmente las causas se combinan y se fortalecen hasta llegar a producir el 
resultado final. La acción delictógena de las causas exógenas es reveladora de la 
existencia de endógenas latentes. "J72 

" El momento de la prevención, el más trascendente y complejo, se halla 
inmerso en la política social, la que, cualesquiera que sean sus objetivos y 
programas específicos, directa o indirectamente pretende retraer o resolver los 
factores del crimen: todas las alienaciones, toclas las injusticias, todas las pasiones. 
Aquí, el propósito último apareja - aunque se sepa de antemano que fracasará en 
mayor o en menor medida, una y otra vez - evitar la acción represiva~ cuya 
verdadera virtud reparadora es escasa y a menudo sólo lógica o ideal, mediante la 
diligencia preventiva. "173 En síntesis, el vasto sistema social, sus fenómenos y 
procesos, son el medio natural en el cual surge la criminalidad y la delincuencia, 
convencional y organizada, y su solución no ha de buscarse en la Política 
Criminológica, toda vez que los fenómenos criminales y delictivos han de 
resolverse con una adecuada Política Social en la cual la Política Criminológica 
forme parte primordial en su concepción, planeación, instrumentación, ejecución y 
evaluación. Luego entonces, se requiere contemplar a la Política Social como el 
género que nos permitirá encauzar a la Política Criminológica a la consecución de 
la Justicia Penal integral que se basará, por lógica, en una Política General, socio­
económica, que permita el abatimiento substancial de la delincuencia mediante la 
inhibición de los factores que la propician. Precisando que tratándose de la 
delincuencia organizada, los avances en el ámbito preventivo no son en la misma 
proporción, cuantitativa y cualitativa, que los obtenidos en la delincuencia 
convencional, siendo que aquélla es la representación de un fenómeno social 
especialmente contemporáneo, que se desarrolla bajo el hilo conductor de la 
captación, erogación y administración de recursos financieros y económicos 
estratosféricos, de un grupo social regido bajo específicas reglas y patrones 
culturales que constituyen un mundo axiológico paralelo al nuestro.174 

171 ibldem p 81 

1721bldem p 82 

173 Sergio Garcla Ramirez »Justlcla Penal (EstudiOS) • Ed Porrua MéXIco. 1982 P 11 Y 12. 

174 - SI notamos que los pobres llenen sólo lo Indispensable en lanlo que los mIserables, en una frontera poco definida. carecen hasta de 

esto. veremos que cuando hay miseria se llega a la desnutriCión cuyos diversos grados Impiden que el sUjeto tenga ánimo Siquiera para robar. 

para hUir o para presentarse puntualmer'\te a trabajar A esto se aSOCia la desconfiar'\za de que los fuertes abuser'\ de su deblbdad. por lo cual 

pennanecen poco activos y. en consecuenCia, Incapaces de delinqUIr en la ger'lerahdad de las cosas La mlsena, por el problema diana y 
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IJ La persuaslOn - camino de 10 razonable y no de lo que atemoriza -, es, 
entonces el mejor método para imponer un orden de valores y esto muestra sin 
duda que, por ejemplo, los procesos pedagógicos son siempre preferibles, en 
cuestiones morales, a los procedimientos coactivos. Persuadir es sin duda mejor 
que intimidar¡ educar es siempre preferible a castigar; el castigo mismo no es 
educación ni el mejor medio para lograrla. De esta suerte, se aprecia que la pena 
puede intimidar pero no educa, prevenir por el temor pero no reformar o reforzar 
la conciencia de los valores elementales de la convivencia; salvo, claro está, para el 
que se quiere dejar persuadir por eIla, esto es, para el que no cree en la pena sino 
que voluntariamente comparte los valores en que se inspira, educación que ya no 
responde a la pena sino al valor del bien jurídico y no se mueve por la intimidación 
sino por una libre opción valorativa. " 175 

La polarización del Derecho Penal en los ámbitos de la vida social, da lugar 
al fenómeno de la I huida al derecho penal " y se caracteriza cuando el Estado 
pretende solucionar los males o conflictos sociales a través de la pena, que de suyo 
es impotente para ello. El ' bien social 'no se obtiene por medio de la pena, en 
virtud de que ésta es la coacción estatal organizada, y a nadie se le puede obligar al 
bien, trátese de un individuo o de la colectividad. Por la pena quizás se logre, bajo 
determinadas y extremas condiciones socio-políticas, evitarse ciertos males 
sociales, mas no forjar directamente algo positivo. Esto es el corolario del principio 
elemental y simple de la lógica normativa que dice' del mal no se deriva nunca el 
bien '.176 

H La obscuridad permite ver la luz, pero no la genera; la pena crÍlninal, a 
10 sumo, permite ver el bien o preservarlo, pero no lo produce. "1í7 

Ahora bien si considerarnos que motivarse es poseer la posibilidad de optar 
por un valor o decidir a favor de cierto conjunto de valores, el Estado ha de 
proveer las condiciones materiales mínimas e indispensables que requiere el ser 

siempre urgente de consegUir el alimeflto, la ropa y la Vlvlenda, no permite tener la menle libre para superar otras d:flcultades o para pensar en 

proyectar largas trayectorias de años. La eterna secuenoa de la resoluoon del problema mmed¡¡¡to el ~guiente alimento, no permite el lUJO de 

concurnr a la escuela, O Iniciar el largo aprendizaje de una actiVidad que al cabo de meses O de años ha de producir un Ingreso segUlQ e 

Importante, lO que causa anoolSe siempre en el mismo tuvel social o en otro más bajo. 

Los miserables, para resolver sus problemas Inmediatos, se dedIcan a oc:upacrones que reqUieren muy poca O tunguna mver.;ión de dinero y 

que, mediante un esfuerzo que resulta mduso placentero, produoran una corta gananoa. sufioente de momento. AsI acontece con los 

limp¡abot<ls, vendedores de penódlCOS, cargadores de canastas. vendedores de ctllcles o de billetes de lolena En esos trabalOS no se requiere 

ninguna disciplina' no debe forzosamente permanecerse en el miSmo lugar, no se tienen horarios de trabajO ni formas técl1lC8S unltañas de 

ejecutarlo, no se benen jefes que den su parecer, y en cambiO se vaga, se fija cada qUien Su propio ntmo de trabajO y se diVierte el individuo al 

reoblr Jos más dIVersos Impactos de la vla pública 

Otro aspecto de del radar económico en la conducta desVlada, es el del éxodo que de jóvenes se obserta del campo a la Cludad. pues. sm 

haber concurrido a la escuela o habiéndola il1loado solamente, buscan trabaja, encontr;3ndolo en las bajas calegorias, con gananoas que se 

imaginan grandes, pero con gastos que resultan mayores En este conflldo surge la delmcuencia • Hedor Solls QUlroga. op. p 157 

175 Juan Femández GarrasqU1l1a • Conceptos y limites del Derecho Penal. la nueva V¡Slon políUCOCl1mmal "Edltonal TemJS Santa Fe de 

Bogotá, Colombia. 1992 p.66 

176 VId Ibídem, p 64. 
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humano y sus organizaciones, pard la s .. 1tlsfacci6n de sus necesidades básicas qUl' 

permitan su normal desarrollo físico e IIltelcctivo. AXlol6gicamente hablando, ' d 
bien' significa poca cOSa para quien vive inmerso, por fuerza de l¡¡s circunstancias 
sociales y económicas, en la necesidad del milI, del crimen, y de In delincuencia. 
Porque si el hombre gozando de una libertad real, llega a violar las normas que 
regulan el drama social; sin esa libertad, tiene que hacerlo, es decir, no tiene 
alternativa. La necesidad no deja elección, la necesidad orilla al crimen y al delito, 
sea organizado o no.178 

Giovanni Tarello, nos expone las ffilOImas actividades que el Estado 
contemporáneo lleva a cabo cotidianamente y en forma perenne, justificando asÍ. la 
existencia de los órganos que lo conforman administrativamente, destacando a la 
luz de nuestro estudio que estas atribuciones son las columnas a consolidar en la 
consecución de la Justicia Social, y por mayoría de razón, de la Justicia Penal, a 
saber:" ... el derecho, en el ámbito de cada sociedad, tiende a funcionar en una o 
más de una de las siguientes direcciones: 

1) la represión de comportamientos; 
2) la creación y distribución de poder; 
3) la asignación (y quizá la creación) de los bienes. 11 179 

Como podrá apreciarse, el Estado por conducto de sus estructuras de poder 
traza los lineamientos fundamentales por los cuales creará, distribuirá o 
consolidará la asignación de bienes en un sistema dado dentro de un marco 
general de la política gubernamental '80 Esta precisión teórica y académica ya había 
sido recabada por nuestro Constituyente de 1917, quien no hacía distingos entre la 
política económica y la política social, toda vez que de sus postulados se colige que 

1781bíd 

179 Glovannl Tarello • Cultura Jurídica y polltlca del Derecho' Tr de ISidro Rosas Alvarado Ed Fondo de Cultura Económica MéXICO 1995 

P 191 

180 Vid Glovannl Tarello Op at p 194 En el marco conceptual del sistema político. el autor en ata señala que' el poder. más aun el 

mercado del poder. es un sistema general de asignaaón de bienes ". y en consecuenCia. la aSlgnaclon de bienes estará determinada de 

acuerdo con el parllcular eJeraClo del poder polílico del Estado Este Sistema no es el unlco por el cual se presenta la aSignaCión de bienes en 

la poblaCión, ya que en la obra consultada se enunCian dos mod",lIdades más, a saber. • Avanzando en nuestro Inventano provISional. 

encontramos el Sistema de aSignaCión de bienes mediante adscnpC!Ón por rango SOCIal o status sooal Todas las SOCIedades hlstóncas han 

subdividido a los ¡xopiOS miembros ° sUlelOS en calegonas. el SJslema de aSI,9nación de que ahora se trata es aquel que adscnbe bienes de 

acuerdo con estas categorías Olro Sistema muy Importante de aSignación de bienes es aquel que se da mediante aSignación basada en 

una cualidad o actiVidad mdlvldual. Ordlnanamente se piensa en dos sistemas dlstmtos. uno según la cualidad o ménto, y un segundo, la 

actIVidad o las obras, pero se trata en cambiO de un SOlo sistema SI el ménto no se pudiera reducir a una actividad, a una performance. sería 

una cualidad Intrínseca del IndIVIduo y el sistema de aSignación que se basara en él sería una aSignación de bienes según el rango Este 

sistema de aSignaCión es comúnmente llamado mentocráltco. aun cuando en vanos casos hlstóncos las aCCIones sobre las que se M fundado 

su aplicaCión juslificarían al apelativo de demenlocrálico "Ibídem págs 194 y 195 
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sentaron los instrumentos jurídicos rrummos que requiere la búsqueda de la 
Justicia Social,181 basada en la aspiración de propiciar las condiciones suficientes de 
igualdad de beneficios y oportunidades en el empleo, su capacitación, en la 
educación gratuita y un salario rear decoroso para los mexicanos, impregnados en 
un ámbito de libertad, igualdad, legalidad y seguridad suficientes para el 
desarrollo individual y colectivo sustentable. TI 

Si consideramos que u Cada día hay mayor miseria y desaliento en el 
mundo y una parte considerable de la población mundial va a la deriva ... el 
derecho y la econollÚa como poderosos instrumentos de la vida social, tendrán que 
renovar todo su material científico y técnico, para enfrentarse a los problemas del 
futuro, y presentar en forma evidente los hechos e instituciones de la sociedad 
económica, huyendo de un conservadurismo inapropiado y de un 
experimentalismo meramente pragmático que se aleja de una necesaria 
información.u ;182 hemos de iniciar, cuanto antes, el camino de la Justicia Social que 
nos permita la obtención de la Justicia Penal, concibiendo al sistema económico u ••• 

como un conjunto de estructuras físicas y sociales dentro del cual los hombres 
realizan actos de asignación de recursos escasos con vista a la satisfacción de sus 
necesidades. "183 El economista Seldom y Permance señala que a la ciencia 
económica es dable definirla en dos sentidos: en función de la escasez o en función 
del bienestar general,'84 en el primero Hugo Rangel Couto, nos dice que: " La 
Teoría Económica es la ciencia que estudia las alternativas de la actividad humana 
encaminada a obtener y luego usar satisfactores escasos, en la forma mejor TI ;185 

11 ••• en relación con el segundo criterio AIfred Marshal enuncia que: ' La ciencia 
económica examina aquella parte de la acción social e individual que esta más 
estrechamente ligada al logro y empleo de los requisitos materiales del 
bienestar.'l86 

181 Vid Jaime Martínez Veloz· Polftlca social sustento de gobemabllldad •. Este palS. Tendenaas y opiniones· ReVista mensual MeXlCO 

OEJullode1S97 P 43 

• Recordando que de conformidad con la Teoría EconólnJca el salaría es el termino genérico que se emplea para deSlgnar la remuneraClon del 

trabajo; y • el sistema de salanos se denva de !.aS condiCIOnes de la economía de mercado, de la propiedad pnvada de los medios de 

produCCión, de la diVisión del trabaJo, del funaonamlento de las empresas !ucrabvas de las publicas y de la leglstaoón laboral • 

[Hugo Rangel COIJlo • la Teoría EconómICa y el Derecho· Qp c:rt. P 61 ). AsllTlismo, es menester conside¡ar que • Cebe dlStngulr5e en\¡e el 

salano nominal. que es la cantidad de dinero que se paga al trabajador y el satano real que es la cantidad de bienes y servlOO$ que con aquel 

puede comprar De manera que SI el valor de la moneda cambia, aunq~e el trabajador reCIba el mismo salarla nominal su salano real se habrá 

modificado· (Ibídem p.62) 

182 Andrés Sel'T3 ROJas· Derecho Econ6mlco • 2a ed Ed POll'Úa Mexlco 1 990 P x:,¡ 

183 Miguel De I.a Madrid Hurtado Op ClI P 11 Para el análiSIS del concepto de sistema economico, Vid Joseph Lajugíe • Les slslémes 

eccnom¡ques. • París PUF, 1971, André Marchar' Systemes et structures economlques • París. PUf. 1963, Y Rober1o T. Alemann .• Slslemas 

económiCOS· Ed ArayU Buenos Aires, Argenlma 1 953 

1S4CítporSerraRoJas.Andrés Op at P 27 

185 Hugo Range! Cauto. Op Cil P 15 En este conlexto. la Teoría Económica se identifica como la Polltlca Economlca de un país, de 

conformidad con el autor ilwocado 

186 e'l por Andrés Serra ROjas Op Clt P 186 
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Porque, " la fuerz<l del Estado ITll'xicano moderno, democrático, popular, 
federal, proviene de Su orgml1zación polític~1 y de su estructura económica y,ue le 
permite realizar sus altas fmalidndl's en las que destacan por su importancin el 
desarrollo de la economía nacional y la redislribución de la renta nacional. Se ha 
afirmado' Crecer sin distribuir es el regreso; distribuir sin crecer, es la miseria. 
Crecer y distribuir es el progreso. ' Por y,ue los elementos que integran el poder 
público descansan en sus posibilidades financieras. La propia organización 
coactiva y material, requiere de una fuerte posibilidad de inversión para mantener 
la paz pública interna y la seguridad exterior, como factores básicos del desarrollo 
total de una nación. "187 

Materialmente el Estado ha de obtener y administrar recursos financieros y 
económicos que le permitan llevar a cabo los más indispensables servicios públicos 
y las prestaciones públicas o sociales, que le han sido encomendados por el propio 
pueblo mexicano, y a su vez, regular la actividad económica de los particulares con 
base al trabajo lícito que le pennita un desarrollo humano, familiar, cultural, 
económico y social que se traduzca en mejores condiciones económicas que le den 
un bienestar sustentable. En esta naturaleza, se aleja el hombre del crimen y del 
delito, mediante el bienestar social, el bienestar común, los cuales no se obtienen en 
la ejecución de la Política Criminológica, sino de la Política General que anhela la 
Justicia Social. La responsabilidad es de suma trascendencia por corresponderle al 
Estado, un plan de actuación a futuro que decida oportunamente, el destino 
cuantitativo de los recursos con los que goza, determinándose la propia 
distribución de la riqueza en la población, y esto administrativamente se traduce 
en el presupuesto·' legalmente circunscrito. Sin temor a equivocarnos podemos 
afirmar que el Estado se ha consolidado, por las anteriores razones, en el rector de 
la economia nacional. 

Resulta imprescindible asentar que los fenómenos económjcos poseen una 
gestión y desarrollo relativamente autónomo frente al derecho, el cual por ende, 
tiene una eficacia limitada ante ellos, toda vez que en la realidad observamos actos 
económicos extra-legales, e inclusive, que la normatividad jurídica en materia 
económica sea ineficaz por incomprensión de estos fenómenos, ergo, es relativa la 

187 Andrés SerTa ROlas Op CII P 192 

•• Debemos conceptuallzaT al presupuesto. en su sefllldo tradiCional como el conjunto de prevIsIOnes finanCieras de un ente público, en Virtud 

de las cuales se precisan los gastos calculados que ha de realizar durante un penodo de un aM y evaluar los Ingresos probables, con los que 

se cubran aquellos gastos. provenientes de los particulares y sus prop,os recursos A su vez. Don Andrés Serra Rajas, en su obra consultada 

no sei'lala que " También recibe el nombre de presupuesto el documento, estrado o relaCión delas gastos e Ingresos, la ecuación entre los 

mismos y el mantenimiento de Sll relaCión necesaria Un sentido mas moderno del preSupuesto lo convierte en parte mtegrémte del plan 

económICO de Estado o prcgrama de toda la ac~vldad gubernamental El presupuesto como mstrumento polítiCO, económico y publiCO. es el 

mediO más poderoso de COOrdinaCión e integración de la Vida economlca y de onentaclon al desarrollo SOCial El Estado actua sobre la 

economía naCIonal para asegurar!;u estab¡lIdad y estimular su desarrollo' Pags 340 y 341 
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influencia económica en la vida del derecho~ y éste a su vez~ relativamente es eficaz 
ante el comportamiento económico de los individuos~ grupos e instituciones. 138 

En nuestro siglo los acontecimientos mundiales en la economía de cada país 
han traído como consecuencia~ que en todo el orbe se considere al Estado como el 
responsable de la vida económica, en virtud de que se le ha encomendado la 
promoción y el sostenimiento de un desarrollo económico y social que beneficie 
equitativamente a toda su población, y México no ha sido la excepción~ a partir de 
su Ley Cimera constituye los esquemas normativos del desarrollo integral de la 
Nación mexicana.189 Ahora bien, en nuestro régimen constitucional se prevé la 
existencia de un régimen económico mixto, en el cual la gestión de los bienes 
escasos es factible de ser conducida tanto por el Estado como por los particulares, y 
en su texto se delimitan sus respectivos campos de actuación y sus 
correspondientes relaciones. 

De ahí la razón de ser de las disciplinas jurídico-económicas (si se nos 
permite el empleo del vocablo) actuales, y que forman parte medular en la Política 
General y Soci~conómica de un Estado: el Derecho Económico el cual es" ... el 
conjunto de estructuras~ valores, principios, normas, procedimientos, medidas 
técnicas y jurídicas de la economia organizada, del desarrollo económico y social 
del Estado, el cual las formula para la realización y dirección de su política 
económica, pública o privada, donde prevalece el interés general. Comprende 
además las relaciones entre los agentes de la econornfa, según el sistema de 
economía dirigida o de la economía social del mercado;"l90 simultáneamente, 
coexiste a su lado el Derecho Financiero, rama jurídica que se integra por" .... el 
conjunto de nonnas jurídicas que regulan la actividad financiera del Estado en sus 
tres momentos, a saber: en el establecimiento de tributos y obtención de diversas 
clases de recursos, en la gestión o manejo de sus bienes patrimoniales y en la 
erogación de recursos para los gastos públicos, así como las relaciones jurídicas 
que en el ejercicio de dicha actividad se establecen entre los diversos órganos del 
Estado o entre dichos órganos y los particulares, ya sean deudores o acreedores del 
Estado "191; integrándose la actividad financiera del Estado en tres etapas 
fundamentales: la obtención de los recursos (ingreso), en su manejo 
(administración), y la aplicación de los mismos a las diversas actividades que tiene 
encomendadas el propio Estado (erogación). El Derecho se ocupa de ellas, 
respectivamente, a través del Derecho Fiscal, del Derecho Patrimonial y el Derecho 
Presupuestario.192 

188 Vid. Miguel De la Madnd Hurtado Op.olp 13 

189 Vid Miguel De la Madnd Hurtado!. Op. al p 20 En esta misma obra se nos señala que antaiio, la legislación ordmaria regulaba la 

configumClón del régimen econÓl11ico. y actualmente las reglas constrtuoonales conbenen onentaoones ImperatIVas que constituyen el 

elemento dOl'SaI de la estructura II1strtucional del sistema económico 

190 Andrés $erra Rojas Op al P 27 

191 SergiO Franosco de la Garza • Derecho FmanClero Mexicano. '17a ed. Ed POrnJa MéXICO 1992 p.17 

192 Vid. SergiO Fmnosco de la Garza Op 01 P 17yss 

144 



Con fines meramente academicos recabaremos una clasificación b{¡sic,l de 
las necesidades a cubrir por el Esttldo a pnrtrr del enfoque del Derecho Financiero. 
Comenzaremos con las necesidades individuales que inciden en el individuo, 
independientemente de sus relaciones con la sociedad y el Estado, verbigracia: la 
alimentación, el vestido, la vivienda, ... ; las necesidades colectivas son las que 
nacen al roce de las relaciones sociales, de la convivencia social, y que por su 
naturaleza no pueden ser satisfechas plenamente por la mera actividad individual 
de las personas, enunciando esta categoría existen los requerimientos de 
educación, de salubridad, de asistencia sociat la recreación, el entretenimiento, 
etcétera; finalmente, se presentan las necesidades públicas, que son las condiciones 
mínimas y elementales que existen en una comunidad jurídicamente organizada a 
la que le corresponde cumplirlas: la conservación del orden interior, la de la 
defensa exterior y la impartición, procuración, administración, y ejecución de la 
Justicia.l93 

El Estado mexicano en su búsqueda permanente y constante de la Justicia 
Penal ha de efectuar una inversión social que haga hombres más justos y prósperos 
en sus condiciones materiales,+ culturales, y recreativas en su particular contexto 
familiar, laboral, y colectivo en que se desenvuelva, esto implica que en la Política 
Criminológica se debe observar que una inversión económica en la impartición, 
procuración, administración y ejecución de la Justicia Penal; por sí sola es incapaz 
de lograr la justicia Social que inhiba o atenúe los factores de la criminalidad y la 
delincuencia, es decir, la inversión económica y la social son atrayentes e 
incluyentes en la justicia penal que se funde en la justicia SociaJ.194 

De lo general a lo particular, tenemos que conocer los cinco criterios· que 
existen para llevar a cabo una asignación de recursos a los programas sociales, los 
cuales son: 

193 Vid Sergio FranCISCO de la Garza Op.ot p 9 

.. Jurídicamente hemos de preclsar Que el sentIdo proporCionado en estas líneas a las condloones matenales lo utlhzamos en la concePCIón 

JUridlC8 de la propleda<l • Que es el derecho de goce y diSPOSICión que una persona tiene sobre bienes determmados de acuerdo con lo 

perrmtldo por las leyes y sin pel']UIOO de tercer/) Conceptos denvados de los artlculos 830 a aS3 del Código CIVil para el Dlstrlto Federal Por 

tanto, la propiedad no consiste en los bienes, SinO en el derecho de poseer. usar. disfrutar y disponer de articulas y serviCIOS· Andrés Serra 

R.oJas Op Cit p, 31 ) Es deCIr. el mejoramiento de las condICiones matenales de los gobernados se ha de concretar en el goce de mayores y 

mejores poSibilidades u oporturudades. de adqUISICión de bienes y ServiCIOS que le proporCionen una cahdad de Vida supenor, con base a un 

empleo que le redunde un salano real que re perrmta un desarrolTo mdlVídual y familiar sostenido 

194· Albert O Hlrschmann en 'la estrategia del desarrollo económico', deJÓ asentado que en el sentido más arnpho, son Capital SOCial fiJO 

los servlctOS publicas, desde el mantenimiento del orden publico hasta la educaoón y la salUd publica' Víd Alfonso y Raul Qwoz Cuaról) . El 

costo SOClal del delrto • Op. ot P 21 

• Esta clasificaoón particular se fundó en la dada en la obra supra Citada. y se ennquecló atendiendo las condioones eXistentes en el actual 

esquema de las Finanzas Públicas que llene MéXICO 
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1.- Análisis de las necesidades. 

2- Análisis de costo-beneficio. (Incluyendo aspectos políticos, sociales y 
económicos). 

3.- Análisis de los recursos necesarios. 

4.- Análisis de los recursos disponibles. 

5.- Análisis comparativo de las inversiones factibles de realizar, a corto, mediano y 
largo plazo. 

Por tanto~ la evaluación del estado actual de nuestras normas, instituciones 
y órganos encargados de la Justicia Penal, nos presenta el mundo real, el ser, y su 
confrontación con lo que debiese ser, nos arroja lo que se requiere, las necesidades 
a cubrir, las que son de suyo, de enonnes dimensiones y de una urgente respuesta 
de la Política Criminológica, que no debe suministrar datos a la Política Social que 
pretenda nonnas, programas o institutos sociales inasequibles a la realidad del 
México nuestro.195 En este mismo sendero, enunciaremos las cuatro proposiciones 
primordiales sobre las que la inversión social contemporánea de los países 
latinoamericanos, habrá de girar: 

o " ... En el mediano y largo plazo ia fuente de igualdad y del motor 
fundamentales (SIC) para salir de la pobreza es el crecimiento económico, 
que lleva a mejores y mayores empleos y salarios más altos. 

o ... Reconocer de inmediato que el crecimiento económico no es suficiente; 
que si uno basara el problema social y se dedicara a la cuestión social 
solamente en base al crecimiento económico, habría un problema serio, se 
demoraría el proceso y, por tanto, hay que suplementarlo con otras 
políticas dirigidas a los pobres. 

o ... El gasto social debe ir focalizado y dirigido directamente a los más 
pobres de los pobres. Se debe abandonar la política social que produce y 
genera un paraguas de beneficios que al final les llegan a los pobres y 
también a los que sí tienen recursos. 

195 Vid. Alfonso y Rau! Quiroz Cuarón Op Cll P 23. 
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o ... La necesidad de buscZlr nlleV¡)~ instituciones, nuevos caniJles di margen 
de la burocracia para poder incorporar a los pobres al bienestar y <11 
desarrollo económico. "1<)(, 

Acto seguido, se han de determinar las asignaciones económicas cn la 
impartición, procuración, admInistración y eJccución de la Justicia Penal, y para 
ello se han propuesto dos métodos: el teórico que se basa en el estudio 
pormenorizado de los medios, instrumentos y recursos humanos, materiales, 
técnicos, y tecnológicos que a corto, mediano y largo plazo se necesitan para ser 
más eficaces en la lucha contra la criminalidad (medlatamente), y la delincuencia 
(inmediatamente); y la via pragmática consiste en fijar un presupuesto global que 
posteriormente se fragmenta en asignaciones particulares, circunscritas a límites 
jurídico-administrativos.197 

Concerniente a la relación existente entre las condiciones económicas de un 
país y el índice de la criminalidad o de la delincuencia real, es preciso asentar que 
la estabilidad, desarrollo sustentable y, en su caso, la opulencia económica no 
impiden el surgimiento de estos fenómenos sociales,198 y en ocasiones, propician la 
denominada criminalidad económica199 que se hace valer de las complejas y vastas 
redes del sistema financiero de la economía internacional, así como de los avances 
técnicos y tecnológicos que vigorizan al crimen organizado cuyos efectos colocan 
en riesgo la vida social y estatal, rebasando las fronteras políticas entre las naciones 
del orbe. Razones poderosas que llaman a la Política Criminológica contemporánea 
a revisar su sostén ideológico encaminado singularmente en la prevención 
especial, para observar y atender a la prevención general200 que se ha de llevar a 
cabo a través de la política socio-económica que ataque los factores criminales y 
delictivos que inciden, directa o indirectamente, en la naturaleza del ser humano, 
en la inteligencia que la comisión de los delitos son una pérdida social y económica 
para la comunidad y el Estado, toda vez que en la praxis, el criminal y el 
delincuente son individuos que se restan a los recursos humanos que tanto 
requiere la sociedad a la cual pertenecen, de una u otra forma, porque 
económicamente son una 'población económicamente activa paralela ' a la 

196 Rolando Cordera Campos y et a11 • libertad Y ]ustlaa en las SOCiedades m()(!ernas • Ed Miguel Ángel Porrúa e Instituto NaCIOnal de 

Solldandad. MéXICO 1994 P 145 Ensayo titulado· Nuevo modelo económico para los paises laMoamencanos· 

197 Vid Alfonso y Raúl atllró;!: Cuaron Op at págs 21 y 22 

198 Vid Manuellópez-Rey y ArroJo· Compendio de Cnmlnologla y Política Cnmll)al • Ed Tecnos Madnd. Espai'ia 1985 P 35 

199 Al respecto, eJ Junsta español eJemphfica - la política del bienestar SOCial (welfare pohcy) hoy extensa en los paises desarrollados y 

avanzando en los demás no ha dlsmll'luldo la cnmlnahdad aunque haya redUCido algunas formas menores de la misma. En realidad. ha dado 

lugar a fraudes, algunos en gran escala en los paises escandll1avos, SUiza. Estados Unidos. Canadá. Australia. ltaha, FranCia y Espai'ia en los 

paIses SOCialistas los estadlstlcos son a menudo lI'lacceslbles. pero eXisten elato!; más que sufiCientes para condulr razonablemente que la 

cnmll'lalidad económicamente motivada por la centraltzaclon de la produCClon no disminuye En algunos países árabes, particularmente Kuwalt. 

la aSlstenaa SOCial es extensa y. Sin embargo, la cnmll'lahdad eXiste en medida sufiCiente para pretender la JustificaCión de una JustiCIa penal 

Islámica marcadamente dura y aún Inhumana • Manuellópez-Rey y ArrOJO Op CI! P 36 

200 Vid Femando A. Bamta lopez • Pnsrón Prevenllva y CienCias Penales (Enfoque mlerdlSClplmano) " Op CII P 76 
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jurídicamente reconocida y protegida por la licitud de sus actos; y una vez sujetos 
a procedimiento y proceso penal, su retención, detención y encarcelamiento exige 
la erogación de considerables cantidades de dinero que permiten la existencia ¿ o 
supervivencia? del sistema penitenciario de nuestro país. 

En esta tesitura, la concepción y ejecución de la Política Criminológica que 
retome los cauces de la prevención general o primaria, debe hallarse inmersa en 
una Política Social que se realice a través de la política socio-económica que 
concentre sus esfuerzos en la inhibición de los factores criminógenos y delictivos 
que orillan al individuo al crimen y al delito, fundando así la Justicia Penal en la 
prevención y no en la mera persecución y represión de estas conductas 
antisociales. Ante nuestros ojos, se presenta II ••• la oportunidad de montar un 
laboratorio que hacia atrás explore, en el caso particular, los factores el crimen, y 
hacia adelante prevenga¡ en general, la aparición o la repetición de la 
criminalidad."201 No cabe duda que este laboratorio es el social y no el punitivo, 
por ello, se requiere que el Estado mexicano valide su condición de entre supra­
social jurídicamente organizado y dotado de la máxima coercibilidad física 
legalmente limitada, con la finalidad de conjugar los factores reales del poder y 
encauzarlos annónicamente en programas de gobierno trazados más allá de una 
planeación sexenal aislada y mutilada en la Política Criminológica, que hoy por 
hoy está disgregada en los órganos federales y locales, ante la ausencia de un ente 
administrativo federal que asuma esta responsabilidad de coordinación en materia 
de prevención¡ persecución, represión y ejecución de la Justicia Penal en México. 

En este orden de ideas, la construcción de la Política Crimínológica 
mexicana sólo es dable de cimentarla a través de la superestructura de la Política 
Social que se concretará en la vida social de México en la política socio-económica 
que se instrumente a través de los órganos, instituciones y nonnas jurídicas 
reconocidas y sancionadas por el Estado que se impregnen de un pleno sentido de 
Justicia Social¡ de la justicia distributiva que dé lugar a mejores condiciones 
materiales, educativas, recreativas y culturales· que atenúen e inhiban los factores 
exógenos de la criminalidad y la delincuencia, y que fortalezcan, a su vez, los 
métodos e instrumentos de persecución, represión y ejecución de los delitos. 

201 Sergio Galda Ramirez. "JustiCia Penal _" p 189 

• Se recomienda ampliamente al lector la consuJta del hbro' JustiCia Local De qué modo las InstitUCiones dlstnbuye.1 bienes escasos y cal"Qas 

necesanas_ • {Local Justica} Tr Elena Altermar. ' Elster. JOrl Barcelona. España. Ed. Gedlsa 1994; para abordar profundamerrte el analisls 

slstematlco de los pnnCipios y procedimientos ulllizados para actuar con equ¡dad· en las sib.laCÍOnes sociales concretas que se le presentan a! 

est"ildlsta y al polítICO en su tarea de lograr la JustiCia 5ooal, la cual no depende directamente de las opeones del mercado o de las decisiones 

gubernamentales, toda vez que el bienestar de las personas se Olstahza en la medida en que obtienen los bienes y evitan las cargas que son 

dlStnbllldas en las Iflstrtuoones SOCIales o gubemamenlales 
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I1I.- LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA EN EL ESTADO 
MEXICANO. 

" El Estado mexicano ha planteado con seriedad y 
objetividad algunos rubros de su quehacer; ... pero 
nos resultará siempre complicado el esfuerzo de 
estudiar y conocer la Política criminal (SlC) 
mexicana, no sólo dispersa.. sino muy 
probablemente, inexistente. " 
Lic. René González de la Vega. 



1.- RÉGIMEN CONSTITUCIONAL. 

La Constitución de un país no es ni ser ni 
deber ser, sino es ser deber ser. " 
Jorge Carpizo McGregor. 

1.1.- JUSTICIA PENAL Y NORMA FUNDAMENTAL. 

El ser humano ha concebido al Derecho Penal como el instrumento jurídico 
más represivo que le permite una defensa enérgica y severa, contra las agudas 
consecuencias que ocasiona el delito en la esfera jurídica individual, la de sus 
instituciones y la de sus órganos gubernativos; encomendando así la tutela y 
protección a determinados entes administrativos y judiciales, que dispensan la 
Justicia Penal a través de todos los actos que informan las diversas fases del 
procedimiento penal. Éstos órganos de gobierno, en sus respectivas esferas de 
actuación, en su especial ámbito de competencia, aplican las sanciones jurídicas de 
mayor trascendencia en el mundo jurídico para el gobernado, por afectar su propia 
libertad personal. su honor, su reputación, su patrimonio, e inclusive, su vida en 
aquellos sistemas legales que prevén su existencia y positividad. El ciudadano ante 
esta realidad se protege con el manto legislativo del orden jurídico penal que brota 
de la Ley Fundamental, de nuestra Carta Magna. 

Así se constituye la barrera infranqueable de la legalidad y seguridad 
jurídica en materia penal: con el pleno e irrestricto respeto a la Ley Suprema que se 
localiza en la cúspide de todo nuestro sistema jurídico, derramando sus principios 
y valores básicos a las normas, instituciones, organización y actuación de los 
órganos del poder público, sea cual sea su naturaleza o ámbito. Y en la especie, la 
propuesta de materializar a la Política Criminológica mexicana a través de un 
órgano de la Administración Pública Federal, que coordine el actuar de las 
entidades administrativas de la Federación, el Distrito Federal, de los Estados y de 
los Municipios en su lucha contra la criminalidad y la delincuencia, habrá de 
conducirse estrictamente en el acatamiento estricto y permanente de los principios 
torales que en materia penal y administrativa rigen constitucionalmente, 
constituyéndose así en garante de la constitucionalidad del actuar de los servidores 
públicos que despachan la Justicia Penal en nuestro país. 
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Considerando que el Estado democrático de Derecho, por definición, nace de la 
Ley Fundamental, su consolidación en el sistema penal mexicano, sólo es dable en 
tanto en cuanto, todos y cada uno de los subsistemas que lo componen, se 
estructuren y comporten en apego a los postulados básicos que nos permiten ir tras 
la Justicia Penal que permita disfrutar de un control social efectivo en la realidad 
de nuestra sociedad contemporánea. Luego entonces, la construcción cotidiana de 
nuestro sistema penal, inexorablemente, tiene su origen y destino, en los principios 
prístinos de la Justicia Penal constitucionalmente concebida. 

Semánticamente la palabra de Constihlción proviene de "Constitutio" conis, 
viene del verbo latino' constituere I (constitutio, as, ere, stitui, stitutum) el cual se 
forma a su vez, de la partícula' cum ' que significa con, y del verbo' statuere ' 
(statuo: vis, veTe/vi, utum) que significa poner, colocar, levantar, construir, fundar 
... El verbo statuere viene de statu us (de sto): acto de estar en pie, situación de lo 
que está quieto o en reposo; postura, actitud, estado, situación. "1 

Al paso de los siglos la acepción original guarda su contenido y significado 
del empleado en nuestro sistema jurídico, toda vez que la Constitución Federal es 
el cuerpo jurídico que contiene los elementos fundamentales en los cuales el ser 
humano se constituye en el eje sobre el cual gira toda la actividad política, social, 
económica, y cultural de la Nación, reconociéndole2 los derechos inmanentes a su 
naturaleza, fijando los mecanismos e instrumentos jurídicos primordiales para 
garantizar su libre ejercicio y la composición de los conflictos que nacen al 
vincularse con el resto de la sociedad o con los órganos estatales. En México, la 
vida socio-política de sus instituciones y órganos se halla irunersa en un Estado de 
Derecho que halla su razón de ser en la Ley Fundamental, en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos? ordenamiento jurídico del cual se 
desprenden todos los cuerpos jurídicos que rigen las actividades del ciudadano y 
de sus órganos de Gobierno, en la inteligencia que en todo instante han de acatar y 

1 Rolando Tamayo y Salmarán ·Introducoon al estudIO de la Constrtudon • UniversIdad Naoonal Autónoma de México. México. 1979 P 33 

2 Ubhzamos este termIno por ser el mas adecuado a la ontologia del Hombre. toda vez que concordamos con la aportación de la comente 

lusnafuralrs1a al aceptar que el orden JUridlco dado en un certo trempo y espaCIO, no llene la capacidad ni el poo'er de modiñcar la naturaleza y 

condioon. de ser. de la persona, la cual. por ese solo hecho, posee [os derechos necesanos para desarrollarse en la soaedad a la cual él 

pertenece, es deor, [e pertenecen, ab ongme, como condltlo sme qua none. para VIVIr y sobreViVIr en sooedad, que se organIZa JurídIcamente 

en el Estado mexIcano CUyO GobIerno se constituye, como deoa Platon, en un servidor de leyes. es decir, en SlJ garante, no en el fundador del 

sIstema Juridlco en el cual se dan cauce a las actiVIdades del gobernado 

De ahí que el Dr Jorge Carpizo adara que el térT1'lIno utIlizado por nuestro constituyente para designar a los derechos humanos fue el de 

garantias mdMduales, y que en vlltud de que de los debates de nuestro articulo 10 conSlltucional y 10 de la COnstitución predecesora a la 

nuestra ([a de 1857), asi como del espintu de ambos preceptos, se cohge que aceptan que la fuente de las garantías individuales son la 

fundamentaoon de kls derechos del hombre (Vid Jorge Carplzo • Estud¡os GonslrtUoonales ·3a ed Ed Pomia·lnstrtuto de Invesllgaciones 

Jundlcas--UNAM MéxICO 1991 Págs 484 Y 485) 

3 Fehpe Tena Ramire<:. señala atlnadamente que esta Cons~tuClón tuvo un destino autónomo de su antecesora, la de 1857 Nuestra 

COnStituCIÓn vigente en su texto ongmal, se firmo el dla 31 de enero de 1917 y fue promulgada el 5 de febrero del mismo afio y entró en VIgor el 

10 de mayo de dIcha data (Vid Felipe Tena Ramirez • Leyes Fundamentales de MéXICO 1608-1991 .• 16a edloon Ed. POITÚa. MéxIco 1991 

P 816) 
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respetar los valores, principios, normas, garantías, instituciones y 41tribuciones que 
se consagrdIl en su texto, en virtud de la existencia del régimen constitucional que 
impera en nuestro sistema jurídico. 

Dos rasgos esenciales se desprenden de la Constituci6n4
, ontológica mente y 

jurídicamente hablando: la Supremacía y la fundamentalidad. Examinemos, pues, 
la primera. 

4 No debemos perder de vls:a que al ser una construccI6n 10rmal y Juridlca el tl!rmlno de la Constituci6n posee un sentido equivoco, toda vez 

que Su acePCIón es susceplible de analizarse y d,secclonarse a través de multlples perspectivas que los tratadistas constituCionales y 

pohtólogos han abordado, y que SI bien no escapan al estudiOSO del derecho, no habremos de ocuparnos de ellas por ¡alOneS ObVias No 

obstante destacaremos Que las pnnclpales connotaciones de eSle térmlOo se han smtetlzado en las siguientes 

- l.- Constitución en sentIdo absoltdo Se usa este sentido _ afirma Schmltt • Quenendo significar que la consllluCl6n es un 'todo ur'lltano', una 

totalidad que puede pen::,b,rse de dos maneras como ser del Estado y como sistema de normas supremas y últimas 

La Const,tUClón como ser de! Estado En este aspecto la locucI6n presenta tres poSibilidades: 

Como la concreta sltuaClCn del EstadO Es la concreta eXistenCia polltlC3 de MéXICO, Alemania o Inglaterra En esta acepcl6n el Estado no tiene 

una constltuCl6n, el Estado es la constltuCI6n, es la Idea de la Unidad politlca y la ordenaCión SOCial concebidas de manera es~tlca, ,seria 

Méx,co como el ser concretode potestad pública con Su SOCiedad organllada desde Su ongen hasta el presente 

Como forma de goblemo ,El concepto atiende a la sínteSIS de las relaCiones que se producen cotidianamente en una SOCiedad determinada, 

entre gobemantes y gobernados, esto es, la Constitución entendida como forma de formas 

Como dmámlca real ahora se Identifica con la dlOamlC3 real de la estructura del Estado, Ya no es la Idea de naCl<:ln o el concepto estático 

del ESlado: ahora nos relenmos a los gobemantes y a los gobemados en su realidad socia! Gobernantes que ejercen el poder. poblaCión 

concreta, soc,edad con gl1.lpos de pres,ón y de mterés, esto es la realidad de un Estado 

La ConsMUCKm como SIstema jlJrldlco- Es el 'sistema cerrado de normas', También es una totahdad pero en este caso Implica una 

Idealll.JClÓn, se Idea lila el concepto de constitUCión, entendiéndola como Sln6nlmO de todo el sistema normatiVO, como e! mundo del deber ser 

11.- ConsthucJón en sentido relativo. Schm¡!t cons,dera que el concepto de cons~tUClón es susceptible de relatlvlzar.;e, o sea, a partir de una 

totalidad, puede ser re$tnngldo o una pluralidad de leyes particulares ConstitUCión en sentido relallvo slgmfica un documento formal y solemne 

Formal porque los pnnClplos y normas que ngen la orgaOl1.8cl6n del Estado se consagran por escnto y de manera Integral Solemne porque el 

documento no es COnfeccionadO en cualqUier momento ni por cualqUier persona, aparece en una etapa hlstónca coyuntural y es producto de 

una asamblea - parlamento o congreso - cons~tuyente Integrada por personas Que fueron electas para hacer el documento 

m._ Constitución en sentido POSI1IVO, Cons~tUCl6n entendida como tos pnnClplOS que traSCienden a las normas jundlcas, Cons~tuClón como 

COnjUnto de dCClslones politlCas fundamentales que determinan su orgaOlzaclón 

IV.- Constrtución en sentido ideal. Se utllll.3 este sentido conSiderando el carácter dlstlnllvo y et especifico co~temdo de una Ideología 

constitUCional El factor determinante es la Ideología de un grupo, aSOCIaCIón o parlldo polítiCO como Ideal de organl=lón del Estaclo de 

manera exclUSiva y excluyente El senbdo se utiliza así cuando vemos los grupos o partidos politlcos que solamente aceptan como ConstrtuClón 

la que contiene los pnnClplOS IdeológiCOS que ellos mismos sustentan '1 defienden, 

V.- Constitución en el sentido' real del poder '. Ideas de Femando Lasalle Acu"o un concepto de ConstituCión - probablemente el más 

conOCIdo - definiéndola como 'la suma de los factores reales de poder' Lasalle dlstmguló la Cons~tuClón SOCIal, relaCión de las fuerzas 

reales del poder - de la Jurídica - la hoja de papel - al Impartir celebre conferenCia denominada (. Qué es una Constitución? donde acreditó 

SOCIológlcamente la prevalenCIa del poder sobre el dereCho hasta que éste - consigue acumular a su seIVIClO la canlldad sufiCiente de poder 

para aplastar el poder del desafuero y de la arbitranedad· (, Que es una constltuCI6n 1, ed HispaOlcas MéXlco 1989 P 30) 

VI.- Constitución en fentldo iurldico. El autor conSidera que las relaCiones reales de la fuerza SOCIal (factores de poder) se Inscnben en una 

hOJa de papel, se les da una expresl6n escnta y, al hacerse esto, ya no son los factores reales de poder; son disposiCiones Jurídicas, son el 

derecho En COnsecUenCia, la 'hoja de papel' es buena y duradera cuando corresponda a Ja constitución electiva (los factores reales del poder 

y cuando no corresponda, se prodUCirá un conn,cto mevltable en Que la constltuCl6r'l formal, la expresión normallva, será venCida por la 

realidad lasalle conclUye estableciendo que los asuntos constitUCionales no son cuestiones de derecho, smo de fue~. Asevera lo siguiente -

la constitUCión efectiva de un pals s610 eXiste en las relaCiones de fuerza de un pals, las conStitUCiOneS esentas sólo llenen valor y du13<:1ón 

SI son la expresión exacta de las relaCiones efect,vas de fuerza, como se presentan en la SOCiedad - (op Clt pags 78 ~ ss) 

Ennque Sánchez Bnngas • Derecho ConstitUCional - Ed Porrúa Mexlco 1995 Págs 106 a 109 y 1 t 1, 113 Y 114 
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Considerando que en cualquier terreno de las actividades cotidianas de los 
seres humanos en su carácter de personas, son sujetos de derechos y deberes, ellos 
sólo perciben a múltiples autoridades que despliegan actos, que de una u otra 
forma y con diversa intensidad, afectan sus esferas jurídicas, es decir, no se concibe 
a la ley Cimera y las leyes que emanan de ella - formalmente o materialmente 
hablando -, ni a los reglamentos o normas generales, así como a los decretos, 
bandos de policía y buen gobierno, Jaudos, sentencias, resoluciones, e inclusive .. 
circulares o acuerdos administrativos que rigen en el actuar de los órganos 
administrativos; en consecuencia .. la concepción general de los individuos han 
dado lugar al establecimiento de un principio universal que traza la frontera de las 
responsabilidades y deberes que rige la conducta y actuar de ambos .. de tal suerte 
que se pretende evitar el abuso y la desviación en el ejercicio del poder a! aplicar 
las normas jurídicas al Caso concreto, garantizando a los gobernados el ejercicio de 
su libertad subjetiva, en sus múltiples ámbitos. Este principio se expresa así: ' Los 
gobernantes (órganos del Estado, autoridades y sus agentes) solamente pueden 
hacer lo que las normas les permitan y los gobernados pueden realizar todo lo que 
las normas no les prohiban.' Aquí radica lo que los tratadistas constitucionales 
denoTIÚnan como la regla de la fundamentalidad, la cual consiste en que" .. .las 
autoridades, al individualizar las normas, requieren fundar sus actos directamente 
en la Constitución o indirectamente a través de las normas constituidas. ,,5 

Este principio se recaba expresamente en el artículo 16 constitucional el cual 
expresa: .. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, papeles o posesiones, 
sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 
motive la causa lega! del procedimiento. " Surge a la vida jurídica el derecho 
fundamenta! de la seguridad personal y real, que Mariano Coronado vislumbraba 
en este magno precepto;6 por ende, aquí nace la denominada garantía de legalidad 
que es uno de los pilares que sostienen al Estado de Derecho. 

Esta característica es la cualidad de la Constitución jurídico-positiva y que 
permite" .... ésta se califique como 'ley fundamental del Estado'. Entraña, por 
ende~ que dicha Constitución sea el ordenamiento básico de toda la estructura 
jurídica estatal, es decir, el cimiento sobre el cual se asienta el Sistema Normativo 
de Derecho en su integridad. Consiguientemente, el concepto de fundamentalidad 
equivale al de primariedad, o sea, que si la Constitución es la 'Ley fundamentar, al 
mismo tiempo es la 'Ley primaria'. ,,7 

En otras paIabras~ las autoridades únicamente pueden hacer 10 que la ley les 
permite y concede, por ello, las autoridades deben gozar de facultades expresas 

5 Ennque Sanchez Sringas. Op ol P. 190 

6 Vid El all • Constltuoón PoIIUca de lOs Estados UnIdos MeXIcanos Comentada • 9a eclloón. Ed UnIversidad Naoonal Alll(¡noma de 

MéxJco-lnstlMo de InvestigaCIones JuridlC<!s·Porrúa MeXlCO 1997 (SergIO GarCla Ramirez Comentano al artículo 16 P 151 ) 

71gnaoo Surgoa Onhuela • Derecho ConstltuoonaJ MexICano· Ed Ponua MéxICO 1956 Pag 412 
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que les permitan reJlizar cua!t.luier acto de su competencia, y no es d()bh.~ 

argumentar que explícitamente Sl~ infieren sus atribunones de los orden<:lmicntos 
jurídicos. Gracias a lo anterior, se goza de una s~gundad juridiG\ deti.\Had~" ya t.luC 
la ley debe precisar claramente yen forma expresa, las prerrogativas jurídicas que 
legítimamente pueden ejercer los órganos del Poder de la Unión, en la inteligencia 
que su fuente única, en forma directa o indirecta, es la Constitución Fcder"l. 

Nuestro más alto tribunal ha sostenido, en jurisprudencia, que cualquier 
acto de autoridad que no están previstos en ley, implican la violación de los 
derechos del gobernado.' En esta tesitura. el principio de legalidad impone 
obligaciones que la autoridad, inexorablemente y fatalmente, han de observar en 
todas sus actuaciones, so pena de ser actos ilegales e ilegítimos. Para describir el 
principio de legalidad acudiremos a las palabras autorizadas de Kelsen: " Un 
individuo que no funciona como órgano del Estado puede hacer todo aquello que 
no está prohibido por el orden jurídico, en tanto que el Estado, esto es, el individuo 
que obra como órgano estatal, solamente puede hacer lo que el orden jurídico le 
autoriza realizar. Desde el punto de vista de la técnica Jurídica es superfluo 
prohibir cualquier cosa a un órgano del Estado, pues basta con no au torizarlo a 
hacerla. ,,9 

Ahora bien, la denominada garantía 10 de legalidad se traduce en las 
siguientes condiciones: 

" 1. En que el órgano del Estado del que tal acto provenga, esté investido con 
facultades expresamente consignadas en la nonna jllridlca (ley o reglamento) para emitIrlo; 

2. En que el propio acto se prevea en dicha 1l0nlla; 

3. En que su sentido y alcance se ajusten a las disposlczones normativas que lo rijan; 
4. En que el citado acto se contenga o derrl'e de un mandamiento escrito, en GlyO 

texto se expresen 105 preceptos específicos que lo apoyen. 1111 

8 Víd. para mayor argumentación Jundlca Apéndice al tomo CXVIII del SemanariO JudiCial de la FederaCión TeSIS 166 TeSIS 47. de la 

CompilaCIón 1917-1963, tesIS 46 del Apéndice 1975. Malena General ASimismo. Semanano Judloal de la FederaCión. QUinta época tomo 

XIII, Pág. 514 Tests 112 del Informe de 1982 emitido por la Se9unda Sala de la Suprema Corte de Justloa de la NaCión TesiS JunsprudenClal 

número SS del Apéndice 1985. Matena General y el crlteno Junsprudenoal contenido en el Amparo en revIsión 3929/58. Gustavo lassleur l y 

coagravlados. 27 de octubre de 1958 5 vOIOS, ponente José R,vera P C Tomo XVI, Segunda Sala, página 30 Sexta Época 

9 Hans Kelsen .• Teoria General del Derecho y del Estado' MéXICO 1949 P 277 CLt por Felipe Tena Ramirez • Derecho ConstitUCional 

Mexicano' 24- EdiCión. Ed Pomia. MéXICO 1990 Págs 11.12 

10' Es menester, para clamlad del tema que se toca. recordar que el termino de 'garantía' aplicado a los derecl10s fundamentales del 

gobernado en MéXICO, es una IncorrecCIón tanto linguistica como Juridlcamente. ya que en su acepción real es 'aquello que asegura el 

cumpllm¡ento de lo pnnClpal', defilllclón más bien aplicable al JUICIO de Amparo que es el mediO establecido en la propia Carta Magna para 

hacer respetar las mal llamadas 'garantias IndIVIduales' En efecto. las 'garantlas' resultan ser 'lo pnnopal·. cuyo cumplimiento debe 

asegurarse. por lo cual estimamos. en unión con el cnteno de otros tratadls1<ls. que lo correcto es hablar de 'derechos fundamentales del 

gobernado' Et all. • 75 alllversano de la Constitución poht,ca de los Estados Unidos Mexicanos' Ed Porrua MéXICO 1992 [Roberto Terrazas 

Salgado 'La segundad jl.lfi:!ICI! en MéxLCO a 75 años de VlgenO<l de la ConstitUCión de 1917' 1 P 487 

11 IgnaCiO Burgoa Onhuela • Las garanlias individuales' 25a ediCión Ed Porrua MéXICO 1993 P 602 
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En el Derecho Penal se erige majestuosamente este principio legal en virtud 
de los bienes jurídicos que se tutelan y protegen, y sobremanera de los que se 
afectan en el procedimiento penal. razón observada por el constiruyente quien 
elevó a rango constitucional el principio procesal de nullum crimen, nulla poena 
sine lege12 en el tercer párrafo del artículo 14 constitucional. esto es~ si un hecho no 
está considerado por ]a nonna penal como delito, no es susceptible de sancionar 
punitivaménte a su autor. Luego entonces, se desprende de esta norma, que a 
través del procedimiento penal, en todas sus fases, la aplicación de la ley penal 
deberá ser estricta, y no es susceptible de tipificación mediante la mayoría de razón 
o la interpretación analógica de]a nonna punitiva.13 

La trascendencia que ocupa en nuestro estudio esta característica jurídica de 
la Carta Magna cobra vida más allá del cumplimiento de la norma penal y de la 
aplicación de la ley penal en el procedimiento penal mexicano~ en razón de la 
necesidad de brindar un soporte constitucional a las atribuciones y facultades de 
las que se debe investir el órgano de la Administración Pública Federal que se 
propone para lograr una Justicia Penal íntegra en su procuración, administración, 
impartición y ejecución; ello implica necesariamente que nuestra Constitución 
Federal debe establecer, delimitar y precisar las prerrogativas jurídicas, en su triple 
vertiente: administrativa, financiera y operativa, a fin de respetar el principio de 
división de poderes y la soberanía de los Estados, sin menoscabar la autonomía del 
Municipio, aspirando a la lucha eficaz contra la delincuencia convencional u 
organizada.14 

Como podrá apreciarse, el principio de fundamentalidad se ha trasladado 
en el presente estudio a la estructura orgánica de los entes que conionnan al 
Gobierno del Estado mexicano, y que en la especie se ciñe al Poder Ejecutivo 
Federal, a la Administración Pública Federal y del Distrito Federal en materia de su 
procuración, administración, impartición y ejecución de la Justicia Penal. El Estado 
de Derecho mexicano está llamado a respetar cabalmente el presente principio 
legal en el universo íntegro de las competencias asignadas a los órganos federales, 

12la doctnna se ha pron~nClado por afirmar que este pnnClplo !amblen comprende al de nulla poena Sine ¡nllicium 

13' La aplIcaCIÓn analógIca de la ley bene lugar cuando a ésta se ambuyen efectos normabvos sobre casos reales (ados, hechos, relaCIones o 

SItuaCIones) que no eStan ~revlstos en ella, pero que guardan con las hlpotesls expresamente reguladas no una semejanza absoluta (Identidad) 

Sino una slmllltud relatrva. o sea, en cuanto a oertos aspectos o elementos comunes La profublclón de aplICar la ley por mayoría de razón 

¡mplde que la ley que contenga la sanoón penal se haga extenSIva a hecl10s que. aunque de mayor gravedad, peligroSIdad o anbsodahdad, 

etc. que el detlto previste, no estén comprendIdos en ella y sean esenCIalmente dIferentes de su antecedente abstracto • [IgnaCIO Burgoa 

Omuela . Las garantlas IOd,ylduales 'Op cit P 576 Y 5791 

14 Emmentemente este objeto de estudiO jundlco rebasa la frontera de las presentes Imeas. toda vez que su anallsls y conctuSlOn requIeren de 

un vasto y profundo €ltamen admlnlstrallvo, Manoero e InctUSlve, polillCO de lOS órganos de la Admmrstraoórt PúblICa Federal que de una u 

otra forma. Inciden en la JusbCla SOCIal y Penal de nuestro pals. razón, entre otras. por la cual no se abunda en esta lovesllgadón que 

pretende. fundamentalmente, comprobar la neceSIdad Impenosa de la CTeaClon • que no ImplantaCIón· de un organo de la AdmlOlstraClón 

Publica Federal que coordIne eficazmente Jos recursos matenales y humanos con los que cuentan la FederaCIón. el Dlsllito Federal, los 

Estados. y lOS MUOlClPIOS para aspIrar a la consolIdaCión de una Politlea Cnmlnal que sea parte de una JusbCla SoCIal que permita abnr un 

trente homogéneo en la lucha contra la cnmlnalldad y la dehncuenoa 
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qUl' en su conjunto son el' Suprcmn Poder de la federaci6n ',1!> es el poder público 
que se divide tripartitan1l'Ilh' par" su l2jerciciO. 

Observando el segundo atributo normativo de la Constitución esbozaremos 
las características más representativas de la supremacía constitucional, partiendo 
del articulo 133 de nuestra Carta Magna, el cual estatuye: " Esta Constitución, las 
leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén 
de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la 
República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los 
jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar 
de las disposiciones en contrario llue pueda haber en las Constituciones o leyes de 
los Estados. " 

La estructura lógica del sistema jurídico nacional no es concebible en otro 
orden diverso al enunciado en el presente precepto, toda vez que es inherente a la 
Constitución el ser suprema, si consideramos que éste es la ley prístina que recaba 
la expresión original de la soberanía. A su vez, la Constitución es la Ley Cimera o 
Fundamental porque" como dice Lasalle, ahonda más que las leyes y es la suma 
de los factores reales del poder que rigen en el país al momento de su vigencia. ,,16 

y es la Ley Fundamental la que se sitúa en el punto más elevado de la construcción 
legal de un país por ser ella misma la que construye, delimita y precisa los 
postulados últimos de su pueblo, constituyendo a los Poderes de la Unión en 
instrumentos del poder público que se instituye para beneficio único del pueblo, 
subordinando a sus principios generales a los cuerpos legales que nazcan en lo 
futuro, en cualquier nivel de gobierno, es decir, el federal. el estatal y el municipal. 
La estructura jurídica está dada en tanto en cuanto la Constitución es la que 
proporciona sustento y vida interna a los principios, valores normas, órganos e 
instituciones internas de una Nación, ergo, todo aquello que se opone o desvía de 
ella carece de validez para el Derecho. 

Desde el punto de vista funcional y operacional la prelación jerárquica de 
las leyes en relación a la Constitución permite determinar la existencia y validez de 
una norma jurídica. Expliquemos: la Constitución es la norma primaria que 
delimita los procedimientos y límites que han de acatar las normas secundarias 
que se desprenden de ella, calificándose formalmente la existencia y validez de 
éstas. Es el método que de origen ha de seguirse para calificar la legalidad y 
constitucionalidad de una ley secundaria." Inclusive, se ha afirmado que los 
conflictos jurídicos del Estado de Derecho mexicano se circunscriben a conflictos 

15 Vid J Jesus Orozco HenriQue¡ (Comentarro al artiCulo 49 constituCional) El all Const,tuoon PohlrC3 de los Estados Unidos MeXicanos 

Comentada Op erl p 560 

16 Ellsur Arteaga Nava . Derecho ConstitUCional Instituciones Federales. Estatales y MuniCipales . Universidad NaCional Autónoma de 

MéXICO T I MéxLco 1994 P 14 

17 Vid Rodolfo Vldal Gomez de Alcalá ·la ley como limite de los derechos fundamentales' Ed Porrua MéXICO 1997 P 118 
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de inconstitucionalidad de normas y a los conflictos de ilegalidad de los actos del 
poder público que concretizan a la norma jurídica~ " .. aSÍ, la seguridad jurídica se 
verá perturbada cuando las leyes secundarias (entiéndase leyes federales y locales, 
tratados internacionales y reglamentos) no se ajusten, ya en su proceso de creación 
o en su contenido normativo .. a 10 dispuesto por la Constitución; o bien, cuando en 
la emisión o ejecución material de un acto de aplicación de las nonnas no se 
observe con exactitud la legalidad vigente. ,,18 En otras palabras, este orden lógico 
y sistemático proporciona la seguridad jurídica, substratum del Estado de Derecho, 
ya que por conducto de ella se organizarán los órganos gubernamentales y los 
mecanismos e instrumentos que permitirán sostener en forma armónica las 
relaciones con los gobernados. Para la Justicia Penal es la piedra de toque de su 
sistema jurídico, y desafortunadamente, no se cuenta con un órgano 
constitucionalmente previsto que específicamente formule, elabore, instrumente, 
ejecute y evalúe la Política Criminológica que coordine a los Poderes de la Unión 
en sus tres niveles de gobierno en la lucha contra la criminalidad y la delincuencia. 
La Justicia Penal en México está desarticulada y fragmentada a partir de nuestra 
Carta Magna: 

Los preceptos constitucionales recaban la estructura básica del Estado y sus 
órganos e instituciones y en forma simultánea contiene los elementos axiológicos y 
materiales de la consecución de los fines que persigue como Nación jurídicamente 
organizada, características que no poseen las normas secundarias que a ella deben 
sujetarse en su creación, modificación y composición. La doctrina constitucional ha 
clasificado a las normas primarias, desde el punto de vista normativo en: 

_# Normas de competencia: Son las que crean una esfera de competencia a 
determinados órganos del Estado y se delimitan entre sí las competencias de todos 
los órganos del Estado; 

-Normas de creación: En relación con las anteriores, establecen la forma de 
actuación de los órganos del Estado; 

-Normas de procedimiento: Que rigen la forma de actuación de los órganos del 
Estado, aunque corno más adelante se verá son competencia de las leyes 
secundarias; 

-Normas de revisión: Prevén un mecanismo para la reforma o adición de los 
artículos constitucionales; 

-Disposiciones normativas: No constituyen ninguna delimitación de 
competencia, sino que establecen ciertas prescripciones de la Constitución federal 
en las provincias o en los estados; 

-Normas sobre Derechos Fundamentales: Son aquellas que establecen un ámbito 
protegido a los súbditos de un Estado; 

18 Roberto TertazaS salgado .. La segundad Jund1ca en MexlCO . El aH . 75 anlversano de la COnstltuClon Pohbca de los Estados Unidos 

Mexicanos' op c:it págs 488 y 489 

~ Vid mfra capitulo N_ 
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-Cnrtmtías: Son las que iJscguran instituciom.'s Juridico~públicas (SIC) (.) 
privadas y que no podemos confundir con las normas sobre Derechos 
Fundamentales; 

-Normas sobre la eslntclllrn del Estado y sobre 5115 fines: Son normas de 
contenido material y no formal, como las anteriores, y que contienen en 
consecuencia los principios rectores y la finalidad del propio Estado; 

-Normas como mandatos constitucionales: Son las que contienen órdenes al 
poder legislativo para que regule determinadas materias o actividades, o bien, para 
que establezcan determinadas instituciones. ,;19 

Gracias a esta clasificación jurídica de las normas fundamentales es dable 
construir los cimientos de la justicia Penal mexicana que urgentemente requiere 
gozar del reconocimiento jerárquico constitucional que, desafortunadamente, 
adolece actualmente en sus normas de competencia, de las normas de creación, y 
de disposiciones normativas, toda vez que en ellas no se contempla la acción 
concertada del Estado y de su Supremo Poder de la Federación, en todos sus 
niveles de gobierno, para combatir eficazmente, en un frente único y coherente, a 
la criminalidad y a la delincuencia, a partir de la prevención y culminando en la 
controvertida rehabilitación social del delincuente. Esta afirmación cobra sustento 
toda vez que no existen en dichas normas, la edificación de una justicia Penal 
contemporánea, científica y práctica que cobra vida en un órgano único que a nivel 
nacional planee, oriente, instrumente, dirija y evalúe la Política Criminológica. Las 
normas constitucionales ontológicas del Estado en materia de Justicia Penal 
existen, no así las normas estructurales del Estado que le permitan nacer con todo 
el vigor que el ius puniendi posee cuando éste se traza en los mapas de la Política 
Criminológica. 

La noción de justicia Penal invoca a la Constitución porque ella es la ley de 
leyes y es la que organiza el poder público en los fines más altos que persigue la 
Nación en su desarrollo; y en este orden de ideas a la luz del principio de 
supremacía constitucional destaca la justificación de la inclusión estructural de la 
Política Criminológica en las normas primarias que se derramen en todo el sistema 
de Justicia Penal por conducto de las normas secundarias20 que deriven de ellas. Se 

19 [Stem. Klaus 'Derecho del Estado de la República Federal Alemana, (traduCClón de Javier Perez Royo y Pedro Cruz Villaleón) Centro de 

EstudiOS ConstituCIonales Madnd 1987. Págs 265-279 J elt por Rodolfo Vidal Gómez de Alcalá· la ley como limite de los derechos 

fundamentales· Ed POITÚa MéXICO 1997 P 118 

20· Entrando a las normas secundarlas. las podemos ClaSificar de la Siguiente manera 

Normas suslant!llas y normas adjetivas las pnmeras, lamblén llamadas materiales. determmal1 el col1tenldo de las col1ductas reguladas por el 

Derecho y no sólo como lo sei'lala Kelsen en el senbdo 'que seilalan el contenido del acto JudlClal o admlnlstrallvo de dicho 6rgano' {Hans 

Kelsen • Teona General del Derecho y del Estado' (trad de Eduardo Garcia Máynez) 2" reimpreSión U N A M MéxIco 1979 P 152 J Clt 

porRodolfoVidalG6m~deAlcalá Op ot p 119 

Es deot. las ncm\as ad¡e\l'Ias son las que establece\'. !os proced\ffi\€rltos pam la aDli<:acIÓn de las normas sustantivas, son el Instrumento por 

medio del cual se actuahzan en la Vida prác\lca las normas Jurídicas matenales. y en ella también se mcluyen a las prescnpclones que 

establecen y regulan los órganos que las deben aplicar Víd Idem 
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pretende la concepción estructural de un sistema de Justicia Penal que tenga su 
fuente inmediata en la Ley Fundamental que a través de las normas primarias le 
reconozcan y ordenen orgánicamente .. en el ámbito federal, para que así surja la 
consecuencia inevitable de la reforma integral de las leyes secundarias punitivas 
que nuestro orden jurídico prevé. 

El principio jurídico de la supremacía constitucional se impregna en el 
sistema de Justicia Penal a través de tres vertientes de obligatoriedad que la propia 
Carta Magna prevé tácitamente para todo el orden jurídico interno .. a saber: a) Se 

impone a los poderes federales, de acuerdo con el contenido de los articulas 87, 97 
Y 133; b) Se destina a todo habitante de la República Mexicana, es decir, a 
nacionales y extranjeros, según se desprende de los artículos 17 .. 27 fracción 1 y 136; 
c) Se extiende a cualquier ente jurídico susceptible de protección legal de 
conformidad con los articulas 107 fracciones VIll y XII, 108 Y 110." Tratándose de 
los poderes locales no existe sino el mandato expreso de ceñirse a la Ley Suprema a 
partir de su conformación orgánica - articulo 116 -, Y a todos los poderes que los 
integren y a sus servidores públicos les obliga a guardar la Constitución - articulo 
128 -, Y ampliando su campo a las leyes federales sujeta a gobernadores, diputados, 
magistrados y miembros de las Judicaturas Locales al sometimiento de un juicio 
político en caso de quebrantar, gravemente, sus disposiciones - articulo 110 párrafo 
segundo -; en tanto que a los jueces locales les obliga a observar la Ley Cimera y las 
leyes que se ajusten a ella, incluyendo a los tratados que se celebren -articulo 133-." 
En esta tesitura, si el orden jurídico federal y local se ajustan a la Constitución 
Federal constituyen un orden normativo supremo de idéntico valor. 

Ahora bien, el concepto de supremacía constitucional envuelve la noción de 
soberanía al ser ésta la expresión interna de la voluntad nacional, es una expresión 
del poder soberano, más no la única, por estar acompañada de la independencia, la 
que se manifiesta en las relaciones internacionales entre los Estados. La 
subordinación es un principio consustancial a la supremacía, ya que a través de 
ella se jerarquiza al sistema jurídico en los ordenamientos legales que 10 integran, 
en tanto que la independencia es un concepto que implica, necesariamente, la 
igualdad de los Estados soberanos que se relacionan entre se3 

21 Vid_ Eli$ur Arteaga Nava Op Clt P 14 El autor constrtuaorlallsta recumdo sei'iala qlle nuestro texto constJtuClonal en vigor no mamfiesta 

apresamente esta obligación para los hab<tantes tal SUcedlO en alguncs documentos del siglo pasado v gr en las Siete leyes de 1836 en Sll 

art 3 frac. 1; y para los extranjeros les Imponia dicha obhgatonedad en su art 1, por 10 qlle se refiere a los mexicanos, se reItero este pnnoplo 

en el proyecto de 1840 en su art 10 fracaon I asi como en las bases de 1843 en su art 6° Y ya en el proyecto constitUCIonal de 1656 se 

erradICa esta Imposidon apresa y a pamr de esta data se coltge su naturaleza taota en el magno ClJerpo JUrídICO, lo ClJal se corrobora en el 

artíCl.Jlo 31 que descnbe las obhgaoones de los mexIcanos, no mcluye ese deber aVlco al que alude el Dr Ignaoo Gallndo Gamas en su 

comentario al precepto en CIta (Et all • Constrtuoon Polillca de los Estados Unidos Mexicano 'Op cit págs 401 y 402) La obhgaoón ha SIdo 

consIgnada Indlrl~damente, tal como e desprende de los articulas 17 136, Y 10 tr;3nsltono ¡ Vid Ib,dem pags 19 y 20 J 

22 Vid. ídem 

23 Vid Felipe Tena Ramirez. • Derecho ConstJlUClonal MeXicano 24' edlClon Ed PO!1Úa Mexlco 1990 p 6, Carré de Malberg 'Teoria 

General del Estado' Mexlco 1948 p a9, y Elisur Arteaga Nava Op at p 18 
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Se hace especial énfasis en el cumplimiento cabal del prinCIpiO de 
supremacía constitucional, toda vez que ~1I1 él no es dable 1<1 concepción de la 
Justicia Penal que requiere el sistema penal mexicano hoy en día. En otras palabras, 
deben armonizarse los atributos jurídicos de la Constitución con las virtudes socio­
politicas propias de ella, a saber: la legitimidad de la Constitución y la legittmación 
constitucionaL La primera se divide en la legittmidad orgánica y la política; aquélla 
" ." depende de la aceptación que el órgano constituyente tenga en su comunidad. 
Por tratarse de juicios de valor de los individuos que integran la sociedad, son 
imposibles las calificaciones absolutas. ", en tanto que la segunda se logra 
" ... cuando el órgano constituyente consagra en las normas constitucionales los 
valores ideológicos y políticos <-}ue 'desea ' la población; cuando interpreta los 
fenómenos sociales consistentes en el 'ser' y el 'querer' de la comunidad.,,24 
Función eminentemente legislativa que no escapa a la construcción del nuevo 
orden penal que desea la sociedad mexicana: su eficacia pronta, expedita y justa; 
sin embargo, una Constitución legítima, orgánica y políticamente hablando, 
perderá legitimación y se cimbrará su institucionalización, de no ajustarse 
oportunamente a las nuevas condiciones que presente la sociedad en la cual está 
inmersa. 

Surge la trascendencia de la legitimación constitucional al consistir ésta en la 
aplicación de los procesos y mecanismos necesarios y suficientes que se requieren 
para dar la vital coherencia y consistencia que debe tener la Constitución y los 
valores políticos predominantes en la realidad sociaI/5 esto es, el texto magno del 
orden jurídico debe recabar en sus normas los factores reales del poder, sean o no 
societales, de tal forma que los encauce en miras al bien común. Aquí brota la Ley 
Suprema porque" Todos hablamos de justicia pero poco hacemos por lograrla. Por 
ello, el Derecho Constitucional debe vivirse; y si no se le siente palpitar de poco 
sirven los conocimientos. En México, necesario es para todos los hombres que se 
precien de serlo y de ser hombres de buena voluntad, luchar porque se viva 
nuestro Derecho Constitucional; luchar porque resplandezcan los pensamientos 
por los cuales han fallecido tantos mexícanos, pensamientos por los cuales, estamos 
seguros, lucharían y morirían las personas libres y dignas de hoy. ,,26 

Naturalmente el lector se ha percatado que el vínculo indisoluble que ha de 
guardar la Justicia Penal en México ha de descansar a partir de los postulados de la 
Ley Fundamental y que en la especie se concentran en su parte orgánica por 

24 Ennque Sanche<: Bnngas • Derecho ConstitUCional' Ed Porrua MéxIco 1995 págs 196 y 197 

25 Ib¡dem p 198 

26 Jorge Carpl<:O McGregor . La ConstitUCión mexicana de 1917 9' edlClon Ed Porrúa·lnstltuto de Invesugaclones Jundlcas de la U N A M 

MéxIco 1995 P 2 El inSigne tratadista nos proporciona el campo del Derecho ConstitUCional. entendiendo por éste' la diSCiplina que 

estudia las normas que configurar! la forma y sistema de gobierno la creaClon, organización y atnbuClón de competenCia de los órganos del 

propio gobierno. y garantizar al indiViduo un mlnlmo de segundad Jundlca y economlca' (Jorge Carplzo McGregor 'EstudiOS ConstltUCl<lnales' 

3" ediCión Ed Porrua-Instrtuto de Investigaciones Jundlcas de la U N A M MéXICO 1991 P 291 ) 
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tratarse de la proposlclon de un nuevo esquema administrativo y político de 
nuestro sistema penal (lato sensu), sin que ello se traduzca en el menoscabo del 
tratamiento constitucional en su parte dogmática, por tanto, este espacio aspira a la 
concepción de una Política Criminológica instrumentada a través de un órgano de 
la Administración Pública Federal que contemple una normalidad constitucional, 
es decir, que sea un mecanismo de defensa contemporáneo de la propia Carta 
Magna,27 un instrumento real que coordine al Supremo Poder de la Federación 
para que coadyuve eficazmente al sistema penal que se prevé en nuestra Ley 
Cimera de tal fonna que la Justicia Penal sea más próxima a nuestra realidad 
jurídica y social. 

La defensa constitucional posee un sentido amplio en la esfera del sistema 
penal mexicano en virtud de que se entiende por aquélla a todos los medios 
jurídico-procesales por los cuales se conserva la normatividad constitucional y se 
previene su violación, buscando acercar a la Constitución formal y la Constitución 
materia1.28 La protección constitucional o normalidad constitucional unida a las 
denominadas garantías constitucionales son los mecanismos a través de los que se 
actualiza la defensa constitucional y en nuestro estudio destaca el primer terreno 
ya que tiene por objeto lograr el correcto funcionamiento de los órganos de poder, 
del Gobierno." 

Estas líneas no versan sobre lo que se denomina la patología 
constitucionat30 esto es, de las denominadas garantías constitucionales que son los 
medios jurídicos adjetivos que buscan la efectividad de las normas constitucionales 
en el caso de su violación, conflicto e incertidumbre en su interpretación o 
aplicación. 

La Justicia Penal que reclama incesantemente el pueblo al Estado mexicano 
tiene que brotar, necesariamente, de nuestra Ley Suprema en virtud de que ésta es 
la encargada de encauzar y distribuir el poder social y político del sistema penal en 
los órganos de gobierno federales, locales y municipales existentes, toda vez que es 
una necesidad impostergable gozar de un ente especializado en la concepción, 
instrumentación, ejecución y evaluación de la Política Criminológica que se 
imparte, procura, administra, y ejecuta en nuestro orden jurídico. Este órgano a la 

27 Vid. Et alt ' la Defensa de la Constltucion 'Doctnna Juridjca Contemporánea. Mexlco_ 1997. [Arturo Zaldivar. El JuiCIo de Amparo y la 

defensa de la ConstituCión ·l p 49_ 

28 [Vid, Héctor Flx Zamucllo 'La Constituoón y su Defensa 'Umversldad Nacional Autonoma de Méxtco México_ 1984_ pags_ 15 y 16, Y Arturo 

F Zaldívar leto de Larrea ' El JUICIO de Amparo a la luz de la moderna JUStiCIa Constlwoonat ' en ReVista de lnvestigaoones Jurldlcas 

Méx¡co Escuela ubre de Derecho Número 15 MéxIco 1991 P 324 Para el profesor FIX Zamud¡o este COr'lcepto amplio es elúmco que debe 

llamarse defensa de la Constitución_l_ Gil por Arturo Zaldivar Op Clt ldern_ 

29 Vid Idem y Héc;;tor Fix·ZarnudIO, ' VeintiCinco años de evolucion de la Justicia ConstituCiOnal 1940-1965 'Instituto de Invesllgaoones 

Juridlca5-U NAM, MéxiCO 1968 P 14 

30 Vid Héc!Of Flx-Zamudlo 'La defensa de la ConstltUClón_ ' p, 47, C,! por Zaldlvar, Arturo Op 01 pags 49 y 50_ Para el autor en ata, en 

sell1Jdo estncto la defensa de la Constrtución se IdenMica ron las garamas conslltuoonales 
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fecha no existe con la autonomia tccnic<l, admmistrativa y presupuestal suficiente 
para llevar a cabo a feliz término su encomiable labor, hoy por hoy, desconociua en 
nuestro régimen jurídico-politico, 

En este orden de ideas, el diseño estructural y administrativo de la Política 
Criminológica en el Estado mexicano debe contemplarse como un instrumento 
jurídico de protección constitucional, toda vez que al instante mismo de su 
creación redistribuirá el poder al contar con una instancia que coordine a los 
órganos de la Administración PúblIca Federal y proponga a las esferas estatales, 
municipales y a la local, así como a los otros poderes, las políticas, medidas y 
acciones a realizar en el campo punitivo, Será un instrumento más que se integrará 
a la lucha incansable de obtener la Justicia Social, toda vez que este órgano 
especializado habrá de coordinar los esfuerzos económicos, administrativos, 
políticos, jurídicos, culturales y sociales que están incorporados en nuestra 
Constitución. No cabe duda que será otro medio de protección constitucional ya 
que, indirectamente, regulará recursos económicos y financieros del Estado, 
procurando la institucionalización de los factores sociales y reafirmará los 
principios de supremacía y legitimidad constitucional." 

La defensa del acatamiento del contenido axiológico y legal de la 
Constitución Federal es cuestión prístina, siendo que primeramente hemos de 
resolver a los entes a cuya guarda se les encomendará su aplicación real en el 
sistema social, - más allá del jurídico -, aliado de su organización. Este instrumento 
de la Justicia Penal es por tanto, un mecanismo de control constitucional que no 
reside en la clá'ica encomienda de la protección de un órgano del Estado, corno 
pudiese ser un órgano político o judiciaV2 porque será un ente que por definición, 
constitucionalmente incidirá en el sistema jurídico-penal, fundamentalmente, en 
velar y evaluar la debida actuación de los órganos cuyas atribuciones legales 
tengan corno función la consecución de la Justicia Penal. 

Concretamente, la Ley Fundamental repercute en la praxis jurídico penal ya 
que en ella se estatuyen las denominadas garantias de libertad, igualdad, 
propiedad y seguridad jurídica que se han de observar en todo el procedimiento 
penal, fijando las atribuciones de los órganos gubernativos,33 Luego entonces el 
Derecho Penal, lato sensu, tiene sus raíces en el propio texto supremo que es su 
punto de partida y su destino, simultáneamente, y este principio se debe extender 
a todo el sistema penal, no únicamente al Derecho Penal que está en crisis en 
nuestro orden jurídico resquebrajado, y carente de una política general en materia 

31 Vid El aJl ' La Defensa de la ConslltuClón 'Op Clt Zaldivar, Arturo Ensayo Citado p 49 

32 Vid Felipe Tena Ramirez 'Derecho Conslltuclonal MeXicano '24D ediCión Ed Porrúa, MéXICO 1990 págs 491, 492 Y 493 

33 Víd Gustavo Malo Camacho 'Derecho Penal MeXicano '(Teona General de la Ley Penal, Teoría General de! Delito, Teoria de la 

Culpabilidad y el sUjeto responsable y Teona de la Pena) Ed Porrua MéXICO 1997 P 142 
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de prevenclOn~ represlOn, administración, ejecuclOn y evaluación de la Justicia 
Penal a partir de la estructura orgánica estatal. 

Para el sistema penal mexicano estas características constitucionales, 
formales y materiales~ han de observarse en toda norma, instihIdón u órgano que 
se encargue de la impartición de la Justicia Penal, en virtud de que ahí radica su 
legitimidad ante la sociedad~ fortaleciéndose, concomitantemente, el poder político 
del Estado. Por ende, el establecimiento de la Política Criminológica mexicana ha 
de ser congruente~ estrictamente, con las decisiones fundamentales que la 
Constitución Federal proclama, tanto en su parte dogmática como en la orgánica, 
porque desafortunadamente, los tratadistas y penalistas se han preocupado y 
ocupado~ primordialmente, en razón de los principios que abrazan los derechos 
humanos consagrados en materia penal en el Capíhllo Primero~ Tíhllo Primero de 
nuestra Ley Cimera,34 surgiendo la necesidad de abarcar integralmente las 
decisiones fundamentales, para entablar una lucha eficiente contra la crimina1idad~ 
y la delincuencia convencional y organizada, en un marco de legalidad que 
reafirme la existencia de un Estado de Derecho. 

La concepción de la Política Criminológica contemporánea eficiente~ no 
puede fragmentarse y mutilarse en la parcela del reconocimiento, tutela, 
protección y actualización de los derechos humanos consagrados en nuestra Carta 
Magna, a través de la mera reforma legislativa que busca el perfeccionamiento de 
las normas sustantivas, adjetivas y ejecutivas del Derecho Penal que de suyo, es 
insuficiente para inhibir o controlar la creciente criminalidad y delincuenda 
convencional u organizada. La Política Criminológica ha de trascender de ese 
ámbito unidimensional, que sin duda alguna, es medular en su formulación, 
instrumentación~ ejecución y evaluación; sin embargo, el marco metodológico que 
nos proporciona la Teoría General de Sistemas nos obliga a una visión más general, 
amplia y completar toda vez que únicamente con la conjugación de 105 mecanismos 
de control social formal con los factores reales del poder35 nacerá la Política 

34 Jacques Mantaln elabora una claslficaoón de los derechos humanos en tres grandes esferas: al los derechos de la persona humana, b) de 

la persona cilllca, y e) de ta persona SOCial, (Vid. Jacques Mantam, ' les Drolts de l"Homme et la Lo; Naturelle. ' Estados UnidOS de 

Norteaménca, New York. 1942 el!. por Jorge Carp¡zo 'la Constllucion Mexicana. p. 138), en tanlo que lmare$ QUintana Jos dIVide en Cinco 

grandes campos a) libertad 0'0',1. b) libertad patnmomal. el libertad soc,al, dl segundad Jur;dlca, y el la garantia de la libertad ala denota que 

los derechos humanos en su acepc¡6n más genénca son un vasto campo de exploración para el abogado e incluso para el jus penalista, para 

el cnminólogo. y el estadista que se aphque en ta Políhca Crimmologlca Sin embargo, por razones naturales recomendamos al lector vid 

Salvador Alemany Verdaguer ' Curso de Derechos Humanos '. Ed. Bosch Barcelona, España 1984, Jorge Carplzo. la Constrtuoon 

Mexicana. 'op cit. pags 138 y ss AsimiSmO, Rodolfo lara Ponte 'los Derechos Humanos en el constltuClonaJlsmo mexicano' Umversl(tad 

NaCIonal Autónoma de Mbico-LV Legislatura de la H Cámara de Diputados México. 1993, Germán J Bldart Campos. 'Teoría General de los 

Derechos Humal1(ls' Umversldad Naoonal Autonoma de Mexlco-Instltuto de InvestigaCIones Jurídicas. Mexlco 1993; El al!. ' Antologia de 

claSICOS mexIcanos de los Derechos Humanos De la ConstitUCión vigente a nuestros dias 'ComtSíón NaCional de Derechos Humanos 

México 1993; y Jorge Madrazo 'Derechos Humanos el nuevo enfoque mexicano' Fondo de Cultura Economica MéXICO 1993. 

35 Utilizamos esta acepción comprendiendo en ella los factores que constituyen una fuerza efeC!IVa, activa, dinámica y constante que 

II"Ileracruan en el sistema social. lato 5ensu -, cond,cionando la configurlloon u onentaClón de las normas juridlCas (Vid. Ferdinand Lasalle. Tr 

de Manuel Acosta <- QUf!: es una Constitución? (Ober Verfassungswesen) 2a ed HlspiJOIcas MexlCO 19a9 págs. 37-47) 
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Criminológica mexicana cientifiGl que posea la racionalH..iJd coherente de la fuerza 
jurídicamente organizada que sintetice el poder penal de! Estado. Luego entonces, 
se deriva de lo anterior, que es neccsariilmente lnclw .. i1ble - y lógicamente posible -, 
la armonía de los ordenamientos, normas, instituciones y órganos penales, con el 
texto mismo de la Constitución Federal, y el espíritu de los principios generales del 
Derecho que la envuelve. 

Este discurso toma vida en la esfera jurídica de la lucha conha la 
criminalidad y la delincuencia, convencional y organizada, al unir más 
estrechamente el telar del actuar de los órganos gubernamentales del Estado, 
fortaleciendo y encauzando la fuerza punitiva, a trilvés de la homologación y 
coherencia de los mecanismos, instrumentos y procedimientos penales, para 
dificultar el paso de la impunidad penal. 

La Política Criminológica contemplada por esta pluma anhela consolidarse 
constitucionalmente en un órgano técnico especializado del Poder Ejecutivo 
Federal que sea considerado, a su vez, en el instrumento institucional del que 
gocen los gobernados para proporcionarle las condiciones mínimas de su 
seguridad personal y jurídica en materia penal, en pos del bienestar individual, 
familiar y social. Es decir, se pretende reconocer la magnitud de la trascendencia 
política, social, económica e incluso cultural, que reviste para el desarrollo libre de 
nuestra Nación, toda vez que los tejidos sociales, económicos y políticos, se 
infectan, deterioran y anquilosan por efecto de la criminalidad y la delincuencia 
convencional y sobremanera, de la organizada. 

Deseamos que esta inquietud nutra a los instrumentos, mecanismos, 
instituciones y órganos que se contemplan actualmente en nuestra Ley 
Fundamental, poseyendo el carácter de garantía social que por su tutela colectiva 
rebase una mera garantía individual, o del gobernado,36 toda vez que su 
instauración permitirá asegurar, preservar y velar por el cumplimiento de las 
libertades objetivas y subjetivas que le reconoce la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Ahora bien, en virtud de la naturaleza de la institucionalización de la 
Política Criminológica en el Estado mexicano a través de un órgano de la 

36 La doctrina jundlca y en particular los conslltuQonahslas, emplean el términO de . garanlias indiViduales·, para denolar el derecho público 

subjetivo que establece la ConstitUCión. a favor del gobernado que surge de la relaCión de supra a subordinaCión con el estadO y Sus órganos 

de gobierno. trayendo conSigo la obligaCión correlat1v3 del Estado y sus autOridades en respetar ese derecho. cumpliendo las condlQones de 

segundad Jurídica del mlsrno; optando por este vocablo en Virtud de la carta de naturale~ que posee en su uso y empleo en el lenguaje 

JundlCO, Siendo que por proteger a todo ente Jundlco, . indiVidual o colecllvo ., el término de . garantia del gobernado· es más felIZ que el 

primigeniO Vid IgnaCiO Burgoa Onhuela. ' Las garanllas indIVIduales· 25a ed POlTÚa MexlCO 1993 Págs 164. 165 Y 187 

En este mismo rubro se ha sel'ialado que los derechos del hombre son las Ideas generales. abstractas. en tanto que las garanllas IndiViduales 

son las Ideas concretas e indiVidualizadas que conslltuyen la medida de los derechos (VId Jorge CarplZO McGregor 'La ConstituCión 

mexicana de 1917' Op ell p.446.) 
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Administración Pública Federal, la técnica jurídica en materia legislativa 
recomienda que su establecimiento en el Código Supremo de nuestro país sea en 
su parte orgánica, sin que ello implique un menoscabo o ignorancia en el 
cumplimiento de las denominadas' garantías individuales' que en materia penal 
rigen actualmente_ Sin perder de vista que su posible furnra ubicación textual en la 
norma constitucional no le otorga su naturaleza, porque al desentrañar el 
contenido y alcance de un precepto magno, se desprende su ontología y teleología 
en el sistema juridico--social al cual pertenece_ Por tanto, el ser un derecho 
fundamental del gobernado o de una figura jurídica que este destinada a 
protegerlo, no está dado en razón a su localización en el cuerpo legaL37 

Esta aspiración jurídica necesariamente ha de recabarse en la norma 
superior para dar supremacía a los enunciados básicos que requiere la Justicia 
Penal que se consolide en una Política Criminológica que se derrame en todas las 
normas secundarias que emanen del espíritu de los principios generales del 
derecho que inspiraron al legislador y a la propia letra de la Ley Fundamental. En 
esta estructura lógica de ideas, la validez del orden normativo penal constituido se 
regulará coherentemente a través de la nonna constituyente_ Ergo, Constitución y 
Justicia Penal son conceptos indisolubles en nuestro orden jurídico normativo, en 
razón de ser, respectivamente, medio y fin del quehacer socio-político del Hombre 
y sus instituciones_ 

1.2.- POSTULADOS JURÍDICOS. 

En este contexto, la sociedad que se traza un destino común en un sistema 
jurídico contemporáneo a partir de su Constitución, da vida a los principios 
rectores que sostendrán la legalidad y legitimidad del derecho que conforme su 
orden jurídico, y por ello las denominamos decisiones fundamentales_38 Por tanto, 
hablar de las decisiones fundamentales es hablar de lo que es el derecho mexicano 
vigente, considerando que no existen las decisiones fundamentales universales, en 
virtud de que éstas son la expresión de una colectividad a través de sus órganos 
legislativos que se pronuncian en un tiempo, lugar y momento histórico y político 
dado_ Doctrinariarnente se han clasificado a las decisiones fundamentales en 
materiales y fonnales, expliquemos: " Las materiales son la substancia del orden 

37 Vid Salvador Rodla Draz . EstudiOS jundlOOS y otros esenIOS' Ed Harla Colección EstudiOS JUrídiCOS Me:aco_ pags 39 Y5igs 

En esta obra JUrídICa el autor Ilustra que en matena trrbutana. la Suprema Corte de JusllCJa de la NaCión a partir del 20 de octubre de 1925, ha 

reconOCIdo que el artiCulo 31 en su fracoon N, con~ene cuatro garanhas IIldlvlC:uales, a saber la de legalidad. la de proporoonalldad, la de 

eqwdad y la de destino al gasto pubilco, hecho que ha convalidado en dlversaS e¡ecutonas, demostrando aSI que los derecl10s fundamentales 

del gobernado no necesanamente se presentan en el Capllulo Pnmero de nueslra Carta Magna, y baste recordar el amplio campo de ellas que 

se desprenden del artiCl.J~ 123 del mIsmo ordenamiento 

38 Vid Jorge CarplZO . la ConstltuClon mexIcana de 1917' 903 ed Instituto de InvestIgaciones Juridicas-UNAM-PorrUa MeXico 1995. p. 121 
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jurídico. Son una serie de derechos prinl<lrios que 1<1 Constitucion consigna. Y las 
formales son esa misma substztnciJ., sol() que en movimiento: son los principios que 
mantienen 1<1 vigenciJ y el cumplimiento de las decisiones materiales. ,,:¡g 

México, posee cuatro decisiones fundamentales materiales, de acuerdo con 
su régimen constitucional, él saber: soberaníZl, sistema representativo, derechos 
humanos y división de poderes púbhcos. Las decisiones fundamentales formales 
son: la división de poderes, el federalismo y el JuicIO de Amparo.40 

La Política Criminológica que debemos crear orgánicamente en el Estado 
mexicano para que fluya en todo el sistema jurídico penal no puede soslayar estas 
decisiones fundamentales en su desenvolvimiento, de tal forma que únicamente 
enunciaremos los principios torales que a nuestro juicio particular, deben Ser 
respetados y observados en el Derecho Penal - lato sensu -, creando así un régimen 
punitivo uniforme, coherente y homogéneo en sus procedimientos, técnicas, 
figuras e instituciones previstas en sus cuerpos legislativos. Únicamente así 
evitaremos un quebrantamiento de la Constitución41 que indefectiblemente, altera 
nuestro Estado de Derecho con la consecuencia necesaria de la impunidad y de la 
ineficacia en nuestro sistema de impartición de Justicia Penal. 

Desafortunadamente nuestro sistema penal presenta fisuras graves que 
ponen en peligro su uniformidad y con ello, su propia supervivencia ante los 
embates de la criminalidad y la delincuencia contemporánea. En el terreno 
legislativo destaca la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, que por su 
contenido normativo estatuye un Derecho Penal especial, que en realidad, no es 
sino el quebrantamiento constitucional justificado de los principios rectores del 
Derecho Penal democrático que se ha gestado y desarrollado en nuestra doctrina y 
tradición jurídica reciente en nuestro país, y que desafortunadamente no es capaz 
de evolucionar científicamente gracias a estas políticas legislativas que rompen el 
orden sistemático de las normas, principios, valores, instituciones, procedimientos, 
e inclusive, de la coordinación entre los órganos gubernativos encargados de 
brindar la Justicia Penal. Este proceso vicioso da respuesta a las exigencias sociales 
que desembocan en la obtención de la Justicia Penal eficaz, pronta, expedita y 

39 Jorge Carpizo 'la ConslltUClon mexicana 'op at p 123 

40l"old 

41 Vid Ennque Sánchez 81ngas Op ClI "Quebranlamlento de la COnslItuclon violaCión de prescnpaones legal-o::nstllUClonales para uno o 

vanos casos deterrmnados, pero a título excepcional. es deCir, baJO el supuesto de que las prescnpclones quebrantadas siguen malterables en 

lO demás. y, por 10 tanto. no son flI supnmldas permanentemente, ni colocadas temporalmente fuera de vigor (suspendidas) a) 

Quebmntamlento Inconstitucional de la Constitución vlolaclon a titulo excepcional de una prescnpaón legal-constltuClonal Sin atender el 

procechmlento previsto para las reformas constitUCionales b) Quebrantamiento constitUCional de la ConstitUCión vlolaClon a titulo excepcional 

de una prescnpclón legal-conStltuclonal para uno o vanos casos concretos, cuando o bien es permitido dLcho quebrantamiento excepcional por 

una ley constituCional. o bien se observe para ello el procedimiento prescrito pam las reformas de la ConstitUCión • p 261 (Can Schmltt 

leona de la ConstrtUCl6n Ed NaCional MéXICO 1S70 P 115) Se recomienda ampliamente al lector la lectura de esta obra para d\S\lf'I9\.llT el 

quebrantamiento de la constitUCión con jUsllficacLon y sin ella, en sus páginas 262 263, 264 
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pragmática, más no se persigue una Política Criminológica que se sustente en la 
Justicia Social que legitime el Estado social y democrático de Derecho que México 
necesita para planificar un sistema penal humanitario que prevenga, que reprima, 
que atienda a la víctima y rehabilite al delincuente en forma simultánea, porque si 
deseamos un orden jurídico más justo y eficaz ante la criminalidad y la 
delincuencia, hemos de partir de un sistema jurídico diseñado congruentemente en 
nuestra Ley Fundamental respetando el espíritu que le inspira el Derecho Penal 
humanitario y contemporáneo que proclama por un derecho social o' garantía 
social' que contemple a la seguridad pública corno la condición mínima que debe 
procurar el Estado para una convivencia armónica que permita gozar de un orden 
estable, sustentable y firme que permita el desarrollo socioeconómico. 

El Derecho Penal no puede escapar a la última ratio constitucional de la 
interpretación del magno texto: la tutela y protección de la libertad, dignidad" y la 
propia vida del ser humano - en el caso del fuero castrense existente en nuestro 
país' -, porque la instrumentación de la Política Criminológica en México no se 
traduce sino en complementación de las I garantías individuales', porque # Las 
garantías sociales llevan la idea de la igualdad de oportunidades y que a cada 
quie'l se le otorgue lo que le corresponde de acuerdo con sus posibilidades y 
necesidades, que cada hombre cuente con los satisfactores económicos y culturales 
mínimos para realmente llevar una vida humana y digna. ,,43 

Al elevar a rango constitucional el reconocimiento de ser un derecho social 
la seguridad pública, se trasladará al mundo normativo la noción de la igualdad de 
condiciones objetivas mínimas que penniten un marco social de orden y 
tranquilidad que cada habitante necesita para conseguir los satisfactores 
individuales, familiares y colectivos que han de constituir el soporte del desarrollo 
del país y sus instituciones. Esta aseveración no la hemos de vislumbrar a la luz de 
la retórica legal más pura ya que ésta se aísla de la praxis social, económica y 
cultural de la sociedad; por tanto, esta proposición legislativa busca la vinculación 
del Estado, sus órganos e instituciones, para con la sociedad y sus integrantes, en la 
medida en que ésta seguridad' sea un deber jurídico constitucionalmente 

42 Vid Jorge CarplZO McGregor EstudiOS ConstitUCionales . 3" edlClon. Instituto de IIwestlgaoones JurídIcas de la u N A M ·PoITÚa. MexICO 

1991 P 293 

• El Codlgo de JustiCia Militar que data de 1933 contempla la pena lesa en su cuerpo normativo (Artlculos 122 fracocn V. 142. 203. 206, 208, 

210. 219, 253. 272, 274 fraccrones I y 111, 279 fTaccron 1, 282 fraccrón 111 285 fracoón IX. 292 229 fraco(m VII. 305 fr8coon 11, 312 fraCCIones n y 

111,318 fraCClon VI, 319 fraCClon l. 321. 323 fracocn 111, 338 fraCCIón 11, 356 359.362 363.376,385,386,397,398 pomer párrafo, 430. 850, Y 

852), Y que todo nuestro orden lurídlCO penal sustantivo desconoce, a pesar de que nuestra Ley Fundamental permIte dlluodar la POSibilidad ce 

su InstauraClon en nuestro SIstema penal 

43 Jorge CarplZO McGregor 'Estudios ConStitUCIonales Op Cit p 487 

• Contempcraneamente se le ha denommado segundad de los habitantes y segundad oudadana, conceptos que ampllan el concepto de la 

segundad publica, en nuestro país, se utiliza el pnmer termmo cuyo pnnClpal exposrtor lo es el MIro. Fernando Tanono Tagle ( Ponencia 

titulada FII'I de Siglo, proceso de globallzaoón y control SOCIal' dada el día 5 de diCiembre de 1997 en el InstlMo NaCIonal de CienCias Penales 

en el Diplomado CUrl\8do por el autor denomll'lado COOlrol Sooal y Poiltlca Cnmmal en taOlO que el segundo concepto se utiliza para abrazar 

a todos aquellas personas que no necesariamente poseen ta calidad ¡urídlco·polltlca de Ciudadanos, tal como afirma el Director del Programa 
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establecido, proporcionando así el principIo básico en el cual se sustentar,'¡ una 
Política Criminol6gicd que trascIenda a la coordinación de los tres niveles de 
gobierno par<1 con{orm<1r un sistem<1 nacional de seguridad público - se reconoce 
que es una función del Estado y obliga a sus órganos en forma interna, pero 
desconoce en el texto su objetivo social al que está preservada - , tal como 
determina el artículo 21 en su penúltimo y último párrafos, o a la mera Política 
Penal escindida en sus dimensiones preventiva, persecutoria, represiva, y 
ejecutiva. 

En síntesis, no hablamos de una mera declaración legal que requiera de una 
reforma constitucional en esta era de inflación legislativa, toda vez que la 
concepción de la Seguridad Pública circunscrita en el Estado democrático de 
Derecho se consolida, si y solo sÍ, se planea, dirige, instrumenta y ejecuta en la 
cúspide del sistema penal, esto es, de la Política Criminológica, la que sólo es dable 
si tiene como base jurídica primordial el reconocimiento de la Ley Cimera de 
cumplir COn el deber esencial de todo Estado contemporáneo: el brindar las 
condiciones objetivas mínimas de orden, tranquilidad y paz sociales que se 
requieren para un libre y sano desarrollo que se propicie en un ambiente de 
armonia y Sana convivencia que se distinga por el respeto a los derechos humanos 
en caso de enfrentarse a las conductas antisociales, sea cuales sean. El incluir en 
nuestro orden jurídico a la Seguridad Pública en el haz de las denominadas 
garantías sociales implica reconocer que el Estado es el guardián, ab origine, de 
propiciar las mínimas condiciones objetivas que el individuo requiere para su libre 
y sano desarrollo en la vida social en que está inmerso, y por ende, en su cotidiana 
interacción con los demás miembros sociales ha de gozar de el orden, tranquilidad 
y paz social que se necesita para alcanzar sus fines individuales y los colectivos. El 
reconocer un derecho social es en respuesta a que éste es un ser gregario que logra 
sus objetivos con mayor facilidad en asociación que per se. 

No debemos perder de vista que en esta era de la postmodemidad y de la 
globalización de todo sistema social o jurídico, ya no es posible concebir a la 
seguridad pública desde una óptica individual o particular, es decir, de las 
denominadas garantías individuales que reconoce y tutela el Derecho Penal, sino 
que ha de ampliarse su espectro a una dimensión global que únicamente posee la 
Política Criminológica la cual parte de concebir a la Seguridad Pública - como parte 
de ella, pero no la única -, en la calidad de ser un derecho social que pertenece a la 
sociedad, y sobremanera, a los grupos vulnerables del sistema jurídico-punitivo. A 
partir de esta base se soporta la reestructuración del sistema penal mexicano que 
adolece de una guía jurídica y socioeconómica integral que dicte un órgano federal 
especializado en la conducción de la Política Criminológica contemporánea. 

Sistema Penal y Derechos Humanos, del ILANUD/ComlSlón Europea (VId . SituaCión del delito y de la segundad de los habitantes en los 

paIses de Aménca LaMa de Elias Carranza en la obra de • Delito y Segundad de los habItantes • El al! SIglo XXI en coedlClÓn con el 

Programa· Sistema Penal y Derechos Humanos 'ILANUO/Comlslón Europea MéXICO 1997 Págs 24 y ss) Vid mira titulo 3 
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Esta premisa es incluyente del concepto tradicional de los principios clásicos 
de legalidad y seguridad jurídica que contempla nuestro sistema jurídico en el 
procedimiento penal, porque H •••• si hay algo que debe ser inalterable en la 
Constitución es la materia de contenido penal y procesal penal; puesto que en la 
especie se trata de garantías o derechos cuyo valor histórico y cultural es 
indiscutible. ,,44 Es indiscutible que los principios penales que recaba nuestro orden 
jurídico en materia procesal que datan de 1787 y que se coronan jurídicamente en 
1789 para el mundo occidental," han de ser intocables en el propio texto magno 
que rige la vida socio-política del país. Ahora bien, si concatenamos los principios 
de seguridad jurídica y de legalidad penal con los principios de la Seguridad 
Pública eficiente y científicamente planeada en la administración de la Política 
Criminológica moderna, nos percatamos que ambos son complementarios uno de 
otro y que son atrayentes por naturaleza, esto en la praxis se expresa en el pleno e 
irrestricto respeto a los derechos humanos que en materia penal se debe tener 
presente en la lucha contra la criminalidad y la delincuencia. 

Se pretende unir y armonizar los derechos individuales46 en materia penal 
con el derecho social, desconocido o relegado, de la Seguridad Pública. Esta 
pretensión es posible únicamente a través de la instrumentación de la Política 
Criminológica en la estructura administrativa del Estado mexicano. Y la constante 
que deberá seguir esta Política Criminológica es velar por los principios legales y 
humanistas que han prevalecido tradicionalmente en nuestro sistema jurídico en 
materia punitiva, por ende, su práctica en el sistema penal mexicano ha de 
sustentarse en ellos, en todo procedimiento penal, por tanto, únicamente 
enunciaremos los más destacados: 

Cronológicamente surge la prohibición de imponer penas sino es per legale 
judicium,47 y este antecedente legal expresaba que: ' Ningún hombre libre será 
aprisionado ni desterrado, ni de ninguna manera destruido, (SIC) sino es mediante 
juicio legal de sus pares y de acuerdo con la ley del país. ' Posteriormente el ilustre 
César Bonnesana lo tradujo al decir: ' solamente las leyes pueden decretar las 
penas para los delitos y esta autoridad no puede residir más que en el legislador. ' 
y es precisamente este axioma jurídico la piedra angular sobre la cual descansa 

44 Et a]! • 75 amversano de ]a Constltuaón PO]ltlca de los Estados Umdos Mexicanos' Ensayo de Rau] Carranca y Rlvas . Las garantias de 

segundad Juridlca. de naturaleza penal. en]a ConstJluClon > Ed Porrua Me;.¡ICO 1992 P 128 

45 Víd.ldem 

46 Evoquemos que de acuerdo con' la declaraCIÓn de derec/1os de! hombre se contempla a los derechos humanos. en su aspecto individual 

o ~na¡. en tres grandes dimenSiones los derechos de Igualdad hbertad y segundad junólca' Vid Jorge CarplZo McGregor . La 

Constituoón mexicana de 1917' op ot p 143 La declaraCión de garanllas IndiViduales que contiene la ConsttuClon meXIcana de 1917. 

abarca más de 80. Su c!asificaClOn se Jusbfica umcamente por motiVOS I:lIdác\lcos NO existe mnguna garantia que corretal.ivamente no tenga 

alguna obllgaoón, y una !pranlia fáCllmente p«Jria ser colocada en más de un caSillero de cualqUier cJaSlficaoón • P 446 

• Véase supra Capitulo 1, apartado 5 1 

47 Vid. Idem El junsconsulto penalista Ilustra al respecto que esta dlspoSlc,on data de 1215 y pertenece al articule 39 de la Magna Carta de 

Juan sm Tierra. dada en Inglaterra 
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todo el esquema normativo pen;l¡ moderno de todo Estado siendo que constituye 
el límite infranqueable del jus pllnwndi, porqtlP " es la ley penil} de donde la ley 
también es fuente y medida de un derecho subjdivo del delincuente por cuanto le 
garantiza, frente al Estado, el no ser sancionado por acciones diversas de alluellas 
que la ley establece y con pemls diversas también. La ley penal, es así, , la CartJ 
Magna del delincuente' (Liszt). "os 

Es precisamente en este espacio en el cual se requiere la atención del 
Derecho Penal que debe sintetizar sus imperativos en el Código Penal Federal y en 
los locales, y no en las innumerables leyes especiales que actualmente contemplan 
normas penales, esto es, la tendencia debe ser a homologar su contenido, a 
concentrar los tipos penales en un solo cuerpo jurídico que pretenda la unificación 
y no su diversificación que construye un laberinto inexplorable, e inexplicable a la 
luz de la depurada técnica jurídica que allane al estudioso del Derecho Penal su 
análisis, aplicación y evaluación en el foro mexicano. Si recordarnos que la Ley 
Penal debe cumplir con los principios de mínima intervención y de subsidiariedad, 
se hace extensiva esta recomendación al campo legislativo. De ahí que la Política 
Criminológica que debe instaurarse en nuestro país debe ocuparse de este frente 
eminentemente jurídico que puede cristalizarse inicialmente en el terreno adjetivo 
del sistema jurídico mexicano. 

En forma sucinta diremos que constitucionalmente sobresalen los artículos 
13,14,16,17,18,19,20,21,22,76 fracción VI en sus incisos 5 y 6, Y 94 a 102 por su 
orientación eminentemente punitiva en materia penaL49 Las columnas inamovibles 
que se construyen a partir de la doctrina liberal y humanista que se ha impregnado 
en nuestro Derecho Penal a partir de la Ley Fundamental se enuncian así: 

• La propia garantía que protege al valor vertebral y característico del ser 
humano: la libertad del individuo, eje sobre el cual gira todo el sinuoso camino 
procesal punitivo. Contemplada en el artículo 16 constirucional50 se considera la 
primigenia base en que se ha de sustentar el derecho penal democrático y 
humanista que se precie de serlo. Constirucionalmente, esta garantía sólo puede 
ser restringida a través de la aprehensión por orden judicial, observando en este 
supuesto los siguientes requisitos: A) Que preceda denuncia o querella, B) Que 
sean de un hecho determin9do que la ley señale como delito~ sancionado cuando 
menos con pena privativa de la libertad, C) Que existan datos que acrediten los 
elementos del tipo penal y la probable responsabilidad del indiciado, D) Que el 

48 Carranctl y TruJlllo, c.t por Raúl Carrancá y Rlvas Ensayo Citado en . 75 aniversario de la ConstitUCión Polltlca de los Estados Unidos 

Mexicanos· op c.t p 136 

49 Vid Raúl Carranctl y Rlvas Op elt p 136 

50 Vid para mayor IlustraCión los antecedentes legislatIVOS eXIstentes er"l nuestro derecho patno que trata el Or Jesús Zamora-P,erce er"l su 

obra' Garantlas y proceso penal' ea ed Ed Porrúa MéXICO 1996 Págs 5 a 11 
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Ministerio Público la solicite, E) Que conste en mandamiento escrito, F) Que la 
dicte una autoridad competente.51 

A esta regla procesal del Derecho Penal mexicano se le presentan dos 
excepciones: a) La flagrancia: y b) La urgencia"-

Continuando en términos sintéticos se presentan en nuestro régimen 
constitucional los subsecuentes postulados: 

+ " No hay delito sin ley que lo formule previamente: Nullum Crimen sine 
Lege, Nullum Crimen sine proevia Lege PoenaIe (arts. 14, párr. 3 Const. y 7 c.p.). 
Es una consecuencia que queda prohibida la investigación misma relativa a todos 
aquellos hechos que son inincriminables. 

+ No puede aplicarse pena que no esté establecida por la ley: Nulla Poena sine 
Lege, Nullum Crimen sine Poena Legale (los mismos arts.) . 

• No puede aplicarse pena sino a consecuencia de delito: Nulla paena sine 
Crimine (los mismos arts.). ,,52 

+ Otro derecho consagrado en nuestra Ley Suprema es la inviolabilidad del 
domicilio que mediante el artículo 16 posee la garantia de respetarse el castillo de 
la personalidad individual, física y psíquica a que aludía Don Mariano }iffiénez 
Huerta,53 principio que obviamente, se extiende a los domicilios legales de los 
entes colectivos constituídos confonne a los ordenamientos vigentes en el país. Se 
tutela, en síntesis, la vida interior, íntima y personalísima (si se nos permite el 
vocablo) - patrimonial, afectiva y sentimental - de los gobernados. Obviamente que 
esta inviolabilidad no se entiende en términos absolutos ya que se contemplan 
ciertos requisitos para proceder al cateo, a saber: u a) Debe emanar de autoridad 
judicial competente, es decir, únicamente puede dictarla un juez penal, local o 
federal,-- b) Debe constar en mandamiento escrito, fundado y motivado, e) Debe 

51 JesusZamora-P,erce Op ot p 14 

* En el COOlgo de Procedimientos Penales para el OIStnto Federal en su articulo 2G7 en su pnmer parrafo se contemplan las hlpoteslS a través 

de las cuales se determina la exlstenoa de esta figura que admite una eqUlparaoon en su segundo parrafo tamb¡en denominada cuaSl­

flagranoa (Reforma publ¡cada en el DIaño Ofioal de la Federaaon ej dla 13 de mayo de 1996 y en vigor al dia slgulente_) Para el Cocllgo 

adJebllO penal federal esta ligura se prevé en su articulo 193 en su segundo parrafo_ 

~ El articulo 268 del Código de Procedimientos Penales para el Dlstnto Federal preve los extremos legales que deben cubnrse para determinar 

la existenCia de un caso urgente, en tanto en el codlgo adJetl1lO federal se recaba atta figura procesal en sus articulos 123 Y 194 

52 Raid Carrancá y Rlvas Op CIt pags 136 y 137 

53 ert por Jesus Zamora-Plerce Op ClI P 73_ 1 Jlmenez Huerta. Manano Deredlo Penal Mexicano' Tomo 111 5a ed Ed Porrua MexlCO 

1984 P 339 J 
~'la Ley Federal contra la DelincuenCia Orgamzada establece en su articulo 15 que, tratandose de dehlos contemplados en ella, se redoorn a 

doce horas la respuesta del JUez de Distrito para alargar o negar su procedenCia en el procedimiento Sin embargo, el art 29 permite asegurar 

bienes de las personas que se presuman sean miembros de la delmcuenCla organizada, trasladando la carga de la prueba de su procedenoa 
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precisar el lugar que ha de inspecciollM:-:'l', la person" o personas qUl' hayan de 
tlprehenderse y los objetos qlH~ St' buscan, (l los que úl1Icamente debe limitarse la 
diligencia ~4 

No ha de pasar desapercibido que en el sIstema jurídico pUnitiVO se ha 
previsto !tl aplicación del armigo del presunto responsable en su domicilio, 
contando con vigilancia del Ministerio Público y sus auxiliares, previo 
mandamiento del juez penal de 1" Cc1.usa, no obstante ello, este acto constituye una 
restricción a la prerrogativa constitucional en comento, con carácter excepcional 
obviamente, que en la práctica no ha de ser la regla y fuente de arbitrariedades que 
inculquen al artículo 16 de nuestra Ley Cimera: 

• Resalta la garantía inmarcesible de contar con una defensa adecuada a partir 
de la averiguación previa y a través de todo el procedimiento penal en el cual se 
halle inmerso el gobernado, independientemente si ésta o no privado de su 
libertad.55 Y no se constriñe a la meTa realización de un acto procesal en concreto o 
de la sencilla asesoría legal que se le pudiese brindar por un perito en la materia 
jurídica o de otra ciencia, arte o técnica 56 El artículo 20 de nuestro Código Supremo 
en su fracción IX, en relación con su penúltimo párrafo, son el fundamento prístino 
de esta garantía. 

Precisamente la defensa es el derecho público subjetivo por medio del cual 
se actualizan las diversas garantías penales que la Carta Magna y las leyes 
secundarias le reconocen al gobernado, es decir, es el peso más fiel que busca el 
equilibrio entre el hombre y sus instituciones con el poder del Estado. Es decir, las 
garanhas penales son el instrumento más poderoso con el cual goza el ser humano 
para enfrentarse al ius puniendi 57 o a los actos antisociales que afectan su libre 
desarrollo, y éstas, a su vez, no tendrían validez y existencia sin la defensa penal. 

• A contrario sensu, el Derecho Penal constitucionalmente construido 
reconoce que se posee el derecho público subjetivo de no autoincriminarse en un 

legítima. aún cuando solo se conduzca como dueño de los mismos de no ser aSI. se procederá a su administraCión y aseguramiento. COn lo 

cual se resquebraja el esptntu del constituyente en el respeto a la Inviolabilidad del domiCIlio. que debe extenderse a la protección legal de su 

naturaleza Jurídica y no solamente a su proleccl6ri del amMo f,sIeo en su ¡lspecto de InternamIento, apuntalando nuestro razonamiento al 

tener presente que las libertades de la persona humana se conforman por las libertades fis¡cas y espirituales. y que en el caso concreto, se 

afecta a la IOVlolatlllldad del domiCIlio. en su aspecto Inmalerlal Vid Jorge Carplzo McGregor ·la ConsUtUClon mexlcan<l de 1917' op elt p 

143 

54 Víd Jesús Zamora.Plerce Op 01 P 74 

• Vid ley Federal contra la Dehncuenoa OrganIzada en su articulo 12, Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. en su 

artIculo 270 bIS Y el Coolgo Federal de ProcedImientos Penales, artIculo 133 biS 

55 V,d Garcia Ramlrez, SergIo' El nuevo procedImiento penal mexIcano la reforma de 1993'1994 'Ed Porrua MéXICO 1994 P 252 

56 Vid Ibídem págs 94 y 95 

57 Vid El all ConStlluClón Política de los Estados UnIdos MexlC8nos Comentada Op CI! (SergIO García Ramírez Comentano al artículo 19 

p 223) 
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procedimiento penal ya que el órgano persecutorio o acusatorio ha de valerse de 
las pruebas que se le hagan llegar por los órganos de investigación, es decir, la 
carga de la prueba debe corresponder a los órganos punitivos del Estado, y no al 
presunto responsable. Esta es la regla que desafortunadamente se ha reconocido 
como la tendencia a seguir para consolidarse en un futuro ignominioso en la 
excepción de nuestro sistema penal. La fracción II del artículo 20 constitucional se 
tambalea ante los embates de las corrientes del Derecho Penal eminentemente 
represivo y acusatorio, desvirtuando así los postulados jurídicos que deben 
caracterizar al derecho penal democrático que todo Estado de Derecho del siglo 
XXI debe reconocer, velar, proteger y actualizar a través de su ius puniendi y ius 
poenale . 

• Hemos declarado que el Derecho Penal democrático se distingue por estar 
bajo el principio de mínima intervención, pues bien, tratándose de la restricción o 
privación de la libertad personal del presunto responsable, ha de extenderse esta 
previsión a efecto de que se amplíen las hipótesis y condiciones o requisitos 
procesales, - que no coloquen en riesgo la seguridad o el orden público -, para que 
se le conceda con mayor facilidad y prontitud, el beneficio de la libertad 
provisional en el procedimiento penal, sin menoscabo de garantizar los posibles 
daños y perjuicios que pudiese ocasionar al ofendido y la víctima por la comisión u 
omisión de sus hechos. La primera fracción del artículo 20 pluricitado estatuye así 
la denoIninada garantía de la libertad bajo caución que ciertamente, debe privarse 
a quienes estén sujetos por delitos graves, y los contemplados en la aboIninable 
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, a quienes sean reincidentes por 
delitos calificados COmo graves, y a quienes por las circunstancias o modalidades 
en la comisión de sus ilícitos impliquen un riesgo - que debe ser objetivo de 
acuerdo con los elementos de prueba que aporte el Ministerio Público al órgano 
judicial- por su libertad, los sujetos pasivos, víctimas y a la sociedad en general. 

• Prosiguiendo con las figuras jurídicas que dan sustento al procedimiento 
penal democrático que busca consolidarse en nuestro sistema jurídico, hemos de 
abordar el segundo párrafo del artículo 19 constitucional que estatuye la garantía 
denominada de ' litis cerrada', la cual consiste en imponer al juez de la causa penal 
un doble deber que ha de cumplir, irreductiblemente, en el auto de formal 
prisión," inicialmente ha de delimitar los hechos que se le atribuyen al procesado y 

58 Ciertamente que este acto procedimental ha de ubicarse en otro pilar de nuestro proceso penal, toda vez que consbhIye otra esfera de la 

garanta de adecuada defensa que el gobernado posee en este proceso, tal como se preve constrtuoonalmente en la fracoón IX del articulo 20, 

y ello se corrobora de las COI15eCUenClas que dicho acto procesal acarrea, a saber. 1) JustIfica la pnSlÓn preventiva. 2) Fija la litiS, 3) 

Suspende las prerrogativaS del Ciudadano - en relaCIón con la fracoon U del articulo 38 de la Carta Magna -. 4) Determina el inlclo del plazo 

que fija la propia Ley Fundamental para dictar sentenaa. [ Vid. Jesus Zamora-Pierce Op. Cll págs. 90 y 91 Y es que preCIsamente la ratio 

legis de esta norma es la de velar por la propia libertad del presunto responsable, a qUIen se le deberá definir su situación Jurídica en el plazo 

de 72 horas. TérminO, que por cierto. es susceptible de duplicarse per el Inculpado o su defensor. con lo cual se pretende que se aporten­

mayores elementos prolJatorros para que el JUez resuelva su s,tuadÓ1 Iuridica, de acuerdo con el ari 297 del Códrgo de Procedrmientos 

Penales para el DlStnto federal y el numeral 161 del Cod,go federal de Proced¡m,entos Penales. 
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(l su vez, la clasIficaci6n juridic.l - n0111('11 Juris - que el órgano jurisdiccional otorgJ 
a los hechos que se consignaron para su conocimiento.59 

La trascendencia intrínst."G.1 a este acto judicial es la fijación de la materia de! 
proceso penal que permite a la defensa iniciar todos los actos pertinentes y 
legalmente permitidos para desvirtuar la acusación que existe. 

• 11 Nadie puede ser sometido a un juez que no derive su jurisdicción de la ley: 
Nema Judex sine Lege. En consecuencia el órgano jurisdiccional tiene que 
funcionar legalmente, ha de ser el que por ley deba conocer del delito y la 
competencia en relación con éste no puede ser reconocida a tribunales 
extraordinarios. 

• No puede aplicarse pena sino mediante juicio: Nulla poena sine Judicio, 
Nema Damnetur nisi per Legale Judicium. El citado art. 14, párr. 2 Const. mantiene 
que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad, o de sus propiedades, 
posesiones o derechos sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

• ... La forma de ejecución de la pena debe estar previamente establecida por 
la ley. Sin este corolario el principio de que no hay pena sin previa ley quedaría 
incompleto por las arbitrariedades a que la ejecución pudiere dar lugar. 

• En el amplio campo de las acciones de las garantías de seguridad jurídica, 
de naturaleza penal, consagradas en la Constitución, destaca el artículo 18. En la 
pena y en su ejecución penal culmina el que yo he llamado drama penal.' Dicho 
artículo 18, en lo conducente, dice a la letra: ' Los gobiernos de la Federación y de 
los Estados organizarán el sistema penal, en sus respectivas jurisdicciones, sobre la 
base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación como medios para la 
readaptación social del delincuente ... ' 

• No quisiera terminar este estudio sin hacer alguna reflexión sobre el artículo 
21 constitucional, pues el llamado monopolio en el ejercicio de la acción penal 
guarda estrecha relación con una importantísima garantía de seguridad jurídica . 
•.. 60 , Por lo tanto, el Ministerio Público, con la Policía Judicial (SIC) bajo su 
autoridad y mandato inmediato, sólo puede perseguir delitos. ,,61 

59 Vid Jesús Zamora·Plerce Op Clt P 135 Y 143 

• Vid· El drama penal ._ Raul Carrancá y Rl\fas Edltonal PorrlÍa MéXICO 1982 

60 Cabe mencionar que de acuerdo con la reforma constituCIonal publicada en el Dlano OfiCial de la Federación el dla 31 de diCIembre de 

1994. se permite al gobernado Impugnar la resolUCIón del no eJerCICIO y deSistimiento de la aCCión penal que dicte eJ Mlnlsteno PubliCO, Sin 

embargO. desafortunadamente eXiste un vaclo jUfldlCO al no eXistir reglamentaCión Jundlca alguna en matena federal y en el caso concreto del 

DlStnto Federal Simultáneamente, en la Ley de Amparo Reglamentana de los articulos 103 y 107 de la ConstituCión Pohllca de los Estados 
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Integrando el presente bosquejo de postulados jurídicos que deben 
prevalecer en materia penal en un sistema jurídico inmerso en un orden político 
democrático y contemporáneo que corone a las corrientes liberales y humarustas 
que se enfrentan, hoy por hoy, a las denominadas ideologías de la supervivencia, 
acudiremos a la proclamación de otros cimientos procesales en materia penal: 

• La garantía de no autoincriminación reconocida en el artículo 20 fracción II 
de nuestra Carta Magna, está al lado de la prohibición del tonnento, la 
incomunicación y cualquier otro medio que tienda a inducir al probable 
responsable a declarar en su contra,' por ende, la coacción física o moral a que se le 
sujeta al procesado está prohibida de nuestro sistema procesal penal. El efecto 
jurídico es, por tanto, la nulidad de esta confesión.62 Esta es la razón por la cual la 
confesión ha dejado de ser, por mucho, la llamada ' reina de las pruebas " 
razonamiento que ha recabado nuestra legislación adjetiva penal local en su 
artículo 261, y en especial del 249 el cual precisa los requisitos procesales que se 
han de cumplir para efecto de que la confesión tenga validez jurídica; y los 
correspondientes en materia federal en su artículos 290 y 287, respectivamente. 

Gracias al anterior mandato constitucional nuestro sistema jurídico penal 
posee el soporte indispensable para la construcción del futuro Derecho Penal 
democrático y civilizador que los tiempos próximos requerirán para no perderse 
en la fase represiva de la lucha contra la criminalidad y la delincuencia, lo cual 
significa que debe seguir contemplándose al hombre como el centro de todo el 
quehacer punitivo ejercido por el Estado mexicano. Este es el punto central en el 
cual el Derecho Procesal Penal no debe admitir retroceso ° menoscabo alguno, 
toda vez que debe proporcionársele los instrumentos técnicos, científicos y 

Urlldos Me.:<lCanos, en su articulo 10S establece la excePCIón que nuestro orden juridlco le reconoce al Poder JudiCial Federal en su mas alto 

tnbunal, en caso de repetlClOn del acto reclamado en el JUICIO de Garantías o en e! supuesto de Ine¡eclJoon de la sentenCIa de amparo Vid 

Genaro GOngora Plmentel y Maria Guadalupe Saucedo Zavala 'ley de Amparo. Doctnna JunsprudenClal CompiJaclon de tesiS 'T. 11 Ed 

Pomía Mé):ico 1996. P. 2292 a 2305: así como Alberto del Casbl10del Valle 'ley de Amparo Comentada. '28. ed Ed. Duero, MéXICO. 1992 

Págs. 237 y 238 Adendum 1995, p. 8, Y Alberto del Castillo del Valle. 'Garantías IndiViduales y Amparo en matena penal' 2a. ed Ed Duero 

MéXICO 1992 Págs 136 Y 140 

61 Raúl Carrancá y Rlvas Op ot págs 136,137 Y 139 

• La H Suprema Corte de JustiCia de la Naoón ha estableado que no se le puede e.:<lgír al IndiCIado que declare bajo protesta de deor verdad 

en sus declaraciones mlnlstenales o JudiCIales, y que. de conduCirse con falsedad, no es ¡und,,:amente poSible que Incurra en el delito de 

falsedad en declaraciones ante autoridad ¡udlca! o ante aulondad distinta de ésta (ArtIculo 247 en sus dOS primeras rraCCiones del Código 

Penal Federal vlgenle), arteno ¡unsprudenClal e.:<puesto en e! Amparo Oírecto 3057/58. Informe 1959 Pnmera Sala, pag 30 Y de! cual no 

concordamos por que se d~lrtúa el fin que persigue el Derecho Procesal Penal, estos es, la: deteITrllnaClOn de la verdad real o matenal, y por 

Situarse en este supuesto el bien publrco y sooal por enCima dellnteres particular e indiVidual 

62 Vid Oiga Islas González de Manscal. y Elpidlo Ramírez . El sistema procesal en la ConstituCIón' MéXICO. Ed Porrua 1979 pags 63. Y en 

este mismo tenor, JesUs Zarnora-Plerce Op. Clt P 183, autor quien Cita la obra precedente ASlm,smo, la ley de Amparo reglamentana de lOS 

artJculos 103 y 107 de la Conslltuoon Pol'hca de los Estados Unidos Mex,canos en su artiCUlO 160 fracaon XN establece que se conSidera que 

eXiste vlolaClOn a tas leyes de! procedImiento SI la sentenCia condenalona se basa únIcamente en la confeslon del procesado, en caso de 

InCOmUnlcaClOn del m,smo o SI se eJeroo coacoon en su contra 
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tecnológicos suficientes p,u<1. (,.luC los ()rg<ll1.os de Procurdción, Administnlcion e 
lmpartición de la Ju~ticia Penal investiguen, persigan y sentencien los hechos 
realmente acaecidos en el mundo fáctico, declarando la verdad juridica objetiva 
basada en la materialmente aportada por las partes del procedimiento penal. 

Como se aprecia, gozamos de un vasto haz de principios penales que son el 
producto histórico de nuestra tradición jurídica eminentemente humanista y liberal 
que no se aplica cabal e íntegramente en nuestro sistema punitivo, por diversas y 
múltiples razones, y no es lógico que la Política Penal de nuestro país solicite, so 
pretexto de alcanzar la eficacia en la lucha cOntra la delincuencia organizada, a 
través de la reforma legislativa a nuestro orden constitucional y secundario, su 
resquebrajamiento y deformación al establecer excepciones procesales en mayor 
número y facilidad, que per se atentan contra la naturaleza del ser humano y las 
prerrogativas inherentes a él que deben ser reconocidas y tuteladas en un 
verdadero Estado de Derecho que se precie de ser democrático y humanista. Esta 
es precisamente una de las esferas que debe abarcar la Política CriminológICa que 
debe institucionalizarse en el Gobierno Federal a través de un órgano especializado 
en materia de Política Legislativa en matería penal, buscando así la consolidación 
de los principios rectores que deben regir al orden jurídico punitivo del siglo XXI, 
unificando y, en su caso, homologando a nuestro mundo normativo penal tan 
distinto, y en ocasiones, disímbolo entre sí en sus principios, procedimientos, 
figuras, instituciones, e inclusive denominaciones, que allanan la operación de la 
delincuencia convencional y sobremanera, de la organizada. 

La pretensión es sumamente ambiciosa, pero necesaria e indispensable para 
gozar de una Política Criminológica que propicie el mínimo de conflictos 
normativos existentes en nuestra legislación penal y las correspondientes a la 
Seguridad Pública e inclusive, a la Seguridad Nacional. Esta es la modesta defensa 
que esta pluma esgrime a favor de una Constitución que goce de una regularidad 
jurídica concebida como el instrumento preventivo, eficaz y racional que combata a 
la denominada violencia descentralizada 63 que sufre nuestro sistema político, 
social y jurídico, en virtud de que las instituciones que representan se han 
deteriorado ante la propia comunidad a un grado que carecen de legitimidad. 

Ahora bien, considerando que esta investigación académica parte de una 
metodología de sistemas que inicia de un enfoque integral de una realidad dada e 
irunersa en un orden jurídico políticamente organizado, no podemos detenernos 
en el detalle pormenorizado de los derechos humanos penales mínimos que debe 
ratificarse en el estado de Derecho democrático que exigimos y requerimos los 
habitantes del siglo XXI, y sólo los enunciamos" para efectos de que se tenga 

63 Vid Et A11 (José Ramón cossio, y LUIS M Pérez de Acha CompiladoreS) 'La Defensa de la ConstltuClon • Op el: P 42 

64 El Dr Jorge Carplzo nos proporCIona un bosquejO de la trascendenCIa que representan las denominadas garanllas IndlVlduales en matena 

penal en nuestro marco Juridlco, toda vez que los derechos que le dan sustento a las garantlas de libertad e Igualdad JundlC3, es decir, las de 
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presente que son los pilares que darán sustento y vida a la Criminológica que ha 
de instrumentarse en México. En este orden de ideas, la Política Criminológica que 
nazca y se desarrolle en el seno del órgano federal a consideración, deberá realizar 
los estudios y análisis juridicos, legislativos, y sociales que velen por el pleno 
acatamiento de los Derechos Hurnanos65 en el torbellino penal que naturalmente se 
fanna en la lucha contra la criminalidad y la delincuencia. 

Conforme al cuerpo juridico de la Constitución General de la República no 
existe el reconocimiento expreso de la instrumentación, aplicación y evaluación de 
la Política Criminológica en nuestro sistema penal, toda vez que únicamente se 
circunscribe en su artículo 21, penúltimo y último párrafos, a instrumentar un 
sistema nacional de seguridad pública, declarando que ésta es una función a cargo 
de los tres niveles de gobierno existentes en el Estado mexicano, de lo cual se 
desprende que la noción es más restringida del contenido y fines que persigue la 
Política Criminológica. 

El artículo 21 constitucional, en su parte conducente establece: 

" La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, 
los Estados y los Municipios, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. 

La actuación de las instituciones policiales se regirá por los principios de 
legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez. 

La Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios se coordinarán, en 
los términos que la ley señale, para establecer un sistema nacional de seguridad pública. ,,~ 

segundad Juridlca, !.as que en gran medida son de caracter penal, tal como el lec:or podrá apreciar a conbnuaClÓn .• Las garantías de la 

seguridad jurídICa son. 1) Derecho de petloón ( artfculo 8 ). 2) A toda peOClón, la autondad contestara poi' acuerdo esento (artículo 8 ). 3) 

Irretroacúvtdad de la ley (articulo 14) 4} PrivaCIÓn de derechos sólo mediante JUICIO seguido con las formalidades del proceso (at1fculo 14) 5) 

PrinCipIO de legalidad (at1fculo 14). 5} ProhibiCión de aplicar la analogía y la mayorJa de razón en 10s¡UlClOS penales (artículo 14) 7} PnnClplO 

de aufondad competente (articulo 15) 8} MandamIento JudiCIal esento, fundado y motIVado, para poder ser moJestado en la per.sona, faml/ia, 

domICilio, papeles ° posesiones ( artículo 15). 9) DetenCión sólo con orden JudiCial ( articulo 15) 10) Abolición de priSión por deudas (articulo 

11 j t11 protllólClÓn de hacerse ¡usflcla por propa mano (artlcufo t7 j t2j Expedita y eficaz atiTmmstración dejusflC/a (articulo 17 J 13j PnSián 

preventrva s(¡/o por deMos que tengan pena corporal ( articulo 18) 14} Garantías del auto de formal pnSJÓfl ( articulo 19 J. 15) GarantIas del 

acusado en lodo proceso cnmmal (articulo 20) 15) Sólo el ministerio públiCO y la policla ¡udlclal pueden perseguir /os de/dos (articulo 21 J. 17) 

Prot'llblClÓn de penas Infaman/es y trascendentes ( articulo 22) 18) Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo de/l/o ( articulo 23)' 

Jorge Carprzo, McGregor.· La conslltuclOn me~lcana de 1917.' Op Cll P 145. (las CUrslVaS son el autor, con la finalidad de resaltar las que 

son de naturaleza emlflentemente penal ) 

65 los cuales se integran por doS grandes esferas a) la dedaraoon de lOs derechos humanos IndiVIduales o de la persona, y b) la 

declaraoon de los derechos humanos del iOd!VIduo que forma parte de un compuesto colectrvo y SOCIal. Para el Derecho Penal se traduce en la 

mtegraClón de los conceptos de Segundad PublICa y Segundad NaCIonal, con las denominadas garantías ¡ndwiduales que reconoce la Ley 

Fundamental, mtegraCión que es dable a traves de la Poll~ca Cnmlnologlca que debe instrumentar el Estado en la AdministraCión Pública 

Federal. (Vid Jorge CarplZo McGregor • La ConslltuClón me1:lcana de 1917' 9' ediCión Ed. POffiia·lnstrtuto de Invesllgaoones Jurídicas de la 

U N A M Me¡(,CO 1995 P 143; Y Jorge Carp!ZO McGregor. ' Estudios Cons~tuClonales 'op Cll pass. 446. 447, 448 Y ss) 

• Las cursivas se realizan con la finalidad de dlsbngulr el contenido pnmordlal de los subsecuentes argumentos a exponer 
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Graci<1s a esta aportación lkl Congreso de I~\ Unión, el Estddo mexicano ha 
dado el primer paso jurkhco par."'\ consoHdür en su estrudura administrativa 
federal, un sistema de Justici<l Pel1<l1 que Jbarquc las lhvcrsas esferas que la 
integran, es decir, que entrelace las tareas de procuración, impartición, 
administración y ejecuci6n de la ley penal, lato sensu¡ todil vez que contempla la 
necesidad de coordinación en los tres niveles de gobierno para que cumplan su 
deber constitucional en ejercicio de las atribuciones y facultades que le otorga 
nuestro orden jurídico nacional. Es fundamental asentar que estas dimensiones del 
sistema punitivo mexicano son, por naturaleza, distintas entre sí, sin embargo, son 
conexas e inseparables en la lucha contra la delincuencia, de ahí la utilidad de 
conocer, instrumentar, aplicar y evaluar la teoría de sistemas en nuestro orden 
jurídico en el cual reside el poder penal del Estado, y que no necesariamente es el 
Derecho Penal sustantivo, adjetivo o ejecutivo. 

Si analizamos detenidamente el texto magno de la ley en su parte 
conducente, se pretende articular principios, criterios, programas, acciones y 
responsabilidades conjuntas y recíprocas de la Federación y las entidndes 
federativas y éstas con las municipales,66 aglutinándolas en un instrumento 
nacional que rompa paradigmas regionales, locales, y por ende, parciales e 
insuficientes, en la procuración, impartición, y administración de la Justicia Penal. 

Surge pues, el primer principio jurídico con rango constitucional que 
reconoce que la seguridad pública es una función que le corresponde desarrollarla 
al Estado en sus tres niveles de gobierno, es decir, se reconoce que es el deber 
primigenio que le ha sido asignado a la estructura jurídica y políticamente 
organizada por el pueblo soberano que ejerce su autodeterminación y ha decidido 
que sea una norma fundamental que ha de cumplir el Estado a través de su 
gobierno. Por lo anterior concluimos que esta norma cimera eS una norma sobre la 
estructura del Estado y sus fines, porque posee un contenido material al obligar a 
la Federación, a las Entidades Federativas, al Distrito Federal y a los Municipios, a 
proporcionar la seguridad pública que les corresponde brindar a su destinatario, es 
decir, a la población en general, con pleno respeto a la competencia que les ha sido 
conferida en la Ley. Concomitantemente, es una norma constitucional de 
procedimiento en virtud de que establece la forma y el mecanismo bajo el cual 
debe actuar el Estado y sus órganos en materia de seguridad pública, aunque si 
bien es cierto es materia de la ley secundaria, léase Ley General que establece las 
Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública; fija el principio 
de funcionalidad y coordinación que deben observar la Federación, los Estados, el 
Distrito Federal y los Municipios. 

66 Vid El all . Conslltucl6~ Pol,(Ica de los EstadOS Unidos MeXicanos comentada 'op CI! Sergio Garcla Ramírez Comentano al artículo 21 

constitUCional P 287 

• Para mayor clandad nos remlumos a la exposlelon que se brinda en el apartado 4 del presente capitulo 'El sistema Jurídlco·penal de la PohllC2 

Cnml1mlóglca ' '1 en el capitulo sl9Ulente \lid m1ra apartados:>'"j 4 
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Sin embargo esta norma fundamental de procedimiento y de estructura 
ontológica del Estado mexicano no es jurídicamente hablando, una denominada 
garantia individual o social, a pesar de localizarse en el cuerpo dogmático de la 
Ley Cimera, y no lo es porque no establece ninguna relación de supra a 
subordinación jerárquica entre los destinatarios de la norma, estos es, no otorga 
ningún instrumento o medio al gobernado para asegurar el goce del derecho a la 
seguridad pública que debe gozar en su vida cotidiana para ejercer sus derechos 
como ser social ávido de desarrollo y superación como ente social, político o 
económico. Esta norma es una norma de supraordinación67 que no es, a su vez, una 
norma constitucional de competencia o de creación" debido a que no se prevé la 
creación de rungún órgano diverso a los existentes en el Poder Supremo de la 
Federación o en sus órganos, ya que únicamente se limita a ratificar que la 
actuación de los órganos del Estado que convergen en la seguridad pública 
respetarán cabalmente la competencia que la propia Constitución les atribuye en el 
ejercicio de sus facultades. 

El legislador constitucional ha recabado el deber prístino que le pertenece al 
Estado mexicano en brindar seguridad pública a sus habitantes a partir de un 
programa coherente y homólogo que instrumente en sus tres niveles de gobierno, 
sin embargo, no debemos considerar sinónimos los conceptos de seguridad pública 
y de Política Criminológica, siendo que ésta es el género y aquélla la especie. Por 
definición, la Política Criminológica comprende un universo más complejo que 
estudia al fenómeno de la criminalidad y la delincuencia con un enfoque 
interdisciplinario que sólo la enciclopedia de las ciencias penales puede ofrecer, es 
la síntesis de ellas para aplicar en la vida social por conducto de la Política 
CriminaL En esta tesitura es posible afirmar que en nuestro orden jurídico no existe 
aún la concepción de la Política Criminológica, propiamente dicha, en la estructura 
administrativa del Estado mexicano, ya que se carece de un órgano especializado y 
autónomo. 

No obstante ello se ha dado inicio a un proceso integral de la actuación del 
Estado en sus tres niveles de gobierno para el combate a la delincuencia, que en la 
Ley Primaria se le da un énfasis en el aspecto disuasivo y de persecución de los 
infractores a la norma penal, siendo que en la segunda parte del quinto párrafo del 
artículo en comento regula la operación de los cuerpos policiacos, señalando que 

67 • Las relaoones de supraordinacion se establecen entre tos diferentes órganos de poder o de gobierno de un estado ( SIC) o SOCIedad, 

normando la actuaCión de cada uno de ellos, .' Burgoa Onhuela, IgnaCiO. 'Las garantias IIldiVlduaJes,' Op. Cil P 167 

Aliado de tas normas de $upraordlllaCión están Ia$ de o;:oord,naoon y las de supra a subordinaCIÓn Las normas de coord¡naClón se presentan 

al establecer relaoones que debido a una multiplicidad de factores, se originan entre dos o más sUjetos de derecho como gobernados, y 

pnnCipalmente son de naturaleza pnvada o socIC!eCOnom,c;a En tanto que las de supra a suborcilnaoón poseen una dualidad cualrtatlva 

subJetIva, Siendo que nacen entre dos entldades Situadas en diverso plano o poslcion, con prelaCión juridlCa del Estado y sus órganos de 

gobierno y los gobernados, en eUos ~Isten aClos un,laterales, Imperatwos y coerCitlvos, es door. son relaCiones queobVlamente se regulan por 

un orden normallvo dado 

•• Víd daslficac,ón de las normas constlluCiOnales de Klaus Stem. dada en las precedentes I¡neas en el apartado 1.1 del presente capitulo 
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han de conducirse bajo los pnncipios de legalidad, eficiencia, profesion<llismo y 
honradez, r<lz6n por 1[1 cual se ha de .lpc.lrtar esta norm<l de la visión que tuvo el 
legislador federal al darle vida al sistema nacional de seguridad pública. 6a 

Este artículo en relación con el artículo 73 fracción XXIII de la propia Carta 
Magna, reconoce un principio de certeza jurídica al establecer que es facultad 
exclusiva del Congreso de las Unión expedir las leyes que fijen la coordinación 
entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados, y los Municipios, en materia de 
seguridad pública, incluyendo las respectivas a la organización y funcionamiento 
de los órganos de seguridad pública, asi como las directrices del ingreso, selección, 
promoción y reconocimiento de sus integrantes. Concordando ambos preceptos 
consideramos que esta norma fundamental es el primer bosquejo de la concepción 
integral que requiere nuestro orden jurídico y político para instrumentar, aplicar y 
evaluar la Política Criminológica que cobre vida en un ente federal especializado y 
autónomo, que coordine todo el sistema gubernativo que incida, directa o 
indirectamente, en el sistema penal mexicano. Si carecemos de un enfoque global 
del fenómeno criminal y delictivo en nuestro sistema jurídico y político a través de 
un órgano que conduzca la Política Criminológica, se renuncia a la existencia de un 
Derecho Penal democrático que controle a la delincuencia convencional y 
organizada que impide la sana y libre convivencia de los gobernados y sus 
instituciones. 

68 Informe rendido por el C Secretano de GobernaciÓn. en representación del PreSidente Cons~tuClonal de los Estados UnidOS Mexicanos. 

Informe de la Cámara de Diputados. Informe del Senado de la Repilbhca. Informe del C Procurador General de la República. en la acción de 

Incons\\\uclonalltlao 1!Sf; 

. Suprema Corte de JustiCia de la Naclon Segundad Publica Acción de InconstltuClonahdad 1/96 'MéxIco CoordinaCión General de 

CompilaCión y Sistematización de tesIs de la Suprema Corte de Justicia de la NaClon No 8 año 1996 Sene debates Pleno págs 26, 3D, 35 
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2.- ANTECEDENTES DE LA POLÍTICA 
CRIMINOLÓGICA Y PENAL EN EL ESTADO 
MEXICANO. 

(La Historia), u Émula del tiempo, depósito de las 
acciones, testigo del pasado, ejemplo y aviso del 
presente, advertencia del porvenir. u 

Miguel de Cervantes Saavedra. 

2.1.- BREVE NOTICIA DE LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA 
Y PENAL EN MÉXICO A 1917. 

Acudimos a la Historia del Derecho Patrio con la finalidad de localizar los 
antecedentes administrativos existentes en nuestro sistema jurídico y político 
precedente al actual para conocer el estado existente de la procuración, 
impartición, administración y ejecución de la Justicia Penal a través de la Política 
Criminológica y Penal instrumentada en aquellos tiempos, si es que ambas se 
concebían en el Gobierno en una actividad especializada que requería de un 
órgano autónomo con personal calificado específicamente para ello y que la 
aplicaran en todas las instancias y niveles del Derecho Penal. No pretendemos 
agotar exhaustivamente el estudio de los órganos existentes a partir del Virreinato· 
a la época de la promulgación de la Constitución General de la República actual, 
cuya misión era el control, distribución, ejecución o simple administración del 
poder penal del Estado. 

Siempre hemos de tener presente la injerencia que España desempeñó en 
nuestra vida social, política, cultural y jurídica en nuestro país para así comprender 
el devenir histórico de nuestros órganos e instituciones que aún guardan algunas 
reminiscencias de su funcionalidad en nuestros días. Y en la especie hemos de 
reconocer que España no pennaneció ajena a las corrientes doctrinarias e 
ideológicas que en Europa prevalecían en el siglo XVI. creando así el 30 de 
noviembre de 1714 el Ministerio de Gracia y Justicia por Felipe V y con plena vida 
formal gracias al real decreto del 2 abril de 1717. Cabe mencionar que este órgano 
gozaba de la máxima jerarquía existente en la organización administrativa del 
gobierno español porque su objeto era ser el crisol de las decisiones del rey para las 

• RetolTl(lndo los conceptos dados de Po]ít,ca Cnmlnologlca y Polltlca Pellal para efectos de esta Investlgao6n no abarcamos el penodo 

prehlspálllco en Virtud de que dado el sistema de gobierno e¡;lstente en esa epoca no es poSible aceptar que existía una conOCImiento de las 

cienoas penales como hoy las ooncebllTlOS y dlslmgulmos, de tal suerte que el entena pnmordlal para hacer este puenteslS fue preosamente, 

que no había dlVl$.lÓn entre el Estado y la Rellglon (IgleSia), y por tanto el poder político se aSimilaba al pnvado y al socioeconómlco, no había 

pues, en consecuenoa, dIVISión de poderes y organos que nos permitan aseverar la e¡;lstenoa de la Política Cnmlnológlca o de la Por,tIca 

Penal. 
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demás instancias del poder eCOnOllll(U y polltico, sin rn.edii.1Cion ~llgllna de índole 
personal o lI1stJtucional, lo (,,'lhl! ~l' (oJ'wboraba en 1.1 n~lturalc7.a de la~ 

prerrogativas de Iris que gozalxl. Era el tronco prinCipal sobre el cual se extendían 
las ramas de la administración y del gobierno, y por ende, su cjerciClo concernia 
exclusivamente al soberano, es decir, era la fuente que aspiraba a la consecución de 
los fines más trascendentes pma el poder. 

Por razones de espacio y metodología, únicamente subrayaremos en este 
apartado las atribuciones que interesan para los fines de la presente 
investigación,59 destacando entre sus funciones el reconocimiento de ser la 
instancia específica a través de la cual" el soberano" realizaba todas las decisiones 
gubernativas, generales o particulares, incluyendo las consultas. Destacan entre sus 
funciones el hecho de que a través de este Ministerio se realizaban todos los 
nombramientos políticos o administrativos, de policía y justicia, y el estudio de los 
iruormes de calidades de estos funcionarios. Por su conducto se hacían los decretos 
de las elecciones y nominaciones de los ministros, esto es, de la estructura 
primordial del gobierno. Su importancia también radicaba en ser el ente por el cual 
se dictaban todas las resoluciones de la Real Hacienda, comprendiendo las partidas 
presupuestales que se destinaban a los tribunales o a los ministros, ya sea en forma 
general o particular, sin menoscabo de extender los nombramientos, cargos o 
comisiones de ellos. En este órgano se fijaban las remuneraciones de los ministros y 
las tropas, la milicia en sí. En materia de las encomiendas se giraban todas las 
cédulas y despachos que en materia política y militar se expedían, Inclusive, su 
injerencia se extendía a la regulación del comercio interior y del fisco, que aunque 
mínima, también la contemplaba.70 

Sin embargo, estas facultades de las cuales estaba investida se desvirtuaban 
de tan altos fines ya que estaban al lado de otras de índole estrictamente personal 
cuya naturaleza era fortalecer y proteger el poder soberano, tales como formular 
proposiciones e informes que dictara sobre su real capilla, y demás personal que 
hIviera directamente bajo sus órdenes, y por ella" el soberano" dictaba órdenes a 
su tesorero general para efecto de que se hiciesen los gastos que se tenían que 
hacer de acuerdo con anteriores disposiciones generales para la manutención de la 
Casa real y , todos sus anexos '. Como se aprecia, este órgano real poseía las más 
altas encomiendas que le incumben al gobierno de una Nación y cuya esencia 
política radicaba en resolver y decidir a partir de la autoridad única del rey, 
reservándose así las más delicadas atribuciones que afectaban la vida de sus 

69 Es Imprescmdlble sugenr al lector la obra que da cuerpo a las subsecuentes conSIderaCIones hlst6ncas. toda vez que el autor desarrolla con 

mayor precJSlón el tema. a saber Vid Omar Guerrero . La Secretana de JustiCia y el Estado de dereCho en MéxiCO • UnIversIdad NaCional 

Autónoma de MéxIco, Instituto de InvestigaCiones J~fldlcas Mexleo 1996. y como obra complementana vid José LUIS Sobernaes Femández 

Comp "Memon¡ls de la Secretana de JusticIa' Umversldad NaCIonal Autonoma de Méxlc:o,lns~tulo de Inves~gaclones JundlC3S MéXICO 1997 

70 Real decreto de abnl2 de 1717 ISidro ArecenegUl y Carmona El M,n,steno de Jusboa. Madrid. MlnlslenO de Justicia. 1945 Clt por Ornar 

Guerrero' la Secretaria de Justloa y el Estado de derecho en MéXICO . Op elt p 255 Y 256 
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gobernados, y que simultáneamente le interesaban para acrecentar su poder 
personal sin que realmente tuviera un coto jurídico eficaz. 

El germen de la monarquía había florecido en todo su esplendor en este 
órgano monárquico que ejercía el absoluto control del fiel de la balanza de la 
Justicia de la época toda vez que la dependencia judicial radicaba en la asignación 
económica que se le otorgaba, así como los nombramientos, cargos y comisiones de 
quienes integraban a los tribunales. Administrativamente el control se propagaba 
al ampliar las designaciones no solo a los ministros sino a los pilares del sistema 
punitivo: a los policías. Penalmente hablando el sistema administrativo y judicial 
se ejercía en todos sus niveles a través de este Ministerio omnipresente en las 
principales esferas del quehacer público y privado del rey, en tanto en cuanto, 
protegieran y acrecentaran su poder onuúmodo. 

México tiene el primer antecedente se halla en el siglo XIX, data en la cual se 
propagó al idea de que los gobiernos debían tomar las medidas conducentes a 
obtener el desarrollo del hombre para que éste obtuviera su felicidad, a tal grado 
que los órganos administrativos o gubernativos tendrían que propiciar las 
condiciones mínimas para que el ser humano fuere más productivo, cuidando su 
salud, sus relaciones sociales, culturales, económicas y se enriqueciera su 
participación en la vida pública y colectiva. A este rama se le conoció como la I 

administración interior. ,71 Esta actividad en España se denominaba en sentido 
estricto, de gobernación, y en sentido más amplio de fomento. 

Es en este siglo que tenemos el primer antecedente administrativo de un 
órgano especializado en lo tocante a la Justicia Penal: la Secretaría de Estado y del 
Despacho Universal de Justicia y Negocios Eclesiásticos, nacida el 8 de noviembre 
de 1821. Como fiel reminiscencia de la tradición española atendía los asuntos 
concernientes a la justicia, así como la vigilancia del correcto ejercicio de la 
Medicina, e inclusive, de la administración del personal del palacio Imperial." 

Así nace un órgano de la más elevada jerarquía en la organización 
administrativa en México, sin embargo, sus atribuciones nacen dífusas de su 
principal objeto que ha de obedecer a su denominación, tal como lo fue su 
antecesora del Viejo Mundo. Ahora se contemplaban los asuntos eclesiásticos como 
materia de regulación de este órgano para la presentación de los arzobispados, 
obispados, curatos, beneficios y demás cargos de este ramo, destacando que por su 
medio se le proporcionaban recursos a las iglesias. 

71 Vid Ornar Guerrerc;:¡ La Secretaria de Just,oa y el Estado de derecho en Mexlco Op ot P 52 

72 Vid Ibídem. p 53 
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Desafortunadamente aun Sl' k destinaba a ejercer funciones meramente 
J.jenils ~l la::. que debe poseer una Secretmid de EstLldo encarninada principalmente 
al control gubernativo de los org<lI1os encargados de aplicar el derecho y de las 
instituciones que predicaban la religión, cuyo poder económico e ideológico era 
fundamental en el sistema socio-político de la época; porque, efectivamente, se le 
designaba para administrar las remuneraciones y plazas de los empleados del 
palacio imperial, que por cierto era el secular y el eclesiástico73

, facultad 
meramente administrativa y carente del contenido sOCIal, político o económico que 
debe poseer un órgano de poder que se organiza desde el Estado para instaurar un 
beneficio común, como lo es la Justicia. 

La distinción radicaba que se había situado en el vértice estatal de la 
organización que tenía como misión la construcción de un nuevo derecho que ya 
no obedecía, en su totalidad, a los designios de un solo individuo que pretendía su 
beneficio particular con el ejercicio autoritario del poder, siendo que ya se concebía 
la necesidad de contar con este organismo por ser una función esencial del Estado 
velar por la protección de los ciudadanos y las libertades individuales, se inicia la 
búsqueda de la Justicia desde la cima de la estructura gubernativa. 

No fue sino hasta el 26 de enero de 1835 que este órgano sufrió una 
modificación que inició con su denominación ya que surgió el Ministerio de 
Justicia y Negocios Eclesiásticos cuya característica más sobresaliente era el gozar 
de las atribuciones legales necesarias para lograr ser la instancia gubernativa que 
proporcionaba el marco jurídico óptimo para ser el canal de comunicación 
institucional entre el Poder Ejecutivo y los Poderes Judicial y Legislativo." 
Resaltan las atribuciones que se le confieren en materia de la política interior al 
publicar y hacer del conocimiento general las leyes y decretos que el Poder 
Legislativo le dirija al gobierno; y la expedición de las leyes, reglamentos y cuerpos 
normativos que el Poder Ejecutivo emita para dar vigencia real a la Constitución 
Federal y se ratifica la atribución de expedir los nombramientos de funcionarios y 
empleados gubernamentales que la ley contemplaba. Se infiere de lo anterior que 
se daba a este órgano la rectoría de la conducción de la Administración Pública 
Federal, y a su vez, se creaba un hilo conductor entre los Poderes de la Federación. 

En materia política también se fortalece el Poder Ejecutivo al ser ésta 
dependencia la que conduce, dirige y ejecuta la política secular con la eclesiástica, y 
las relaciones que de el1as nacen son también materia de intervención legal del 
Ministerio en comento. No es preciso resaltar que estas propiedades hoy en día 
pertenecen a la Secretaría de Gobernación. 

73 VId Ibidem p 260 

74 Víd Ibídem p 56 
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Sin embargo~ a nuestra materia le interesa que esta dependencia era ya la 
encargada de vigilar la correcta aplicación de la Justicia por el Poder Judiciat 
desde la Corte Suprema hasta juzgados de toda la República, velando a su vez, 
que sus sentencias se acataran en lo conducente. La primera facultad la 
concebimos como el resquebrajamiento del principio de la división de poderes~ 
ocasionando así el predominio político del Poder Ejecutivo sobre el Poder Judiciat 
en detrimento del bienestar común por los intereses particulares O de gIUpo que 
no se conciben en un régimen democrático contemporáneo. La restante facultad se 
comprende en razón de que la fuerza pública se concentra en el Poder Ejecutivo y 
éste debe estar presto al auxilio institucional que requieran los otros Poderes para 
que éstos hagan efectivas las resoluciones dictadas u ordenadas. 

Por lo que toca al sistema penal se tiene a su cargo llevar a cabo la 
instrucción de los expedientes de los indultos y todas las ejecuciones de las leyes y 
decretos en la materia. En materia penitenciaria el Ministerio regulaba la actuación 
de los talleres industriales existentes en la cárcel naciona1.75 Las irmovaciones 
jurídicas adquieren gran trascendencia en virtud de dar mayor cuerpo y 
uniformidad a las directrices gubernativas que en materia penal se requería en el 
orden jurídico del país~ es decir~ se tiene el primer avance funcional en materia de 
Política Penal en nuestro país~ aunque claro, sin desconocer los resabios de las 
funciones anteriores que desvirtuaban su naturaleza y que desviaban sus altos 
fines. 

Como fruto de la Primera República Central en México' se dividió en 1836 a 
la Secretaría-de Relaciones Exteriores e Interiores en dos Ministerios. Y se 
concentró en la Suprema Corte de Justicia el cuidado y vigilancia de la impartición 
y administración de Justicia, así COrno el de las leyes que organizaban al propio 
Poder Judicial. El proyecto de retomar el principio de la administración interior, 
como concepto integrante de los asuntos de justicia y los eclesiásticos, que 
enarboló Lucas Alamán no prosperó.76 Precisamente esta disyuntiva es la que 
ocupó a la pluma de los admirustrativistas de la época ya que una corriente 
sostenía que era necesario y conveniente contemplar, vigilar y controlar a la rama 
de la impartición y administración de la Justicia a partir de su contemplación por 

75 Ibidem. p. 260. 

* En nuestro régimen JuñdlCO esto se cristalizo constituCIonalmente en las denommadas Siete Leyi':!s. sustituyendo a la Pnmera República 

Federal. trayendo como consecuenoa que desapareciera ~ orgamzaClon terntonal de los Estados soberanos (Vid. Ibidem p 59.). 

"* Denominaaán ql.le de nueva cobró vida en s¡¡bsMuoón del Ministerio, esto es, se le daba tal designaCiOr1 al orgaroO admimstmlJvo q¡¡e por el 

ejerCIcio de sus faa,l1!ades y atnbUCIones dadas en ley se le Cl:llocaba en la maxtma jerarqula de la estnJctura gubema~va del Poder Ejecutivo 

76 En España. desde 1833 fue constrtuldo el Mlmsteno de lo Intenor pero conMuaba la ancestral tr;;¡dlClÓn de conservar distmtamente y en 

forma autónoma, al Mmisteno de JustiCIa [Vid RQdriguez C;;¡maleño, L • ConSlderaClones sobre ell1uevo Mmlsteno de lo Intenor • Imprenta 

de José Palacios. 1835. EdlCl6n facsimll del Instituto NaCional de AdministraCIón Publica de España Madnd. España 1982; Isidro ArcenegUI y 

Carmona .• El Ministerio de JustiCia .• Mlnlsteno de JUStiCIa España. Madnd 1946; Garcia Madana, José l..1aña .• Estructura de la 

admlrllstraClon central (1806-1931) • Instltuto NaClonal de AdministraCión Pública Madrid España 1982. CIl por Ornar Guerrero. Op al p 62 
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el Ministerio del Interior o la Sccrl't~)rJ~) corrl>spondlímte,fi en t1I1to qUL' otros 
tratadistas señalan que es jndispL'n~abll' considl'f<1r la existencic1 de un úrgano 
funcionalmente autónomo e indepL'ndiente de aquél que se encarga de la políticn 
gubernamental del país. 

Estas posturas repercutieron en la organización administrativa del Estado 
mexicano porque más de una vez ambas funciones Se fusionaron en la 
dependencia responsable de conducir la política interior del país, es decir de lo que 
hoyes la Secretaría de Gobernación, órgano que recibió la herencia funcional de las 
atribuciones que logró tener la Secretaría de Justicia. 

El 13 de octubre de 1841 se constituye la Secretaría de Justicia e Instrucción 
Pública, pero sin cambio alguno en las facultades que poseía la desaparecida 
Secretaría de Justicia y Negocios Eclesiásticos/8 posteriormente, las' Bases de 
Organización Política de la República Mexicana' expedida en 1843 reconocía la 
existencia de cuatro Ministerios. 

1) Relaciones Exteriores, GobernacIón y Policía; 
2) Justicia, Negocios eclesiásticos, Instrucción Pública e Industria; 
3) Hacienda; 
4) Guerra y Marina." 

El 13 de junio de 1852 le fueron transferidas facultades del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, Gobernación y Policía, ciertamente alejadas del objeto para 
el cual fue creada, ya que absorbió atribuciones propias al gobierno del Distrito 
Federal, comprendiendo a la administración municipal y de su policía, cárceles, 
casas de corrección; y lo relativo a las instituciones de asistencia y salud públicas, 
festividades y diversiones.eo La multiplicidad de facultades que poseía eran más 
que heterogéneas, eran incongruentes en contenido, materia y competencia 
soberana, causando la ineficacia de su actuación tan amplia y dislocada a partir del 
texto legaL Como podrá apreciarse no se tenía una visión suficientemente clara del 
objeto que debería perseguir no el Ministerio de Justicia que nos ocupa sino de la 
Administración Pública y los órganos que la debían componer, siendo en realidad 
un ensayo inicial del Estado mexicano que recién había florecido a la vida social, 
cultural, jurídica y política independiente del Viejo Mundo y que aún se resistía a 
su debilitamiento territorial y económico. 

77 VId Florentmo Gonzále.z • Elementos de Crencra Admmlstratlva Bogotá, COlomMl Imprenta de J A Cuana 1840 '. elt Jbid En esta 

perspectIVa se conceptuallza a la Justicia como un ramo propiO a la de gobemaclon 

781bidem p 63 

79' Bases para la Organlzaa6n Pohtlca de la Repubhca MeXicana, e)(pedldas en JuniO 13 de 1843 Mé)(ICO a través de los Informes 

presldenCI;91es la admlOlstraa6n pública Secrelarla de la PreSidenCia Mé)(ICO VOl 5 t I págs 212·215 . 

80 Vid Omar Guerrero Op al págs 63 y 261 

* No ha de confundirse que estas atnbuaones subs~tUlan a las mmanentes al Poder JlJdlaal, el cual gozaba de recursos propIos provenientes 

de un FondO especial que se le aSlgn6 en 1846 
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Recobró vida el 17 de mayo de 1853 la denominación de Secretaría en vez de 
Ministerio, y se le reconoció la facultad de conocer todo lo atingente al ramo de la 
justicia, corno facultad genérica que le daba un amplio margen de discrecionalidad. 
Desafortunadamente esta victoria parcial se ensombreció por la corriente de la 
.Iadministración interior " ya que se le transfirió al Ministerio de Estado y de 
Gobernación la administración de los establecimientos penitenciarios de la época, 
tarea esencialmente propia de la naturaleza de la de Justicia. A su vez, se le 
restaron las atribuciones de política y gobieITlo exterior.81 Una vez más se perdió la 
oportunidad histórica de identificar la naturaleza, objeto y fines de una Secretaría 
de Justicia en el sistema jurídico y politico del país aún en ciernes. 

Ocho días después nace la figura del Procurador General de la República 
por la ' Ley para el Arreglo de lo Contencioso Admirtistrativo ' de acuerdo con su 
base 9', equiparando su nombramiento al de un Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia,62 otorgándole tácitamente la responsabilidad de ser el consultor jurídico 
del gobierno. 

Surge el 23 de mayo de 1856 el Estatuto Orgánico Provisional de la 
República Mexicana el proyecto de creación de la Secretaría de Justicia dentro de 
un contexto especializado e independiente a otras ramas de la actividad pública, 
aspiración que no se cristalizó.83 

El 23 de febrero de 1861 se reestructura la organización gubernativa y nace 
la Secretaría de Estado y del Despacho de Justicia e Instrucción Pública, la cual se 
desliga de la materia religiosa ya que ésta recae en la esfera gubernativa de la 
Secretaría política por antonomasia, la de Gobernación,84 en la diversidad de 
atribuciones resalta el hecho de que está a su cargo el conocimiento de la 
administración de justicia, las causas de piratería, la elaboración y estudio de los 
códigos, colecciones oficiales de leyes y decretos, la organización judicial en el D.E 
y sus territorios, de los tribunales de circuito y distrito y hasta de la Suprema 
Corte. Posibilidades jurídicas de ejercitar que haCÍan sumamente poderosa a este 
órgano, en lo que se refiere al poder jurídico y penal del Estado. 

81 Víd Ibídem p 70 

82 Dicha norma establec¡a que su nornbramlel'l!o obedecía a que los In:ereses de la Naclon sean convenientemente atendidos en los negocios 

contenCiOSOS que versaran sobre su esfera. e intervenir todo lo que afl'!ctara a la HaCienda pública y que se proceda en tocos los ramos con los 

conoomientos necesanos en puntos de derecho Vid ley para el Arreglo de lo ContenCIOSO Admm¡stra~vo de mayo 25 de 1853 la ley 

correspondia al Mlnlsteric de JustiCIa y estaba acompañada por L:n Reglamento de la misma Idem Pags 355 y 365 J 
83 Ibídem_ p 262 

84 Esta dependenCia se fortaleclO graCIas a los frutos de la Reforma resaltando la asunClon del Registro CM'- y los derechos de Ciudadanía y 

reunión. la libertad de Imprenta. la libertad de creenCias, y policía del r;;¡no de cultos Ibldem p 73 
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Julio 6 dt.:' IR63 es la kch¡l l'n ¡el cuall'i Poder Ejecutivo Provbional, Regencia 
del Segundo Imperio conformó a 1.1 Administración Pública en Secretarias, mismas 
que eran práctlcmnentc las exbtcntes en lRS3, a saber: 

1) Relaciones Extenores; 2) Gobcrnndón; 3) Fomento, Colonización, lndustrld y 
ComerCIo; 5) Guerra; y 6) Hacienda; 7) Justicia, Negocios Eclesiásticos (' InstruccIón 
pública.65 

Una vez instalado el Segundo Imperio se establecieron 9 Ministerios: a)De la 
Casa Imperial; b)De Estado; c)De Negocios Extranjeros y Marina; d) De 
Gobernación; e) De Instrucción Pública y Cultos; f) de Guerra; g) De Fomento; h) 
De Hacienda, e i )De Justicia." Aquí surge la figura diversa y autónoma de un 
órgano especializado en la estructura administrativa del Estado cuyo objeto 
específico era la instrumentación de una política coherente y uniforme en la 
materia tan delicada de la administración e imparticíón de la Justicia, no sólo de la 
penal.· México en este órgano tuvo su primera práctica en cOntar con un ente 
federal de la máxima jerarquía administrativa en su estructura, separado de la 
materia política y gubernamental del interior del país, para abocarse a la 
persecución de su fin particularmente determinado por el Estatuto Provisional del 
Imperio. 

Se había logrado una independencia funcional y organizativa que venía 
desarrollando la Secretaría de Justicia desde 1821, sin lograrlo hasta finales del 
siglo XIX, debido a que ya se habían distinguido los asuntos primordiales que 
requieren de una atención especializada dentro de los órganos de la 
Administración Pública Federal y del Distrito Federal, de aquellos del gobierno 
interior de naturaleza política pertenecientes a la Secretaria de Gobernación. Se 
habían dado ya las condiciones administrativas necesarias para aceptar y reconocer 
a la especialización de la actividad pública. 

65 Vid Decreto que fija las atnbuclones de las Secretanas de Estado. de Julio 5 de 1653 Mexlco a través de los Informes preSidenCiales la 

administraCión pública Secretaria de \a PreSidenCia CinCO volúmenes T V vol \ págs 454 y 465 

SS VI1 Ornar G\lenero O? Clt ? l%l Y 262 

Es menester señalar qlle esta etapa hlstónca es de hecho desconOCida por los histOriadores y estudiosos del derecho por conSIderar, 

Justamente. que fue Ilegitimo este gObierno Instaurado en nuestro pals 

• A partir de nuestro punto modesto de Vista y a gUisa de asentar el precedente de nuestra propuesta enunCIaremos las pnnClp;¡¡les atnbuClones 

que peseia esta Secretaria, ya que le correspondla A) De lo relat<VQ a la legislaCión CIVil cnmlnal y mercantil B) De los proyecto s de 

codificaCión C) De la organizaCión JudiCial y del Mlnlsleno PubliCO D) De la sobrevlglJanc,a para que la Just'Cla se admln,stre pronta y 

cumplidamente E) De los recursos sobre Indultos, conmutaciOn de penas y rehablhtaclóIl F) De los exhortos mtemaclonales Y extradiCIón de 

malhechores G) De la Organ¡:taclón y VigilanCia de I1!IS carceles y preSidiOS H) De la planta, presupuestos. contabilidad, libramientos y archiVO 

de su Departamento JudiCial 1) De la pubhcaclóll del Bolelm de Leyes J) De las dispensas de ley, y K) De todo lo concerniente al Notariado 

Vid. Ornar Guerrero Dp ClI pags 262 y 263, Y Decreto que reforma la ley ¡je mayo 13 ¡je i&¡)1 que dls\n'Du)tO los ramos de \a MmmlstraclÓfl 

Pública, de febrero 17 de 1914 MexlCO a través de lOS tI,formes preSidenCiales la admln,straclon pública Secretana de la PreSidenCia T V 

vol 11 Págs 267·269 

189 



Desaparece este avance significativo en 1891 al crearse la Secretaría de 
Justicia e Instrucción Pública el día 13 de mayo dada la convivencia mutua que a la 
fecha se veIÚan desempeñando, resucitando la mezcla de facultades ambivalentes 
de los asuntos de la Educación Pública y de la Impartición de la Justicia, restando 
así funcionalidad orgánica a esta Secretaría. Únicamente destacaremos que se le 
atribuían facultades al tener el deber de entablar y conducir las relaciones con la 
Suprema Corte, con los tribunales y juzgados del Distrito Federal y territorios, y en 
forma novísima se establece que era la encargada de llevar a cabo un registro 
estadístico de la delincuencia que se suscitaba en el país. 

Posteriormente se decide dar vida a el Departamento de Justicia 
paralelamente al de Instrucción Pública87 a cuyos titulares se les dio el 
nombramiento de oficiales mayores, con atribuciones y deberes de la jerarquía de 
los Subsecretarios de aquel entonces.88 Esta transformación respondió a la inercia 
del cuidado que se requiere en los aSuntos complejos de la educación y de la 
justicia en general que se veIÚan desarrollando a través de la vida institucional y 
social del país, lo cual favoreció a la separación de estas materias torales de la 
actividad pública federal, misma que se cristalizó cuatro años después. 

La admirústración pública no permaneció estática hasta 1905 año en el cual 
se divide para dar paso a la Secretaría de Justicia al lado de la Secretaría de 
Instrucción Pública y Bellas Artes. Ya esta escisión había sido motivo de la atención 
de Don Justo Sierra quien argumentaba que no era posible que se concentraran en 
una sola dependencia naturalezas contrarias entre sÍ, como lo era la convivencia de 
la justicia, como campo propio de la abogacía, y la educación, como terreno del 
trabajo científico.s9 

A pesar de que la denominada Secretaría de Justicia no gozaba de 
competencia federal toda vez que se instauró para actuar en el Distrito FederaI,90 
su titular reconoció en 1905 que gracias a esta distinción se incrementó a los 
servidores y funcionarios que estaban enfocados concretamente a la atención de los 
asuntos inmanentes a la impartición y aplicación de la justicia, con la grata 
satisfacción de percibir mejores sueldos. 91 

87 • Decreto de aMI 26 de 1901, que establece dos Subsecretarias en la Secretaria de Estado y del Despacho de Justicia e Instruccion 

Pública 'Memona preatada, documento no. 6 

88 Vid Omar Guerrero Op CIt págs 92 y 93. 

89 Justo Sierra, trabajo Sin nombre. fechado en mayo 8 de 1883 Obras Completas. México Universidad NaCIonal Autonoma de México. 

México. 1991 T. VIII Págs 116-118 CIt. por Ornar Guerrero Op 01 P 92 

90 'DecretO de mayo 18 de 1905, por el cual se establece la Secretana del Despacho de InstruCClon Publica y Bellas Artes' La administraCión 

publica a través de los Informes presidenCiales. t V. vol 11. págs 183 y 184 Clt Ibidem Págs 91 y 92 

91 Memona de/5e<.:Telano de Estado y del Despadlo de JustICia, presentada ame el CongreSO de la UnIÓn. que oomprel1(/e del "lO de enero 

de 1901 al 30 de JUniO de 1909 Imprenta de AntOniO Enñquez 1910, Signada por JustlOO Femaooez en 1909 P_ XI-Xll1 e,t por Ornar 

Guerrero. p. 92 
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Nuestro país sufri6 otra división y(\ que existían dos gobiernos paralelos: l'i 
encabezado por Huert<1, usurpador del mZll1d<1to dC'1 presidente constitucion<ll, 
Francisco 1. Madero; y el de Venustiano Carr(lnza el cu(l1 estab(l fortalecido por 
contra con sus propios organismos administrativos. Éste último creó ocho 
Secretarías92 como símil de la estructura gubernativa existente en 1891. En lo que 
atañe a la Secretaría de Justicia conservó sus atribuciones de 1891, salvo la que le 
permitía dirigir las relaciones con la Suprema Corte, facultad trascendental por ser 
el vínculo de comunicación que se había dado anteriormente entre el Poder 
Ejecutivo Federal y el Poder Judicial Federal y locales, pero ello no sucedió porque 
el régimen constitucionalista desconocía la legitimidad de la Suprema Corte al ser 
ésta autoridad la que había dado validez jurídica a la jefatura del usurpador 
Victoriano Huerta. 

Una vez que triunfó sobre Huerta el movimiento constitucionalista se divide 
en dos gobiernos distintos: el dirigido por Carranza y el de la Convención de 
Aguascalientes, ésta última dio nacimiento a la Secretaría de Agricultura y 
Colonización en diciembre de 1914, conservando a la Secretaría de Justicia, y 
recreando a la Procuraduría de la República el5 de noviembre de 1914 hasta enero 
16 de 1915, cuando aparentemente fue extinta o reintegrada a la Secretaría de 
Justicia.93 

El14 de abril de 1917 se modificó la estructura de la administración pública 
toda vez que se decretó su organización, con carácter provisionat y cuya 
conformación sería el orden administrativo definitivo. Se suprimieron tres 
Secretarías del Ejecutivo Federal y de tradición funcional por cierto, la primera fue 
la Secretaría de Relaciones Exteriores, otra lo fue la siempre vital: Gobernación, 
ambos entes se absorbieron en un ente que se le denominó lisa y llanamente 
'Secretaría de Estado'. Finalmente el Departamento Judicial intentó reemplazar a 
la desaparecida Secretaría de Justicia." 

Mediante un decreto del 6 de abril esta transformación administrativa tenía 
como antecedente un anuncio de extinción de la propia Secretaría de Justicia cuyas 
facultades serían absorbidas por la Secretaría de Gobernación y el gobierno del 
Distrito Federal, a pesar de que la encargada de la política interior desaparecería 
como tal para incorporarse a la llamada 1 Secretaría de Estado. 195 Por esta razón se 
tuvo la necesidad de incrustar al aparato administrativo federal el llamado 
Departamento Judicial que tuvo que cubrir las facultades con las que gozaba la 
Secretaría de Justicia y que, hipotéticamente, serían tomadas por la extinta 

92 Decreto que crea ocho Secretanas de Estado adscntas a la Pnmera Jefatura del E¡érCJto ConstltuCJonal1sta de dldembre 3 de 1913 'México 

a través de los mformes presidenciales la administración publica Secretana de ¡a Presidencia T V vol 11 Págs 323-326, 

93 Vid Omar Guerrero Op Clt P 95 

94 Vid Ley de Secretarias de Estado, de abnl 14 de 1917 . MéXICO a !raves de los mformes presldenCJales Op crt Págs_ 327_336_ 

95 'Decreto que dlstnbuye el despacho de los negooos admmlstraUvos encomendados a la pr6xlmamente extmta Secretaría de Jusllcia, de 

abnl6 de 1917 Idem págs 333-334 
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Secretaría de Gobernación. Este nuevo Departamento Judicial pretendió asimilar el 
modelo norteamericano del Departamento de Justicia, porque también recogió 
deberes de la ya desaparecida Secretaría de Gobernación, teniendo como efecto, de 
nuevo, su desarticulación funcional y organizativa. 

Este decreto repartió la competencia de la última Secretaría de justicia que 
nuestro país tuvo, de acuerdo con las facultades de la Secretaría de Goberna'cióTI, a 
saber: a) Tribunales de circuito y juzgados de distrito; tribunales y juzgados del 
orden común en los territorios; b) Expropiación por causa de utilidad pública; c) 
Indulto, conmutación y reducción de penas por delitos del fuero federal; d) 
Indulto, conmutación y reducción de penas por delitos del orden común en los 
territorios; e) Ministerio Público Federal; f) Notarios y agentes de negocios en los 
territorios; g) Registro público de la propiedad y de comercio en los territorios; h) 
Los demás asuntos de carácter federal a que se refieren las disposiciones emanadas 
de la Secretaría de justicia." 

Al Gobierno del Distrito Federal, le interesaba ejercer facultades en materia 
de: a) Tribunales y juzgados del Distrito Federal; b) Indulto, conmutación y 
reducción de penas por delitos del orden común en el Distrito Federal; c) 
Ministerio Público del Distrito Federal y territorios; d) Notarios y agentes de 
negocios en el Distrito Federal; e) Registro público de la propiedad y de comercio 
en el Distrito Federal; f) Estadística criminal del núsmo Distrito; y g) Los demás 
asuntos del orden común del Distrito Federal a que se refieren las disposiciones de 
la Secretaría.97 

No pasa desapercibido para este enfoque histórico que el artículo 14' 
transitorio del decreto de 1917 se ordenó que' el Secretario de justicia, mandará 
entregar al Procurador General de la República el archivo, edificio, muebles y 
útiles de la misma Secretaría. ,sa 

Corno fruto de este desmembramiento triple la Secretaría de Justicia feneció 
ante los embates históricos que le habían fortalecido hasta 1917, fecha que es la 
coyuntura de la vida política, social, cultural y jurídica del México moderno y 
naciente de la cruenta guerra civil que había sufrido. Así pues, este ente no resistió 
a las razones políticas * carentes de sustento real que motivara su desaparición 

96 Vid amar Guerrero_ op CIt. pass 98 y 265_ 

971dem 

98 Cabe mencionar que la figura d!;ll Procurador General de [a Nación. hoy Procurador General de [a Repirbhca, nace con rango ¡erarqUICO de 

Direc:;lor. Para mayor detane al respecto de la desapaTlClon de este órgano, se recomIenda ampliamente al lector la obra de AntoniO Martinez 

Baez' EstudIO hlslonco y comparativo acerca de la creaoon de una Secretaria de JustICIa • Méxlco_ ReVista de la Barra Mexlcana-Coleglo de 

Atlogados.' El Foro' 4"_ Época, numero 32. Enero-marzo de 1961 

* El entonces diputado Henberto J¡¡ra, esgrimlO que este ente era en reaMad, un centro de mingas y SÓrdIdas m~l.J!naoones, sin presentar 

prueba alguna que acreditara su dicho Vid Congreso Constrtuyente de 1916·1917 Diana de Debates MéXICO Ins:ltuto NaCional de EstudIOS 

Hlstóncos de la RevolUCIón MexIcana Secretaria de Gobernación 1985 Dos tomos T 11 P 634 
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debido a su fracaso orgzlI1izativo o funCIOn<ll en la obtl'ncion dI..' su ohJeto par,) d 
cual se le especializó en la estructura administrativJ del PodL'r Ejecutivo Feder,11 
para perfecciOnar su sistema jurídico prl'tendicndo un orden más Justo llue se 
aproximara, lo más humanamente posible, a 1<:1 JUStICI<1. 

Es de capital importnncia subrayar que I.1S razones de la extinción de la 
Secretaría de Justicia son de índole puramente política, y que al discutirse su 
destino fue motivo del voto particular del constituyente Paulino Machorro 
Narváez,99 e inclusive en la sesión en la que se discutió el dictamen se suprimieron 
las formalidades del Poder Constituyente, ya que se con suma ligereza, producto 
del cansancio, y a petición única del secretario se realizó la votación,100 sin 
admitirse las iniciativas que existían para no aprobar esta decisión fundamental. 
Sin embargo, obtuvo unanimidad de 187 votos y fue, precisamente, el último acto 
de las sesiones de trabajo del Constituyente de 1917.'" 

Fue así como se cerró una página más de la historia jurídica y administrativa 
del México contemporáneo en la materia de la impartición y administración de la 
Justicia. Se cercenaron los esfuerzos institucionales por consolidar una Política 
Penal y una Política Criminológica a partir del quehacer público especializado, 
independiente y autónomo que a nivel federal se ocupara de ello en plena 
coordinación y vinculación con los tres niveles de gobierno y los Poderes restantes, 
así como con las organizaciones emanadas de la propia sociedad. 

Gobernación había desaparecido con las mismas razones por las cuales, en 
el mismo tiempo y circunstancias, la Secretaría de Justicia cayó, nO obstante aquélla 
resurgió a la luz de la refutación de los débiles argumentos que le dieron muerte 
formal más no funcional e institucional. Otro destino aguardó al Departamento 
Judicial que mutó en la institución de Procuraduría General de la República. 

Ya no resucitó la Secretaría de Justicia y las consecuencias aún hoy en día las 
sufrimos más allá de lo que razonablemente pudiese haber originado la tendencia 
de la criminalidad y la delincuencia en México y el mundo, sea convencional u 
organizada. A nuestro juicio su extinción fue el crisol del resquebrajamiento de 
nuestro sistema jurídico penal en especial. en todas sus fases y niveles. 

Razonadamente hacemos mención final del destacado movimiento que se 
suscitó por la Barra Mexicana-Colegio de Abogados,· y el cual se inició en 1950102 y 

99 Vid Congreso Constituyente de 1916·1917 Dlano de Oebi>tes Op CI! T ¡¡ P 478 

100 Felipe Tena Ramirez 'Derecho ConstitUCional Mexicano' 24' ed Ed Porrua MéXICO p 458 

1011bidem págs 825,836,837 Y 840 Cil por Ornar Guerrero Op CI! P 189 

• A través de su órgano de difuSión· El Foro·, comente encabezada por Ricardo Couto y EugeniO Ramos Bllderbeck 

102 Vid. Ricardo Couto • Creación de un organismo especial a manera de Secretaria de JustiCia • AI1ICl.llo publicado en el penódlCO El 

UnIVersal' MexICO, Dlstnto Federal Julio 9 de 1950 
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se desarrollo hasta lograr su más alta expreslOn en la década de 1960103 bajo la 
égida de contar con un organismo especializado de la máxima jerarquía en la 
estructura del Poder Ejecutivo Federal, conformado por servidores públicos 
dedicados especialmente por el mejoramiento de la procuración, impartición, 
administración y ejecución de la Justicia, sin invadir la esfera de competencia que 
le corresponde al Poder Judicial federal y a los del Distrito Federal y los Estados; 
en otras palabras, se buscó formar un aliado más de las tareas de este Poder. Se 
trataba pues, de que el ramo de la justicia recobrara su condición primordial en la 
vida pública de la Nación, al lado de otras actividades o servICIOS. 
Lamentablemente no prosperaron estas voces en la organización adminístrativa 
del Estado mexicano del siglo XX, negando ¿ o ignorando ?, una vez más, las 
gigantescas razones h!stóricas, sociales, criminológicas, penales y políticas para 
tener un órgano administrativo del mayor nivel jerárquico que goce de la 
autonollÚa y especialización técnica necesaria para ir construyendo una Justicia 
más pronta, expedita, viable y eficaz para los gobernados, sobremanera en el 
sistema penal de nuestros días. 

2.2.- BREVE NOTICIA DE LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA 
EN LOS PLANES NACIONALES DE DESARROLLO. 

A partir de 1917 la Administración Pública Federal no reconoce la necesidad 
de contar con un órgano de la Administración Pública Federal autónomo e 
independiente de la estructura gubernativa que a la fecha prevalece, y cuyo fin sea 
la aplicación más eficiente de la Justicia, perfeccionando nuestro sistema penal en 
todas sus fases y a través de todos los niveles en que ésta se presenta. Nuestra 
legislación penal emana de un Poder Legislativo y su impartición y administración 
se lleva a cabo a través de los órganos, locales y federales, del Poder Judicial, sin 
embargo no existe un vínculo especializado de comunicación entre ambos poderes 
y el Ejecutivo Federal como antaño existía, para analizar, perfeccionar y evaluar 
nuestro orden jurídico punitivo. Ergo, la Política Criminológica que requiere 
nuestra sociedad contemporánea no existe institucionalmente en la estructura 
gubernativa federal a partir de nuestra actual Ley Fundamental y de la Ley que 
reglamenta su articulo 90. 

103 Vid EugeniO Ramos Bllderbeck - De la Innegable neceSLdad de la eXLstenCta de una Secretaria de Justicia· Mexlco Revista de la Barra 

MeXlcana-Coleglode Abogados . El Foro . 4~ Epoca. numero 32 Enero-marzo de 1961; Del mismo autor, • AtnbuClones que deben aSignarse 

a una Secretana de JustlCla_" en la R~vlsta de la Barra MeXicana-Colegio de Abogados' El Foro_ ' 1963; AntoniO Martinez B<lez' EstudiO 

hiSt6nco y comparallvo acerca de la creaClon de una Secretana de JuslICla • Mexlco_ RevLsta de la Barra Mexlcana-Coleglo de Abogados· El 

Foro . 4~ Epoca. número 32 Enero--marzo de 1961. y Ricardo Cauto • Sobre la ImpenoSi3 necesidad de restaurar la Secretaria de JuslICla: 

MeXlco Revista de la Barra MeXlcana·Coleglo de Abogados . El Foro . 1963. Gaxtúla. FranCISCO Javier· Sobre la creación de una Secretaria 

de JustlCtéI • Revista de la Barra Me;.:¡cana·Coleglo de Abogados El Foro . 4~ Epoca, numero 32_ Enero-marzo de 1961. 
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Sobr,,) dtX'lr que la complt.~jld.ld de ciertos knon1l'nos () activid<.1des de 1<.1 
vida públicu a nivel naciOl1dJ ]),111 nH1duddo ,1 !¡l cSpCCi.llización de los órganos que 
debe estar provisto el Estado par.l esludiarlos, anzliiznr!os, y abordarlos a partir de 
los conocirnHmtos t(>enicos y específicos que se desmTolbn en sus instancias 
gubernativas y los servidores que las encarnan. Lo ;.lntC'rior persigue la finalidad de 
dar mayor diligencia y eficacia n los fenómenos que aquejan agudamente a la 
sociedad mexicana, siendo el Ejecutivo Federal quien instruye, discrecionalmente, 
las medIdas administrativas que a su juicio considera pertinentes. 

Ahora bien la suma complejidad de los fenómenos antisociales y delictivos 
se afronta institucionalmente con un esquema que data, prácticamente,· de ocho 
décadas, es decir, la organización administrativa del Estado mexicano va a la zaga 
de los constantes, permanentes y súbitos procesos de transformación que presenta 
la criminalidad y la delincuencia que sí se amolda a estas mutaciones del progreso 
técnico y tecnológico que el permiten vulnerar más fácilmente a los filtros del 
sistema penal mexicano, que en realidad se han inclinado por los instrumentos 
jurídicos represivos parcialmente articulados con campañas temporales de lucha, y 
por si esto fuera poco, encuadradas bajo regímenes sexenales. 

Basándonos en el marco jurídico contemporáneo de México concluimos que 
no existe la Política Criminológica que dirija la política integral que estudie, 
analice .. proponga, instrumente, ejecute y evalúe las acciones concretas que en 
materia legislativa, ejecutiva o judicial se tienen que efectuar para combatir 
eficazmente a la delincuencia, ya no sólo en las actividades o servicios que se 
realizan en la competencia de los órganos del Estado, siendo que no existe una 
instancia específica que lleve a cabo la vital tarea de suyo compleja, a nivel 
municipat estatal, local y nacional. 

A partir de 1917 ha sido,"" y es, motivo de preocupación constante para el 
Poder Ejecutivo Federal la tasa en aumento de la delincuencia convencional u 
organizada y los daños tan graves que ocasiona a la sociedad su violencia creciente 
y la impunidad con la que convive cotidianamente con los órganos que integran el 
sistema penat y la respuesta gubernativa se externa, en forma preponderante .. en la 
esfera de los cuerpos policiacos del país.105 Todo ello se instrumenta, a pesar del 

• El pnmer avance a conSiderar es la creaCión del Sistema NaCional de Segundad Publica como una Instancia de coordmaoón Integrada por el 

ConsejO NaCional de Segundad Publica (Artlculos 2°. 9° fraCCión I y 12 de la Ley General que establece las bases de CoordmaCI6n del Sistema 

NaCional de Segundad PUblica Cuerpo JUndlCO que reglamenta el ul~mo párrafo del articulo 21 cons~tuClonal) 

Para mayor abundamiento al respecto Vid mIra CapítulO IV 

104 Vid . Plan NaCional de Desarrollo 1983-1989 'POCler EjecutiVO Federal secretaria de Programación y Presupuesto MéXICO 1983 

Capítulo 2 en sus paginas 63 a 71 . Plan NaCional de Desarrollo '1989-1994 POCler EJecubvo Federal Secretaría de programación y 

Presupuesto MéXICO 1989 págs 100 a 102 y Plan NaCional de Desarrollo POCler EjecutiVo Federal Secretaría de HaCienda y Crédito 

PubliCO 1995-2000 MéXICO Op Clt Págs 8.20 a 24, y 27 a 32 

105' es necesano reestructurar. con sentido moderno, lomando en cuenta claramente lOS problemas y eXigencias de la Vida actual a los 

organismo de segundad publica Incremenlar. segun las CircunstanCias lo requieran. el numero de organos dedicados a la preservación de la 
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reconocimiento expreso que se ha formulado al aseverar que la crisis del sistema 
penal se refleja en la inseguridad ciudadana y que su génesis va más allá de meros 
factores jurídicos o administrativos, y por tanto, su combate exige políticas e 
instrumentos que trasciendan a las parciales transformaciones en la normatividad 
o en la administración de los recursos con los que actualmente goza el Estado,106 es 
decir, se determina que la complejidad de suyo se torna incomprensible si 
únicamente se dan paliativos en la lucha contra la criminalidad y la delincuencia 
cotidiana que sufren los mexicanos. 

Se tiene, sí, un diagnóstico preciso de los efectos graves, agudos y crecientes 
del fenómeno antisocial de la criminalidad y la delincuencia en México, así se 
refleja declarativamente por los Poderes de la Federación, y se enfatizan en los 
recientes Planes Nacionales de Desarrollo presentados por el Ejecutivo Federal; sin 
embargo, se nota una desarticulación en las acciones y servicios que deben 
desarrollar los órganos gubernativos para controlar el crecimiento desmedido de la 
incidencia delictiva y sus consecuencias económicas, sociales, políticas e inclusive, 
culturales. Y esta desafortunada realidad parte de la parcialidad y temporalidad de 
las medidas e instrumentos que se toman para luchar contra este cáncer social e 
institucional. Veamos. En los recientes Planes Nacionales de Desarrollo existen seis 
puntos básicos afines que sintetizan las metas que se traza el Poder Ejecutivo 
Federal para lograr una mejor y más justa impartición y procuración de Justicia, de 
la Seguridad Pública a que aspiran los mexicanos y de la preservación de la 
Seguridad Interior y de la Nación que requiere el Estado para lograr sus fines. 

La primera afinidad se presenta en el caso de las fuerzas annadas que 
contribuyen noblemente a la lucha contra el narcotráfico, reconociéndose que estas 
tareas son complementarias 107 a las desarrolladas por la Procuraduría General de la 

segundad púbhca. elevar la calidad profeSional de qUIenes If'tlervlenen en estas adlvidades. mediante sistemas adecuados de incorporaCión. 

pelfecClonamjento y permanenCIa en el serviCIO y apoyar ampliamente las tareas públicas en este sector con recursos presupuestales 

adecuados que permitan un desempeño efiCIente, profeSional y respetable por parte de los coITeS¡l(lndlentes servidores publlcos. . Plan 

Naoonal de Desarrollo' 1983-1989 Op ot págs 64, 65 Y 86 
- Proptetar la capa:citaClon y la superaaon vocaoonal y mejorar, gradualmente, las remuneraCIOnes de los Integrantes de las corporaCiones de 

segundad, aSI como depurar y ade:uar su orgamzaaon, II1gllar que su funCionamiento se ajuste al mandato de la ley, a los requenmlentos de la 

SOCIedad y al absoluto respeto de los derechos de la oudadania, y modernIZar los Sistemas para la rehabll¡tación del delincuente • ' Plan 

NaCIonal de Desarrollo 1989·1994 Op ol P 102 
En el actual programa de gobierno se expreso' En el ámbito de la segundad pública, es evidente la falta de una debida capa:atacion y de una 

remunernoon adecuada, así como la ausencia de mecanismos eficaces de coordmaClón poliCial entre los tres órdenes de gobjemo_ A su vez, 

las acoones de los cuerpos de segundad publica se han enfocado más para comballr los delitos consumados que a adoptar medidas de 

prevenClon . Plan Naoonal de Desarrollo 1995-2000 P 20 
1 G6 Vid Plan Naaonal de Desarrollo 1989_1994 Op al- p_ 100 
107 Vid Plan Naoonal de Desarrollo 1989-1994 Op elt p 34 Dicho programa de gobIerno reconoce que esta tarea inCide. de una u otra forma 

en el desarrollo de la NaCIón, asi como otras actlVldades que desempeña entre las que destacan el a~lllo a los habitantes de zonas afectadas 

por fenomenos naturales adversos. del1tro del Sistema NaCional de ProtecClÓI1 CIVil, y las acool1es para el abasto de agua potable. 

reforestaoÓn. campañas samtanas COrlstrucoon de VIVIendas '1 cammos 
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República y en ciertos casos, dc las Estatales o del Distrito Federal. En estos nctos b 
milicia opera por Ser el elemento oper4ltivo de In ddensa nacÍonal. 108 En este rubro 
tan delicado se ha considerado al Ejéroto, Fuerza Aérea y Armada como garantes 
de la Seguridad Interior del país por ser esta actividad atentatoria de la Seguridad 
de la Nación al afectar el libre ejercicio de las tareas encomendadas a las 
instItuciones de la República. Coadyuvan al mantenimiento de la seguridad 
pública, de la paz social y el orden público. Sin embargo, los instrumentos jurídicos 
aludidos se concretan a justificar, legalmente y doctrinariamente, la intervención 
de las fuerzas armadas en tareas que implican la Seguridad Interior y de la Nación 
que, unánimemente, se reconoce se arriesga con el narcotráfico. 109 Sin perder de 
vista que la actuación de las fuerzas armadas no posee una estrategia políticamente 
definida en este instrumento jurídico para consolidarse corno un programa 
permanentemente estructurado en lo administrativo y operativo, lo cual 
desencadena, desde nuestro punto de vista en colaboración y no en coordinaciór 

La segunda esfera COlnún se constituye por la reiterada y anquilosada 
fórmula de la reforma jurídica de la legislación penal' integral' que fortalezca la 
lucha contra la delincuencia, empeñándose el Gobierno Federal en la revisión del 
orden jurídico penal vigente en nuestro país;110 sin aplicar las políticas de 
prevención que reconocen 111 son fundamentales en la lucha contra la delincuencia; 
no se desconoce la trascendencia de adecuar nuestro mareo jurídico, y en especial 
del punitivo, por ser instrumentos sociales que deben responder a las exigencias 
del desarrollo económico, técnico, tecnológico e inclusive, cultural que asimila 
rauda y eficazmente la criminalidad y la delincuencia la .cual, por ende, rebasa los 
esquemas legales que van a la retaguardia debido al procedimiento legislativo que 
implica su cambio, y el cual a su vez, se orienta por la corriente jurídico-política 
que impera en el poder. 

Otro aspecto que tocan los Planes Nacionales de Desarrollo es la búsqueda 
de lograr una mayor coordinación de los cuerpos policiacos en sus tres niveles de 

En los hechos se le aSigna al EJercito, Fuerza Aerea y Armada de MéxiCO, el CUidado de las Ins1alaaones estratégicas para la segundad y 
ecorlomla naCionales, aSI como de los recursos naturales, renovables, no renovables y de todo bpo con que cuenta el temtono y sus mares 
naCIonales 
1081dem 
109 Víd Plan NaCional de DesarrollO 1983·1989 Op, Clt pags 60 a 62. Plan NaCional de Desarrollo 1989·1994 Op al págs 33, 34 Y 42, Y 
Plarl NaClOrlal de Desarrollo 1995·2000 Op en págs e a 10 
110 Vid Plan NaCional de Desarrollo 1983·1989 Op, CI! págs 64, 65, 66 Y 70 Y Plan NaCional de Desarrollo. 1995·2000 Op Clt pág 31 En 
este úl~mo se hace eSpecial énfaSIS en la Reforma consUtuClonat de 1994 (paginas 25, 26 Y 27), que afectó al sistema JurídiCO penal meXicano, 
al modificar los articulos 21 y 73 fracción xxm. y que fue la base de las reformas Jurídicas a la legislaCión secundarla perlal y a la creación de 
la Ley General que estab1ece las b;;lses de Coorolnaclon del Sistema NaCional de Segundad Publica, y la Ley Federal contra la Dellncuenoa 
OrganIZada, como cuerpos jundlcos que conllenen comentes doctnnanas opuestas y figuras orgámcas, sustantIVas y adjetivas al desldératum 
del sistema penal mexicano Sin exclUir a la Ley Reglamentana de las fraCCiones I y 11 del ArticulO 105 de la ConstitUCión Federal, Ley Orgánica 
del Poder JudiCial de la Federaoón, y las reformas a la Ley Federal de Armas de Fuego y ExplOSIVOS, el Estatuto de Gobierno del D F erl lo 
relatlvo al COrlsejo de la Judicatura, y la Ley Orgánica del Tnbunal Supenor de Justloa del D F 
111 Vid Plan NaCional de Desarrolto 1989·1994 P 101 
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gobierno,'" salvo que en el periodo de 1983 a 1989 se pronunció el Poder Ejecutivo 
Federal por la creación de más órganos de poliáa que atendieran las múltiples 
necesidades de la población,113 sin contemplarse el instrumento que le 
proporcionara mayor eficacia en las labores de procuración de Justicia Penal. 
Inclusive esta materia fue motivo de regulación en nuestro Código Supremo en su 
parte dogmática, toda vez que en los dos últimos párrafos del articulo 21 
establecen que en la esfera de los cuerpos policiacos deben prevalecer los 
principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez, sin embargo este 
precepto debe relacionarse armónicamente con el deber constitucional que se le 
impone a la Federación, al Distrito Federal, a los Estados y a los Municipios para 
coordinarse y establecer así, un sistema nacional de seguridad pública. Ambas 
normas no se oponen entre sí y son susceptibles de interpretarlas en fundón de 
propidar las condidones de paz y orden público que requieren los gobernados. 

La cuarta esfera se concreta a brindar mejores condiciones laborales y 
económicas a todos los servidores públicos involucrados en las tareas de la Justicia 
Penat y otorgarles mayores oportunidades en sus actividades profesionales o 
técnicas que desempeñen promoviendo el servido civil de carrera que unifique 
criterios de ingreso .. capacitación .. ascensos .. recompensas y estímulos.114 Cobra 
relevancia singular la atención dada al factor humano que encarnan a los órganos e 
institudones de nuestro sistema penal .. y quizás esta deba ser la punta de lanza de 
la Política Criminológica que el Estado debe instrumentar en los albores del siglo 
XXI, si tenemos presente que ellos son quienes aplican el Derecho Penal 
cotidianamente, en sus respectivas esferas de actuación administrativa .. judicial o 
ejecutiva. Valga el comparativo, pues son los artesanos que al barro de la norma le 
dan forma y vida. 

A su vez .. el Ejecutivo Federal ha externado que es imprescindible aumentar 
los recursos económicos a las funciones de la procuración, impartición y 
administración de la Justicia Penal en todos sus niveles, sin embargo, este deseos 
no ha sido posible cristalizar en los presupuestos que se asignan a los órganos e 
instituciones encargadas de llevar a cabo tan majestuosa encomienda .. y ello se 
debe a la situación económica que prevalece en nuestras finanzas públicas y 
desafortunadamente, a razones políticas. Y ahora bien .. de suceder una importante 
derrama material a este sector sería infructuosa e inútil, toda vez que no existe una 
política administrativa eficiente de recursos humanos y materiales uniforme, que 
se base en un diagnóstico preciso y claro de las necesidades a corto, mediano y 
largo plazo de los entes gubernativos en comento, y este razonamiento se 

112 los dos últlmos Planes NaCIonales de Desarrollo reconocen esta defiCIenCIa en las fuerzas poliCIacas y sólo elmstrumento de gobierno 

actual propone una soluCl6n orgamcamente estructurada que busca dar ~ficaCla a la actuaCIón c:!e estas corporaCIones 

113 Vid_ Plan NaCIonal de Desarrollo 1983-1989 Op ot pags 64 y 69 

114 Vid Plan NaCIonal de Desarrollo 1983-1989 Op Clt pags 69 y 70, Plan Naoonal de Desarro!!o_ 1995-2000 Op Clt págs 20,28 Y JO En 

el penodo gubernamental de 1989 a 1994 no se contemplo la mejora cualitativa de los serviCIOS que se prestan a través de los 6rganos de 

JUSlloa Penal. y sí se observo la transformaClon cuantitativa de lOS cuerpos poliCiacos Vid Plan NaCional de Desarrollo 1989-1994. Op crt. 
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magnifica al ten~r presente que Sl' car('Cl' lk un criterio homologado d\.' conocer y 
determinar los bienes o servIcios realnwnte nccesanos p<1ra hacer m<)s dicientt...' su 
tarea. 

Finalmente, el punto de convergencia del Gobierno Feder,1i ha sido la firme 
convicción de garantizar y proteger el pleno e irrestncto, goce y ejercicio de los 
derechos humanos del gobernado en el procedimiento penal. Es unánime e 
invariable, la posición de velar por su vIgencia aún en la lucha contra la 
criminalidad y la delincuencia, porque ésta es la substancia que le permite ser al 
Derecho Penal liberal o democrático; y es que precisamente este es el punto de 
coyuntura más transparente para inclinarse por el Estado de Derecho o el Estado 
totalitario y autoritario. De conformidad con esta corriente nos pronunciamos por 
la multiplicación de las prerrogativas inherentes al ser humano que deben 
prevalecer en un orden jurídico penal civilizador y humanista, en perjuicio de la 
disminución, división o implantación, cada vez más genérica, de su inobservancia 
en el procedimiento penal. 

Seguridad Nacional, Seguridad Interior, Seguridad Pública;" lmpartición y 
Procuración de Justicia son puntos torales en el discurso oficial del Poder Ejecutivo 
Federal en su programa de gobierno, más no se distinguen en la praxis 
institucional; es decir, no existe una instancia jurídica y admmistrativa que regule y 
coordine, permanentemente, su actuación en la lucha contra la delincuencia, ya 
que si bien es cierto que han conjugado esfuerzos y recursos en más de una 
ocasión, también lo es que obedece a las acciones temporales que ordena 
directamente el Ejecutivo Federal. Inclusive, en el contexto doctrinario en el cual se 
desenvuelven es difuso, ya que el concepto genérico de la Seguridad Nacional se 
utiliza en la justificación de la intervención de las fuerzas armadas en la lucha 
contra el narcotráfico que se lleva a cabo en toda la República, sin embargo tan 
pronto el gobierno aduce que es debido a que los delitos contra la salud ponen en 
peligro la vida democrática e institucional del país y con ello la Seguridad de la 
Nación; no en tanto que para el gobierno que 10 sucede la política de Ser'ridad 
Nacional es el principio directriz del fortalecimiento de nuestra soberanía.11 

Esta amalgama terminológica guarda diversos conceptos que han de ser 
deslindados unos de otros para que la Política Criminológica mexicana sea eficaz 
en su actuación que ha de fluir por los diversos órganos que están encargados de 
llevar a cabo sus atribuciones legales que emanan del Código Supremo, es decir, se 
trata de limitar competencias y ampliar su coordinación, respetando así la división 

•• Estos conceptos son Vitales en la concepción e InstNmentac,on de 18 Poht,ca Cnmmotóg'ca moderna que la Administración Publica Federal, 

local y Estatal debe aplicar en su COnjUnto y coordmadamente, pero s,n mtegrarlos mdlsllntamente porque no son figuras Idenllcas, SI bien son 

complementarlas entre sí no son SinÓnimos en la doctnna militar, la Jurídica o la SOCial Por ello recomendamos víd ,nfra et punto no 3 1 

115 Víd 'Plan NaCional de Desarrollo 1989·10194 Poder Ejecutivo Federal 'Secretaria de ProgramaClon y Presupuesto Op ell 

116 Víd 'Plan NaCional de Desarrollo 1995-2000 Poder EjecutiVo Federal 'Secretaria de HaCIenda y Credlto Público Op CI! 
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de poderes existente en México y la autonomía soberana de cada nivel de 
gobierno. 

3.- SEGURIDAD NACIONAL, SEGURIDAD INTERIOR Y 
SEGURIDAD PÚBLICA. 

3.1.- CONCEPTOS. 

" .. el concepto de seguridad es, en el último de los 
casos,. un espejo que refleja las aspiraciones y 
temores de una sociedad. ". 
Sergio Aguayo Quezada. 

" Generalizando, podemos decir que la antítesis de la libertad es la 
inseguridad y la dependencia. 11117 Esta premisa política es,. a su vez,. la razón 
jurídica y social de ser del Estado y sus instituciones, toda vez que los gobernados 
requieren contar con los instrumentos necesarios para proporcionarles una raZÓn 
justa de conocer,. anticipadamente, que el estado de cosas que le pennite satisfacer 
sus intereses corno ente humano continúe mejorando. Esta previsión implica 
esferas íntimamente ligadas entre sÍ, pero que requieren de un tratamiento diverso 
debido a su propia naturaleza, se trata de los conceptos de Seguridad Jurídica, 
Seguridad Pública, Seguridad Ciudadana, Seguridad Interior, Seguridad Exterior, 
y Seguridad de la Nación que hoy se le ha denominado Seguridad Nacional. 

Hemos de partir del significado etimológico de la palabra 'seguridad', esta 
acepción proviene dellatfn securus (sine cura), cuyo significado es 'sin cuidado:118 

y en nuestros días, el Diccionario de la Real Academia conceptualiza a la 
seguridad corno la calidad de seguro, y seguro es definido como la condición de 
libre o ausente de todo peligro, daño o riesgo. 

Como podrá apreciarse la noción de seguridad posee un elemento subjetivo 
que radica en la sensación, individual o colectiva,. de estar exento de un riesgo, que 
le pudiese ocasionar un daño; lesión o detrimento en sí o en sus bienes. Aspecto 
diverso al componente objetivo de que, efectivamente, no existe en el mundo 

117 Bnan BaI'lY . La JUSI,Cla o la d,stnbuClon de la libertad . El ,,11 Libertad Y JustiCia en las SOCIedades modernas' Mex!co Ed M¡guel Ángel 

Porrua·lnstrtuto NaCional de Sohdandad 1994 El aulor es profesor de CienCia Pohllca en The London $chool of EconomlCS, en el Remo Umdo 

118 Cll por Modesto Suaréz • El CUIdado de la nación la Segundad NaCIonal en MeXlco· México ReVTsta menSUl;¡1 Este pais TendellClas y 

opiniones 'Año 1 numelo 49 aMI de 1995 P 3 
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fáctico dicha amenaza o peligro. La un!ón de arnbos elementos de la figuril de la 
seguridad en nucstro lengUi.1Jc, poscc un significado religioso, tod<l vez que el 
término dc cur<l R cuidado R signíficabd una sentimiento dc protccC16n espiritual 
que dab¡¡ l'i párroco y¡¡ que el era el responsable de atender espiritualmente a los 
feligreses y <:lliviar sus males o penas,119 y esta noción aún existe en nuestro léxico 
cotidiano, pero que conlleva repercusiones jurídicas y políticas en el sistema penaL 
Esta separación cobra singul.Jr tr.Jscendencia p.Jr.J motivos de efectuar el 
diagnóstico y la evaluación objetiva de una política de Seguridad Pública que debe 
nacer del seno mismo de la Polít!ca Criminológica que ejecute el Estado, sin 
considerar aspectos subjetivos de los medios masivos de comunicación no basados 
en hechos reales.1

'20 

Cuestión preliminar al somero análiSIS de los conceptos que encierra la 
acepción genérica de la seguridad R sea cual sea su calificativo R es precisar los 
alcances de lo que !la de proteger o tutelar, porque en no pocas ocasiones se 
argumentan los bienes o valores a proteger para justificar las decisiones e 
instrumentos que se ejecutan por los órganos de poder, que de una u otra forma, 
integran el poder punitivo y coercitivo más radical del Estado, por ello, la más 
justa concepción de la seguridad será aquélla que evite el uso de la fuerza, 
institucional o no, e independientemente de su legalidad, para nulificar a la 
violencia organizada, a la delincuencia en el sistema penal mexicano, ésta última 
inevitable por definición. Ello requiere una previsión, es decir, una anticipación del 
quehacer público que deberá implementar estrategias económicas, sociales y 
políticas que den lugar a mecanismos de concertación política pacífica. La 
seguridad en esta contexto da cauces para que no se presente tan menudamente la 
inseguridad, la delincuencia.121 

El sistema penal mexicano parte, hoy por hoy, de una Política Criminológica 
funcionalmente establecida en nuestro Código Supremo a través de múltiples 
normas constitucionalmente dispersas en todo su cuerpo, sin lograrse aún la 
concepción orgánica en la Administración Pública Federal que la oriente, guíe y 
ejecute, de ahí que es insoslayable delimitar los campos en los cuales incidirá en su 
actuar, evitando con ello la ilegalidad o ilegitimidad del propio Estado. 

Ahora bien, sin perder de vista que uno de los deberes esenciales del Estado 
es proporcionar seguridad en la vida cotidiana de su población, a través de la 
instrumentación de la Política Criminológica, debemos identificar claramente las 
esferas en las cuales debe actuar para lograr tan vital cometido, toda vez que, 

119Vld Modesto$uarez Ensayoclt p 3 

1'20 Vid Samuel González RlIlZ. lopez Portillo V y Jase Arturo Yañez R • Segundad Pública en MéXICO Problemas. perspectivas y 

propuestas •. Mexlco Uruversldad Nacional Autonoma de Mexlco Mexlco 1994 - P 43 

121 Vid Sergl Aguayo Quezada y Bruce MIcl1ael Bagley (Compiladores) • En busca de la segundad perdida AproxlmaClones a la Segundad 

Nacional mexicana - Ed Siglo XXI MéXICO 1990 P 77 a 79 [Javier A Elguea Segundad InternaCional y desarrollo naClonal la búsqueda de 

un concepto • 1 
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desafortunadamente, en la praxis institucional se han trastocado sus fronteras, 
originando respuestas dispersas y diversas que han impedido el combate pronto y 
eficaz de la criminalidad y la delincuencia. 

Iniciaremos con el ténnino nebuloso de ' Seguridad de la Nación ' o 
'Seguridad Nacional ',concepción que deriva de la figura de la Nación, aludiendo 
la lucha pOl" la supremacía entre los Estados como principio ordenador, que busca 
la consolidación de los intereses propios, en contraste con el de las demás 
naciones,122 idea que conlleva a tener como presupuesto una situación permanente 
de hostilidad y de guerra; por lo cual esta corriente doctrinaria proclama que el 
Estado debe tomar las medidas necesarias para preservar su integridad y su 
independencia, para alejar los peligros objetivos hayan sido o no reconocidos y los 
subjetivos sean éstos justificados o no.IB 

Este término nació en el discurso castrense de los Estados Unidos de Norte 
América después de la Segunda Guerra Mundial y decayó al finalizar la guerra de 
Vietnam, en la década de los años setenta se reformula el concepto, eminentemente 
militar, y se le vincula a los aspectos económicos y sociales.124 Fernando Toccora 
señala que la seguridad nacional brota en un modelo de Estado con una particular 
política criminal que se fundan en la concepción antagónica de capitalismo­
socialismo, entendiendo que ambos bloques económicos y sociales son enemigos 
por antonomasia, y que ese enemigo se ha internado en la vida de la estructura de 
un país, surgen así los conceptos de' guerra total " ' enemigo interno' y la propia 
acepción de I seguridad nacional'. 125 

Concretamente esta corriente militar comenzó a propagarse en el país 
vecino a través de un conjunto de leyes' que se caracterizaron por contener en sus 
preceptos esta visión nacionalista que daba como presupuesto un estado de alerta 
permanente como necesidad para preservar la independencia del país, esta idea 
difundida por Harold D. Laswell126 originó la creación de escuelas militares 
concebidas particularmente para la difusión de estas ideas: En este contexto nace 
la doctrina de la seguridad nacional, en la esfera de la seguridad exterior de un 

122 Vid Modesto Suaréz. ' La Segundad Naoonal erl México, '" Este país Tendenoas y op,mones " Revista mensual Número 49, MéxIco 

Abnl de 1995 p.23. 
123 Vid. Fischer D¡etnch 'Norrnllltary Aspectes of Securrty A Systems Approach. ' Aldershot. Inglaterra, y Vermont Brookfield. ' Darmouth 
Publishing Company umlted 'Umted Nations InslTtute for Olsarmament Research, 1993. p 10 Idem 
124 Cathym l T'hOT\lP .. La formulaClOn de ra agenda de segundad naoonal para la década de los noventa el dilema dela redefimClón "del 
libro" En busca de la segundad perdida "op dt. pág. 97 

125 Vid. Fernando Tocora .. Polillca Cnmmar en Aménca latina Segundad NaCional y Narcotráfico 'Ed Orlando Cárdenas Guanajuato. 
MéxIco. 1995 p.1S3 
*' Smilh Ad' de 1940, • Intema/Jonal Segulily Act de 1950, Cemmumst Cerl/rolAd ' de 1954, entre o/ras CIl. por Fernando Tocora. Op. CJt 

idem 
126' NallonaJ Seo.mty and mdlVldual freedorn 'Me Graw·HIII. Estados Unidos de Norteaménca, Nueva York, 1950, p 50 CII por Samuel 
González RulZ- Op. ol p. 47 

* A manera de ejemplo enunoamos el" National War College" fundado en 1945 en dldJo pais 
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país para hacer frente d b aml'l1<lZa o riesgo de sufrir un <:lt¡lque militar por otr.\s 
potencias extranjeras, bajo el postulado de evitar la gucrr,l por conducto del uso tlL' 
las armas, tesis que de suyo n()~ result,l a los humanistas ilógica y contrarid a Id 
razón del Derecho. Como resultado de este movimiento doctnn<:lrio e ideológico se 
lograron introducir los principIOS en el mundo jurídico anglosajón en 1947 toda 
vez que se promulgó la Ley de Seguridad Ndcional de los Estados Unidos dc 
América la cual da vida al denominado Consejo de Seguridad Nacional, como 
organismo encargado de asesorar al prcsujente. 127 

Sin embargo esta doctrina militar poseía fines que trascendían la esfera local 
del país, porque por naturaleza, se basaba en consideraciones de relaciones 
exteriores entre las naciones, por tanto, los Estado Unidos de Norteamérica hizo 
valer su condición de potencia mundial y llevó en 1948 al Tratado Interamericano 
de Asistencia Recíproca (TIAR) sU concepción Ideológica que en síntesis, concebía 
a los intereses de Estados Unidos como parte de la seguridad nacional.128 

Para Latinoamérica esta doctrina de la Seguridad Nacional significaba que 
los militares debían ejercer el control táctico y operativo de los aparatos 
gubernativos estratégicos que garantizan la seguridad nacional, entendiendo ésta 
como JI ••• el grado relativo de garantía que a través de acciones políticas y 
económicas, psico-sociales y militares, un Estado puede proporcionar en una 
determinada época a la nación que jurisdicciona para la consecución y salvaguarda 
de los objetivos nacionales, a pesar de los antagonismos internos o externos 
existentes o previsibles."129 

La orientación original de la Seguridad Nacional se dirigía al aspecto 
externo de la vida de un Estado-nación, es decir, del ámbito internacional en el que 
se desenvuelven los países, empero, no pasa por alto que la seguridad nacional ha 
de basarse en las condiciones internas de un país; porque en el actual orden 
mundial existe una íntima vinculación de los ámbitos externo e internos de cada 
país; son dos vasos comunicantes: uno afecta al otro y viceversa.13o No obstante lo 
anterior, la esfera externa prevalece sobre la interna tal como se demuestra con el 
factor militar, toda vez que entre mayor sea el papel que juegue un país en el 
escenario mundial, más elevado será el costo de su seguridad. 

Para comprender a la seguridad nacional, independientemente del 
contenido u orientación que se le proporciona por diversos autores, los analistas de 
esta figura han identificado tres compuestos básicos que debemos tener presente 
para continuar con estas líneas: 

127Vid Samuel Gonzálou RUIZ Elall Op al p 47 

128 Vid Idem 

129 Academia de Guerra de BraSIl CII por Cabanellas. de Torres . DiCClonano Militar ed Helrasta Argentlna.Buenos Alfes 1958 

130 Vid Modesto Suárez Op el! p 3 
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• JI El primero de elIos es la doctrinal que consiste en una postura nacional 
basada en principios que descansan en los valores nacionales fundamentales. 

• El segundo aspecto es la política: un conjunto de propósitos y acciones 
específicas que pueden subordinarse a una doctrina explícita de seguridad 
nacional o a principios nacionales distintos de la seguridad .... 

• Las dependencias operativas constituyen el tercer elemento de la 
seguridad nacionat en circunstancias extremas estas dependencias pueden 
funcionar sin una doctrina o política de seguridad correspondientes."131 

Una vez conocidos estos conceptos, abordaremos los primeros bosquejos 
que nos aproximarán al concepto más allegado a la seguridad nacional de hoy en 
da en nuestro país. Pues bien, para la corriente de la Seguridad Nacional las annas 
son instrumentos duales e indispensables para lograr sus fines porque éstas sirven 
para la protección y para la agresión, porque para esta corriente militar la sola 
presencia de un arsenal detenninado intimida al enemigo potencial o real, y para 
disuadirlo de la tentación de utilizar la violencia en consecución de sus fines 
políticos. En última instancia, la seguridad nacional genuina - si se nos permite el 
término -, descansa en el poderío militar que posee un Estado en su aparato 
gubernativo: 

A la Seguridad Nacional no es posible estudiarla sino la concebirnos como 
una corriente del pensamiento con una carga ideológica nacida en el seno del 
Estado, por tanto, no es un concepto estático o absoluto, toda vez que es una 
concepdón eminentemente política que se dirige especialmente al sector castrense 
de un país, que en un principio se encaminó a enfrentar las condiciones 
prevalecientes en el orbe caracterizada por la denominada guerra fría, en este 
tenor, se desprende que esta corriente ideológica emerge en un estado de cosas en 
el cual la amenaza de guerra exterior entre las naciones es latente y pennanente 
con un alto grado de tensión en las relaciones diplomáticas y económicas existentes 
en los dos grandes bloques. 

Originariamente la política de la seguridad nacional se fundaba en dos 
condiciones: 1) Que la política se sustente con recursos destinados a evitar las 
amenazas identificadas, y 2) Que el peligro o las amenazas provengan del 

131 Manuel Viila Agullera Ensayo titulado Los cambiO!! mtemos y externo!! en el pencdo postenor a la guerra ma y las polibcas e 

msl1tuClOnes mexicanas de segundad naCional 'del libro· Las segundades de Mexlco y Estados Unidos en un momento de tranSICión El alT 

SegIO Aguayo Quezada y John 8alley (Cordll1adores) Ed Siglo XXI Mexlco 1997 P 117 

* Antaño, en la Europa monárqUica se presentaron e"bozos de esta doctnna castrense al medir la fuerza de un Estado-naCion mediante el 

arsenal mlhlar que ooseia, mduslVe LUIS XIV decia que la fl.¡erza armada era el ultimo argumento de los reyes y así lo ordenó grabar en los 

caMnes (Víd_ ídem) 
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('xterior;1'~::! y dccimo~ que en un principio estas eran l<lS not.Js distintIvas de esta 
corriente, pOrllue actualmente l'l :,egundo compuesto h<l sufrido una v.Jriaci6n I..~n 

l'l medio ambiente en que se pn.'sentan los riesgos a que Se enfrenta un Estado, 
toda vez que con el transcurrir del tiempo, la gucrr'l fría se diluyó y la seguridad 
nacional se tuvo que transformar para adaptarse a la época contemporánea que 
hoy por hoy se distingue por el proceso de globalización social, cultural, 
económica, e inclusive, en las esferas jurídicas y políticas de los Estados; ahora la 
seguridad nacional ve hacia el interior de las fronteras de los países, en tal sentido, 
se dice que la seguridad nacional actual sigue siendo una política de Estado, pero 
que ha vuelto la mirada hacia cualquier fuerza que coloque en peligro al peligro 
debido a su poderosa capacidad de control e influencia que ponga en tela de juicio 
la capacidad de respuesta de las instituciones gubernamentales.B3 

La multiplicidad de conceptos que encierra la doctrina de la seguridad 
nacional es tan vasta como autores y disciplinas abordemos por ser un término 
político y dinámico que responde a las específicas y concretas necesidades de los 
intereses del poder institucionalizado y protegido jurídicamente con el aparato 
coactivo del Estado, sin embargo enunciaremos los elementos representativos de lo 
que se ha denominado la acepción tradicional134 de la seguridad nacional: 

o El Estado es el único agente que proporciona seguridad a la colectividad. 

o Es propósito particular de la acción del Estado proteger legítimos 
intereses nacionales, siendo que en su gran mayoría los gobiernos coinciden que la 
integridad territorial y la soberanía son intereses nacionales legítimos: 

o Las amenazas a los intereses nacionales emanan de acciones políticas de 
otros Estados, los cuales, al velar por intereses propios, se convierten en la fuente 
de amenaza más probable; estas amenazas no surgen solamente de los 
preparativos militares de otros Estados.·· 

132 Vid Maria Celia Toro Ensayo titulado MéXICO y Estados Unidos el narCOtráfico como amenaza a la segundad naCional • del lloro • En 

busca de la segundad perdld:il • op en pag :)08 Este concepto para la autCl"a e5 \.11\ corn:epto ambiguo que tle"Ie dos gral\des 

dlmensrones. como lo son la InterpretaClórl hlstonca que conSiste en la Idei1tlflcaclon de aquellos elementos que son una amenaza a la naclon 

de acuerdo con el cnteno mÓVil de los pohtlcos en la histOria en tanto que el concepto tradiCional se ha extendido hastll nuestros dias. y es del 

que nos ocuparemos SUCintamente en estas lineas 

133 Richard C Rockwell y Richard H Moss en su ensayo La reconceptuallzaclon de la segundad un comentano sobre la mvestlgaclon 'de el 

hbro En busca de la segundad perdida ·Op Col P09G 43 Y ss 

134 Vid LUIS Carlos Cruz Torrero' Segundad SOCiedad y Derechos Humsnos • Ed TnllaS MéxiCO 1995 P 24 a 26 

Nuechterlem dlsllngue entre mterés publico e mtereses de la NaCión Identifica Cuatro mtereses báSICOS de un Estado· Naaón 

• La defensa ante amenazas de ViolenCia flslca • El mejoramiento del bienestar económiCO .• El mantemmlento de un orden mundial en que 

pueda sentirse seguro, • La protección y el fomento de un conjunto de valores que sus Ciudadanos compartan ~ conSideren un1\lersalmente 

validos (CII por Cruz Torrero. LUIS CarJos op Clt p 25) [El Interés puOhco se abordará en Imeas Infenores para el lector que se interese 

sobre esta figura J 
•• El punto central de la controverSia conceptual y operativa de la segundad naCional se constituye desde nuestro particular punto de Vista. 

toda vez que ahora los riesgos son de otrs mdole la polUCión y degradaCión del ambiente el agotamiento y escasez de recursos natursles, el 
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Precisamente el ingrediente revelador que se contiene en la seguridad 
nacional contemporánea es el compuesto de ' los legítimos intereses nacionales " 
porque esta frase se constituye corno una membrana difusa que encierra múltiples 
y diversos objetivos que se proclaman desde la estructura gubernamental 
institucionalizada sin que su naturaleza sea única u homogénea - salvo aquélla que 
provenga de las corrientes o condiciones predominantes en el vecino país del 
norte -, desvirtuando así la praxis institucional que debe perseguir a través de los 
órganos gubernamentales federales, locales o municipales,. porque su actuar se 
subordina a la estructura castrense, en el que prevalece la disciplina militar con un 
mando único que no delega sino las atribuciones operativas a los demás elementos 
que convergen en esta tarea, sin conceder flexibilidad en su actuar y concepción, de 
ahí que es sumamente difícil que se presente la interdisciplinariedad de las ciencias 
y las técnicas ausentándose por igual la capacidad sintética que sí tiene la Política 
Criminológica científica, moderna y humanista. 

En otras palabras, el contenido ideológico y político de la seguridad 
nacional se ha consolidado en un cuarto secreto de la estructura gubernamental 
que celosamente desea mantener su condición porque gracias a la amplitud de su 
espectro también se da cobijo a otras actividades necesarias para el eficaz 
desempeño de la política y sus intereses. 

Esta justíficación del quehacer de la seguridad nacional ha dado paso a la 
meditada carencia de un marco jurídico y funcional que le permite actuar a su libre 
arbitrio debido a la difusa gama de intereses y actividades que a su cobijo se llevan 
a cabo en el propio armazón del Estado, y en consecuencia se produce la invasión 
de esferas operativas y administrativas que si bien es cierto convergen en ciertas 
metas comunes no participan sino como meros instrumentos de la política que 
toma matices militares a la sombra de la protección de los intereses nacionales que 
están por encima de los intereses de la sociedad, de los individuos y sus 
asociaciones. La seguridad nacional se justifica per se y no admite dique jurídico 
porque realmente sirve a los más altos fines del Gobierno, que no del Estado o de 
la Nación, a pesar de su legitimación ante la sociedad. 

creaente y desmedido aumento de poder de las compal'iias transnaoonales, el resquebrajamiento de los sistemas económiCOS y ñnanoeros, 

la mequltaliva dlstñbl.lCión de los recursos entre la poblaoón, 

El mdefinido contenido material de la segundad nacional ha permitido una dlsgregaClon de los objetivos Que debe perseguir en CIertos hechos o 

actiVIdades, el caso parttCUlar más representativo lo tenemos en el narcotrafico la que se enfoca como una conducta delictiva que trasciende al 

ámbito de la seguridad publica (vid mfra.), y aún cuando hay QUien le nlega terminantemente esa naturaleza, en el diSCUrso politico y jurldlCO 

de MéxIco se le considera como tal, pero no debemos Olvidar que esta figura de la delincuenCia organizada tene vanas connotaCIones, a saber 

'puede ser abordada como un problema clelictua.l, como una cuesll6n atingente a la salud publica, como un problema que inCIde en las 

economias locales e Incluso COmO atenlatorio a la estabilidad InsbtuClonal cuando es capaz de generar grancfes dosis de ViolenCIa y 

corrupCIÓn', yagrega 'durante un bempo se consideraba al tráfico de drogas y estupefacientes como un delito contra la salud. Hoy en cambio, 

se considera Que el bJefl JuridlCO tutelado no es solo la salud del Indiv'duo, Sino !amblen la segundad del pais. el desarrollo, la estabilidad del 

sistema politice y la propta seguridad ¡ntemaóonal' ¡ Jorge A Jarac¡uemada Robledo ' EJ narcolrafico como delito moderno: su bplficaClon 

penal .. Revista ContnbUCIones, 211;)3. AbnJ·junio de 1993 Año X, numero 2 Buenos Alres, ArgentlTla el! por LUIS Carlos Cruz Torrero op ClI 

p25y26] 
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país para hacer frente .1 \.1 amenaza O ne~go de sufrir un Jt<1que militar por otr.1S 
potencias extranjeras, bajo el postulado dc evitar la gUL'rrd por conducto del u~o de 
las armas, tesis que de suyo nos resultil a los hUn1<lI1istilS il6gica y contrarid a 1.1 
razón del Derecho. Como resultildo de este movimiento doctrinario e ideológico se 
lograron introducir los principios en el mundo jurídico anglosajón en 1947 toda 
vez que se promulgó la Ley de Seguridad Nacional de los Estados Unidos de 
América la cual da vida al denominado Consejo de Seguridad Nacional, como 
organismo encargado de asesorar al presidcnte. 127 

Sin embargo esta doctrina militar poseía fines que trascendían la esfera local 
del país, porque por naturaleza, se basaba en consideraciones de relaciones 
exteriores entre las naciones, por tanto, los Estado Unidos de Norteamérica hizo 
valer su condición de potencia mundial y llevó en 1948 al Tratado Interamericano 
de Asistencia Recíproca (TIAR) su concepción ideológica que en síntesis, concebía 
a los intereses de Estados Unidos como parte de la seguridad nacionaL'" 

Para Latinoamérica esta doctrina de la Seguridad Nacional significaba que 
los militares debían ejercer el control táctico y operativo de los aparatos 
gubernativos estratégicos que garantizan la seguridad nacional, entendiendo ésta 
como "... el grado relativo de garantía que a través de acciones políticas y 
económicas, psico-sociales y militares, un Estado puede proporcionar en una 
determinada época a la nación que jurisdicciona para la consecución y salvaguarda 
de los objetivos nacionales, a pesar de los antagonismos internos o externos 
existentes o previsibles."129 

La orientación original de la Seguridad Nacional se dirigía al aspecto 
externo de la vida de un Estado-nación, es decir, del ámbito internacional en el que 
se desenvuelven los países, empero, no pasa por alto que la seguridad nacional ha 
de basarse en las condiciones internas de un país; porque en el actual orden 
mundial existe una íntima vinculación de los ámbitos externo e internos de cada 
país; son dos vasos comunicantes: uno afecta al otro y viceversa.130 No obstante lo 
anterior, la esfera externa prevalece sobre la interna tal como se demuestra con el 
factor militar, toda vez que entre mayor sea el papel que juegue un país en el 
escenario mundial, más elevado será el costo de su seguridad. 

Para comprender a la seguridad nacional, independientemente del 
contenido u orientación que se le proporciona por diversos autores, los analistas de 
esta figura han identificado tres compuestos básicos que debemos tener presente 
para continuar COn estas líneas: 

127 Vid. SarTluel González RUlz Et all Op el! p 47 

128 Vid fderTl 

129 AcaderTlla de Guerra de BraSil CII por Cahanellas. de Torres· DICClonano MIlitar ed 'rle\lasta Argentma.B\leno~ Alfes 1988 

130 Vid Modesto Suárez Op elt P 3 
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• 11 El primero de ellos es la doctrina, que consiste en una postura nacional 
basada en principios que descansan en los valores nacionales fundamentales_ 

• El segundo aspecto es la política: un conjunto de propósitos y acciones 
específicas que pueden subordinarse a una doctrina explícita de seguridad 
nacional o a principios nacionales distintos de la seguridad ___ _ 

• Las dependencias operativas constituyen el tercer elemento de la 
seguridad nacional, en circunstancias extremas estas dependencias pueden 
funcionar sin una doctrina o política de seguridad correspondientes_"131 

Una vez conocidos estos conceptos~ abordaremos los primeros bosquejos 
que nos aproximarán al concepto más allegado a la seguridad nacional de hoy en 
da en nuestro paÍs_ Pues b:ien~ para la corriente de la Seguridad Nacionallas armas 
son instrumentos duales e indispensables para lograr sus fines porque éstas sirven 
para la protección y para la agresión, porque para esta corriente militar la sola 
presencia de un arsenal determinado intimida al enemigo potencial o real, y para 
disuadirlo de la tentación de utilizar la violencia en consecución de sus fines 
políticos_ En última instancia, la seguridad nacional genuina - si se nos permite el 
término -, descansa en el poderío militar que posee un Estado en su aparato 
gubernativo: 

A la Seguridad Nacional no es posible estudiarla sino la concebimos como 
una corriente del pensamiento con una carga ideológica nacida en el seno del 
Estado, por tanto, no es un concepto estático o absoluto, toda vez que es una 
concepdón eminentemente política que se dirige especialmente al sector castrense 
de un país, que en un principio se encaminó a enfrentar las condiciones 
prevalecientes en el orbe caracterizada por la denominada guerra fria, en este 
tenor, se desprende que esta corriente ideológica emerge en un estado de cosas en 
el cual la amenaza de guerra exterior entre las naciones es latente y permanente 
con un alto grado de tensión en las relaciones diplomáticas y económicas existentes 
en los dos grandes bloques_ 

Originariamente la política de la seguridad nacional se fundaba en dos 
condiciones: 1) Que la política se sustente con recursos destinados a evitar las 
amenazas identificadas, y 2) Que el peligro o las amenazas provengan del 

131 Manuel Villa AgUllera Ensayo titulado ' Los cambiOS Internos y externos en el penado postenor a la guerra fría y las pohbcas e 

institUCiones mexicanas de segundad nacional 'del libro - Las segundades de MéxICO y Esta~os Unidos en un momento de tranSiCIón Et all 

SegIO Aguayo Quezada y John Balley (Cordlnadores) Ed Siglo XXI Mexlco 1997 P 1 t7 

* Antaño, en la Europa IT.onarqulca se presentaron esbozos de esta doctrina castrense al medir la fuerza de un Estado-naClon mecliante el 

arsenal militar que poseia, inclUSive LUIS XN deeia que la fuerza armada era el úl\lmo argumento de los reyes y así lo ordeno grabar en los 

cañones (VId Idem_) 
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exterior;1 1:2 y decimos qUl' l'll un pnncipio l.!st~lS l'r~1l1 las not¡Js distintivas dt.:' ",'st.l 
corriente, porque actualmentt.:' l'i segundo compuesto ha sufrido und vanaClón en 
el medio ambit.:'nte t.:'n Ljut.:' se prt.:'sentan los riesgos d que se enfrenta un Estado, 
toda vez que con el transcurrir del tiempo, la guerra fria se diluyó y la seguridad 
naCional se tuvo que tran~formar para adaptarse a la época contemporánea que 
hoy por hoy se distingue por el proceso de globalización social, cultural, 
económica, e inclusive, en las esferas jurídicas y políticas de los Estados; ahora la 
seguridad nacional ve hacia el interior de las fronteras de los países, en tal sentido, 
se dice que la seguridad nacional actual sigue siendo una política de Estado, pero 
que ha vuelto la mirada hacia cualquier fuerza que coloque en peligro al peligro 
debido a su poderosa capacidad de control e influencia que ponga en tela de juicio 
la capacidad de respuesta de las instituciones gubernamentales.133 

La multiplicidad de conceptos que encierra la doctrina de la seguridad 
nacional es tan vasta como autores y disciplinas abordemos por ser un término 
político y dinámico que responde a las específicas y concretas necesidades de los 
intereses del poder institucionalizado y protegido jurídicamente con el aparato 
coactivo del Estado, sin embargo enunciaremos los elementos representativos de lo 
que se ha denominado la acepción tradicional134 de la seguridad nacional: 

o El Estado es el único agente que proporciona seguridad a la colectividad. 

o Es propósito particular de la acción del Estado proteger legítimos 
intereses nacionales, siendo que en su gran mayoría los gobiernos coinciden que la 
integridad territorial y la soberanía son intereses nacionales legitimos.· 

o Las amenazas a los intereses nacionales emanan de acciones políticas de 
otros Estados, los cuales, al velar por intereses propios, se convierten en la fuente 
de amenaza más probable; estas amenazas no surgen solamente de los 
preparativos militares de otros Estados." 

132 Vid Maria Celia Toro Ensayo titulado MéXICO y Estados Unidos el narcotráfico como amenaza a la segundad nacional . del libro • En 

busca de la segundad perdida • op Clt pág 368 Este concepto para la autora es un concepto ambrguo que tiene dos grandes 

dimenSiones. como lo son la interpretaCión h,stonca que consiste en la IdentificaCión de aquellos elementos que son una amenaza a la naCión 

de acuerdo con el cnterio mÓVil de los politiCes en la histOria. en tanto que el concepto tradiCional se ha extendldo hasta nuestros dias. y es del 

que nos ocuparemos sucintamente en estas lineas 

133 R,chard e Rockwell y Richard H Moss en su ensayo' La reconceptuahzaclon de la segundad un comentano sobre la mvesbgaclon . de el 

libro· En busca de la segundad perdida 'Op Clt pags 43 y ss 

134 Vid LUIS Carlos Cruz Torrero' Segundad SOCiedad y Derechos Humanos' Ed Trillas M~,co 1995 p 24 a 26 

Nuechtertem dlsbngue entre ¡oteres publiCO e mlereses de la NaClon Identifica Cuatro 'ntereses báSICOS de un Estado - NaCión . 

• La defensa ante amenazas de violencia fíSica .• El mejoramiento del b,enestar económiCO, • El mantenimiento de un orden mundial en que 

pueda sentirse seguro .• La protección y el fomento de un conjunto de valores que sus Ciudadanos compartan y conSideren universalmente 

válidos (Clt por Cruz Torrero. LUIS Cartas op elt p 25) [El Interés putlbco se abordará en lineas II'lfenores para el lector que se Interese 

sobre esta figura 1 
•• El punto central de la controverSia conceptual y operativa de la segundad I\ac,onal se constituye desde nuestro particular punto de Vista. 

toda vez que ahora los riesgos son de otra mdole la poluclon y degradaCIón del ambiente. el agotamiento y escasez de recursos naturales. el 
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Precisamente el ingrediente revelador que se contiene en la seguridad 
nacional contemporánea es el compuesto de I los legítimos intereses nacionales', 
porque esta frase se constituye Como una membrana difusa que encierra múltiples 
y diversos objetivos que se proclaman desde la estructura gubernamental 
institucionalizada sin que su naturaleza sea única u homogénea - salvo aquélla que 
provenga de las corrientes o condiciones predominantes en el vecino país del 
norte -, desvirtuando así la praxis institucional que debe perseguir a través de los 
órganos gubernamentales federales, locales o municipales, porque su actuar se 
subordina a la estructura castrense, en el que prevalece la disciplina militar con un 
mando único que no delega sino las atribuciones operativas a los demás elementos 
que convergen en esta tarea, sin conceder flexibilidad en su actuar y concepción, de 
alú que es sumamente difícil que se presente la interdisciplinariedad de las ciencias 
y las técnicas ausentándose por igual la capacidad sintética que sí tiene la Política 
Criminológica científica, moderna y humanista. 

En otras palabras, el contenido ideológico y político de la seguridad 
nacional se ha consolidado en un cuarto secreto de la estructura gubernamental 
que celosamente desea mantener su condición porque gracias a la amplitud de su 
espectro también se da cobijo a otras actividades necesarias para el eficaz 
desempeño de la política y sus intereses. 

Esta justilicación del quehacer de la seguridad nacional ha dado paso a la 
meditada carencia de un marco jurídico y funcional ~ue le permite actuar a su libre 
arbitrio debido a la difusa gama de intereses y actividades que a su cobijo se llevan 
a cabo en el propio armazón del Estado, y en consecuencia se produce la invasión 
de esferas operativas y administrativas que si bien es cierto convergen en ciertas 
metas comunes no participan sino como meros instrumentos de la política que 
toma matices militares a la sombra de la protección de los intereses nacionales que 
están por encima de los intereses de la sociedad, de los individuos y sus 
asociaciones. La seguridad nacional se justilica per se y no admite dique juridico 
porque realmente sirve a los más altos fines del Gobierno, que no del Estado o de 
la Nación, a pesar de su legitimación ante la sociedad. 

creciente y desmedido aumento de poder de las compañias tranS/laoonales; el resquebrajamiento de los s¡stemas económicos y financieros; 

la ¡nequitativa dislnbuoon de los recursos entre la poblaCIón, 

El indefimdo contemdo materlal de la segundad nacional ha permlbdo una d¡sgregaClón de Jos obje!lvos Que debe perseguir en Ciertos hechos o 

aclJvldades. el caso parllOJlar mas representa!lvo lo tenemos en el narcotrafico la que se enfoca como una conducta delictiva Que traSCIende al 

ámbito de la seguñdad publICa (vid. infr<q. y aun cuando hay qUlen le njega termmantemenle esa naturaleza. en el diSCUrso polillco y Juridlco 

de MéxiCO se le conSidera como tal; pero no debemos OlVIdar que esta figura de la delincuenCia organizada tene vanas connotaciones. a saber 

·puede ser abordada como un problema delldual. como una cuesllón almgente a la salud publica. como un problema que Incide en las 

economias locales e incluso como atentatoriO a la estabilidad msutuClonal cuando es capaz de generar grandes dosis de VIolenCIa y 

corrupción·. y agrega: "durante un !lempo se consideraba al trafico de drogas y estupefacientes como un del¡to contra la salud Hoy en cambiO. 

se conslder.! que el bien Juridico Melado no es solo la salud del IndiVlduo. SinO también la segundad del pais. el desarrollo. la estabilidad del 

Sistema paliuco y la propia segundad internacional" [Jorge A Jaraquemada Robledo • El narcotráfico como delito moderno su tipificaCIón 

penal" Revista COntribuciones. 2/93_ Abnl-junio de 1993 Año X. rn.imero 2 Buenos Aires. Algenllna CII por LUIS Carlos Cruz Torreru Op- ciL 

p25y26j 
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Debido a lo anterior h,1)' <lutores que sostienl'n (.jue debe lirnitarse 
considerablemente el significado de la segundclo nacional para incluir otros 
principios y objetivos de gran trasccndencin, como lo son justici.1 social, 
democracia y progreso, dentro de otros conceptos m,ís amplios, como priOridad 
nacional o principios nacionales. Sólo así la seguridad nacional dejaría de ser la 
meta suprema de la sociedad y se convertiría en una de varias metas.l:'\7 Esta 
postura tiene una noble razón que en rcalidad agrav<l las consecuenCias agudas 
que produce la doctrina de la seguridad nacional en los regímenes autoritarios o 
totalitarios, toda vez que so pretexto de vela.r por los legítimos intereses nacionales 
el gobierno utiliza sus órganos para actuar en cualquier orden de la vida pública y 
privada con el esquema militar propia de las fuerzas armadas a quienes le 
encomiendan esta labor, sin embargo se corren nuevos riesgos: 

a) " Respuestas militares a problemas no militares. 
b) Que la definición de seguridad nacional es especifica para cada país. 
e) El exceso de significados. 
d) Necesidad de especificidad. 
e) Se requiere de un responsable de definir los términos. 
f) Que la seguridad de Estado no es sinónimo de seguridad nacional. " 138 

En México como en cualquier otro país de Latinoamérica no es 
recomendable perseguir este modelo que tiende a la orrmipresencia de la seguridad 
nacional en todos los renglones de la vida pública o privada que en estos dias está 
irunersa en un proceso de democratización de las instituciones y de la estabilidad 
económica que de base para el desarrollo social tan anhelado. En otras palabras, la 
seguridad nacional no debe ser el cajón de sastre que el político utiliza para la 
protección de los intereses de grupo que se alejan de los del interés social o 
colectivo que todos perseguimos. 

Me permitiré enunciar los conceptos más representativos de la seguridad 
nacional para efectos de esta investigación, teniendo como premisa que 11 La 
seguridad es un concepto político y analítico ... De manera más abstracta, se trata 
de la capacidad de destruir los misiles enemigos antes de que sean lanzados. En un 
nivel de mayor abstracción, representa estar libre del temor de tener tales 
amenazas."139 

Para Luis Herrera-Lasso la seguridad nacional 11 es el conjunto de 
condiciones - políticas, económicas, militares, sociales y culturales - necesarias para 
garantizar la soberanía, la independencia y la promoción del interés de la nación, 
fortaleciendo los componentes del proyecto nacional y reduciendo al mínimo las 

137 Víc Gene Stlar¡¡ •• En tomo a lace{inlc!ón ce segOJfl(\ad nacional·. delllt¡ro' En l:lUsca de la segundad perdida .• op Ci! ,págs 91 y slgs 

138 Op el!. págs 97 y slgs 

139 R,ehard e Rockwell y RiChard H MOSS en su ensayo· la reconceplual,zaCión de la segundad un comentano sobre la Inves!,gaoón de el 

hbro . En busca de la segundad perd,da 'Op e,l p S9 
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debilidades o inconsistencias que pueden traducirse en ventanas de vulnerabilidad 
frente al exterior. "140 Jorge Bustarnante, por su parte, explica la seguridad nacional 
corno" aquello que sea definido corno tal por los órganos del Estado. En México, se 
deriva de la justifi~ación legal para la movilización de las fuerzas armadas frente a 
amenazas internas o externas. De esta forma se entiende como amenaza cualquier 
hecho cuya dirección previsible o cuyos efectos concretos impidan la vigencia de 
los preceptos constitucionales. "141 

Quizá valga citar corno epilogo la definición de Gerardo C. R. Vega, quien 
califica la "seguridad nacional corno la condición permanente de libertad, paz y 
justicia social dentro de un marco institucional y de derecho~ procuran los poderes 
de la federación en el ámbito interno mediante acciones políticas, sociales, 
econónúcas y militares, salvaguardando la integridad territorial y ejerciendo la 
soberanía y la independencia" .142 

Es insoslayable que dada la necesaria repercusión de la seguridad nacional 
en la vida de los gobernados, ya sea en forma individual o colectiva~ el diálogo 
entre la sociedad civil y la gobernante, particularmente la militar, es indispensable 
en la elaboración, conducción, ejecuc1ón y evaluación de la política destinada a la 
seguridad nacionaI~ y es que precisamente ambos sectores deben inter-relacionarse 
para intercambiar información y conocimientos que son propios de ellos.143 

La participación de la sociedad civil en la seguridad nacional es un control 
informal para evaluar la ejecución de la política que busca evitar, a cualquier costo, 
una lucha armada~ fuera o dentro de nuestras fronteras; 144 sin embargo~ los más 
destacados avances son, para nosotros: 

• La delimitación de las esferas en las cuales se ha rebasado la capacidad 
del Gobierno federal o local para hacer frente a fenómenos o actividades que 
colocan en peligro los intereses reales de la sociedad y de la Nación que se tutelan 
en el orden jurídico magno, tarea que llevará a cabo la propia sociedad civil, y 

140 LUIS Herrera ·lasso Et all ' Balance y perspect¡vas en el uso del concepto ele la segundad naCional en el caso de Mexlco_' Ensayo del 

autor en el libro 'En busca de la segundad perdlda_ Op Clt pág 391 

141 Jorge Bustamante, • MéxiCO - Estados Umdos_ mlgraaón Indocumentada y segundad naCional", del libro' En busca de la segundad 

perdIda' op Cll, pág 348 

142 CItado por Sergio Aguayo 'En busca de la segundad perdida _ op_ at ,pag 128 

El centraste es sumamente revelador en relaaon a la que tiempo aIras diera el entonce~ Secretano de la Defensa NaCIonal, Gral Fehx Galvan 

Dfaz-' el mantenimiento del eqUlhbno SOCIal, economlco y politice garantizado por lasluerzas armadas' [Roberto VIZCaíno 'la seguñdad del 

país, cemo fin pnmOrdlal del Estado' Revista Proceso Méxlco. 22 de septiembre de 1980 Cll por SergIO Aguayo Quezada En su ensayo los 

usos, abusos y retos de I;:¡ segurn:!;:¡d naClon;:¡! mexicana 1946-1990 Del hbro· En busca de la segundad perdida op al p 116 J 

143 Víd- Modesto Suárez Op_ al p 3 

144 Vid fdem 
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'" La desmilitari/.dcion del c~)ncl'pto y oper<lcion de IdS FUl.'rZ<1S Ann~H..las en 
las tareas de la scguriJ~ld naciolhl1 que debe rcgularse jurídicolIllcntc en forma m~i.s 
precisa de tal form¡¡ que ~ca trMlsparentc en su actuar ante los oJos de 1,15 
asociaciones y la sociedad en general. Sólo así ser~í eficiente en el combate a los 
factores que dan origen a los fenómenos y actividades yue realmente colocan en 
peligro el libre desarrollo de las naciones 

Esta es la otra faceta dc la seguridad nacional, "Los pueblos viven seguros 
cuando pueden desarrollarse libremente, sin estar amenazados en lo militar, en lo 
político o en lo económico. El cuidado de la nación incluye entonces: 

a) La seguridad militar frente a toda posible amenaza externa. Esto se logra con un 
ejército propio, con la celebración de alianzas militares y con la protección de las 
normas de derecho internaclOnal. 

b) La estabilidad política que garantice la instauración de gobiernos 
verdaderamente representativos, responsables, con división de poderes, que 
respeten los derechos políticos de los ciudadanos, que supriman las injusbcias y 
promuevan el creclmiento del ser humano. 

c) El desarrollo económico que beneficie la totahdad de la población, no solamente 
a unos cuantos. 

d) Una situación social en la cual todos los ciudadanos tengan la oportunidad de 
educarse, de trabajar y de recibir una remuneración justa, de beneficiarse con 
atención médica y de mejorar sus condiclOnes de vida. 

e) la protección de los derechos humanos. Entre ellos, a no ser torturado y a la 
libre difusión de obtención de información e ideas. 

f) La protección de la naturaleza, pues el desequilibrio ecológico puede afectar de 
manera irreparable las condiciones de vida de la población humana y 
animal." 145 

Este listado lo nutriríamos con el fortalecimiento del Estado de Derecho y 
sobremanera, del sistema de justicia penal que es el medio ambiente en el cual se 
resiente la erosión social y humana de la colectividad organizada en una estructura 
económica, política y jurídica. El espacio es amplio y propio, más no exclusivo, de 
Jos estudiosos deJ Derecho porque destacan Jas tareas de Ja procuración, 
impartición y ejecución de la justicia penal, en sus fases de la investigación, 
persecución, procesamiento, sanción y ejecución de los delitos y de las penas. 

145 Ibídem p 4 
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Si observarnos la Teoría de Sistemas nos percatamos que la Seguridad 
Nacional no es sino una política pública que ha sido superada en su concepción 
original eminentemente marcial y con aspectos de beligerancia permanente para 
con los demás miembros de la comunidad internacional y se ha transformado en la 
última instancia de la protección de los legítimos y supremos intereses de la 
Sociedad y la Nación, no del Gobierno o de un sector de la comunidad. La 
Seguridad Nacional se constituye así en elemento del sistema político que incide 
directamente en los demás sistemas que conforman al sistema social. Sin embargo, 
también debe aceptar su condición de receptáculo primario de los signos de alerta 
que existen en los demás sistemas - con especial preponderancia del penal - para 
proteger los bienes legítimos de la sociedad en general y del propio Estado, sin 
perder de vista su origen etimológico y su ontología: prevenir con los recursos de 
la Federación, de los Estados, los Municipios y el Distrito Federal en forma pacífica 
y con la inclusión de la sociedad civil, cualquier fenómeno que ponga en riesgo o 
lesione, los intereses legítimos jurídicamente tutelados de los habitantes y de la 
Nación. 

Concluyendo este concepto genérico de Seguridad Nacional diremos que no 
debemos asociarla con sus aspectos meramente operativos o tácticos que en un 
principio se definen por la directriz de las Fuerzas Armadas y que paulatinamente 
han dado paso a otros actores gubernamentales, toda vez que el término es una 
acepción política· inacabada en función de los proyectos gubernamentales que 
traza el Estado en sus políticas públicas que han de sustentarse en la protección 
efectiva de los más caros legítimos intereses de la Sociedad y la Nación. 

Ahora bien, tocaremos los puntos más genéricos de la Seguridad Exterior y 
la Seguridad Interior del Estado, por ser las acepciones que recaba nuestra Ley 
Fundamental," desconociendo a contrario sensu, la connotación de Seguridad 
Nacional. La Seguridad Exterior del Estado es ' la situación de potencia nacional y 
equilibrio internacional, que garantiza a cada país la integridad de su territorio y el 
ejercicio de sus derechos, en plano de igualdad con la comunidad de naciones;,146 

• El témuno de ' Segundad Naoonar es un concepto Jundx::o Indeterminado, que en un prmop'o tienen la connotaCIón de ser resbic:ciones 

legares concretas, pero que son susceptibles de u~lizarse para restringir actos o fenómenos que obJetlvamenle no ~enen sustento ontológIcO en 

nuestra Carta Magna y las leyes que de ella emanan Vid Rodclfo Vtdal Gómez de Alcalá' la ley como Iimlte de los derechos fundamentales'. 

Ed POITÚa. MéxiCO 1997. P. 203 [Sobre los eonceptos juridleos indeterminados puede verse: Fernando Sálnz Moreno ' Conceptos Juridlcos 

Indeterrmnados y Dlscrecionahdad Admlmstrabva' C¡'¡¡tas, S A Madnd, España 1976. H LA Hart, , El concepto de Derecho', (traduCCi6n de 

Genaro R Carrió), 2" relmpres¡ón Editora Nacional Mexico 1980, RonaJd Dworkln 'los Derechos en seno' (tradUCCIón Marttla Gustavino), 

Ed Añel Barcelona, Espar'ia. 1984 1 P 203 . 

•• Nuestro Cochgo Supremo también contempla la noci6n de ' Segundad Internacional' en su articulo 89 fracoón X, entendiendo por ésta a la 

segunda<l colectiva que debe prOpK:lar la paz mundial entre las NaCIones, por tanto, es una acepoón eminentemente perteneoente al Derecho 

Internacional, y su oogen debe ser el de la solldarldad entre los pueblos, y declarandose como uno de los fines pnmordlales de la Carta de las 

NaCIones Unidas [Vid Et al! • DIccionario Juridlco MeXicano .• 8~ edlcion. MéxICO Ed Pornia-U NAM.·lnsbtuto de Investigaciones Jurid¡cas 

T IV. Méxlco 1995 Pags. 2883 y 2884 (Víctor Carlos Garcla Moreno) J 
146 CabanelJas de Torres 'Oleoonano MIlltar 'Buenos Aires, Arllenllna Ed Hellasta t 988 el! por Samuel GonzáJe.z RUlz .. Op crt. pags. 

4S y 46 En este mISmo senlldo se pronuncio el Poder Legislativo Federal a través del dictamen de las eomlSiooes Unidas de GobernaCIón y 
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en tanto que la Segundad Inknor del Estado es la ' sitU<1C10n y sistema político que 
m<lnifiesta 1<1 realid .. ld (") el propo~Jto de un orden naclon;:¡! en que los poderes 
públicos son respetados como inslituciones y en las personas que los encarnrm, con 
la adecuad<l defensa del régimen, de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, de la paz y la tranquilidad pública por parte de las autoridades. ,147 

Esta visión del contenido que comprende la Seguridad Exterior ha sido reconocida 
por nuestro Máximo Tribunal como un bien jurídico tutelado por nuestro sistema 
punitivo.148 

Ahora bien, hemos de tener presente que para el medio castrense la 
seguridad implica una actitud activa que se integra por todas las acciones que se 
encaminan a la previsión de un ataque del' enemigo, ' reconociendo tácitamente la 
elaboración de estrategias y acciones que conduzcan, indefectiblemente, a la 
anulación o supresión de los agentes que producen el riesgo o la amenaza; es decir, 
la aportación de la doctrina militar a la materia de la seguridad es considerar que 
se requiere actividad de los órganos del Estado para brindar este derecho que en el 
hombre contemporáneo suscita mayor atención política y jurídica toda vez que 
actualmente debe concebirse Como una garantía política que le impone esta 
obligación fundamental a todo el aparato gubernativo. Todo ello con miras a evitar 
un posible evento futuro lescivo a los intereses y bienes del gobernado. 

Retomando lo dicho estimamos que la Seguridad Interior debe actuar sobre 
aquellos factores internos que se presentan en una sociedad jurídicamente 
organizada y, obviamente, no son susceptibles de aducirse con-:o razón para 
intervenir en forma disuasiva, inhibitoria o coactiva, en aras de la preservación de 
la Seguúdad Exterior o de la Seguridad Nacional. 1<9 Los valores primarios de la 
sociedad, sus instituciones y del Estado son los bienes que tutela la Seguridad 
Interior, pero vistos en un contexto integral de su propia existencia y desarrollo, ya 
que los valores que le proporcionan fortalecimiento o les permite su supervivencia 
son tutelados por un concepto más amplio y difuso por tener una cormotación 
claramente política: la Seguridad Nacional. 

Por lo anterior, la Seguridad Interior va a preparar las condiciones mínimas 
de cohesión social e institucional que den lugar a una estabilidad que se requiere 
para construir un proyecto nacional, que tenga continuidad administrativa, de tal 
suerte que la Seguridad Interior forma un binomio inseparable, funcionalmente 
hablando, con la Seguridad Pública. 

Puntos ConstltuClonates y de JusUcla de la Cámara de Diputados al dar su opinión de la Integraaón del Consejo NaCional de Segundad 

Publica (Víd Suprema Corte de Jusllcla de la NaCión • Segundad Pubhca • Acoon de mconstltuclonalldad 1/96 MéXICO Coordlnaaón General 

de CompilaCión y SlstemallzaClón de TesIS de la S C J N No 6 Mexlco 1996 P 63) 

147 Ibídem p 45. 

146 Víd Semanario Judlaal de la FederaCión Qumta Epoca Tomo XVII, p 1066 

149 Vid SergIO Aguayo auezada y 6ruce MtCt\ael Sagley (ComDlladores) Op CI! D 369 [Ce~a To~ Maria En su ensayo MéxIco y estados 

Unidos el narcotráfiCO como amenaza a la Segundad NaCional .j 
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Los artículos constitucionales 20 en su fracción VI y 89 en su fracción vI" 
hacen alusión a la seguridad interior y a la defensa exterior en una clara referencia 
a la idea de la tranquilidad, el orden y la paz públicas, es decir, fuera del contexto 
de la intervención de las Fuerzas Armadas en una materia de la seguridad pública 
toral: la que trata de los cuerpos policiacos,- haciendo énfasis que las Secretarías de 
la Defensa Nacional y la de Marina son dependencias centralizadas del Poder 
Ejecutivo Federal que poseen una duplicidad de atribuciones compatibles de 
acuerdo a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y sus leyes 
orgánicas respectivas, nonnas que les permilen auxiliar a los órganos y cuerpos de 
seguridad pública cuando éstos son obsoletos, ineficaces o - peor aún - cómplices 
de la delincuencia, y ésta, pone en peligro los intereses fundamentales de la 
sociedad que se recaban en el Derecho, t50 a pesar que su preparación y formación 
personal, educativa, técnica y orgánica no está dirigida a desarrollar las 
capacidades, habilidades y aptitudes núnimas para combatir la delincuencia con 
pleno respeto a los derechos humanos. 

Si observamos el contexto en el cual nuestro constituyente dio vida jurídica 
a los conceptos de Seguridad Exterior y Seguridad Interior, nos percatamos que 
parte de aspectos objetivos que pretenden la defensa de valores primarios'" de la 
sociedad y del Estado propiamente hablando, los cuales son su capacidad y 
derecho de autodeteITI1inarse en el plano internacional" de proteger sus límites 
territoriales, su soberanía, de la prerrogativa que le corresponde de organizarse 
internamente y gobernarse de acuerdo a la expresión soberana del pueblo, de ser 
independiente y elegir su orden jurídico, político y económico que ha seleccionado 
para lograr su desarrollo, progreso y estabilidad en un ambiente de orden y paz 
pública. Desafortunadamente el Código Penal Federal a partir de 1970 recaba el 
catálogo de delitos contra la Seguridad de la Nación: trastocando así los conceptos 

* Cabe señalar que la presente fraCClOn tamblen reconoce en su texto un concepto eminentemente marcial al referirse a la Defensa Exteoor, 

entendiendo por ella, en nuestro particular punto de Vista académiCO, a la atribuoón inmanente a las fuerzas armadas de un país que COl1siste 

en el empleo de la coerCión materialmente OI'ganlZada en la m¡!ICla que actúa ante el Inminente o actual ataque militar de otro País, NaCión, 

Estado o potenCIa extranjera, para Impedir una Invasión fíSica que atente contra la Integridad temtonal y la soberanía de México. 

- Se sugiere la interesante lectura de la sentenCIa que emlno la Suprema Corte de JustiCia de la NaCión, a traves del Mil"llstro Manano Azuela 

GOltron en Virtud de la acoón de Il"lconstltucmnalKlad 1/96, que se promovIó por la IncluSlon en el CcnseJO NaCional de Segundad Pública de los 

CC Secretanos de la Defensa NaCional y de la Marina, de conformidad con el mandato del articulo 12 fracoones lU y N de la ley General que 

establece las bases de Coordll"laCl6n del Sistema Nacional de Segundad Pública (Vid Suprema Ccrte de Justicia de la NaCIÓn • Segundad 

PÚbl,,:a· ACCIón de lnconsbtuoonalidad 1196. Op c'l) 

150 Vid Samuel GonzaI& Rmz. op. ot p. 46 

151 Vid Ibidem p 48 

* En elllbro Segundo. Titulo PnITl€ro, contempla )05 delitos de traiCión a la patria (artíCIJlos 123. 124 Y 125), espionaje (articulas 127, 128 Y 

129), sedlCion (articulo 130), motín (artículo 131). rebelión ( artíCIJlas 132. 133, 134, 135 Y 136), terronsmo (artiCIJlo 139), sabotale (articulo 

140), y conspiraCión (articulas 141 ). Y el articulo 144 señala que son delitos politlcos los de rebelión, sedrClon, motín y la conspiraCión para 

cometerlos Al respecto, el lIc. Marco AntOniO Dlaz de lean seilala que éstos deMos son los que atentan conlta el propiO Estado, su SOberama 

y su reglmen constltUClonaL Vid Diaz de lean, marco AntOniO· Coolgo Penal Federal con comentanos· 2" ed. Ed. PomJa México. 1997 p 

203. 
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constitucionnlcs en mnteri<l de Scgurid<lli Interior y Exterior. No ocurre nSI con el 
Código de JUSticic.l Militar el cUill si JistlJ1hue dt¡uelbs Clmductas y omi~lOnc:, 
sancionadas penal mente que transgreden <l la Seguridad Exterior de la Nación y él 
la Seguridad Interior de lél Nación,·· es decir, son bienes jurídicos diversos que el 
propio derecho reconoce en la legislación punitivél marcial. 

A continuación abordaremos el vasto campo del concepto de la Seguridad 
Pública, concepto de vital importanCia para la instrumentación y ejecución de la 
Política Criminológica que propugnamos, toda vez que de su contenido y frontera 
habremos de determinar las acciones por realizar por parte de todos los órganos 
encargados de la Justicia Penal, y para cumplir con el principio metodológico de 
'Ley de la primacía de la descripción'152 que nos conduzcan a una efectiva 
prevención y represión de las conductas delictivas, así como el tratamiento de 
reinserción social del delincuente. 

La Seguridad Pública es un término variable de conformidad con la época, 
el lugar o el régimen jurídico y político que vive una sociedad y quizás a ello se 
deba que en la actualidad se revista en un concepto multívoco que da pie a que 
para algunos, es la protección y permanencia de las instituciones sociales en 
general, como la propia familia; 153 para otros es el acatamiento mismo a la 
legalidad, noción que es más próxima a la de Seguridad Jurídica; para otros es la 
inviolabilidad del orden jurídico objetivo y de los derechos humanos, es decir, de 
la permanencia del Estado de Derecho;'" de los derechos subjetivos de sus 
instituciones y de las atribuciones de los órganos del Estado, en sus tres niveles de 
gobierno. l54 Inclusive, se dice que la seguridad pública es el mantenimiento de un 
estado permanente de paz social, en el cual lo pacífico y la tranquilidad son la 
constante, acepción que está más acorde a un paraíso que a lo terrenal. Para la 
Criminología es, concretamente, la prevención de las conductas antisociales, y a 
contrario sensu, la Victimología la entiende como la certeza de la carencia de una 
victimización, 10 cual se traduce en la certeza de que la vida, papeles, bienes, 
posesiones o derechos están a salvo de cualquier daño y serán respetados. '55 

•• Vid Renato de J Bermúdez F • CompendiO de Derecho Militar Me~lcallo· Ed Porrua MéXICO 1996 Pág. 144 Así como el Código de 

Ju$tloa Militar. que en su Título Sexto· Delitos contra la segundad exterior de la NaCión' Determina que son traiCIón a la Patna, espionaJe. 

delitos contra el derecho de gentes y la ViolaCión de neutralidad o de Inmunidad dlplomá~ca, en tanto que su Titulo Séplimo . Delitos contra la 

segundad Intenor de la NaCión' contempla a la rebehon y a la sediCión [ Codrgo de JustiCia MIlitar Mé~lco Talleres autograficos del Estado 

Mayor de la Defensa NaCional T 1 1996 Págs 73 a 83 J 
152 Vid Et al! • Memona Foro NaCional de Segundad P¡jbllca· Me~lco P A N Comité DirectiVo Regional del D F MéXICO 1996 P 25 En la 

ponenCia del Dr. LUIS Rodnguez Manzanera denominada' la segundad publica y la participaCión Ciudadana . 

153 Vid Ibídem p 26 

••• Para hablar del Estado de Derecho debemos tener presente que ello Implica un orden jt.lfldlco que, per se, es Justo, para no Incurnr en la 

defensa de lo Injusto por el hecho de estar en la norma Jundlca 

154 Vid SamueJ González RUlz, Op Clt P 48 

155 Vid. Ibídem págs 26 y 27 
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En lato sensu, " ... la Seguridad Pública es el conjunto de condiciones 
materialesr jurídicas e institucionales que permiten a la colectividad tener 
confianza de que su persona, su patrimonio y otros bienes jurídicos tutelados serán 
vigilados serán vigilados y defendidos por los órganos del Estado. ,,156 

Sin embargo, esta figura irunersa en el sistema punitivo adquiere una 
orientación más restringida, ya que alude a la protección que se lleva a cabo por los 
mecanismos del control social fennal duro por antonomasia, buscando y 
propiciando la paz y el orden públicos a través de las acciones de prevención y 
represión de las conductas antisociales sancionadas por las normas jurídicas 
penales y administrativas vigentes que afectan la estabilidad social por lesionar sus 
valores y bienes tutelados por la norma jurídica. Este proceso se realiza por 
conducto de los órganos de procuración, impartición, administración y ejecución 
de la Justicia Penal, así como de los sistemas policiacos existentes en una 
colectividad.157 

Abrazando este concepto restringido, considerarnos que la política de 
seguridad pública debe contemplar los sistemas de control penal y no los 
meramente policiacos, gracias a ello, se amplía el horizonte de acción de la 
Seguridad Pública, formando parte de la Política Criminológica. Ahora bien, para 
ciertos autores, ambos ténninos son de idéntico contenido, y en México se tratan 
indistintamente a la Política Criminológica con la Seguridad Pública en sentido 
amplio: y ésta a su vez, en Seguridad Nacional o Interior. 

Gracias a estas nebulosas conceptuales se planean, instrumentan y aplican 
diversas y múltiples políticas que están desvirtuadas de origen, afectando así el 
ejercicio y desarrollo de las atribuciones, que les corresponden a los órganos de 
gobierno, de acuerdo a su naturaleza en el sistema penal mexicano, produciendo 
situaciones o actos ilegales, que en ocasiones pudiesen desencadenar en 
violaciones a las esferas de competencia de las instituciones, de los prístinos 
derechos humanos consagrados en nuestra Carta Magna, y en forma simultánea la 

156 Víd_ Ibidem,.)pags_ n y 78 En la disertadon . Modernlzaci6n de las instituCiones de Segundad Públlca_ " sustentada por el uc. José 

AntonIO González Femandez. en su carácter de Procur¡;¡dor Gener¡;¡1 de Jusllaa del D F Y actualmente Director Gener¡;¡1 del tS S.S.TE. 

157 Vid Ibldem P 43. 

El tratadista argentina Eugelllo Raul Zaffaronl esttJ de acuerdo con esta afirmacron que ensancha la esfer¡;¡ de actuaCión de los 6rganos que de 

una u otra forma, íntelVlenen en brindar la Segundad PUblica a la pobla06n en general, a sus InstituCiones SOCIales y estatales (Vid su obra 

'Tr¡;¡tado de Derecho Penal Parte Gener¡;¡J • Tomo I Ed Edlar. Buenos Aires, Argentina. 1980, p 61) 

• Vld_ ley Gener¡;¡1 Que Establece las Bases de Coordlnaaan del Sistema NaCional de Seguridad PúbliCa. en su artículo JO, el cual nos 

proporCiona la concepoon ¡undica de la Segufldad Pública, a saber. • es la funoón a cargo del Estado que tlene como fines salvaguardar la 

Integfldad y derechos de las personas, aSI como preservar las libertades> el orden y la paz pubhcos Las autoridades competentes alcanzaran 

los línes de la segundad publica mediante la prevefloón, persecuCión y sanCiófl de las infracaones y deMos, as! como la rejnsefCIon SOCIal del 

delincuente y del menor mfrador la fuflOÓfl de segufldad publica se realizara en los diversos ámbitos de competencia, por conducto de las 

autonaades de la pellCla preventiva, del MlI'1ls!eno PUblJco, de los tnbunales, de los responsables de la pnsi6n prevefl~va, ejecuci6n de penas y 

tratamoento de menores infractores, de las eflcargadas de pro!ecct6~ de las ,nstalaClones y seJVICios estratégicos del país, asi como por las 

demas autofldades que efl razQfl de SlJS atnbuClones. deban contnbUJ' d,recta ° mdlrectamente al objeto de esta ley 
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inc[¡ciJciiJ en SllS cstrategiéls y dccim1l's pM,J control.u.1 1<1 delincucnci<l qllc se nutre 
de esta dispersión disfuncional, (uantIt<lt!va y cualitativa, de los órganos dc 
seguridad pública de la Fcdcracion, del Distrito Federal, de los Est<ldos y los 
Municipios, Luego entonces, sigue existiendo y creciendo la insegurid<.ld pública. 

La nOCión báSIca que da sustento tanto a la seguridad pública como al orden 
público," es la noción del peligro, el cual debe ser cierto, preciso, concreto y no 
abstracto ° difuso, toda vez que la esencia de la seguridad pública, como cualquier 
otra, se ha de caracterizar por evitar dicho peligro o amenaza sobre los bienes 
jurídicamente tutelados. Este es el hilo que une cotidianamente a los gobernados 
con el Estado y sus órganos, porque "La seguridad pone en relación lo objetivo y lo 
subjetivo; implica la confrontación de un sujeto, el individuo, con la armadura 
social objetiva que lo protege ... "158 La protección que el ciudadano vive en carne 
propia se despliega en el ámbito de la seguridad pública, la que incluye a los 
órganos e instituciones estatales preventivos y represivos que se adscriben a los 
cuerpos policiacos administrativos, estén o no bajo las órdenes del Ministerio 
Público, porque todo el cuerpo policiaco debe tener presente hacer efectivo el 
orden, ya sea en forma preventiva o correctiva.159 

Es importante destacar que la seguridad pública se ha conceptualizado en 
un margen de actuación más allá de la mera previsión de los hechos o actos del ser 
humano, que de suyo ya es una labor ardua, compleja y falible, al contemplarse los 
hechos de la naturaleza, para preservar el orden y la tranquilidad pública.'" 

Sin embargo, la seguridad pública por ser multívoca posee plurales 
objetivos que no se excluyen uno del otro y su búsqueda requiere de una política 
coherente y racionalmente estructurada en diversos frentes que rebasan por 

., De acuerdo con el lunsta español AqUlITeazltuenaga, orden publiCO es el conjunto de reglas no escntas en el ámbito públ¡co para el 

comportamiento del particular cuya observanCia es contemplada como condiCión Indispensable para una conVivenCia Ciudadana ordenada ' 

Vid lñaltl AqulITeazltuenaga " La coaCClon administrativa directa' Ed Clvltas Inslltuto Vasco de AdministraCión PúblICa Madnd. España 

1990 págs 65 a 75 

Para el Poder ReVisor el orden publico es aquél de cuya preservación depende la annonla de la vida social, y sin él no puede haber 

estabilidad, o tranqUilidad, y senala que la paz Intenor es el propio orden público esencial, diVidiéndose en 

A) ORDEN ADMINISTRATIVO A cargo de las diversas corporaciones poliCiacas, y B) ORDEN MATERIAL Encomendado a la pollcia en 

general Ahora bien. EL ORDEN PÚBLICO MATERIAL es la ausenCia de agreSión fislta humana, en tanto que EL ORDEN PÚBLICO EN 

LATO S¡¿NSU, se Idenbflca como el oroen jundlco 

[Vid Suprema Corte de Justicia de la NaCión' Segundad PÚbllC$ • ACClon de InconstltUClonalidad 1196 Op Cit págs 59 y 60 1 
158 El a1l • Obra Jundlta Mexicana' Procuraduna General de la Republlca MéXICO 1988 René González de la Vega,en su ensayo' La 

JustiCia y la segundad pública ' 

159 !dem 

160 Academia de Pollcla del Dlstnto Fe<leral, • Introducclon a la segundad pUbllC<l' Apuntes mec<lnografiados, $le México 1986 Glt por LUIS 

Carlos Cruz Torrero' Segundad, Sociedad y Derechos Humanos' Ed Tnllas MéXICO 1995 P 33 

En esta obra de referenCia se e;o::presa que la tranquilidad publica es el estado o situación que se reqUiere para eliminar Ciertos hechos que 

$On perturbadores del orden, que pueden provocar desgraCias o calamidades publicas' (Idem) 
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mucho, el ámbito policiaco, tal como se desprenden de los mismos, y los cuales 
enunciamos a grandes rasgos: 

.Lograr que los habitantes de una ciudad vivan un ambiente de paz y 
tranquilidad que les pennita ejercer sus derechos y cumplir sus obligaciones 
a fin de desenvolver libremente su vida diaria y alcanzar su desarrollo 
personal y colectivo.lb1 

• Mantener el orden público. 

• Proteger la integridad física de las personas así como sus bienes . 

• Prevenir la comisión de delitos e infracciones a los reglamentos gubernativos y de 
policía . 

• Colaborar en la investigación y persecución de los delitos. 

• Auxiliar a la población en caso de siniestros y desastres)62 

.Mantener la tranquilidad y el orden público, protegiendo los intereses de la 
sociedad.l63 

Si consideramos esta gama múltiple de fines generales que persigue la 
seguridad pública en nuestro país resalta que su consecución únicamente es viable 
a través de la estructura orgánica, funcional y operativa de un política integral que 
dirija el Estado con el concurso de la sociedad y sus instituciones, porque es un 
servicio público que por ende, necesita de conocer los I insumas' económicos, 
educativos, y culturales que presenta la sociedad, porque" La seguridad pública 
no debe ser comprendida exclusivamente bajo criterios policiales. Va más allá de]a 
prevención o persecución de conductas antisociales y delictivas y se articula a todo 
el proceso de justicia, desde una comprensión sistematizada que privilegia el 
esfuerzo y la coordinación entre las instituciones políticas, económicas y sociales 
de todo el país y que deriva en una política nacional congruente, coherente y 
sistematizada. 11164 

Para alcanzar estos objetivos se han estudiado las causas de la inseguridad, 
y se ha establecido que: "en gran medida las causas de inseguridad pública 
corresponden a la naturaleza del medio en que se delinque. En áreas urbanas de 
alta densidad de población genera en anonimato y la atomización social del 
ciudadano; las concentraciones masivas inciden en el ámbito de la población y la 

161 Ley de Segundad PúblICa del Estado de TIaxcala CII por LUIS Carlos Cruz Torrero Idem 

162 Ley de Segundad Públlc¡;¡ del Dl$tnlo Federal ibldem p 34 

163 Ley Orgamca de los Cuerpos de Segundad Publtca del Estado de Nuevo Lean Idem 

'164' Programa NaCIOnal de Segundad Publica Poder Elecubvo FederaL" 5ecretana de Gobernaci6n MéXICO. 1996. P 5 
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vida comunit<:lri<l se convierte en una incesante competencia p.1Ta mant('ncr el 
espacio vital" .h,:, 

Los factores que originan la inseguridad pública son multidimensionalcs' y 
provienen de los sistemas sociales, culturales, económicos, jurídicos y políticos de 
la sociedad compleja que hoy vivimos, razón por la que se requiere de un enfoque 
integral que permita la aplicación de la teoría de sistemas en el subsistema penal 
mexicano que ha de diseñarse en la Política Criminológica y la política de 
Seguridad Pública que la desarrolle y ejecute. Por estas razones, la Seguridad 
Pública no es sino una política integral que requiere concebirse en un servicio 
público que debe desarrollarse por múltiples órganos de autoridad que rebasan el 
ámbito de lo policlaco, toda vez que la sociedad no necesita un agente de la policía 
en cada esquina ya que lo necesario es tener un medio ambiente que lleve a su 
mínima expresión los trastornos, desórdenes, conflictos y actos antisociales que 
atentan contra el bien común:' Más bien, ¿ cómo podemos construir este medio 
ambiente que hemos concebido como seguridad pública ?, Kenny ¡ohn nos oríenta 
al decir: "La creación del medio ambiente (seguridad pública) debe llevarse a cabo 
dentro de la estructura de las leyes, los usos y las costumbres sociales del país y 
con el fin de servir a voluntad (sic) de la sociedad en general..."l66 

Esta concepción es la más próxima idea que se tiene del poder de policía en 
su sentido amplio, ya que ésta potestad del Estado se traduce en la gestión pública 
del Gobierno, desde cualquier órgano administrativo, ya materializada, es decir a 
cualquier acción del Estado,167 

En otras palabras, la visión modema en la política pública del Estado 
democrático en materia de Seguridad Pública debe sustentarse en su naturaleza 
propia: es un estilo de vida sine que non para el desarrollo personal y 
comunitario,l68 que rompe con la barrera de abrazarla como un asunto irunanente 
al Estado. 

165" Guia Descnptlva del Programa NaCional de Segundad' Secretana de GobernaCIO)n MéXICO S/f. pags 21 y 22 Clt por LUIS CarlOS Cruz 

Torrero op Clt 

'Vid Plan NaCional de Segundad Pública 1995-2000 Op Clt págs 9 a 50 Asi como la' Guía deSCflptva del Programa NaCIOnal de Segundad 

Publica 'que enunoa. a grandes rasgos los siguientes -Acentuada cnsls económica .Exploslón demográfica .lnefiCiente capaCitaCión de los 

cuerpos poliCIacos .Penuna económica .Falta de coordinaCIón entre autondades federales y local .CorrupCIón .Ausencla de esplntu de 

::;t.<IVI<':IO .lrrenexlVi3 conducta de mediOS de comunicaCIÓn maSIlia .Escasa partiCIpaCiÓn Ciudadana 

,. Comparllmos la acepCIÓn dada por el Or tUIS Rodríguez MarlZBnera y que parte de la ensel'ianza tomista. Siendo que el bien común es aquel 

que !>lendo bien de cada uno de los mtegrantes de la SOCiedad. lo es también de toda la colectividad Víd Cnmlnología p 21 

166 Jaime Casas Alemán' La segundad pública en el Dlstnto Federal 'TesIs para obtener el titulo de licenCiado en Derecho UllIversldad 

Parmmencana 1992 pag 36 Clt por Cruz Torrero. LUIS Carlos op elt p 33 

167 Esta es la VISiÓn que expresa Daniel Herrendorf en su hbro' El Poder de Policía en el Estado Democrático 'Instituto NaCional de CienCias 

Penales de la Procuraduna General de la República MéXICO 1990 

168 Roger Sartra en su artículo 'NaCionalismo rellolUClonano y segundad naCional en MéXICO' afirma "el enorme Incremento de la cnmlnalldad 

y de la ViolenCia en zonas urbanas e mdustnallzadas esllmula las tendenCias a expandir lo que podríamos bautizar como una cultura de 
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Ahora bien, veremos a la seguridad de carácter jurídico 169 la que, por ningún 
motivo es la propia seguridad pública, ya que bien puede suceder que el Estado a 
través de su aparato gubernativo actúe en todos los ámbitos de acuerdo con lo 
ordenado en las normas jurídicas, y exista, a la vez, inseguridad pública; es decir, 
la primera acepción es de contenido meramente normativo y presupone un 
acatamiento al principio formal de legalidad, independientemente del control 
social, formal o informal, que oriente el Estado para dar cauce a la criminalidad, a 
la delincuencia o a la violencia. En este contexto, la seguridad jurídica propicia las 
condiciones para la existencia cabal de la seguridad pública, de a1ú el punto de 
unión en ambas ramas, que lamentablemente se fusionan en el léxico coloquial y 
aún, en el institucional, teniendo como consecuencia la ineficacia en la lucha contra 
las crecientes conductas antisociales en lo cuantitativo y 10 cualitativo. 

La seguridad jurídica es condición necesaria para que exista la seguridad 
pública, más por sí es insuficiente para garantizar el respeto de los derechos 
humanos y los bienes jurídicamente protegidos - en especial por el Derecho Penal -, 
por terceros.170 Estamos situados en la justificacíón misma de la razón de ser del 
Estado de Derecho ya que está obligado a dar respuestas eficaces a los conflictos 
que aquejan a la sociedad para la cual gobierna, y las medidas que instrumente y 
aplique para proporcionar mayor seguridad es un ' inversión a futuro "71 que le 
permitirá legitimarse_ 

En el Derecho Penal la seguridad jurídica cobra singular importancia al ser 
la rama jurídica que concentra la coercitividad misma del estado, al sancionar con 
la pena la infracción de aquellas conductas que agreden los bienes jurídicos más 
preciados de la colectividad, de tal suerte que sus normas son una forma de 
asegurar la coexistencia. Su trascendencia en la praxis institucional en la vida social 
se corrobora al considerar que: " La función de seguridad de la coexistencia se 
cumplirá en la medida en que se garantice a cada quien la posibilidad de disponer 
lo que considere 10 necesario para su autorreaEzación; existiendo la certeza de esa 
posibilidad de disposición (aspecto subjetivo) ___ "172 

Para cerrar este apartado diremos que la seguridad jurídica penal inicia con 
la política que debe asumir el Estado a partir del principio de mínima intervención 

segundad: asi el peligro de que el naoonalism(J sea stlshtuiclo por un", cu~ura de segundad es real Sabemos blE'-" que el culto a ¡ .. Sl"guñd::ld 

termlOa propiciando la expanSIón de la ¡nseguntiad- Del libro En busca de la segundad perdida . Citado antenormente. 

169 Por razOlles de espaCio. nos pemutlmos sugenr al lector se SIlVa remlllr al Capitulo 1 en Su apartado 3.3 , en el cual esoozamos la noción 

de SEGundad Juridlca 

170 Vid Sarnuel Gonzalez RuIX. Lopez Portillo V y José Arturo Yai'iez R P 45 

171 Vid. El all. ' libertad Y ¡uslloa en las SOCIedades modernas' Ed Miguel Angel Poma-Instituto NaCional de SoIldandad México. 1994 

pags 183 y 184 (Bnan Barry • La Juslloa o la dlstnbucJOn de la Ilbertac ·op al) 

172 Ralil EugeniO Zaffaron, . Manual de Dered10 Penal 2" ed. Cárdenas Editores MéXICO 1988 pags 49 y 88 Cil por lUls Carlos CnJz 

Torrero op Cll P 30. 
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del Derecho Penal y el móxima rl~i1!tí'.l(!lln de un.1 politic.l intL'grill de pn.:-vencilm y 
seguridad de los habitantes' y su~ instituclom.':-, a tr.1vL's dL'l combate frontal a los 
factores de la criminalIdad y la delJllcuencJa sin detrimento de los derechos 
humanos inherentes a los gobernados. 

La conjugación de las políticas públicas que buscan en forma inmediata la 
seguridad en la vida, la integridad física y afectiva, la propiedad, los derechos y 
posesiones de los integrantes de la sociedad es posible únicamente a través de la 
instrumentación y aplicación de la Política Cnminol6gica científicamente 
estructurada en el seno del propio Estado porque éste es el espacio al que le 
corresponde practicar todas las medidas necesarias para garantizar el libre y 
normal desarrollo del pueblo, sus asociaciones e instituciones, alejándolos de los 
factores, causas y efectos que ocasionan la criminalidad y la delincuencia. 

No existe pues, razón alguna que justifique o motive la transgresión de los 
derechos humanos en aras de la Seguridad Nacional y la Seguridad Pública porque 
precisamente ambas deben estar en función a la preservación del orden público 
que implica, precisamente, la estabilidad y paz social que requieren las personas 
para vivir en la armonía mínima indispensable para lograr su desarrollo individual 
y colectivo en todos los ámbitos en los que se desenvuelve. A través de la Política 
Criminológica debemos encauzar todas las fuerzas de seguridad del Estado para 
prevenir, combatir y reprimir a la delincuencia, no al delincuente. 

3.2.- RELACIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS. 

El quehacer del Estado en materia de seguridad se divide únicamente con 
fines operativos y orgánicos, debido a la distinción de grado que existe entre las 
diversas esferas en que se compone porque su fin no puede ir contra el orden 
público que le da sustento a su poder. Poder público que se instituye para bien del 
pueblo y sus instituciones sin detrimento de los derechos que le reconoce nuestro 
orden magno y las leyes que derivan de su cuerpo, de no ser así estaríamos 
agravando la ya insostenible inseguridad que priva en nuestras vidas en todos los 
órdenes del desenvolvimiento moderno. Es por esta premisa que pugnamos por la 

• Este concepto es el témllno más recientemente ullllzado por los especialistas y pretende ampliar su contenIdo para mejorar aun la voz de . 

segundad ciudadana' [Vid página nola de pie de págma de la pagina 167 1 toda vez que ésta ulllma excluye a todos las personas que no 

poseen dicho carácter jurídlco-pollllco, Ignorando a los menores de ed3d y a los entes colectiVOS de derecho y a otros sectores de la SOCIedad 

que de hecho. no se les reconoce tal carácter La Intención del uso de esta voz es acercarse a la nooón del' desarrollo humano sostemble', 

cuya esenCia es que todos deben tener Igual acceso a las oportunidades del desarrollo en las condiCIones de su presente y en su futuro Vid 

Ellas Carranza 'S,tuaoón del delito y de la segundad de los habitantes en los paises de Aménca Latina en la obra' Oehto y Segundao:! de los 

habitantes • Et all Siglo XXI en coedlClón con el Programa Sistema Penal y Oerechos Humanos' ILANUDIComlSl6n Europea MéXICO 1997 

P24 
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Política Criminológica como el fiel de la balanza que permite el equilibrio de las 
políticas públicas de la Seguridad Nacional y la Seguridad Pública por ser éstas las 
dimensiones materiales del Estado que deben propiciar las condiciones mínimas 
que permitan la estabilidad y tranquilidad rrúnima a las personas en su integridad 
física, intelectiva y emocional; en sus propiedades; posesiones y derechos. Ambas 
esferas no se excluyen ni repelen porque ambas se incluyen y atraen en función de 
la dualidad que posee la palabra primigenia que les da vida: seguridad. 
Expliquemos. 

Si tenemos que la seguridad tiene dos aspectos: 

A) El negativo, que es la concreta capacidad de impedir o extinguir una 
relación negativa en la que existen riesgos que se ciernen sobre la vida de los 
individuos o de la propia colectividad, sobre la estabilidad política, económica .. o 
social, por el respeto a la libre autodetenninación de los pueblos, por el respeto a 
los derechos humanos, la soberanfa de los Estados, el respeto a Jas fronteras 
territoriales políticas, ... u otros intereses legítimos de la Nación y el Estado. 

B) Y el positivo, que es la capacidad de fortalecer, promover o establecer 
relaciones positivas para dar continuidad de la satisfacción de las demandas 
esenciales de la población, de sus instituciones sociales y los individuos que la 
integran propiciando las condiciones mínimas que requieren para su desarrollo en 
las materias de alimentación, salud, vivienda, educación, trabajo, progreso 
económico y cultural, recreación, preservación de su medio ambiente y los recursos 
naturales con los que cuenta, ... en fin, de todos aquellos elementos que permitan 
un desarrollo integral, equitativo y sustentable.173 

Luego entonces, podrá apreciarse la seguridad contemporánea a la que 
anhela todo Estado democrático de Derecho no se circunscribe al fortalecirrúento 
del sistema de justicia penal, en todas sus fases y niveles, porque prácticamente ella 
actúa en sentido negativo, y en su aspecto positivo esta rebasada drásticamente al 
gozar de una policía cuya función preventiva se encierra más bien en el cajón de la 
disuasión física por la presencia que tienen ante los ojos de una sociedad 
desconfiada de su actuar por diversos motivos: corrupción; incapacidad operativa, 
estratégica y académica, en fin, ineficacia. En este orden de ideas, jamás podremos 
los habitantes concebir una seguridad sin la existencia de una política integral que 
coordine a los órganos gubernamentales del Estado en la búsqueda de mejores 

173 Vid EIguea, JaVIer A en su ensayo' Segundad Intemaoonal y desarrollo l1800nal la búsqueda de un concepto_O Op. Cll P 87 En este 

mismo senhdo concuerdan Gl.ladalupe González Gonzalez en • Los desafios de la modernizaCión ¡nconclusa: estabilidad. democraCia. y 

segundad naoona! en Mexlco • de la obra • Las segundades de MéxiCO y Estados Unidos en un momento de tranSICión' Op_ ot págs. 139 y 

ss as; como 8uzan 8arry_ • People. state$ and fear The natlonal secunty problem In Ihe Ihlrd wOrtd • ot rdem, EI¡as Carranza • Sltuacion del 

der,to y de fa segundad de ros habitantes en fos paises de Amenca lanna • En fa obra' Oer,10 y Segundau de los IlabJtantes • Op_ ciL P 24, as'­

como Vid_ Kñs Bonner • SItI.laoÓn del delito y de ¡¡¡ segundad urbana en Europa Politices de segundad en las grandes ciudades 'p 50, de ta 

misma obra y Alessandro Baratta POlítica Cnm,nal entre fa pollúca de segundad y la poh\lca SOCIal' Pags 80 y ss ¡bid 
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condiCiones de Vld,l <-lue pennit<lll obt(,LlC! un dt'sarrollo sustentable y se sumen a 
la prevención de ]il niminalitÍ<.1d y 141 delincuencia tan característica de nuestros 
días. 

En otrns palabras: se requiere fortalecer el sistema penal mexicano por ser 
éste un elemento que compone al control social de una sociedad organizada 
jurídica y políticamente en un Estado democrático de Derecho, más sin embargo, 
penal mente hablando, fortalecer no es sinónimo de endurecer, porque nuestra 
propuesta nunca deberá interpretarse con el robustecimiento exacerbado del poder 
punitivo de los órganos de Gobierno con poder punitivo, ya que en realidad, 
estaríamos en presencia de un Estado totalitario cuyo sistema penal se conduciría 
bajo la égida de la comente radical de la Seguridad Nacional caracterizada por el 
sometimiento del Derecho a los intereses de quienes encarnan los órganos de 
gobierno y quienes detentan el poder político y económico. 

En los regímenes de seguridad nacional se trastocan los fundamentos del 
Estado democrático de Derecho ya que agrede los principios constitucionales que 
le dan sustento y vida porque en este régimen existe la tendencia a desaparecer la 
denominada división de poderes al debilitar las facultades jurídicas que les 
corresponden a los Poderes Legislativo y Judicial, concentrando el poder en el 
Ejecutivo Federa1 174 y en forma particular en su estructura militar.175 

En el régimen de Seguridad Nacional la represión es omnipresente en los 
renglones de la vida pública y privada por estar basada en la condición 
permanente de conflicto entre los gobernantes con la sociedad, a tal grado de 
irracionalidad que se sanciona penalmente el ejercicio de las libertades públicas 
que atacan este terrorismo institucionalizado, sin excluir las conductas anteriores a 
la instauración del sistema penal totalitario, es decir, el principio de 
irretroactividad de las leyes penales adoptado por los Estados liberales de derecho 
se quebranta impunemente por autorización expresa de la ley.176 

El derecho penal se transforma en el instrumento coactivo más utilizado en 
este régimen de gobierno y se torna en el síntoma más revelador de un sistema 
político, que más allá de su origen ile$ítimo e ilegal,. es incapaz de brindar 

174 Este proceso ¡je Slntesls se presenta por conducto de la dotaclon de facultades legislativas al Poder EJecutiVO, de la presenC13 de 

legislaCiones de excepción y espeoales. se omiten los procesO'! de CreaClon de leyes SIn oor d,s<:utldas p;lr.J ser oprobadas por proeGcllmientos 

administrativos Para el Poder JudiCial se preve su detnmento JUrisdiCCional al ampliar el espectro de compelenc:as de la JustiCIa penal militar y 

resaltando. la aSlgoaClon de facultades de hecho y de derecho. a los cuerpos poliCiacos que son. er¡ realidad. la intromisión de lo administrativo 

en lo JUdiCial en el Sistema perlal. cuya fuerza cobra mayor envergadura al tener el respaldo del EjecutiVo Vid Femando Tocora Op Olt p. 180, 

182.189 y 190 

175 EXiste un arltecedente legislatiVO en el Cono Sur de nuestro contmente en la ley 2174 de la Argenllna. ordenamiento legal que autonzó a 

delegados de la Junta Militar y a otras autondades gubernamentales supenores. Indefecllbtemente COntroladas por la cúpula militar para dar de 

baja a los servidores de la AdmlOlslraclon Pública Vid Fernando Tocora Op Clt P 187 

176 Vid Ibldem p 19t 
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soluciones a los conflictos económicos, políticos y sociales_ Y es que se constihIye 
en el control social formal exarcerbado del Estado al contener tipos abiertos con 
elementos subjetivos que ignoran el principio de legalidad penal177 al contener 
nociones ideológicas y conceptos vagos e imprecisos para la doctrina juridica 
contemporánea_ En lo adjetivo se olvidan los derechos humanos que el- modelo 
clásico, liberal y humanista ha sellado en el procedimiento penal moderno, toda 
vez que sus nOnTIas I seguristas ,178 relegan a las I garantistas " que son propias del 
Derecho Penal moderno, liberal, democrático y humanista. 

La sociedad y las instihIciones sufren la militarización al existir un orden 
jerárquico vertical de poder y disciplinamiento en el cual se elimina a la desviación 
sociat a la protesta y a la inconformidad política_179 Existe la más pura raíz 
ideológica de la esfera castrense al dirigir sus esfuerzos en anular cualquier signo 
de riesgo o amenaza para el régimen político y económico en el poder que intenta 
'absorber' a la sociedad civiI180 para proteger sus intereses particulares o de grupo 
en aras de la seguridad del Estado o inclusive, de la Nación. 

Es increíble* la carga ideológica que posee esta corriente radical de la 
Seguridad Nacional toda vez que su práctica nos conduce al extenninio de 
cualquier derecho inmanente al ser humano, independientemente de los que 

177 Víd ¡bid. 

178 Este procedimiento posee elementos normabvos ¡nW!rSOS a los pnnClplOS de Iguaklad, legalidad y seguñdad JurídIca que se han 

conquistado a la fecha por el Derecho Penal, toda vez que son de carácter eminentemente rnqUISlbvo, porque exIste la apllcaaon analógica de 

la ley penal, se est!olece el secreto del procedimiento penal, se redlJcen los plazos para realIZar una debida y adecuada detensa, se -InVIerte la 

carga de la prueba en contra del presunto responsable, existe la tortura como pr<!dlca instituCIonal para obtener la 'contesion·, se pennite la 

confiscación, no se re00r1OCe la funoón resocial,zadora de la pena tod¡¡ vez que se permIte la eliminaCIón de la persona por ser peligrosa a los' 

jntereses de la NaCIÓn " hay pues, la ' muerte civil' en fin, el terror prevalece como premIsa teJeológlca del derecho penal ¡ Vid Femando 

Tocora. Op cit págs. 181. 191, 192y 193. J 
AliadO del SIStema inqUISitivo existen el Sistema acusatono y el mIldO. para conocer SUS rasgos véase GllIllenno Colín Sanchez. • Oerecho 

Mexicano de Procedumentos Penales." 15- ed_ Porrua. México 1995 Pags 88.89 Y 90 

179 Vid_ Fernando Tocara Op ot p. 185 

180 kiem 

* Cierto autor fue capaz de expresar las atroodades que caractenzan a este regimen de gobierno coadlvo e Inhumano en el ctlal no existe 

OIngún Estado de Derecho, a saber "1 - Se evIta la directa reacaon Intemadon,,1 que hubIera ImpoSIbilitado la realIZación de 30000 

fusJlamrentos ., 2 - El pueblo argentrno no esta preparado para aceptar la apllcaoón maSiva ni slqu¡era select¡va de la pena de muerte, 3 - La 

confidencialidad y el secreto del accr,;mar dandestino de las FlJeQas Armadas da enormes ventajas sobre el enemIgo Al Le hace Ignorar SI el 

secuestrado se enctlentra VIVO o muerto. mdlJSO muctras veces, SI realmente ha SIdo detenIdo, Bl PermIte la tortur<> Sin limite de los detenidos 

quienes no pueden luego denu1"l(';iar los ve}irmenes ni éstos ser comprobados por JUeces desafectos -al proceso", C) EVIta que luego de los 

mterrogatoños, el detenido haga saber a sus compañeros la mformacron que le fue arrancada, Dl Permite quebr;¡r la reSistenCIa medIante el 

tratamiento prolongado de los pñSioneros: y El Hace poSible la aphcaCJOn de métodos pslcologrcos tendIentes a alter;¡r su Identrdad polrtrca y 

psíquica, 4_- FaCIlita la apllcaoón masrva de la pena de muerte. SIn neceSIdad de pruebas y elementos juríd¡cos de convicci6n, Imprescindibles 

en el proceso legal; 5.- POSIbIlita la apl¡caClón de la pena de muerte a mUjeres, anCIanos, menores de edad y a figur;¡s reconood"s publica y 

SOCIalmente, lo que de otra manero sería rmpoSlble, 6 - Ampar<> el terror y eVita posibles aCCIones de las victllnas Inocentes. 7 - DIluye las 

responsabIlidades de cada caso con VIStaS al futuro, 8 - Oa margen al Ep¡scopado y a lOS ObISpos para seglllr apoyando a las autondades 

mIlitares, 9 - Produce un efecto dlsuClSlvo en loda la SOCiedad, mediante la expanslon del temor - {Eduardo LUIS Dunalde_ • El Estado terronsta 

argentino_o Argos. Barcelona, España págs 147 y 148 Clt por Fernando Tocora Op Clt P 194 l 
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reconoce el Derecho y el Derecho l'en,,1. En este sentido nos ,ltrl"Vl"rh\mo:::> ,:) decir 

que la doctrina castrense de la Seguridad Nacion.ll en su expresión m¡is raJicdl y 
extrema es sinónimo de la dict<1dura pura. 

En este régimen no existe sino un sistema punitivo <11 servicio del poder 
totalitario de los círculos políticos y económicos que desconocen al Derecho como 
vehículo de la transformación social, el bien común y el desarrollo equitativo y 
sostenido toda vez que es un instrumento totalmente represivo, no hay prevención 
general que combata a la criminalidad y a la delincuencia, ni prevención especial 
que trate de rehabilitar al delincuente juzgado y vencido en tribunales con las 
formalidades esenciales del procedimiento liberal. En este régimen simplemente no 
existe Política Criminológica sino política criminal que pretende dar legalidad a los 
delitos políticos y oficiales que se gestan, desarrollan y evolucionan en el seno de 
los órganos gubernamentales. 

Contundentemente afirmamos que lo único que tenemos en este régimen es 
un control social paralelo opuesto al propio desarrollo individual, colectivo e 
institucional de la sociedad contemporánea, y es que indefectiblemente debemos 
tener presente que a la criminalidad, a la delincuencia y a la impunidad se le 
combate con la seguridad positiva y negativa que el Estado debe conducir e 
instrumentar, sin arribar al extremo aberrante de la doctrina de la Seguridad 
Nacional que se transforma en sinónimo de una Política Criminal terrorista servil a 
los intereses mezquinos de los gobiernos totalitarios, que desvirtúan la naturaleza 
intrínseca de cualquier política pública que un Estado democrático debe aplicar en 
sus órganos de gobierno. 

Una vez desechada la doctrina radical de la Seguridad Nacional con las 
esferas de la seguridad cuyo pilar es la estabilidad, el orden y la paz pública, 
hemos de rechazar tajantemente su vida en el Estado mexicano que se perfila y 
lucha constante y permanentemente por ser un Estado democrático de Derecho 
que pugna por un sistema de seguridad uniforme e integral en la estructura 
funcional y orgánica del Estado que trascienda a la limitada visiÓn de la Seguridad 
Pública como actividad reservada a la actuación de los cuerpos policiacos. Veamos. 

La palabra policía proviene del latin politia, acepción que denota " la 
organización política, gobierno ,,182 es decir, la ciudad, el buen orden que se 
observa y guarda en ellas.183 En su origen etimológico este concepto nace como una 
dimensión funcional más amplia que la que actualmente le reconocemos porque de 
acuerdo con sus raíces" La policía en su acepción más amplia, significa ejercicio 

182· DlCClonano Latmo-español Español-latino· Ed Porrua Me)(ICO 1996 De Julio Plmentel Álvarez 

183 Vid LUIS Canos Cruz TorrelO op Cl\ P 36 
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del poder público sobre los hombres y las cosas. '84 En el dominio del derecho 
admiriistrativo designa al conjunto de servicios organizados por la administración 
con el fin de asegurar el orden público y garantizar la integridad o moral de las 
personas~ mediante limitaciones impuestas a la actividad y colectiva de eI1as."185 Es 
decir, la connotación primigenia de la policía es el poder material que posee el 
Estado a través de la Administración Pública para actuar antes o después de 
aquellos eventos, individuales o colectivos, que colocan en peligro los intereses 
generales. Es la actividad más que el órgano gubernamental que le da 
materialidad. 

Evolucionando la organización de la vida pública de la sociedad organizada 
en un sistema jurídico se perfeccionaron las atribuciones de la Administración 
Pública al delimitarse de las dos Poderes de la Unión" contribución excelsa de la 
'teoría de división de poderes' y del principio de legalidad, y en este contexto la 
policía es "un cuerpo organizado y estructurado responsable exclusivamente de 
mantener el orden en la ciudad en vista de los principios de seguridad, salubridad 
y tranquilidad. "186 

En un estudio a cerca de la policía en México, explica que se trata de un 
cuerpo de seguridad subordinado a la autoridad política, que se encarga del orden 
público y del mantenimiento de la seguridad de los ciudadanos, para salvaguardar 
la realización de los fines del Estado en toda su extensión.187 

Precisamente esta es la idea que actualmente posee la policía en nuestros 
días: es el cuerpo de agentes revestidos de autoridad pública que pertenecen al 
Poder Ejecutivo Federal, Estatal o Municipal, que tienen como finalidad hacer 
cumplir la ley para mantener el orden y la paz pública mediante su presencia física 
en contacto directo con los habitantes para prevenir la comisión de hechos que 
sean calificados por los cuerpos jurídicos como faltas administrativas o delitos que 
se contemplan en la legislación penal. En este sentido la policía es componente 
esencial de la administración de la justicia penal. 

Está plenamente aceptado que la policía tiene como fines proteger la vida y 
las propiedades, preservar la paz y asegurar que las actividades de la sociedad se 
lleven ordenadamente en un sistema de vida democrático que el pueblo se ha dado 

184 Para mayor comprensión del tema se recomIenda la Interesante oora" El poder de Pollda (SIC) en un Srstema de Derechas Humanos." 

De Daniel E Herrendorf Ed Instituto NaCIonal de ClenClas Penales Me.xlco 1990 El autor aborda el tema concretamente y e.xplrca que se le 

ha dotado a la pollcia de amplios poderes al reconocer que poseen atnbuClones en, practicamenle, todos los ordenes de la Vlo'a, como sucede 

en el orden ¡undlCO norteamericano, expresando" la junsprudenCla en [os Estados Unidos ha llevado la competenCia del poder de policía 

hasta el mismo InfiMo "Op. dl p. 199 

185 Academla de Pol¡cia op ot, otando a Rafael Blelsa 

186 Miguel Acosta Romero' Teona General de DerechO AdmlOlstratl\{Q '7~ e<:!IClón Ed Porrua, MéxICO, 1976 págs 681 y 682. e'l por 

CruzTorrero, LUIS Carlos. Op ót.p 36 

187 Vid. Angela Vazquez de ForgMam yotras " La polloa en MeXlCO • ~Aex,oo 1987 págs. 9 y 10 CI! por LUIS Carlos Cruz Torrero Idem 
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J si nüsmo <1 tr<:lves de un orden jurídiCo, sus co:-.tumbres y usos generJlmente 
JceptaJo; sin excluir que posee LJcult,1Jcs de mas generales al pretender controlar 
y detener, en Su caso, a los individuos f..jLle no acatan las reglas sociales 
Jurídicamente reconocidas. f'ari.l nosotros resalta el hecho de '"lue se le atribuye188 a 
la policía un papel social ignorado. la coadyuvancia institucional para los demás 
órganos gubernamentales, al propiciar la construcción de un medio ambiente 
social ordenado y que agrcgtlríamos, estable. 

Tristemente aún en la década pasada hay autores nacionales que le 
reconocen a la policía una funcionalidad omnipotente que encaja en la 
exacerbación de la doctnna de la Segundad Nacional, reconociendo que su fuerza 
es oponible a la propia sociedad al estar en peligro la seguridad del Estado}89 
afirmación insostenible en un marco de derecho democrático al que aspira México 
por ser éste el único vehículo que se dirige al desarrollo y progreso de los 
individuos y la colectividad ante los embates de la criminalidad y la delincuencia 
actual. Actualmente se le reconocen a la policía funciones específicas que se 
delimitan en función del orden público y la paz social, rechazándose su papel 
represivo y coactivo que se justifica bajo conceptos políticos que son ajenos al 
orden jurídico que se constituye en nuestra Carta Magna y las leyes que de ella 
emanan. 

Estas atribuciones inherentes a las instituciones policiacas son: la vigilancia, 
la seguridad y la asistencia social a la comunidad, sin detrimento de los actos 
represivos que se deben llevar a cabo para mantener el orden público y la paz 
social.190 

A grandes rasgos existen cuatro grupos funcionales de la policía,' a saber: 

1.- Conservación del orden público o de la paz pública. En la esfera policiaca esto 
se traduce en la dispersión de grupos multitudinarios, manifestaciones ilegales, de 
disturbios y en forma pasiva su papel para preservar el orden público consiste en 
que "los cuerpos de policía tratan de establecer la reputación de invencibilidad, y 
de llevar al delincuente potencial la convicción de que no puede salir bien librado 

188 John Keney. at por Jaime Casas Aleman Op Clt P 35 

189 Jesús Sam López • La pollcla Judlaal en Mexlco ,. Sin edltonal MéXICO 1988 pag 13 Clt por LUIs Carlos Cruz Torrero op crt p 37 

Para el autor en ata la pohcia 'Es el organo ejecutor de las normas juridlcas y del Es1ado Tiene la obligaCión de oponer toda su fuerza SOCial. 

moral y matenal ante cualqUier persona fislca o SOCiedad (SIC) que ponga en pe~gro la ley Y el orden y la segundad del Estado Se entiende 

también como la fuerza organizada del Estada desllnada a la defensa comun del orden JundlCO contra los pellgros comunes que amenacen a la 

segundad' 

H~() V10 L\.llS eMos Cruz 'OITeeo op Clt P 38 

• Esta claSlficaoón telecl6glca se basa en la proporCIonada por LUIS Carlos Cruz ,orrero en la obra de • Segundad. SoCledad y Derecl10s 

Humanos • en su páginas 38 a 44. en la cual se menCionan las tareas correspondientes a cada esfera que se delimita Y que para los fines de 

la presente tesIs se toman como baslcos en la comprenSlon de lo que comprende. un concepto JUfldlCO lI1acabado como lo es la Segundad 

Publica 
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(SIC). "191 Esta función pasiva de los cuerpos policiacos contienen, implícitamente, 
la legitimación del sistema penal en sus dimensiones preventiva, investigadora, 
perseguidora, y represiva de la delincuencia, a pesar de que en ellas convergen 
otras esferas más amplias, como lo es la política pública de la prevención de la 
criminalidad y la delincuencia, así como la política social global que el Estado 
instrumenta a través de sus órganos gubernativos_ 

Radica esta imputación precisamente en la presencia física de los agentes 
policiacos en los lugares públicos en los cuales los habitantes cotidianamente 
transitan, laboran, conviven y viven, es decir, el contacto es directo y pennanente 
para con los habitantes de una comunidad .. poblado, municipio, o en las grandes 
ciudades, es decir, en forma inmediata existe una relación directa entre la policía y 
105 gobernados, de ahí que éstos ante el surgimiento de un hecho delictivo y su 
crecimiento cuantitativo y cualitativo, atribuyan el triunfo o fracaso del sistema de 
justicia penal que se integra de dimensiones desapercibidas para el común de la 
población. 

y es que debemos tener presente que este subsistema-está resquebrajado y 
descompuesto en fonna orgánica y funcional gracias a la carencia de la 
planificación, instrumentación y evaluación de esta actividad primordial del 
sistema penal, toda vez que se le relegó como una meTa técnica admirústrativa - a 
lo sumo -, sin concebirla como disciplina social que repercute, directa y 
proporcionalmente, en las respuestas del subsistema de procuraclOn y 
administración de justicia penal, y posteriormente, en el de ejecución de la pena y 
finalmente, en el de rehabilitación social del sentenciado y reo. 192 

191 Casas AJeman. op Clt., pág. 45 

•• De aoJerdo con la ordenaClOll dada poi" el suscnlo en líneas supenores (Vid Capitulo 11 en su apartado 3.3. con base en el criteno del LJc. 

Fernando Gareía Cordero), consideramos que la adMdad de los cuerpos polioacos se slruan pnnClpalmente en los subsistemas de prevenoón 

y de procuffiClón de justiCia, de acuerdo con nuestra estructura orgánica que eXlste en nuestro reglmen constItuCIonal 

Sin olvrdar que en ~ praxis mstltuClonal de nuestro país nuestros cuerpos pohClacos se I¡mltan a realizar campal'las de dlsua510n e mh¡blClón de 

la ctelmcuenoa toda vez que mediante su presencia fiSlCa persiguen detectar objetos. instrumentos o armas que posiblemente porten o 

trasladen los Ciudadanos consigo o en los medios de transporte terrestre, aéreo y maotimos asi como detectar matenales, substanCias, 

mstalaoones o lugares de cuttivo en los Ctlales se desarrolle la acllvld¡;d del narcotráfico. para aSI destru¡rros e imoar el procedimiento penal 

correspondiente, asi como otras actrvldades análogas y en el terreno político, de espionaje polihco que se Justifican en miras de la • Segundad 

Naoona! '_ Se concluye pues, que en nuestro país los cuerpos pollciac:Js están distantes de la SOCiedad porque no mteractUan con el mediO 

educativo. laboral, familiar o profeSional, en lo que concieme a campañas de onentaC!ón y difusión de prevenoon de actos IliCltoS que pudiesen 

desencadenar en delrtos_ Hay un dIVorciO SOCIal entre la comunidad mexicana y sus mstltuClones con los cuerpos poliCiacos, ocasionando una 

ruptura en la delecoón de factores o causas de la Óelincuencia. en la desconfianza de nuestro sistema penal en su esfera polloaca y de sus 

servidores publ¡cos. ileg¡tlmldad de sus actIVI<tades y organos. colUSión con ~ delincuenCia por amenazas corrupción y costumbre e 

Impunldad_ 

192 Vió Femando_García Cordero" la administraCIón de JuSIICla Penal en Mexlco Problematlca fundamental." en' Cnminana' Órgano de la 

AcaderrHa Mexicana de CienCIas Penales Año XlVrr Numeros 1·6. Enero-Junlo 1981 Porrúa 1981; Y de él mISmo" Política CñmlnaL Ensayos" 

Eó. Manuel Parnla_ México. 1987 
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Por ser el sistcm.1 pelldl tll'" red de fibras entrelazad<1s entre si '-llle se 
cl,hmentan unas de otras ('011 sus eslímulos y respuestas, el subsistema preventivo 
requiere robustecerse en los cuerpos e instituciones policiacas por ser tSstas el 
punto terminal nervioso que debe recabar las demandüs sociales más apremiv.ntcs 
y urgentes de la colectividad, en esta tesltura, se le debe dar mayor participación y 
énfasis en la política pública de la seguridad a cargo de los órganos estatales, 
siendo que su fortalecimiento y eficacia redundará en la consecución de la Justicia 
Penal que busca el Estado Democrático de Derecho. 

Ahora bien, esta función está dada en aras de la preservación de un 
concepto jurídico frecuentemente utilizado por el legislador ordinario y el 
constituido en los textos jurídicos: el orden público. Esta acepción se presenta con 
mayor frecuencia en las esferas del Derecho Internacional Privado, el denominado 
Derecho Público y el Derecho Civil. 193 Pero su utilización obedece a un fin común 
por tener una esencia en común que no debemos perder de vista en ningún 
instante del acto admmistrativo y jurisdiccional que se externe en el procedimiento 
penal, toda vez que el Poder Legislativo al crear cuerpos jurídicos que se integran 
por normas de carácter general, abstracto, impersonal e imperativas poseen los 
rasgos de ser heterónomas, plurilateralcs, y coercitivas que regulan la conducta 
externa de los hombres limitando, prohibiendo, autorizando y sancionando sus 
hechos y actos en razón de orientar la forma de ser intrínseca de toda sociedad. 

El orden público surge en el contexto de dirigir el destino de la sociedad en 
un ambiente de tranquilidad y normalidad que permita desarrollarse a sus 
miembros libremente. 

Si hablamos del Poder Constituyente y el Poder Revisor su alcance es mayor 
ya que" significa establecer un orden normativo operante en el que se tomen en 
cuenta en forma adecuada todos los factores reales del poder que existen y actúan 
en una sociedad detenninada, instaurar los principios de seguridad jurídica, paz y 
tranquilidad social, .... ,,194 Y para el legislador ordinario se consolida el orden 
público en el imperativo de hacerlo valer y guardar bajo los principios rectores que 
estatuyó en la Ley Cimera, siendo que si se le presenta una omisión deberá 
consolidar la integración del Derecho con los principio dados por la hermeneútica 
jurídica. 

Orden público no se concibe sin la intención expresa que le incumbe al 
Estado: propiciar y fomentar las condiciones económicas, sociales, culturales y 
jurídicas mínimas que requieren los individuos y las comunidades para convivir 
pacíficamente con los mínimos actos ilícitos que perturban su. tranquilidad social. 

193 Vid Ehsur Arteaga Nava Op el! p 44 Y ss 

194 Ibídem p 46 
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No cabe duda que esta figura jurídica se determina en razón de elementos 
axiológicos que son por ende, maleables e imprecisos, sirviendo de escudo a los 
intereses de grupos con poder económico o político los cuales conservan su 
seguridad atacando e inhibiendo a todos aquellos actos que atentan contra sus 
bienes. Sin embargo, aún en presencia de esta desviación de la verdadera 
naturaleza del orden público, se tiene una facultad discrecional que deberá 
ejercitarse en apego al orden jurídico normativo fundamental y ordinario 195 que 
emana de él. 

Luego entonces, el orden público garantiza el libre ejercicio de los derechos 
constitucionales e impide su limitación ilegal por parte de determinados 
individuos o grupos sociales. 

Ahora bien, es ineludible reconocer que H para mantener el orden público no 
basta con reforzar los servicios de la policía. Solamente si se elabora y aplica una 
política criminal a la par completa y justa, se podrá conseguir que los individuos 
respeten los límites impuestos a sus conductas por la sociedad."196 

2.- Protección de la vida y de los /Jienes. Esta función es la nota característica del 
quehacer cotidiano de los cuerpos policiacos y sus agentes, a la luz de la 
perspectiva de la población en general, por ser sus agentes quienes en los lugares, 
zonas o espacios públicos, se constituyen físicamente para disuadir a los 
delincuentes y criminales, o en su caso, detener al infractor de la ley administrativa 
o penal que tutela los bienes jurídicos de los individuos y sus asociaciones o 
instituciones. 

Esta esfera se ha tocado pragmáticamente en la capacitación y 
especialización de los cuerpos policiacos para que actúen en situaciones de riesgo 
que coloquen en peligro a los bienes e integridad de las personas ante la presencia 
de actos criminales y delictivos. Empero, es hecho público y notorio debidamente 
documentado y acreditado, que la preparación técnica especializada y la 
capacitación permanente de los cuerpos policiacos es precaria, deficiente, obsoleta, 
discontinua, excepcional e ineficaz, claro, para combatir a la criminalidad y a la 
delincuencia. Este es un error grave que debemos desterrar de nuestro sistema 
punitivo porque la protección que deben brindar los cuerpos policiacos va más allá 
de su mera actuación operativa en los sitios públicos, de concurrencia general o 
particular a los cuales se les encomienda, toda vez que con ese modelo se 
reproduce la falla misma a la que se contrae el sistema penal: la intervención es a 
posteriori de la conducta antisocial e ilícita de los hombres. 

195 Vid E1Isur Arteaga Nava. Op CIt págmas 45 y 49 

196 José Maria RIco' Cmneny Justlaa en Amenca latina· 3' ed,oón Ed Siglo XXI MéXICO 1985 Págs 246 ySlgs 
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Lisamente desdoblamos esta funcion en prottxción paSIV.:l y .lCtiva, sH,:-ndü la 
primera 1,] que forma parte de una prevcnclOn de 1.1s cünduct~ls cnminales o 
delIctIvas que lesionan los bumes jurídicos de las personas individuales y 
colectivas, pero que no debe asimilarse con ella, porque la prevención de la 
criminalidad y la delincuencia es una esfera más amplia y delicada que parte dc 
una política pública integral que se dirige a los factores y causas de la criminalidad 
y la delincuencia, y a nuestro modo de ver la policía mexicana inhibe y disuade la 
comisión de estos hechos ilícitos, pero no los previene estrictamente hablando, por 
ende, estamos en el campo pasivo de la protección. 

Ahora bien, la protección activa se presenta en el actuar policiaco que 
interviene ante la presencia de hechos criminales y delictivos que son de su 
conocimiento en ejercicio o con motivo de sus funciones, deteniendo en su caso, a 
sus autores y asegurando todos aquellos instrumentos, huellas o vestigios 
vinculados con los hechos para que sean analizados a la luz de la Criminalística 197 

dentro del procedimiento penal que formalmente iniciará, substanciará y dirigirá 
el Ministerio Público Común o Federal dentro de la averiguación previa. 

La doctrina administrativa se ha ocupado de esta función que le concierne a 
la policía y ha declarado que esta actividad desde el punto de vista jurídico es 
coacción directa por ser ésta una fuerza legalmente reconocida que se despliega sin 
que se lleve a cabo acto procedimental alguno, y que se desarrolla en tres géneros: 

II a) Como autodefensa administrativa, para combatir desórdenes que puedan 
ocasionar daños a la administración general; 

b) Para evitar hechos punibles, es decir para hacer frente a conductas tipificadas 
como contrarias al orden público y para prevenir la comisión de actos contrarios a las 
normas penales; 

c) En casos de extrema necesidad siempre y cuando no se vulneren las 
libertadas garantizadas en la Constitución, tales como calamidades naturales. " 198 

197 llamamos poderosamente la alenClón sobre el particular para distingUir esla dlSCIplllla de la Crimlllologia, toda vez que la pnmera es la 

'Disclpllna que aphca fundamentalmente los conoomlentos, mélodos y técnicaS de Investigación de las CienCias naturales en el examen de la 

eVldenoa fiSlca, con el fin de aUXiliar a los encargados de administrar JustiCia • (Rafael Moreno González en' OICClonano JuridlCO MeXicano' 

Pomía·lns~tuto de Inves~gaClones Juridlcas-UN A M MéXICO T 1 1995 P 778 Et all) Como podrá apreciar el estimado lector es en real,dad 

una técnica (;Ientifica que permlle conueer, con base a las eVidenCias fls,cas que se onglnan en un evento deh(;bvO, detcrrmnando el qUién, el 

dónde. el cuándo y el cómo SUcediÓ un delito concreto y determinado que la autondad es~ IIlves~gando penalmente (Vid José Arturo 

González QUllltanllla • Derecho Penal MeXicano • Parte General y Parte EspeCial Metodología Jundlca y desglose de las constantes, 

elemer.tos y COl'IflgUtaClÓfl !le los t,pos penales 3a edlClén Pcrr\¡a Mel<ICO 1996 ? 56 a SS) No omitimos recomendar amp~amente ta obra de 

José Adolfo Reyes Calderón' Tratado de Cnmlnahsllca 'Ed Cardenas MéXICO 1988, por ser una obra indispensable para qUienes de una u 

otra forma, están Inmersos en el sistema penal mexicano que tanlo se ha olVidado de este terreno fecundo en las clenoas penales en la 

búsqueda de la verdad hlstónca más allá de la verdad formal y Jurídicamente declarada por los tnbunales de nuestro ~als 

198 Vid Il'Iakl Aglrreazkuenaga • La coaooon administrativa dlreela • loslltuto Vasco de Admln,straClón Pública y E dlt CIVltaS Madnd 

Espafia 1990 P 84 a 102 Op ot en' Segundad Publica en Mexlco Problemas, perspeellvas y propuestas· pág 54 
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La doctrina de la coacción directa se generó por el Prefecto Romieu y fue 
concretizada por Dupont expresando que el actuar administrativo debe tener una 
fuente en la nonna jurídica y debe cesar en el momento en que las obligaciones 
ordenadas se hayan cumplido, en tanto que debe intervenir fundándose en la 
urgencia que no puede hacer esperar a una sanción judicial.199 Se afirma que la 
coacción policial es la aplicación de la fuerza por cualquier medio con el objeto de 
lograr el cumplimiento forzoso de los deberes normativos establecidos en la ley la 
que le reconoce la facultad a la policía de velar, proteger y ejecutar dichos 
imperativos legales.20o 

Siendo la coacción directa un acto irunerso en la esfera administrativa cuyo 
propósito primordial es evitar un evento ilícito que lesione a la población, a los 
grupos sociales, entidades colectivas o a los individuos en los bienes que les SOn 
tutelados en la nonna jurldica de tal forma que se procure una seguridad pública, 
es decir, general y abierta para los integrantes de una sociedad, para obtener un 
ambiente de paz y tranquilidad dirigida por el orden público, no es posible 
concebir esta actuación sin una columna vertebral de principios doctrinarios bajo 
los cuales debe conducirse, a saber: 

* Proporcionalidad, 
* Oportunidad, 
* Oaridad, y 
* Previsibilidad.201 

Para nosotros cobra singular trascendencia el principio de proporcionalidad 
que en realidad se deriva de las bases de un Estado Democrático de Derecho que 
respeta los derechos humanos inmanentes al ser humano, toda vez que a través de 
este principio se prohibe toda acción coercitiva excesiva en beneficio de la 
población, es decir, se estatuye una obligación de moderación202 en la intervención 
de los diferentes agentes y órganos del Estado con poder penal expresado en la 
esfera de la policía. Así pues, no se justificarla a la luz jurídica que las medidas 
practicadas por los agentes de la policía en cualquier evento no tiendan a evitar un 
riesgo o peligro inmediato y que atente contra cualquier bien jurídicamente 
reconocido y protegido por la norma jurídica, así como la que decida por ejecutar 
sea más grave que otra posibilidad de actuar a su alcance. 

La coacción directa que caracteriza al actuar de los cuerpos policiacos se 
distingue de la ejecución por coacción al ser esta esfera la que requiere de un 

1991bidem pags 84 a 102. 

200 Vid Itlídem pags 52 y 53 

201ldem 

202 Víd • Derecho Adm¡nistrativo Alemán • Edrt Depalma. Buenos AIres, Argentina 1950. Cll Ibídem pags 53 y 54. 
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impulso procesal, es decir es I~l conSl.'cuenCla leg'11 del ¡[licio de un procedimlcnto 
pena1. 203 

3, PrevencIón de la cnml/ullidlld,- En la esfera de la seguridad pública se ha 
reconocido que los cuerpos policiacos poseen la responsabilidad de llevar a cabo la 
tarea más extensa y aguda de la Política Criminológica prevenir todas aquellas 
contravenciones gubernativas, la crimmahd<J.d y la delincuencia, premisa que se 
desprende del sentido lato de policía, y que se ha consolidado por tradición en 
nuestro lenguaje cotidiano y el cual ha sido recabado, erróneamente, por el 
discurso jurídico y político que, desafortunadamente, se ha plasmado en los 
programas de gobierno'-

Por lo pronto·· nos limitaremos a enunciar que esta función difusa que se le 
atribuye a los cuerpos policiacos encargados expresamente de la denominada 
Seguridad Pública deviene del sentido original que adquirió en la gestión pública 
hemos de separarla del sentido auténtico que posee en la Política Criminológica 
moderna que busca coadyuvar a la consecución de los fines propios del sistema 
penal, por tanto, consideraremos a la policía en su sentido restringido entendiendo 
por ella al servicio público que realizan los cuerpos policiacos federales, estatales y 
municipales, estructurados, organizados y destinados a la consolidación de la 
seguridad pública que se encargan de la prevención e investigación de los delitos y 
faltas, con la finalidad de lograr la paz y tranquilidad pública."'" 

Precisamente Adolph MerkI'05 expresa que siendo la policía una actividad 
administrativa con las características anteriores es, mediante la amenaza o el 
empleo de la coacción, que persigue la previsión O desviación de los peligros o 
perturbación del orden público que necesita la sociedad y sus integrantes para 
desarrollarse en pleno ejercicio de los derechos públicos subjetivos que se 
reconocen en nuestro orden jurídico a partir de nuestra Ley Suprema. 

Sin embargo debernos enfatizar que la tarea de previsión de los hechos 
ilícitos, de acuerdo con la legislación gubernativa administrativa y penal vigente, 
que se les encomiendan a los cuerpos policiacos no es sino realmente una 

203 Idem . 

• Como pnmer avance substanCIa! en este renglón se I,ene el Programa de PrevenCIón del Delito 'aprobado por el Consejo NaCIonal de 

Segundad Púbhco en su scs!ón del d;a 4 de nov,embre de '996, el c~31 conClbc o ésta como una pohllC3 de coordmación que requiere la 

partlClpaaón de diversas InstanCias y órganos del Estado, que van más allá de la dimenSión de los ClJerpos poliCiacos 

•• Remitimos al lector al cuarto capitulo de la presente ,nveS!lgaClon en su apartado 7 2, por desarrollar con mayor extensión esta cara de la 

Poh~ca CnmmológlC3 

204 Este concepto lo constrUimos con base a los elementos proporCionados por diversos autores consultados, por ello, Vid Miguel Acosta 

Romero' Tecria General del Derecho Admlrllstratlvo • 7~ ed Porrua MéXICO 1986 P 636, Hector flx·ZamudlO • Dlcclonano Jurldlco 

MeXicano ·8" Ed Insl!tuto de Invesl!gaclones Jurídicas-U N A M -Porrua MéXICO 1995 T IV P 2453 a 2456, Morales Paulín, Carlos A • 

Derecho Burocrállco • Pornia MéXICO. 1995 P 181 Y ss 

205 Citado por Samuel González RUIZ, Ernesto Portillo V L6pez, y JoseArturo Yañez en· Segundad Publica en MéXICO • op elt P S4 
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disuasión206 activa por ser su presencia física la que inhibe a los delincuentes a 
realizar actos delictivos en determinados lugares o zonas específicas, porque las 
fuerzas policiales cumplen su misión de promover activamente la prevención del 
delito, a través del temor que inspira su presencia. 11 207 

Por lo que atañe a la función de los cuerpos policiacos se utilizan dos vías 
para tratar de impedir que surja la criminalidad y la delincuencia o cualquier otro 
acto ilícito: inhibir el deseo de cometer dichos actos y realizar actos represivos a sus 
autores. 

En los tiempos actuales se ha recalcado esta función que se le ha 
encomendado a la policía en los programas de prevención de las conductas ilícitas 
sancionadas por el orden jurídico reconociéndole mayor participación con la 
sociedad civil y no únicamente en ella; es decir, se le responsabiliza de lograr un 
mayor vínculo con ella a través del contacto sensible que debe tenerse en los 
espacios laborales y académicos que nunca se visitan. Esa es la diferencia de una 
policía moderna y la que no lo es, la rezagada, 208 la que por esta y muchas otras 
razones ha perdido la confianza de los gobernados. 

4. Guarda de los ordenamientos jurídicos y aplicación de leyes, reglamentos y 
disposiciones jurídicas vigentes. 

La presente función es la tarea más representativa de los cuerpos y las 
fuerzas de seguridad pública ante la sociedad siendo que ésta es quien palpa, en 
forma inmediata y directa, su legalidad, proporcionalidad, racionalidad, y eficacia 
para el debido cumplimiento de los ordenamientos jurídicos. Desde nuestro 
particular punto de vista ésta es precisamente la parte externa del cuerpo del 
sistema penal que refleja con mayor claridad el grave desarrollo de los dos grandes 
males que le acechan: la corrupción y la impunidad: 

206 lumia GIUsepe afirma Que, • todos los Instrumel1tos de control SOCial tienen en común que se puedel1 reducir esquemáticamente a una 

SituaCión lIplCa, de acuerdo con !o cual a un determmado comportamiento del mdMduo se hace seguir ciertas coosecuencias por parte del 

grupo o por elementos cualificados del mismo (pollcla) AS! surge la tecmca dlsuasona Que conSiste en ligar las consecuenCIas desfavorables al 

comportamiento desvlante Vid • PnnClplOS de teoría e Ideo logia del derecho • Ed Debate. Madnd, España. 1985 P 206. Cil por Luis Carlos 

Cru¡ T OITero op cIt p 39 

207 Vid Jase Maria RICO op Clt, pág 254 

208 PalnCia Garduño Ex·PreSldentE de la ComlSIQ{l de JustICIa de la Asamblea de RepresentEntes del Dlstnto Federal, ha expresado que en la 

pradlca tenemos una poliCla represiva Que carece de programas preventivos Vid· la Jamada' Diario InformalIvo. MéxIco, Distrito Federal 4 

de Juma de 1993 

• Desafortunadamente estos sintomas palolog¡cos no son pnvatlvos de la prOC;¡JraClOn, ImpartlClon, AdministraCión y Ejecución de la JustiCia 

Penal en nuestro palS, toda vez Que SI bien es CIerto es el terreno en el cual ha edificado su feudo este se eXbenOe a todos los 6rdenes del 

orden Jurídico, ya que se ha filtrado a todos los órganos, Inslltuaones y servidores de ta AdministraCión Pública Federal, local, Estatal y 

MUniCipal, lo cual llene como consecuenCia pnnopal la Inestabll¡dad de la vida Juridlca, polltica, económica y sooal Que Méxlco reqUiere para 

consolidar el Estado Democrático de Derecho Que aspira al desarrollo sostemdo de todos sus habitantes y asooaciones 
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No cabe duda alguna que las Instituciones, cuerpos y fuerzas de Id 
SeguriJ«d Pública tienen d su cdrgo la primera responsJbilidad institucion..ll 
mencionado, toda vez que en el Estado Democrático de Derecho ell yuc aspiramos 
la policía es el pilar más grueso de la Administración Pública en la defensa del 
buen orden de la comunidad}09 la guarda de los ordenamientos jurídicos se lleva a 
cabo al actuar bajo los principios de responsabilidad, honestidad, profesionalismo 
y eficacia en sus actividades cotidianas en ejercicio o con motivo de las funciones 
que les conciernen por la naturaleza de su empleo, cargo o comisión en el aparato 
de Justicia Penal. Sin embargo, no es del todo exacto atribuir, en términos 
absolutos, la aplicación de los ordenamientos jurídicos, leyes y reglamentos 
jurídicos vigentes en un momento dado, porque su competencia no es 
omnipresente en el quehacer del combate a las faltas gubernativas, la criminalidad 
y la delincuencia que se prevé en nuestro marco legal, toda vez que su actuación se 
constituye en una pieza más del complejo engranaje de nuestro sistema penal el 
cual inicia su marcha a partir de los actos u omisiones de estos cuerpos y fuerzas 
de la Seguridad Pública que se erigen así en instrumentos complementarios y 
auxiliares de otras instancias legales que tienen a su cargo la elevada 
responsabilidad de la debida y oportuna aplicación de la norma jurídica. 

De acuerdo con lo anterior se aprecia la vital función que desempeñan las 
instituciones, cuerpos y fuerzas de seguridad pública en el procedimiento penal y 
aún en los del orden administrativo, por ser quienes abren o cierran la puerta al 
orden y la paz pública. 

El Estado moderno requiere dinámica en la estructura orgánica y funcional 
de sus órganos para hacer frente a los fenómenos concretos que surgen en la 
sociedad compleja de hoy en día, y las instituciones, cuerpos y fuerzas encargadas 
específicamente de la seguridad pública del país no deben escapar a esta premisa 
jurídica y política en la vida pública, en consecuencia, la policía debe 
especjalizarse" y capacitarse en forma profesional y ética en diversas actividades 
que comprendan una eficaz lucha contra la criminalidad y la delincuencia. 

209 Vid Otto Maye¡' Oe~ect\o aom\(\\stmtI'Jo aleman • Ed. Oe¡¡alma, Buenos Aires, 1950 e,l en' La Segundad Pública en MéxIco op, al 

págs 52y 53 

• la espeoaltlaclón de los cuerpos de segundad publica en el Dlstrlto Federal. en lOS Estados y el de la propia FederaCión no es la diVISión 

orgánica y funCional de los mismos toda vez que ello Implica violaCIón al pnnClplo de Unidad admH'llstratIVa que toda entidad de la 

AdmlmstraClón Pública debe observar en el desempeño de SuS atnbuClones legales Hacemos hincapié en esta atirrTl30Ón porque en 

ocaSiones se ha onglnado un desorden al Intenor de las corporaciones poliCiacas por no eXistir un programa estructural y operativo definido 

claramente en sus atnbuclones y obJetlvos, e inclUSive, se ha ocultado a la luz pública su eXistenCia, ¿ los resultados? la anarquia en las 

fuerzas y cuerpos de segundad pública en la IflvesllgaClón, estudiO, prevención, persecuCIón y sanCIón de las conductas iliCltas, 

Incrementándose la Iflsegurrdad publica y la de los propios habitantes que ven mas leJOS a lo que denominamos orden y paz publica 
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Valga lo anteriormente dicho para iniciar el desarrollo de una política 
pública integral en materia de seguridad pública fundada en el poder de policía'1O 
concibiéndolo como una forma del poder estatal dispuesto a limitar, por vía 
reglamentaria y sujeto a revisión judicial, determinados derechos públicos 
subjetivos tutelados por la norma jurídica, en función exclusiva de alcanzar el 
orden y la paz públicos, fundados básicamente en la salubridad, la seguridad y la 
ética social, en armOIÚa plena con los fines coexistenciales de vida que la sociedad 
se ha dado a sí misma. 

Sólidamente hemos de afirmar que la seguridad pública se integra por una 
política pública integral que consolide la actuación de las instituciones y órganos 
de las fuerzas policiacas de aquellas que están encargadas de velar por el orden 
público que se una a otras esferas del quehacer público que se vinculan con la 
impartición, procuración, administración y ejecución de la justicia penal. 
Observando la Teoría de Sistemas la seguridad pública que es la que posee y 
ejercita el poder de policía es un elemento más del sistema de justicia penal que 
detenta y ejecuta una atribución más amplia: el poder penal, en este orden de 
ideas, ambas esferas son distintas entre sí y no es dable asimilarlas en concepto .. 
función y operación siendo que ambas esferas son interdependientes. 

Para lograr el fortalecimiento de la seguridad pública en nuestro país se 
debe tener presente que esta esfera tan olvidada en la vida pública del país 
interactúa ampliamente con otros elementos que le permiten lograr un fin común 
al sistema de justicia penaI.. gracias a la interdependencia que guardan entre sí 
estos componentes sociales e institucionales en un orden jurídico y político 
contemporáneo y democrático que reconoce esta labor corno deber irunanente al 
Estado. 

La seguridad pública compete al Estado por razón ontológica, política y 
jurídica .. y su relación con las esferas de gobierno es coincidente e incluyente, es 
decir, le corresponde a la Federación, a los Estados, al Distrito Federal y a los 
Municipios211 llevar a cabo todas las medidas necesarias para alcanzarla y 
disfrutarla, y al expresarnos genéricamente desearnos grabar la concepción 

210 Vid Dame! E Herrendorf. op CIt p 60, 61 Y 62 

211 Nuestra Carta Magna en su articulo 21 en su penúltImo párrafo en relaClon 001'1 el artIculo 3° en su pnmer parrafo, de la Ley que General 

que establece las Bases de CoordinaCIÓn del SIstema NaCIonal de Segundad Pública claramente expresan que al Estado le corresponde velar 

por el cumplimIento de los fines de la segundad públIca 

$a1vagualifar 

1) La mtegndad y: 

2) Los derecflos de las personas; 

"""'~r 
1) Las libertades, 

2) E/orden y 

3) La paz públicos 
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científica y técnica de la politic,) de ~cgtlnd(Hl ~~')Io l'~ posible btl~C;'U, lograr, 
consolidar y mejorar el orden y la p41Z públic<l en 1<1 vid,) cotIdiana de los habitantes 
y las instituciones mediante la coordin,1Ción dc las política~ públicas que el 
Gobierno de la República, de los Est;'ldos y el Distrito F<.'deral realizan para 
alcanzar el bienestar y desarrollo común, es decir, con la Política Social. Si no 
practicamos esta idea la seguridad pública nunca lJeganl a nuestro orden jurídico, 
económico, político y social, en consecuencia, no lograremos la seguridad de los 
habitantes que se requiere para gozar de un desarrollo sustentable en el Estado de 
Derecho. 

No sobra decir que el vínculo íntimo de coordinación institucional no es el 
único fundamento de la consecución de la seguridad pública y de la seguridad de 
los habitantes ya que no basta la acción del Gobierno para obtener resultados en la 
lucha contra la criminalidad y la delincuencia, se necesita del fundamento del ius 
puniendi y el ius poenale en su conjunto, y de cualquier otra manifestación del 
poder público, es decir, de su poder originario: el pueblo. Gobierno y sociedad son 
esferas indisolubles en la lucha permanente contra lo ilícito,' 

Hablar pues, de Seguridad Nacional, Seguridad Interior, Seguridad Pública 
o de la Seguridad de los habItantes, es hablar del bien público limitado por el 
Derecho porque de no ser así estaríamos en presencia de un Estado totalitario, 
anárquico y despótico. En este sentido el orden jurídico deberá sentar las bases 
orgánicas, procesales y ejecutivas que fortalezcan al sistema penal en todos los 
subsistemas que lo integran sin recurrir al quebrantamiento de los principios, 
competencias y normas jurídicas que conforman a las instituciones democráticas 
modernas porque de incurrir en ello se distorsiona al poder público," 

Si desearnos disfrutar de un ambiente de estabilidad, tranquilidad, orden y 
confianza en nuestras vidas debemos construir una estructura administrativa en 
las entrañas del Estado que permita tan preciado anhelo democrático que se 
cristalizará, únicamente, sí creamos una fuerza de seguridad pública que se vincule 
con otros subsistemas del sistema de justicia penal y éste con el macro sistema 

• Se sugiere vid capituTo siguiente' Acoon ccncertada de la SOCiedad y el Gobierno de la RepubllC3 ", apartado 6 1 

•• Enérgicamente alzamos nuestra voz para que no se InCurra en la desesperación pohtlC3. en aras de la segundad publica que tanta falta hace 

hoy en día, y se evrten deciSiones que van en perJUICIO del Estado DemocrátiCO de Derecho al que aspiramos legitlmamente en forma 

Simultanea, porque estamos convenCidos que el poder desmedido y Sin control degenera en ilutontansmo y fuerza bruta, OCilSlonando 

unlcamente incertidumbre v VIolenCia en la Vida SOCial, económica e inclUSive, en el prop'o ámbito poh~co AfirmaCIón que cobra sen~do en 

esta dlsertaClon SI conSideramos que recientemente el Gobierno de la Repu'ollC3 ha deCidido dru partlClpaClon achva y Opera\lVa a las i'uenas 

Armadas en los cuerpos poliCiacos de nuestro palS ya sea en forma maSiva o emergente. Sin haberse encauzado debidamente el poder militar 

con la Justa causa que el pueblo reclama al Estado para VIVir con tranqUilidad, armoma y certeza ante lOS embates de la cnmlnaJldad y la 

del1ncuenCla convenCional y organizada, y es que erl forma directa, las Fuerzas Armadas de rluestro pais de acuerdo con nuestro sistema 

JUridlco-politlco sirven al poder emanado del Poder Ejecutivo Federal, para eVitar amenazas provementes del extenoro desórdenes que nazcan 

erl el mtenor, asegurar asi la Vida y desarrollo de la organizaCión estatal Sin embilrgo, cuando no se regula el po:ler militar se degenera la 

diSCIplina militar en el militarismo tan aceptada en la doctrma de Segundad NaCional 

Vid Héctor Gom:ález Unbe • Tecria POlítica • 8' edición Ed Porrúa MéXICO 1992 Págs 220 a 227 y 298 a 314 
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social. En síntesis, no podemos aceptar que la seguridad pública sea 
responsabilidad única y determinante de las corporaciones policiacas}13 porque 
éstas son el primer eslabón de la cadena del sistema de Justicia Penal. 

Luis Herrera Lasso ha identificado a elementos de Seguridad del Interior 
que inciden en la Seguridad Nacional, tales factores son: 

a) " Las acciones de traición a la patria; 

b) Los golpes militares; 

e) La criminalidad cuando llega al extremo de vandalismo generalizado; 

d) Aspectos políticos, entendiendo que una nación en crisis, sin cohesión ni 
unidad nacional, sin liderazgo político, se hace vulnerable; 

e) Abasto de alimentos, y 

f) Factores económicos. " 214 

Se ha sostenido por otros autores que algunos de estos factores están 
íntimamente ligados con la denominada Seguridad Pública, siendo el caso de los 
incisos c, d, e, y f que señalan situaciones determinantes para lograr el orden, la 
estabilidad y la paz en una comunidad. En otras palabras, se afirma que la 
Seguridad Nacional implica la Seguridad Pública.215 

En otras palabras, las esferas de la Seguridad Nacional; la Seguridad 
Pública y la Seguridad Jurídica, son ámbitos indisolubles que guardan cierta 

213 Pragmallcamenle a la policla se le ha orgartlzado en dos ~pos básicos a) la policía admlrtlstrabva y b) la denominada policía judiCIal que 

conSbtuClonalmente le ha arrebatado dicha menClon y que !!ende a nombrase como pohcia InvestJgadOl'a o mlnlstef¡al, a paltir del Sinnúmero de 

actlvldades a su cargo que les han Sido encomeildadas por la Admlrllstracion Púbhca conlemporanea. 

214 Consúltese a LUIS Herrera Lasso op cll pags 348 y 355 

215 Jorge Bustamante, op Cit, pags 348..;;150 

Muy probablemente aquí encontramos la confuSlon que pretende Justificar la simbiOSIS entre militares y policías, como fuerzas coadyuvantes 

haCIa un mismo fin y que soslayan el orden conslitucronal que las dlsllngue, estructural, orgarllca y funCIonalmente Porque bien se ha dicho 

que la Segundad Púohca PJ.Jede constitwr Ufl protJJema de Seguflood NDoona! aUflQue no flCCCSD.flDmenla Al respecto Vid_ LUIS Cartas Cruz 

Torrero op ol P 30 

• Para nosotros esta esfera es la pnmera y úlllma ,azon de la Inter~enclon del Estado para propiCiar la segundad de los habitantes, sus 

aSOCIaCiones (tato sensu), e ¡nstltuCiones, porque su ¡n:ervencrón úmcamente se luslifica en la medida en que actúa para :saJvaguardar los 

Intereses legítimos de la pobtaoon de la colectividad, de la NaClon en los terrenos de IdentificaCión de todos aquellos elementos que ponen en 

peligro su Vida o en su caso, de su persecuoon y represJon (la ultima ratio repreSiva del Estado para bien de la SOCIedad Y sus instituCiones, es 

deCir, la Segundad Naoonaj debe condUCirse baja el p"nopJo de mimma IntervenClon en su junaon operatIva y como el ultlmo escalan de la 

repreSlon legalmente organj.<:ada que debe separarse de la conduCCJon Ideologlca de las Fuerzas Armadas), qtnzas sea, por ende, la dlmenslon 

más COmpleja y amplia de las Citadas, Sin emoargo no es la que absorte a las demás 
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independencia entlC sf, pero que no pueden aislarse ya que son {unbilos que 
convergen en una e~fera de I~l mayor trasccndcncio.l: la seguridad de los h<lbit.lIllcs, 
y diríamos nosotros: la seguridad del pucblo. Tcóricarncntc, orgánicamente y 
operativamcntc, son esferas delimitadas entre sí, pero en el sistemil social guardan 
una ínter-relación fntima que debe incidir, principalmente, en hl lucha conl1a hl 
criminalidad y la delincuencia. 

Gráficamente las polflic<ls públiGls UC la Seguridad que Jebe desarrollar 
todo Estado Democrático dc Derecho como se proyecta en nuestra Carta Magna, 
debe consolidarse en la Teoría de Sistemas contemporáneo como único método uc 
las ciencias sociales que ha presentado soluciones integrales en la lucha contra la 
criminaliJnd y la delincuencia convencional u organizada de huyen día, en el 
siguiente conjunto indisoluble: 

Seguridad Pública 

St>guridad Nacional 

Seguridad Interior 

Seguridad Exterior : i 

Seguridad de los habitantes 

Empero no hemos de perder de vista que la Política Criminológica sólo es 
un eslabón de esta cadena orgánica, funcional y dimensional que busca la 
seguridad del pueblo. Es la que representa el quehacer del sistema penal y de las 
ciencias que lo componen, buscando el control de la criminalidad y la delincuencia 
en términos cuantitativos y cualitativos; sin cmbClrgo, no debemos identificar a este 
puente de las ciencias jurídico-penales tan olvidado en México en la tloctrina yen 
la estructura gubernamental. En este sentido, la Política Criminológica no es el hilo 
conductor de las políticas públicas de la seguridad, toda vez que su contribución 
principal se presenta en PI campo lId combatl~ a la criminalidad y el la delincuencia 
convcncionill u organizuda. 
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4.- EL SISTEMA JURÍDICO-PENAL DE LA POLÍTICA 
CRIMINOLÓGICA. 

" La causa final, fin o designio de los hombres que 
naturalmente aman a la libertad y el dominio sobre 
los demás .. es~el cuidado de su propia conservación 
y el logro de una vida más annóruca. H 

Thomas Hobbes. 

4.1.- EN EL ÁMBITO LOCAL DEL DISTRITO FEDERAL. 

Como preámbulo a los presentes temas es preciso delimitar su cometido a 
fin de conocer el régimen jurídico·penal que guarda la Política Criminológica en la 
estructura administrativa y política en el Distrito Federal y la Federación, previo al 
estudio de cada uno de los órganos e instituciones más representativos del sistema 
penal actual en nuestro país que en fanna directa e inmediata inciden en el 
combate a la criminalidad y a la delincuencia, a través de la procuración, 
impartición, administración y ejecución de la Justicia Penal. 

Iniciaremos considerando que el Distrito Federaf16 es parte integrante de la 
Federación y es la sede de los Poderes de la Unión por ser la capital de la República 
Mexicana, y para su gobierno coinciden los Poderes Federales y locales. 

El artículo 122 constitucional proporciona las bases de su organización 
jurídica y política declarando que las autoridades locales se constituyen por el Jefe 
de Gobierno del Distrito Federal, la Asamblea Legislativa y el Tribunal Superior de 
Justicia. 

Interesa a nuestro estudio las siguientes facultades que poseen: 

a) La Asamblea Legislativa. Destacando los incisos h), i) m), y ñ), los cuales 
le atribuyen legislar en materia penal; normar a la Comisión de Derechos 
Humanos de la entidad y la participación ciudadana; la defensoría de oficior la 

216 Ella de mayo de 1847 se remstaura el Dlstnto Federal, Siendo que el 30 de diCiembre de 1836 habla desapareCIdo [¡¡ Ciudad de MéJ:ico, la 

cuarya reconoce nuestra Ley Cimera en su artiCulo 43 

Al respecto vid El al1 • Estudios Jurídicos en tomo a la Constltl.lC:lon mexicana de 1917 en su septuageslmo qUlIlto aOlversano • MeXICO 

UNA M.-lnstltUto de Investigaciones Jundlcas MéxiCO 1992 f' El Dlstrrto Federal mexicano breve hlstona constrtuoonal' de Salomón Dlaz 

Alfaro,. P 197 a 216 1 Asi como' ConstltuClon Pohtlca de los Estados Umdos MeXicanos Comentada - 10' ecI Mexlco Ed Porrua-U N A M._ 

Instrtuto de Investigaciones Jurídicas MexICO 1997 Tomos I y II [Manuel González Oropeza y Juan José Rlos EStaVlllo en sus comentanos a 

los articulas 43, 44 Y 122, :especbvamente. J 
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protección civil, 1<1 jU!itlC1<l civicd ~olm.:' f.l!t<l~ de policía y buen gobierno; los 
servicios de seguriddd prest.llit)!i por cmpresd!'> privadas; la prevención y 1.1 
readaptac\(lI1 social; la <lsistenci.1 social, l<lexpcdiCl6n de las leyes org,i.nicas de los 
tribunales cncargaúos de la función judicial del fuero común local, contemplando 
la materia de responsabilidades de los servidores públicos con los que cuenten y la 
presentación de las iniciativas de leyes () decretos en materias concernientes al 
Distrito Federal, ante el Congreso de la Unión. 

b) Al Jete de Gobiemo del Distrito Federal le incumben en nuestra materia 
por reconocimiento de los incisos a), b), c), d) y e), normas que agruparíamos en 
tres ru bros: 

1.- El cumplimjento y ejecución de las leyes federales con injerencia en la 
entidad, a través de sus órganos de gobierno competentes. 

2.- La función propiamente ejecutiva que requiere el Gobierno de la Ciudad 
de México, es decir, la promulgación, ejecución de las leyes emanadas de la 
Asamblea Legislativa, la facultad de reglamentación para expedir reglamentos, 
decretos y acuerdos; la presentación de observaciones a las leyes que le envíe la 
Asamblea Legislativa para su promulgación; presentar iniciativas de leyes o 
decretos ante el Poder Legislativo local, así como el nombramiento y remoción de 
los servidores públicos de la Administración Pública si no existe un mecanismo 
distinto en su designación o destitución. 

3.- La dirección de los servicios de seguridad pública de acuerdo con el 
Estatuto de Gobierno. 

c) Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. Destaca la fracción IV 
de la base cuarta del artículo en comento, siendo que esta norma señala que le 
corresponde fijar los criterios que recabará su Ley Orgánica, para la debida, 
apropiada y profesional formación y actualización de los servidores públicos 
judiciales, así como el desarrollo de su carrera. 

Las facultades de que están investidas se localizan principalmente en la Ley 
Orgánica de la Asamblea de Representantes, la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Distrito Federal; el Estatuto de Gobierno del D.F.;" y la Ley Orgánica 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. La integración armónica de 
estos tres cuerpos jurídicos nos permite identificar la estructura orgánica del 
gobierno de que está provista la ciudad capital de la República Mexicana toda vez 
que contienen las facultades y deberes prístinos de que están revestidos para la 
debida atención de las necesidades colectivas que tiene la sociedad capitalina en 

• Cuerpo lumllco reformado en el Decreto publicado en el D¡¡mo OfiCial de la FederaCión el4 de diCiembre de 1991 

•• Ordenamiento legal también reformado en et Decreto publ.cado en et D.ano OfiCial de la Federaclon el4 de diCiembre de 1991 
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todas las dimensiones. Concomitantemente.. esta estructura gubernamental es 
quien da vida a las bases políticas y jurídicas primordiales para el Gobierno de la 
Ciudad de México. 

Ciñéndonos a nuestro campo de estudio analizaremos los instrumentos 
jurídicos en materia penal que se prevén en los máximos cuerpos legales existentes 
a la fecha en el Gobierno de la Ciudad de México en la lucha contra la criminalidad 
y la delincuencia convencional u organizada a fin de precisar el alcance juridico 
estructural de una Política Criminológica imprescindible en la ciudad más grande 
del mundo. 

Toca al Poder Ejecutivo Local la responsabilidad más concreta y delicada 
para llevar a cabo esta labor por naturaleza política de sus atribuciones .. en otras 
palabras,. le corresponde planificar e instrumentar las directrices vertebrales de las 
políticas públicas que conforman a la Política Criminológica del Distrito Federat 
porque a los otros poderes no les es dado diseñar y ejecutar las acciones 
administrativas del poder público local.' 

En este orden de ideas, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal en su 
artículo 42 faculta a la Asamblea de Representantes para legislar en el ámbito local 
del D.F., en cuya fracción XII le permite legislar en materia penal, normar el 
organismo protector de los derechos humanos, participación ciudadana, defensoría 
de oficio; en tanto que la norma subsecuente le permite normar la protección civil, 
la justicia cívica sobre faltas de policía y buen gobierno, los servicios de seguridad 
prestados por empresas privadas, la prevención y la readaptación social; la 
fracción XVII reconoce la posibilidad legal de recibir los informes anuales de 
resultados que por escrito deben presentar ante su pleno las tres principales 
autoridades en materia de preservación del orden y paz públicos: el Procurador 
General de Justicia del D.F., del servidor público que tenga a su cargo el mando 
directo de la fuerza pública del D.F. y al Presidente de la Comisión de Derechos 
Humanos del D.F., y en su fracción XXV le permite al órgano legislativo 
comunicarse con estos entes administrativos de gobierno dependientes 
directamente del Ejecutivo local. 

• En la fTaCCián f de la base tercera del articulo 122 conSllluCional se establece que en lo concerniente a la orgamzaCion de la Admln,straoon 

púbJjca local, el EstaMo de Goblemo determinara Jos pMopios elementales de la dlstn!'.woón de alnbuoones entre los organos 

admimstrativos del Dlstnto Federal, ya sean los centrales. los desconcentrados y los descentralizados [Cabe señalar que el articulo 87 de! 

Estatut!) de Gclbiemo del Oislllto Federal expresa que la admlnlstraoón publ,ca local es central desconcentrada y paraestatal J y toca 

pnnCipalmente al Poder Ejecubvo local su confecoon lo anterior no debe condUCImos a ,gnorar o soslayar los pnnoplo baSICOS de la Teona de 

Sistemas y la naturaleza del orden pumllvo publico que conforma un SIstema Inmerso en otros macro Sistemas. de tal suerte que conduyamos 

erroneamente que los Poderes JuchClal y LegislativO son ajenos a la construcoón y consohdaoón de la segundad de lOS habItantes luchando 

contra la cnmlnalidad y su delincuencia en sus respecbvas competenCias. porque su actuacion también es motivo de estudIO y aplicaCión de la 

Pelltica Crim¡no/ógIca 
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Para el Jefe de Gobierno del D.F, l'1 articulo 10 L'st.\bkce que 1.\ l>L'rsel'uciún 
de los delitos del orden común cometidos en el D.F., l~l representaclOn de los 
intereses de la sociedad; la promoción de una pronta, compldd y debida 
impartici6n de justicia y el ejercicio de las atnbuciones en materic1 de segundad 
pública que la Ley de Seguridad Pública le confiera y participar en la instancia de 
coordinación del D.F. en materia de seguridad pública, son atribuciones del 
Ministerio Público del Distrito Federal a cargo del Procurador General local con 
sujeción a la Ley Orgánica correspondiente, siendo facultad del Jefe de Gobierno 
nombrarlo y removerlo con la aprobación del Presidente de la República. 

El artículo 33 del cuerpo jurídico en estudio expresa que el Presidente de la 
República podrá determinar las medidas de apoyo correspondientes al Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal para mantener el orden público y garantizar la 
seguridad de las personas y sus bienes; en tanto que el artículo posterior expresa 
claramente que le corresponde al titular del Poder Ejecutivo Federal el mando de la 
fuerza pública en el D.F. y la designación del servidor público que la tenga a su 
cargo a propuesta del Ejecutivo Local, siendo que su remoción será libre para el 
primero y a solicitud del segundo; en tanto que el artículo 35 le impone la 
obligación al Poder Ejecutivo local de imormar, permanentemente, en relación ala 
situación de la seguridad pública en la Ciudad de México, sin perjuicio de que el 
Presidente de la República ordene la disposición de la fuerza pública y el ejercicio 
de la funciones de la seguridad pública, incluyendo las de la Procuraduría General 
de Justicia del D.F. 

El artículo 67 en su fracción XX le otorga la prerrogativa de dirigir la 
seguridad pública en la ciudad, y establecer sus políticas generales; la fracción XXI 
le permite administrar los establecimientos de arresto, prisión preventiva y de 
readaptación social de carácter local, así como ejecutar las sentencias penales por 
delitos del fuero común; la fracción XXV perfeccionar convenios de coordinación 
con la Federación, los Estados y los Municipios, así como acuerdos de concertación 
con los sectores social y privado; y en concordancia con este precepto el artículo 69 
resalta la participación del Distrito Federal en la planeación y ejecución de las 
acciones coordinadas en las zonas conurbadas en materia de seguridad pública, 
entre otras; la siguiente norma le faculta al Jefe de Gobierno la celebración de los 
convenios a que alude la precedente norma a través de las comisiones respectivas 
en la materia citada. 

No escapa a nuestra atención la peculiaridad del artículo 12 de este cuerpo 
legal que expresa los principios estratégicos de la organización política y 
administrativa del Distrito Federal y en su fracción VII manifiesta que ha de 
procurarse la cobertura amplia, oportuna, ágil y especializada de los servicios de 
seguridad pública y de impartición y procuración de justicia con el fin de 
salvaguardar a las personasr a sus familias y bienes. 
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y si recurrimos al artículo 17 del mismo cuerpo legal tenemos que los 
habitantes de esta ciudad capital tenemos derecho a gozar de la prestación de los 
servicios públicos, y la seguridad pública lo es de conformidad con lo ordenado en 
el artículo 21 constitucional en su párrafo quinto en relación con el artículo 3° de la 
Ley General que establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, y a su vez por ser una esfera del sistema jurídico-penal y éste 
de la propia Política Críminológica, concluimos que la Política Criminológica no se 
contempla estructuralmente en el Gobierno de la Ciudad de México, ya que no 
existe una unidad administrativa que se ocupe de ella y en cuanto a las funciones 
que ella comprende están disgregadas y aisladas en diversos entes públicos que no 
cuentan con el principio de unidad~ simplificación, coordinación, transparencia, 
especialización, funcionalidad y eficacia.' 

La Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal señala en 
su artículo 13 que el Jefe del Distrito Federal se auxiliara en el ejercicio de sus 
atribuciones administrativas de once dependencias que estudiarán, planearán y 
despacharán en las materias atingentes a su estructura, siendo que para estas líneas 
resaltan la Secretaría de Gobierno, la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal, y la Secretaría de Seguridad Pública.- Se ocupa del primer ente 
administrativo el artículo 20 reconociendo el despacho de diversas materías 
resaltando las contempladas en la fracción XII que trata de reclusorios y centros de 
readaptación social en la expedición de las normas de operación y adminístración, 
sin menoscabo de la tramitación de los indultos que conceda el titular del Poder 
Ejecutivo Federal en el caso de un delito común. 

Ahora bien, los artículos 30 y 30 bis determinan que la Administración 
Pública Centralizada del Distrito Federal contará con órganos desconcentrados 
jerárquicamente subordinados al Jefe del Distrito Federal y que tendrán autonomía 
funcional en acciones de gobierno, órganos a los que se les denominará 
delegaciones del D.F., y en el artículo 32 sobresalen las fracciones VII, XII, Xlii Y 
XIV, normas jurídicas que contienen el deber de velar por el respeto a las leyes, 
reglamentos y disposiciones administrativas, siendo que en caso de su violación 
elaborará el acta correspondiente, calificando las conductas infractoras e 
imposición de las sanciones que emanan de dichas transgresiones; la formulación, 
ejecución y evaluación del denominado Programa de Seguridad Pública 
Delegacional previa aprobación de la figura del Consejo Ciudadano en 
coordinación con la Secretaría de Seguridad Pública; presentar ante el Secretario 
del ramo en comento la opinión del Jefe de Sector de Policía que abarque su 

• Estos pnnciplos se recaban en el texto de los artículos 17 y 86 del Estatuto de Gobierno del Dlstrrto Federal y son los que para electos del 

presel1!e trabaja reconocemos como los apropiados en la orgamzaaón y funCIonalidad de la Admll1lstraoón Pública, erJ cualquiera de sus 

ámbitos de gobierno 

,. El artícukl Z' de la Ley erJ CIta ratifica que la Admll1lstraClon PÚblica del Dlstnto federal es central, desconcentrada y paraestatal Il1!egrandose 

el sector central con la JefatTJra del Dlstnlo Federal. las Secretanas la Ofic13l1a Mayor la Contratoría General, las DelegaCiones del DlslDlo 

Federal y la Procuraduria General de JustlCla del Dlstnto Federal 
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respectiva (ircunscripcion tl'rritori,ll, así como lo~ InfOrmeS (.) quejas que Vl'n;l'n 
sobre la actu<1Cion y comport<1micnto dl' lo::. l1'lwmbros de los cuerpos de segurid,ad. 

El Reglamento Interior de la Adrninistrdción Pública del Dislrito rederal 
contempla en su ¡lrtículo 2U lfl existencia de la Secretaría de Seguridad Pública·" y 
en ella se contemplan tres Direcciones Generales de Seguridad Pública Regional: a) 
Poni.ente-Suroeste; b) Oriente-Sureste y c) Norte-Centro. A su vez, sobresalen las 
Direcciones Generales de 1) Agrupamientos, 2) De Control Operativo y 3) De 
Servicios de Apoyo. 

Para efectos de nuestro estudio llaman poderosamente nuestra atención las 
funciones dadas a las Direcciones Generales Regionales de Seguridad Pública y la 
de Control Operativo: toda vez a las pnmeras les corresponden la prevención de 
la comisión de los delitos, la seguridad de los habitantes en su persona, 
propiedades, posesiones y derechos, mantener la seguridad y el orden públicos, en 
esta tesitura se requiere de la planeación, supervisión y evaluación de estas tareas, 
sin embargo, sólo se realiza a nivel operativo por la segunda dependencia en 
comento. Como podrá apreciar el lector, en la Ciudad de México se contiene en un 
cuerpo jurídico de menor jerarquía que la ley, la previsión de la comisión de los 
delitos a dos unidades administrativas con rango de Direcciones Generales 
adscritas a la recién creada Secretaría de Seguridad Pública dando un primer paso 
en la lucha contra la delincuencia pero que es insuficiente porque su naturaleza 
orgánica no posee la fuerza necesaria para llevar a cabo una política pública de 
prevención del delito porque ésta debe orientarse a estudios criminológicos más 
allá de las acciones operativas que realizan los cuerpos policiacos. 

También se expresa que las Direcciones Regionales en cita son las 
encargadas de identificar y evaluar las modalidades o rasgos peculiares de los 
delitos cometidos en las áreas geográficas que comprenden dichos entes 
administrativos. En realidad se atribuyen a esta dependencia actividades magnas 
que tienen una connotación criminológica que debe atenderse por especialistas en 
la materia y que cuenten con los recursos materiales - técnicos y tecnológicos -, 
humanos y de infraestructura suficientes para llevar a cabo eficazmente esta tarea 
tan relevante en la lucha contra la criminalidad y la delincuencia, ergo, deberá 
situarse en un órgano de mayor peso específico en la Administración Pública de la 
ciudad más grande del mundo, orgánica y jurídicamente hablando. 
Complementariamente a esta facultad la Dirección de Control Operativo planea 
con éstas y con la de Agrupamientos, estrategias y dispositivos de protección y 

••• Cabe menCionar que el articulo 9° tranSItOriO de la Ley Organlca de la Administración Publica del Dlstnto Federal señala Que esta 

dependenCia nace a la Vida administrativa en tanto Que se extingue la denominada Secretaria General de Prote<:clón y Vialidad. para dar paso 

a una nueva etapa de la espeCializaCión de la estructura orgánica del Gobierno de la Ciudad de Mexlco. toda vez Que se dlstll'lguen dos 

actiVidades diversas entre SI el transporte y la funCión de segUridad publica [Vid Diana OfiCial de la FederaCión del25 de octubre de 1993 J 

• VId articulas 62 y 64 del Reglamento Intenor de la Admll'llSlraClon Publica del D,stnto Federal 
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seguridad, es decir, actividades meramente de presencia o actuación policiaca que 
no pueden ir más allá de lo que les permite nuestro sistema jurídico penal. 

Se contempla la existencia de una participación social o ciudadana a través 
de los Comités Delegacionales de seguridad pública con las Direcciones Generales 
Regionales en comento ya que con ellas se elaboran los programas específicos en 
esta materia, lográndose una carga, a nuestro juicio, excesiva para estas unidades 
administrativas que poseen el deber de practicar y evaluar actividades que 
requieren de un mayor nivel de preparación y especialización para estudiar y 
evaluar la criminalidad y delincuencia capitalina junto con la sociedad, para así 
instrumentar acciones concretas que puedan contrarrestarlas eficazmente a partir 
de la torre de la Política Criminológica y no de la trinchera de los frentes 
policiacos,-

Cayendo de nuevo en el laberinto de los ordenamientos jurídicos 
administrativos tenemos en un acuerdo de delegación de facultades, la creación de 
una unidad orgánica más de la Secretaría de Seguridad Pública que no se observa 
en el texto del Reglamento Interior invocado, pretendiendo cubrir la vital 
responsabilidad de la política de la seguridad pública que el Gobierno de la 
Ciudad de México debe llevar a cabo a través de su renovada estructura orgánica y 
administrativa con el nacimiento de la denominada Dirección Ejecutiva de Políticas 
de Seguridad Pública adscrita a la Secretaría en cita; . de entre sus funciones se 
erigen las atribuciones dadas en las siguientes actividades: 

o Establecer las normas y lineamientos que lzormen y orienten las políticas de seguridad 
pública en el Distrito Federal vigilando su debida aplicación, 

o Desarrollar el sistema de planeación de la segzm'dad públíca en el Distn'to Federal. en 
coordinaezón con otras instituciones del Gobierno del Distrito Federal y el Gobierno de la 
República. 

o Elaborar y actualizar el Programa General de Seguridad Pública del Distrito Federal y 
darle seguimiento; fijar los programas espeáficos de Seguridad Pública; incorporar a ambos 
programas las opiniones y sugerencias de la Asamblea de Representantes y las que emita la 
Comisión de Derechos Humllnos del Distrito Federal, a fin de instnmzentar las acciones necesarias 

- la umca vía ce coordinaCIÓn y enlace que se contempla se reservó a la Dirección General de Control OperatJVo tanto con las Dlrecoones 

Generales Regionales y de Agrupamiento como lo es de las pelleias complementanas, con el objetivo de dar cumplimiento, aplicar y evaluar las 

tácticas y estrategias operativas de seguridad y orden publicas 

* El ordenamiento Juridlco que le da Vida a este ente administratlvo de la secretana de Segun\lad Pública es el • Acuerdo por el que se 

adscnben orgánicamente las dependencias, unidades admlmstratlv¡¡s y organos desconcentradcs de la Adm.nístración Publ¡ca del Distrito 

Federal 'j se delegan facultades en la unidad a\lmlrllStratlva que se menCIona ., pUblicado en el Diana OfIoal de la Federaoón el 25 de octubre 

de 1995 Siendo de espeoal menoón que precisamente es a la Dm::cci6n EJecutlva de Política de Segundad Pública a la que se le delegan 

facultades de suma trascendenoa. 
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pI/m !>Il ('jecuciólI, IÚ11Iblt'lI t'~tll ¡{olada ¡Jt' IItn!JJIC/()IIC~ dc C('OIIlIl(Ítlll de los rt'~lIltlld(l!> 1ft t':>tps 

f1rogmll/(/~ y t'/1 Sil ('11:'0, pr0J'orl!'r 1/1.'> /l/edulas corrt'ctl(1I/S 

" Dctcrlllu/(/r los l/It'CrlIl/:-'IIIOS de c(}onlillll(iá" y cnlllc/.? con ITlstIIIlClOTII.:S ¡Jc scgllridml 
federal y estatal en maleria (Ir 11(('(ICIIClÓIl y combate 11 !tI dcliJlCUClIClIl, 

" Recomclldl/r las 11((/OIIt'S ¡mra lograr WUl IIll/yor ]mrllClpaclóII cllIdad1l1111 en el combate a 
la deJiucuencia, 

" Analtzar e I1Ivestlgar la orgnllizaciólI y desarrollo tecllológico de otras instituciolles 
pollclacas a nivel mundial para incorporar los camInos pertirtelltes en las fuerzas de seguridad 
públIca del Distrito Federal, 

o Organizar, dirigir y controlar"· el sistema de informaCió1l estadístico concerniente a los 
índices delictivos, perfil de la delilIcuencia, factores SOClOeconómÍcos y políticosO que provocan 
delincuencia, así como la aplicación de encuestas y sondeos de opmión pública en materÍa de 
segundad públicn. 

En las manos de la Secretaría de Seguridad Pública, por conducto de la 
Dirección Ejecutiva de Políticas de Seguridad Pública se ha puesto, prácticamente, 
el basamento de la Política Criminológica del Gobierno de la Ciudad de México, a 
pesar de que en la praxis administrativa, jurídica y penal, no se ha palpado su 
actuación en la medida en que no se conoce públicamente su participación en la 
lucha contra la criminalidad y la delincuencia toda vez que las actuaciones y 
declaraciones que se han dado a la sociedad capitalina se vierten a través del titular 
de la Secretaría en cita, pero a través de la lente de los cuerpos policiacos,217 o en su 
case, por el Procurador General de Justicia, 

•• La proposICIón de las medidas correctivas que señale la D,recclor'l Ejecutiva de POm,C3S de Segundad PUchca carece de un yaCio normativo 

conSistente en la omiSión en la deterrrllnacI6n de la unidad adminlstra(¡va a la que deberá dlnglrse, siendo a nuestro JUICIO, que le corresponde 

al propio Iltular de la SecretarIa que nos ocupa por el momento 

••• Esta norma contiene, a nuestro parecer una atnbuclón que no debiese poseer ul1a Unidad administrativa local porque el control de la 

mlormao60 estadis\v::a debe estar suped\ta<:!o a ill\ detlo;1o de ella e!'l la plarufiC3etón e l!IStrumentaClón de las paliuC3S de segundad pública que 

la POliuca Cnmlnal debe trazar, y es que m~s bien debiese tener u(1a funCIón de resguardo y custodia de los datos que se recopilan en dicho 

banco de datos cnmlnológlcos y delictiVOS, los cuales deben ser u!lbzados, finalmente, por la instanoa federal correspondiente de la Palluca 

Cflmlnal en el país, siendo que actualmente lo es el Sistema NaClon;¡l1 de Segundad Publica 

n Esta facultad dada a la Olrecaón Ejecutiva de Polibcas de Segundad Publica es eminentemente política y rebasa los límites a que se contrae 

la Polltlca Cnmlnal democrábca, cuya teleología es el combate a la cnmlnalidad y a la delincuenCIa en todos sus lrentes, buscando la segundad 

de los habitantes a través de politlC8S publicas Integrales, sociales y clentlr,cas, basadas en la EnCIclopedia de las CienCias Penales para que 

finalmente se lleve a cabo una Polltlca SOCial que busque el orden, la paz y el bien cornun más alla de aspectos politlCOS, que deben ser 

tralados a la luz de la óptica de la Segundad Naoonal e Interior del palS, por tanto, es la FederaCión la que debe regular esta aClIvldad 

217 Evocando a Maunce Haunou, esta desvlacTon en la politlca publica de)a denominada segundad pública radica en considerar que la pohcla 

administrativa persigue la manuntenoón del orden públiCO a través de una concreta reglamentaCIón y, a su vez, la represlon de las 

transgresiones a suS mandatos e Imperativos mediante la coaCCIón, lo cual se traduce en el despliegue de la fuer2<l pública y el empleo de la 

fuerza, en otras palabras, sus actos administrativos tiene como fin obtener inmediatamente y por la fuerza, la desapanCl6n de los obstáculos 

que Impidan el disfrute del orden y la paz públicos Sin embargo, debemos tener presente que, efectivamente, la policía ejerce una funClón 

pnmordla! de la Vida del Estado la coacción directa, porque el Pocler JudiCial, en realidad, dice y declara el derecho indiVidual de acuerdo al 

caso concreto, y la ImposIción de ello es a través de la coacoM que se presenta a parUr del poder del policía ASí pues, la policía es parte 
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Continuando con nuestro recorrido normativo en la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal resalta el artículo 2° que le 
confiere al Ministerio Público local las atribuciones de: 

• Realizar los estudios, la planeadón y ejecución de las directrices de Política 
Criminal, * así corno la proposición de reformas que hagan más eficiente a la seguridad pública, 
y contribuyan al mejoramiento de la procuracián e impartición de la justicia. 

• Levar a cabo los estudios en materia de prevención del delito y desarrollarlos en los 
programas que para tal efecto formule en el ámbito de su competencia. 

• La participación en el Sistema Nacional de Seguridad Pública de acuerdo con la ley 
que regula su actuación y mecanismos de coordinación. 

+ Ln promoción de la participación de la comunidad en sus programas znstitucionales. 

• Las que le amauye la Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal.-

Desarrollando estas facultades se ocupa el artículo 9" en materia de Política 
Criminológica, norma que le faculta a la Representación Social a: 

• Recabar, sistematizar y analizar la infamación generada por la incidencia 
delictiva 

• Investigar y determinar las causas (SIC) que dan origen a los delitos, delimitar 
los lugares de su comisión, realizar las estadísticas criminales (SIC) y COnocer el impacto 
sadal del delito y su costo. 

• Promover la !onnación profesional y el mejoramiento de los instntmentos 
administrativos y teOlológicos para la investigación y perseütción eficaz de los delitos. 

• Estudiar y analizar las medidas de Política Criminal adoptadas en otras ciudadesJ 

tanto de nuestro país como del extranjero, e intercambiar información y experiencia en la 

lila tena. 

Insoslayable de la ObtenCión de una seguridad pública mas no es té! un,ca ni la prinCipal fuente y desuno de la tranqUilidad, estabilidad, orden y 

pax publicos [Vid Samuel González Ruiz, Lope<: POr/IUOV y José Arturo Yáñez R 'Segundad PúblIca en Me:<lco _ págs. 51, 52, 54 J 
* Notese que el marco Jurídlco-penal del Gobierno del Dlstnto Federal distmgue daramente las pollticas públicas de la Segundad PÚblica y la 

Política Cnminológlca que en sus ordenamientos precanamente se le conoce como Palmca Cnmma!. A pesar de que adolece de que dlcl1a 

separaaón se- entiende como un dlvorao msUtuoonal, Siendo que la Secretaria de Segundad Pública en la praxis administrativa. lleva a cabo 

acll\lldi3des meramenle polsoacas que, por ende, 00 credyuv:an eJicazmeme a su logro en detnmento de la acertada facultad legal Que le 

concedió el legislador; en tanto que el cuerpo Jundlco en alUSión mcurre, a nuestro JUICIO, de un grave error consistente en robustecer al 

MInisterio Publico en sus multlpTes y dispersas atnbuoones, ya que le encomJenda la conduc;aon de la Política Cnmlnológlca Tocal 

~ Vid frac;cjones IV. V, VI • VII Y IX 
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• Participar eH la l'lllbonlc/óJl tld Plall NacIOnal ele [)csarro!Io y los programll,'" 
corrcsp01 ui¡en tes 

• Interoelllr en los programlls de t'llt1!uanÓ/I dc del ClllI/pli111U.'llto de los programas 
de procllracióll de justicia en el O/stn lo Federal' 

Para prevenir el delito se le dota al Ministerio Público local de: 

:::::::> El fomento de la cultura preven tilla Jmela la clwJ.adanín y el involucrnmienlo del 
sector público e impulsar la partzcipación de los sectores público y privado, que nosotros 
traducimos en Gobierno-Sociedad, 

:::::::> El estudio de las condl/ctas antisociales y 105 factores que las propician y la 
elaboraczól1 de los programas de prevenczón del delito correspondzentes. 

:::::::>Promover el intercambio" con otras entzdades federativas e instituciones 
nacionales e internacionales de carácter público o prrundo para la cooperación y 
fortaleciJniento de aCClOnes en la nwteria, .,-

Por lo que concierne a la relación de la Procuraduría local con la sociedad, el 
articulo 12° le atribuye: 

'" La promoción y desarrollo de programas de colaboración cOll11mztaria para mejorar el 
desempeño de la Institución. 

'" Bnndar asesoría jurídica a los miembros de la comul1ldad para que éstos ejerzan 
debIdamente sus derechos. 

* La promoción de las acciones que mejoren la atención a la c01"1111nidad por parte de los 
servidores públicos de la institución. 

* Proporcionar la información general (SIC) sobre las atribuciones y servicios de que 
esta provista y recabar las opiniones de la población en tomo a la procuración de justicia. (SIC) 

En este somero estudio pasamos al Reglamento Interior de la Procuraduría 
local de Justicia, en sus artículos 2° y 29, por ser estos preceptos los que regulan la 
presencia de la Dirección General de Política y Estadística Criminal, unidad 
administrativa a cuyo cargo destacan las subsecuentes atribuciones: 

• Vid fr3CClones I,III,IV, V. VlyVI! 

•• La norma en comento no precisa el obleto de IntercambiO que se le reconoce como ambuclOn a la P G J O F , Sin embargo, ha de 

entenderse que es la Informacion InsbtuClonal, estadística y academlca que poseen las entidades Citadas 

••• Vid articulo 10' en sus tres fraCCiones 
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o Participar en la elaboraoón de instnmzenfos de planeación en materia de 
procuración de justicia en concordanCia con el artículo 26 de la Constitución Federal y de la 
Ley de PlaneaCÍón. 

o Proponer criterios de Política Criminal para fortalecer la procuración de justicia. 

o Investigar y detenninar las causas (SIC) que originan a los delifos~ delimitar los 
lugares de su comisión~ desarrollar estrategias que coadyuven a SIL prevención; COnocer el 
impacto social que produce la delincu.encia y su costo. 

o Combatir la impunidad en coordinación con las unidades administrativas 
competentes. 

o Recabar y sistematizar la información generada en materia de incidencia delictiva. * 

o Coordinnrse con las Direcciones Generales de Normatividad y Control Operativo 
Técnico Penal y Jurídico Consulti1)a~ con el objeto de realizar estudios y C011 ellos~ 

recomendti.ciones para el perfeccionamiento y actualización del Derecho Penal y sus disciplinas 
auxiliares; la elaboración de proyectos de modificaciones a las leyes penales del Distrito Federal 
para el mejoramiento de la procuración y administración de la justicia penal. 

El artículo 30 se concentra en la Dirección General de Prevención del Delito 
(SIC) facultando a esta unidad administrativa a ejercer las facultades de: 

~ La elaboración y aplicacIón de las política5~ programlls y acciones en materia de 
prevención del delitof y en esta medida proponer a las autondades y a la población acciones y 
medidns para prevenir conducln.s delictivas. 

~ Fomentar la cultura pT/?ventiva de la población (?), con la participación de los sectores 
público, social y privado. En este mismo renglón promueve y asesora a los comités y 
organizaciones vecinales en relación a los programas y acciones que se llevan a cabo en seguridad y 
VIgilancia. 

* Para mtegrar y fortalecer esta atnbuo6n se e;.:presa que esta unldac organizará y desarrollará mecanismos permanentes de coordinaCIón y 

comunlcaóon con otros organos admmlstrallvos que tienen a su alcance estadis~cas cnmmologlcas con la finalidad de unificar y definir 

l¡neaml('ntos, pnnoplOS. mecanismos y estrategias para su obtenClon - y nosotros le agregariamos - ullllzaClOn y difuSión concreta y oportuna 

[Consúltese la fraCCIón VII del precepto en Cita 1 A su vez, en coordlnaClOn con la DirecclOn General de Tecnologia y S~temas Informállcos. 

las estadisttcas sobre hechos denunoados (que son lo que esladistlcamente se ull.llZ8 como· InódenCla delictiva· Siendo que son los hechos 

presunllvamente delictIVOS que se comunican. en este caso. a la P G J.D F) u otras acciones concemlentes al procedimiento penaL [ Vid 

fraCClon lX de [¡¡ norma en CIta 1 

EIl este renglon resalta a nuestra vista el contel1ldo norma\lvo descifrado de la fracoón X. porque le otorga una facultad discrecional a la 

P G J O F , a través de la ul1ldad administrativa Citada, sobre la Muslon de la Inform;'góón en materia cnmlnológlca que posee. e Incluso. de 

validar boleMes ¡(lformabvos y estadls~cas elaboradas en eJerCICIO de sus atrlbuóones o con mobVO de ellas_ Esta facultad toma un vrlal papel 

SI se considera que. políll'camente, esta informaclon es condlClon previa a una debida y pronta toma de deCISiones en la matena. ya sea en el 

campo operativo, técniCO, administrativo y JuridlCO tratandose de nuevas figuras legales en el procedimiento penaL 
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# Coonlú/{/r!><.' COl! 11/ [)Ircu /(lIJ l:t'JJClIJl dt' Poli/mI y r~ll1J/í ... tJ(/1 CrtllIJlwl Jll/ra dllbomr d 
mal!'rlal dt'lherlllo a la prt'ut'J/C/¡Í1I !Id ddllo, CO/I /JI/X' t'JI Iw, !>/IS!'ICItClI1.'" (' /1Il't'~tJgflc/{)fw!> qlll' 

rf(lltn'll Ins IIlstltIlClOlIt'.o.; ,níbl/c/lo.; y II1¡l){/t!II~ Y ¡(¡{Illllfzr 111 zllforl1/11C/t1lz y COlldll~io1l/'~ l¡lIe hayan 
recopilado. El1 este mismo ~lItlll(), !-ot' 11/!otal1 este órgal/o a prollw(>t'1 1(/ C01I1I11II((1c/ÓII e IIzlerClllllllio 

de expenencln Ctm jnstjtIlCW)lC~ 11I1ClOlW/t':, 1J cdrml}cms ni t'stíl IJlfllenu, de m w:nlo COI! los 
lifl/!tlfllientos que establezca el Pro( IIrfltlor.· . 

# Diflllulir en la esfera de 511 competenCIa las lIu;,¡fldas que 1'11 materia de prevl.'lIc¡ón del 
delito sugiere la Orgmziza(lóll dI.' {as NaC/o/les Unidns y otros OIga/l/SI/lO!> IIIlemacionales de los 
wales México forma parte. 

# Proponer cnterios de co}a¡'ornciólI COII las il/stltuciones educativas para In 
instntl11entación de programas de prel11!1Ic/ólI del delito eH los plal/es de estl/dzo correspondientes, 

Para efectos de dar vida a las anteriores facultades resalta el contenido del 
articulo 15 de la Ley Orgánica de la Procuraduría de Justicia local, porque se 
reconoce la posibilidad de la celebración de convenios, bases y otros instrumentos 
legales de colaboración que permiten coordinarse con la Procuraduría General de 
la República, y las de otras entidades federativas del país, así como de cualquier 
órgano y dependencia de la Administración Pública, en sus tres niveles de 
gobierno, con personas físicas y colectivas de los sectores sociales y privado. 

La trascendencia de esta norma se bifurca en dos aspectos: el jurídico­
administrativo y el criminológico, a saber: en la primera dimensión se cobra 
importancia al dar mayor alcance y flexibilidad a la actuación de la instituCIón local 
de la Representación Social en la lucha contra la criminalidad y la delincuencia 
respetando la competencia territorial y funcional que poseen los órganos 
encargados de procurar la justicia penal en el país de acuerdo con la Ley Suprema, 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y las leyes orgánicas que 
regulan su actuación pública ante la sociedad y los demás entes gubernativos, sin 
soslayar la vinculación - tan necesaria - que se establece con la sociedad" a través de 
sus miembros individuales y colectivos; en esta tesitura, se dota de vías jurídicas 
que permiten ligar los programas, las políticas y las acciones concretas que 
despliega la Procuraduría de Justicia en la ciudad capital en el ámbito de su 
competencia, en las funciones características de investigación y persecución de los 
delitos, y las más olvidadas: el estudio" análisis y evaluación de la delincuencia 
para prevenir su comisión a la luz del quehacer público de la Política 
Criminológica. Nuestra interpretación jurídica quizás sea generosa en tanto que 
esta atribución de motiva para ' establecer líneas de acción para la debida 
procuración de justicia 'f Y nosotros consideramos que la justicia se procura en 
todos los frentes en los cuales la criminalidad y la delincuencia están presentes, 
independientemente de una afectación a los bienes jurídicamente tutelados en la 

• COrlSlderamos pertinente destacar la dlscreClonahdad que se le dota al t,tular de 1<1 P G J D F en matena administrativa InternaCional en este 

precepto orgánico y que a pnmera Vista nos sugiere un estudiO /undlco de corte mas admInistratIvo que pel"lal 
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ley penal que da razón a que el procedimiento penal se inicie alIado de la coacción 
legal. 

En 10 concerniente a la materia criminológica esta norma permite ver el 
telón que resguarda la materia jurídico-penal: la génesis~ evolución y desarrollo de 
la criminalidad y la delincuencia rebasa la mera actuación de la institución 
ministerial local cuyo marco jurídico~ económico~ operativo y técnico se enfoca 
primordialmente a la actuación posteriori a la comisión de un hecho ilícito y 
presumiblemente delictivo, como debiese ser, por supuesto, dentro del Estado 
democrático de Derecho al que aspira el sistema penal mexicano. Esta es la razón 
de origen de la norma en comento toda_ vez que en esta legislación local se sientan 
los fundamentos institucionales de la Política Criminológica en la Representación 
Social, órgano y ligora jurídica que ya de suyo posee múltiples y varíadas 
facultades que van más allá del combate a la delincuencia. 

En otras palabras, se ha agregado una noble, imprescindible y altísima 
función de la Administración Pública, sea local o federal, como lo es la política 
pública de la lucha contra la criminalidad y la delincuencia en todas sus 
expresiones y estadías, al cuerpo normativo de una institución gubernamental que 
de acuerdo con la actual organización de la capital de la República Mexicana, se 
consideró como la más próxima para la consecución de los fines que se persiguen 
con ella. Sin embargo, debemos reconocer que de conformidad con su devenir 
histórico y las funciones trastocadas que ejerce en la práctica la Procuraduría de 
Justicia del Distrito Federal así como su estructura jurídica, administrativa, técnica, 
operativa y financiera se ve rebasada, imposibilitada e incapaz de llevar a buen 
término las metas que persigoe una política pública integral, interdisciplinaria, 
permanente y coherente corno lo es la Política Criminológica, ante la falta de una 
estructura humana, técnica y tecnológica suficiente para llevar a cabo tal 
encomienda siendo que esta función le es dada a una unidad administrativa con la 
jerarquía administrativa de Dirección General. Esta afirmación cobra sustancia al 
palpar su actuación que no se ha externado ante la sociedad capitalina ya sea en 
programas, propuestas, declaraciones o acciones que permitan controlarl y 
después reducir, la frecuencia y consecuencias de la delincuencia. 

El marco institucional que existe en la materia en esta ciudad sede de los 
poderes federales y la más grande de la República y del orbe cobra cuerpo en los 
ordenamientos jurídicos citados y la Ley de Seguridad Pública del Distrito 
Federal'" que contempla la elaboración del Programa de Segoridad Pública. En su 

218 Este ordenamiento JurídiCO fue expedido por eJ H Congreso de la Unlon y se publicó en el Dlano OfiCIal de la FederaCión el día 19 de Julio 

de 1993, y es la normaJundlca baSlca en matena de Seguodad Publica en el Dlstnto Federal regulando asi los poncipios, acciones y programas 

que deben observar los cuerpos E!I1cargados de ella siendo preoso destacar que los organos a los cuales se les encomlellda esta fuocion 

1I1nerente al Estada es a todo el Departamento del Dlstnto Federal (hoy Gobierno del Dlstnto Federal), es decir a toda la estructura gubernativa 

que lotegra a la AdmlnlstraClon Publica local, declaraclon normatIVa que no tiene Slmll a nivel federal. ya que en este orden de gobierno se 
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texto se recaba una conccpcioll de [O~ obJcto~ ~lul' pcrslglll' 1<1 scgurid<ld públic3 I..'n 

el Distrito Fcdcrill en la cual ~c comprenden no solo bs dI..' 1,) Il141nutcnci6n del 
orden público, la protección de b integrilbd fíSICéI de l<lS pcrsol1<ls y los bienes, Id 
prevención de los delitos y las faltas administr.1tivas, sino que incluye 1<1 
investigación y persecución dc los delitos, y el auxilio a la población en casos dc 
siniestros y desastres: En esta tesituril, el concepto dado en la normil local es en 
sentido amplio pues comprende múltiples y distintos actos '-lue le incumben al 
Gobierno de la Ciudad de México, a través de sus órganos. 

Sin embargo debemos señalar la omisión legislativa de responsabilizar al 
órgano competente en la materia, como lo es la Secretaría de Seguridad Pública 
quien de acuerdo con el Reglamento Interior de la Administración Pública local y 
la normatividad ya citada en líneas superiores, es el órgano que por antonomasia 
le corresponde llevar a cabo dicha política pública en coordinación e interacción 
con las dependencias públicas, privadas y sociales, empero en la Ley en comento se 
expresa que es la Procuraduría General de Justicia local a quien le compete cumplir 
con las metas de la seguridad pública y al propio Departamento del Distrito 
Federal. En esta forma, se desvirtúa la teleología que persigue en su actuación la 
Secretaría de Seguridad Pública de conformidad con las atribuciones que se le 
encomiendan en el marco jurídico del Gobierno de la Ciudad de México, e 
inclusive, de los motivos que llevaron al legislador a obtener idénticos fines que 
son propios de la Seguridad Pública y de los cuerpos policiacos que integran a 
ambas dependencias.219 

Resulta pues, que la Ley en cita reconoce la acepción teleológica dilatada de 
la Seguridad Pública y que no concuerda con la dada en la legislación federal del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública toda vez que a nivel local se omite la fase 
de la impartición de la justicia penal y la ejecución de ella, es decir, de la ejecución 
de la pena y la reinserción social del delincuente, siendo que ésta también es parte 
de la Justicia Penal por ser la actividad procesal consecuente de la procuración de 
la Justicia que sí contempla. Por lo que concierne a rovel federal se ignora como 
objeto de la seguridad pública la ayuda a la población civil en casos de desastres o 
siniestros y sin embargo, agrega que esta función estará a cargo de las autoridades 
a las que se les encomienda la protección de las instalaciones y servicios 

mstala el Sistema NaCional de Segundad Púbhca cuya IntegraCión no esta conformada por todos los órganos gubernamentales de la 

re<:le""C!Ón 

• Vid su articulo 2". asi como la expoSICión de motivOs de la mloa~va de tey correspondiente 

219 La Exposioón de Motivos de la Ley de Segundad PÚblica del Dlstnto Federal expreso· FunCiones preventiva y persecutona son dos 

medios para alcanzar un mismo fin. contribuye a la Segundad PUblica tanto el que previene como el que persigue, por otra parte. la 

persecuCión del delincuente también guarda un caracter preventivo en la medida que se eVita la comiSión de subseruentes delitos al combatir 

el comen organizado o persegUlf al cnmlnal patológiCO o remCldente Al tener ambas (la Pohcía preventiva de la Secretaría de Segundad 

Pública y la Pollcia . JudiCial' adscnta a la Procurad una General de Jusbcla local) contacto COn fenómenos dehcbvos resulta mdlspensable el 

IntercambiO de informaCión y el apoyo técniCO en operativos Importantes y al detentar ambas la fuerza publica conViene fijar los pnnclplos de 

planeaclón, actuao6n y profeslonahzaclón que deben observar en el eJerClC:lO de sus atrlbuclOnes sin distingo 
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estratégicos del país;* de lo anterior se infiere la imprecisión y discordancia de la 
legislación federal y local en materia de seguridad pública a partir del concepto y 
término jurídico que recaban en sus textosf y en consecuencia la intervención de los 
órganos de la Administración Pública así como los programas, planes y recursos 
que la integran se dispersan en diversos frentes. 

No es posible cerrar estas líneas sin antes reconocer el avance que se ha 
dado en la materia de la seguridad pública en el orden jurídico local al otorgarle un 
cuerpo legal que regule la actividad prístina que el Estado debe asumir para con la 
sociedad y sus asociaciones, que si bien es cierto posee ciertas deficiencias 
conceptuales, jurídicas, criminológicas, administrativas y funcionales representa el 
primer esfuerzo institucional en la entidad por abocarse al tratamiento de la 
inseguridad pública que hoy en día azota a los habitantes de esta gran urbe a 
través de una política pública concreta que se especialice en esta esfera tan 
olvidada, relegada y deteriorada en la Administración Pública en general. 

En otras palabras, ya se posee un instrumento formal para el estudio, 
diseño, aplicación y evaluación del servicio público de la seguridad pública en la 
Ciudad de México, toca a los especialistas en la materia adecuar su contenido al 
devenir histórico que ha tenido el gobierno en este renglón, así como sus 
mecanismos e instrumentos para llevar a cabo tan alta encomienda; a perfeccionar 
su contenido normativo y administrativo; a dar mayor énfasis en la disuasión y 
prevención de las conductas ilícitas con mayor fundamento en las enseñanzas 
criminológicas más que en las punitivas; a coordinar a las diversas instituciones y 
órganos que componen la Administración Pública local, en el ámbito de sus 
competencias, a desarrollar una política pública integral que se dilate sobre ella y 
no se agote en los cuerpos policiacos; a reconocer, impulsar y unificar los criterios 
de actuación de los principales órganos que ex profeso se crearon para atender esta 
función pública: la Dirección Ejecutiva de Políticas de Seguridad Pública, las 
Direcciones Generales Regionales de Seguridad Pública, y la Dirección General de 
Control Operativo de la Secretaría de Seguridad Pública y la Dirección General de 
Política y Estadística Criminal, y la Dirección General de Prevención del Delito de 
la Procuraduría General de Justicia local, toda vez que en la Ley de Seguridad 
Pública en comento se reconoce como órgano rector de esta coordinación 
institucional en materia de seguridad pública a la Procuraduría General de Justicia 
sin considerar a la Secretaría de la materia, a su vez, se debe erradicar la 
duplicidad de atribuciones que poseen los órganos enunciados en este apartado en 
materia de prevención de las conductas antisociales, incluyendo el estudio, 
programación, ejecución y evaluación de sus políticas en la lucha contra la 
criminalidad y la delincuencia, precisando, por ende, sus atribuciones para 

* Vid artia¡los 2", 3" Y 4" de la Ley de Segundad Publica del Drstnto Federal en confronta con la ley que Establece las Bases de Coor(lInaoón 

del SIStema Naoonal de Segundad Publica en sus artlculos 3°. 4° Y 5° 
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coordinar :-'ll <1CtLl<lCión limit.ld,l en rd<lcioll <1 la e:-.tructlll'<l <1dministr.ltiv.l de 

rl'CUI'SOS ('n 1,1S qlll~ se h<lllan lIlnWrS<lS. 

En este sentido, la ley en cita da origen al instrumento director de la 
plancaci6n e instrumentación de 1<1 polític¿¡ de seguridnd públic¿¡ en la entidad, 
denommaJo Programa de Segundad Púbiica del Distrito Federal, constituyéndose 
así en el primer basamento jurh.iIco l}ue regula y norma a la Adminü:itración 
PúblIca local en la prestación del servicio público de la seguridad pública por ser 
su deber y función inddegable a desarrollar no s610 en el imperativo del respeto a 
la legalidad y la dignidad humana sino en un marco definido y preciso de 
coordinación intcrdisciplinaria entre sus órganos e instituciones vinculadas en 
forma, directa o indirecta, mediata o inmediata, con la lucha contra la criminalidad 
y la delincuencia que se presenta allende del papel y responsabilidad de los 
cuerpos policiacos. Observando esta premisa en la instrumentación de la Política 
Criminológica moderna la ley invocada atinadamente expresa que le corresponde 
al Gobierno del Distrito Federal elaborar dicho programa de conformidad con las 
específicas y concretas atribuciones y competencias de sus dependencias. 

4.2.- EN EL ÁMBITO FEDERAL MEXICANO. 

Vale apuntar que las subsecuentes líneas son una mera aproximación a la 
composición actual de los órganos de la Administración Pública Federal que 
inciden con mayor fuerza en el sistema penal mexicano y que funcionalmente 
hablando integran la Política Criminológica del Estado, en razón de que la parte 
medular de este trabajo' abordará con mayor detalle su estructura, atribuciones y 
papel en el control social de los fenómenos criminales y delictivos. 

El ejercicio del Poder Ejecutivo Federal está conferido originariamente en 
forma unipersonal de acuerdo con el artículo 80 de la Constitución General de la 
República, señalando que se le nombrará ' Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos', ahora bien, concatenando esta magna norma con los articulos 89 y 90 
se desprende que la conducción de las políticas públicas federales y en general, de 
la organización política del país/20 le corresponde - por tradición histórica, jurídica 

• Vid el slgl.llente capitulo en sus apartados tercero y cuar10 

220 Vid Manuel Gonzalez Oropeza. en su comentano al ar1lculo 80 de la Carta Magrla erl la obra de la . Constitución Polllica de los Estados 

Unidos MeXicanos Comentada' 10' ed Tomo 11 Op Clt pagmas 847 a 854 

Se sugiere al lector el contenido del apartado numero 5 1 del cuartO capítulo de la presente tesIs. toda vez que en el tema Inlitulado • La 

AdmlnlslraClón Pública recelal y el :milema piesIOenc¡¡¡\ se acude a deslacaCif., aulOfes CCflslltUC\OM.\!stas '1 pollttOOlogos que dem.u.estran 

que el cerllro de gravedad de rluestro sistema jundlCO y poHl!co se localiza erl la figura del Poder EJeculivo Federal y SI conSideramos esta 

realidad aUrlada al hecho de ser este poder qUien debe guardar y hace~ guardar los pnrlClpIOS consagrados en nuestra C8rta Magna y mirar por 

el bien y la prospendad del pueblo me~LC8no. a traves de las facultades ImpllcLtas del articulo 89 y las explícLtas contenidas en todo el orden 
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y política -, ejercerla por sí y por conducto de diversas instancias administrativas 
que le auxilian en el despacho de los negocios que se le confieren a partir de la Ley 
Fundamental. 

Es así como el Poder Ejecutivo Federal mexicano se le ha dotado de una rica 
variedad de facultades jurídicas que, de hecho, concentran la detentación, 
administración y ejercicio de la fuerza material del Estado f teniendo como 
consecuencia el monopolio de la coacción institucional que se presenta ante los 
gobernados en la figura del poder público, el cual se erige en beneficio de la 
sociedad, sus integrantes colectivos e individuales. Interesa sobremanera esta 
consideración política por ser el substratum de 105 procesos y mecanismos que se 
desarrollan en el orden jurídico mexicano, y en general, de los órdenes sociales, 
económicas y culturales de la Nación. La realidad en nuestro país es impecable: el 
eje del sistema jurídico y político de nuestro país se integra en la figura 
omnipresente y omnipotente del titular del Ejecutivo Federal' quien está provisto 
de una singular armadura que comprende, prácticamente, todas las esferas en las 
cuales se desenvuelve el individuo, sus asociaciones e instituciones; llámese a esta 
estructura funcional y orgánica Administración Pública Federal. 

El sistema jurídico-penal mexicano no escapa a esta realidad sociológica y 
política que tiene su fuente en el propio orden jurídico federal, sino que se 
constituye en la dimensión más coactiva que posee el Estado al lado de las fuerzas 
armadas. 

Ahora bien, el articulo 90 de la Carta Magna señala que la Administración 
Pública Federal se bifurca en central y paraestatal de acuerdo con una ley que 
reglamentará la competencia y atribuciones de las entidades que la integran. Este 
ordenamiento jurídico es la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 
ella establece las bases de organización de toda la estructura gubernativa con base 
en tres figuras administrativas: a) Secretarías de Estado; b) Departamentos 
Administrativos y c) Consejería Jurídica.221 

Si consideramos que la denominada seguridad pública es, sin duda, un 
servicio público que el Estado debe proporcionar a sus gobernados a través de una 

Jurídico mexicano que le facultan. en términos genencos. ejecutar las leyes y organIZar a las dependenciaS que llevarán a cabo sus 

erlCClmiendas. la ¡nstrum~taC!6n de la Politica Crimonil! que adolece nuestra soetedad debe bas¡:¡rse y asentarse, pnm'senlamente, .. n la fuerza 

estructural y funoona! de este poder 

• Son ser motIve de estas lineas debemos tener presente que esta realidad sooológ¡ca, Juridlca y politlca que Nl Imperado en MéxiCO. se ha 

atemperado en tiempos recientes debido a la recomposIdon de ¡as fuerzas politlcas en el Poder legislativo Federal y en el propio Oistnto 

Federal, hecho de capital ITascendenaa que ha tenido como efecto Inmed!3to el surgimiento de un contrapeso al poder ejerCido por el Poder 

Ejecutivo Federal , con$lderaCl6n que da espera!l2a, viva y latente, para IUcllar por una democracia que se recaba en nuestra ley 

Fundamental. 

221 Vid AA. 2" fraCCIones 1, !I Y lJ1 de la ley precitada, norma que dichos entes admimstratlvos aUXIliaran en el despacho de los n(;gOCios que le 

corresponden admlnlstrallvamente, al Poder Ejecutivo 
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Política Cnminolúgk<1 integr<ll, Científic.l y permanente le corresponde, al Poder 
Ejecutivo procurar todo~ los n1l'dios, instrumentos y mecanismos necesarios para 
logra tan preciado y noble fm La consecución de dio obliga a que el Gobierno 
cuente con un aparato funcional y orgánicamente estructurado que busque obtener 
este dcsidératum de toda sociedad organizada. 

Sin embargo, el poder público no se comprende, ni se explica ni existe, sin la 
violencia racional que debe poseer, organizar, administrar y aplicar el Estado a 
través de sus órganos gubernativos especializados en su ejecución, para así normar 
la conducta de aquellos individuos que se apartan de lo generalmente aceptado 
por la sociedad en su legislación. Estructuralmente, desde este punto de vista 
administrativo, también se infiere que le corresponde al Poder Ejecutivo Federal y 
local ordenar en la Administración Póblica el poder penal y punitivo - entendidos 
éstos, alIado del militar, como la expresión más' desnuda' del poder del que está 
investido -, que se dispersa en las tareas de procuración, administración y 
ejecución de la Justicia Penal. 

Luego entonces, de 10 anterior se desprende que el estudio de la estructllra 
gubernativa que ejecuta 1as políticas estatales en 1a Política Criminológica y en el 
sistema de Seguridad Pública a nivel federal tiene su columna vertebral en los 
órganos de la Administración Pública que lo integran, resaltando para efectos de 
las presentes líneas académicas: Secretaría de Gobernación y en ella la 
Subsecretaria de Seguridad Púbhca, y las Direcciones Generales de Normatividad 
y Supervisión en Seguridad, de Prevención y Readaptación Social, de Prevención y 
Tratamiento de Menores y, el Centro de Investigaciones de Seguridad Nacional, el 
Consejo Nacional de Seguridad Pública y el Sistema Nacional de Seguridad 
Pública; la Procuraduría General de la República y su Instituto de Capacitación; el 
Instituto Nacional de Ciencias Penales: 

• VJd capItulo Infra en su apartado numero 4 4 
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IV.- LA COORDINACiÓN FEDERAL DE LA POLÍTICA 
CRIMINOLÓGICA EN MÉXICO. 

" La Federación, el Distrito FederaL los Estados y 
los Municipios se coordinarán, en los términos 
que la ley señale,. para establecer un sistema 
nacional de seguridad pública. " 
Último párrafo del artículo 21 constitucional. 
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1.- FEDERALISMO. 

el propio concepto de Estado fcdcrtll es un 
sinónimo de unión permanente y de coexistencia 
orgánica dúplice. 11 

Dr. Leonel Alejandro Armenta López. 

1.1.- FEDERALISMO CONTEMPORÁNEO. 

El análisis a que se contrae la presente investigación académica ha de tener 
presente la organización orgánica y funcional del Estado mexicano para conocer el 
sistema político y jurídico que lo integra en virtud de su estrecha vinculación con el 
sistema penal mexicano y sus órganos administrativos que hoy nos ocupan en las 
presentes línea, para determinar su eficacia orgánica en el combate a la criminalidad y 
a la delincuencia. Así pues, iniciaremos con la determinación de su naturaleza, a 
saber: el articulo 40 de la Carta Magna proclama que el Estado mexicano es una 
República representativa, democrática y federal. 1 porque nació de un pacto entre 
entidades federativas existentes anteriores al mismo y que debido a sus intereses 
delegaban ciertas prerrogativas en un poder central en forma expresa en la Ley 
Suprema en tanto que las restantes se las reservaban para sí, lo anterior se afirma 
categóricamente en nuestro articulo 124 constitucional: " Las facultades que no están 
expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se 
entienden reservadas a los Estados. " 

El federalismo nace de un pacto político de intereses políticos que buscan 
equilibrar el poder que cada uno de ellos detenta y ejerce en un sistema social dado, 
toda vez que pretende estructurar el ejercicio del poder público sin detrimento de la 
libertad. 

1 • El Estado federal ocupa un SItiO IntermediO entre el Estado unltano y la ConfedersClón de Estados El Estado unltano posee unidad polltlca y 

constitUCional. es homogéneo e irldlvlslble. sus comarcas o reglones carecen de autonomía o gobierno propiO En la confederaCIón los Estados que 

la Integran conservan su soberanía Intenor y extenor. de suerte que las deCISIQr'leS adoptadas por los órganos de la confederación no obligan 

directamente a los SUOdltoS de los Estados. SinO que preViamente deben ser aceptadas y hechas suyas por el gobierno de cada Estado 

contederado. Imprimiéndoles así la autondad de su soberanla En la federación los Estados-mlembros pierden totalmente su soberania su extenor y 

ciertas facultades Intenores en favor del gobierno central. pero conservan para su gobierno propIO de las facultades no otorgadas al gobierno 

central 

(Felipe Tena Rarnlrez • Derecho ConstrtUClonal Mexicano' 24' ediCión Ed Porrua MéXICO 1990 P 113) 
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El Estado federal es una sociedad nacional de estados en la que una entidad 
jurídico-política esta superpuesta a los estados asociados que la integran y deciden 
formar y estructurar, precisando las delicadas relaciones que deciden entablar: 

'J la.) Son relaciones de derecho público interno de naturaleza constitucional y 
no de naturaleza internacional; 

2'.) Las relaciones complejas que se establecen en el interior del Estado federal, 
entre los diversos estados y dentro de ellos, aun cuando sean jurisdiccionales, son 
favorables a la libertad democrática, ellas permiten un poder federal enérgico cuya 
fuerza se deja sentir hacia fuera yen el interior. " 2 

Como podrá apreciarse, el federalismo es un sistema jurídico y político que se 
concibe para regular el poder que se ejerce a través de los órganos de gobierno de 
todas las entidades federativas organizadas en un régimen de gobierno 
contemporáneo deciden adoptar para regular con mayor eficacia las relaciones que 
entre sus órganos se presentan y para con los gobernados. Se busca una ecuación 
entre el ejercicio de las facultades que poseen las autoridades y los derechos públicos 
subjetivos de los gobernados' 

Cabe destacar que la distribución de las atribuciones de la Federación y de las 
entidades federativas atiende a criterios cualitativos que varían en cada Código 
Supremo, sin embargo, se infiere que se reserva al Gobierno Federal el despacho de 
todas aquellas actividades que son consideradas de interés común y general para el 
país, para la comunidad socio-política que se organiza jurídicamente; en tanto que las 
relaciones privadas o de interés propio de las entidades son reguladas por los Estados 
rniembros.4 

El Estado federal es, en consecuencia, un ámbito espacial de validez en el cual 
existe una coexistencia entre dos esferas: la central y la local que convergen en una 
voluntad nacional y se coordinan entre sí por la Constitución.5 

De la armónica interpretación del contenido normativo de la Constitución 
federal, se desprenden los siguientes principios: 

2 Vfd_ Maun<::e_Hauñou' Trarté de ¡;IrOIt CortstltutionneL • 2~ ed Eed !.Jbralre du Recuell Slrey_ París, Franaa.1929 págs 124 y 125. CII. por leene! 

Alejandro Armenta López en su texto' La forma federal ¡;le Estado • UNA M .Instltuto de InvesllgaClone$ Jurídicas Mexico 1996 P 34 

3 Vid leene! AIeymdro Armenta lopez. Op_ cit pags 31, 32, 33, 177 Y ss 

4 Vid FelípeTena Ramirez Op ot p 114 

5 Vid Leenel Alejandro Armenta López. Op al p 178 
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" 1. Existe una división lit' Id COmpdl'IKid l'nlre ¡,} h'lk'IJcion y las l'ntidadl's 
federativas en donde estas últlma~ son lI1~t<lI1cid dt'l'ISOfld suprema, pero exclusivamente 
dentro de su compett'IlCI¿L (Mtículo -lO) 

2. Entre la Federación y las entidades (<,'derativas existe coincidencI<l de decisiones 
fundamentales. (artículos 40 y 115) 

3. Las entidades federativas se dan librenwnte su propia Constituci6n en la que se 
organizan la estructura del gobierno, pero sin contravenir el pacto federal inscrito en la 
Constitución general, que es la unidad del Estado federal (articulo 40.) 

4. Existe una cIara división de competencias entre la Federación y las entidades 
federativas: todo aquello que no esté expresamente atribuido a la Federación es 
competencia de las entidades federativas, principio recogido por el artículo 124 ... "6 

Los principios del federalismo mexicano son la frontera infranqueable que 
exige un Estado de Derecho en virtud de que a través de este régimen de gobierno la 
Constitución General de la República determina las esferas de actuación de los 
órganos de gobierno de las entidades federativas y de la Federación, atravesando por 
los municipios y el Distrito Federal, de tal forma que si ellos se apartan de las 
atribuciones generales que emanan de su texto dichos actos adolecen de un vicio de 
origen que los revisten de ilegalidad e inconstitucionalidad que les impide ser válidos 
a la luz de las leyes constitucionales.? En otras palabras, el federalismo mexicano 
contiene implícitamente el principio de legalidad de las instituciones porque su 
actuación debe sujetarse a los imperativos de la norma jurídica que debe observar, en 
todo tiempo, a los principios consagrados en la Constitución Federal. 

De capital importancia es destacar que esta delimitación de esferas no 
presupone la supremacía de una sobre la otra, como se desprendería de una 
interpretación sencilla, lisa y superficial de la prelación legal entre los ordenamientos 
jurídicos de nuestro sistema constitucional y federal o local, por una sencilla razón: 
los órdenes federal y local están sujetos a la Constitución General de la República,8 

ambos órdenes están subordinados a sus normas, en virtud de que en nuestro 

6 Et all • ConstrtuClón POlltlca de los Estados UnidOS MeXicanos Comentada - T 11 tOO edición U N A M .Instltuto de IrwestlgaClones Jundlcas 

MéXICO 1997 P 1301 {Jorge Carplzo, Mc Gregor comentario al artlculo 124 J 
7 El Dr Mano de la Cueva expresa que eXisten las leyes constitucionales y el denomll1ado derecho federal. Siendo las pnmeras aquéllas normas 

que se alus~!'I ma~na!mer\te 'j formalmel'lte a la l€'f Suprema, en tanto "ue las segundas unlcamente se ciñen en su aspecto formal, es dear, en 

el procechmlento que ella determma para su creaclon En esle conlexto, las leyes constitUCionales son parte IOtnnseca de la ConstituCión, ya que 

amplian su contemdo, v gr La ley de Amparo Reglamentana de los articulos 103 y 107 de la ConstitUCión Poll~ca de los EstadoS Unidos 

Mexicanos 

Vid· Apuntes de derecho constituCional' MéXICO 1965 Págs 46 a 48 CII por Jorge Carpozo • EstudiOS cons~tuClonales • 3' ed Ed Porrua· 

U N A.M ·Instituto de InveS~gaClones Jundlcas Mexlco 1991 P 18 

8 Esta teSIS es sustentada por Felipe Tena Ramirez Op Clt P 124 Y 474. Fedenco Jorge Gaxlola 'La CriSIS del pensamlenlO polillCO '1956 Págs 

as yaa; Alberto G Salceda· Au\ocoo\¡o\ de \a coos\\\uclOI'a\lcIad • Re'4lsta MexiCana de Oefect\c PublICO MéXIco tomo l. num 4, 1947 ~ 416-417, 

Miguel Villoro Toranzo "IntroduCCión al estudiO del derecho' Ed Porrúa MexlcO 1966 P 308 elt por Jorge CarplZO Op elt p 18 Y 19 
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régimen jurídico no existen las facultades concurrentes9 y porque el artículo 124 
constitucional expresa que las facultades que no estén expresamente conferidas al 
orden federal se entienden reservadas a los estados, es decir, las facultades que 
originalmente tienen, las delegan al orden federal. 

Este análisis jurídico constitucional implica, por naturaleza, aspectos políticos 
al regular las atribuciones jurídicas de cada entidad del gobierno federal y local a 
través de las facultades que se reconocen en el Código Supremo, en realidad, es una 
concepción político-social del equilibrio de las funciones del poder para su mejor 
ejercicio)O Empero, la realidad de nuestro sistema político tiene una fuerza centrípeta 
que tiende a concentrarse en el nivel federal porque u ." existe en la Constitución un 
precepto, que es a manera de puerta de escape, por donde los Poderes federales están 
en posibilidad de salir de su encierro para ejercer facultades que, según el rígido 
sistema del articulo 124, deben pertenecer en términos generales a los Estados. Nos 
referimos a la última fracción del articulo 73 (actualmente la fracción XXX), que 
consagra las comÚlUnente llamadas facultades implícitas. " 11 en México este proceso 
se ha desarrollado en una creciente absorción de facultades en detrimento de las 
atribuciones de las entidades gubernativas locales, con destacada participación del 
Poder Ejecutivo Federal. 

En la práctica del sistema político y de las instituciones jurídicas existe un 
predominio del poder central respecto del poder local y las autoridades federales se 
sobreponen a las locales en virtud de un proceso de cultura política y social que ha 
consolidado un régimen federal competitivo o dual que ya no tiene cabida en las 
instituciones administrativas inmersas en un nuevo orden mundial que se caracteriza 
por la tendencia a la globalización económica que produce fenómenos con efectos en 
los ámbitos nacional y supra nacional de las sociedades. 

9 Vid Mano De la Cueva de la Rosa Op cit P 4S a 48 01 por Jorge Carpao op ot pags 19 a 22 VW iJl!ra ap¿!ttaOO del • Fedeúilismo en la 

Procuración de Justtoa ' 

10 Vid Jean TOuchard "Hislooa de las Ideas políticas - tmd de Juan Pradera 5a ad Ed Tecnos Madrid, Espai\a HI87 P 311. Cit por Leone! 

Alejandro Annenta LÓpez Op cIt p. 57 

El mvesUgador a me::ocano en consulta nos afirma categoncamente Que el poder del Estado es IndiviSIble toda vez que la intenCión volmva es única 

el bienestar común, el de la sociedad 

11 FelrpeTenaRamlrez.Op olpágs 115y116 

Las facultades e.>:pliatas son las conferidas por las entidades rederabvas, por conducto de la Cons\ltuoÓn. a cualqUiera de los Poderes Federales, 

en forma preosa concreta y deterrmnante en alguna matena, en tan:o que las facultades Impllotas son las que el Poder Jeglslabvo puede 

concederse a si mismo o a cualquiera de los otros dos Poderes federales como mediO necesano para ejercer alguna de las facultades explicitas, de 

conformidad con el precepto Invocado" El otorgamiento de una facultad Implfota salo puede Jusbficarse cuando se reúnen los SJgtJieI1tes reqUisitos 

1Q 
•• la eXlSlenOa de una fac:uttad expliCIta, que por SI sola no podna ejercerse, 2°, la relaoÓll de mediO necesano respecto a fin, entre la facultad 

Imphota y el eJerooo de la facuttad expliCita, de suerte que sm la pnmera no podría alcanzarse el usa de la segunda; 3Q 
, el reconoCImiento por el 

Congreso de la Unlon de la necesidad de la facultad ImpliClta y su otorgamiento por el mismo Congreso al poder que de ella necesita "¡Ibídem p 

1161 
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Los orig~n~s hlstorico:-. dl'l fl'dt:I,111:-.rno rnCXlC,l[W d,Ü<l1l de 1812 12 m<is sin 

embargo, los Estados nunca han h'nido el vigor suficicntl' par,l disput,lf sus derechos 
al poder central que aglutinó 1.1S <.ünbucioncs CC0110InICaS, politicas y juridicas de 
mayor peso en la vida nacional, OCJslol1¡:¡ndo <lSI que nuestro r0gimen sea" precano y 
ficticio, ,,13 debilitándose ante los reclamos inmediatos de la sociedad a l¡:¡s que 
gobiernan. Ante esta fractura de nuestro régimen de gobierno hemos de estar 
conscientes que la concepción que reina en nuestro sistema político ha de 
transformarse de un régimen federal dualista a un sisterna federal cooperativista, 
porque El poder nacional y el poder estatal son partes mutuamente 
complementarias de un úmco mecanismo de gobierno, todos cuyos poderes 
intervienen simultáneamente por medio de funcionarios centrales, regionales y 
locales para la realización de objetivos reales de ese gobierno, según la aplicabilidad 
al problema de que se trate. If 14 

Los constitucionalistas han propuesto diversas medidas jurídicas que 
permitirán ir atenuando el monopolio de actividades prioritarias o estratégicas de la 
Nación que ha expropiado la Federación a través de su orden normativo e 
institucional para diluir el principio de los ámbitos de validez espacial y de grado que 
en la teoría legal se localizan en un mismo plano, más en la práctica política, 
económica, administrativa e inclusive, cultural no existe dicha igualdad; entre estas 
sugerencias que de facto son parte de la reforma del Estado mexicano y su orden 
jurídico, resaltan: 

" a ) Modificar la fórmula de suspensión de garantías, ... Principalmente privar al 
Ejecutivo de su derecho de iniciativa exclusiva. 

b) Eliminar cualquier intervención del Ejecutivo en los procedimientos de 
desaparición de poderes. 

c) En los supuestos de ' garantía federal " previstos en el primer párrafo del 
artículo 119 de la Constitución, la intervención del Ejecutivo tendrá que ser con 
autorización por mayoría calificada del Congreso, y mediante la solicitud de alguno de 
los órganos locales. 

d) Contar con un título de la Constitución sobre el Estado federal que precise de 
mejor manera las atribuciones de cada uno de los ámbitos, asuma claramente la 
existencia de atribuciones concurrentes (SlC); conceda la administración de estas 
atribuciones a los ámbitos locales, haga del Senado el órgano del federalismo; cree un 
órgano autónomo en materia federal que auxilie al Senado; reformule las atribuciones 

12 Vid la ExposlQón de MotiVOS del Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federahsmo 1995~2000 . DI<1no OfiCial de la 

FederaCión publicado el6 de agosto de 1997 Pags 4 y 5, aSI comO Jorge Carplzo Op elt págs 82 y ss 

13 Felipe Tena Ramirez Op Clt p¿gs 122 Vid Ibldem p 126 

14 Eduardo López Aranguren • El federahsmo amencano Las relac<ones entre poderes en lOS Estados Unidos' Ed 1nstltuto de EstudiOS de 

AdministraCión local España, Madnd 1987 Pags 46 CI! por leonel Alejandro ArmenIa Lopez Op Clt P 125 
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hacendarias de la Federación a favor de Estados y Municipios, y de mayor peso político a 
las legislaturas locales o futuros senados locales sobre las cuestiones federales. 

e) La ConstitucÍón también debe asentar las bases de admín.ístracíón de los 
recursos y bienes públicos. " 15 

Para el sistema penal mexicano cobran importancia los incisos A), C), D) en su 
parte final y E), porque la modificación de estas figuras jurídicas, administrativas y 
financieras, habrán de fortalecer a los órganos estatales y del Distrito Federal, 
encargados de la procuración, impartición, administración y ejecución de la Justicia 
Penal, porque su actuación gozaría de un estado de seguridad jurídica dado por la 
precisión de los recursos financieros que aplicarían en la modernización de su 
infraestructura en recursos materiales, el adiestramiento y capacitación profesional de 
los servidores públicos que en ella laboran, y en fin, para proporcionarles las 
condiciones y garantías mínimas que requieren para tener un nivel de vida digno y 
decoroso en proporción directa a su preparación técnica o científica, a su desempeño 
laboral y el riesgo de sus actividades en la lucha contra la criminalidad y la 
delincuencia. 

En este campo la Justicia Penal también esta resentida en su estructura 
orgánica y funcional en virtud de la actual integración del sistema penal mexicano 
que no escapa del federalismo que ha sido deformado en la praxis política en nuestras 
instituciones jurídicas, económicas, e inclusive culturales y sociales, trayendo consigo 
el incremento, cualitativo y cuantitativo, de las conductas ilícitas que se nutren de la 
ineficacia de las instituciones de seguridad pública y punitivas del Estado, al lado de 
la corrupción y la impunidad en todos los niveles de gobierno: municipales, estatales, 
del Distrito Federal y de la Federación, y en las tres ramas de la gestión pública. 

Ahora bien, en el presente periodo presidencial se han trazado las pinceladas 
para formar una nueva concepción del federalismo gracias al Programa para un Nuevo· 
Federalismo 1995-2000, el cual es de observancia obligatoria para todos los órganos y 
dependencias de la Administración Pública Federal en la esfera de sus respectivas 
competencias conforme a las disposiciones legales aplicables, incluyendo a las 
entidades para estatales. 16 

15 Et al! ' la Reforma del Estado EstudiOS comparados 'Universidad Naoonal Autónoma de Mb:¡co-Instrtuto de lnvestigaoones Juríd¡cas­

Dlr€COón General de Asuntos Jundlcos de la Presldenoa de la Republlca Mexlco 1996 ¡ Comentano de Jaime F Cardenas GraCIa, P 186.] 

• La denommaoón a este programa del Gobierno Federal es poco afortunada porque pretende presentarlo como una lorma de gobierno dlshnta a la 

que anlenormente tenia nuestro sistema pohhco. difundiendo sus bondades como una aportación de la presente adminiSl!ao6n, disertaoón que no 

~enen nlngun sustento junclco consUtuoonal porque no se ha creado ninguna figura, proceso o instltuoÓfl diversa en el federalismo meXicano 

contenido en la Ley Cimera En reaMad, opmamos que eXIste una reglamentaoón admmlsl!allva finanCIera y poHtica con mayor equidad para la 

dotaoón de recursos a las en!:tdades federativas y al MunloplO 

16 Articulo 1° del 'Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federalismo 1995_2000 Olano Oficial de ca Federaoón, put:licado el 6 

de agosto de 1997, y con vl~enoa al dla sigUIente de conformidad con el UnlCO artIculo tranSllono 
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Se emprende una redl!-otnbuciún de facultades, funciones, responsabilidades y 
recursos del Gobierno Federal h,Kia los gobiernos dl' las entidades federativas y los 
municipios, con la 1:,"lse primordial de la renovación de la figura jurídica, politiG.l y 
social del MUnicipIo,· célula básica de la organización política, para que el poder 
público municipal que le asiste f8vorczca la integración y la atención de los intereses 
comunes, contando con los recursos necesarios para responder a lns demandas que le 
compete atender - en forma complementaria, en su caso, del orden federal -, 
persiguiendo el cumplimiento con el propósito de elevar su capacidad de gestión 
pública ante sus habitantes, ciudadanos y organizaciones surgidas en su seno. 17 

A continuaCión enunciamos los objetivos generales de este programa de 
gobierno que inciden en forma mediata en los rubros de la prevención de las 
conductas antisociales al fortalecerse las aciones de gobierno en el desarrollo social a 
través de la asignación de mayores recursos federales a los estados y sus rnuOicipios, 
impulsando la capacidad de respuesta institucional a las demandas sociales de la 
población; se fortalece pues, nuestra Política Social gracias a la instrumentación de 
estas acciones del Gobierno Federal - léase del Poder Ejecutivo Federal - buscando la 
intervención directa en los factores sociales que incitan a la criminalidad y a la 
delincuencia ante el deterioro de las condiciones de vida de los gobernados, en otras 
palabras, se comprende la prevención indirecta de las conductas ilícitas que no le 
corresponde al aparato penal atender, a pesar de que la ausencia de su tratamiento 
nutre al caldo de cultivo de los fenómenos antisociales y en este preciso instante del 
proceso social se le pide al si<;tema penal solucione hechos consumados con la manta 
del crimen y del delito, a saber: 

• " Impulsar una redistribución de facultades, funciones, responsabilidades y 
recursos del Gobierno Federal hacia los gobiernos estatales y el Municipio . 

• Impulsar las capacidades institucionales de las entidades federativas en 
materia de Desarrollo Social, con especial referencia a la descentralización de las 
funciones de educación, salud y medio ambiente, de bienestar social y combate a la 
pobreza extrema" desarrollo urbano y vivienda . 

• De acuerdo con el proplCl Programa de Gobierno para su confección se tomaron en cuenta diversos foros naCIonales, reglom.les y estatales que 

contribuyeron a enriquecer las propuesta del EjecutiVo Federal para avanzar haCia Ur'l Nuevo (SIC) Federalismo, entre los que destacan dos foros 

regionales organizados por el Senado de la Republlca, uno en Colima referente a los aspectos politlcos del federalismo (febrero 1995) y otro en 

Yucatan sobre los aspeclos económiCOS del federalismo (marzo 1995), un foro de carácter naCional organizado por diversos gobiernos estatales y 

dependenCias federales celebrado en GuadalaJara, Jal Referido al Impulso de la forma federal (marzo 1995), 32 foros de consulta popular en las 

entidades federativas {ab111995}, y otro de carácter naCional en Puebla, Pue sobre aspectos polítiCOS, InstrtuClonales y fiscales (mayo 1995), así 

como 31 foros para la renovación muniCipal (abn11995) realizados en el marco de la elaboraclon del Plan NaCional de Desarrollo (Víd Pags 3-4) 

17 V Id 'Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federalismo 1995·2000 'op clI P 6 
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• Promover el Desarrollo Administrativo (SIC) de la gestión pública en los tres 
ámbitos de gobierno mediante sistemas efectivos de control, y evaluación, probidad 
en la cultura de rendición de cuentas, así como en la ampliación de nuevos espacios 
de participación social. 

• Revisar las atribuciones y responsabilidades del Municipio, para fortalecerlo 
como el espacio político y administrativo más cercano a las comunidades. ,,18 

Básicamente este ordenamiento jurídico de carácter eminentemente 
administrativo tiene dos fines: A) El desarrollo político e institucional y B) El 
desarrollo social. Ambas metas se pretenden lograr a través de cuatro líneas 
estratégicas: 1) Consolidación del Estado de Derecho, 2) Cooperación y coordinación 
de los poderes de la Unión, con los Estados y Municipios; 3) Instrumentar políticas 
para lograr la Justicia Social y conseguir el desarrollo social; y 4) Distribución 
equitativa de mayores recursos a los Estados y Municipios.19 

Consideramos que este programa del Gobierno Federal constituye una 
interpretación más fiel a los fines que persigue el federalismo mexicano que a la 
fecha, concentra el poder político en la instancia federal y principalmente en el Poder 
Ejecutivo, toda vez que sus normas son de carácter obligatorio y porque su 
cumplimiento está sujeto a la vigilancia de la controvertida Secretaria de Contraloría 
y DesarroIlo Administrativo: Lo anterior no se traduce en la consolidación del 
federalismo en 11éxlco en el cual los poderes estatales están en el IlÚsrno nivel que los 
poderes federales toda vez que ambos están sujetos a los imperativos de la Norma 
Fundamental, más sin embargo representa un avance considerable que le otorga una 
nueva oportunidad a las Entidades Federativas a través de sus Municipios de 
fortalecer sus facultades, funciones e instituciones para con la sociedad, gracias a la 
asignación en mayor porcentaje de los recursos fiscales de que dispone la 
Federación.20 

En los órganos e instituciones que integran el sistema penal mexicano el 
régimen político del federalismo ha impreso su huella en la impartición, procuración, 

181t1idem p_ 7 

19 Vid. 'Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000 Op crt. pags 6 a 8 

• Los articulas pnmero y qUinto del ordenamiento en comento aSilo est;;¡blecen_ 

20 En el Programa en Qta se pretende- • Incrementar la efiCIenCia y la eqUidad en la erosaoon del gasto publiCO y en la aphcaQon adecuada y 

oportuna de los recursos fiscales, a fin de que la cooperaoón y la coordlllaoon entre los ordenes de gotlierno se exprese en formulas de aSlgnacion 

de recursos, tendientes a resolver los problemas publlcos y otorgar cauce a las asplraoones regionales y comunt"o.anas En el ámbito de 

Desarrollo SoCIal se promueve un desarrollo regional eqUilibrado y propiCia la superaClon de los grupos más desprotegrdos de la sociedad. 

Se coordinan los esfuerzos de los dos órdenes de gobierno y el MUnlOplO en tomo al proPÓSitO comun de jusboa SOCIal y equidad, lo que ha 

permlhdo la descentralizaciÓ1 del Ramo XXVI Ac1ualmenle los gobIernos mUlllcopales ejercen de manera directa 65% del total de los recursos 

desllnados al com1:late a la poDrei:B.. medIante el Fondo de Desarrollo MunICIpal, mtentras que el 35% restante es operada por los gc~!E'mos de los 

estados a través de los COI1VeIllOS de Desarrollo SoCIal (Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000 'Diana 

OfiCIal de la FederaCión, pUblicado el6 de agosto de 1997 Pags 6 y 27) 
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administración y ejecución de 1.1 JU:-;tICI<l fwnal i.l p<utlr de la k'gbl<ldón sust.mtiv.l y 
adjetiva en la materia y hJst':l L:l pretendidJ rchabilitJción dd ddincucntc en los 
diversos establecimientos penitl'l1cwrios que se contcmpL.1n en nuestro sistemJ 
penitenciario, atravesando por lo~ I..l!stintos y múltiples cuerpos policwcos de todos 
los niveles y funciones, así como la aSignación de los recursos fin<:mcicros que 
requieren todas las instituciones encargadas del combate a la delincuencia. En este 
sentido existe una dislocación orgánica, funcional y estructural en las actividades, 
atribuciones, responsabilidades, mecrmismos, procedimientos y cuerpos jurídicos que 
originan la ineficacia 21 en la lucha contra los fenómenos antisociales que hoy 
padecemos en carne propia. Veamos. 

1.2.- EL FEDERALISMO EN LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA. 

Treinta y cuatro Procuradurías Generales de Justicia Penal; treinta y dos 
códigos penales sustantivos y adjetivos; un Código de Justicia Militar, mismos que 
representan decenas de miles de articulos 22 que contienen tipos penales diversos, 
procedimientos distintos, instituciones y figuras jurídicas disímbolas entre sí; treinta 
y cuatro leyes orgánicas del Ministerio Público; treinta y dos leyes en la materia de los 
menores infractores; treinta y tres órganos del Poder Judicial que imparten la Justicia 
Penal de conformidad con sus respectivas leyes orgánicas; un órgano militar que 
imparte la Justicia Penal aplicando decenas de ordenamientos militares; cientos de 
tipos penales recabados en ordenamientos legales de diversa índole que integran el 
denominado Derecho Penal Especial; cientos de cuerpos de policía en sus tres niveles; 
... en fin, un mar abismal de cuerpos jurídicos, de instituciones, de mecanismos, de 
instituciones, de procedimientos, de figuras y de políticas generales en la 
administración, procuración, impartición y ejecución de la Justicia Penal. 

21 Es pertinente señalar que la efiCienCIa la concebimos en su connotaoón adaptativa y no en el senlldo de la efioenCla económica distnbutlva 

tradiCional o paretlana (allocatlve effiClency). porque la primera se refiere' la Inclinación de una SOCiedad a adqull"lr conocimiento y a aprender, a 

Inducir InnovaCión. a correr nesgos y a realIZar una actiVidad creadora de toda espeoe, as. como a resolver problemas y cuellos de botella a través 

delllempo· Douglass e North "Inslltullons, Instltullonal enange and Economlc Peñormance • eambndge. eambndge UnlverSlly Press 1990 e,t 

por Flx Fierro, Hector . La efiCienCia de la JusllCla (Una aprOXimaCión y propuesta) En la colecClon de Cuademos para la Reforma de Justicia 

lnstl'tuto de Investigaciones JUriOlcaS de la Universidad NaCional Autónoma de Mexlco MéxiCO ,9S5 P 20 

A la pregunta de cómo se logran InslltuClones efiCientes. North contes1a que' una enlldad polltlca (pohty) obtiene InstituCiones efiClentes cuando 

posee mcenl!vos Internos para establecer y hacer cumplir derechos de propiedad efiCientes Lo que nos Interesa destacar por ahora en este 

concepto es la Idea de que una aSlgnaClón efiCiente de recursos. lo es solo en relaCión y comparaclon con otra, es decir. el análiSIS se hace siempre 

en térrmnos de altemallvas, y esto es mevrtable. puesto que los recursos son por deflnlClon. escasos· Idem 

22 Vid Fernando Garcia Cordero .• Pohllca Cnmmal Ensayos" Ed Manuel Porrúa MéXICO 1967 P 44 Y ss Se pr:)pone en la obra recurnda que 

el federalismo en MéXICO en matena penal ha Sido mal mterpre1ado y ello ha provocado la disperSión y dificultad de la aplicaCión de la JustiCia 

Penal 
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El resquebrajamiento es estructural y no se limita a una reforma a los cientos 
de cuerpos jurídicos penales y administrativos, porque la distribución de 
competencias/ facultades, responsabilidades y recursos están dadas en función del 
federalismo que radica en el poder central del Poder Ejecutivo Federal. Corno 
demostraremos, los órganos y funciones penales en México están sumamente 
dispersos y no tienen el control formal y originario que deben poseer para enfrentar a 
la criminalidad y a la delincuencia: un órgano de gobierno capaz de planear, 
instrumentar, aplicar y evaluar una Política Criminológica que fortalezca, 
equitativamente, el poder público de los Municipios, de los Estados y el Distrito 
Federal. 

La primera pregunta que surge es ¿ a qué nivel de gobierno le corresponde 
llevar a cabo la Política Criminológica y la Seguridad Pública ?, la respuesta es 
imprescindible en esta investigación porque nos dilucidará el nivel de gobierno y el 
poder al que le corresponde tener el órgano encargado de la Política Criminológica 
que proponemos. 

Evocando los prinCIpIOS que nutren al federalismo constitucional, a priori 
podríamos afirmar que la regla es clara en relación a la delimitación de las 
atribuciones constitucionales reconocidas para la Federación y las entidades 
federativas~ - sin menoscabo del Distrito Federat que sin ser una entidad federativa 
autónoma, libre y soberana, por ser el asiento de los poderes federales es una entidad 
con sus propios poderes que rigen la vida de sus habitantes· - sin embargo, no sucede 
así porque el sistema federal mexicano contempla un análisis constitucional y jurídico 
de mayor extensión que debernos tener presente en la delimitación de las facultades 
de los órganos que integran el sistema penal mexicano y de aquéllos que actúan con 
él. En forma enunciativa las reglas que existen en la Ley GInera para determinar y 
precisar la competencia federal son: 

" 1. Facultades atribuidas a la Federación; 
2. Facultades atribuidas a las entidades federativas; 
3. Facultades prohibidas a la Federación; 
4. Facultades prohibidas a las entidades federativas; 
5. Facultades coincidentes; 
6. Facultades coexistentes; 
7. Facultades de auxilio; 
8. Facullades que emanan de la jurisprudencia,- ya sea reformando o adicionando la 

anterior clasificación. " 23 

• Víd articules 44 y 122 de la ConstitUCIón General de la Repubilca norma esta uluma que reafirma que el gobierno del mismo aún esta sUjeto a 

una competenCIa dual ya que el Congreso de la Umón yel PreSidente de la Republlca llenen atnbuClof'les respecto a su organlZ<iClÓn y compos'Clon 

adm¡n,straUva e ¡ncluslve legislativa 

- Se sugiere allectot la Interesante obra' JunsprudenCla • del Dr Raul Plascencla VIllanueva McGraw Hill- U NA M .Instrtuto de InvestigaCIones 

Jundicas Me:.:= 1997, ya que en ella se aborda un tema JurídiCO poco explorado en el derecho meXicano con el COnSIQUlente desconocimiento de 

la matena 
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La naturalez.:-t Jurídica de Id facult<td dl' las políticas generales en materia de 
Seguridad Pública y 1~1 propia Politica Criminológica a 1<.1 luz de la Carta Magna 
habremos de estudiarla en este ilpartado de acuerdo al artículo 21 en sus dos últimos 
párrafos, T1 fracción XXIII y el artículo ]]5 fracción III inciso h)." Oc la lectura de 
dichos preceptos se desprende que no se contempla la planificación, instrumentación, 
aplicación y evaluación de la Política Criminológica en nuestro país a través de un 
órgano administrativo de cualquier poder público del Estado mexicano que la 
conduzca, guíe u oriente, luego entonces, en la estructura administrativa del 
Gobierno Federal, no se prevé a Institución alguna autónoma que sea la responsable 
de esta disciplina penal característica de todo Estado democrático de Derecho que 
aspire a un sistema penal pronto, expedito, eficaz y equitativo. Remataríamos este 
aserto al mencionar que la Política Criminológica como tal nO está prevista en el texto 
legal primario de nuestro orden jurídico. 

No obstante, las normas invocadas sí se refieren a la seguridad pública, sin que 
en ninguna de ellas se defina su contenido y alcance jurídico en los actos que lleva a 
cabo la Administración Pública Federal o local, omisión que se pretendió subsanar en 
una ley reglamentaria como lo es la Ley General que establece las Bases de 
Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública en su artículo 3°. Luego 
entonces, la seguridad pública es un servicio público que le corresponde al Estado 
ejercitar y practicar permanentemente en beneficio de la sociedad y sus integrantes, 
cuya naturaleza jurídica en el ámbito constitucional hemos de tratar de desentrañar 
para estar en posibilidades de encomendarla, en su caso, a un órgano especializado. 

Iniciando con el propio texto de las normas constitucionales citadas se 
desprende que la seguridad pública no es una facultad reservada a la Federación; ni 
exclusiva de las entidades federativas; tampoco es una atribución propia de los 
estados; ni lo es por consecuencia de la jurisprudencia que se haya emitido en nuestro 

23 Etall ConstituCIón Pollt,ca op at Ibídem p 1302 

• Los preceptos en Cita textualmente sel'lalan 

• Art 21· La seguridad públIca es una funCión a cargo de la FederaCión el Dlstrrto Fed(raL /os Estados v los MUnicipios. en fas 

respectivas competencIas gue esta Constrtución seilala .. 

La Federación el Distrito Federal lOS Estados v los MuniCipios se cooromar.m en los términos gue la ley set\a1e pa@ establecer tln 

sistema naCIOnal de segundad pública. 

Art 73· El Congreso tiene (acuNad ppra: 

XXII! Para exoedi, leyes que eStablezcan las bases de coordinación entre la FederaCII;n el Distrito Federal fos I3stados y los 

MunicipiOS en mate,ia de seguridad pública; asl como para la organi;¡:ación y funClonamíento, el Ingreso, selección, promoción y 

reconOCimiento de los integrantes de las instituciones de seguridad publica en el ámbito federal 

Art 115 Los Estados adoptarán para su régimen IrItenor. la forma de gobierno republJcano. representativo. popular. teniendo como base su 

d""SlÓn temtonaly <1e su orgaolZaClon poht,ca '( admlnlstratlVl>. el MUnlC,pIO libre conforme a las bases s,gulentes 

111 Los MuniC'Dios con el concurso de los Estados cuando fuere necesario y lo determmen /aS leyes tendran a su camo los siguientes 

seN/cios publicas. 

h) Segundad pública y tránSIto 
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sistema jurídico; por lo que resta examinar si es una facultad coincidente, coexistente 
o de auxilio, de acuerdo con el orden jurídico mexicano vigente. 

Las denominadas facultades coincidentes son las que por mandato 
constitucional pueden llevarse a cabo tanto por la Federación, como las entidades 
federativas que la formaron, y tiene dos acepciones: una amplia y una restringida. En 
su sentido amplio se faculta a ambos órdenes para expedir las bases de regulación 
sobre una misma materia; es restringida si se confiere una materia tanto a la 
Federación como a las entidades federativas, pero es a una de ellas a la que se le 
concede la atribución para fijar una base o criterio de división de esa atribución.24 

Las facuItades coexistentes son las atribuciones que una parte de ella compete 
a la Federación y la otra a las entidades federativas. 

Las facultades de apoyo o auxilio son aquéllas en las cuales una autoridad 
auxilia o ayuda a otra por disposición de la Norma Fundamental. 

Mención separada merece el somero análisis de las' facultades concurrentes ,25 

y ellas son # aquellas que no están exclusivamente atribuidas a la Federación, ni 
prohibidas a los estados, y cuando la primera no achía, las entidades federativas 
pueden realizarlas; pero si la Federación legisla sobre esas materias, deroga la 
legislación local al respecto. " 26 La ratio de esta figura jurídica radica en justificar la 
actuación de las entidades federativas ante la inactividad de la federación en esa 
materia que les impide satisfacer sus requerimientos. Sin embargo, en México estas 
facultades no existen, de conformidad con los tratadistas que han interpretado el 
contenido de los articulos 16, 40, 41 Y 103 de la Constitución General de la 
República." 

24 Vid Jorge Carpizo .' COr1shtución Polibca de los Estados Umdos Me~lcanos • op et pág,.. 13Q3 Y SiguIentes 

25 Para el constrtueonallsta FelIpe Tena Ramirez estas atnbuoones deben ser nombradas en nuestro Iexlco • COlnodentes . porque la palabra 

'concurrentes' es una tradUCCIón del idioma anglosajón y argentino, ImpropIa de nuestra lengu.a • porque en nuestro Idioma 'concurrentes' son dos o 

más acoones que COInciden en el mIsmo punto o en el mIsmo objeto. cosa dIstinta a te que ocurre en el derecho amencano. donde las facultades 

concurrentes de la Uruoo y de !os Estados nunca llegan a COinCIdIr. pues el eJen:::IClo por parte de la pnmera excluye y supnme Inmedjatamente la 

facultad de los segundos A Jo Sumo podria deorse que antes de ejercer la federaClon una de dichas facultades. hay concurrenoa en!re la facultad 

en potenaa de la Unión y la IaaIltad en acto de los Estados Las fa(;[Jltades o::meurrentes en el sentido caStIZO de la palabra. que propiamente 

deberían llamarse coinCidentes, son las que se ejercen Slmulláneamente por la FederaCIón y!Xlr los Estados' Op ot págs 121 y 122 

26 lb¡dem. p. 1304. 

27 Vid FelIpe Tena Ramlrez. Op. CIt. pags. 121 y 122. aSI como Jorge Carpozo • Cons~tuClon Poh~ca de los Estados Unidos Me~lcanos n Ibid; y 

Mano de la Cueva de la Rosa .• la Constitución de 5 de febrero de 1857· Op al por Jorge CarplZO CItando el primero de ellos • las facultades 

concurrentes. empleada esta palabra en cualqUiera de las dos acepciones que hemos advertIdo, SOfl, a no dudano. excepoones al prmopio del 

sistema.federal. según el a:alla atribUCión de una facultad a la UnIón se traduce necesanam(!nte en la supresIón de la mIsma a los Estados por lo 

que SÓlO cóm~ ~cePctÓn ¿ tal pnnoplO puede darse el caso de que una mIsma facultad Sea empleada Slmuttaneamente por dos junschcoones 

(facultad coincidente) o de que una facultad sea ejerCida provISIonal y suplelonamente por una JunSÓlcoon a la que constltuClcnalmente no le 

corresponde (facvllad concurrente en el sentido nOltf!,;Jmencano ~ La eXIStenCIa de dichas excepaones sólo se explica en aquellos reglmenes 

federales en que los Estados son lo sufiCIentemente VIgorosos para dIsputar derechos al gobIerno central y estan alena para hacer suyos Jos 
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En este orden de idcds, y <.ksde nuestro particular punto dI.' vista, Id bcult~ld 
de prestar el servicio público - qm' no la funciún - dl' IJ sl'gund<td públiGI t'S una 
facultad coincidente en su sentido restringido, toda vpz <'lue corresponde a la 
Federación, al Distrito Fcdcr<.1C a los Estados y estos a su vez, pur conducto de los 
Municipios, regular y fijar las bases de normatividad del servicio público de la 
seguridad pública a través de los cuerpos jurídicos que ('manan de sus respectivos 
órganos legislativos de conformidad con los procedimientos que prevén las 
Constituciones locales, empero se reserva a la Federación regular la coordinación del 
servicio público en comento, de acuerdo a las esferas de competencia existentes en 
dichos órdenes de gobierno, uniendo sus fuerzas para lograr tan preciado fin que no 
se limita a las divisiones ficticias de territorio u organización política, lo anterior 
según se ordena en el artículo 73 en su fracción XXIII de la Constitución Federal. 

La facultad coincidente de la seguridad pública cobra pleno sustento jurídico al 
tenor del contenido textual del penúltimo párrafo del artículo 21 de la Norma 
Suprema ya que expresamente señala que les corresponde a dichas esferas la 
prestación del servicio público primario por excelencia, norma que en concatenación 
con lo dispuesto por su artículo 115 fracción II! inciso h) expresa y reconoce que la 
seguridad pública debe prestarse con el concurso de los Estados cuando así sea 
necesario y lo prevean así las leyes, ahora bien, si consideramos la evolución que ha 
desarrollado la criminalidad y la delincuencia. contemporánea hoy en día, la 
estructura administrativa, política, funcional y financiera del Municipio28 en ma teria 
policiaca, ya no del sistema penal en sí, es insuficiente per se para hacer frente a la 
delincuencia convencional u organizada que rebasa su capacidad organizativa y 
funcional en sus órganos de prevención de conductas ilícitas, en la investigación y 
persecución de los delitos, en la procuración de justicia y en la infraestructura de los 
establecimientos de retención y reclusión de los infractores de faltas gubernativas o 
de presuntos responsables de los delitos del orden común. 

Inclusive, en algunas entidades federativas en las que no se ha alcanzado un 
desarrollo económico, social o político suficiente para fortalecer sus órganos 
gubernamentales, el sistema penal se ha deteriorado a tal grado que existe una crisis 
institucional que necesita del auxilio de las partes integrantes de la Federación, sin 
que ello implique la invasión de esferas y atribuciones que les correspondan por 
mandato constitucional y legal o que estemos en presencia de las llamadas facultades 
de auxilio. En otras palabras, por naturaleza le corresponde al Municipio hacerse 
cargo de la seguridad pública, sin embargo, en vista de su débil integración, 

poderes cuyo ejeraCIO deSOJida la Unión en MéXICO, país de régimen federal precano y ficllclO, las facultades concurrentes no han prosperado' 

[Ibídemp 121y122]. 

28 En Méxlco los MUnlopíos presentan una enorme heterogeneidad en su conformaCión política, económica y SOCial, esta diversidad se Iraduce en 

distintos niveles de desarrollo y en capaCidades de goblemo y admlrllstraClón diSimiles entre sí Esta realidad SQClo-polltlca se comprende a primera 

ViSta SI tenemos presente CJle en el palS existen 2418 muniCipiOS, los cuales tienen caractensllcas propias de poblaclór\ economía y normabvldad 

que los hacen muy diferentes entre si, aun uaténdose de los de una mISma en\ldad federativa (VIO' Programa paro el NueVO Federalismo 1995-

2000 op el! p. 19) 
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organización y desarrollo que se expande, por cierto, a las entidades federativas, se 
requiere el concurso de la fuerza de la Federación para planear, instrumentar, aplicar 
y evaluar el servicio público de la seguridad pública, hasta en tanto, se tenga la fuerza 
social, jurídica, administrativa, política y económica bastante para salvaguardar la 
integridad y los derechos de los gobernados, así como la preservación de las 
libertades, el orden y la paz públicos ante los embates de la delincuencia. 

Una vez hecho este análisis pormenorizado de nuestro orden constitucional y 
legal, y teniendo presente que en el orden jurídico mexicano se instrumenta una 
política general de seguridad pública que abraza al sistema penal en todos sus 
subsistemas, e inclusive, asume fines preventivos que escapan al propio Derecho 
Penal por ser inmanentes a la política social y que son propios de la Política 
Criminológica que no es reconocida en la norma Fundamental, más no en la 
legislación ordinaria vigente; esta configuración normativa se traduce en la práctica 
institucional en la disfuncionalidad de las políticas específicas y particulares de los 
órganos gubernamentales contemplados en el Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, el cual incide en la prevención de las faltas y delitos; en la investigación y 
persecución de éstos, es decir, en la procuración de justicia - atravesando por la 
regulación de los cuerpos policiacos -; en la aplicación de las sanciones 
administrativas y penales y, finalmente, en la reinserción social del delincuente y el 
menor infractor. La explicación es sencilla: nuestro legislador permanente asimila a la 
Seguridad Pública con la Política Criminológica, entendiendo que aquélla es más 
amplia que ésta, y que su esencia es la recomposición de los cuerpos policiacos. 

En síntesis, no debemos considerar como uno a las tres grandes materias que 
hemos tratado en este apartado: la Política Criminológica, la Seguridad Pública y la 
Procuración de Justicia. y es que en ésta última dimensión no existe confusión para 
quienes participan activamente en la impartición de la Justicia Penal: los delitos son 
del orden común y del orden federal en atención a la puesta en peligro o lesión que 
producen en el sujeto pasivo de la Federación,29 según los criterios dictados por el 
Congreso de la Unión,30 comprendiendo esta atribución tanto a los delitos como a las 
faltas. Sin embargo, en la práctica forense penal esta regla sufre excepciones al tenor 

29 De acuerdo oon lo estableado en el articulo 50 fracaones 1 11 Y 111 de la Ley Qrgantca del Poder Judloal de la Federaoón al enunClar los delitos 

de! orden federal en doce mClSOS que se traducen en el ambllo mtemo CuarldO el orden federaL sea P<Jr sus normas, facultades. servidores O 

Instalaciones, se esta transgredlerldo, y en el ambJto externo tratandOse de la vlolaoon de los tratados Intemaoonales Para Victona Adato Green, 

esta norma toma oomo CIiIerios • Al Las calidades del sujeto actJvo y paSIVO, B) La naturaleza del bien lundlco leSionado, C) El lugar de la comlslórl 

del delito, D) Las que se cometan con motNO o en contra del fUrlClOnamlento de un serviCIO piJbllco federal, El Las que dificulten o Impos¡blllteJl una 

facultad reservada a la Federación, • A este listado se suman tos que se cometan en re!aClon a los delitos electorales y de las aulonzac¡ones 

para mlervenir las comun¡caClones pnvadas ~ P<Jr motivo de la ley Federal contra la DelincuenCIa Organizada - [Vid • ley Organica del Poder 

JudiCIal de la FederaCIón Comentada' Ed U N A M ·Instltuto de Investlgaoones Juridlcas·Porrua Méxlco_ 1998 P 97 1 Esta norma en relaoon 

con el articulo 102-A de la Conslituoon Federal. en su segundo parrnfo establece que al M,rlisteno Publico de la Federaclon le Incumbe persegUir 

los delItos del orden federal, entre otras facultades preceptos que nos proporcionan los pnnClplOS en los cuales descarlS3 la intervenClon de la la 

ProcuraClon de Jushcla tratándose de delitos del fuero comun y del fuero federal 

30 Vid articulo 73 fraccion XXI de la ConstituCIón Pohtlca de los Estados UnIdos MeXicanos 
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de la leglsl.1c¡,.)n fel..Íl'r<11 ~h.lJ!.?tIV,I,Jl l1or111,1 que (ontienL> una t<1cult,ld lliscrecional ljue 
ejercita un Órgano del Poder l-.jc(Lltivo red eral como lo es la Procuraduria General de 
la República, porque ante l.) presencld de b comisión de delitos del orden federal y 
común se dota a la Represcnt<1ci()J) Social de C0111pct<..>ncla par.) conocer oe éstos por la 
probable comisión de delitos fedcr<1!cs en el caso de su concurso, ' atrayendo I el caso 
a su conocimiento. Esta f<1cultad discrcClonal no es reglada cn virtud de que el código 
adjetivo invocado omite señalar los requisitos jurídicos y procesales a seguirse para 
que se surta esta facultad a favor del Ministerio Público de la Federación quien se ha 
visto la ha ejercitado con visos políticos allende de los estrIctamente legales. 

Una vez erradicado el mal empleo del vocablo de las facultades concurrentes -
que inclusive utiliza el legislador on 01 Código Supremo -, proponemos el 
fortalecimiento del sistema penal con el desarrollo real de la organización politica y 
administrativa de sus órganos, inshtuciones y figuras a través del federalismo 
contemporáneo que México reclama y proclama para sí ante el nuevo orden mundial 
que se origina en el proceso de la globalización. Para lograr este desidératum bien se 
señala en el Programa para el Nuevo Federalismo que se debe Impulsar el desarrollo 
político-institucional en base a las siguientes bases: 

• "Promover, en un ánimo de cooperación entre el orden federal y las entidades 
federativas, la consolidación de la impartición de justicia por los órganos 
jurisdiccionales, mediante la asignación de recursos suficientes para el buen 
desempeño de sus funciones, particulannente en los casos de competencia 
concurrente (SIC) entre los órganos federales y locales. 

• Promover modificaciones al marco jurídico de la Administración Pública Federal 
sobre la base de fortalecer la dimensión del federalismo en el cumplimiento de esas 
funciones. 

• Fortalecer el Sistema Nacional de Seguridad Pública en el marco del respeto a la 
autonomía de las entidades federativas y de los municipios, mediante fórmulas 
concertadas que permitan resolver la insuficiencia de recursos, lograr una mayor 
eficacia en los esquemas de coordinación operativa y consolidar los consejos 
estatales de seguridad pública. 

• Revisar el marco jurídico de participación de las organizaciones sociales para 
lograr una efectiva vinculación entre las acciones de interés público y los diferentes 
órdenes de gobierno. " 32 

31 Vid Código Federal de Proced¡m'entos Penales en su artículo 10 en Su segundo parrafo que senala • En caso de concurso de delitos. el 

Mmlsteno PÚblico Federal será competente para conOCer de los delitos del fuero comun que tengan conex,dad con delitos federales, y los JUeces 

federales tendran. aSimismo. competencia para juzg¡¡rlos El Suslento legal tamblen se localiza en la fracclór"l XXI del articulo 73 preCitado en la 

nota antenor 

32' Programa para el Nuevo Federahsmo 1995·2000 p 9 
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Estos objetivos los ha vislumbrado la presente administración en programas 
sectoriales y especiales (SIq· que se concentran en la Secretaría de Gobernación, cuya 
esfera de atribuciones prácticamente absorbe todas las políticas generales del sistema 
penal -lato sensu - mexkano,- a través de los diversos órganos adscritos a ella, porque 
a través de ella se elaboraron los tres planes rectores de gobierno en materia punitiva, 
a saber: 

• Programa Nacional de Seguridad Pública. 
• Programa de Protección Civil. 
• Programa de Prevención y Readaptación Social. 

Destaca entre ellos, por su repercusión en el ámbito jurídico, administrativo, 
financiero y político,33 el primero de ellos, toda vez que por conducto de la Ley 
General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública interviene en las instituciones gubernamentales, sociales, y privadas en la 
integración de instancias, instrumentos, políticas, servicios y acciones con la ratio de 
alcanzar los fines de la seguridad pública, mediante convenios generales y específicos 
entre las partes integrantes del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

El Federalismo contemporáneo requiere de nuevas figuras, instrumentos y 
mecanismos jurídicos, administrativos, financieros y sociales, que modifiquen la 
estructura política deJ Estado mexicano para combatir eficazmente a ]a crim..inalidad y 
a la delincuencia convencional y organizada, sin perder de vista que la Política 
Criminológica y la Seguridad Pública deben ser vistas, la primera como una función 
de gobierno que debe dar las bases y condiciones necesarias para que la segunda se 

• VKt • Programa para el Nuevo Federalismo 1995-2000 Anexo No 2. Programas Sectoriales y Especiales de la Admmlstraaón 

33 los avances en esta matena se han dado ya en nueslr<is InstrtuoOl'1es. sobresaliendo las subsecuentes 

- Se han celebrado convenios con los gobiemos estatales para consolidar los regiStros oVlles en las entidades fedem~vas. con el prop6slto de 

estnJcturar el Registro Nacicnal de Poblaoón y así poder expedir la Clave Únll;;a de! Registro de Población. 

En 1996 se apoyó a /as entidades federatwas en la alenoon a los procesados o condenaoos por delitos del fuero federal, al inaernentBrse las 

aportaciones federales (socorro de ley) de $5 50 a $1650 dianos por reo Para 1997 esta aportaCión pasa a $19 50 dlanos AsimiSmo. el Programa 

de remozamiento (siC) de Cárceles contempla la construcción de 13 centros estatales de readaptaoón sooaJ y uno federal. 

Con base en el Programa Naoonal de Segundad Pública 1995-2000. en 1996 se Instaló el Conseja Nacional de Segundad Pública, en e! que 

partlopan los goblemos estatales A la fecha. destacan las aCCIones Siguientes: 

De conforrmdad con las dlrednces del Consejo NaCIOnal. durante 1996 se iniCIÓ la instalaCión de la Red Naoonal de Infomtación sobre Segundad 

Pública. previéndose que enel segundo semestre de 1997. en estrecha coordlnadon con los 90blemos estatales. 50 CIUdades del pais (32 capitales 

y 18 Ciudades estratégICaS) !ormen parte de esta Red 

El presupuesto asIgnado al ~rograma NaCIonal de Segundad Púbhca 1995--2000 en 1996 fue de 100 mlJlones de pesos En 1997 e! presupuesto 

asaende a 2405 m¡¡¡ones de pesos. de los Guales 1905 son aportados por la FederaCIón y 500 por los gobiernos de Jos estados 

las aportaciones de referenoa se Inverllran en la formaoon de polleias a través de la Academia Naoonal y en la compra de equipo y armamento 

(250 millones de pesos). se creará la red pnmana de Jos registros naoonales poliCIaCOS. dehncuenoales. de equipo y armamento. misma que a 

partir de 1998 alimentara de mformación a los estados para la lucha contra la delincuenCIa "Ibídem pags 21 y 22. (Víd Anexo No 1 Avance de 

AcCIones 1995-1996 y Perspectivas ¡Slq En el ámbito Polltlc;o.lnstltuClonal). 
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cristdlice en un servicio públIco que 1.1 pobl.lCil1!1 debL' pdlpar cotidian,lI1lCnte en su 
vida comunitaria y familiar. 

La Ley General que Establece 1.1S Bases de Coordinación del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública prevé la creación de los Consejos Locales que se integraran en el 
Distrito Federal y los Estados, siendo es ti) una instancia que le di) un nuevo matiz al 
Federalismo mexicano en el sistema penal porque eS una instancia de coordinación, 
planeación y supervisión del propio Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
otorgándose un papel preponderante a los municipios en su integración, tratándose 
de los Estados de la república Mexicana. En el Consejo del Distrito Federal existirá un 
Consejos de coordinación delegacional y en los Estados habrán Consejos de 
coordinación municipales.34 Simultáneamente, se contempla la existencia de otra 
instancia cuando participan dos o más entidades federativas: los Consejos de 
Coordinación Regionales, en el cual se establecerán instancias intermunicipales que 
deberán sujetarse a los ordenamientos estatales vigentes.35 

El Federalismo mexicano de hoy en día se fortalece si ambas figuras 
administrativas realmente asumen su responsabilidad histórica por ser instancias de 
decisión de las partes federativas cuyas propuestas son susceptibles de traducirse en 
acciones de gobierno al ser aprobadas por el Consejo Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública instancia que deberá recibir, oír y aplicar, los planes, 
estrategias, procedimientos y mecanismos que elaboren con miras a la consecución de 
los fines de la seguridad pública los cuales se identifican con los de la Política 
Criminológica contemporánea. Desafortunadamente, a la fecha no se tiene noticia de 
la instalación de Consejos Regionales de Seguridad desaprovechándose la 
oportunidad jurídica e histórica que la ley permite y reconoce, quizás debido a la 
grave politizaci6n que la Justicia Penal ha padecido recientemente debido a la falta de 
voluntad política de los titulares de los Poderes Ejecutivos locales quienes gracias a la 
apertura democrática pertenecen a diversos partidos políticos; sin embargo, se debe 
tener conciencia civil en el combate a la delincuencia allende de las convicciones 
partidistas, porque si bien es cierto que la política y el derecho están íntimamente 
vinculados y no son indisolubles en la praxis institucional del Estado, la justicia, y en 
concreto, la justicia penal, no son susceptibles de perseguir intereses de grupos en 
perjuicio de la guarda y tutela de los derechos de los gobernados, de su integridad, y 
la preservación del orden, la paz y la libertad de los individuos y sus asociaciones. 

Mención aparte ha de realizarse de tres instrumentos básicos que el 
Federalismo ha reconocido en el fortalecimiento del sistema penal mexicano: las 
Conferencias de Prevención y Readaptación Social, la de Procuración de Justicia y la 
de Participación Municipal. Sin embargo, de las conclusiones a las que arriban en sus 
reuniones se expresan en declaraciones cuya naturaleza y peso son eminentemente 

34 Vid Articulo 18 de la Ley en comento 

351tlidem Articulo 19. 
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políticas, más que jurídicas, con la salvedad que en múltiples ocasiones se recaban en 
la legislación ordinaria y federal de nuestro país.36 

Considerando que la seguridad pública de los habitantes en México se 
contempla como una facultad coincidente restringida y que la Ley General que 
Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
respeta este principio/7 es hora de que nuestro sistema penal viva una modificación 
estructural del orden jurídico resquebrajado en una infinidad de leyes y nonnas 
penales que imposibilitan la pronta y expedita aplicación de la Justicia Penal para que 
se homologuen sus figuras, instituciones, procedimientos, y órganos, retomando el 
camino del Derecho Penal democrático, humanista y científico que se ha menguado 
en la legislación federal que ha impuesto un orden jurídico paralelo y especial al 
sistema penal. No hay razón válida para postergar la integración de una Comisión 
Nacional Redactora de un Código Penal Tipo, sustantivo y adjetivo, para toda la 
República Mexicana que sea integrada por los más destacados espedalistas en las 
materias que deben converger en este cuerpo legal, encabezados por juristas y 
criminólogos de reconocida calidad profesional, académica y humana. ~ 

De lo que se trata es consolidar el sistema penal en el Federalismo que se base 
en la distribución de las funciones del poder - más que dividirlas -, y coordinarlas 
entre sí de tal suerte que exista una colaboración permanente y dialéctica en la lucha 
contra la criminalidad y la delincuencia en todos los frentes del sistema penal. 

2.- LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA COMO ESTRATEGIA 
NACIONAL PARA ENFRENTAR LA DELINCUENCIA EN 
MÉXICO. 

El sistema penal mexicano ha de evolucionar a través de la 
instrumentación de la política pública nacional que una al Estado 
y a la Sociedad en acciones concretas para controlar la 
delincuencia en todas sus expresiones. 
El autor. 

36lbldem_ Artlculo 13 

37 El arllculo 50 de este Ordenamiento ordena: • la coordmaaón y aphcaaon de esta ley, se hará con respeto absoluto de las atnbuClones 

consllluClonales que tengan las mslltUClones y autoñdades que intervIenen en el SIStema NaCional. 

Cuando las aCCIones sean conluntas sean para perseguir delitos, se c:umpllran Sin excepcion Jos reqUIsitos previstos en los ordenamientos 

constrtucionales y legales apbcab~_ • 

• El sustento juridlco de nuestra propuesta tiene como raíz el arllculo 13 de la Ley General que Establece las Bases de Coordma06n del SIstema 

NaCional de Segundad PublICa. al preverse para un estudio eSpecializado en ta matena (en la ley úmcamente se otorga pnondad para el estudIo en 

InCidenCias delictivas), tod¡;¡ vez que la legIslaCión penal vigente necesIta de una umforrmdad aentifica en métOOos, figuras, mstltuclones 

procedImientos y sanCiones que reestructuren al sistema penal Esta Cc;¡mlslón estaria confonnada por expertOS, InstitUCiones académicas, de 

InvestlgaClon, agrupaCiones del sector SOCIal, pnvado y de los miembros de ta propia comunidad relaClOflados e interesados en la matena 
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2.1.- EL AUGE DELICTIVO ACTUAL. 

Únicamente acudiremos a bs fuentes estadísticas en materia penal a fin de 
acreditar el incremento cuantitativo y cualItativo del fenómeno de la delincuencia en 
México ratificando la inseguridad pública que se padece hoy en día y la crisIs del 
sistema penal mexicano en todos sus niveles y esferas de actuación, razones que 
motivaron a la presente investigación académica que propone un instrumento más 
eficaz para lograr la Justicia Penal. 

No podemos ignorar que desafortunadamente a nivel internacional México es 
un país cuyas estadísticas penales no son consideradas por los organismos 
especializados en el estudio de la criminalidad y la delmcuencia tradicional o 
moderna, aún en relación a otros países de Latinoamérica,38 raZÓn suficiente para 
evaluar con mayor diligencia los datos oficiales que se proporcionan en los 
documentos públicos consultados. Ahora bien, el contenido del presente tema 
únicamente contempla los delitos cometidos por imputables, toda vez que hemos de 
considerar que la criminalidad cometida por los menores de edad constituyen un 
universo normativo de distinto tratamiento para el Derecho mexicano, que no por 
ello debe ser soslayado sino a la inversa: debemos incluir su estudio con especial 
cuidado para la planeación y aplicación de una Política Criminológica moderna y 
democrática, en virtud de ser el paso previo al desarrollo de la persona y la sociedad: 

Los informes recabados más recientes con los que se dispone en la materia son 
los contenidos en el Programa Nacional de la Seguridad Pública}9 a saber: 

FUERO COMúN. 

PRESUNTOS 
RESPONSABLES. 
SENTENCIADOS 

1980 
(A) 

69,748 

56,939 

1994· 
(B) 

141,176 

120,585 112'YlI 

38 La ComiSión Europea a través del Programa Sistema Penal y Derechos Humanos de la lLANUD de la SubdiVISión de Prevención del Delito y 

JUStiCIa Penal de las NaCiones Unidas, omitiÓ a MéXICO en su anallsls del creomlento delictiVO para definir la situación del fenómeno. tal como se 

aprecm en la obra' Delito y segundad de los habitantes • Et all Elías Carranza (Coordinador) MéXICO Ed Siglo XXI en co-edlClón con ta ComiSión 

Europea y ellLANUD·Naclones Un,das MéXICO t997 En esta mvestlgaclón se dice que los paises que no se Incluyerl erl Su estudiO es debido a 

que su mformaCl6rl estadísbca en materia perl31 porque no ex,stla - caso e'1 el cual no se halla Méx'co " porque '10 estaba un,flcada. no era 

accesloley fmalmente, pcT 00 ser confiable de aOJefdc COfI los cnteno';. mte¡naClOOale';. ad.optado';. por dicho orgamsmo (Vid Op el! p 26.) 

• Sugenmos al lector ¡nteresado erl el tema la más completa obra sobre la Crjmmahdad de Menores por su conten,dO cnmlnológlCO, estadístiCO y 

JurídiCO actualizado del Doctor Rodríguez Manzanera, LUIS 'CnmlOalidad de Merlores . ? ed Ed Porrúa MéXICO 1997 (Partes 11 a V) 

39 Op at MéXICO Secretaría de Gobemaaórl-Talleres Graflcos de la Naaón MéXICO 1996 P 18 La fuente Citada se sustenta en datos 

corltemdos en el Cuaderno de EstadlstlC3s JudiCIales del Instituto NaCional de Estadistica, Geografla e Informat,ca del año de 1995 
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FUERO FEDERAL. 

INCREMENTO DELICTIVO TOTAL. 

PRESUNTOS 
RESPONSABLES. 76,166 165,927 118% 
SENTENCIADOS 64,056 142,365 122% 

AVERIGUACIONES PREVIAS INICIADAS Y CONSIGNADAS AL PODER 
JUDICIAL DEL DISTRITO FEDERAL. 

FUERO COMÚN. -1992 1993 .1994' . c,· .• • "1995; 

Iniciadas 127,433 120,185 145,095 201,136 
Consignadas 7,218 6,716 6,263 7,231 
con detenido 
Consignadas 25,992 23,190 17,682 19,801 
Relación de 
Iniciadas/ 20.4% 19.3% 12.2% 9.84% 
Consignadas 
Relación de 
iniciadas( 5.7% 5.9% 4.3% 3.6% 
consignadas con 
detenido 

. 

Con datos estadísticos más actualizados para los años de 1996 y 1997 en el 
Distrito Federal sus habitantes han opinado 40 que los delitos son ínfimamente 
denunciados en proporción a su comisión real en la vida social y aunada esta 
hipótesis criminológica auxiliada con datos estadísticos de opinión con la variable de 
las averiguaciones ministeriales que finalmente son consignadas con detenido se ha 
establecido el siguiente cuadro: 

40 La encuesta a Que se alude aparece pubhcada en el penodlCO' Reforma a fines de septlembre de 1997 y en ella se entrevistó a 786 personas 

en sus domiCilios. todas con mayoría de edad Siendo el 47 3% hombres y el 52 7 mUjeres Vid Rafael RUlZ Harrell • Cnmlnalidad y mal goblemo • 

Ed Sansores & AlJure México 1996 Pags 53 y 54 
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PR(WAIHUUA[) 
1[)!:N J !¡:¡CACI()N DETENCIÓN DEL DE Que u. 

ANO UI:LI J 0<" DEL PI<ESUN I o I'J~J:"'UN1O IJEUNCUEN 1 lo 
DENUNC!AJ)()~, RI'St'üNSAl\LE R,-óI'(lNSAIlLE. LI.EGUE A SER 

1)['1 ENIDO. 
\<l'-)(;. :. d\! (.\\\,\ lO .\3 dI.' uIlI,) lOO 1 ~h:c"d<l·l 25 ~k 1."d,J l,m)\) 

( o JIl ) (O.J56 ) (1l2< ) , ( '"'25 ) 
1997 15 de cada 100 35 dI.' cadil 100 ! dt' cad.l 4 13 dl' (ild,) 1,0UO 

_ (0.15) (0.356 ) (Il 2·' )" (ti O 1 2~) 

" 

DESENlACE ¡UHfDICO DEL I'HOCCDIMICN/'O I'ENI\l. COMÚN CN eL 
Dls'J'/n/'o l'U)C;¡¡AL EN CL AÑO Dl: 1996 

Pendientes 
5 

Averiguél(iones 
previas ArchivnJ,ls 
iniciadilS C(lIl I,\s Tcs~rva~ 
100 ,--- ,h, ley 
(232 B21' 100) 72 

No l';CTCkiu 
dl.' 1.1 .lCt'ión 
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Tramilntlil<¡ r- Concluidil::> IIlCo mpetcIK1.1!> 
95 23 6 

Sin 

I 
detenido 

6 

~ COllsip,nad"s 
\O 

I Con 
detenido 

4 

.n • Zepeda lecuona, Guillermo' Delincuencia fachada reformadora y lo' sótanos de la ImpunIdad 'Mé~ICO Revista det Senado de la Repubhca 

Abnl-Junlo 1998 Vol <4. No 11 P 91 

Elllulor es Inve,tlgador del Cefltro de InvesllllaCl6f1 para el Oesarlono (CIOAC) En el texto sel'lala como fuenle al penódlCO clladlllO' Relorma ' 

explicando que la columnas 1 y 2, contienen los datos recabados en tas erlCueslas llevadas a cabo por el rolatlvo, en lanlo que las columnas 2 y J, 

e,tlln basadas en el Anexo EstadlstlCO del Telcer Inlorme de GoblerllO det Presldel1le de la Repubbca Ernesto ZedtlfO correspondiente a 1997 por 

!(Ir 1« última tefereroa of<.cIa\ que ?lQU;nla, esta U'llQ{m3e16n 

'lbldem Fuenle Anexo EatadlstlCO del Tercer InlOfme de GobIerno del Presldenle Ernesto Zedilla con dalaS de la PGJDf, noviembre de 1997 

p.89. 
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Es impresionante y una de las conclusiones que atrapó nuestra atención en la 
encuesta citada es la siguiente: dos de cada tres entrevistados han sufrido en forma, 
individual o familiar, un delito en el año de 1996. 

Por lo que concierne al ámbito de los delitos federales el incremento 
cuantitativo de ellos queda debidamente comprobado de conformidad con el 
siguiente cuadro, a saber: 

AVERIGUACIONES PREVIAS INICIADAS Y CONSIGNADAS AL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

FUERO FEDERAL. • 1992 1993 .1~ , ", 
. . 

Iniciadas 48,661 57,604 55,799 60,032 
Consignadas 16A15 32,039 27,388 30,270 
con detenido 
Consignadas 8,169 11,561 11,995 15,836 
Relación de 
Iniciadas/ 33.7% 55.6% 49.1% 50.4% 
Consignadas 
Relación de 
iniciadas/ 16.8% 20.1% 21.5% 26.4% 
consignadas con 
detenido 

En primera instancia se observa que en términos reales del primer paso dentro 
del procedimiento penat el Ministerio Público local y federal, han elaborado un 
mayor número de investigaciones ministeriales que contienen la denuncia o querella 
de los ciudadanos que le narran hechos posiblemente constitutivo de delitos, respecto 
del año precedente, sin que este número haya decrecido en ningún año de los 
comprendidos en el lapso precisado, existiendo un salto notorio en el año de 1995 en 
relación a 1994. Este primer dato por sí mismo nos presenta una variable creciente de 
los hechos que a juicio de los particulares son motivo de sanción penal por afectar su 
concreta esfera de derechos. En una segunda apreciación los cuadros nos presentan la 
relación del desenlace jurídico de los procedimientos iniciados ante la Representación 
Sociat y en él se aprecia la denominada ' ley del embudo ' que para muchos, 
demuestra la eficacia del orden y sistema jurídico-penal mexicano, e inclusive, 
pretenden razonar la abolición del mismo con base en ella, siendo que su 
determinación es por factores y causas múltiples y diversas al Derecho Penal. Este 
fenómeno no es exclusivo de nuestro sistema penal sino del orden jurídico punitivo 
existente en todo el orbe, para corroborarlo agregamos el desenlace del 
procedimiento penal norteamericano,42 a saber: 

42 Vid Dal'ld Neuoouer • Amenca s coufts and !he Ctlffilrnll )ustJce syslem Paclfic Grave/Cale USA 1992 4a eed P 27 Clt por Carranza, Ellas 

en su ensayo· SituaCIón del delito y de la segundad de los habitantes de Aménca Latina' en la obra Delito y segundad de los habItantes' Op al 

,42 
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1000 uC'lilC>S graVe) (jrlonus) cometldo~: 

339 dCL1UIlCIóHlo$ a la policía; 

:1'1 ;;l.Ilcstados; 

26 co,)(len~dos: 

13 eneal cd;¡dos; 

G sC'l1lellci;¡dos a prisión por mas de un ;\110 

Sin embargo, nuestro sislema de procuración e imp~Hliciún dc Justicin Penal al 
ser comp<lr<ldo con otros sistelll<ls h<l demostmdo UIl<l Ilot<lblc v<lri<lciún porqu~ en In 
Ciudad de México se resuelven 2.58% de los casus penales que son Jcl conocimiento 
ministeri,,} en tanto que Río uc ]"nciro el porcent<lje es del 15.9% yen Londres es del 
31.40%." 

El autor nos ilustra que en el Distrito Federal en 1994 se registraron 1B92 
delitos por cada cien rnil personas en tal1to que Londres tuvo, en ese mismo ¿¡¡lO, 

4,505 Y París - ciudad calificad<1 Como 1<1 m{¡s pcJj~rosa -, 14,0<10. En olmoS pillnbras, en 
relación a la cantid"d de delitos cometidos en otros p"fses en proporción a sus 
habitantes, México es considcr<ldo como un Estado en el cual existen" 111cm)s " 
delitos que en otras gr<1ndes urbes, esto es, en Londres, M¡¡drid, Roma, P¡¡rís, J{lo de 
Janeiro, S<lO raulo, Nuey" York y Washington, en promedio tienen 464 delitos por 
cada ]00 denunciados en el O.P.; sin embargo, cst<1S cifms no implicClI1, 
necesariamente, que se cometan menos delitos que en otras ciudades porque la 
credibilidad en las instituciones, órganos y servidores públicos del sistema penal en 
México está sumamente deteriorad" a tal grado que los ciudadal10s IlO dellLIllci¡]n los 
delitos que se cometen en su ogravio, nument<lndo ¡]sí, la ' cifra ocultn ' dc In 
delincuencia. 

Es menester subrayar que la Justicia Penal no es susceptible de ' medirse' 
cuantitativamente en las estndbticas criminológk¡¡s bils¡¡dns en 1.1s cifras 
proporcionadas por los órganos e instituciones oficiales del sistcma pcnal 111Cxic<1no, 
en virtud de que la justicia penal es un desidératum social que se localiza en el 
mundo axiol6gico y no en el ontol6gico, y máxime que las estauístic<1s pCllnlcs que se 
exhiben, parcialmente cnptan 1<1 rC<1lidaJ del ser de lo nntisocia1. Por esta rnz6n 
asentmnos que los cuadros que integran este apartndo h,m de ser considemdos en 

43· FBI • UllIrorrn Clima Repenls • EUA 1994 y 1995 ell por RUII Harre!!, Rarael • Commahdad y mal gobremo ·Op crl P 64 Y 65 

InclIJ$IVf:t. ~renrelnent6 tos e~pert05 europeO$ en materia de $egundad publICa han n!co~lIdado a M!1xICO, yen concreto en el 01$/1110 Federal, a 

dar ponondad en la obtenCIÓn de la confIanza y credibilidad de los C'1tJ(/adano en los olganos y servldoles púb/lcOS de la procuraCión e Impar/ICIÓn de 

/a JIJ~tlC,a Penal. $Iendo qu6 es el pmnf!f paso para obtener Ul! :SIstema penal damOC,jllCO madamo y e/¡caz en I¡¡ lucha cor¡/ra la delmcuenCla [ 

Clr . Consideran esenCial conrlar en poflcia' JOrg ScllOnbohm Experto alemotm. qUIen es aclualmenle el Secrelaoo de GobIerno de Belhn y Ex­

comandante Federal de la~ Fuerzas Armadas de AlemanIa, qUlen por cIerto, se~aló que no es necesaoo mlhtarrzar para luchar conlra la 

c.rrml!1ll1idad y la dehncuenc19 018110' Reforma M~xlco 01511110 Federal SeccIón Ciudad y Mellóplr PágIna 58 30 de lul~ de 1998 [ 
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vista de la utilidad que representan al ser el retrato de la delincuencia en la sociedad a 
la luz de la actuación de los órganos e instituciones penales que es el más próximo al 
estudio criminológico y jurídico-penal. 

El roho fue el delito que más se cometió a nivel nacional en el año de 1994, con 
43% del total de ingresos; le siguen, en orden decreciente, faltas a los reglam~ntos de 
polida y buen gobierno, con 14.1 'Yo; lesiones, 9.7%; delitos contra la salud, 9.6%, y 
daño en propiedad ajena y tentativa de robo.44 Como podrá verse en el cuadro 
siguiente los delitos que con mayor frecuencia se presentan son contra el patrimonio 
como lo son el robo y los daños, contra la integridad corporal como lo Son las 
lesiones, y los homicidios. En el fuero federal se concentran en los delitos contra la 
salud, los relacionados con armas prohibidas y el propio robo.45 

DELITOS MÁs FRECUENTES 1990-1994. 

GRAN TOTAL DE 
DELITOS A NIVEL 776,058 100.00% 
NAOONAL. 
FUEROCOMÚN. 669,882. 86.32 100.00% 
ROBO 165,975 21.38 24.78% 
LESIONES 157,057 20.23 24.24 
HOMlODlOS 36,740 4.73 5.48 
.FUERO FEDERAL. 106,176 13.68 100.00% 
CONTRA LA SALUD. 49,095 5.94 43.41 
ARMAS PROHIBIDAS 26,911 3.47 25.34 

ROBO 4,009 0.52 3.78 

De acuerdo al diagnóstico elaborado por la Secretaría de Gobernación con 
datos del Instituto Nacional de Geografía e Informática," las entidades con mayor 
incidencia delictiva constante en los últimos años son: Distrito Federal, Jalisco, Estado 
de México, Tamaulipas, Veracruz, Sonora, Chihuahua, Tabasco, Guanajuato y San 
Luis PotosÍ. A primera vista destaca que las ciudades mencionadas no son las más 
industrializadas del país, ya que de ser así Nuevo León estaría contemplado en la 

44 Vid .. Programa de PrevenCIón del Delito . Emitido por el Consejo Naoonal de Segundad PúblIca en su sesión del día 4 de noVIembre de 1996 

MéXico. pág. 14 

45.- Vid· Programa NaCIonal de Segundad Pública 1995-2000 ' Op ot pags. 21, 22 Y 23 Se Irene el fundamento estadístico dado por el 

Cuaderno de Estadíslicas JudIciales op. Cll 

46 - Vid .. Programa NaCIonal de Segundad Pública 1995-2000 p 23 

Es de notarse que el cuadro de referenCIa no es claro por los conceptos ullhzados en su elaboraCión toda vez que emplea las nOCIones de . 

presuntos delmcuentes . y sentenCIados. SIendo Que lOS segundos superan a los pnmeros por lo Que mfenmos que las CIfraS son exduyentes 

AslmISlTlO. es de subrayarse que esta ¡nformaoon fue resultado de la Dlreooon de Estadis~cas Demografjcas y SOCIales, yen ella se regIstra un 

decremento general de la inCIdenCIa delictiva en ta RepubllC8 Me~lC8na en el penodo 1990·1994 sm especificar SI dichos datos fueron 

proporoonados. por las Procu!ddurias Generafes de JustIcIa respectivas o por los Tribunales Supenores de JustiCia o de la Federaoón 
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lista de los Estados que reljuieren de mayor atencion por parte de los órganos (' 
instituciones encargados, a 1.1 fecha, tanto de la seguridad pública, como del sistema 
penal - en su sentido arnplio -, y de 10) Política Criminológica que dl'be planear, 
instrumentar y aplicar cada entidad federativa en la csfera de cornpctencia y 
atribudones que les otorga la Constitución General de la Repúblka, la Ley General 
que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada, las constituciones locales y las leyes que emancn y se 
ajusten a su contenido Asimismo, en este listado no se observan a los Estados que 
han sufrido en creciente aumento de la violencia social e institucional que ha 
ocasionado, directa o indirectamente, la delincuencia organizada, hechos delictivos 
que han conmovido a la opinión pública y al Gobierno Federal, por la frecuencia con 
la que se ha manifestado, v gr. Guerrero y Baja California Norte, estados en los 
cuales la crisis de las institucJOnes del sistema penal está rebasando su capacldad de 
respuesta institucional. 

DESEMPLEO E INCIDENCIA DELICTIVA DEL FUERO COMÚN 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO EN EL PERIODO DE 1990-1994. 

INCREMENTO 
1990 1991 1992 1993 1994 PORCENTUAL 

INCIDENCIA 
r~ ¡.~ .' DELIcrIVA 133,352 136,927 140,226 133,717 161,496 

ROBOS 43,271 40,894 44,704 41,823 54,992 27.09 
DESEMPLEO 187,689 180,144 206,460 249,332 261,837 . ",~:,;,28:32;';:,;;·, 

El estudio más reciente de la relación del incremento delictivo en la Ciudad de 
México y su relación con el crecimiento porcentual de la variable económica dada por 
el Producto Interno Bruto, 10 presentamos en el presente trabajo para que el lector 
aprecie visualmente la relación directamente proporcional entre el incremento de la 
delincuencia en el Distrito Federal y el índice económico del país en el periodo de 
1930 a 1997; asimismo presentamos en una segunda gráfica el comportamiento de la 
delincuencia en los delitos patrimoniales, contra las personas y culposos - en relación 
a la situación económica del país en su Producto Interno Bruto, a saber: 
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5. Crcci,nicnto de la ddincucl1cia en 
re)"ciÓll ,,) crecillliclllO del 1'18 
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Asimismo, insertamos la gráfica que nos muestríl la evolución de la 
delincuencia en México, separando el delito patrimonial más trCldicional, es decir el 
robo, en relación al universo restante Je los delitos cometidos en el país en c11apso 
del año de 1970 a 1997, la cual denota un incremento desproporciona! del primero en 
comparación al incremento cU<1ntitiltivo de la cifra negr<1 del resto de I<1S figur<1s 
delictivas, ¿ la proporción? el incremento delictivo de la delincuencia ' ofici;:!l '­
excluyendo al propio robo - fue del 33.7 por dento, en tanto que el robo aumentó en 
un porcentaje del i 176.4 !. 47 

Evolución del robo y del resto dc la 
delincuencia en el D.F. (1970 = 100) 
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"'7 - RulZ Harren. Rafael •• Crirmnabdad y mal gobierno' Op COI P 40 

El autor e$ colaboradof en el periódiCO otadmo • Reforma en el cual put:lhca semanalmeote la columrla La Calda<! y el Cnmen es un connotado 

crfmlfl6logo cuyas virtudes de Iflvesllgaa6n le h.coeroll acreedor a ~ medalla QUlroz Cuaróll al Mémo Cnmlnológ.co presea Que le fue dada por la 

SocIedad Mexicana de CMlIooIog!a. 
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La crisis de nuestro sit>tcm.l pr..:-I1i.1! se h<l <lgud!/.Jdl) dr,\st!Ci.1ll1~nlL' tlnlL' el 
crecimiento desmedIdo y aterrador que ha prcscnt.1dD l.) dclincUelKi<l L'l1 L'Sll)S 
últimos tl(~mpos/II tal como se rq,rcscnt.l en la pl'est.:'ntc r..:-sl,h.!i~lic.l qlle n0~ tllrevcmos 
a insert<lr en el presente p<lr<l d¡:¡r testimonio erMico de l<l pr~ocupJ.ció!l .-lcadr.:mlC<1 
que nos motiv<l a ocuparnos en est,) ddic<1da t,Heil dr..:-I fortnlccimiento dd E~I<1do 
Democrático de Derecho él tri"lv0s dr..:- l.) Pülrtic<1 Cnnllnülóglcil clcnlfficJ. y modcrnn 
que permita controlar J<l evolución cunntitativn y cuailt<lt!vn de l<l cnminnliJad y 1.1 

delincuencia: 

Crccilllicnto tlcl crilncn por sexenio 
(Ultimo alio del sexenio anterior = 100) 

160,~--~----~------~----~------~----~---------, 

. D¡LLO . 

150 

140 

130 

......... : ..................... : ................. ) ..................... ; .................... : ................... . 
: : ,: 

............................ 

......... ! ................ . 

: : I 

......................................................... : ..................... :.......... I 

.. ................ ~ .................... ~ ................... . 

~ .. ~ 

/ 
";' 
/ 

/ 

/ 
/ 

CSG 

~;~ .. 
........ ¡ ................... ! ................... ¡ ................. ¡ ......... ,.~,J/< .. _·_··_· .. ·'!-··_· ___ ._.M::-· .. j¡MC~A 

...... ~. 

120 

110 ....... . ... : .... 

100 ....... . -"""'t;;;;;;;;;t~'~';;'j:·;:::;'~·_,.·/,··'" 
90~--~----~-------~1 ------+i-------~------+-------~---

o 1 2 3 4 5 5 
AÑO DEL SEXENIO 

.8.' SI el \el;LOr oltsea realizar IIn es!udlo m¡\s piOfllndo oe la ESlaolsllea Cnm!nill en Mi!xK,;O en los ult,mos ilftOS. ,e le recomIenda la conSlllta (le 
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rllmQ oe la criminalidad en le RePllbhca Me~lC;Ina penO<lo 1s.tO.1977 'In,1I11110 NaCIonal oe CIenCIas Penales MéxICO 1982 
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La interpretación criminológica y si se desea, la económica, política, cultural y 
social de las anteriores estadísticas gráficas escapan a nuestro alcance por ser de otra 
esfera de conocimientos que no corresponden al terreno jurídico, estrictamente 
hablando, y por el fin del presente trabajo académico; sin embargo, las consideramos 
pertinente presentar para ampliar nuestra visión de la evolución que ha desarrollado 
la delincuencia en nuestro pais a lo largo de nuestra historia contemporánea y 
percatarnos de -la gravedad de su crecimiento desproporcionado que acredita, 
fehacientemente, la crisis de nuestros sistemas de controles formales e informales de 
10 antisocial, tocando a los estudiantes del Derecho a fortalecer el sistema penal en 
todos sus niveles y subsistemas para revertir el proceso del aumento de la 
delincuencia proporcionando prontas y justas respuestas eficaces e institucionales a la 
sociedad. 

En este contexto darnos cuenta de Jos anteriores cuadros únicamente en la 
inteligencia de formular propuestas concretas en la búsqueda de una Justicia Penal 
realmente eficaz en la lucha contra la delincuencia, la cual se ha aprovechado de las 
fallas estru-::turaIes que se han propiciado con la frustrada instrumentación de la 
Política Social - quizás de la económica -, que no ha permitido el desarrollo sostenido 
de la sociedad y sus instituciones; con la inexistente política de prevención de los 
crímenes y delitos; con la fractura de la legislación penal en nuestro país; con el 
desconocimiento e ignorancia de la Política Criminológica; con la visión parcial de las 
políticas generales en la seguridad pública al concentrarse sus esfuerzos y recursos, 
en los cuerpos policiacos; ... en fin, de la integración coherente de una política pública 
que revierta el crecimiento cuantitativo y cualitativo que ha presentado la 
criminalidad y la delincuencia en los últimos años, en todos los niveles y frentes que 
integran al sistema penal y al social, por ser el crimen y el delito fenómenos 
antisociales que nacen en la propia comunidad y se nutren de ella, de sus 
instituciones y mecanismos para amarnantarse de sus frutos. 

2.2.- EL BIEN JURÍDICAMENTE TUTELADO ES EL ORDEN Y 
LA CONSERVACIÓN SOCIAL. 

México ha sufrido en los últimos años la evolución y aumento, cuantitativo y 
cualitativo, de la delincuencia, aseveración que debidamente ha quedado acreditada 
de acuerdo a los estudios criminológicos gráficamente expuestos en el apartado 
precedente y en la inteligencia que en ellos se registran los fenómenos ilícitos que son 
del conocimiento del sistema penal mexicano en la procuración, impartición y 
ejecución de la legislación vigente. Sin embargo, apartándonos del campo jurídico y 
trasladándonos al rea], nuestra asombro es aún mayor porque el aumento real de los 
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fenomenos criminales y delIClivos qUl' sucedieron en Id vida social del país, no son 
motivo de estas cifrds porquL' debemos eVOC,ll· que existe una cifra' oculta' de los 
mismos, que desafortunadarncnte ha creCIdo debido a la desconfianza de los 
ciudadanos hacia 1(15 autoridddes lkl sistema penal mexicano en todos sus niveles y 
fases. 

El clamor de la sociedad mexicana no se ha hecho esperar y el Gobierno de la 
República ha manifestado la suma preocupación que le origina esta realidad drástica 
que rompe el equilibrio sano y natural d.e sus instituciones, porque la presencia 
constante de los delitos en la vida social, familiar e individual de los individuos 
propician la inestabilidad emocional de sus actividades, sean cuales sean .. y ya en el 
caso de las personas colectivas constituidas legalmente conforme a las leyes vigentes 
en el país sus miembros se conducen cautelosamente en sus actividades económicas, 
administrativas y operativas restringiendo su participación en la vida social y 
financiera del país o de la localidad en la cual se desenvuelven ocasionando así un 
rompimiento del libre y natural flujo del desarrollo y progreso de las personas, sus 
familias, sus asociaciones y sociedades, e inclusive de las propias instituciones 
gubernamentales. 

Desafortunadamente el progreso técnico, científico y tecnológico que está 
experimentando la sociedad ha sido perfectamente asimilado por los delincuentes de 
hoy en día que así han proyectado las consecuencias inmanentes del delito a un 
estadio de organización estructural que les permite una acumulación de recursos 
humanos y materiales que se concentran en un poder paralelo a la sociedad civil y 
política jurídicamente organizadas, cuyos sistemas normativos no han asimilado con 
prontitud las transformaciones violentas49 de los procesos .. las instituciones y sus 
relaciones con otros sistemas que la modernidad les exige en un ambiente de 
globalización. 

Conociendo el desarrollo que ha experimentado la criminalidad y la 
delincuencia en nuestros tiempos podemos observar cuatro etapas de evolución de la 
delincuencia de acuerdo con la relación que guarda con la autoridad, a saber: 

1.- En la pnmera etapa el cri1Jll11al y el delincuente huyen de la sandón penal y evitan 
el contacto con la autoridad policiaca y pumtiva del Estado, es decir, huye de la acción de la ley 
penal porque teme las consecuencws de su quehacer. 

49 Cnmlnologlcamente hablando la • ViolenCia es toda modlficaaón de ,o que eXiste Es una forma de crear desorden en el orden natural de las 

cosas Se ejerce vlolenaa cada vez que se hace algo y cada vez que no se hace algo cuando se debería hacer Es una suerte de circulo VIClOSO· 

Luego entonces. la modermdad conlleva a la ViolenCia del orden de las cosas. más sin embargo en el terreno de la antisoaalidad de las conductas 

humanas, el Estado reproduce y legluma esa VIOlenCla SI en sus poll:leas públicas, general y particulares, no realiza las aCCIones concretas 

necesanas para controlar sus mamfestaclones y consecuenCias 

Lola Anlyar de Castro. en su ensayo titulado' NOlas para la dlscuSIOI'I de un control SOCial alternativo 'en la obra de LUIS de la Barreda Sol6rzano y 

Zullta Felhnl Gandulfo Coordmadores El all· EstudiOS de Derecho Penal y Cnmmologla en honor de JaV1er PII'ia y PalaCIOS: Ed porrua_ MéxIco 

198$ P 14 
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2.- Posteriormente, y ante la imposibilidad material o jurídica de tener contacto con los 
aparatos, instituciones, órganos y seruidores públicos del sistema penat decide enfrentárseles y 
toma una disyuntiva psicológica en Su conducta: acepta In privación o restricción de la libertad 
mediante un procedimiento legal garantista o lo reclmza abiertamente y repele su sometimiento 
ante la autoridad ministerial o judicial que le requiere para aplicar la legislación penal a costa, 
aún, de la resistencia y ataque de sus agentes, cometiendo así, nuevos delitos. 

3.- El criminal y el delinalente sagazmente aceptan nulificar el actuar de los agentes o 
senJidores públicos del sistema penal - lato sensu -, y prácticamente los 'absorben' (si se nos 
pennite el térnzino) mediante el encubrimiento y protección que les brindan por diversos 
medios y debido a múltiples factores y musas entre las que se encuentra la desgraciada 
corrupción, se busca pues, el acuerdo obligado o voluntario~ éste último implicando una franca 
relación de I asociación ~~ acuerdo o maridaje criminógeno. 

4.- Finalmente se arriba al estadio superior de la delincuencia que en sus últimas 
etapas se externa en sus organizaciones complejas dotadas de un poder económico· sumamente 
importante que pretenden el propio poder político que detenta el Estado. En esta escala sus 
integrantes buscan el poder para asumirla y ejercerlo~ iniciando de la parte inferior de la escala 
jerárquica de In estructura burocrática y finalizando en su cúspide. 50 

Por lo anteriormente expuesto se desprende que existen ciertos delitos o 
crfmenes~ que ya no lesionan o dañan la esfera de derechos públicos subjetivos de las 
personas - individuales o colectivas -~ individualmente consideradas porque sus 
efectos y consecuencias materiales se expanden a diversos ámbitos personales y 
colectivos, es decir~ los bienes jurídicamente protegidos no se constriñen a una esfera 
de derechos concreta e individualmente considerada como sucede con los 
denominados delitos tradicionales o convencionales, cuyos arquetipos son el robo51 y 
el homicidio;52 sin embargo, en la actualidad existen delitos cuyos efectos deterioran a 
múltiples y diversos ámbitos jurídicos de las personas contempladas en la legislación 
vigente en un país, verbigracia: los delitos contra la salud/53 los económicos54 y los 
denominados ambientales o ecológicos no inciden en un haz concreto de derechos 

• Vid_ apartado Infenor, tema' El poder político y económiCO ante la cnmlnalldad • 

50 Vid SergiO Ganja Ramirez .• El sistema penal mexicano .• Ed Fondo de Cultura Económica. MéxIco 1993 Págs. 19 y 20_ 

51 Se recomienda la obra clilSIca del Dr Raul F Cárdenas - Derecho Penal mexicano del robo • 2" ed Ed POrTÚa MéxIco 1982 

52 Se remite al lector la Interesante obra báSica - El Homlodlo (EstudiO jundlco, médiCO lesal y cnminal¡stlco) • Ed POl'TÚa Mex'CO 1991, del 

abogado penalista César Augus10 Osario y Nieto 

53 Como biblIOgrafía baslca en de este tema se sugiere Raul Tomás Esc:obaL • El cnmen de la droga Toxicos Depresores. Estimulantes 

DrogadlCClón Narcotrafico lavado de dinero Mafias StDA (SIC) Geoestrategla • Ed_ Umverslclad Buenos Aires, Argentina_ 1992, Sergio Garcia 

Ramirez • Narcotráfico Un punto de VlSta mexicano' Ed Miguel Angel PorrUa_ Mexlco 1989, y LUIS Rodriguez Manzanera' Los estupefaCIentes y 

el Estado mexicano • 2" ed Ed Botas MéxiCO 1974 

54 Para fines de mayor profundidad en el tema se sugieren las obras especializadas Marco AGQnzáñez Berendíque - Criminalidad Económica. el 

delito como negocio • Ed JundiCa. Edlar-Conosur LIcia Santiago de Chile, Chile Sín fecha de publicación y RauJ PlascenCla Vlllanueva • Los 

delitos contra el on:!e!'I económico la responsabll¡dad penal de la persona Jurídica' Ed U N AM .Instlltllo de !nvestigaClones JurídIcaS México 

1995 

290 



públicos subjetivos tutelados por la norma, toda vez que es irnposible determinar en 
forma particular al individuo o sujeto que resiente el d~1ño en su intcgriJdd, 
patrimonio o derechos, luego entonces la víctima es múltiple e innomimlda.$5 

Ante la presencia de ciertos delitos organizados que con mayor frecuencia se 
presentan en las sociedades modernas en vías de desarrollo y desarrolladas, el Estado 
debe asumir con todo el poder político jurídicamente organizado en sus diversos 
órganos y niveles de gobierno, la responsabilidad social que le pertenece para 
controlar tan grave fenómeno a través de su prevención y represión que ha de 
culminar en la titánica labor de la rehabilitación social de los delincuentes, y en su 
caso, el tratamiento de los menores infractores. Esta es el escenario de la 1 ucha 
constante y perenne contra la criminalidad y la delíncuencia, la que debemos 
enfrentar con suma firmeza y valentía ya sea como miembros de la sociedad, de la 
Academia o como servidores públicos en los órganos e instituciones que integran el 
sistema penal, punitivo, coercitivo o preventivo, del Estado mexicano, desterrando 
cualquier idea regresiva que aún se esgrimen al decir: " ... la bataDa contra el crimen 
organizado (sic) está perdida. ",56 porque de ser así, ¿ qué razón tendría el Estado, el 
Derecho y la existencia misma del ser humano, sus asociaciones e instituciones y de la 
vida social misma ? de pensar y actuar así estaríamos presos en el mundo de lo 
antisocial, de lo inhumano, la violencia y la autodestrucción del género humano al 
carecer de los dos principales instrumentos del bienestar, desarrollo y progreso social: 
el orden y la política social,51 que se verían mermados en tal medida que 
desaparecerían de la convivencia humana. Jamás aceptaremos tal razonamiento 
porque creemos en la Justicia a secas, más allá de la Justicia Penal que pretendemos 
tener más cerca con esta pequeña aportación académica. 

Sintetizando los razonamientos precedentes es indudable que la delincuencia 
en su evolución contemporánea se ha revelado en delitos cuyos efectos económicos, 
jurídicos y materiales repercuten en un número' n ' de personas físicas y colectivas 
cuyos derechos están debidamente tutelados en la legislación vigente de un país 

SS Vid Ibídem págs 17 y 18 

De acuerdo con el pnnClplo de la síntesiS cnmmológlca, la Vlcllmologla CrllTllnológlca· que aliado de la Antropologl8. la SOCIología. la PSicología, la 

Blologia Cnmlnológlcas. la Cnmlllalistlca y la Penología mtegran 13s siete disciplinas minm'\as para su mlegraci6n '. es un conjunto de 

conOCImientos autónomos. ha claSificadO (PnnClpalmenle Elias Neuman. Lola Anlyar de Castro e Ivan Jakovlevlc) a la vlctlma colectiva o terciana. 

que se caractenza por no ser una persona fislca o colectiva específicamente elegida por el vlctlmano ya sea este el cnmlnal o el delincuente. y por 

ende. es difuso y dispersa su determinaCIón JUndlca Véase LUIS Rodríguez Manzanera • VlctJmología EstudiO de la vicllma • 3" ed. Ed Porrua 

MéXICO 1996 Págs 91. 93. 94 Y 97 ¡ Víd Lola Amyar de Castro ' Los deSViados como víctimas' Capítulo CnmmológlCO, no 2 Umversldad de 

Zulla Maracaloo. Venezuela 1974. Ivan Jakovlevlc • Pohtlcal Pnsloners as Vlctlms • V Symposlum Yugoeslavla 1985 y Ellas Neuman • Las 

víctimas deJ Sistema Penal • Ed Córdoba Argen~na 1994 y' Vicbmologia • Ed Universidad Buenos Aires. Argentma 1984] 

56 Pedro Pablo Camargo .. El • cnmerl organlZ8do • ReVista InmesUal • Cnmmalla ReVista de la Academia Mex,cana de CienCIas Penales • 

Editada por Porrúa MéXICO Año LXt!I NO 3 Sepllembre-d'Clembre 1997 P 7 El Doctor en Derecho Citado basa su afirmaCión en la declaraCión de 

una orsaf\lzaaón europea d.en.ommada LIga InternaCional Anttprotublcloolsta (LtA) creada en 1990 al expresar' la guerra contra las drogas esta 

definitiVamente perdida • 

57 Vid Jesús AntOniO de la Torre Rangel • Hac,a una organización JundlC3 del Estado. solidarla y ht>eradora • Ed Jus MéxIco 1977 Págs 184. 
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determinado .. más sin embargo no son identificables individualmente y en la medida 
de ser víctimas colectivas que no son elegidas en fonna concreta y específica por el 
criminal o el delincuente quien gracias a sus actividades se allega de poder y riquezas 
que desea conservarlas en detrimento de los derechos públicos de los gobernados 
sustrayendo su patrimonio o lesionando su integridad y aún a costa de su vida, de 
ahí que el Estado debe intervenir en la defensa de dichos bienes y prerrogativas 
legales que le confiere la sociedad en los ordenamientos jurídicos .. en esta etapa se 
justifica la intervención penal por ser la expresión coercitiva más radical y 
característica de su poder político y jurídico en aras del orden sociaL 

La conservación social únicamente es dable en un Estado democrático de 
Derecho que tutele" y proteja Jos derechos humanos de los miembros de la sociedad 
a la que se debe ante las consecuencias económicas, jurídicas, culturales y políticas 
que se producen por el desarrollo de la criminalidad y la delincuencia que ya ha 
quedado demostrado ha evolucionado a tal estadio que busca el poder político del 
Estado. Por ello, sostenemos que la planeación, fonnulación, instrumentación, 
aplicación y evaluación de una política pública general en materia penal ha de 
cristalizarse en una Política Criminológica que se lleve a cabo a través de un órgano 
ejecutivo, especializado, autónomo, interdisciplinario e incluyente de las fuerzas 
sociales que pennitan controlar a la criminalidad y a la delincuencia de fonna tal que 
se actóe en forma integral con la Política Social y Económica del Estado, prever para 
actuar. 

2.3.- EL PODER POLÍTICO Y ECONÓMICO ANTE LA 
CRIMINALIDAD. 

Para nosotros la Política Criminológica es un subsistema jurídico-criminológico 
que guarda íntima vinculación con los subsistemas políticos - porque en él se 
desarrolla, justifica, y ejecuta -; del subsistema económico - del cual se nutre para 
operar en el aparato administrativo jurídicamente organizado -, y del subsistema 
punitivo y coercitivo cuyas expresiones más representativas son el orden jurídico­
penal y la estructura militar - porque ambas esferas son las manifestaciones más 

58 No podemos oorrar este lema Sin antes menoonar que la leona del bien ¡undlCO en matena penal ha Sido motivo de estud,os mas profundos por 

los penalistaS, inqUiriendo su naturaleza SUS Mes, Olteno de valoraoon, determinar SU realid;;¡d o realidad valorada, _ en fin, se ha convertido en 

el centro de la di!$CUSlón penal de las úttimas dos décadas por ello vease Et all • Haca el Derecho Penal del Nuevo MileniO • InstItuto de 

Capaotadón de la Procuraduna General de ta República México 1993 En particular, ' ReflexiOnes sobre la probleméllCa de! bien jurídiCO. ' de 

Ignacio Berdugo G6mez de la Torre [Vicerrector de la UnJVers,dad de Salamanca, España 1 y. Norma y bien Juridlco en la últtma década del Siglo 

XX 'Escota por AIJ!IO Ramirez Amaya [Mag,strado de fa Corte Suprema de El salvador 1 y' La leona del bien Jurid'co en el Derecho Penal· Ed 

Pér& NielO México 1995; Y Miguel Ángel Mancera Espmosa • El Ilpo penal." Comlnalla 'M~lco_ Revista de la Academia MexIcana de Cienoas 

Penales Año LXIII, No 1 Enero-abnl de 1997 Pags 21 a 43 
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puras de 1<.1 fuerza que suby.1Cl' l'J1 l'l monopolio dc 1<1 vlOlencid Icgítim<.1 del Estado 
estructurada en 1<1 ley y en sus (ngJno:-- ~; en tudos estos subsistemas sociales y a su 
vez, sistemas Integrados por otro:-- l'lcmentos, Sl' prescntél. el poder político, el poder 
económico y el poder militar. 

Luego entonces, la Política Criminológica al ser una política pública. 
desplegada por el Estado pretende mantener, fortalecer y aumentar el poder político 
que sus órganos, servidores e Instituciones detentan y ejercen en cada acto que 
realizan a través de todo el sistema penal y coercitivo que se instituye para aplicar su 
fuerza material y coactiva en el abrigo del poder público, manifestación condicionada 
por los efectos que se generan de las relaciones del poder social mismo que alberga él. 

su vez, a otras manifestaCiones del poder a las cuales debemos estudiar, entender y 
comprender para que controle, con eficacia real, los efectos de la criminalidad y la 
delincuencia para garantizar el orden interno y la paz pública, 

Acudiendo a la Sociología separaremos las figuras de dominación, disciplina, 
autoridad y poder, entendiendo por la primera" ... un estado de cosas por el cual 
una voluntad de manifiesta (' mandato ') del' dominador' o de los' dominadores' 
influye sobre los actos de otros (del' dominado' o de los' dominados '), de tal suerte 
que en un grado socialmente relevante estos actos tienen lugar como si los 
dominados hubieren adoptado por sí mismos y cOmo máxima de su obrar el 
contenido del mandato (' obediencia ')," y en términos más lisos: " ... la probabilidad 
de encontrar obediencia a un mandato de determinado contenido entre personas 
dadas. 11 59 

La disciplina es aquella conducta que se manifiesta en forma automática, 
simple, y pronta para encontrar sujeción a un mandato emanado de un conjunto de 
personas, en virtud de prácticas arraigadas en Jos sujetos.60 

11 La autoridad, la autorictas latina, es una relación de aceptación y de 
ascendiente de un principio o de una persona. El líder carismático es indudablemente 

59 Max Weber 'Economía y Sociedad Esbozo de soclolog,a comprenSiva '(Trad de Jose Medlna Echavarria y et all) 2" ediCIón en espariol 

FoMo ¡je Cultura Económica Mexlco .934 P 43 Y óro 
No podemos conclul( con la relaClon de la domlnaClon StO precisar que en ella se comprenden tres especies, a saber la legal, la tradiCional y la 

cansmátlca la domlnaClon legal se funda en la creaCIón o modificaCiÓn de cualqUier derecho a través de un estatuto sanCIonadO adecuadamente 

en su forma, de conformidad con el orden JurídiCO su tipo mas representativo es la burocracia,' se obedece no a la persooa en wtud de su 

derecho proPIo SinO a la regla estatUida, la cual establece al propiO tiempo a qUléo y en que me(Ma se deba obedecer • la dommacI6n tradlclooal 

se presenta con base' a la creenCia en la santidad de los Ordenamientos y los poderes Se¡'¡onales eXistentes desde siempre Se obedece a la 

persona en virtud de su dlgrlldad propia sanllficada por la tradiCIón por fidelidad • su expresión más pura es la dommaClón patoarcal Finalmente 

tenemos a la domtOaClón carismática cuya base es· la devOClon afectiva a la persona del serior y sus dotes sobrenaturales (SIC) [cansma J y, en 

particular facultades de mágicas, revelaCIones o herOlsmo poder Intelectual u oratono ',sus expreSiones más slgmficatlvas se anglnan en el 

profeta, en el héroe guerrero y el demagogo, en esta dommaclon se obedece en funCiÓn de las cualidades extraordlnanas o $mgulares de una 

persona excluyendo su po5lClon en el terreflO económiCO, social o polltlCO, es una mera retaclon SOCial que ,nfunde emotIVIdad y confianza a qUienes 

se les manda 

60Vid fdem 

293 



autoritario, pero el poder puede no serlo. El poder político es autoritario cuando lo 
subtiende el consenso popular, el prestigio. A diferencia del líder carismático en el 
que se celebran cualidades superiores, en el caso del dirigente aceptado por su 
poderio la relación se establece directamente con su poder. En ese caso la autoridad 
del poder cobra dos signifkados íntimamente unidos: por un lado, la convicción de 
que tal poder es irresistible, y por otro, la idea de que el poder es base suficiente para 
llevar a cabo realizaciones que se esperan o se desean de parte de quien los esgrime. 
En todos estos casos, el poder es una fuerza material; en el caso del poder político, se 
trata de una fuerza legitimada política y jurídicamente, es decir, aceptada por 
consenso y justificada por el derecho. ,,61 Para Talcott Parsons la autoridad es u la 
cualidad políticamente decisiva de un status en una estrucrura social. 1162 y en su 
acepción puramente política" ... se refiere a la posición del cargo en una jerarquía de 
prioridades de toma de decisiones. " 63 

El poder se entiende como" ... la probabilidad de imponer la propia voluntad, 
dentro de una relación social, aun contra toda resistencia y cualquiera que sea el 
fundamento de esa probabilidad. " " 

Como podrá apreciarse, el poder es el instrumento a través del cual se procura 
el hombre para allegarse de los satisfactores, tangibles e intangibles, mediante una 
relación jerárquica aceptada por la colectividad de múltiples relaciones de supra a 
subordinación las que se aseguran mediante controles formales o informales dotados 
de la coacción correspondiente a su esfera de actuación y a su naturaleza dentro de 
un sistema social organizado en diversos órdenes normativos.65 

61 Arnaldo Córdova • La !l¡rmaoón del poder politlco en MéxICO' Ed Era. (Colección' Problemas de MéxiCO ') Me:oco. 1990. Págs 92 y 93. El 

prop'o autor nos remite para una mayor profundidad en el tema a la obra de O Entreves. A Passenn • La dottnna dello Stato .• Edrtore GiaPPlc.he/L 

Turin. Italia 1962 

62 El autor es profesor de ta Ul1Iversldad de Harvard y su concepto lo proporCiona en su ensayo 'El aspecto políbco de la estructura y el proceso 

sQCl3les 'p 124 (SIC) ~n' Enfoques sobre teona polltlca • Dav,d Easton (compilador) (Trad de José ROVIra ArmengoL) Ed. Amorrortu. Buenos 

Aires, Argentina 1992 

63 Ibídem. p 120 

64 Idem 

65 Pero el poder es una manifestaclon socal que como tal se toma amorfa de conformidad con las caracteríSticas de quienes lo detentan y ejercen 

en deterrmnado amboto de la SOCIedad. ahora bien como hemos VISto el poder Implica la atnbuoon de Imponer el mandato a qUienes se dlnge bajo 

la JUstlficaClón de ser lo Crtil para la colec!lVTdad de la cual forman parte, legitimando el uso de la fuerza en un orden no.matlvo, y para efectos de las 

presentes lineas hemos de enunCiar tres especies de Imposloon coercitiva del poder 

• a) El poder COOlgno que es aquel que gana la sumiSión mediante la habilidad de. para Imponer una alternativa a las preferenCIaS de/indIviduo o 

grupo aCCIón que sea lO sufioentemente desagradable o dolorosa de modo que tales preferenoas sean abandonadas. En el termino eXiste un 

sobre tono y esto neva la Impresión apropoada 

b) El poder compensatono, po¡- el contrano logra la sumlSlon a través de la oferta de una recompensa altematlva, concediendo algo delmdwlduo 

que se somete 

e) El poder condloonado el CIJa! se ejerce cambJando las creenCias de QUJen se somete a el • 

[John Kenneth Galbr2lth • Anatomla del poder· (trad de Rafael QUIJano) Ed O M.G S A MéxiCO 1986 Págs 19 y ss Cil por Jorge Sánchez 

Azcona' RefleXiones SObre el poder· U.N A M ·¡ns~tuto de InvestigaCiones Jur¡d,cas 1990. p 52 ) Del mismo a!lbr se sugiere la amena obra 

"Ética y Poder· Porrua MeXICO 1998. 
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Colígcsc de las anteriores líneas que la organización social que integra a la 
fuerza d.enominada pod.er halbn sus dos pilmes en el consenso y la C'o,lctividad. 
"Fuerza y consenso se encuentran entre sí en una relación inversamente proporcional, 
de manera que cuanto más extenso es el segundo, más se puede prescindir de la 
primera. La primacía de uno u otro elemento constituye uno de los parámetros más 
significativos para la calificaci6n de un régimen político, ya que las democracias 
cuentan sobre todo COn el consenso de los ciudadanos, mientras ~ue las dictaduras 
confían en mayor medida en la fuerza de los aparatos represivos. ,,6 

" El poder político es el que todos los hombres poseen en el estado de 
naturaleza y al que luego renuncian y ponen en manOS de la sociedad, confiándose a 
los gobernantes que esa sociedad ha establecido para que la rijan, con la misión 
expresa o tácita de emplearlo para el bien de los miembros de la sociedad y la 
salvaguardia de sus propiedades .... No puede, en manera alguna y de un modo 
absoluto y arbitrario, extenderse ese poder a sus vidas y sus propiedades que, por el 
contrario, deben defenderse y guardarse hasta donde sea posible. ,,67 

Efectivamente, para lograr la permanencia y efectividad de un orden 
normativo cualquiera, se requiere la superposición de un ente que se erija sobre el 
hombre y la propia sociedad, hablando orgánica y funcionalmente toda vez que es la 
estructura dotada de la coercitividad para imponerse sobre ellos en su conducta 
externa a pesar de su rechazo y negativa para hacer, dejar de hacer o no hacer 10 que 
haya sido acordado por la colectividad como lo justo y lícito conforme a un sistema 
jurídico; esta entidad es el Estado, y como tal tiene existencia autónoma.68 A partir de 
esta atalaya de la Teoría del Estado - imprescindible e invaluable para el estudio del 
diseño de todas las políticas públicas de acuerdo con los principio de la Ciencia 
Política y sobremanera de la Política Criminológica o cualquier otra que forme parte 
del sistema punitivo mexicano -, se ha llegado a afirmar que el Estado "es el poder 
nacido de la sociedad, pero que se pone por encima de ella, y cada vez se divorcia de 
ella más y más. ,,69 Sin embargo, este aserto se complementa con el dado por Carlos 
Marx al señalar que el poder del Estado es " ... la fuerza concentrada y organizada de 
la sociedad. ,,70 

T alcott Parsons expresa, en términos de la praxis política, que el poder político 
es " .. un medio simbólico generalizado que circula de modo muy parecido al dinero 
cuya posesión y uso permiten desempeñar más eficazmente el cometido de un cargo 

66 GIUseppe Lumlna • PnnClplOS de leona e Ideologi<l del derecho' Ed Debate Madnd. Espat'ia 1985 Pags 14 y 15 Clt por LUIS Cartos Cruz 

Torrero' Segundad. SOCIedad y Derechos Humanos' Ed Tnllas MéxiCO 1995 P 13 

67 Locke John • Ensayo sobre el gobierno CIVil • (Sin traductor) 4' ediCión. Ed Nuevomar MéXICO 1990 Págs 102 y 103 

68 Vid Amaldo Córdova " SoCIedad y Estado en el mundo moderno "15" edlClon Ed Gn¡albo MéXICO 1989. pag 21 

69 FedencoEnge\S El Ql"lQen oe la familia, la pro~da<i pnvada'l el Estado' en Marx·Engels Obras escogidas Moscú 1952 T 11 P 297 Op. CI! 

Idem 

70' El Capital' (Irad Roces) T I Edtt Dletz Berhn. Alemania 1961 p 841 Glt Idem 
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con autoridad en una colectividad. ,,71 Es decir, es un instrumento social que peITI1ite 
realizar cometidos sociales a partir de la autoridad con la cual está investida una 
autoridad detenninada y respaldada por un sistema jurídico. Es así como el poder se 
concibe cornO un concepto cuantitativo en tanto en cuanto nos permite obtener los 
objetivos deseados en relación a otro individuo con similares metas, en función de 
ellas. En el terreno del poder entre los hombres existen diversas formas del poder de 
acuerdo a la influencia que unos ejercen sobre otros por diversos procesos y 
mecanismos, a saber: 

" a) por el poder físico directo sobre su cuerpo, por ejemplo, cuando es encarcelado o 
muerto; 

b) por las recompensas y los castigos utilizados como alicientes, por ejemplo, dando o 
retirando empleos; 

e) por la influencia en la opinión, por ejemplo, la propaganda en su sentido más 
amplio. En este último punto podría incluir la oportunidad para crear en otro los hábitos 
deseados, por ejemplo, mediante los ejercicios militares. ,,72 

Llama poderosamente el énfasis dado por el autor en consulta al manifestar 
que la manifestación del poder en los diversos ámbitos en los cuales se desenvuelve la 
vida social es variada como esferas existen en los sistemas sociales y su complejidad 
es vasta cualitativamente y para comprobar tal afiITI1ación nos encauza al estudio del 
poder de la ley, por tener a su lado a la coercitividad material con mayor presencia. 

Dentro del campo ontológico se ha dicho: " El poder político es una libertad, 
una energía y una superioridad, que realiza una empresa de gobierno y gobierna 
creando orden y gobierno." 73 Armonizando el anterior concepto los 
administrativistas manifiestan que, efectivamente," ... el fundamento del poder es la 
facultad de tornar decisiones políticas. son ellas las que implican las más graves 
responsabilidades para los funcionarios públicos. El poder es a la vez una fuerza 
moral y juridica y una fuerza material. La primera lo encauza y lo justifica, la segunda 
lo organiza y la tercera le permite cumplir y realizar los fines de una comunidad 
política.,,74 

Para nosotros nos seduce este último contenido del poder porque: " El 
reconocer que el poder es inherente a la vida en sociedad, no quiere deCÍr que no 
podamos influir en el contenido y en la forma de expresión de la política .... Tener 
conciencia de la necesidad de institucionalizar, de preservar y equilibrar valores 
como libertad, democracia, igualdad y justicia que deben normar nuestro actuar 

71 Op.cit P 124 

72 Bertrand Russell • Antología. "150 ediCIón. Ed Siglo XXI Mexlco 1997 Pags 130 y 131 

73 Maunce Haunou Clt por Andres Serra ROJas" Teoría del Estado • 12" ediCIón Ed POITÚa MéXICO 1993. P 292 

74 Andres Serra Rojas Ibídem págs 293 y 294 
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diario, tanto a l1Ivel individua! como sociaL" En la rnatcria que nos ocupa p.ua 
obtener, m<lntener y preserv<lr el orden público y l<l segurid<ld de los h<lbitantcs y sus 
asociacIOnes e instituciones es menester actuar, en cualquier terreno, que nos permita 
ser agentes de las redes que existen en los sistemas que inciden en el aparato de 
1m partición, procuración, administración y ejecución de justicia penal, ya sea en sus 
fases preventivas, de investigación y persecución del delincuente, en su represión, en 
su procesamiento ante los tribunales conforme a un proceso legal democrático que 
permita, en su caso, la rehabilitación del mismo, con miras a obtener un control real y 
eficaz sobre la delincuencia y la criminalidad. 

Si tenemos presente que: " ... la especificidad del poder político remite a la vez 
a la seguridad (o expansión) exterior y a la integración (o transformación) interior de 
una unidad soberana. ,,75 debemos conducirnos como actores sociales que influyan en 
el sistema jurídico y político, primordialmente, para reestructurar la composición 
funcional, orgánica, institucional y doctrinaria de nuestro sistema de seguridad 
interior, a partir de una visión crítica y propositiva que construya una Política 
Criminológica científicamente elaborada, planeada e instrumentada de acuerdo al 
potencial histórico de nuestras instituciones. 

En las precedentes líneas hemos considerado al poder como una manifestación 
social de los diversos órdenes normativos que existen en un sistema social para así 
conservar el orden público que exigen los miembros de la sociedad para llevar a cabo 
sus actividades con cierta certeza de sus consecuencias y en caso, de que éstas se 
alteraran por la injerencia de otros actos provenientes de terceros, se modifiquen para 
que se restituya el estado de cosas anterior o se substituyan los resultados esperados. 

Para la obtención de los infinitos fines y metas que el ser humano, sus 
asociaciones, sociedades e instituciones se forjan, se requiere contar con los medios, 
instrumentos y recursos necesarios para facilitar prontamente su disfrute. Ya pisamos 
el terreno financiero y económico porque los recursos financieros proporcionan 
acceso a todas las clases de recursos concretos a que se tiene acceso por medio del 
mercado, y que pueden reducirse a dos fundamentales: bienes y servicios. El dinero 
es un medio para obtener servicios. Ahora bien, siempre debemos considerar que 
todo poder debe ser analizado en razón de su papel e influencia en el sistema en el 
cual se desenvuelve: "el poder, ordenado con arreglo a una escala de razones 
aritméticas, la cuestión no es cuánto poder tenga alguien, sino cuál es la posición del 
que los posea con respecto a otros focos de toma de decisiones. "76 

76 Talcotl Parsons Op Clt págs 122y 125 

297 



En términos lisos y llanos " el poder económico es, fundamentalmente, la 
combinación del poder productivo y del poder de intercambio; se encarna, 
principalmente en el poder sobre los objetos en forma de bienes y servicios. " 77 

Consecuentemente, el sistema económico contemporáneo que prevalece en 
nuestros días nos exige tener presente el poder que en él existe debido a las relaciones 
que inciden en el propio sistema social y viceversa, y debido a la magnitud que tiene 
en las actividades cotidianas de las personas y sus instituciones, sin excluir al Estado 
y su estructura orgánica y administrativa. La trascendencia es vital porque es también 
una supra estructura social que se erige aún sobre el poder nacional de los países, esta 
realidad es manifiesta en el actual orden de trasnacionalización de los fenómenos 
sociales, incluyendo el criminal y el delictivo, en otras palabras, el proceso de 
integración mundial es ineludible con una fuerza que, per se, es devastadora en la 
sociedad: u ' •• el poder del derecho sobre la ec,?nomía no es en muchos aspectos más 
fuerte, sino más débil de lo que era en otras circunstancias. Los límites del éxito de 
hecho de la coacción jurídica resultan más bien de los límites del poder económico de 
los interesados ... la posesión de bienes económicos y, por consiguiente, de poder 
económico, es con frecuencia una consecuencia, y en muchas veces una consecuencia 
deliberada, del poder, así como uno de sus más importantes medios. No obstante, no 
toda posición de poder económico se exterioriza en forma de ~dominación". Y no toda 
'dominación' se sirve de medios de económicos para sostenerse y conservarse. u78 

Si se nos permite la expresión el oxígeno del sistema penal - lato sensu -, se 
constituye por los recursos económicos que destina el Estado a través de su política 
financiera79 a los órganos e instituciones que están encargados de ella, sin olvidar que 
su actuación proporciona legitimidad al gobierno que lo encama: su poder político 
está encarnado al poder económico de tal forma que en ambos existe un toma y daca, 
una perfecta simbiosis que forma parte del flujo de relaciones que conforman al 
macro sistema sociaL 

En este enfoque sistémico el desarrollo social esta dado de conformidad con las 
condiciones políticas, económicas y culturales que prevalecen en un país determinado 
con un orden jurídico dado, que de una u otra forma, propicia, desalienta, impulsa o 

n Kenneth E. BoIJldmg • Las tres caras del poder· TradUCCiÓn de Josep Alemany Ed PéIldos Barcelona, España 1993 P_ 68. 

El autor en crta delimita que eXisten dos obletos del poder economlCO la renta y el caprtal, SiendO que el capital consiste en los valores útiles y 

Ileseables o laS promesas contables que se realIZan SI son mecllbles monetanarn":<ite en tanto que !i:I r~lta es la cap<lcidad de restaurar los valores 

en la proporoon en la cual se despreaan y consumen, asi como su capaCIdad de Incrementarlos (Ibídem_ p. 69) 

78 Max Weber. Op Cll P 270, 271 Y 695 

79 Recordemos que la poIítca finanCIera del Estado comprende tres IOstantes de sus actlVldades en matena economlca 

• a el de la obtención de los IOgreSO!ii. los cuales pueden llegar (SIC) al Estado tanto por mstltuoones de derecho pñvado como por mediO de 

¡ns~\1JClones de derecho público, o bien por institUCiones mixtas como la contrataClon de empreshtos o bonos, b el de gestión o manerO de Jos 

recursos obtenidos, así como la aC:mmlstraClon o explotaClon de sus bienes patnmonlales con caracter permanente, y c. el de la realizaCión de 

erogacIOnes cara sostener las funCiones Dubflcas la prestaCión de servicIos públiCOS (FranCISCO Javier OsomlO CÓl1es • Aspectos Jundlcos de la 

AdministraciÓn FinanCiera en MéxICO • Ed U_NA M ·Instituto de InvestigaCiones Jundlcas MéXIco 1992 P_ 50) 
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detiene las transformaciones neces~1Ti¡¡~ en los individuos, sus asociZlcioncs, 
sociedades e instituciones pard logr<1r el progre:-.o de la hUlIldnidad; es <151 como el 
Estado debe, en un proceso de globalización, explotar legitimamente el poder político 
que se le ha conferiJo para el bien común de los gobernados, de In sociedad civil, 
fortaleciendo sus finanzas públicasso y los ingresos individuales dc la población. De 
nuevo se constata la necesidad de un(i potític<:l sodal, económica y juridica integral 
que por antonomasia debe ser mteTLiIsciplinaria, sistemática y científica. 

El poder político y económico del Estado nunca puede justificarse, 
comprenderse y legitimarse fuera del interés individual y social de sus gobernados, 
de sus habitantes, por esta razón, la ineficacia en el control social de la criminalidad y 
la delincuencia por parte de quienes integran y forman - o deforman - al sistema 
penal mexicano produce, en directa proporción e inversamente a su fin, la erosión y 
resquebrajamiento del poder. porque atinadamente se ha dicho que el poder 
financiero del Estado" es expresión de soberanía política, concedida como atributo 
del Estado.. ,," 

El poder social que da nacimiento al poder político y que se instituye en los 
órganos de gobierno de la República para el beneficio común que se mide por la 
calidad de vida de los actores sociales quienes obtienen los satisfactores 82 en la 
proporción que su poder adquisitivo les permite y el cual está dado por el modelo 
económico de la administración gubernamental que induce al mercado nacional de 
bienes y servicios.s3 Asimismo, la actividad financiera del Estado le dotará de cierto 
poder económico que le brindará los recursos materiales necesarios para prestar los 
servicios públicos que se le han encomendado en el orden jurídico constitucional 
vigente, entre ellos la impartición de la Justicia y el disfrute de la Seguridad; que 
trasladados al sistema penal se traducen en la Seguridad Pública; la Procuración, 
Administración, Impartición, y Ejecución de la Justicia Penal, incluyendo las normas 
que versan sobre el tratamiento de los menores infractores. 

Es así como el fortalecimiento legítimo del poder político y económico se 
enfrenta a la criminalidad y la delincuencia en los siguientes terrenos: 

80 la cienCIa de las Finanzas Publicas es la que' estudia los pnnclplos abstractos, los obJetiVOs poIitICOS, los medios economlCOs y tas normas 

Jundlcas posl~vas que ngen la adquIsICIón, la gestión y el mediO ambiente de empleo de los recursos O elementos económiCOs requendos por el 

Estado para la sallsfaCClon de las necesIdades publicas por mediO de los gastos publicas • (Joaquín B Ortega . Apuntes mlmeograficos de su 

Cátedra de Derechos Fiscal en la Escuela libre de Derecho Año de 1943 Capitulo I Clt por SergiO Francisco de la Garza" Derecho FmanClero 

MeXicano "17" ed Ed POrrUa MéXICO 1992 P 15) 

81 Fernando Sám¡¡: de BUJanda. " Notas de Derecho Financiero' univerSidad de Madrid, España T I v 2 Págs 1 a 3 Clt por Sergio FranCISCO de 

la Garza Op Clt P 207 

82 los satlsfactores, desde el punto de ViSta de la teona economlC8 son tanto los bienes como los serviCiOS que el hombre neceSita para cubrir sus 

neceSidades, véase Hugo Rangel Couto "la Teoría Económica y el Derecho .• 3" ea Ed POrnja Mexlco 1980 Páginas 22 y 23 

63 VId PresentaCión de FrancISCO Javier Osornlo Córtes. en su obra ya citada· Aspectos jundlcos de la AdministraCión FinanCiera en Méx¡co • 
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A) Los recursos económicos que cuenta en los componentes orgarucos y 
funcionales que integran al sistema penal para combatir eficazmente a la delincuencia en 
un marco jurídico coherente con los principios liberales y garantistas. 

B) El poder económico de la criminalidad y la delincuencia versus poder 
económico del Estado que busca infiltrarse en el aparato burocrático a través de sus 
servidores para: 

1) Impedir u obstaculizar la acción de la justicia penal ya sea a través del cohecho o 
la extorsión. 

2) Enriquecer sus recursos para el logro .de sus actividades ilícitas y obtener el 
beneficio propio y del grupo al cual pertenecen en su caso. 

3) Detentar el poder político que se ejerce a través de diversos órganos 
gubernamentales en los tres distintos poderes del Estado. 

C) Los daños patrimoniales y económicos que produce la criminalidad y la 
delincuencia en las particulares y concretas esferas jurídicamente protegidas de los 
gobemados~ e incIuso~ de los propios órganos e instituciones gubernamentales. 

D) El costo social de la criminalidad y la delincuencia. 

En otras palabras, el crimen y el delito en cualquiera de sus manifestaciones en 
la sociedad quebranta el orden y la paz individual y colectiva que la comunidad 
necesita para su desarrollo toda vez que se produce una lesión o daño en sus bienes -
propiedades, posesiones y derechos - y en fonna simultánea se ocasiona una 
inestabilidad que el Estado debe procurar evitarla por medio de las figuras, 
mecanismos, procedimientos y órganos que la ley le otorga para tal fin, o resarcir a la 
víctima en el goce de los bienes juridicamente tutelados por la legislación penal 
vigente. Luego entonces, el Estado políticamente está obligado a proporcionar las 
condiciones mínimas de seguridad, jurídica y pública, que requieren los habitantes 
para el logro de su felicidad, mediante la actuación plena de todos sus órganos que 
deben actuar bajo los principios del Estado democrático de Derecho para legitimar 84 

su actuación e impedir que la criminalidad y la delincuencia rebase su capacidad de 
respuesta y control de lo antisocial por la vía democrática e institucional. 

Por 10 anterionnente expuesto, en la actualidad cobran singular trascendencia 
los denominados delitos económicos o de empresa porque la doctrina se ha 
pronunciado por atribuirle un bien jurídico colectivo que por naturaleza resultan ser 

84 Obviamente nos refenmos a la legitimaCión por resultados por ser la más Sllstantlva de sus acepciones. por ser la compatibilidad de una practica 

o aCCIón gubernamental con la obtenCión de los valores predominantes en una soaedad determinada Vid. Kafl Deutsch w ..• Política y Gobierno. 

Como el pueblo deode su destino • Tr de Eduardo L Suárez Me><JCO Ed Fondo de Cuttura EconOlTuca Mexlco 1993. págs. 26 a 30; a su vez, 

sugenmos al lector se consulte el Capitulo I de la presente ,nvestlgae,on academlca erl su apartado 2 2 denomlr1ado' La C,enoa Pohllca . 
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nüs cOInplcjos y dif!cdes dL' espl'citic,H' y prot1..'gn en \;J norma pendl concentrtmdose 
en el Código Penal respectivo c\'itdndn en 10 posiblt.' su dispersIón en ordennmicnto 
Jurídicos ajenos al mismo/l~ a pes;]I" de su c.lJ".kter comercial, mercantil o bursátil 
porque dichas legislaciones únicamente h¡m de proporcionar las bases en las cuales 
descansará la punibilidad de ciertas conductas. 86 

Concentrando la tinta de esta pluma únicamente pretendemos colaborar 
académicamente con el fortalecimiento del sistema penal procurando su 
fortalecimiento ante el poder destructivo que generan tanto la criminalidad y la 
delincuencia, porque la sociedad y su orden jurídico deben ampliar y consolidar el 
poder productivo e integrador B7 que le asisten únicamente en la construcción de un 
Estado democrático de Derecho cuyo ius punicndi ha de caracterizarse por" ser 
humanista, liberal y garantista. 

Considerando que el poder es un instrumento para obtener mayores recursos y 
satisfactores individuales, colectivos y comunitarios, es un medio que puede 
revestirse del carácter social o antisocial de acuerdo con la concreta aplicación que se 
ejerza por quienes lo detentan en sus diversas manifestaciones. En otras palabras, el 
poder no es sino un medio que por enue puede ser pernicioso para el propio hombre 
en razón del fin que se le encomiende. En esta tesitura, los criminales y los 
delincuentes se desarrollan y evolucionan en los sistemas jurídicos en los cuales están 
inmersos, en vista de su capacidad organizativa y funcional que les permite su 
creatividad y habilidad para distribuir los recursos mal habidos de sus actividades 
ilícitas cuyas increíbles ganancias económicas se nutren por la violencia e impunidad 
que ellas poseen y aplican. 

A continuación demostraremos que el Estado mexicano soslayó en su 
actividad financiera el destino de sus recursos para los órganos, instituciones y 
servidores públicos que integran el sistema penal tal como se aprecia en los siguientes 
cuadros: 

85 Vid • RecomendaCIones del XIII Congreso InternaCional de la AsociaCIón InternaCional de Derecho Penal sobre' El concepto y los pnnClp,es 

fundamentales del Derecho Penal EconómiCO y de la Empresa' celebrado en El Calro, Egipto 19B4 Crt por Klaus Tledemann • Poder econ6mico 

y delito (Introduco6n al derecho penal económiCO y de la empresa) - Trad de Amella Mantilla Vlllegas Ed Aflel Barcelona. España 1985 Págs 

1B3 y ss 

86 Concordamos Uniformemente al tener presente que el Derecho Penal y el orden economlco guardan entre SI una ¡ndependenCla parCial que no 

debe ser susceptible de terglVersarse para sustentar que el pnmero \le1e como miSiÓn conformar al segundo, porque Únicamente la legislación 

perlal colabora formalmente con un sistema meramente extra formal y unlcamente colabora para su efectiVidad y libre desarrollo, luego entonces en 

el campo economlCO se convalida pues, su caracter secundariO y accesorio 

Vid Klaus Tledemann • Poder económICO y delito (IntrodUCCión al derecho penal económico y de la empresa) • Op Clt P 21 

B7 Existen tres clases de poder el Integrador. el productiVO y el destructivo. (en la inteligenCia que dichos conjuntos no son perfectamente 

dehmltables. por ser un producto humano y saclal por excelenCia) diVISiones que obedecen a las consecuenCias que generan en su eJerCICIO Sus 

categonas son la amenaza. el IntercambiO y el amm En este conlexto el poder destructivo se basa en la categoria de la amenaza. el poder 

producllvo en el intercambiO y el poder Integratlvo en el amor Para mayor comprenSlon y profundidad en el lema Vid Kenneth E Bouldmg op Clt 

págs 29 y ss 

301 



PRODUCTO INTERNO BRUTO E INVERSIÓN EN SEGURIDAD PÚBLICA: 

INVERSIÓN PÚBLICA DE LA FEDERACIÓN Y LOS ESTADOS EN 
INFRAESTRUCTURA DE SEGURIDAD PÚBLICA. 

1989-1994: 

INVERSIÓN' INVERSIÓN PORCENTAJE 
RUBROS FEDERAL ESTATAL TOTAL % 

o' 

Total 282,048 227,810 509,858 100 
Capacitación 23,510 16,661 40,171 8.0 
Armamento 22,343 18,407 40,750 8.0 

Equipo Antimotin 43,022 32,909 75,931 15.0 
Laboratorios 4,305 3,496 7,801 1.6 

Radio comunicación 53,675 42,971 96,646 19 
Velúculos 100,680 82,891 183,571 36 

Otros 34,515 30,475 64,988 13 

Resulta prácticamente imposible sostener órganos e instituciones penales con 
los recursos que el Estado mexicano destina en materia de seguridad pública en 
virtud del poder económico que les asiste a la criminalidad y a la delincuencia 
convencional y organizada en nuestros días toda vez que el salario} las prestaciones 
sociales y las condiciones laborales de los servidores públicos encargados de ella son 
sumamente precarios no sólo para cumplir con los postulados del artículo 17 de la 
Constitución General de la República sino para resistir el poder corruptor de la 

• Inforrnaa6n sustentada en datos dellnsbtuto Nac,onal de Geografía e Inrurmática y de los reportes del eJeTOoo presupuestaJ de ta Secretaria de 

Gobernaoon y de los Gobiernos de los Estados, cantidades que son en miles de pesos (' Programa Naaonal de Segundad Püblica 1995-2000. ' 

Qp_ClLp 13) 

- Cantidades que unIcamenle son las conveflldas en los Convenios de Desarrollo que son recursos federales que apoyan a los Estados, por tanto, 

no Incluyen otras Inversiones en este rubro 

• Las cantidades que se menCionan son en miles de pesos e Incluyen monto de eqUipamiento de instalaCiones, equIpo de cómputo, matenal 

dldactiCO, Uniformes y eqUipo de oficina Este cuadro se funda en el estudIO de la Inversl6n de recursos federales asociada a recursos estatales en 

el marco de Convenios de Desarrollo, Sin abarcar otras Inversiones (Ibldem p 14) 
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crllnmalidad y la delincuencia convencional y orgnniznd.l. Pard mayor claridad se h<1 
estimado, en cifras conscrv.:ldores, que en el año de 1994 el narcotráfico gcncrú 
gzmancias ilícitas de alrededor de 30 millones de dólares 88 Hemos dicho que esta 
cifra realmente es conscrvadora porquc otros estudios han calculado que en México 
se generan entre j 4,500 Y JO,OOO /l/Illo/les de dólares 1, únicamente por el trMico directo 
de los drogas prohibidas, por concepto de valor agregado que cobra el paso de los 
narcóticos en todo el territorio naCional; 89 en otros estudios se ha estimado que, en 
nuestro país, se generan 4,000 millones de dólares por concepto de las operaciones de 
, lavado dc dinero' de las operaciones del narcotráfico, siendo que esta actividad 
ilícita - que no es la única del amplio universo de la delincuencia organizada -, 
produce 400 mil millones de dólares anuales que fluyen en el mundo financiero y 
bursátil de nuestra orbe debido a los procesos económicos de globalización en el 
sector privado. 90 

Es decir, una sola de las actividades que comete la delincuencia organizada 
desequilibra los esquemas financieros de los órganos e instituciones policiacas y de 
las Procuradurías Generales de Justicia, logrando la consecuencia mortal: la 
impunidad por el soborno, el cohecho y la extorsión. Basta decir que en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1998, se contempló 
en su artículo 8' destinar $ 3,485,930,600.00 a la Procuraduría General de la República 
yen el artículo 15° dentro del ramo 04 correspondiente a la Secretaría de Gobernación 
en su Sistema Nacional de Seguridad Pública se asignaron $ 2,721,700,000.00, 
cantidades que en sumadas arrojan la cantidad de $ 6,207,630,600.00 las que 
transferidas en dólares americanos al tipo de cambio actuar son US $ 620, 763,060.00; 
cantidad que comparativamente a la estimación que se considera produce el 

88 EstimaCión dada por la propia Procuraduna General de la Republica, Vid Fernando Pérez Nonega • Estrategias de la pohtlca cnmlrJal naCional e 

\\\\ernacio!\a\es {reCIte al c:runen orgarlllado • eC\S8.y<:l publteado por el Instituto NaCIonal de Ciencias Penales en la obra • La CienCIa Penal y la 

POhtlca Cnrnlnol6gJca en el umbral del Siglo XXI • (ColoqUIO Internacional) • MéXICO 1998 P 135 Y ss (Nota El Dr Elias Neuman en su artlculo 

·Esponsales entre la delincuenCIa organIZada y la corrupclon . Cita que la P G R es~mo la ganancia en 30 mil millones de dólares por motivo de 

narcotráfico Vid en' Cnmmaha • MéxIco Órgano dela Academia MeXicana de CienCIas Penales Revista tnmestral AI'io LXI. NO 2 Mayo-agosto 

1995 MéXICO P 4) 

En Estados UllIdos de Norteaménca ta Office 01 NallOnal Drug Control Pollcy, Na~onal Orog Control Strategy ha es~mado que las gananClas del 

narcotráfiCO por ventas. en la década pasada. fue ·anuafmtmte· de 110000 miffones de dólares. que es mas del doble de las ganancias 

sumadas de 500 empresas conSideradas en la ReVista Fortune (CII por Smlth. Peter H. en su ensayo· La economía polillca de las drogas 

cuesllOnes conceptuales y opciones de políticas· en El combate a las drogas· El all Peter H Smlth (compilador) TradUCCión de Juan José 

Ulnlla Ed Fondo de Cultura Económica MéXICO 1993 P 37) 

89 Vid Samuel González RUlZ. López Portillo. V y Jose Arturo YáJ'iez • Segundad Publica en MéXICO (Problem~s. perspectivas y propuestas) " 

Ufllversld3d NaCIonal Autónoma de MéXICO MéXICO 1994 P 77 yantenores 

90 Víd EI>l13 Arcella QUintana Adnano • RefleXiones acerca de los delitos de cuello blanco· en 'Cnmlflalla Órg<lno de la Academla MeXIcana de 

CienCias Penales' Revlsla tnmestral Año LXI, No 3, Septlembre-Dlclembre 1995 Ed PorÑa MéXICO 1995 págs 95'( 96 

A su >lez. la autora menCiona que de acuerdo con los mformes del Departamento de Estado y de Justicia de los Estados Unidos de Norteaménca la 

Drug Entorcment Agency. la INTERPOL y las NaCiones Unidas se obtUVieron de 1988 a 1994 entre 4,800 y 8400 millones de dólares de ganancIas 

por las operaCIones con recursos de prOCedencia Illola 

• De con/amlldad al lipo de cambiO, en promediO, de las casas de bolsa en la Ciudad de MéXICO el dla 21 de agosto de 1998. el cual era de $ 10 O 

por cada (lólar norteamencano Fuente Banco de MéXICO 
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narcotráfico en nuestro país representan el 20.70% -. de los recursos que se destinan a 
todos los aparatos administrativos, centrales y medulares, del sistema penal 
mexicano, es decir, casi el 80% menos de los recursos que genera el narcotráfico en 
nuestro país. 

A guisa de ejemplo enunciaremos los matices que genera la corrupción por 
narcotráfico: 

JI A) En México los cárteles son cada día más poderosos. No únicamente por 
los millones de dólares que acumulan sino por su recepción política y social; 

B) Su influencia se ha extendido de manera elocuente. Su negocio es el más 
próspero y, por ello, mientras el estado se ve envuelto en la crisis económica más 
aciaga de su historia reciente, los cárteles, paralelamente, se robustecen; 

C) Como corolario delo anterior, sus transacciones comerciales, aún las lícitas, 
se efectúan rápidamente, en efectivo y con la tonalidad vital de los dólares. De tal 
modo que se meten en el entresijo de los mercados nacionales pero también 
internacionales siguiendo las ideas del capitalismo salvaje que ha planteado el 
neoliberalismo económico; 

D) Este nuevo rostro del narcotráfico pone en entredicho la política antidroga 
de México. es más, la frondosa corrupción con que involucra a altísimos funcionarios, 
genera la idea en la opinión generalizada, que tal combate no es serio no honesto; 

E) El ingreso del narcotraficante en la esfera del poder y el flujo financiero y 
del comercio, genera un gran riesgo para la seguridad de la Nación y a la vez que 
permite consolidar a las familias de la drogas que amasan irunensas fortunas, se 
logrará corromper aún más a quienes están encargados de combatirlos. " 91 

Es precisamente en este instante en el cual el sistema penal se sacude y desvía 
de su naturaleza y teleología jurídica, resquebrajándose uno de los pilares del Estado 
democrático de Derecho y a su vez, estorbando e impidiendo la legítimidad socio­
política del gobierno mexicano. 

Finalmente diremos que el Estado mexicano en este periodo de transición a la 
democracia ha de fortalecer su poder político ante la sociedad únicamente a través de 

•• En ofras exactas es el 206921102 % en conrronlaoón con los 30 mi mIllones de dolares que genera el narcotrafico en nuestro país. de ac.:uerdo 

con CIfras dadas por la Procuraduría General de la Repúbhca. lo que en contrapartIda SIgnifica que el narcotráfico posee un poder de mtercamblo de 

b"enes y seMCIOS supenor en un 79 3078898 % al Que deslma la Federaoon a toda la mfraestructura humana y matenal del organo Que persIgue a 

sus mIembros por sus actIvIdades así como la ayuda feaeral que se proporoona a lodas las entidades federallvas y el Dlstnto Federal en el Sistema 

NaCional de Segundad Publica que Inloa de la prevenaon de los delllos e hlpolebcamen!e. CI.llmlna en el Slslema pel1llenCl8ll0 meXIcano 

91 Elias Neuman • Esponsales entre la delll1C1.lenoa organizada y la COITUpClon En' Cnmll1aha • Op ot pags 10-11 

304 



la instrumentación de un rl'ginH.'Tl dl' dl'Il'cho dl'lllocr.¡tko cuyo ordeTl ]uridICO pl.'n.ll 
goce dc un poder económico ~utlcicnl(' y nl'C'('SMio pnra consolidar el bUl'n 
funcionamIento dc los órganos e IIl~titucIonl's que intl'gran el sistema penal y una 
calidad de vida digna y decorosa para sus sprvidorcs, siendo tIlle ambos 
cotidianamente entran en contacto dmxto con b crirnin¡:¡lidad y la delincuencia, los 
criminales y los delincuentes, respectivamenle. Por tanto, a mayor presencia 
cuantitativa y cualitativa de los crímenes y los delitos en la sociedad 111<.1yor 
ilegitimidad del poder político del Estado y m<lyor crisis de las InstitUCIones del 
sistema penal. 

2.4.- DELINCUENCIA CONVENCIONAL Y DELINCUENCIA 
ORGANIZADA. 

Ya hemos visto que el delito ha evolucionado y su manifestación externa en la 
vida social se ha multiplicado hasta cubrir todos los niveles y terrenos en los cuales se 
desenvuelve el hombre, sus asociaciones, sociedades e instituciones - públIcas y 
privadas -, de tal forma que es amorfo en su expresión en raZón de los medios, 
mecanismos, procedimientos, acciones u omisiones que hacen valer para lograr sus 
cometidos. Es decir, existen crímenes y delitos que divergen en razón del número de 
los sujetos activos que intervienen; de sus edades, sexos y capacidad intelectiva o 
física; de los objetos materiales o que utilizan para llevar a cabo sus fines; de los 
medios comisivos que realizan en ellos, ya sea con violencia o sin ella; del tiempo que 
utilizan o requieren para llevar a cabo para perfeccionar sus ilícitos; de los bienes 
jurídicos que afectan al culminar sus actos; de la relación ocasional o preexistente 
entre el sujeto activo y el sujeto pasivo; del número de ofendidos y víctimas que 
originan por sus actividades ... en fin, el delito por ser un hecho inmanente a la 
Humanidad y al ser humano varía infinitamente en razón del propio desarrollo que 
los hombres y las sociedades experimentan en la técnica, en la tecnología y las 
ciencias. 

El análisis de este fenómeno es motivo de estudio de múltiples y diversas 
ciencias y disciplinas que el Derecho Penal no debe ignorar y que deben encontrar su 
expresión y síntesis en la Política Criminológica del Estado, sin embargo, en materia 
criminológica y jurídica se han clasificado a los delitos en dos grandes campos, de tal 
suerte que existe un conjunto de ellos que se les ha denominado delincuencia 
tradicional o convencional y a su lado se manifiesta la delincuencia moderna u 
organizada. Ambas coexisten en nuestra sociedad y no son excluyentes una de la otra, 
porque ambas configuran una simbiosis indeterminada en figuras delictivas. 
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En un princlplO de la historia de la Humanidad los crimenes - y delitos 
actualmente concebidos -, se hacían valer de la fuerza física y muscular de los 
hombres para agredir y someter a los demás miembros de su organización social, se 
transgredía a la integridad física de las personas y a sus bienes, no a otros bienes 
porque inclusive no existía aún la Ciencia del Derecho Penal, sin embargo, con el 
devenir histórico y el progreso surgen nuevas relaciones sociales, económicas, 
culturales y políticas entre los hombres, sus asociaciones e instituciones y con ellas se 
ampliaron los bienes materiales e inmateriales que son susceptibles de protección 
jurídica incluyendo la norma penal.92 

Es vital abordar el tema sabiendo que: " ... no existe un corpus de doctrina 
unificado sobre delincuencia organizada. Lo que existe es una doctrina en fonnación~ 
toda una serie de estudios~ ensayos e investigaciones que buscan esclarecer un hecho 
que es pro?io de la sociedad contemporánea: las nuevas formas~ audaces y 
temerarias, de transgredir la ley y de quebrantar el Estado de Derecho. Entre la vieja 
doctrina sobre la asociación delictuosa o la pandilla y las complejas y altamente 
sofisticadas figuras cobradas por la delincuencia organizada media, ... un abismo. 
Los primeros esfuerzos para conocer y enfrentar a las nuevas formas de criminalidad 
están ligadas al análisis de los llamados delitos de cuello blanco, criminalidad dorada 
o crímenes de los capitalistas. " 93 

Gracias a la Criminología enunciaremos una tipología - didáctica y académica -
de las conductas antisociales que se han distinguido~ en la vida social, a saber: 

• " Criminalidad cunvencional.- La cometida por el público (SIC) en general, sin 
mayores subterfugios: homicidios, lesiones, robos, pequeñas estafas y 
defraudaciones~ etcétera. 

• Criminalidad de blusa azul.- La predicable de los obreros en el desarrollo de su 
trabajo. 

• Criminalidad de color caqUL- Denominación que recibe el delito cometido e tiempo 
de guerra por los militares. Y aquella que cae dentro de lo que se conoce como 
'fuero militar. ' 

92· El adual nivel de desarrollo de la lecl'1Ica y del conOCImiento permite y obliga realmente a Imponerse nuevamente del conterndo de los antiguos 

hechos, lo cual ha de llevar a la ampllaoon de la dlmenslon de la acoon y responsabilidad humana .• Fnedrtch HackMscharker • Aggresslon, 

MoldenNertag Wlen 1971 P 83 Clt por Hell1z ZLpf . IntroduCClon a la Polj!lca Cnmlnológ¡ca 'TradlJcoon de MlglJel 1zqlJlerdo Macias-Pjcave.L 

Ed ReVISta de Derecho Pnvado Madnd, España 1979 P 67 Y 68 

Cabe menoonar QlJe hemos de recordar que SI la norma penal _ lalo sensu _ contempLa la protección forma! de diVersos y vanos bienes Jurídicos la 

doctnna penal establece Que estamos en presenCia de un tipO penal complejO en tanto que el tlpo penal simple es aquél que ullIcamerJle contempla 

un bien JurídiCO a tutelar 

93 Fernando Garcia Cordero - ReftSJ(lones sobre la Imclallva de la Ley Federal contra la Delmcuenoa Organizada - ArtIculo publicado en 

'Cmninaha • Órgarro de la Academia MeXICana de Crerraas Penales MéxiCO ReVista tnmestraf Año LXII, No 2 Mayo-agosto 1596 Ed. POITÚa 

1996 P 152 
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• Crillll1wlidad de cl/ello bll/llco,- U.lmad<'l t.unbién de Cuello Duro o de Guante Blanco . 
. Nivel mncrodclictual que r<1dic;:'I en b imposibilidad de denunciar ciertos delitos o 
en el consenso abcrrantcmcntl' absolutorio con que en un principio se calIfican 
Ciertas conductfls criminales por razón de la posición social, preeminencia 
económica o financieTé) cultural, dbtinción o buenos apellidos de quienes incurren 
en ellas. " 94 

• CrmrinalEdad dorada. se trata de ' convivencias político-econÓmicas de 
colusiones político-financieras, de asuntos peculados, de confabulaciones 
camufladas y de verdaderos y propios abusos favorecidos sea de alguna laguna 
legislativa (más o menos quenda) sea de complacencias más o menos conscientes," 
95 

Claro que existen numerosas dificultades y diversos criterios para encontrar 
una definición de los tipos de delincuencia que nos ocupan, e incluso algún autor ha 
renunciado a esta problemática para hacer un análisis analítico; 96 sin embargo, 
debemos tener presente esta clasificación en la planeación, instrumentación, ejecución 
y evaluación de la Política Criminológica toda vez que no es posible que el Derecho 
Penal trate igual a distintas expresiones de la criminalidad y la delincuencia así como 
a sus integrantes porque poseen características diversas en su integración, 
organización, medios exteriores de ejecución, de bienes materiales y jurídicos que 
afectan, recursos materiales y humanos con los que cuentan, sus efectos en la vida 
particular e individual de los hombres, sus familias, sus asociaciones, instituciones y 
gobierno. 

• En el aM de 1943 Edwlnd Shuterlarld ante la Sooedad Americana de Criminología' bautIZO' a los delitos de cuello blanco (' whlte coUar cnme 'l, 
a los delitos que se asocian generalmente, a los delitos económiCOS, dicho autor preciSÓ que el delito de cuello blanco es' el cometido por una 

persona de respetabilidad (SIC) y status SOCial alto en el curso de su ocupación • CII por José Adolfo Reyes Calderón • Cnmlnologla • 2" ed Ed 

Orlando Cárdenas Mexlco 1996 p 287, en este mismo tenor se ha explicado que' La denominación de cuelo blanco proviene del cuello de las 

camisas blancas que u~hzan los funoonanos y administradores de una empresa, frente al cuello azul (blue collar) de lOS overoles de los obreros de 

las fabncas • LUIS Rodrlguez Manzanera • La Cnmlnologla ante el crimen orgamzado • arllculo publicado en 'Cnmlnaha Órgano de la Academia 

MeXicana de Clenoas Penales' ReVista tnmeslral Aiio LXI, No 2 Mayo, agosto 1995 MéXICO Ed Porrúa 1995 p.22 

94 José Adolfo Reyes Calderón' Cnmlnologla • 2' ed Ed Orlando Cárdenas MéXICO 1996 págs t14 y 115 Vid Lola Anlyar de Castro 

'Cnmlnología de la ReaCCIón SOCial' Universidad del Zulla Maracaloo. Venezueta 1976 P 82, Gabnel Gutlerrez Tovar • Estadisllca y 

Cflmlnalldad • UniverSidad del Zulla,Facultad de Derecho MaracaltlO,Venezuela 1973 p 108, Vid aSimismo, Alvarado Orlando Pérez Pinzón. 

'D'CClonano de Cnmlnologla • Universidad del Externado de Colombia Bogotá Colombia 1979 p 43 (Cabe subrayar que el autor guatemalteco en 

Cita no hace distingo al9uno entre las nOCiones de crimen y delito, tal COmo se desprende de su obra, Siendo Que obtuvo el Doctorado en 

Cnmlnologla l 

95 Víd Carlos Severin Versele • La drOlt et la [UStlce • UnLvers,te de Bruxelas, Belglca 1979 Clt por LUIS Rodnguez Manzanera' La Cnminología 

ante el cnmen organ~do • articulo publicado en Cllmmar,a Órgano de la AcademIa MeXicana de CienCiaS Penales 'MéxIco Revista trimestral 

AriO LXt No 2 Mayo- agosto 1995 Ed Porroa 1995 p 24 

96 Vid Gluseppe DI Genara y Eduardo Vetere • La Cnmmahdad Económica Problemas de DefirliClón y Pautas de InvestigaCIÓn P 2 Clt por 

Jorge Reyes Calderón Op CI! P 307' 
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Destacan las figuras de la criminalidad dorada? la criminalidad económíca~ la 
criminalidad de cuello blanco y por supuesto, la denominada criminalidad 
organizada, por el1o~ trazaremos sus principales rasgos: 

Criminalidad' dorada' cuyas características son; 

• 11 La unión de los poderes económico y político para provecho personaL 
• El consiguiente daño social y económico a la comunidad (nacional e internacional). 
• Se manejan bienes y servicios legales. 
• Se actúa dentro de una legalidad real (en ocasiones arregladas por el mismo poder 

político) 
• Se basa en el nepotismo y en formas elaboradas de corrupción (no es el simple 

cohecho, sino tráfico de influencias). 
• Tiende a internacionalizarse a través de las empresas transnacionales. 
• No es violenta (o usa la violencia institucional para mantenerse). 
• Aprovecha las lagunas de la ley de países en vías de desarrollo para saquearlos, o 

en su caSo corrompe funcionarios. H 97 

Por 10 que se refiere a la denominada' criminalidad económica' se constituye: 

o u Por la mayoría de las acciones ilícitas de los criminales de cuello blanco, aun 
cuando algunas de sus conductas dañosas no aparezcan tipificadas como delito 
dada la excepcional tolerancia que a su comportamiento brindarían' los tentáculos 
que el mundo de los negocios introduce en las esferas gubernativas. ' 

O Por ciertas acciones de la criminalidad ocupacional, en la medida en que ellas 
posean magnitud de suficiente para alterar las cond:iciones económicas generales; 

O Por algunas acciones de la criminalidad de las ganancias, en la medida en que ellas 
lleguen a alterar el costo general de los productos O el acceso de todos los 
habitantes a los bienes esenciales; 

O Por ciertas acciones de la criminalidad de las corporaciones, toda vez que este tipo 
de delito puede imputarse tanto a personas físicas como a empresas; 

O Por ciertas acciones de otro tipo de criminales que se estime lesionan~ en gran 
magnitud, la economía general del país; 

O Por una cuota importante de los llamados ' delitos económicos o socio­
económicos T? en la medida en que ellos se ajusten a los supuestos? estampados 
precedentemente? de abuso de poder y de fuerte impacto económico-social de la 
conducta, individualmente considerada. " 98 

97lu¡S Rodriguez Manzanera. "la Cnmmologia ante el cnmen organlZ3do" Op CI! P 24 

98 Marco AntonIO González BereI1djque " Cnmmahdad Ec:onomlca El delito como negOClO "Ed Jundlca Sanllago de Chile. Chile Sin año de 

publlC8cón pags 75 y 76 (El autor es experto en Defensa Social por las NaCiones Unidas y Profesor de Cnmlnologia en la Universidad de Chile. 

miembro de la Asooaaón InternaCional de Derecho Penal y de la SCClel.lad Mexicana de CnmiOologla) 
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" Ll proposición de un,l tipologi.l dt' .lctos dL' l'rimin<11iddd CCOnÚmlGl debe 
fundarse, en todo caso, en bs ljue <ldvl'rt\!llOS como car<lCteristkds básicas dl' t<1h.'s 
hechos; ellas serían, armonizando diversas proposiciOI1l's con acuerdo a nuestro 
personal punto de vista: 

a) El afán de lucro, como motivación b<.'lsica; 

b) La presencia del poder económico o político, o de ambos en el agente principal del 
hecho ... í 

c) Su expresión mediante instrumentos de la vida comercial, industrial o jurídica ... ; 

d) La existencia de un sistema de relaciones más o menos formales entre quienes 
cometen el delito: éste puede apoyarse en la red del delito organizado o suponer 
sobornos o cohechos a quienes faciliten la acción, honorarios a contadores, 
abogados, publicistas, médicos, farmacólogos, expertos en mercadoctenia, etc., etc.; 

e) El abuso de la confianza depositada en la opinión pública en quienes ejercen el 
poder político o detentan la autoridad conexa a las formas y estilos legítimos de los 
negocios, el comercio o la industria .. " ; 

f) Grave impacto económico-social conexo al hecho .... ; 

g) Escasa percepción de la ilicitud del hecho por la opinión pública. La complejidad 
frecuente de los negocios o ' negociados I conexos a criminalidad económica, lo 
abstruso de ciertos tipos penales, y el alto relieve social de los personajes' más allá 
de toda sospecha' implicados en estos hechos tienden a que la opinión pública los 
crea más I errores' que delitos." 99 

Los rasgos esenciales que presenta la llamada I criminalidad de cuello 
blanco,1oo SOn: 

• El universo de la cnmmalidad económica se ha concebido como una CircunferenCia indefinida. es poco precisa o dependiente de otras. careciendo 

aSI de autonomía, debemos reconocer como válidas estas afirmaCiones y obJeCiones. toda vez que la matena re<:¡ulere aun de un análiSIS mas 

profundo, por tanto, debe decirse a este respecto que la necesidad de mas preCISión te6nco-prác~ca se requiere tanto en el ámbito penal como en 

e1cnmlnológico Vid Ibídem, p 73y 74 

99 Marco AntOniO GOnzález BerendlQue • Cnmlnalidad EconomlC3 El delrto como negocIo "Op el! 75 y 76 El autor señala que es en esta esfera 

en la cual se presenta frecuentemente la Impunidad recreándose as, misma y • Ello penfllle, así, Que el cnmlnal haga ampliO uso de 

raClonahzaClones y continúe estlmándose un hombre honesto y no un delincuente a tal peculiar' autO-lmagen . contribuye. Sin duda. la escasa 

VISibilidad de una sola vicllma SlIlgular (SIC) • 

100 Este tipo de delincuenCia es defirudo. no de acuerdo al'nterés protegido, como sucede erl los delitos convenCionales. SinO conforme al sUjeto 

activo que lo comete Vid Reyes Calderón. Jorge Op elt p 290 
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o El sujeto activo del delito es una persona de alto' stahIs socioeconómico ' a 
diferencia de la delincuencia convencional. en donde la víctima es quien posee el mayor 
stahIs socioeconómico, o tanto ésta como el autor de la conducta pertenecen a sectores 
bajos. 

o Este delito debe ser cometido en el ejercicio de la actividad económica 
empresarial de la persona, es decir, que no todo el delito cometido por personas de alto' 
status' es delito de cuello blanco .... no basta su condición socioeconómica, es necesario 
que su actividad delictuosa haya sido realizada en razón de la profesión y ocupación que 
se ejerce. 

o En tercer lugar el delito de que tratamos no puede explicarse por pobreza, ni 
por mala habitación, ni por carencia de recreación, ni por baja educación, ni por poca 
inteligencia, ni por inestabilidad emocional que son los elementos clásicos utilizados para 
explicar el delito convencional. 

o En cuarto lugar, hay dificultades para elaborar estadísticas. La cifra negra es 
muy alta en materia de evasiones de impuestos, por ejemplo. 

o Hay dificultades para descubrirlo y sancionarlo en razón del poder económico 
de quienes lo cometen, sin embargo, los daños ocasionados son altísimos, ... 

o En sexto lugar, hay una gran indeferencia de la opinión pública sobre estos 
daños ocasionados a la sociedad. " 

o Otra diferencia apuntada, es que mientras la llamada delincuencia 
'convencional' es perseguida por medio de la privación de la libertad, en la delincuencia 
de l cuello blanco' son simplemente multas y otro tipo de medidas administrativas. 
Además están prevista en ' leyes especiales ' que en caso de multas afectan muy 
levemente al delincuente. También, como diferencia, no son juzgados penales, sino por 
tribunales de hacienda o tribunales especiales. 

o Por último indka que la impunidad se puede expllcar en razón de: a) La 
tecnifÍcación y complejidad de las leyes especiales que rigen ciertas actividades, tales 
como la Ley del Impuesto sobre la Renta, leyes aduaneras, de sucesiones, etc., en las que 
el consejero astuto y hábil puede jugar fácilmente. b) Influyen igualmente la complicidad 
de las autoridades, que es muy frecuente, por soborno o por estar implicados en las 
actividades. e) Por ausencia de control estatal. d) Por el hecho de que algunos de estos 
delitos son cometidos amparándose en la inmunidad diplomática (tráfico de dro~as, 
armas, reclutamiento de mercenarios, espionaje industrial y de los parlamentarios)." 1 1 

101 Ibídem págs 290 y 291 Nota Los numerales que la obra orlglnal ala fuerorl supnmldos por el autor para resallar sus característlcas ante el 

lector, a qUien se sugiere Vid Edwin Sutherlanc! • El delito de ClJello blanco' Caracas. Venezuela 1959 Un¡verSldad Central de Venezuela 
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Gr,1Vita sobn:l11.1.ncra l'n l'l m,lCro 'sIstema .... oCi<l1 i.:1 existenci.:l de los 
denominados delitos dc ' cuello hl.m(o I toda vez que los sistemas penales se 
enfrentan a una divcrslJild de obst<lculos 10; que les impiden e imposibilitan SOIneter.1. 

su control a sus autores, con 1" consiguiente impunidad que ocasiona el no ser 
declarados como responsables penales mediante sentencia judicial, o en su caso, SIn 

ser sujetos de sanción restrictiva de b libertad personal. 

Efectivamente, el desarrollo de la criminalidad y la delincuencia ha llevado a 
que ésta sea: 11 cada vez menos localizada, está cada vez más organizada y suele 
trascender, también cada vez más, las fronteras de una ciudad, una región, un país o 
un continente. Es en este punto ~ en el corazón de la delincuencia evolutiva ~ donde 
aparece el crimen organizado " 103 

La delincuencia organizada es producto de la evolución de las conductas 
ilícitas que son inmanentes a los procesos de modernización y globalización que 
sufren las sociedades contemporáneas en todo el orbe, es pues, un resultado social del 
desarrollo de las ciencias, las técnicas y la tecnología que han superado los modelos 
económicos y jurídicos que los Gobiernos han asumido y reconocido en sus políticas 
generales de bienestar común y de seguridad pública cuyas instituciones, figuras y 
procedimientos van a la zaga de estas vertiginosas transformaciones que han pasado 
a ser el instrumento inmanente de la delincuencia moderna y evolucionada de 
nuestros días. El desarrollo de la criminalidad y la delincuencia al carecer de 
estructuras rígidas y formales en su desenvolvimiento ante la sociedad ha permitido 
que los criminales y los delincuentes absorban naturalmente y casi ipso facto, los 
adelantos que la modernidad trae consigo a la vida de los hombres en los ámbitos de 

Imprenta Unlversltana p 13. Y Rosa Del Olmo "El Delito (SIC) de Cuello Blanco Cnmmología Textos para su estudIo· Centro de InvestIgaCIones 

Penales y Cnmmologlcas UniversIdad de Carabobo Carabobo Venezuela 1972 P 76 

102 Entre los pnnClpales factores estan 1· El fuerte poder económICO y SOCIal de los autores, 2· Lil complicidad de las au/ondades. 3· La 

pnvacldad que rodean la VIda y costumb,es de los autores. 4· La complejidad de las leyes espeCIales que a veces buscan regular estos hechos, los 

cuales pueden ser manipulados por hábiles asesores legales y contables. 5.- Que es/as leyes espeCIales establecen por /o general 5610 sanCIones 

menores. como multas o suspenSlon o cierre del negOCIO, pero dlftCllmente sanCiones pfNatlvas de lIbertad. 6 - La mfluenCla y el trato dlferenc;al que 

alargan los medIos maSIVos de comunICaCIón a las nO/lclas sobre delllos de cuello blanco (no estlgmall2ame) y a Jos conveJlClonales (eSll9mahzante 

por poner {SIC} fotografías etc) De esta forma se logra una mayor aceptaCión en el pnmer caso y mayor reChazo en el segundo, 7· El· estereotipo 

del delmcuen/e corresponde a sUjetos perteneCJentes a clase SOCIal baja, con escaso nrvel cultural, dlficul/ades para tener trabajO estable, 

problemas familiares, cesados en umón lIbre. Jóvenes y Otros que no se corresponden con los delmcuentes de cuello blanco que presentan só/lda 

sItuaCIón económIca. alto mvel cultural. casados de madura edad y con preSllglO en su actIVIdad o profeSIón, 8· Los delitoS de cuello blanco llenen 

menos· Vlslbt//dad 'que los convencIonales porque los sUjetos actIvos suelen ser empresas o entes Jundlcos o politlCOS y porque la;s Vldlma::; no 

aparecen con lOS mismoS rasgos de m/ldez que en los deMos convenCIonaleS Las cuaf¡dades de las víctImas ;se ' volatilIzan' eXIste una gran 

dIstanCia entre éstas y el autor y es mtJs dIfICil precIsar el numero de aq~'éllas (V/ctlmas) en los deMos de cuello blanco Todo ello ha dificultado la 

lucha contra la detmcuencla de los sectores SOCiales allos y económICamente fuertes· [VId lola Antyar de Caslro • Algun3s conSlderaclOnes sobre 

elementos báSICOS en el delito de cuello blanco· ClJadernos Panameños de Cnmlnologla No 7 Panamá P 26 ell por Reyes Calderón P 307 Y 

Marco AntoniO González Serendlque 'Cnmrnalldad económIca Op :It págs 292 y 293 

103 SergIO Garela Ramírez • La delincuenCIa organizada • ArtIculo publIcadO en Cnmmalla Órgano de la AcademIa MeXIcana de CIencIas 

Penales' MéXICO ReVIsta tnmestral Año LXII, No 2 Mayo·agosto 1996 Ed Porrua 1996 p 142 
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las técnicas y tecnologías que han transformado los mecarusmos y procesos del 
mundo de las comunicaciones, de la informática, de lo financiero y económico. , ... en 
fin, la delincuencia está a la vanguardia de los progresos técnicos, tecnológicos y 
científicos de la Humanidad en tanto que las estructuras gubernamentales y en 
esencia, de las jurídicas, se rezagan, por tanto, el resultado es obvio: las estructuras 
criminales y delictivas superan funcionalmente a las estructuras gubernamentales en 
organización, recursos materiales, económicos y humanos al ser más rápidas y 
dispersas en la comisión de sus crímenes y delitos, así corno en su desenvolvimiento 
en la sociedad. 

Frente a la modernidad de la criminalidad y la delincuencia técnica, 
tecnológica y científicamente organizada aún tenemos a la obsoleta estructura 
gubernamental rígidamente confonnada por un orden juridico y económico que no 
permite el desarrollo sostenido de la sociedad inestable e insegura de su porvenir 
debido a la ausencia de un control social eficaz que se refleja en la crisis del sistema 
penal en todos sus subsistemas. 

Nos enfrentamos a la criminalidad y a la delincuencia organizada y por ello, 
debemos tener presente que # ••• la delincuencia organizada es una expresión 
genérica que remite al modus operandi de ciertos grupos de delincuentes en la sociedad 
moderna. Se trata de un modo operativo sustentado en estruchIras de organización 
empresarial, con cuerpos de seguridad propios, con sistemas de comunicación 
altamente sofisticados y con un apoyo logístico en equipos, armamento, medios de 
transporte, casas de seguridad y otro tipo instalaciones que hacen posible la 
afirmación en el sentido de que se trata de un Estado dentro del Estado. " 104 

Surge inmediatamente la preocupación de la sociedad y del propio Estado 
para controlar esta nueva expresión de la delincuencia cuyos rasgos principales 
explican su filtración en sus fibras más íntimas . 

• Cabe hacer merlCión que aún eJQsten qUienes niegan su eXistenCIa real en el sistema soaal y han llegado a afirmar que 

• AAménca labna ha llegado. por ImposICIón del gobiernO de los Estados Unidos de Aménca, el cuento (SIC) del' cnmen organizado' como si se 

tratara de un fenómenO permanente y no coyuntural de los Estados con un regimen de economía de lucro, afectackls por problemas de cnmlnalidad 

a causa de la prodUCCIón, tráfico y consumo de drogas tóXicaS prohibidas. contrabando de mercancias y de armas, etcetera 

Pero, SI en una sociedad, como la colombiana o la mexicana, el • cnmen organizado' fuera un fenómeno permanente y no coyuntural. la sItUaCIón 

sería muy grave, pues demostraría la incapaCIdad del Estado de resolver problemas temporales como el narCOlr<!fiCo e. Incluso. la guernlia, esto 

úlbmo teniendo en cuenta que la misma ha Sido puesta en el mismo costal • p. 9. En otras palabras, tras el concepto del organlzed cnme se 

esconde toda una Ideología de poder, de dom¡nlO, y de destruCCIón naCional • p. 13 ¡ En este mismo senlldo Víd. Eugenio Raúl Zaffaron¡ • El 

cnmen organizado. una categonzaClón frustrada' 2" ed Ed Leyer Bogotá. Colombia 1996. P 43 Gil por el autor en las págs. 11 y 12. J Pedro 

Pablo Camargo .• El • cnmen organizadO • Cnminalia Órgano de la Academia MeXicana de CienCIas Penales . México Revista tnmestral Ed 

POrnJa Año LXJJI. No :3 SepllerntJre-d/Clembte 1997. 

104 Fernando Gartia Cordero .• RefleJQones sobre la IniCiativa de la Ley Federal contra la DelincuenCia Organizada ·Artlculo publICado en 

'Cñmlnalla Órgano de la Academia MeXIcana de CienCias Penales' MéXICO ReVista tnmestral Año LXII, No 2 Mayo·agosto 1996 Ed Porrúa 

1996 pags 154-155 En este mismo se concuerda al afirmarse que "Existe una dehnCuencia contra el poder. a veces organizada, y otras desde el 

poder, Violenta o Ingeniosa· la tortura y los ' negoaos . son sus expres¡ones mas conspicuas -. que !amblen se benefiCia de la orgamzaClon Sobre 

este tripode se eleva lo que llamamos delincuenCia organizada" Garcia Ramirez, Sergio .• la delincuenCIa organrzada • lbidem. p 143 
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Con la única pretensión de bosqu~j~r un marco conceptual del conjunto de 
hechos antisociales que hoy por hoy se les ha denominado criminalidad o 
delincuencia organizada, habremos de entender que es" '" una serie de activid.:H.ks 
delictivas complejas que llevan -"1 cabo en gran escala organizaciones tI otroS grupos 
estructurados y que consisten en crear, mantener y explotar mercados de bumes y 
servicios ilegales con la principal finalidad de obtener beneficios económicos y 
adquirir poder. 11 105 En este sentido es imprescindible subrayar que enunciaremos los 
principales indicadores que la presuponen e integran,106 a saber: 

11 1. Colaboración de más de dos personas. 

2. Tareas repartidas. 

3. Actuación por un período de tiempo prolongado o indefinido. 

4. Utilización de alguna forma de disciplina o control. 

5. Sospecha de comisi6n de delitos que por sí solos o de fOn1ra global sean de 
importancia considerable. 

6. Operatividad a nivel internacional. 

7. Empleo de la violencia O de otros medios idóneos para intimidar. 

8. Uso de estructuras comerciales o de negocios. 

9. Actividades de lavado de dinero. 

10. Ejercicio de la influencia en política, medios de comunicación, administración 
pública, autoridades judiciales y económicas. 

11. Búsqueda de beneficios o de poder . . ,,107 

105 Concepto dado por la OrgantzaCl6n de las NaCiones Unidas (ONU "VIII Congreso para la PrevenCIón del Delito y Tratamiento del Delincuente 

NCon! 144/1 S. 1990 j. CItada por Rodrígue<': Manzanera, LUIS • La Cnmlnología ante el Cfjmen orgarllzado "artículo publicadO en • Cnmlnalla 

Órgano de la Academia MeXicana de CienCIas Penales' MéXICO ReVista Inmestral Ai'io LXI, No 2 Mayo- agostO- 1995, Ed porrúa 1995 p. 22 

106' A fin de cumplir con las RecomendaCIones del Consejo de Europa. el grupo denomlOado Drogas y Cnmlnalldad Orgarllzada lIeg6 a un 

consenso en cuanto a que SI bien parecía prácticamente ImpoSible redactar un texto en el que se definiera el concepto de cnmln¡;¡lIdad orgam~ada. 

sí resultaba factible enllstar una serie de características que de una u otra manera se atntuyen a dicho fen6meno en diferentes paiSes' Eduardo 

Andrade Sánchez "Instrumentos JurídiCOS contra el cnmen organizado • Ed UniverSidad NaCIonal Autónoma de México en coordinaCión con el 

Instituto de InvesbgaClones Jundlcas y el Senado de la Republlca LVI Legislatura MéxiCO 1996 Págs 139 y 140 

." \.a expc.s\C>Órl pm"'''a de motiVos. de la 1II1oatwa de la ley ¡:ede¡al <:.anl¡a la DelincuenCIa OmantZada, según su versión de 29 de febrero de 1996. 

sei'ial6 como caractenstlca de la delincuenCIa organizada. las siguientes que carecla de metas IdeológicaS. dado que las úrucas persegUidas eran 

el dinero y el poder, sm connotaCiones politiCéIS, salvo en el caso del terrorismo, FranCISCO Pav6n Vasconcelos • DICClonano de Derecho Penal 

(Analítlco-S!stemábCO) • Ed Porrúa MéXICO 1997 Pags 290 y 291 
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Los rasgos enunciados no implican que necesariamente habrán de reunirse de 
manera total en cada agrupación delictiva, y se han considerado indispensables los 
mencionados en los puntos 1, 5 Y 11, Y que en su ausencia no es posible hablar de la 
criminalidad o delincuencia organizada, sin embargo, por sí mismas carecen de la 
fuerza necesaria para componer una asociación delictiva 108 que asuma el carácter de 
'organizada', porque requiere de otros tres elementos de los descritos, cualesquiera 
que éstos sean.109 Criminológicarnente se han resaltado los subsecuentes rasgos: 

~ "Esta estructurado en forma empresarial Lvi o militar). 

~ Su complejidad oganizativa es notable. 

~ Tiende al monopolio. 

=> Utiliza sistemáticamente la intimidación, el soborno y la corrupción. 

=> Busca la internacionalización. 

~ Adquiere o funda negocios, compañías o empresas legales para aumentar sus 
ganancias, ocultarse y lavar dinero. 

~ Procura incrementar su influencia en el gobierno, la política y la sociedad en 
general." 110 

Uama la atención que ante la presencia de la criminalidad y la delincuencia 
organizada se origine la consecuencia institucional y funcional en los órganos de 

107 En' Informe sobre la DelincuenCia Orgamzada en España Dlrecoón General de la Polloa' (Documenlo de trabajO empleado en la reunion de 

la delegaCIón mexicana con la Comisaria General de la POllda Judicial española, el3 de octubre de 1995) Grt por Andrade Sánchez. Eduardo Op 

Clllbidem 

108 El Dr SergfO Gal'Cla Ramirez propuso que las figuras jundlCO-pe!1ales de los delJtos graves y la delincuenCia organizada se traten en una forma 

más senCilla ~ Son delitos graves para lOS efectos del Código de Proce:hlnlentos Penales [del Estado de Morelos] 'al Los persegUlbIes de oficIO y 

sancionados con mas de diez años de pnslón, en el termino medio de)¡¡¡ ¡1Umbllldad correspondiente, asi como los COmebdos con alguna callficabva 

prevista por la ley; y b) Los cometidos por reinCidentes, perseglllbles de cfiCIO y sanCionados con mas de onco años de pnSfOn, en el términO medio 

de la pumtllhdad respedlva, as¡ como los realizados con alguna callfica/wa preVlSta por la ley. ' Como se ve, el proyecto se abstiene de formular 

listas de delitos graves e Invoca el verdadero enteno para la estimaoon de la gravedad de los delrtos_ la punlbllldad de dispuesta por elleg¡sladoL _ 

En cuanto a la del'nCllenoa organIZada a propósito de delitos graves. el articulo 147 establece una fórmula senolla ' Se enhende que hay 

delincuenCia organizada para la comisión de delitos graves, cuando InCllrran en este género de IIICltos tres o más personas aSOCIadas 

permanentemente con esa final¡dad deilctuosa _" Vid SergiO Garcia Ramirez • la dellncuenoa organizada .• Articulo publicado en 'CnmlOalla_ ' 

Órgano de la Academia Mexicana de CienCias Penales México_ ReVIsta tnmestral Año LXII, No 2. Mayo-agosto 1996 Ed POll'Úa 1996 P_ 144, 

'DeJincuenoa OrganlZada_ Antecedentes y regulaCión penal en MéxiCO • Ed_ U_NAM ·lnstItuto de InvestigaCiones Jurídlcas·Poll'Úa MéxiCO 1997 

pags 19 a 31, y en este mismo sentido FranCISCO Pavón Vasconcelos • DICClQMnO de Derecho Penal (Anahtico-Slstemábco 1 • Op_ CIl pags 290 

y 291, qUien señala'. (!n realidad la figura de la dehncuenCla organIZada no es smo una aSOCIaCIón dehcbva calificada pues tiene las mismas 

caractenstlcas que elllpo delictivo previsto en el articulo 164 bis del Co(hgo Penal y se distingue de esta en que el acuerdo para organizarse o la 

orgamzaoon constituida por más de tres personas lleva como fin real~I, en forma permanente, conductas que por SI o Unidas a otras produciran 

como resultado ~Iguno o a~unos de los delitos enunCiados en la Ley Federal contra la DelinCllenCla Organizada • 

109 Vid Eduardo Andrade Sánchez Idem 

110 LUIS Rodríguez Manzanera· La Cnmjnolog¡a ante el cnmen organizado' Op Clt págs 22 y 23 
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gobierno que inciden en el sisll'm.l pen.)l dl' un p.1Ís; porqlll~ sus normas, 
instituciones, figuras, procedimientos, recursos)' servidorc.s públicos que lo lI1tegrnn 
han de responder con mayor sofisticación y compleJidad a los mNodos lIue se 
emplean en su comisión, 111 es decir, IJ. estructurn orgánica, funcional, operativa y 
material, tendrá que modificarse conforme ¡) los av¡)nccs técnicos, tecnológicos y 
científicos que existen en \..1 época 1110derna dd siglo XXi, que consolide un Estado 
democrático de Derecho eficaz en su Administración Pública. Esta premisa ha de ser 
un axioma en la construcción de una Política Criminológic.J real, efectiva, y moderna 
que se enfrenta ante estos fenómenos antiSOCiales de nuestros días toda vez que las 
respuestas sociales e institucionales han de girar l8()0 en la estructura y política 
general han de disuadir, mvestigar, y sancionar a lo que se ha llamado la 
" .". prolongación del mercado legítimo a esferas proscritas. 11 112 

La razón salta a primera vista porque sus miembros no son delincuentes 
ocasionales o habituales' que pertenecen a la delincuenCia tradicional o convencional, 
en tal medida se especializan en sus actividades, diversifIcan el radio de acción 
material, se coordinan y jerarquizan en la división de sus labores, perfeccionando la 
estructural de su organización para arribar a la creación de empresas económicas 
jurídicamente establecidas para la eficaz consecución de sus fines. 113 En efecto, la 
criminalidad y la delincuencia organizadas poseen unidad en sus integrantes gracias 
a que la asociación a la cual pertenecen está debidamente estructurada en su 
integración y operación, con la idea de que no son sus miembros los que le dan vida, 
ya que aún en caso de su fallecimiento ésta no desaparecerá del mundo de lo iIícito.114 

La delincuencia organizada es un hecho amorfo en su integración, 
infraestructura, estructuras, medios y fines antisociales que permiten su 
transformación dinámica y rauda a las condiciones de la modernidad en sus esferas 

111 Víd Eduardo Andrade S~nchez "Instrumentos JurídiCOS contra el cnmen organizado "Op Clt págs 19 y 24 

112 Víd Fernando Garcla Cordero "Reflexiones sobre la ImCla~va de la Ley Federol contra la DelincuenCia Organizada 'Op Clt p¿gs 154 y 155 

• " " Delmcuentes ocaSionales Son los que en fonna ocaSional (SIC) e influenCiados por circunstanCias ambientales cometen hechos dellctuosos. 

se trata de IndiVIduos que p2decen anomallas blopslqulcas adqUlndaS o congemtas y que establece en ellos Cierta prediSpoSICión ala comisión de 

delitos por la taita de repulSión psíqUica ante ellos. raramente reiteran su conducta delictiva y ordlnanamente se ven Impulsados a delinqUir a Virtud 

de SituaCIones muy peculiares como pudieran serlo una provocaclon Inlusta conrnoclon publica. faCIlidad en la ejecUCIón del delito. etc (Ennque 

Fem "PnnClplos de Derecho CnmlOal "trad de Jose Arturo Rodríguez Muñoz Ed Reus Madnd. España 1933 p 253 Clt por FranCISCO Pavón 

Vasconcelos Op Clt P 293) La peligrOSidad de los delincuenteS ocaSionales resulta menor que la de otros tiPOS de delincuentes y por las 

ClrcunstallClas en que cometen hechos delictiVOS es factible su readaptaclon. " Ibíd 

• Delmcuentes habituales Son los que poseen una fisonomía blOpSlqUlca propia que caractenza su grave pehgrOSldad y su escasa readaptabllldad 

a la Vida 5OOal. (FmnCISCO Fern. Ennque Op Clt P 25) Se trata de sUjetos vlcllmas del medio miserable en el que nacen y se cnan. tanto en el 

aspecto matenat como moral y que padecen de laras nerechtanas (somáticas y psíqUicas) que los mcllnan desde muy Jóvenes a la comiSión de 

delitos, en los cuales remclden convlrliéndose en delincuentes habl\l.lales (Ibldem p 252-252) "Clt por FranCISCO Paron. Vaconcelos p 292 

113 " Segun esllmaclones denvadas de estudiOS y encuestas InternaCionales se conSidera que los partiCipantes en la delmcuenCla orgamzada son 

personas que se aSOCIan de un modo más o menos constante para dedicarse actuando como empresa. al summlst:'o de bienes y serviCIOS. a la 

promOCión de polos de desa'rollo mediante el lavado de dinero y a 13 creación de gigantescas Infraestructuros de comUnicaCión. de d,stnbuc,ón y de 

comerCIalizaCión " Fernando Garcla Cordero" RefleXiones sobre la IniCiativa de la Ley Federal contra la DelmcuenCla Organizada 'Op tll Ibld 

114 Vid FranCISCO Pavón Vasconcelos Op Clt !bld 
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sociales, económicas, culturales - incluyendo la técnica, la tecnología y la ciencia - e 
inclusive en las políticas públicas de los Estados, en tanto que éstos van a la 
retaguardia del proceso de evolución que se tiene que sufrir por la modernidad de 
hoy en día toda vez que sus instituciones, figuras, procedimientos y actos están 
regidos en un marco jurídico cuya modificación es sumamente lenta y por demás, 
parcial, mutilada; luego entonces, el sistema penal es obsoleto ante el surgimiento de 
estas' modalidades' de la criminalidad y la delincuencia tan propias de nuestro siglo 
y el ya próximo XXI. La necesidad de la reforma gubernamental está plenamente 
demostrada y justificada de acuerdo con las condiciones reales que existen en la 
modernidad, por tanto, los vértices sobre los cuales ha de girar su reforma han de ser 
la coordinación, la especialización 115 y la interdisciplina humaIÚstica de las ciencias 
penales y éstas con las sociales. Lo anterior no ha de traducirse en el olvido del orden 
legal vigente en nuestro país, sino que ha de ser motivo de una Reforma integral del 
Estado116 y instituciones, órganos, figuras, procedimientos y servidores públicos que 
lo actualizan. 

El objetivo toral de estas líneas académicas se concentran en la recomendación 
de la Reforma del Estado en su dimensión orgánica y funcional ante la ausencia 
práctica de un ente gubernamental autónomo que trace la Política Criminológica del 
país que diseñe, instrumente y aplique las políticas generales públicas que controlen a 
la criminalidad y a la delincuencia, sean o no organizadas, pero cuyo tratamiento 
jurídico y criminológico, ha de ser diverso en razón de su naturaleza, características, 
fines y alcances. 

Contribuyendo a la distinción de las manifestaciones ilícitas que hoy en día se 
presentan en coexistencia, a manera de conclusión diremos que: 

" La delincuencia asociada es un grupo de personas que se pone de acuerdo para 
la comisión de un delito (o varios), pero sin una real intención de permanencia, su 
intención es ilegal y su acción puede o no ser violenta. 

La delincuencia de cuello blanco puede no estar asociada (puede ser el 
profesionista solitario)fno es violentaf trabaja, en bienes y servicios legales, en 
ocasiones al filo de la ley, no es fácil saber cuándo son conductas simplemente 
faltantes a la ética profesionaL 

115 Esta premisa sobre [a cual debe descansar la Polltlca Cnmlnologlca moderna no debe deformarse con una VISIÓn miope del sistema penal Y de 

la segundad de los habitantes. porque su aplicaoón en un solo subSistema. como lo es el policiaco. SI bien representa un avance en la lucha contra 

la Crlmmalldad y la delincuenCIa no es el ÚniCO. ni conlleva a la eficaCia de tallabar como se prelende ver en el Plan NaCIonal de Desarrollo 1995-

2000 (Op. 01) en su apartado 232 .• Para combatir con efiCIenCIa el cnmen organizado se establecefán programas que permitan una mayor 

especializaCIÓn de los cuerpos poliCIales encargados de esa tarea 

116 Vid • La CienCIa Pen.al y la Politice Cnmmolog¡ca en el umbral del Siglo XXL (ColoqUIO Internaoonal) ·Op ot en los ensayos .• Reforma del 

Estado mexicano y delmcuenoa organizada • y. los sistemas procesales de cara al nuevo siglo· De Fernando Gómez Mont y Fernando Garcia 

Cordero. respecllvarnente en las págs. 163 a 166 y 177 a 185 
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La crillll1wlltlad ccollólIlica pOf lo gl'l1cral se plantea como abuso de poder 
económico, aprovecha las fallas o Idgunas de la ley, obtiene gananCi¡lS que podrían ser 
legales, pefo que indudablemente son ilegítimas; no usa la violencia pero si la 
intimidación e influencias. 

La criminalidad política es captada como un <:lbuso de del poder público, que 
aprovecha Su posición para perpetuarse en el gobierno, y obtener indebidas ventajas 
para un partido, familIa, individuo o grupo racial, étnico o religioso; su uso de la 
fuerza es institucional y puede llegar a extremos de gran violencia. 

La cnminalidad dorada es la conjunción del poder económico con el poder 
político, que se entrelazan para tener mayor influencia en todos sentidos; 
generalmente no necesita ser violenta por su organización y acaparamiento de 
medios de producción, de información, de difusión, etcétera. " 117 

No es posible conducir al lector en este complejo fenómeno de la criminalidad 
y la delincuencia sin conocer el alcance de diversos términos que se emplean, 
indistintamente, para identificar a la criminalidad y a la delincuencia organizada con 
figuras tan diversas, y a veces opuestas, como lo son la mafia 118 y los cárteles; siendo 
que estas organizaciones tienen cierta presencia local y regional que poseen ciertas 
características específicas que las distinguen entre sÍ, y por ello poseen diversas 
denominaciones: tríadas, posses o yardies jamaiquinos, clanes, yakuza, 
organizsatsitya. 119 

Esta división didáctica ha de tenerse presente en el uso de la palabra, hablada y 
escrita, en el foro académico e institucional porque su empleo denota la referencia 
organizaciones criminales y delictivas que son diversas entre sí por su ámbito 
geográfico; su composición y estructura jerárquica; sus reglas de ingreso, selección y 

'17 LUIS Rodríguez Manzanera • La Cnmmologla ante el crimen organizado" artículo publicado en 'Cnmmaha Órgano de la Academ~ MeXicana 

de CIenCIas Penales 'MéxIco Revlsta tnmestrat Afio LXI. No 2 Mayo.. agosto 1995 Ed Porn.'ia 1995 P 25 (Nota El subrayado es nuestro_) 

118 Vid· La lucha contra el cnmen organizado La expenencla de Glovannl Falcone (Memona) • Instituto NaCional de CienCias Penales MéxfCO 

1992 El extmto funCionariO JUdlclalltahano expresó en nuestro pals • Creo que actualmente de la Mafia no sólo se habla, SinO que Incluso se habla 

demaSiado Y. Justamente, porque eXiste una InflaCIón en el uso de esta :¡alabra, se corre el nesgo opuesto al que se coma cuando no se hablaba 

para nada de ena, es decrr, el de no comprender de que cosa se trata Se habla de mafia colombiana, de mafia turca y de mafia JaPOnesa,. ASI 

que SI queremos entender realmente la especifiCidad del problema Mafia debemos SUSCribirnos estnctamente al concepto Porque SI 

Indudablemente la mafia es cnmlnalldad organizada. no toda cnmmahdad organizada es mafia Por esta razón hay que partir de la cuna en donde 

naCIO la mafia, es decir. Itaha En ltaha eXisten tres grandes orgamzaclones, en senlldo lato. mafiosas la Mafia. la Camorra y la Andrangheta. SI 

hay una característica particular en las tres orgamzaclones es que no son grupos puramente garrgstenles. sino organizaCiones que expresan. o 

mejor dicho. tergiversan, cierto tipo de valores comunes de la sooedad de la cual son o producto De hecho. modifican los valores comunes de 

estas sociedades' Op Clt págs 35 Y 36 

119 Vid El all • La JustiCia mexicana haCia el Siglo XXI • UNA M ·Senado de la Republlca LVI Legislatura MéXICO 1997 Págs 406 a 410. Ensayo' 

El cnmen orgamzado transnaClonal amenaza para la segundad global de Juan Carlos AntomaSSI (ComlSano Inspector de la Pollela Federal 

ArgenlJna y coordinador r€glonal de Dara el ConlJnente Amencano de la Secretaría General de la OrganizaCión InternaCional de Pollcla Cnmlnal 

(INTERPOl) 
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pennanencia de sus miembros; sus recursos materiales; sus actividades; el grado de 
violencia; sus fines; ... en fin, de múltiples elementos internos y externos que los 
hacen diversos entre sí. Sin embargo, elIo no implica su independencia total en este 
mundo de globaI:ización porque " No podemos desconocer que estas formas de 
criminalidad se comunican, se mezclan, aún se apoyan ... " 120 Luego entonces, a la 
criminalidad y a la delincuencia organizada ha de enfrentársele internacionalmente y 
no localmente. 

CUADRO COMPARATNO'" 

DEUNCUENClA CUELLO PODER PODER 
ASOCIADA BLANCO ECONÓMICO POLl'ÍICO 

Múltiples sí NO sí sÍ 
delincuentes. SIEMPRE 
Todos los 
ffilembros sí NO NO NO 
~ 

delincuentes. 
Organización NO NO sí sÍ 
empresarial. SIEMPRE 
Organización PRIMITIVA NO NO sí 
nuhtar. 

BIenes y 
servicIos 
ilegales. 

SÍ NO NO NO 

Bienes y NO sí sí SÍ 
serviClos 
legales. 
Violencia NO SIEMPRE NO NO A VECES 
como táchca. 

lntimidaaón. sí NO si sí 
CorrupCIón sí sÍ si sí ..,,=1. 
Cohecho. EVENTUAL EXCEPCJO si NO 

NAL 
Tráfico de NO sí si sÍ 
influencias. 
Internacional. NO A VECES AVECES A VECES 
Emp~ NO NO si sÍ 
flexible. 
Lavado de NO NO A VECES NO 
dinero 
Interviene en NO A VECES A VECES SÍ 

I politica. 
Crean MUY NO NO NO 
subculturas. ELEMENTAL 
Pennanenaa. NO NO sí si 

120 LUIs Rodnguez Manzanera' La Cnmmologla ante el cnmen orgamzado • Op ot pags 25 y 26 

121 Ibidem p 31 
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CRIMINALIDAD : €RIMEN , v 
J)()RAb~ 0RGAN:IiAOO.: 

sí SÍ 

NO SÍ 

sÍ sÍ 

NO SÍ 

NO SÍ 

sÍ SÍ 

NO SÍ 

NO SÍ 
sÍ sÍ 

NO SÍ 

sÍ sÍ 

SÍ SÍ 
sÍ sÍ 

NO SÍ 

SÍ SÍ 

NO SÍ 

.. 
sí SÍ 



" El crimen organizado (SIC) existe y ('~ poderoso donde el Estado I.'S tkbil O no 
existe. " 122 EstJ sera la premisa permanente que debe condUCIr 31 Estado mexicano 
para construir, orgánica y funCIonalmente, unn Política Criminológica Científica, 
interdisciplinaria y moderna tlue deberá estar circunscrita en una política general 
social que incida en los factores dc la critninalidad y la delincuencia, para controlar su 
presencia y legltimar su existencia en el mundo contemporáneo, en el cual debe 
coexistir el Estado democrático de Derecho y el nuevo orden mundial de 
globalización. 

3.- LA INSTRUMENTACIÓN DE LA POLÍTICA 
CRIMINOLÓGICA MEXICANA ACTUALMENTE. 

3.1.- LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA A TRAVÉS DE LA 
PROCURACIÓN DE JUSTICIA EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO 
FEDERAL: 

De acuerdo con el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Distrito Federal y su Reglamento Interior, existen 
tres columnas fundamentales que planean, orientan y aplican la política pública del 
Gobierno de la Ciudad más grande del orbe en materia de la Justicia Penal: la 
Secretaría de Seguridad Pública - anteriormente denominada Secretaría General de 
Protección y Vialidad ., la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y la 
Secretaría de Gobierno que dirige las directrices gubernativas en materia de ejecución 
de las penas y rehabilitación de los delincuentes a través de su Subsecretaría de 
Gobierno por conducto de la Dirección General de Reclusorios y Centros de 
Readaptación Social del Distrito Federal: Órganos gubernativos que forman parte del 

122 Jean Cario Cassell. Citado por Fernando Gornez Mont • Reforma del Estado mexicano y delincuenCia organIZada' ensayo de la obra' La 

CienCia Penal y la Política Cnmlnológlca en el umbral del Siglo XXI (ColoqUIO InternaCional) • Ed Instituto NaCional de CIenCias Penales MéxIco 

1998 P 163 

• La acepción de 'admlnl$tfaclón . es una nOCión con dos aspectos el obJetiVO es la realizaCión de ac~vldades que concatenadas entre SI pretenden 

lograr un fin o diversas metas. y el subJellvo, es la configuraCión de un ente, la estructura orgánica de diversos entes a las que se les encomienda la 

consecUCión ciertas metas ¡Vid Carlos García OVledo y Ennque Martínez useros • Derecho Admlnlstrallvo' E ISA. Madnd. España 1968 Vol I 

P 3, crt por LUIS Humberto Delgadlllo Gullérrez y Manuel lucero EspinOsa • CompendiO de Derecho AdministratIVo Pnmer Curso • 2" ed Ed 

Porrua MéXICO 1997 P 89.) 

Por tanto, las subsecuentes lineas del presente trabajO se aplicartm ¡¡ la noción subJetJva del vocablo, es decir, al estudIO de la estructura 

jerárquica y administrativa de los órganos encargados de lograr la Justicia penal . 

• AClJerdo por el que se adSCIIl:len orgánicamente las dependenCias. urldades administrativas y órganos desconcentrados de la Adrnlnlstraaón 

Publica del OISllllo Federal y se delegan facultades en la unidad administrativa que se menciona. (DileCCiÓn Ejecutiva de Políticas de Segundad 

Publica). publicado en el Olano Oficml de la FederaCión el dla 25 de octubre de 1995 
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sector centralizado de la administración del gobierno capitalino,123 y los que en su 
conjunto buscan consolidar una Política Criminológica que rija para la Ciudad de 
México, a pesar de su disgregación administrativa en el Gobierno de la capital del 
país_ 

En el esquema administrativo y el marco jurídico de la Administración Pública 
del Distrito Federal no se contempla a la Politica Criminológica en su dimensión de 
política general que busque el control de la criminalidad y la delincuencia en la 
localidad, lo que sí observamos es la concepción de Seguridad Pública en su más 
amplia acepción, 12~ y es que en su configuración administrativa existe un órgano 
gubernamental cuyo nombre es ex profeso: Secretaría de Seguridad Pública, y por lo 
que atañe al marco jurídico es el de mayor rango: Ley de Seguridad Pública para el 
Distrito FederaL a simple vista pareciera que está perfectamente delineada la 
planeacióTI, instrumentación, ejecución, operación y evaluación de esta política 
pública que se subroga en vez de la Política Criminológica, sin embargo, en la 
realidad el mundo se distorsiona en otro universo, veamos_ 

Actualmente la denominada Secretaría de Seguridad Pública destina una 
considerable cantidad de recursos financieros, económicos y humanos en tareas que 
no son, estrictamente hablando, propias de su nombre y funciones,'· en detrimento de 
la capacitación y adiestramiento profesional de sus servidores públicos en tareas de 
disuasión de la criminalidad - principalmente - y la delincuencia; participación 
comunitaria en tareas sociales; relaciones humanas; cultura de la legalidad y de los 
derechos humanos e investigación policiaca en coadyuvancia con el Ministerio 
Público local o federal, en su caso, etcétera; sin embargo, esta frontera tenue y frágil 
pueda explicarse - sin lograr su justificación -, por sus orígenes históricos de nuestro 
devenir social, jurídico; administrativo y hasta político, más lo realmente grave no 
radica en este borde grotesco de las funciones de la Secretaría de Seguridad Pública 
sino en la mutilación y disgregación de facultades y atribuciones legales en diversas 
normas jurídicas que las dispersan en distintos órganos y niveles de gobierno locaL 

123 Salvo, que ellnstrtuto Técni<;o de FormaCIón ProfeSional posee la naturaleza de ser un órgano desconcentrado, de conformidad con el articulo 

del Reglamento Intenor de la AdminIStraCIón Púbhca del Dlstnto Federal 

124 la ley de Segundad Pública del OlStnto Federal (Publicada en el Diana OfiCIal de la FederaCIón el 19 de Julio de 1993) en su articulo 2" 

enunCIa, con bastante preciSión los fines de la Segundad Publica entendiendo esta como un serviCIO que siempre ha de proporCIonarse en el 

marco del Irrestncto cum~Jlmiento de las denom¡nadas garantlas indiViduales - 1- Mantefler el orden publico, !l- Protegerla inlegndad fíSica de las 

personas as, como sus bienes, 1lI- Prevenir la comiSión de dehtos e .nfracclones a los reglamentos gubernativos y de policía, IV - Colaborar en la 

InvesllgaClón y persecuCIón delos deJllOS. V_- AUXIliar a la poblaCIón en caso de sH"lIestros y desastres -

•• Cobra sustento esta afirmaCIón toda vez que aun realIZa actiVidades de su obscuro antecedente organEco mas mmedlato la Secretaria General 

de Protecoon y Vialidad puesto Que esta ul~ma acepoon ha de ser funCJQn propia de la reclen creada Secretaria de Transportes y Vialidad, y no 

obstante ello, sus servldo:es publicos aun conllnuan realIZando laoores de tranSito y Vialidad. a pesar de que en pnnClplO, la ley Orgamca de la 

Adm¡nlstraaón Publica del O,Slnto Federal en su articulo 27 fraCCiones preveia que - tal como su fiambre lo IndICa -, le lncumbla llevar a cabo 

dichas atnbuciones, sin enbargo y obedeciendo a razones extraJundlC8S, se derogaron dichas fraCCIones, cuya VigenCIa juridlCa nacieron el dla 

mediante reformas publlCó'ldas en el Olano Oficial de la FederaClon los dias 2 de febrero y 29 de mayo de 1996_ 
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Observando la e~tru(tllra ,1dIll1l11:-..tr,ltiv,1 del GobiL'rno del Dlstritn Fcder<ll nns 
percatamos que en dos distintos t')rg,lIlos, con sus respectivos !llJrcos jurídicos, se 
distinguen dos políticas gencra!L'~ dL' comb<üL' ,1 b cflll1ln.:tlidad ya 1;) dL'lincucncia: la 
de Política CriminológiGl, la de Prevención del Delito y la de Seguridad PúbliGl; la 
dos primeras se concentran en In Procur¿1duríJ General de Justicia dd DIstrito Federal 
en los artículos 9 y 10 de su ley orgánica; 2, y 29 de su regl<l111l'nto, ordenamientos 
jurídicos que contemplan, respectivamente, la existencia de dos unidades 
administrativas con nivel de Dirección General, a saber: la de Política y Estadística 
Criminal y la de Prevención del Delito. En vista de lo anterior, en la ciudnd capital de 
la República Mexicana, sede de los Poderes de la Unión, In Prevención del Delito es 
una política pública general diversa iJ la Política Criminológica siendo que en su 
sentido más amplio, ésta debe abarcar a Jquélla, y por demás, se le confía al órgano 
de procuración de justicia local. en cuya estructura orgánica adscribe a ambos entes a 
un órgano administrativo de jerarquía superior como lo es la Subprocuraduría 
Jurídica y de Derechos Humanos; 125 es decir, las tareas de Política Criminológica y de 
Prevención del Delito están inmersas en el uni.verso fracturado de la procuración de 
justicia penal, y ambas están confiadas a dos unidades administrativas de tercer nivel 
jerárquico supeditadas a una Subprocurador y éste, a su vez, al Procurador local. Por 
ende, no existe una política general que se construya, aplique y evalúe por un ente 
administrativo único de jerarquía administrativa superior de la Administración 
Pública del Distrito Federal. 

Esta dispersión administrativa nO solo implica una confusión del contenido y 
substancia de la disciplina social de la Política Criminológica, sino que se divide de la 
política general de prevención del delito, como si se tratasen de dos esferas 
independientes y ajenas, y finalmente, ésta última ha de estar más vinculada con la 
política social del gobierno, más allá de la política penal que se manifiesta en la 
procuración de justicia, la que per se padece de la crisis estructural más grave y 
aguda en su historia y la que hoy por hoy, se le atribuye en forma por demás 
acienlífica e irracionat la planeación, instrumentación, ejecución, difusión y 
evaluación de la política criminal de esta ciudad y la prevención de la delincuencia. 126 

125 Por mandato del articulo 30 del acuerdo número AlQ03/96 del procurador general de Just'CJa del DIstrito Federal, en el que se adscnben 

orgánicamente las unIdades adminIstratIVas de la Procuraduna General de JustIcIa del Dlstnto Federal y se establecen las reglas de dIstribUCIón de 

competencIas entre las diversas áreas centrales y las desconcentradas de la dependenCIa (Ordenamiento legal publicado en el Dlano OfiCIal de la 

FederaCIón el día 16 de Julio de 1996) 

126 La Ley OrgánIca de la Procuradufla General de Just,cla del Dlstnto Federal enunCIa las facultades que poseen las unIdades adm,f1lstratlvas en 

estudIo, destacando en el ámbito de la poHtica criminal 1· Recabar sIstematIzar y analIzar la InformaClon generada en matena de ,ncldencla 

dellctrva, 2 • Promover las reformas JurídIcas en el amblto de su competenCIa y las medIdas que convengan para el mejoramIento de la segundad 

pública, y de la procurac,ón e ImpartlClon de JustICIa, 3· InvestIgar y determInar las causas (SIC) que dan ongen a los delitos desarrollar estadlstlcas 

Criminales y conocer el Impacto SOCIal del del,to y su costo, 4 • Promover la formaCIón profeSIonal yel mejoramIento de Instrumentos adminIstratIvos 

y tecnológiCOS para la investigación y persecuCIón eficaz de los delitos, 5· EstudIar y analizar las medIdas de politlC3 cnmlnal (SIC) adoptadas en 

otras CIudades, tantO del país como del extranjero e intercambIar ,nformac,on sobre esta materia [Fracciones I a V del articulo 9" en comento J 

Rebasando toda proporcIón con los fines lógICOS e Inmanentes de la procuraclon de JustlCla a la O,reCClon General de Política y EstadístIca Cnmlnal 

321 



Las consecuencias sociales de esta tergiversación administrativa de las políticas 
generales de Política Criminológica y Seguridad Pública se manifiestan en la 
inexistencia real de una estrategia gubernamental del Gobierno de la Ciudad de 
México que emane de un órgano administrativo especializador interdisciplinarior 

autónomor independiente y con jerarquía administrativa suficiente para combatir a la 
criminalidad y a la delincuencia en los diversos frentes de la justicia penal y que 
interactúe con otras dependencias gubernamentales que construyen la política 
económica y social para incidir en los factores y no en las consecuencias de las 
conductas antisociales. 

Por lo que se refiere a la Seguridad Pública se encomienda a un ente de menor 
jerarquía administrativa que las anteriores unidades administrativas citadas: la 
Dirección Ejecutiva de Políticas de Seguridad Pública adscrita a la Secretaría de 
Seguridad Pública,'" cuyas facultades son delegadas a su titular por el Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, y no en el Secretario del ramo o del Procurador 
General de Justicia local a quienes constantemente la opinión pública .. los medios de 
comunicación masiva y la propia Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
acuden ante ellos a fin de solicitarles rindan cuentas de su gestión y sus subalternos 
en tareas de seguridad pública, quizás por la inercia social fuertemente arraigada de 
identificar a los órganos a cuyo cargo está la policía o el Ministerio Público, corno los 
responsables directos, inmediatos y únicos de la seguridad de los habitantes y aún 
más allá: de la prevención y control de la criminalidad y la delincuenciar fines que no 
son ajenos a dichas dependencias y unidades administrativas pero cuya altitud y 
envergadura rebasan su capacidad de respuesta institucionaL 

El galimatias del orden jurídico vigente del Distrito Federal es evidente en sus 
dos niveles: el conceptual y el instrumental, porque en su primer aspecto se ignora el 
contenido y alcance de la Política Criminológica moderna en cualquiera de los 
ordenamientos jurídicos vigentes, y se reconoce a la Seguridad Pública en una 
acepción amplia que trasciende a fines que si bien es cierto en su conjunto inciden en 
su logro, deben ser objeto de otros órganos, unidades y dependencias 
administrativas. En otras palabras, en el esquema jurídico y administrativo actual a la 
Política Criminológica no se le concibe como el diseño y aplicación de una política 
pública general digna de un regulación general como lo es la Ley de Seguridad 

se le Impone desarrollar est"ateglas que apoyen la prevenClon del delito y I el combate a la ImpUnidad I [ Fracción 11 cel articulo 29 del Reglamento 

de la ley en comento J 

En lo COílcemlenle a la prEvenciOn del delito resaltan 1 - Fomentar la cultura preventwa de la CIudadanía (SIC). Involucrar al sector público y 

promover la partlopaClón ce los sectores SOCIal y pnvado 2 - EstudJ.8r las condudas ant,sooales y los factores que las prop'Clan '1 elaborar 

programas de prevenClon del delito en el amt:Hto de su competenoa y 3 - Promover el IntercambiO CC,ln tras enlldades federabvas e institudOrles 

naCionales e internaCionales de caracter pUblico O pnvado para la cooperaoon y fortaleCImiento de aCCIones en la matena ¡ Fracaones I a lU del 

articulo 10 de! cuerpo JundlCO en ota_ J 
127 Vid articules 1· y 2" del Acuerdo por el que se adscnben orgamcamente las dependenoas, umdades adm¡(jistratlvas y órganos 

desconcentrados de la Admnlslraoon PÚtlhca del Distrito Federal y se delegan facultades en la umd8CI adm,mstrabva que se menciona publicado 

el 25 de octubre de 1995 en el Dlano Ofioal de la Federaoon 
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Pública, cuerpo Iq;<11 que, obviamente, si obsl'rv<1 a In Seguridad públic.l como un 
servicIo cUy<l repercusión en 1.1 vida social e institucional necesita de las bases legales 
mínimas par<l su ' (.'ficacia, I Por tanto, se desprende que la Segundad Pública en el 
Distrito FcderJl absorbe J la Política Criminológic<l por mJndato legal tácito que 
ignora la substancia <lcadémica y cicntíficJ de la EnCiclopedia lJS Ciencias Pcnalcs,128 

Ya en el plano instrumental existe una completa fragmentación de las políticas 
generales que tienden al logro de la segundad pública, porque inicialmente en la Ley 
de la materia se le concibe como un servicio expresamente encargado al Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal y al Procurador General de Justicia del Distrito 
FederaV 29 y posteriormente, mediante un Acuerdo del titular del entonces 
Departamento del Distrito Federal se delegan las atribuciones no en el titular del 
ramo, como lo es el Secretario de Seguridad Pública, sino en el titular de la Dirección 
Ejecutiva de Políticas de Seguridad Pública quien se adscribe orgánicamente a ésta 
última, a pesar de la existencia de una Dirección General de Política y Estadística 
Criminal dependiente ésta de la Subprocuraduría Jurídica y de Derechos Humanos 
de la Procuraduría local. No obstante lo anterior, también existe una Dirección 
General de Prevención del Delito (SIC) adscrita a la Subprocuraduría de Atención a 
Víctimas y Servicios a la Comuni.dad de la Procuraduría en comento. 

Como podrá adelantar el lector, por toda esta diversificación administrativa se 
duplican y superponen facultades y atribuciones que no solo provienen de 
dependencias, órganos y unidades administrativas diversas sino de jerarquías 
orgánicamente distintas que fracturan la instrumentación de sus metas legales,130 Esta 

'28 Vid capítulo 11 en su apartadO 2 1 Intitulado' La EnCiclOpedia de las Ciencias Penales· de la presente tesIS 

'29 Vid párrafo ultimo del articulo 2" de la Ley de Segundad PUblica del Dlstnto Federal 

130 Reahzando el estudiO comparativo de la Ley de Segundad PÚblica del Distrito Federal, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Jus~oa del Distrito Federal, de su Reglamento Intenor, y del Acuerdo supra Citado con fech ... de publlca06ll del 25 de octubre de 1995 en el Diana 

OFICial de la Federaoon, se desprende que eXisten dupliCidad de atnbuClones entre la Secretana de Segundad Pública y la Procurad una General de 

JustK:l'" del D,stnto Federal, a saber 

A) En matena de prevención del dellfQ el Reglamento Interior de la P G J D F en su al1lculo 30 prevé la eXlstenoa de la DilecciÓn General de 

PrevenCión de! Delito y en su fracoon 111 le faculta para proponel a las autOridades correspondientes (SIC) y a la poblaCión, aCCiones y me~:Mas para 

prevenir el delito norma ambigua que no precisa la denomlnaDon o naturaleza de dichas autondades correspondientes para preve",r la 

delincuenCia, ahora bien, en su fraCClon N le perrmte elaborar en coordmaClon con la Dlreccl6n General de Polítrca y Estadís~ca Cnmlnal, el 

matenal dedicado a la prevención del delito, con base a las sugerenCias e InvestigaCiones que realicen las InstitUCiOneS publicas y privadas, aSI 

como dlstrrbulf el mismo esta norma aliado de la antenormente enunoada y la contenida e!1la tracclon 11 que señala que será ella la encargada de 

estudiar las conductas antiSOCiales y los factores de que las propICian y elaborar programas de prevenclon del dehto en el ámbito de su 

competenCia, constituyen los pilares que le dan suste!1to a este ente administrativo que se ha Incrustado en el órgano de procuraoón de lustlCla 

local cuya estructura, hlstona y fines van a cultivar la mlcroJustlcra penal en tanto que la prevenclon de los IlíCitos pertenecen al campo de la macro 

lustloa SOCIal máS allá de lo penal o administrativo, ahora bien, en SU ley Orgánica art 10 fracclon !!l, le otorga la atnbuclón de promover el 

intercambiO con otras entidades federativas e ,nslttuClones naCionales e internaCionales de carácter público o pnvado para la cooperación y 

fortalecimiento de aCCIones en matena de prevenClón del delito facultad que también posee la Olfecclón Ejecutiva de Politlcas de Segundad 

Publica de la S S P , según se desprende del articulo segundo del Acuerdo que le da Vida en su fraCCión m bene a su cargo el estableamlento de 

mecanismos de coordinaCión y enlace con instituciones de segundad federal y/o estatal en matena de prevenCión y combate a la delincuenCia, la 

antenor d,sfunoonalldad organlca se repite al establecer el Reglamento Intenor de la P G J O F en su al1 30 fraCCIón VIII al reconocer a la Dlr Gral 

de Prevención del Delito la propuesta de cntenos de colaboraClon con las mstltuclones educativas para la ImplantaCión de programas de prevenCión 
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es una de las razones por las cuales la actuación del Gobierno del Distrito Federal en 
materia de seguridad pública no es eficaz en el control de la criminalidad y la 
delincuencia en su fase de disuasión en su comisión, en la investigación y represión 
de los delitos, para contribuir a obtener y preservar el orden, la tranquilidad, y la paz 
pública. 

La armazón orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, en las 
materias de prevención del delito l seguridad pública y estadística criminal, - que 
integran los puntos nodales de la Política Criminológica -, se diluye y deforma en 
múltiples facultades que se le asignan a unidades administrativas de tercer nivel 
jerárquico de distintos órganos de gobierno, razón jurídica que desencadena en el 
anquilosamiento de sus labores en el combate a la delincuencia y a la criminalidad; el 
entorpecimiento de sus actuaciones en la planeación, integración, instrumentación, 
aplicación y evaluación de sus políticas generales por existir invasión de esferas y 
competencias que la propia ley provoca; erogaciones económicas y destino de 
recursos humanos, materiales y temporales que se pierden por su duplicidad, ". en 
síntesis: en la disfuncionalidad de los órganos del sistema penal (lato sensu) del 
gobierno de la ciudad más grande del planeta para contener, controlar y reducir las 
manifestaciones" cuantitaivas y cualitativas, de la criminalidad y delincuencia que sí 
están organizadas y estructuradas en formas y jerarquías más flexibles. 

Por lo anteriormente expuesto, no es infundado ni temerario sostener que la 
organización y estructura administrativa de la Política Criminológica local es confusa, 
ambigua, dispersa, ineficaz y obsoleta, originando un costo social y económico sin 
precedentes que lo padecemos día a día ante el aumento y desarroIlo de la 
criminalidad y la delincuencia que se pasea impunemente en las instalaciones de las 
oficinas administrativas, policiacas y ministeriales para actuar en las calles, hogares y 
empresas. 

de! delito en los planes de eswdlo correspornlJentes, atnbuoon que también posee la S S P en su órgano menoonado en la Fr X del Acuerdo 

supra otado que le perrnrteparboparen coord¡naoon con las Unidades admltllstra\IVas competenles, en el eslableomtento de acuerdos y conveniOS 

con ¡nstltuClones de educaoón bflSlca, media y supenor para Incorporar y promover a llaves de los planes de estudiO, la prevenoón en materia de 

segundad püblica. 

B) la Polmea Crimino/ógira está expresamente encomendada a la P G_ J O F, en Virtud de la existencia de una Dlrecoon General de Politlca y 

Estadistica Cnmll'lal de acuerdo con los articulos 9 de su ley Orgámca y 29 de su Reglamento lntenor, y en la fraccon ¡¡ de éste ültlmo le perrnlle 

invesbgar y determinar las causas (SIC) que ang¡nan al dehto (SIC), los lugares en que se cometen, su Impacto sooal y costo y desarrollar 

eslrategzas que lo prevengan [ mCfeiblemente se d¡¡plfC8fl furlcianes con la Dir. GraL de PrevenCión del DaMo porque a ella le importa esta matena J 

fullOOnes que se contemplan también para la S S P en el art segundo del Acuerdo en su frneaon Vlll, a saber orgamzar, dlngir y controlar el 

sistema de Informaclon estadistJco sobre factores soooeconómlCOS y pohtlcos (SIC) que provocan delincuenoa. en 5US frncoones VI, VII, ¡X. Y X, 

del Reglamento ¡ntenor Invocado se le atnbuye recabar y sIStematizar InformaCión en matena de Inodenoa deldlva, la COOrdinaCiÓn de con las 

unidades admimstralIvas generadoras de ¡nfOrmaclon cnmlnat, a fin de ulllficar, definir cntenos mecanismos y estrategias para su obtenoon preosa 

y oportuna, la reccpilaoón, SIStern<ltIzadÓn. procesamlenlo y emlSlon de II'lfonnaoon cnmlnal que se obtenga den las áreas admlfllstratlVas de la 

Procuraduría, y autonzar la emiSión de infonnaClón y validaCión de reportes, boletines Infonnabvos y estadisl!cos, en tanto que la S S P también se 

le encomienda. orgafllzar, dinglr y controlar el sistema de mformaoon estadístico sobre indices delictiVOS, perfil de la delincuenCia, así como la 

apllcaCloo de encuestas y SOndeos de oplfllon pública sobre segundad pübllca, según se desprende del art segundo del Acuerdo Citado en SlJ 

fraco6n VlIL 
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Motivo que nos llama a evocar que la Seguridad Pública es una politICd gcner,11 
pública que, comprendida en su sentido más amplio, le corresponde a una pluralidad 
de diversas entidades administrativas que inciden en su logro él través de sus 
actividades directas o indirectas, en forma inrncdiata o rncdiatd; sin embargo no 
puede estar dispersa en diversos órganos llue no han sido creados para trazar los 
lineamientos y acciones de coordinación institucional necesarios para construir, 
consolidar y fortalecer, ya no a la Seguridad Pública sino a la PolítICa Criminológica, 
Cobra fundamento esta aseveración que los órganos administrativos del Distrito 
Federal a los cuales se les encomienda la seguridad pública de sus habitantes, están 
subordinados, jerárquicamente, en una infraestructura y estructura obsoleta para 
trazar las directrices criminológicas y jurídico-penales que logren el control de la 
criminalidad y la delincuencia, 

Hemos de concluir que, en el Distrito Federal, la seguridad p(¡blica no debe 
estar dispersa en dos órganos de distinta naturaleza y fin, - como actualmente sucede 
- porque requiere concentrarse en un órgano de jerarquía superior que cuente con la 
autonomía e independencia suficiente que se fortalezca con recursos materiales y 
humanos altamente especializados y capacitados en la materia, pero sobremanera, 
con la autoridad moral necesaria para llevar a cabo sus labores, para así coordinarse 
en forma interdisciplinaria, con otros órganos, dependencias y entidades de la 
Administración Pública local para gozar de una eficaz política pública que logre el 
orden" la tranquilidad y la paz pública que tanto merece y reclama - airadamente - los 
capitalinos,131 

Estas son las consideraciones medulares académicas para motivar una reforma 
jurídica y orgánica en la Administración Pública del Distrito Federal, que no es 
motivo de las presentes líneas, sin embargo es presupuesto lógico de la 
instrumentación de la Política Criminológica federal, integral, coherente e incluyente, 
en el Estado Mexicano contemporáneo, A continuación pasaremos al estudio 
académico de su instrumentación a través de la Administración Pública Federal. 

131 En el transcurso de la reviSión de la presente teSIS, el Gobierno del Dlstnto Federal, a traves del titular de la Secretana de Segundad Publica, 

comunicaron a la Cludadania el 26 de octubre de 1998 que se habia Imoado el proceso de descentralizaCión de la polleia capitalina y que con esa 

misma fecha se hablan entregado a tas delegaCiones poJitlC3S el control de los recursos humanos y matenales de los 52 sectores que Integran a la 

corporaoón Cabe menCionar que la partlelpaClón Ciudadana se fortalece con la IntervenCiÓn de organizaciones no gubernamentales sobresaliendo' 

MéxIco Umdo contra la DelinCl.JenCla· (Vid Rolando Herrera • Descentralizan Pollcia del D F· 'Reforma Corazón de MéxIco' Secoón ' A ' 

NaCional MéXICO Ai'io 5 numero 1782 27 de octubre de 1998) GraCias a este proceso politlCO, JuridlCO y admmlstratlvo que se iniCia la 

InStrumentaCión en la pohlica de segundad publica ¡nicla una nueva etapa en el desarrollo de la Vida de las institUCiones poliCIacas en MéXICO, como 

preludiO a nuestra propuesta en el ámbito federal y en la POllt,ca Cnmlnológlca de rlUestro país Vid capltulo!ll en su apartado 4 El sIstema JurídiCO 

penal de la palmca criminológica en el ámbIto loca! del OlstntO Federal 
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3.2.- LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA A TRAVÉS DE LA 
PROCURACIÓN DE JUSTICIA EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. 

De acuerdo con el artículo 1° de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal la administración federal se bifurca en Centralizada y Paraestatal. La 
Presidencia de la República, las Secretarías de Estado, los Departamentos 
Administrativos y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal integran al sector 
centralizado en tanto que el paraestatal132 se confonna por los organismos 
descentralizados, las empresas de participación estatal, las instituciones nacionales de 
crédito, las organizaciones nacionales de crédito, las instituciones nacionales de 
seguros y los fideicomisos. 

A continuación pasaremos a realizar el estudio académico de la estructura 
administrativa orgánica federal centralizada en virtud de que el sector paraestatal no 
interviene directamente en la planeacióTI, conducción o ejecución de la Política 
Criminológica y de los subsistemas de seguridad pública, procuración, impartición, 
administración de la justicia penal o de la readaptación social del delincuente o de los 
menores infractores; es decir, en la estructura administrativa del Estado mexicano no 
se confía a ningún órgano descentralizado la instrumentación, dirección y aplicación 
de políticas generales en materia criminológica o penal - lato sensu -, en tanto que los 
demás entes administrativos 133 no son susceptibles de encomendárseles esta función 
inmanente, prístina y legitima del Estado, que se traduce en el ius puniendi. 

132 Es de vital consjderaClón asentar que el término de paraeslatal > no es un termjno JurjdlCO en nuestra leglslaoón porque en ella se comprenden 

diversas enMades admlnrstra~vas con naturaleza dlslinta entre SI. por ende. es una connotaCIón amplta y difusa, que no ~ene una preoszón 

administrativa concreta 

[Vid Gatuno Fraga· Derecho Admrnlstrabvo· 33~ Ed Ed Porrua MeXlCO 1994 pags 197 y 198 El autor bien nos preCIsa que esta nooon es 

tanto en nuestra leglslaoon como en otras, una nomenclatura carente de vaJor JurídiCO y apartada de su origen etlmoJogjco toda vez que en el orden 

Juridlco VIgente de nuestro país estas enbdades forman parte del Estado y concretamente de la AdmlfliStraoOn Pubhca Federal J 
133 las emoreS<l5 de partICIpaCión estatal son· entidades que poseen una estructura de Derecho Pnvado, que fueron creadas o adqurndas por el 

Estado, para mantener algunas fuentes de trabaJo, desarroHar una específica actiVidad económica. o Incrementar la productiVidad de una reglón 

deterrnlnada_ • (luis Humberto DelgadlJJo Gutlérrez y Manuel lucero Espinosa· CompendiO de Derecho Admjflistrativo Pnmer Curso - Op Cll P 

146) En el artículo 46 de la ley Orgánrca de la AdministraCión Publlca Federal se reconoce unlcarnente a las empresas de partJClpaczón estatal 

mayontaria y en ellas se Incluye a las SOCIedades naCionales y auxiliares de créditO, a las institucIOnes de seguros y fianzas. y a todo trpo de 

SOCIedades mercantiles, sociedades y asooaoones ciVIles en las que el Goblemo Federal o las entzdades paraestatales, conjunta o $E'P2radamente, 

aporten o sean propletanos de! más del 50% de su capital sooel o que al Goblemo Federal le corresponde una IntervenClOn especzal en la toma de 

deciSiones y nombramiento de dlrecbvOS de la elTlpresa 

los fideICOmiSOS publicas se regulan por el artíCt.tlo 47 del ordenamiento legal CItado 

En esta figura jurídIca se entrelazan aspectos JurídiCOS del denomrnado Dered10 Pnvado y el Derecho Plibltco y en caso de conflJcto las reglas 

contenidas en este último han de prevalecer porque el fin de dlct10s entes, es sobre todo, SOCial 
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Partiendo de url<l vlsHln m.ls ampJ¡<l y gl'nl'nl\l ÜnlCM'Jll'ntl' es pl'rtinL'ntl' tL'I1l'T 
presente qUl' en el /unbito federal no existe J;:¡ delimitación administrativa de un 
órgano especializado en el sector centralizado de J~1 Administración Pública, todJ vez 
que en la materia de segundad púbt¡ca, existe un órgano en el sector desconcentr8do 
de la Secretaría de Gobernación que tiene encomendada dicha labor: el Secretariado 
Ejc'Cutivo del Sistema Nacional de Segundad públic.a, con la snlvedad que dicho ente 
administrativo no posee, l'n teoría jurídica, atnbuciones operativas en el combate a la 
delincuencia; sin embargo, las facultades de las cuales se le ha dotado, van más allá 
de la concepción estricta o restringida, de la seguridad públic(l par(l (lbr(lzar la POlítiGl 
Criminológica del país. Luego entonces, en b esfer(l federal de la Administración 
Pública no es al órgano encargado de la procuración de Justicia él quien se le otorga la 
facultad de planear, diseñar, orientar, conducir, instrumentar, aplicar, difundir y 
evaluar la política criminológica del país, criterio administrativo que 
afortunadamente no asimiló la estructura existente en el Distrito Federat pero que 
desafortunadamente se empaña por la eXistencia de la Dirección General de 
Prevención al Delito y Servicios a la Comunidad de la propia Procuraduría General 
de la República. 

Una vez que hemos trazado los rasgos de la instrumentación de la Política 
Criminológica en la Adm1f\istración Pública Federal nos abocaremos al estudio del 
sectores centralizado y el desconcentrado integrado por el Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, del Centro de Investigación y Seguridad 
Nacional, ambos de la Secretaría de Gobernación, del Instituto de Capacitación de la 
Procuraduría General de la República y el único organismo descentralizado: el 
Instituto Nacional de Ciencias Penales, estos organismos administrativos que 
intervienen, - en forma inmediata, mediata, directa o indirecta -, en la Justicia Penal 
que tanta falta hace en nuestra vida jurídica y social. 

4.- RÉGIMEN JURÍDICO-ADMINISTRATIVO DE LA JUSTICIA 
PENAL. 

" El Estado está por encima de este orden jurídico; en 
la justicia todo se hace bajo ese orden, en tanto que en 
la administración, se está bajo el orden jurídico. " 
Otto Mayer. 

4.1.- LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y EL 
SISTEMA PRESIDENCIAL. 

El sistema político y administrativo del Estado mexicano no se entiende sin 
conocer el núcleo y centro gravitacional que le caracteriza: el presidencialismo, que se 
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encama en la figura del titular del Poder Ejecutivo Federal, que es tanto Jefe de 
Estado corno Jefe de Gobierno, en otras palabras, el poder político, administrativo y 
coactivo del orden jurídico mexicano reposa en esta figura. 

Asumimos en estas líneas que el presidencialismo es la concentración de 
facultades jurídicas~ económicas y políticas que mediante normas jurídicas o extra 
jurídicas, se le depositan al titular del poder Ejecutivo federal quien por sí O a través 
de otros órganos gubernativos - no necesariamente administrativos -, las ejerce en la 
vida social de sus gobernados, esta realidad socio-política de nuestro país a sufrido 
substanciales atenuaciones en las relaciones entre el Gobierno y los Poderes 
legislativo y Judicial así como con la Sociedad, en virtud de los resultados electorales 
de los últimos tiempos en los Estado de la República y en el propio Distrito Federal; 
sin embargo, aún la fuerza que despliega el Presidente de la República en los diversos 
ámbitos de las políticas generales de gobierno inciden en forma avasalladora en la 
vida pública del país. 

Se ha estudiado la atracción gravitacional que ejerce el titular del Poder 
Ejecutivo Federal a partir de múltiples disciplinas, y llaman la atención en la presente 
materia, las realizadas en los campos constitucionales y políticos, en razón de la 
determinación del origen, naturaleza y fines de la fuerza coactiva de que dispone la 
Presidencia de la República en el sistema penal mexicano, concebido en su más 
amplia concepción. Una vez vislumbrado y comprendido el panorama orgánico y 
estructural de la Administración Pública Federal sobre el cual debe construirse la 
Política Criminológica estaremos en posibilidades de lograr su consolidación 
institucional en nuestro sistema jurfdico y político. 

La multiplicidad y diversidad de facultades de que está dotado el titular del 
Ejecutivo Federal en el sistema político y jurídico de nuestro país le proporcionan una 
concentración de poder en diversos ámbitos de la vida pública institucional y social, y 
estas facultades se han dividido doctrinariamente en las metaconstitucionales y las 
fonnalmente jurídicas,134 siendo que las primeras han sido las más analizadas a pesar 
de que las últimas requieren de mayor cuidado u para sortear los nuevos tiempos de 

134 En forma enUnCiativa señalaremos las facultades mas características del poder presidencial dadas por el orden JurídiCO. a saber: •... el 

presidente mexicano tiene Importantes poderes de veto el total, el parCIal y el de bolsillo: los pOOeres presupuestarios del presidente:son InmenSOS, 

por una parte, cuanta con el monopolio de IrlIcativl3 del decreto presupuestano, y por otra. la ConstltuClon no oontempla expresamente la posibilidad 

de que la Camara pueda rechazar el presupuesto, posee Importantes poderes para celebrar empréstrtos con el extranjero y Sin suficentes 

mecanismos de control por parte del legislativo, tiene caSI el monopolio de la legislación de comerao extenor, de conformidad con el articulo 131, 

párrafo segundo de la Constitucón: sus poderes en caso de suspenslon de garantías son enormes, pues ademas de concentrar las IniCIativas en 

matena de estado de eXcepClon puede legislar casi sin control delleglslatJvo 

El all . la Reforma del Estado. Estudios comparados ' Universidad Naconal Alrtonoma de Méxlco-Dlrecoón General de Asuntos JurídtCOs de la 

PreSidenCIa de la ReplibJlca México 1996 {Comentaño de Jaime F. Cardenas Graca) P 179 

Asimismo, Vid Scott Mamwanng. ' Juan J. lmz presidenCialismo y democraCia. Una revisión critica. ' Desarrollo EconómiCO Suenes AIres. 

Argenlina Vol 34, nlim 135 OCtucre-dlCiembre de 1994, Scott Mainwarmt 'TransltJons to Democracy and Oemocrallc Consol1dation Theoretical 

and Comparatlve Issues' The Helen Kellog lnslltute for lntematlonal Studles Unlversrty of Notre Dame, U.SA NOViembre de 1989. 
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democracia competida que St' <1Viznr.m par.l t'l futuro inml'di,lto. "DS A continuacion 
abordaremos el terreno de IclS facultades presidenciales que en materia de Justicia 
Penal, en sus vertientes de su procuración, administración, impartición y ejecución 
sin excluir la disposición de la fucr;¡a pública. 

Pues bien, a continuación diremos que una de las razones primordiales por las 
que se detiene este estudio en la figura presidencial es el peso e influencia que posee y 
eJerce en la integración, composición y funcionamiento de los órganos de la 
Administración Pública Federal al nombrar a sus titulares, de acuerdo con el artículo 
89 de la Ley Fundamental en sus fracciones 11, Ill, IV, V, IX Y XVIll. 136 Resaltando 
para efectos de nuestro estudio las facultades de nombramiento que posee el 
Presidente de la República de los altos funcionarios federales que integran el Sistema 
NaCIOnal de Seguridad Pública y el denominado gabinete de seguridad nacionaV 37 

destacando entre ellos la designación del Procurador General de la República; del 
Secretario de Gobernación - de quien dependen el Subsecretario de Seguridad 
Pública, el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, los 
titulares de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social, de la Dirección 
General de Normatividad y Supervisión en Seguridad, la Dirección General de 
Prevención y Tratamiento de Menores, y de los dos órganos administrativos 
desconcentrados en la materia: el Centro de Investigación y Seguridad Nacional y el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública -; del Secretario de 

135 ib'dem 

136 Podemos claslfLcar las fraCCIones menoonadas en tres grupos la aJ nombramientos casI completamente II!)res. b] Jos que necesitan ser 

rattficados por el senado o la cámara de diputados y el los de los empleados ofiCiales de las fuerzas armadas Estas facllltades otorgan en realidad, 

una gran Influencra personal en el aparato gubernativo del sistema pol¡~CO mexicano. toda vez que directamente el tltular del Poder EJecullvo 

Federal deSigna a sus m.\ls cercanos colaboradores y qUienes a su vez. 5011 los servidores públicos que lo auxltla.n en las acuvldades más 

trascendentales de las aC\lvjdades ejecutivas o admlnlstl(ltlvas de la Admlmstraclon Publica del país, y como es ObVIO, dichos servidores públicos se 

ngerl baJO los pnnclplos de lealtad mcondlClonal a qUIen es de facto su Jefe inmediato y directo. Siendo que en ocaSiones no son las personas mas 

preparadas para desempeñar tan altas encomiendas en bIen de la SOCIedad. Sino mas bien se conSIderan en aras de otros Intereses que son 

necesa(1OS en la potil.lca Aest.e proceso de les ha denommado "Facultades MetaconstltuClonales de NombramIento" y provienen de dos fuentes de 

la ley secundana y el sIstema poh\lco • El preSidente nombra a una sene de funClonanos Importantes y las facultades de hacerlo se las otorga la tey 

secundana. como ejemplos podemos menCionar el presldenle de la ComiSión NaCIonal de los Salanos Mínimos (artí~ulo 552 de la ley Federal del 

TrabaJO). el PreSidente de la Junta federal de conCiliación y arbitraje (articulo 612 de la ley federal del trabaJO), el director general del CONACYT 

(artIculo 10 de la ley que lo creó). el director general y los subdIrectores de PEMEX (artículO 6 de la ley orgánica de petr61eos meXicanos), propuesta 

de director general del INFONAVIT a la asamblea general del organismo {artículo 22 de la ley del mstltuto del fondo naCional del !MSS (articulo 256 

de la ley del seguro SOCial). el director general de CONASUPO (articulo 9 del decreto que creó la compañia naCional de subSistenCias populares). el 

director general del ISSSTE (aniculo 104 de la ley del Instituto de segundad y serviCiOS SOCiales de los trabajadores del estado), etcétera 

Ademas. fuera de los marcos constituCionales y legales. de hecho nombr3 3 los gobernadores y a los prinCipales ~resldentes mUIl!Clpales, a los 

senadores y a la mayOTla d~ los diputados, ya que el determina en última instancia qUiénes serán los candidatos del PRI • 

Jorge CarplZO ' El PreSidenCialiSmO Mexicano' 9" ediCión Ed Siglo XXI MeXICO 1989 págs 120·121 

137 Esta estructufC! administrativa se crea median/e el 'Acuerdo por el quE: se e5!n1cturan lOS gat>lnefes espeCializados cel E;ecutlvo federal y se 

abroga el drverso que creó la Oflcma de la PreSidenCia de la Republlca 'el cual se publicó en el Dlano OfiCial de la FederaCión el 19 de diCiembre 

de 1997, y el cual en su articulo jQ fracción VII reconoce su eXistenCia 
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la Defensa Nacional; del Secretario de Marina; del Secretario de Seguridad Pública del 
Distrito Federal y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal.' 

En el caso de los Secretarios de despacho los nombramientos son casi 
íntegramente libres toda vez que solo el Presidente de la República se limita a cubrir 
los requisitos que señala el articulo 91 de la Carta Magna 13', en este sentido el 
Secretario de Gobernación, el de la Defensa Nacional, y el de Marina son nombrados 
y removidos libremente por él, y en el caso del Procurador General de la República 139 

su nombramiento lo somete a la ratificación de la Cámara Alta del Congreso de la 
Unión 140 o en su receso, de la Comisión Pennanente de conformidad con el artículo 
102 apartado' A ' del Pacto Federal, y la remoción queda a libre albedrío del titular 
del Ejecutivo Federal. 

En ejercicio de sus prerrogativas constitucionales de nombramiento e 
integración de los titulares de los órganos que conforman la Administración Pública 
federal y quienes lo auxiliarán estrechamente en su gestión pública, - no sólo en la 
materia de procuración de justicia, de seguridad pública, seguridad nacional e 
interior, sino en cualquier materia y ramo -, se aprecia clara y contundentemente que 
el Presidente de la República es un órgano que despliega facultades administrativas y 
políticas de las más elevada jerarquía en la vida del sistema jurídico y político del 
país, 

La vertiente política cobra singular importancia en nuestra materia porque tal 
como se aprecia el Ejecutivo Federal posee el monopolio de la fuerza material del 
Estado mexicano no solo por el ejercicio de su capacidad legal de nombramiento de 
los Secretarios de Estado y otros altos funcionarios de la Administración Pública 

• Se sugiere al lector vid supra en el Capitulo m el apartado 4.1 _ El SiStema Juridlco.-penal de la PolibCóil Cnmino!6glca en el ambl!o local del Distrito 

Federal y en el presente capitulo el apartado 3 1 _ La Polibca Cnmlnolog.rca a través de la ProcuraClOn de JustiCIa en la AdminiStraCión Pública del 

DistrIto Federal, porque en ambos se trata la naturalezaJundlca y tunoón administrativa de !as dependenoas menoonadas 

138 • deCImos que son nombramientos casi completamente libres porque Jundlcamente el presidente tiene un amplio margen de libertad para 

hacer la deslgnaoón respetando el articulo 91 que ordena que los secretlnos del despacho debeI1 seroudadanos mexicanos por naomlento, estar 

en eJefCIClO de sus derechos y tener treinta anos cumplidos, • Jorge CarpizO, • El presldenoalismo me;:acano: Op. ClL p. 117 

139 Es el caso que la Ley Cimera precisa los requiSItos que ha de satisfacer la persona que ha de ocupar tan delicada tarea. eXigiendo por ende. 

mayor capaCidad técl1Ica y profestOflal en malert3 Juridica toda vez que se le exige ser Ciudadano mexx::ano por naOmJeflto, tener cuando menos 35 

años de edad cumplidos el dl3 de la designaClon y contra con una antlguedad minima de 10 años de contra con titulo de llcenoado en derecho, 

gozar de buena reputaCIón y no haber sido condenado por delito doloso 

140 En el constituyente de 1916 - 1917 se propuso que los nombramientos de /os secretanos de estado fueran ratificados por la camara de 

diputados, punto que no se aceptó meree<! a la conslderaoon de que el presidente debia tener I¡bertad de aCCIón respecto a estos nombramientos, 

por estimarse que elto era propio del sistema pre5ldenaal (Vid Diana de los Debates del Congreso ConstItUyente 1916 - 1917, op Cll. t n p 606 

CII por Jorge Carpizo - El pres¡denClalismo mexIcano' Op ClI P 117) 

• En Estados Umdos, el senado bene la alnbuoón de ratificar los nombra:nientos de los secretanos de estado y, hasta 1959, en ocho ocaSiones no 

ratlficó el nombramiento presldenaa! para un cargo en el gabme!e Se ha conSiderado que el senado debe ublizar esta facultad por encima de la 

politlca partidista y ros umcos elementos que el senado ha de Juzgar, so,", la habilidad y la lealtad para servir al pre5lderrte y al pueblo' (Louls e 

James, Senatona! reJections of preSldenbal nommahons lo the cablnet a study In consbtubOnlal custm, en Anzona Law Revlew, vol ;) núm 2, 

Tucson. Anzona, College 01 Law of the UmverSlty 01 Anzona 1961, p 261 CII por Jorge CarplZO ldem) 
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Federal, sino porque conCenlI\l el poder dt: diverso!'> org<lTlOS, cuerpos (­
infraestructura material y óldmmistrativ.:1 en ar.:IS de los fines de dos campüs tan 
vastos como lo son la seguri<.f,ld pública y la scguridnd nacional (ést¡) última 
compartida con los Secretarios de !¡) Ddens¡) NacIonal y de Marina), práctico mente en 
una sola Secretaría de Estado, la de Gobernación .. 

Cabe mencionar que se le ha reconocido al titular del Ejecutivo Federal como el 
Mando Supremo Militar quien lo podrá ejercer por sí o a través del Secretario de la 
Defensa Nacional de acuerdo con el artículo 22 de la Ley Orgánica del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicanos 141, este mando militar se traduce en facultades en materia 
de Seguridad Interior y Exterior del país. 

Ahora bien, de las fracciones 11, IV, V Y VI del artículo 89 de la Carta Magna se 
desprende que en los nombramientos de los Secretarios de la Defensa y de la Marina, 
así como de los demás oficiales de las fuerzas armadas, y la disposición de las Fuerzas 
Armadas permanentes,14

2 entendiendo por ésta a los cuerpos armados organizados 
legal y orgánicamente dentro del aparato gubernamental del Estado a fin de 
salvaguardar la seguridad interior y exterior de la Nación¡ 143 de la Guardia Nacional, 
que es un conjunto armado sin permanencia, y que habría de integrarse en cada 
entidad federativa bajo las órdenes del gobernador; el Presidente de la República 
conduce, orienta, ejecuta y monopoliza al conjunto de facultades operativas y 

• Vid Inlra . Dlagnós~co )urLdlco de la Admmlstraclón Publica Federal en sus organismos de Segundad Pública' en sus apartados 421. 

Secretana de Gobernación. y subsecuentes que ana!Lzan a la Subsecretana de Segundad Publica Olrecclón General de Normatlvldad y 

Supen."SIÓn en Segundad Dirección General de Prevenoón y ReadaptaCión Social. Dirección General de PrevenciÓn y Tr3tamlenlo de Menores. 

Centro de Investigaciones y Segundad NaClonat y Secretanado EJ€CutlVo del Sistema NaCional de Segundad Pública ~stos dos ultimas como 

órganos desconcentradOs de dicha Secretaria 

141 EXiste una opmlón en contrano sostenida por Renato de J Bermúdez F. qUien asevera que dicha facultad es de carácter personal e 

mdelegable Y que por ende. le corresponde ejercerla en forma directa al PreSidente de la República y que ello Implica' la acción de disponer de 

las fuerzas armadas. esto es. de decidir cómo. cuándo y dónde. deben actuar los COnllngentes armadas de la Federaoón • [ • CompendiO de 

Derecho MIlitar MexIcano· Ed Porrua MéxiCO 1996 P 227 1 

Por nuestra parte. sostenemos que no es apropiado dls~ngUlr donde la ley no dlsllngue. y la Ley Fundamental no expresa que dicha facultad sea de 

carácter mdelegable y personaliSlma. luego entonces no es dable atnbulr naturaleza Jundlca diversa de dicha facultad en Virtud de la In\erpretaoón 

somera de los artlculos 80 y 89 de la Carta Magna Sin embargo. eXiste otra razon más Importante la especlallzaoón técnica en la matena 

castrense que son propias de los mtlrtares son Imprescll1dlbles en el Estado modelTlo que EXige una mayor capaCidad de tos servidores pÚblicos a 

fin de contar con los conOCimientos y la expenenCla necesana para la eficaz consecución de los fines SOCIales. ColectiVOS y comunes que se les 

atnbuyen a las dependencas ante el Proceso de modernidad global que propiCia nuevos procesos y fenómenos SOCiales que han de ser 

contemplados y resueltos eficaZ y prontamente. y SI conSideramos que la ubllzaClón de la fuerza más representativa y coactiva del Estado se 

presenta en el ámbito castrense el titular del EjecutiVo Federal reqUiere de la colaboraCión. asesona Y eJeCUCión de sus auxiliares en el ramo. ya que 

de lacIo. le seria ?fO(.tlcal'l'er.te ImpoSible ejercer personalmente éstas delicadas faCultades Esta aseveraoón es en la ¡ntehgencla que es sm 

per)UICO de que la ejerza por SI en SItuaciones que aso lo reqUieran. asumiendo todas las responsabilidadeS legales. admll11stratlvas y penales -

politlcas y morales que ongl1en su eJ€CUoón 

t42 La fraCCión VI del articulo 89 faculta al preSidente para - Disponer de la totahdtld de la fuerza armada permanente o sea del EjérCito terrestre. 

de la Manna de Guerra y de la Fuerza Aérea NaCionales para la segundad Intenor y defensa extenor de la Federaoón • Cabe hacer menCión que 

en ella también se mscnllEn los denommados Cuerpos de Defensa Rurales Vid Alejandro Carlos Espmosa "Derecho MJiJtar Mexicano· Ed 

pOITÚa Mexlco 1998 P 62 

143 ídem 
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coactivas de mayor peso material en el sistema político y jurídico del país: la fuerza 
bélica, en atención a la preservación de la seguridad interior del país. 

Cuestión difícil es precisar cuando puede el presidente hacer uso de la fuerza 
pública para preservar la seguridad interior.+ Una contestación general podría ser la 
siguiente: si ella peligra, el presidente puede hacer uso de esta facultad. La regla 
anterior es de aristas no bien definidas, pero hay que adarar que en el ejercicio de la 
facultad a que nos referimos, no se deben violar los derechos humanos. Si la situación 
llegase a configurar una emergencia, el presidente tiene que solicitar al congreso (SIC) 
la suspensión de las garantías individuales; es decir, el solo criterio del presidente no 
es suficiente para calificar lo critico de la situación sino que para ello se requiere la 
intervención del congreso. Se ha usado esta facultad para preservar funciones 
relacionadas con la existencia y la operación del propio gobierno, H por 10 que es, sin 
duda, una de las atribuciones más delicadas que tiene el presidente. " 

En síntesis, el Presidente de la República en su carácter de titular del Poder 
Ejecutivo Federal y de todos los órganos gubernativos de la Administración Pública 
Federal, posee facultades jurídicas administrativas y económicas, así como 
prerrogativas políticas que le otorga, reconoce y autoriza el sistema político 
mexicano, que se fusionan en políticas que se han de traducir en el monopolio de la 
planeación, orientación, conducción y ejecución de los planes, programas y políticas 
en materia de Seguridad Pública, Seguridad Nacional, Seguridad Interior y Exterior 
de la Federación y en esa misma medida su poder coactivo frente a los poderes 
predomina sin presentar, prácticamente, ninguna resistencia o contrapeso. Esta 
realidad dada por nuestro sistema presidencial implica una encomienda de la más 
alta esfera de la gestión pública: propiciar, preservar, garantizar, defender y 
restablecer el uso, goce y disfrute de los bienes más preciados de los habitantes de 
una Nación de los actos criminales y delictivos que la acechan. Este es el fin 
inmarcesible del propio sistema penal - lato sensu - y que a la vez, legitima la 
actuación del Estado y fortalece la vida de sus instituciones. 

En este contexto una inadecuada orientación de la Administración Pública 
Federal en la seguridad del pais, sus habitantes e instituciones, conducirá a un 
debilitamiento estructural, orgánico y funcional del Estado democrático de Derecho 
que no puede ceder ningún ápice en el sistema penal a la criminalidad y a la 
delincuencia de nuestros tiempos. En otras palabras, corresponde al Ejecutivo Federal 

+ "El preSidente de la republica (SIC) ha ordenado en vanas ocaSlones la partlClpaClon del ejérCIto en confilctos CIViles Así ocumó en 1956, al 

ocupar el Instrt.uto PolitéCniCO NaCIonal. en 1959 en ocaslon de la huelga de ferrocamleros y en 1968 con motNO de los dISturbiOS estudiantiles de la 

Ciudad de Mexlco En lOS tres casos la aCCIón del ejerCIto provino de oroen expresa del preSidente de la república en reglmenes CIViles El ejércrto 

cumplió las orderJes de su comandante supremo que asumió la responsabilidad lotal por la operaoon" [Jorge Alberto lozoya. El ejérCIto rnEalucano, 

en lecturas de politice mextcana, El ColegiO de Mexlco, 1977, p 373 al Ibídem p 127 J 
++ Robert HElio!. J . Richard I Slnger Constllutiona! Iaw-ExecutlVe powers - use 01 !roops lo enlorce lederal Iaws, en MlcI1lgan Law Rev1ew, vol 

56. núm 2 Bemen Spnngs, MiCl'llgan, The Law $chaol 01 lhe Un¡'l/erSlly 01 Michlgan 1SS7 p 268 
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proVL'cr L· instrumentar l.1s pohtll\lS public.:ls IlL'CL'S<ln,l!'> par,l l'st<lblc('cr la justiu<1 
Penal en México a lo largo y ;:mcho del f1rc.1 comprC'nd¡d,l dentro dc sus fronteras. 

Obviamente que por medio de ]a cstructurZl organiGl de la Administración 
Pública Federal se cjecutZlIl todos los plé:lIlCS, progrZlmZls, facultades y políticas 
públicas que el Presidente de la República posee en materia de Justicia Penal así como 
del uso de la fuerza pública a fm de conservar el orden público y obtener la 
tranquilidad y paz públicas sufICientes para el desarrollo social y económICO 
sostenido. En este orden de ideas, SI los órganos a los cuales se les encomienda en unZl 
u otra forma, no están dotados de las atribUCiones financieras, jurídicas, 
administrativas y políticas suficu:ntes para ser eficaces en el control de la 
criminalidad y la delincuencia será imposible exigir al Ejecutivo Federal144 ya no el 
establecimiento de la Justicia Penal sino inclusive de la Seguridad Pública que tanto 

144 CIertos. autores. se~alan qllc las condlClonb pohhcas e hl~tÓfl(;a~ de MéXICO no permllen dar lIn gIro en et régImen polltlco y JurídICO en torno al 

preSIdencIalIsmo para amear 31 parlamenlansmo en forma sllblta y paCIfica y que el multlparMlsmo en un slslema preSIdenCIal conlleva cIertas 

complicaCIones en el desarrollo de los procesos SOCIales económIcos y jundlcos V,d JaIme C<'!rdenas GraCIa, . TranslcI6n polít,ca y reforma 

const,luc,onal en MéXICO U N A M Mexlco 1994 C;JplllllO cuarto 

No obslante lo antenor, lOS polltólogos y jUllstas han acorllado la atenllaClón del poder preSldenCl;J1 qlle hace del Poder EjecutIVo Federal una flgur;) 

omnIpresente y omnipotente en toda la VIda publica y pnvada del pals qlle se reqUIere Iranslormar y por ello. harl propueslo una sene de 

modIficaCIones a sus atnbuClones legislatIVas, enlre las que destacan en la matena • LImItar las atribUCIones reglamentanaS. Derogar la eXlslenCla 

de cualqUier reglamento aulÓnOmo. Derogar las alnbuClones leglslatlyas del segundo p<'!rrafo del articulo 131 COnStitucIonal, ModIficar el sIstema de 

ratIfIcaCIón de tratados. SUJelar tratados al procedImIento de rerorma constItUCIonal. Perm,l,r que el Senado partiCIpe en la negOCIaCIón de cualqUIer 

tratado. ProhibIr la pr<'!ctlca de los execlltlve agreements, En la suspenSIón de garanllas hace ralla 1) precIsar los sllpueslos de la suspensIón de 

garar\tias '1 affi'jll\ar a otros poderes 'j órganas el derecho de InlClatlva para la suspenSIón, 2) acrecentar a dos terceras. partes la mayoría del 

Congreso dela unIón para aprobarla, 3) Se~alar qlle garan\las como las referentes a la VIda del hombre no se plleden suspender, 4) Establecer la 

derogaCIón Inmedlala de las leyes y medIdas tomadas con motlYO de la suspensIón una vez que las CIrcunstanCIas extraordlnanas desaparezcan 

En las atnbuCJOnes junsdlCCIOnales y judICiales Trasladar los trlbllnales adminIstratIVos al Poder JudICIal o al menos conceder aulonomla y 

garantlas ludlclales plenas a los lobuna les admInIstratIvos Hacer de órganos como la ComlSlon de CompetenCIa EconómIca, la ComIsIón NaCional 

Bancana, la de Segllros y Flam:as, las Juntas de Conclllaclon y Arbitraje la Procuraduría de Defensa del Conswnldor, etcétera. autentlcos 

tnbunales IncardInados en el Poder JudICIal, Establecer responsabIlidades claras al presIdente o miembros del Poder EJecutivo, respecto al 

incumplimIento en el allxllio de sus funCiones al Poder JudICIal • Sobresalen de estas propueslas· Crear la pollc¡a deqendlente dIrectamente del 

Poder JUdICIal encargada de hacer cumplir las resolUCIones y medIdas ludlClales Crear la figura del Abogado del Estado V restablecer la Secretar¡a 

de JustICIa Crear la Inslltudón del luez penltenClano SUletar el sIstema de segllndad naCIonal a base de democraCIa transparencIa y de 

escrupUlosos respelo al fellerahsmo El Mlnlsteno Publico el control econOllllco-finanClero del estado la Com,s,ón NaCIonal de Derechos Humanos 

et SaflCO de MéxIco entre {)tros deberán ser 6roaflcs tOtalmente autOflOl'fIOS del ElecutNo RespedO <1 las atnbuc,ones e¡ecutNas ModifIcar el 

aclual esquema de tlbre nombramlenlo V remOClon para los Secretarios de Estado IntrodUCIr la ratIficaCIón o por lo menos el escruhmp del 

Congreso V no sólo del Senado para su deSIgnaCIón V la POSIbIlidad de mOClon de censura tambIén por parte del Congreso oor reSPOnsabilidades 

pol¡tlcas de los secretanos del despacho Para los otros altos funCIonarios del articlIlo 89 constltllClonal ped'r la ratIficaCIÓn del Senado por mayona 

calificada, Hacer del MIOIsteno Publico un órgano alltÓnomo. Derogar cualqUIer IntervenCIÓn del EICC\.Itlvo en las deSIgnaCIones de maO'strados V 

minIstros de tnbunales así C()mo de los tItulares de organos. conslltllClonales alltonomos IntrodUCIr en todos los niveles de goblemo poderes V 

órganos el SeNICIO CIVIl de carrera . AdICIOnar la ConstltuClon con un capillllo sobre medIOS que entre otras cosas señale los cnlenos ° las bases 

sobre el órgano cons.tltuClpnal autónomo de los medIOS [os permISOS y concesIones o autonzaClones el uso de los medIos publlCOS y prIVados en 

las campañas electorales, el derecho a la informaCIón En general, la Constltllclón eXIge de un capItulo SObre educaciÓn qlle Slente los prinCIpiOS 

de lIna educacIón basada en la toleranCia y en los prinCIpIOS hberal-tlemocratlCos y qlle no Imponga lIn modelo de educaclon únICO ,ModIficar el 

artículo 134 de la ConstItuCIón para que las adqUISICIones arrendamIentos. Y en general enajenacIones de bIenes, servIcIos II obras de cIerta 

magrn\ud o que comprometan la econom¡a naClofla\ \Ieben sel prevlamente a?!,ooa\!as poi' el C<mgreso 

El aH . La Reforma del Estado EstudIOS comparados' Op Clt (Comentano de JaIme F Cardenas GraCIa pags 181 a 185) 
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se añora día tras día en todas las calles, escuelas, oficinas y hogares de nuestro país. 
Este es precisamente el campo de esrudío de las presentes: el conocer con mayor 
detenimiento la armazón de la actuación del Gobierno Federal en la Política 
Criminológica, que se desconoce en nuestra legislación y en la práctica institucional 
de nuestros entes administrativos, y sólo se reconoce a la Política de Seguridad 
Pública. Concomitantemente se conocerán las atribuciones de que están revestidas 
para el logro de sus particulares y específicos objetivos. 

4.2.- DIAGNÓSTICO JURÍDICO-FÁCTICO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL EN SUS 
ORGANISMOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. 

" La administración es la acción pública del Estado, 
contraponiéndola a la legislación que es la voluntad y 
a la jurisdicción que es el pensamiento del Estado. " 
Laband,Paul. 

De conformidad con el sistema jurídico mexicano que emana del Pacto Federal 
es la seguridad pública una facultad coexistente entre la Federación, el Distrito 
Federal, los estados y los municipios, que confinna una vez más la existencia de la 
colaboración de poderes que todo Estado contemporáneo debe observar en la 
planeación, ejecución y evaluación de sus políticas generales.145 Este posruIado es 
aplicable a la seguridad pública que nuestra Carta Magna en su parte dogmática, 
articulo 21 en sus dos últimos párrafos, la contempla como un fin colectivo y social 
que le corresponde al Estado lograr con la concurrencia de los niveles de gobierno 
que integran nuestro sistema político. La concurrencia de ellos se justifica, más allá de 
la razón de la organización jurídica y politica que guarda el Estado mexicano, o por 
límites territoriales que fijan la competencia de actuación de sus órganos, sino por 
razón de la complejidad social, jurídica, económica y cultural que presenta el control 
de la criminalidad y la delincuencia de hoy en día. 

145 Vid Miguel Gahndo Gamacho • Derecho AdmJnlstrallVo • T I Ed POITÚa Mexrco 1995 P. 52. El autor categóncamente señala que • La 

absoluta drvrslón o separacion de poderes ya no se presenta en los regrmenes contemporáneos, pues las nece5Jdades de la propia existenCia 

estatalllan motivado que se presente una verdadera colaboraCIón de poeeres u órganos con el fin de que el Estado, a través de sus tres órganos 

fundamentales, pueda realizar los fines y tareas para lograr el bienestar cel hombre y que éste le ha enCCmenClado· Aseveraaon que compartimos 

y que debemos asumir con toda la responsabilidad academlca y pollbca que ello Imphca a fin de consolidar el Estado democrátlco de Derecho que 

busca consolidar una Politlca Cnmmologlca que forme parte de una JUstlCla Socral que proporcione las COndiCIones mmlmas para un desarrollo 

SOCIal y económiCO sostenido 

Vid supra en el capitulo precedente el apartado 3' Segundad nacional. Segundad Intenor y Segundad PÚbhca > Así como el tema inmediato antenor 

denommado . La AdministraCión Publica Federal y el sistema preSIJ:!enClal ' 
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Consecuentementc, c~t<l t~lI'L'd ¡mplic<l una Jcción conjunta planificada, 
coherente, y cil~ntíficd quc Iklln':l <1 1.1 PolítkZl Crirninol6gicn ¡¡ ser un~l politic~l general 
particular del Estado, Y SI iIgélmo~ esta necesidad con la reahdad del sistema 
presidencial que existe en nuestro país es nccesario w hablando desde el punto de 
vista orgánico w conocer el [lparato óseo y musculoso que permite ejecutar las acciones 
gubernamentales para efectuar las acciones y movimientos necesarios para lograr las 
metas y fines que los representantes sociales recaban en la ley, este es el campo de 
estudio a que se contmc este tnlbajo académico, no sin antes asentar cuestiones 
preliminares al presente estudio jurídico de los órganos e instituciones de la 
AdministraCión Pública Federal que inciden principalmente en la consecución de la 
Justicia Penal. 

Previo a la operación y ejecución de los actos media el pensamiento, el análisis, 
la decisión y la voluntad del ente que ha de ejecutarlos con un fin predeterminado, a 
esta regla no escapan los órganos e instituciones de la Administración Pública y es 
que" .. , administrar, es a la vez, hacer los actos jurídicos que fijan los derechos y las 
obligaciones respectivas de las personas públicas y de los particulares, y cumplir la 
masa de las operaCiones tanto materiales como intelectuales que exige la satisfacción 
del interés general. ,,'" En este contexto, y en un Estado de Derecho, las normas 
jurídicas vigentes de una sociedad organizada políticamente en un sistema legal, 
proporcionan las facultades o atribuciones a los órganos, entes o instituciones 
dotadas de poder público para realizar de una u otra forma, los fines comunes de la 
sociedad, mediante determinados actos que indefectiblemente han de estar 
contemplados en el texto de las disposiciones que regulan su actuar, en este proceso 
distinguimos dos tipos de actos: el acto administrativo y el actos de gobierno o 
político, siendo éste último aquél acto desplegado por cualquier ente público que 
dirige u orienta la política general que el Estado concibe en su orden jurídico así como 
su integración,147 

La seguridad de los habitantes que en nuestro orden jurídico se contempla en 
los párrafos quinto y sexto del artículo 21 de la Constitución Federal bajo la acepción 
de seguridad pública, se le ha reconocido como una función correspondiente, en 
principio, al Estado, cuyas atribuciones están dadas, fundamentalmente, en la Ley 
General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública. Pues bien, si consideramos que la doctrina administrativa ha expresado que 

146 Jean RIVera' Les mesures d'ordre Inteneur admlnlslrallves - Pans 1934 p 83 ell por Andrés Serra ROJas' Derecho Administrativo' 15° 

ed T I Ed Porrua Mexlco 1992 p 234 

147' Los actos de Gobierno o políticas, emanan de los organos superiores del Poder EJeculivo denominado GObierno Ellos comprenden una 

diversidad de aClos como los electorales, relaClones internaCionales organlzaclon militar, segundad Intenor y otros Su característica es, que en lo 

general no están sUjetos al control JUnsdlCClOnal, salvo los que tienen una regulaCión eSpecial como el nombramiento de los altos funcionariOS, 

Indultos y suspensión de garantlas y en general cuando esta en Juego una garantla constitucional - El proPiO autor nos adVierte que es preciso 

separar al acto de admlnlstraClón que son de Indole Interna y que no producen efectos JurídiCOS con relaCión a terceros, por lo tanto su Vida y 

eficaCia se agota en lo Interno de la Vida de los órganos y enles de la administraCión [Andrés Serra ROJas' Derecho AdministratIVo· Op Clt Ibldern 

pags 232 233 Y 234 1 
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u ••• las atribuciones del Estado son el contenido de la actividad del mismo, en tanto 
que las funciones son la forma en que el Estado realiza esa actividad."148 o en otras 
palabras que u las funciones constituyen la forma del ejercicio de las 
atribuciones."149 En consecuencia, desde el punto de vista estrictamente jurídico en 
materia constitucional y administrativa, es inexacto declarar que la función 150 de la 
seguridad pública corre a cargo del Estado en las respectivas competencias que posee 
la Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, toda vez que ésta es la 
forma en la cual se ejercitan las atribuciones de la materia y en la vida cotidiana de 
nuestra sociedad se constata que la seguridad de los gobernados también se persigue 
con la actividad de los particulares, hecho que se reconoce en la propia ley y que se 
regula en el artículo 52 de la Ley reglamentaria del sexto párrafo de la norma magna 
supra citada, y a pesar de que ésta norma también le atribuye el carácter de función, 
nos inclinamos por considerarla más próxima al servicio público. Veamos: 

En forma sucinta diremos que la función administrativa H es la que realiza el 
Estado fundamentalmente a través del órgano ejecutivo, bajo el orden jurídico de 
Derecho público, y que consiste en la creación de actos jurídicos subjetivos que crean, 
modifican, limitan o extinguen situaciones juridicas particulares y en la realización de 
actos materiales para cumplir con los fines o cometidos que el hombre le ha 
asignado." 151 El origen de los actos jurídicos subjetivos que inciden en las situaciones 
jurídicas generales - radica en las normas y disposiciones juridicas que existen en una 
sociedad organizada políticamente y la creación de los actos materiales se lleva a cabo 
a través de la organización de los servicios públicos en los límites de los fines del 
poder público y social que se concentra en el poder político que se asume en la 
gestión administrativa de los órganos e instihIciones estatales. 

En vista de lo anterior nos percatamos que el servicio público nace y encuentra 
su justificación por la necesidad insoslayable de atender material y subjetivamente los 
reclamos colectivos de la sociedad y sus integrantes, quienes confían en la estructura 
financiera, jurídica, política , cultural y orgánica del Estado para satisfacerle y 
responderle. 

148 Miguel Gafindo Carnacho Op. al P 51.Es deor. las atnbuciones son los Imperativos legales que señalan a los órganos del Estado lo que 

pueden o deben hacer, no hacero dejar de hacer 

149 Gablno Fraga' Derecho Admlnlstratwo· Op Cll P 26 

150 Las funCionas se estudian desde dos puntos de V)sla 1· El formal que se concentra en el organo que lleva a cabo la funoon y 2 - El matenal 

que es cuando la funClOl1 atiende a la naturaleza ,ntrinseca del acto. a su conlenldo [VId Miguel Gallndo Camacho Op ClI P 52 1 

1511bidem p 62 

510 embargo hemos de tener pre5el1te que la doctnna ha definido a la funClO!1 admH1IStraUva desde distintos puntos de Vista 

Al Desde el punto de vista formal. atendiendo al organo que realiza la funCIón 

Bl Desde el punto de Vista matenal. atendiendo a la naturaleza o contemdo de la funclon admlOlstratl\la 

Cl Desde el punto de VlSta que loma en consideraClon la flnaltdad que persigue el Estado al real¡zar la funCión admlOlstratlva. 

D} Criteño que toma en consideraCión la actitud eSpecial que adopla el E5tado para real¡zar la funClon admlOlstratlva 

El entena que toma en conSlderaClon que los efectos de derecho que pro:.lucen los actos administratiVOS" Ibidem p 56 

~ Las SItuaCiones Juridlcas particulares y las situaciones Juridlcas generales se Integran por una 5eI1e de derechos y obllgaoones. de tal forma que 

ambas SItuaciones forman el orden Jurid'CO 
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La definición como t<1l dd servicio pLlb!tco no ha SH.10 proporcionildJ por los 
tratadistas, sin embargo en forma genéricJ diremos que 1/ ••• es b parte dc b 
actividad que realiz<:I el Estddo, preferentemente de la administración pública, a 
través de la función administrativa, encaminada a la satisbcción de las necesidades 
colectivas, que son de interés general, y que se realiza bajo el régImen jurídico de 
Derecho Público. " 152 En primer orden, esta tarea esti.1tal la realIza el Estado a través 
de sus órganos por medio de sus actos sin embargo, ante la imposibilidad de que 
ellos los efectúen por razones técnicas, financieras, de recursos materiales y humanos 
o de otra naturaleza, los lleva acabo en forma indirecta, ya sea por conducto de la 
concesión o la autorización que otorga para que se practiquen por los particulares, 
ahora bien, la trascendenCia de satisfacer colectivamente las necesidades sociales de 
los gobernados obliga al Estado para ejecutar los actos mínimos tendientes a 
cumplirlos bajo un régimen jurídico especial de interés colectivo que por ende, ha de 
ser realizado en forma uniforme, permanente y continua. 

Si deseamos caracterizar un servicio público existen criterios que nos 
permitirán determinar Si se cumplen sus características en la función de la seguridad 
pública que se declara en la Ley Suprema en su artículo 21 quinto párrafo, a saber: 

Criterios que identifican al servicio público: 

a) " A un criterio orgánico, que designa a la organización pública, es decir, al conjunto 
de órganos y medios de que provee a la misma, para el cumplimiento de sus 
cometidos .... 

b) A un criterio material, que hace referencia a la actividad de interés general que la 
administración pública tiene a su cargo. 

c) A un criterio jurídico, que afirma que hay servicio público cuando esa actividad esta 
sometida a un régimen jurídico especial, que en principio es derogatorio del derecho 
privado. El mismo régimen señala las excepciones a este principio. 

152lbidem p 76 Es pertlllente sei'lalar Que los elementos del servlCtO publ,eo se han ordenado por los tratadistas en la s,gUlente prelaCión 

1. "la actlv,dad que realiza preferentemente el órgano administrativo y excepctonalmente tos particulares. en los casos de la conceSión para la 

prestaCión del serviCiO público 

2 Una actiVidad téCnica para la satisfaCCión de una neceSidad colectiva 

3. La existenCia del régimen JundlCO de Derecho Publico, baJo el cual se realiza el serviCiO pÚblico 

4. la generalidad del serviCIO público tradUCida en el derecho que todos los habitantes o la poblaclon del Estado tienen para usar de 10$ ServiCios 

Pubhcos. cumpliendo con las nennas Que le rigen 

5 la uniformidad o Igualdad Que llenen los habitantes de disfrutar de los serviCIOS pubhcos. en Igualdad de condiCiones. siempre cumpliendo con 

las diSpoSICIOnes nonnabvas correspondientes 

6. La continUIdad en que el servlclO público ceCe prestarse 

7. La regulandad de la prestaCión del serviCIO publico Esto Significa que el serviCIO publico se presta de acuerdo con nonnas que lo establecen 

La obhgatonedad El Estado está obligado a prestar el seNIClO publiCO por s¡ o a traves de los eonceslonarlOS • (Ibldem p 77) 
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d) A un criterio técnico que se refiere al servicio público como medio para satisfacer las 
necesidades sociales .... 

e) Por la manera como el servicio se presta. Será público cuando su uso se extiende a 
todos o a una gran masa de ciudadanos indistintamente. Existen servicios públicos 
utilizados exclusivamente por el Estado, como el servicio de la defensa nacional.,,153 

En síntesis, de acuerdo con los elementos administrativos que penniten 
identificar al servicio público, observamos que la seguridad pública siendo una 
función que el Estado provee en diversos actos no solo de la Administración Pública 
sino de los actos legislativos y jurisdiccionales,154 es desde el punto de vista orgánico, 
material, técnico y por la forma en que se pretende llevarlo a cabo, un servicio 
público. 

Cobra mayor sustento nuestra apreciación al realizar el estudio de las 
disposiciones constitucionales las que en su artículo 115 fracción III inciso h) en forma 
expresa señalan que los Municipios, con el concurso de los Estados, cuando así fuere 
necesario y lo determinen las leyes les corresponderán los servicios públicos que 
dicha norma enuncia y en la cual se contempla la seguridad pública como tal. En este 
sentido y de acuerdo con los párrafos quinto y sexto del artículo 21 de la Constitución 
General de la República que declaran que la seguridad pública es una función propia 
que corre a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los estados y 105 munícipios 
quienes se coordinarán en los términos de la ley reglamentaria que en el caso es la 
Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, se desprende claramente que la concepción de la seguridad 
pública en nuestro marco jurídico vigente es un servicio público que se caracteriza 
por ser una facultad coexistente155 de los niveles de gobierno citados por mandato 
constitucional expreso que se regula en la ley federal secundaria. 

153 Andrés Serra ROlas - Derecho Admilllsllatlvo - Op al. P 103 

154 A partir del Plinto de VIsta jund'CO, en el amarto federal, la segundad p0ahca hene mulllples y dIVersos fines que parten de la prevención de la 

cnmlnalidad y la delincuenoa (a pesar que la ley solo habla de las rnfraroones y deMos) y amba a la relnseroón SOCIal del delincuente y de los 

menores infractores, atravesando por la persecUClon y sanoón de ellos, en consecuenCIa. los tres Poderes de la Unión en todos sus nrveles, 

participan en la consecuaon de ella [Vid parrafo segundo del articulo 3" de la ley Genera) que Establece las Bases de Coordmaoon del Sistema 

Naconal de Segundad Publica 1 
Cabe agregar que la antenor observaCIón lec!1ICO')Undlca se complementa una vez que tenemos presente que los fines que la ley le atnbuye 

expresam~nte a la segundad publrca se llevan a cabo a traves de todo el sistema penal mexicano· lato sensu - y que se praCIJca como una 

aCIlvidad común de Interes general que requiere la sO<,:ledad para sa~sfaeer sus neces,dades matenaJes y aun las esplntuales y la cual se pretende 

lograr mediante la acoon conjunta y concertada de la organlzaaon pubhca que el Estado posee y que se otorga en forma ¡nd,sbnta al grueso de la 

poblaaón 

155 Debemos recordar que el concepto de Gobierno posee dIVersas acepaones destacando las siguientes·' Al Una general que alude a los tres 

Poderes federales y aun a todos los organos pútll,cos, federal, locales r mUrlIClpa'es. Bl Un concepto IntermediO que alude al conjunto de los 

secretanos de Estado y en otros países al gabmete mmrstenal yel Una arepe,on estncta reduce el concepto de gotl,erno a la dtteCClon polillea que 

tiene a su cargo, en forma predom'nante, el Presidente de la Republiea aUXIliado por los mas altos funCionarios de la Admlnlstraoón Publlca.­

(Ibídem P 232) 

338 



En consccuencin, los artículos 21 y 115 de la Ley Fundamental han de 
interpretarse en forma urmónica para reconocerle así a la seguridad pública un 
car,ícter dual en su naturaleza jurídica y política en el denominado Derecho Público 
que en el ámbito federal se concrctn en unil ley general que en forma especial 
organiza y coordina 1.1. función de la seguridad pública que se realiza por la 
Federación, el Distrito Federal, las entidades federativas y los municipios, a fin de 
especializar su ejecución por las autoridades competentes en In materia,156 es función 
pública propia e inmanente a la naturaleza del Estado que por su contenido es a la 
vez, un serVICIO público Ahora bien, realizando un razonamiento jurídico 
complementario pasamos a estudiar la Ley General que Establece las Bases de 
Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública cuyo título IV se denomina 
, De los servicios privados de seguridad " y en la esfera local, la Ley de Seguridad 
Pública del Distrito Federal en su título IX regula a los ' servicios privados de 
seguridad' I denominaciones que interpretándolas a contrario sensu, se concluyen 
que lo servicios de seguridad privada que son llevados a cabo por los particulares, ya 
sea en forma física ü colectiva, y que son au torizados por el Gobierno Federal - a 
través de la Secretaría de Gobernación 157 - o por el Gobierno del Distrito Federal - a 
través de la Secretaría de Seguridad Pública 158 - implican un servicio no privado, es 
decir, público o gubernamental que se efectúan por los órganos que integran la fuerza 
pública. 

Como podrá apreciar el lector en nmguno de los conceptos enunCiados se alude al Estado y en las subsecuentes lineas nos refememos al Gobierno 

Federal en su concepclón mtJs restnnglda como una pequel'ia y humilde aportación académica para proveer a su fortaleom'tmto en sus organismos 

publiCOS encargados de la denominada segundad publica y la segundad naCional 

156 Los serviCIOS publlcos SOrl obra del legislador qUien mediante una ley que organiza un serviCio público especlal~do o a la generalidad de ellos, 

determma las carac1eflstlcas, modalidades, excepciones, y medios a través de los cuales se elerCltará, condICiones que el Congreso de la Unión ha 

dado a la segundad publica mediante la expedlClon de la ley General que Establece las Bases de CoordinaCión del Sistema NaCional de Segundad 

Publica y la creaCión de dos órganos federales adSCritos en el organigrama de la Secretaria de GobernaCión, SIO embargo, en forma expresa este 

cuerpo jundlCO no le reconoce en forma expresa dicho carácter y la ConstitUCión Federal en su articulo 21 qumto párrafo conbene la misma 

onerltaclón para atnbUlfle SÓlo un caracter de funclon estatal federal, por tanl0, ambas normas que crearon un nuevo reg,men JurídiCO de la 

segundad publica en MéXICO no expresan erl forma concreta que es un serviCIO publico, razón por la cual no se cumple con el reqUisito de creaCión 

legat que la norma debe expresar en el cuerpo JUndlCO que lo regula, que en la eSpecie es la ley secundana federal supra Citada Vid Andrés Serra 

ROJas· Derecho Administrativo· Op CII ídem 

ESla afirmaCión Implica que· para dar sat,sfacc,on regular y con\lnua a una calegona de neceSidades de Interes general, los agentes públicos 

pueden aplicar los procedimientos de derecho publico o sea, un régimen ¡undlCO espeCial, y que la organizaCión del serviCiO publica puede ser 

modificada en cualqUier momento por las leyes y reglamentos sin que mngun obstáCulo Insuperable de orden JurídiCO pueda oponerse • 

Gaston Jeze • les pnnClples géneraux du OrOl1 AdmlnIStrat,! Theone generale des contrats de rAdmll'llstratlon Rev De der Pub! El de la SCience 

Polltlque T 111930 P 2 Clt por Gablno Fraga Op CII P 22 

157 El articulo 52 de la ley General que Establece las Bases de Coordmaclon del Sistema NaCIOnal de Segundad Publica manifiesta que en el caso 

de que los particulares presten Sus serviCiOS en dos o más entidades federativas será la Secretana de GobemaclÓn qUien regulará y normará su 

actuaciÓn y ya en su Reglamento Interior en su articulo 20 fraCCIones Xlll a XVIII responsabiliza a la Olrecclón General de Normativldad y 

SUpervlslon en Segundad Vigilar la actuaCión de los servicIos privados de segundad 

158 El articulo 67 de la ley de Segundad PÚblica del Distrito Federal expresa en el caso de que los particulares presten sus serviCIOS en dos o más 

entidades federabvas será el Estado qUien proporCione la 110rmatlva y lleve a cabo el control de los servicIos pnvados de segundad privada que 

lleven a caDo en esta entidad, y ya en el Acuerdo de fecha publicado en responsabiliza a la DirecciÓn General de Normabvldad y Superv,slón en 

Segundad Vigilar la actuaclon de los sel\llCIOS pnvados de segundad 
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En otras palabras, la seguridad pública así concebida fonna parte de la 
estructura propia del Estado 159 y forma parte de él en la misma proporción que cubre 
una de las cuatro funciones primordiales que lo integran funcionalmente, a saber: 

a) De orden material. 
b) De orden financiero. 
c) De orden intelectual o culturaL 
d) De justicia y seguridad. "" 

Al respecto deseamos resaltar que la seguridad y la impartición de justicia 
constituyen dos prestaciones públicas que el Estado debe asegurar con toda firmeza 
para lograr el disfrute libre y armónico de las prestaciones materiales, financieras, 
culturales e intelectivas del individuo, su familia, sus instituciones y de la 
colectividad en general. Es, en términos orgánicos, la membrana protectora y los 
anticuerpos de la sociedad política juridicamente organizada en un Estado 
democrático de Derecho. 

La seguridad pública cubre los elementos doctrinarios de continuidad, 
regularidad, igualdad o unifonnidad y generalidad.'" Si agregamos que cubre 
necesidades colectivas se corrohora su naturaleza jurídica de servicio público, que se 
realiza en fonna preponderante por el poder de policía que posee el Estado y que por 
ende se caracteriza por ser una actividad técnica que debe practícarse en forma 
permanente.162 

No dudamos en afinnar que la denominada seguridad pública en nuestro 
sistema penal es un servicio público sumamente complejo163 que es necesario 
organizar adecuadamente y en forma científica en la estructura administrativa del 
Estado para lograr la Justicia Pena] que sintetiza sus fines; ahora bien, debido a la 

159 Vid Roger Bonnaf'Ó • PréCls élemen!aJre de drortAdmlnlstrahf Pans 1934 p 235 Glt por Gabrno Fraga Op. al P 22 

160 Vid Miguel Galrndo Garnacho Op Clt págs 78 Y 79. 

El autor Citado concuerda con nuestra conclusión al afirmar que es rndlscutlble que la segundad publica es un serviCIO publiCO que el estado presta 

en la actualidad a la SOCiedad conternporanea. porque es necesaria para el desarrollo de todas sus actwldades. y señala como corolano " Srn 

embargo, en este renglón, cada dia se advierte que la prestaCIón eficaz de este servicIo entraña mayores dificultades y se presta adernas, con 

menor eficiencia, dada la abundanoa y vanedad de los problemas sociales que alteran la Vida de la comUnidad • Ibidem p 78 

161 Estas caracteristtcas las recaba el articulo 10, tercer párrafo. de la ley Organlca de la AdmmislfaClón Publica del Dlstnto Federal y en el ambrt( 

federaJ en el cuerpo Juridico homólogo al ordenamiento tocal en CIta no se menCIonan dichos efementos observando una técnica leglslaWa estricta y 

depurada al evJtardefinlciones legales de figuras e instltUoones jundlcas en la nonna jund:C8 

162 Vid. Jorge Femández Ruiz. • Derecho AdminiStratIvo (Semoos publlcos.)" Ed PorrUa MexICO. 1995. págs. 418 ~ 419 

163 Recordemos que nuestra legislación federal y local conobe a la segundad pública como una actIVIdad estatal poli feleologlca que practicamente 

abarca todas las metas y objetivos de los diversos SlJbsistemas que mtegran al sIStema penal meXicano, por tanto es la concepoón amplia que se 

aSImila practJcamente a la diSCIplina SOCIal de la Politlca Gnmmologlca La concepción restnnglda es la que se efectua unlcamente por los Cuerpos 

de Segundad que se destinan para alcanzar el desarrollo de las libertades y derechos de los gobernados, yanadinamos para ak:anzar la felicidad 

que obseNe las reglas y pnncipios que postula el Estado democrático de Oerecho 

[Vid Francisco Alonso Pére.z • Segundad CIudadana • Ed EdiCIones Jundlcas Madnd España. 1994 págs 14 y 15 ) 
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crisis del sistcm8 penal mexical1l1 en vi pn)(l'dimil'nto pl.'nalquc no logra control.u el 
auge cua.ntitatIvo y cualitativo de In dc\¡ncul'IKia l'l I~~ti.ldn rl'COnOCl' en su legisladoll 
la gestión indirecta del servicio público de la sl'gurid<1d pública lo cual signitica que 
permite - mediante autorización - que se lleve a cabo por los particulares y en forma 
simultánea, declara que es una facultad coexistente que les corresponde .. 1 los 
municipios, a los estados, al Distrito Fedcrnl y a la Federación ejecutar en las 
respectivas esferas de competencia de sus órganos e instituclOncs.164 

A continuación pasaremos a estudIar los ordenamientos federales que regulan, 
organizan, coordinan y ejecutan las políticas generales dc las acciones de seguridad 
pública que reconoce el orden jurídico vigente, a fin de conocer su estructura orgánica 
y funcional que pretende consolidar el Estado democrático de Derecho Penal y lograr 
la Justicia Penal que ha de controlar a la criminalidad y a la delincuencia con pleno 
respeto a los derechos inmanentes del hombre. 

4.2.1.- SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN. 

Corresponde a la Secretaría de Gobernación desempeñar un cúmulo de 
atribuciones jurídicas, administrativas y operativas, que concentran un poder político 
que se constituye como el corazón y brazo derecho de la Administración Pública 
Federat - concretamente del titular del Ejecutivo Federal -, no solo en la materia de la 
impartición de Justicia Penal sino en diversas esferas de la vida pública del país, 
motivos por los cuales resulta obligado detenernos en el estudio de sus facultades 
jurídicas y reales en el sistema penal mexicano en su sentido más amplio. Iniciaremos 
el conocimiento de ellas de acuerdo con el texto de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a saber: 

11 Articulo 27.- A la Secretaría de Gobernación corresponde el despacho de los 
siguientes asuntos: 

l. Presentar ante el Congreso de la Unión las iniciativas de ley del Ejecutivo; 
JI. Publicar las leyes y decretos que expidan el Congreso de la Unión, alguna de las dos 

Cámaras o el Presidente de la República; 
IV. Vzgilar el cumplimiento de los preceptos cOllslztucionnles por parte de las autoridades 

del país, especialmente en lo que se refiere a las garantías mdividuales, 1{ d!ctar las 
medidas administrativas que requiera ese cumplimiento; 

VI. Conducir las relaciones del Poder Ejecutivo COI1 los otros poderes de la Unión, COIl 105 
gobiernos de los Estados y con las autondades mUniCIpales, ... 

164 Vid Migue! Gahndo Garnacho Op al págs 83.84 Y 85 
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Xl. Tramitar lo relacionado con los nombramientos, remociones, renuncias y licencias de 
los Secretarios y Tefes de Departamento del Ejecutivo Federal, y de los Procuradores de 
rustida de la Re¡niblica 1( del Distrito Federal; 

XVII. Manejar el senlicio nacional de identificación personal: 
XX . . " vigilar que las publicaciones impresas y las transmisiones de radio y televisión, así 

como las películas cinematográficas, se ma1Ztengan dentro de los limites del respeto a 
la vida privada, a la paz y moral pública y a la dignidad personal, y no ataquen los 
derechos de terceros, ni provoquen la comisión de algún delito o perturben el orden 
público; .... 

XXIV. Reglamentar 1{ autorizar la portación de armas por empleados federales: 
XXV1. Organizar la defensa y prevenció1l social contra la delincuencia, 

estableciendo en el Distrito Federal un Consejo Tutelar para menores infractores de 
más de seis años e instituciones auxiliares; creando colonias penales, cárceles i/ 

establecimientos penitenciarios en el Distrito Federal 1I en los Estados de la 
Federación, mediante acuerdo COI1 SllS Gobiernos, eiecutando 1/ reduciendo las penas 1{ 

aplicando la retención por delitos del orden federal ° común en el Distrito Federal: asi 
como participar confórme a los tratados relativos, en el traslado de los reos a que se 
refiere el quinto párrafo del artículo 18 constitucional; 

XVIII. Conducir y poner en ejecución las políticas y programas del Gobierno Federal en 
materia de protección ciudadnna y coordinar, en térnzinos de la ley respectiva, el 
ejercicio de las atribuciones del Ejecutivo Federal que corresponden en esta materia, 
en relación con los estados, el Distrito Federal y los muniCIpios; 

XXXI. Conducir la política interior que competa al Eiecutivo y no se atribuya 
expresamente a otra depe1ldencia; _ ... u • 

Las dos primeras fracciones tienen un contenido político que revela el 
acercamiento estrecho entre el titular del Poder Ejecutivo Federal y el Secretario del 
ramo toda vez que es a él a quien se le encomienda que se presente al Poder 
Legislativo las iniciativas de ley que el Presidente de la República somete a 
consideración al poder Legislativo, acto jurídico eminentemente formal que no debe 
traducirse en un mero trámite administrativo sino en la participación central que 
desempeña en el sistema político mexicano al ser en heraldo de un poder hacia el otro 
al excitar un procedimiento que repercutirá en la vida de todos los gobernados, y 
hacer del conocimiento público su contenido una vez que fue aprobada. La fuerza 
política que asume el titular del ramo por su cercanía al Presidente de la República es 
reforzada con la fracción XI de la norma invocada ya que la dependencia a su cargo 
es la encargada de dar 'vida y muerte ' administrativa a las funciones de los 
servidores públicos del Poder Ejecutivo Federal, así como concederles autorización 
para separarse de sus cargos en fonna temporal mediante licencias que le sean 
solicitadas . 

• Nota- Las cursivas. negnll<ls y subrayado son del autor y son con el objeto de resaltar las facultades ql..e en la matena posee la Secretana en 

comento 
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Sin emb.lrgo, Id 1I-'1(([(.)n VI de! .1ft 27 del Ctll'rpO federal en citd, es l'l prccepto 
que apuntald el peso político específico qm' detent<1 el titular de c~te L'ntc 

administrativo, toda vez qlll' el órgano que el enc.lbeza y dirige es aquel al cual se le 
encomienda servir de pucnh.' entre el Poder Ejecutivo Federal y los dos poderes 
restantes en la conducci6n de las políticas públicas del Gobierno Federal, y 
considerando que en México aún prevalece el presidencialismo, es a esta Secretaría de 
Estado la que se le confía dirigir !<.lS relaciones de gobierno representando así el poder 
administrativo, financiero y político que detcntJ el Presidente de la República en 
contraste con el poder que detentan el Legislativo y el Judicial. En concordancia con 
la fracción XXXI de la norma Cltad,l se desprende í..lue la esfera pública de la política 
del país se conduce por este órgano administrativo el cual tiene la delicada tarea de 
ejecutar y orientar la política interior del poder ejecutor de los actos de la 
Administración Pública. 

Brilla por su redacción el texto de la fracción XXVI cuyo contenido es amplio al 
reconocer que es a esta dependencia la que le corresponde organizar: 

A) La defensa social contra la delincuencia. 

B) La prevención social contra la delincuenCia. 

Como podrá apreciarse el texto jurídico en cita distingue dos acepciones 
amplias por naturaleza gramatical y cuyo sentido en las Ciencias Penales corresponde 
más a la Criminología que al Derecho Penal, luego entonces se deberá entender que 
esta facultad ha de ejercitarse a nivel federal y en coordinación con los diversos 
órganos que integren la Administración Pública, sea local, estatal, municipal o 
federal, porque la palabra organización presupone la idea de dos o más elementos 
que habrán de conjugarse para llevar a cabo determinado objetivo o fin común. Esta 
es la primera fuente legal de las bases funcionales de una Política Criminológica 
Federal y su incrustación en una Ley Orgánica Federal no es precisa en cuanto a su 
instrumentación pero sostenemos que su interpretación no debe obedecer a otra 
razón que no sea la del interés común, la de conseguir y preservar la tranquilidad, la 
paz y el orden públicos, en esta tesitura, nada impide que sea esta dependencia la 
encargada de coordinar, enlazar, planear, orientar y dirigir toda la política pública en 
materia de prevención de las conductas ilícitas, así como la punitiva en el ámbito 
federal y concretamente la represiva. Nótese que en ningún instante se ha sostenido 
su aplicación, operación y ejecución, ya que estaríamos incurriendo en uno de los 
rasgos más característicos del régimen de la Seguridad Nacional. 

Es imprescindible destacar que la defensa social a que se refiere la norma en 
comento es un término que actualmente se ha de justificar con la denominada función 
de seguridad pública, que en realidad es un servicio cuya naturaleza jurídica 
constitucional es la de ser una facultad coincidente y restringida entre la Federación, 

343 



los Estados, el Distrito Federal y los Municipios: En otras palabras, concordando el 
artículo 21 constitucional en su penúltimo párrafo con esta atribución orgánica, se 
concluye que de acuerdo a la legislación actual, es a la Secretaría de Gobernación a la 
que le incumbe coordinar, planear, orientar, conducir e instrumentar - que no 
ejecutar-, el servicio público de la Seguridad Pública, respetando la competencia 
territorial y funcional del Distrito Federal, los Estados y sus Municipios, en los 
términos de su legislación interna en la materia. 

Continuando con el análisis de este precepto se le encomienda a este órgano 
ciertas facultades en materia penitenciaria como lo son el establecimiento de centros y 
establecimientos penitenciarios en todo el país; previo acuerdo con los Gobiernos 
locales; la ejecución y reducción de las penas así como la retención de los reos 
condenados por delitos del orden federal; participar en el traslado de los reos a que se 
refiere el quinto párrafo del articulo 18 constitucional en los ténninos de los tratados 
vigentes respectivos. Habria que agregar a esta prerrogativa las facultades 
administrativas contenidas en las fracciones XVII y XXIV de manejar el servicio 
nacional de identificación personal y reglamentar y autorizar la portación de armas 
por empleados federales, ambas posibilidades que directamente guardan relación 
estrecha con el sistema penal mexicano en su esfera de prevención de la criminalidad 
y delincuencia, de seguridad pública y de procuración de justicia, toda vez que la 
primera función administrativa representa el universo inicial a estudiar para ella 
Estadística Criminológica, en la inteligencia que en caso de llevarse a cabo cualquier 
ilícito éste conjunto de datos de la población mexicana se modificaría integrarse un 
Banco de Datos Criminológico ya contemplado en los artículos 38'" y 41'" de la Ley 
General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública y en el Reglamento Interior de la dependencia en su artículo 21 fracción XII. 

Estas atribuciones por su importancia y envergadura han sido delegadas en 
una Subsecretaria de Seguridad Pública que cuenta con tres entes administrativos 
centrales en su jerarquía administrativa, a saber: la Dirección General de 
Normatividad y Supervisión en Seguridad; la Dirección General de Prevención y 
Readaptación Social y la Dirección General de Prevención y Tratamiento de Menores . 

• Vid. supra apartado 1_1 • El Federalismo en la ProcuraCión de JUSbCla ' 

165 La ley en Cita prevé la exlstenCla de Estadistica de Seguridad Pú/¡/ica que permitirá analizar la inCidencia CriminológICa y los conflictos que se 

suSCItan en la segundad publica del pais, a fin de planear las estrategias de las pohbcas tendientes a la preservaClon del orden y la paz publlcos 

(No' prevenCión' como desabnadamente le legislador se refiere para ambos terminas, porque ella implica que se prevea o eVite su presenCia en la 

vida .socal, lo cual es InadmiSible como tarea de la segundad publica) Este banco de datos comprende las fases preventivas, de procuración y 

administraCión de Justicia, sistemas de pnsión preventiva, de ejecucion de sentenCias, de tratamiento de menores y factores cnmmOgenos y 

delictivos_ [Vid articutos 38 y 40 del cuerpo tegal en estudiO 1 

166 Se reconoce en este precepto la creaCión e IntegraClon de una base nacional de datos de mfonnaClón de apoyo a la procuraCIÓn de JustlCla_ 

Este universo de mformacion con~ene datos sobre probables responsables, indiCiados, procesados, y sentenciados en el cual se mduyen sus 

caracteristlcas Criminales, mediOS de IdentlficaClOn, recursos y modos de operaCIón Esta infonnaClón se concentra con el objeto de cumplir con los 

fines antenormente enunoados en el articulo 38 y para la mejor deteccien y persecucion de los delltos_ 
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Ll;;lmando la atC'ncion quc CXIst0n dos úrg<HlO~ fundamentales 0n 1.1S dircctriL'l's 
de la Segurid<ld PúblICa y de la Seguridad N.Kional que no están conccntrndas en este 
órgano administr<ltivo porque son organismos desconcentrados de la dependencia, 
de acuerdo con artículo 31 dd Reglamento Interior de la dependencia en estudio, el 
primero de ellos, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
sí cuenta con un cuerpo jurídico federal que regula los lineamientos elementales de su 
actuación en el sistema penal mexicano en su relación de coordinación con diversos 
entes de la Administración Pública Federal, la Ley General que Establece las Bases de 
Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad se constituye así en el marco 
jurídico general que norma su participación y relación con otros poderes y niveles de 
gobierno que buscan obtener el fin global de la Política Criminológica ya reconocida 
en el artículo 21 de nuestra Ley Suprema: la Seguridad Pública. 

Pero por lo que se refiere al Centro de Investigación y Seguridad Nacional el 
artículo 33 del Reglamento Interior de la dependencia se le reconoce como un órgano 
desconcentrado con autononúa técnica y operativa, que se adscribe directamente al 
Secretario del ramo, sin que exista un marco legal secundario federaC 67 que regule su 
actuación en el sistema jurídico mexicano a través de un cuerpo jurídico, particular y 
concreto, de observancia general y obligatoria en la materia, el cual es imprescindible 
en el desarrollo de las atribuciones gubernativas que pretendan conseguir la 
Seguridad Nacional dentro del Estado democrático de Derecho. La razÓn del 
nacimiento y desarrollo de las atribuciones tan genéricas del Centro de Investigación 
y Seguridad Nacional carecen de una referencia en nuestro sistema jurídico vigente -
primario y secundario -, que permita conocer y delimitar su esfera de actuación al 
interior de la Administración Pública Federal y los demás poderes en sus diversos 
niveles de gobierno, así comO para con lo gobernadosf por tanto f las funciones que 
este órgano administrativo desempeña directamente bajo las órdenes del Secretario 
de Gobernación son aconstitucionales e ilegales bajo el principio de legalidad que ha 
de observar todo órgano de gobierno que emita cualquier acto de autoridad que 
afecte en la esfera de los derechos de los gobernados. 

y es que ya hemos sostenido que la Seguridad Nacional es una corriente 
doctrinaria castrensef que sólo cobra legitimación en el Estado contemporáneo de 
Derecho en aras del respeto cabal de los derechos humanos de la persona, su familia, 
y sus asociaciones: El contenido eminentemente político de este término no le 
permite escapar de su regulación jurídica o de conculcar con las prerrogativas legales 
que el orden jurídico mexicano le reconoce y tutela al gobernado, y paradójicamente 
es precisamente a la Secretaría de Gobernación a la que le incumbe hacer guardar I en 
forma especial ' los preceptos constitucionales que se refieren a las garantías 
individualesf dictando las medidas administrativas que requiera ese cumplimiento 

167 AprOvechando este espacio diremos que el vaclo legal eXistente en nuestro orden JurídiCO parte de nuestra Carta Magna ya que en su texto no 

se contempla el servlClO O funCión publica de la Segundad NaCional 

• Vid supra Capitulo 111 en su apartado 3 denomll1ado Segundad NaCional. Segundad Intenor y Segundad PUblica , 
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por parte de todas las autoridades del país, de acuerdo con la fracción IV del artículo 
27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

Agregando a este haz de atribuciones en la materia se contempla en la fracción 
XX del artículo 27 de la Ley Orgánica citada una facultad que es motivo de la 
existencia de otra Dirección General - la de Radio, Televisión y Cinematografía -, que 
por cierto está fuera de la adscripción y mando directo de la Subsecretaría Pública, 
pero cuya actuación es relevante en la prevención de conductas ilícitas porque 
consiste en el control y vigilancia del contenido de los mensajes de los medios 
masivos de comunicaclOn que incluyen la exhibición de las películas 
cinematográficas. Destaca que la norma jurídica en cita remita a conceptos difusos en 
el terreno jurídico porque pertenecen a la axiología: respetar la vida privada, la moral 
pública y la dignidad personal; a su vez culmina con límites legales al señalar que no 
se deben atacar los derechos de terceros, perturbar el orden público, la paz, y 
sobremanera: no han de provocar la comisión de algún delito. En consecuencia, esta 
facultad administrativa guarda una relación directa con la prevención de conductas 
ilícitas porque se controla el contenido y orientación de los mensajes que se 
transmiten o exhlben a través de los medios de comunicación masivos que la 
población cautiva recibe cotidianamente en sus hogares, oficinas y en lugares 
públicos. 

Para efectos de la presente investigación se concluye que también a esta 
dependencia, de la mayor jerarquía en la Administración Pública Federal, se le 
encomienda la conducción y ejecución de las políticas y programas federales en 
materia de protección ciudadana y coordinar, el ejercicio de las atribuciones del 
Presidente de la República que le corresponden en esta materia, en relación con los 
Estados, el Distrito Federal y los Municipios, es decir, el universo delicado de la 
seguridad pública que se le encarga a esta dependencia no es el único campo 
administrativo que se le encomienda a esta dependencia que se constituye en un 
mega órgano al regular la política interior del país; las relaciones entre el Ejecutivo 
Federal con los otros poderes en sus diversos niveles de gobierno; coordinar y aplicar 
las medidas conducentes de la protección civil del país con el Distrito Federal, los 
Estado y los Municipios; vigilar que cualquier autoridad del país cumplan los 
preceptos constitucionales y en especial las relativas a los derechos humanos 
tutelados en la Carta Magna, y dictar las medidas administrativas conducentes para 
que así sea, ... en fin, el sununum de prerrogativas y facultades programáticas, 
operativas, y ejecutivas que posee la Secretaría de Gobernación pertenecen a diversas 
y múltiples materias especializadas que exigen contar con recursos humanos 
altamente capacitados y adiestrados en las materias de que se trate y los cuales 
también habrán de contar con los recursos materiales,- técnicos y tecnológicos -, 
suficientes para el libre y normal desarroIlo de sus actividades, en condiciones de 
autonomía técnica, operativa, y financiera que les permita desarrollar sus 
atribuciones, funciones y cometidos sociales e institucionales en forma más expedita y 
eficaz. 
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4.2.1.1.- SUBSECRET ARÍA 
PÚBLICA 

DE SEGURIDAD 

El Reglamento Interior de In Secretaría oc Gobernación en su artículo 2° prevé 
que la Secretaría de GobernaCJón contará con la Subsecretaría de Seguridad Pública 
para el estudio, planeaci6n y despacho de los asuntos en la materia, cuyo titular 
tendrá las atribuciones que el artículo 6 expresa, resaltando entre ellas las 
subsecuentes: 

" lI. Planear, programar, orgnmzar, cGordlllar, controlar y evalllar el fimcioruwlIento de 
las Unidades adminzstratIVas que tengan adscritas, informando al SecretarIO de las actiVIdades que 
éstas reabeen; ... 

IIJ. Establecer las políticas, norlllas, Criterios, sistemas y procedimientos que deban regir eH 
las wlidades admirdslrati1ms que tengan adSCritas, de conformidad COI1 la polítIca que determille el 
tlhllar del ramo; .... 

IX Suscn·bir los anexos téc11lC'Os o de ejecución 11 celebrarse con gobiemos estatales, del 
Dlstnto Federal y municipales, y los convenios o bases de colaboración con otras depellde11cias o 
entIdades de la Administración PúblIca Federal, así como los convenios de concertación eO/1 los 
sectores soczal y privado. En caso de que el acto Jurídico incluya asuntos que correspondan a vanas 
subsecretarias, deberá firmarse por los subsecretarios respectrvos; ... " 

En primera instancia llama la atención que orgánicamente se haya decidido 
crear en la Administración Pública Federal un órgano administrativo centralizado en 
la Secretaría de Gobernación y cuya vida y atribuciones corren paralelas a la 
existencia del Consejo Nacional de Seguridad Pública cuyo órgano permanente se 
integra por el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
siendo éste un órgano desconcentrado de la propia Secretaría de Gobernación. 
Existen pues, dos entes administrativos federales que rigen en materia de seguridad 
pública en nuestro país, servicio público que se ha proclamado de interés vital para el 
Gobierno Federal y local, tanto en campañas políticas como en declaraciones públicas 
que se manifiestan para justificar programas y acciones desplegados en las tareas 
policiacas, de procuración y administración de justicia e inclusive, para razonar 
cambios legislativos en nuestro orden jurídico penal. 

Sin embargo, esta actividad se encomienda a dos entes administrativos 
federales que, tratándose de la Subsecretaría de Seguridad Pública, está 
orgánicamente adscrita a la más importante Secretaría de Estado en el Gobierno 
Interior del país' y la cual acumula un amplio y rico conjunto de atribuciones y 

• Vid capitulo l en sus apartados 2 2 'la Ciencia PohtlC3 2 3 . Vlnculaclon eXistente entre el Derecl10 y la PolltlC3 ',capitulo lit en su apartado 3 

Segundad NaCional, Segundad Intenor y Segundad PUblica ',asl como el apartado que precede al presente 
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funciones de múltiples materias y sectores que, si bien es cierto son de interés 
primordial para la vida política, económica y social de México, también 10 es que son 
divergentes entre sí en razón de su especialización y complejidad. Por lo que se 
refiere al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública éste es un 
órgano administrativo desconcentrado especializado en los quehaceres de la 
Subsecretaría de Seguridad Pública de la propia Secretaría de Gobernación, que sigue 
estando subordinado al Subsecretario del ramo y al titular del despacho, de acuerdo 
con lo establecido en la fracción Il del articulo 32 del Reglamento Interior de ésta 
Secretaría de Estado/58 y si concatenamos este precepto legal con la fracción III del 
artículo 60 del Reglamento en comento apreciamos que el Subsecretario es quien le 
instruye las políticas, normas, criterios, sistemas y procedimientos que ha de cumplir 
el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de acuerdo con 
los lineamientos generales que le haya trazado el Secretario de Gobernación. 

Ahora bien, el artículo 21 de la Constitución Federal proporciona el 
fundamento legal de la existencia de una instancia federal de coordinación entre la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios en los términos de la ley 
respectiva que se constituye por la Ley General que Establece las Bases de 
Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y este cuerpo jurídico 
señala en su artículo 12 que el Consejo Nacional de Seguridad Pública es la instancia 
superior de coordinación del Sistema aludido, y en su integración que preside el C. 
Secretario de Gobernación no se contempla al Subsecretario de Seguridad Pública 
pero sí al Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Es decir, de 
la lectura aislada de la Ley especial en la materia se desprende que la planeación, 
instrumentación, coordinación, ejecución y evaluación de las políticas públicas de la 
seguridad pública de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios 
reconocen al Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública como el 
órgano administrativo especializado en la materia, sin que en ningún instante se 
reconozca la existencia del titular de la Subsecretaría en cita, y sólo admite las 
facultades del Secretario de Gobernación quien preside al órgano plural e inter 
institucional en estudio. 

Lo anterior no implica la inconstitucionalidad o ilegalidad de la existencia y 
participación en labores de seguridad pública de la Subsecretaría del ramo pero sí 
acredita que la ley orgánica que regula su actuación le atribuye facultades paralelas a 
las recabadas e instituidas en la ley especial de la materia a un órgano diverso a ella y 

168 Transcnblmos el precepto a efecto de que el lectol corrobore lo sostenido • Articulo 32 Los titulares de los órganos admmistfiltivos 

desconcentrados tendrán las SigUientes affibuClOnes genéncas 11 Aromar con el SecreRino, dlrecRimente en el caso de órganos adscntos a 

este tiltlmo o por conducto del subsecretano de fa matena o del serlldOl públiCO superior que el propIO Secretano delennme, la resolución de los 

asuntos relevantes cuya tramltaClÓn corresponda al órgano admmlstratlVodesconcentrado a su cargo, . 
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sobre el cu<l1 ejerce re!,Kiún dt' jl..'r.Hqlll.l ~lIpl..'rh)r o 111<1I1do L'1l lps t0rrninos selldlados 
en b fracción XV del artículo ~2 dI..'! Rcgi.lmento Interior ya citado. 16(1 

Desde nuestro particubr punto de vista el Reglamento Interior dc Ja Sccrctari<l 
de Gobernación desvirtúa en las norm<:lS an<:llizadas la naturaleza adrninistrativa del 
Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública cuya integración 
conforma el secretariado Ejecutivo, así como los fines y obJetiVOs que persigue la ley 
especial en la materia, la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, porque la autonomía técnica y operativa que 
debe gozar no solo se omite en el texto del Reglamento en estudio por razones obvias, 
sino que se trastoca orgánica y políticamente. 

No es posible cerrar este apartado sin proponer en estas líneas académicas que 
el Subsecretario de Seguridad Pública debería cumplir mayores requisitos 
académicos, profesionales y morales que los que se exigen para ser Secretario 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, mismos que se fijan en el 
artículo 14 de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, en virtud de que - actualmente - el primero es el 
servidor público de mayor jerarquía orgánica, operativa y funcional en la materia de 
seguridad pública en la estructura de la Administración Pública Federal, razón 
suficiente que exige una elevada responsabilidad con la Nación y con el Estado, que 
debe ser respaldada y satisfecha con los mínimos conocimientos especializados en la 
materia y su experiencia profesional o académica que en todo momento y 
circunstancia deben estar basados en su reconocida probidad y autoridad moral. 

4.2.1.1.1.- DIRECCIÓN GENERAL DE 
NORMATIVIDAD y SUPERVISIÓN 
EN SEGURIDAD. 

169 la norma señala que el Secretanado EjecutiVO del Sistema NaCional de Seg~ndad Pubhca como titular de un 0[93rlO desconcentrado tiene la 

facultad de • XV Someter para aprobaCión suoenor los es/udlos y proyectos que se elaboren en el tJrea de Sil responsabilIdad, V Proponer y 

elecutar polit,cas estrategias y medidas administrativas. operalivas y financ,er¡ls que apoyen a la con~nuldad de los programas y proyectos 

mstltuaonales para Su moderruzaclón y desarrollo, e Impulsen la desconcentraCI6n y descentralizaCión de sus actiVidades. " En este senTIdo. la 

pnmera parte de esta norma supedita y limita la actuaclon del Secretano en programas relal¡vos a la segundad publica que le permite la Ley 

General que Establece las Bases de CoordlnaClon del Sistema NaCional de Segundad Publica en su articulo 17. de ahi que en términos reales de 

operaCión y funCionalidad admlrtlstrabva el secrelano EjecutiVo tenga tres mSlanClas supenores el Secretano de Gobemaclon. el Subsecretano de 

Segundad Publica V el ConselO naCional de Segundad Publica, aunque éste va con un carácter colegiado. plural y con representantes de poderes 

locales Interpretando la fraCCIón V se colige que prevIo a cualqUier elecuClon de los actos 'Y procedimientos enunciados en la norma a estudiO el 

Secretano EjecutIVO del S N S P deberá soliCitar la aprobaClon de su superior jerarqulco. hecho que coarta su libre actuaCión como órgano 

desconcentrado espeCializado 'Y autónomo para lograr los fines de la segundad publica que la Ley General que Establece las Bases de 

Coordmaoón del Sistema NaCional de Segundad PÚblica en su articulo 30 declara 
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El Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación en su artículo 20 
expresa las facultades que posee esta unidad administrativa de reciente creación, 
enfatizando en sus fracciones: 

" 1. Realizar estudios comparatIvoS de disposiciones en materia de seczuridad pública y 
proponer refOrmas 11 adecuaciones a fin de lograr niveles mÍnzmos de homologación nacional; 

Il. Analizar. concertadamenfe, la organización de las corporaciones policiales del país a 
nivel federal. estatal Ir nmnicipaL proponiendo las adecuaciones que resulten convenientes para la 
mejor utilización de sus recursos; 

IJI. Supervisar la modernización admmistrativa 11 profesional de las organizaciones de 
seguridad pública: 

IV. Vigilar los avances tecnolÓgICOS que en materia de seguridad pública se instnmzenten 
de confomzzdad con los acuerdos del Consejo Nacional de Seguridad Pública; 

V. Analiwr la problemáhca de la seguridad pÚblica nacional 11 pravoner las medidas 
pertinentes; 

VI. Coaduuvar en la planeaClón JI eiecución de operahvos policmcos, en coordinación con 
los Estados. el Distrito Federal 11 los Municipios. que tengan por obieto disminuir la incidencia 
delichva; 

VIII. Promover con otras naciones e instancias internacionales mecanismos de cooperación 
e intercambio que pennitan el fártalecimiento de las instItuciones de seguridad PÚblica del país, en 
coordinación C011 la Secretaria de Relaciones Exteriores; 

IX. Verificar la información turnada al Regrstro Nacional de Seroicios Policiales, así como 
la idenhficación del personal en el mismo; 

XIII. Reglllar los senlicios de seRuridad privada a cargo de particulares en la. República 
Mexicana, confánne a lo dispuesto por la Lell General que Establece las Bases de Coordinación del 
SIstema Nacional de SeRuridad PÚblica 1{ por la LeT! Federal de Armas de Fuego y Explosivos: 
dichos sen/icios comprenden la protecciólZ o alslodia de personas/ inmuebles e instnlaciones; 
establecimiento y operación de sistemas y eq1lipos de seguridad; de bienes y valores, incluido su 
traslado; registro de clubes o asociaciones de deportistas o similares de tipo o cacería, y, en general, 
los relacionados con toda actiVIdad vinollada directamente con los senl1dos de seguridad privadJ1; 

XV. Ue'uaTe] Registro Nacional de Empresas de Seguridad Privada; 
XVI. Superoisar que el funcionamiento de las empresas de seguridad privada se adecuen a 

las dIsposiciones legales en los términos de la aufonzaóón expedida; 
XVII. Aplicar las infracáones y sal1ciones que por el incumplimiento de las normas 

incurran los prestadores de servicIOS de seguridad pripada, y 
XVIII. Emitir opmión sobre las /¡cencias colectivas privadas para la portación de armas de 

fllego de los elementos de las empresas de segundad pril1ada. " 

Este ente administrativo nace con la expedición de este ordenamiento orgánico 
de la Secretaría de Gobernación, y sus atribuciones son ya motivo de estudio por la 
Consejería Jurídica de la Presidencia de la República a pesar de su corta vida 
institucional. hecho que ya atrapa nuestra atención académica y profesional por 
diversos motivos. Comenzaremos por decir que este órgano está centralizado en la 
Subsecretaria de Seguridad Pública y no forma parte, obviamente, del Secretariado 
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Ejccutl\'O del Sistcl1lJ Nacional de Seguridad I'úblic<l; Sin ernbargo, es la instanchl 
gubcrn.1tiVé1 que cuent,l con facultJdcs propias de los órganos que le anteceden en la 
vida jurídicd - Ljue no orgánica, estrictamente hablando - de la estructura de 1.1 
Admmistr<.lción Públic<.l Federal, surgil'ndo así la duplicidad de funciones en la 
materia de segundad pública en estos entes .1dministrativos. 

La invasión de esferas se presenta si consideramos que se le encomienda a esta 
Dirección General, en términos generales, llevar a cabo estudios comparativos de 
cuerpos jurídicos en materia de seguridad pública y proponer reformas y 
adecuaciones a fin de lograr niveles mínimos de homologación nacional; atribución 
en su conjunto les incumbe al Consejo Nacional de Seguridad Pública de conformidad 
con la fracción VII del artículo 15, así como al Secretario Ejecutivo del Sistema de 
acuerdo con el artículo 17 fracción XII, ambos de la ley federal especial sobre la 
ma teria .170 

Simultáneamente se le otorga competencia para estudiar en forma concertada, 
la organización de las corporaciones policiales del país a nivel federal, estatal y 
municipal, y proponer las adecuaciones que resulten convenientes para la mejor 
utilización de sus recursos; facultades que bien podría desarrollar, per se~ el 
Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública en ejercicio íntegro de 
las prerrogativas que se le confieren en las fracciones IX, XI Y XII del artículo 17 de la 
Ley en comento.171 

Contra los principios del federalismo político y administrativo se presenta la 
fracción III de la norma citada porque le permite a este ente administrativo del Poder 
Ejecutivo Federal realizar una función de vigilancia 172 sobre la vida interna del 
Distrito Federal y los Estados, en una tarea tan delicada y aguda como lo es el 
desarrollo de sus cuerpos, órganos e instituciones encargados de la seguridad 
pública, - como lo es su modernización administrativa y profesional -, siendo que 
ésta actividad debe obedecer a decisiones administrativas, políticas y financieras que 

170 la Ley General que Establece las Bases de Coord,naclon del Sistema NaCional de Segundad Pública señala 

• Art 15· El Consejo [NaCional de Segundad Pública 1 oonocera y resol~era los asuntos siguientes VII la elaboraCIón de propuestas de 

reformas a leyes y f'Pg1amentos en ma/ena de segundad Plib/¡ca 

Art 17· Seran funCiones del Secretano EjecutiVo del Sistema NaCional [ de Segundad Pública 1 XII Realizar estudIOS esoecraJlzªdos sobre las 

ma/enas de segundad publIca • 

171 El Secretano EjecutiVo del Sistema NaCional de Segundad Publica tiene las facultades de 

• IX Formular las sugerenCiaS a las autondades competentes vara que las instituCiones de segundad putJ/Ica Ce la FederaCión, los EstaCos. el 

Dlstnto federal y los MUl1lc'plos. desarrollen de manera más eficaz sus funCiones, XI Tomar las medidas necesanas para hacer efectIVa la 

coordmaClón v oreservaClón de la seaunrj;;d oUbhca, XII Realizar estudiOS espeCializados sobre las matenas de segundad publica' 

172 SI concebimos que la acepoón de palabra· VigilanCia' es un térrnmo que Implica la acclon o efecto de velar y CUidar. en forma estrecha e 

Inmediata sobre una oosa, el sen\Jdo de ella en la norma que tratamos Implica. de facto, una relaCión de supra a $ubordmaaón toda ve~ que a la 

DireCCión General de Normatlvldad y SUpervlSlon en Segundad es la dependenoa federal que sobre la autonomía e mdependencla polltlca. 

admmlstrallva y finanCiera (le las enlodades federativas y del Dlstnto Federal, CUida de su actuación en la matena a través del· desarrollo· 

alcanzado en la modernizaCiÓn administrativa y profeSional de sus órganos y cuerpos encargados de la seguridad pública Son eXistir estudiOS 

concretos, profundos. Clentlficos y proleslollales en esta esfera de la poli lita publica moderna 
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tracen los gobiernos locales en el específico ámbito de sus responsabilidades políticas 
y jurídicas en la procuración~ impartición y administración de la Justicia Penal, sin 
estar sujeta, por ende, a una' vigilancia' que en todo caso presupone la existencia de 
una instancia, un mecanismos y un procedimiento que sancionen el 'incumplimiento' 
de los gobiernos locales en la materia, hecho que per se, es inadmisible en el régimen 
federal y democrático de nuestro pais. 

Ahora bien, si considerarnos que el senricio público de la seguridad pública es 
una facultad coexistente en nuestro actual régimen jurídico magno, no es dable 
atribuir a un órgano particular, del propio Poder Ejecutivo Federal y concretamente 
de la Secretaria de Gobernación, la vigilancia de las políticas y acciones públicas que 
en la materia se tomen en la esfera administrativa; siendo que, dado el caso, 10 más 
saludable para lograr el equilibrio entre el federalismo y la eficacia en la Política 
Criminológica que se derrame en la seguridad pública de todos los que habitamos 
este país, sin quebrantar nuestro marco jurídico vigente, es modificar esta facultad 
para que el término de vigilancia se permute por la práctica de estudios 
especializados y profesionales en el campo del desarrollo administrativo que han de 
presentar los órganos, cuerpo e instituciones de seguridad pública y con base a ellos, 
proponer, sugerir y recomendar las medidas administrativas, financieras y jurídicas 
que impulsen su consolidación y fortalecimiento. 173 

Siguiendo con la misma orientación política las fracciones IV y V, culminan con 
la segregación administrativa del Consejo Nacional de Seguridad Pública y le 
subordina políticamente porque no es a éste sino a la Dirección General en cita, a 
quien le corresponde ' vigilar ' que los avances tecnológicos en la materia se 
instrumenten de conformidad con los acuerdos tomados por la máxima instancia 
federal de coordinación que nuestro orden jurídico prevé en la ley orgánica del 
penúltimo párrafo del artículo 21 constitucional, norma de mayor jerarquía de 
acuerdo con el artículo 133 constituciona1,. que un Reglamento Interior de una 
dependencia federal que rebasa y relega a un segundo plano, la actuación y 
decisiones de un órgano colegiado en el cual convergen, en realidad, los tres niveles 
de gobierno. Bajo un criterio lógico, es al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública a quien por naturaleza orgánica, funcional y política le debería 
dar seguimiento a los acuerdos que tenga a bien tomar en su seno de conformidad 
con las formalidades que la ley le impone para su eficaz desempeño, apartarse de esta 

173 De aClJerdo con nuestro marco JurídiCO actual esta funoon debería ser en tooo caso. facultad de la Secretaria de la ContraJoría y Desarrollo 

Administrativo. obVlamente que con la orientaoón y alcance propuestos. sm olVidar que el articulo 37 fTacoon VI de la ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal únIcamente le reconoce prerrogallvas Jundrcas en relaoon a las enMades y dependenoas de la Admlnlstracion 

Pública Federal. respetando así los princip,os torales del federalismo luego entonces. concatenando la propuesta leg,slatJva y el marco legat que 

nge a la SECODAM. bien podrá practlcarse • por lo pronto· la actuaclOn mtennstlluoonal e Interdlsoplinana en la matena admrnlstrallva de la 

elaboración de estudiOS y proyectos que sugieran la adoPClOn de normas. políticas y Imeamlentos en la orgamZ8Clon y el desarrolla admm,stratlvo 

Integral de las dependenoas. Inslrtuciones. cuerpos y órganos locales encargados de la segundad publica funClon que lIevar,a a cabo esta última 

dependenoa que coadyuvaría estrechamente con la Secretaría de GobernaCIón y la Subsecretaria de Segul1dad Publica. quedando a cargo del 

Consejo NaCIonal de Segundad Publica la propuesta formal de ellas a los gob,ernos que lo mtegrarl 
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premisa es aceptJr e! resqul'br<lj,lI1l1cnto del !e~h'r<llisll1o, nwdi,1I1lc l'l monopolio lk'l 
poder político que se justificd en lel ,lplic,lclon de un,l 110r[11,l sl'cund<lria que impOn,l 
la violación a la 'cláusula de In suprcrnacía fedL'r<ll ,114 qul' sostiene al Estado 
democrático de Derecho. m 

La fracción V del artículo reafirma el escalón tercimio tlue ocupa, en rcalidad, 
el Secretariado Ejecutivo de! Sistema Nacional de Seguridad Pública porque se 
desvirtúa su origen, natuwlcza y fin al impedir su especialización en el servicio de la 
seguridad pública, así como la autonomía tccnica y operativa que los órganos 
desconcentrados deben gozar para lograr la eficacia de sus funciones y metas, toda 
vez que el estudio de la problemática de la seguridad pública en todo el país se le 
prohibe porque se le permite a la Dirección General en comento llevar a cabo quizás 
la más trascendental labor en la Política Criminológica, si tenemos presente que esta 
atribución es tan genérica que en ella bien podríamos comprender diversos estudios 
que le conciernen a diversas esferas del conocimiento que integran la Enciclopedia de 
las Ciencias Penales, el resultado es la mutilación de los nobles orígenes y fines del 
Consejo Nacional de Seguridad Pública y su órgano permanente de organización: el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. A su vez, las 
propuestas que se deriven de los estudios desarrollados para lograr los fines que 
persigue la Ley orgánica del penúltimo párrafo del 21 constitucional son facultad del 
órgano centralizado de la Subsecretaría de Seguridad Pública, luego entonces ¿ cuál 
es la finalidad o el propósito de contar con un órgano desconcentrado como lo es el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública y mantener toda la 
infraestructura administrativa y financiera que requieren sus recursos materiales y 
humanos, sino es el ente administrativo competente para conocer el estado actual de 
la inseguridad pública que aqueja a nuestro país ? 

Sin perjuicio de lo anterior vemos, en el mejor de los casos, que existe una 
duplicidad de funciones que se desprende del artículo 75 fracción XV que le permite 
al Secretariado realizar estudios especializados sobre las materias de seguridad 
pública, lo cual implica que en su sentido más amplio puede llevar a cabo el análisis 
de aspectos criminológicos que abarquen la delimitación del estado de la inseguridad 
pública del país, facultad explícita que posee la Dirección General en comento. En 
esta tesitura es saludable sugerir que se suprima dicho desdoblamiento de funciones 
que se presentan en razón de la previsión de prerrogativas legales construidas con 

174 Se recomienda a los lectores que se mteresen en la d.lucldaclon de la .legalidad de la norma secundarla en relaclon ala Ley General que 

Establece las Bases de CoordinaCión del SIstema NaCional de Segundad Publica Vid Jorge Carplzo • Estud.os const.tuc.onales • 3" ed Ed 

POrrUa-U N A M -lnslltuto de lnvestlgac.ones JundLcas Mex.co 1991, Enr.que Sanchez Bnngas • Derecho ConstituCiOnal' Ed Porrua Mex.co 

1995, ScmlU Ordoñez. Ullses • El sistema de la conslltuClon mexicana' Ed Manuel Pon-ua Mexlco 1971 y Felipe Tena Ramlrez • Derecho 

ConstituCional Mexicano' 24° ed. Ed Porrua MéXICO 1990 

175 Es Importante hacer notar que, de acuerda con el contenido del Reglamento lntenor Invocado. en su art 75 en su fraCCión XXlll, se le permite al 

Secretanado del S N S P unLcamente aUXiliar en el seguimiento y evaluaclon de los conventos y los anexos técniCOS que acuerde el ConsejO 

NaCional de Segundad Publica con las enMades federativas en la materia, más no se le permite realLzar dicha atribUCión en forma directa 
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hipótesis jurídicas genéricas y que por ende, conllevan facultades amplias imprecisas 
en su actuar. 

Tocando la fracción VIII de la norma en estudio se extiende el ámbito de 
actuación del órgano centralizado de la Subsecretaría de Seguridad Pública a las 
fronteras internacionales al otorgar un derecho que también sería propio del 
Secretariado o el Consejo Nacional de Seguridad Pública por ser éstos órganos los de 
mayor jerarquía administrativa forma] que nuestra legislación prevé en la materia de 
seguridad pública, en coordinación estrecha con la Secretaría de Relaciones 
Exteriores, siendo que se le autoriza la promoción de mecanismos de cooperación e 
intercambio que permitan el fortalecimiento de las ínstituciones de seguridad pública 
del país, con otras naciones e instancias internacionales. Considerarnos que es una 
función noble que a nivel gubernamental, debería encomendarse a una instancia de 
mayor jerarquía dentro de la Administración Pública Federal en reciprocidad a los 
usos y costumbres del Derecho Internacional. 

La Dirección General de Normatividad y Supervisión en Seguridad tiene en la 
facultad contenida en la fracción VI de la norma que le da sustento, a su más sólido 
pilar ejecutivo en materia de seguridad pública porque le permite actuar en toda la 
República y en todos los ámbitos de gobierno - salvo el de la Federación' - con el 
objeto de disminuir la incidencia delictiva a través de la planeación y ejecución 
coordinada de operativos policiacos, en su carácter de coadyuvante. Desde nuestro 
particular punto de vista, este es el principal dique legal de la actuación de este ente 
administrativo en aspectos policiacos en razón de que sólo le permite actuar en 
auxilio a los cuerpos y órganos policiacos del Distrito Federal, de los Estados y de los 
Municipios en la organización, instrumentación y ejecución de operativos policiacos, 
inclusive se ha sostenido que su fin en este aspecto es contribuir con ellos al aportar 
estudios y recomendaciones en la práctica de dichas actividades·· que siempre han de 
regirse por los articulas 14, 16 Y 21 de nuestra Ley Suprema . 

• Cabe subrayar que en este precepto JurídICO no se contempló a ¡a Fe<::eraClón C(]mo InstanCIa de gobIerno susceptible de coordinarse con este 

organo admjnistrallvo de la Subsecretaria de Segundad Publica de la prop13 Secretana de Gobemaoon, tal como se desprende de su te:dO el cual 

no debemos Ir mas alfa de su COntenido literal porque la matena admlrtlstratlva englobada en un Estado democrahco de Derecha no permite 

soslayar el prlrtClplO de legalidad al cual deben sUjetarse las aulondades, que en ningún momento y baJO mnguna orcunstanoa. pueden realIZar acto 

alguno que no este preVIsto en la ley Siendo Ilegal e Inconstltuoonal pretender íustJficar legalmente InclUir a la Federaoón como Instanoa 

gubernamental en la cual se puede coadyuvar en la Irtstrumentaelon y planeaClon de operallvos pa)¡oacos (que en el caso contemplarían a la 

Pollda Judloal Federal, ala POlleJa Federal de Caminos y Puertos a la Policía Mlgratona, a la Pohela Fiscal. a la Forestal) porque senoltamente la 

ley no la contempla y dónde la ley no distmgue no hay razan para hacerlo, e mcluslve SI se pretendiera razonar su legalidad baJo el razonamIento de 

señalar que en donde eXISte la misma lazan debe eXistir Igual dlsposloon es Irtsostemble porque el pnnClplO de legalidad no admite excepCiones. 

aun a costa de la dlsmlrtuClón de la InCidenCIa delIctIva o la obtenclon de otros fInes de la segulldad pública porque esta debe ser coexistente con la 

segundad jund'ca de los gobernados. pensar y actuar en contrano es conculcar cen el Estado democráhco de Derecho, es desafiar al impeno de la 

ley con el e5C\.Jdo de la doctnna castre'lse de la Segundad Naoonal [Vid capItulo I temas de El Estado de Derecho y el Estado demOCI<Ítlco de 

Derecho' , asi como el capitulo 111 en su pnmer apartado Reglmen constitucional y el tercero titulado' Segulldad naoonal Segundad Intenor y 

Segundad Publica '] 

•• la poSICIón ofioal asum,da por el titular de dicho ente adm,rustratrvo en dlas reCIentes fue señalar que esta atnbuoon no les confena 

responsabihdad directa en la ejecuCIón de operativos poliCiacos porque úrucamente se limitan a proporCIonar estudiOS en esta ma.tena. [Vid Jorge 
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En otr<lS p<llé.lbr¡¡s, cst<lIllO'i ~n'I1tl' <l UJl<l trjgil y difusa trontera de la legalidad 
con la inconstitucionalidad; y c~ qw .. ' no puedc ni dcbe ser, que en un órgano de nivel 
jerárquico terciario se quebrante todo el sistel11i.1 pcn<1l mexic<1no al asumir funciones 
que le corresponden a los cucrp()~ po!Ici<1cOS del país, los cuales - de acuerdo con su 
integración y preparclcíón actual - deben contribuir a la disuasión de la criminalidad y 
a la delincuencia (más alJú de su prevención tIue corresponde, pr,'lcticamente, a la 
Justicia Social), o en su caso, de la investigación de hechos y actos probablemente 
constitutivos de delitos de cuyo conocimiento haya tenido la Representación Social 
común o federal, la que sicn1pre deberá estar al mando de sus actuaciones en el 
ámbito específico de sus atribuciones para perseguir a sus autores en las hipótesis y 
formalidades que exige la ley adjetIva penal. 

Desentrañando el alcance del texto legal en estudio es imprescindible 
manifestar que se pretende i1lcanzar objetivos sociales que son imposibles de 
realizarse mediante la vigencia d{' una norma jurídica específICa en materia policiaca, 
porque el control, y en su caso, la reducción cuantitativa real de la criminalidad y la 
delincuencia, se reflejan en la vida cotidiana de todos los habitantes de la República 
Mexicana, allende de la incidencia delictiva que se registran en las agencias del 
Ministerio Público las que se constrIñen al conocimiento de la cifra de la criminalidad 
y delincuencia oficial por parte de los CIUdadanos y de los órganos e instituciones de 
seguridad pública y de procuración de justicia, los que están impedidos de 
considerar a la criminalidad y delincuencia real, fenómenos antisociales que no se 
combaten numéricamente porque se ignoran así diversas reglas de la Estadística 
Criminológica.H6 En forma simultánea, es acientífico sostener que la disminución de 
la incidencia delictiva se logra por conducto de la acción concertada y coordinada de 
operativos policiacos, los que por cierto insistimos, deben regir su desenvolvimiento 
en el marco administrativo y penal vigente en nuestro orden jurídico, porque la 
presencia dela fuerza pública en los lugares públicos disuaden los actos ilícitos más 
no los previenen, motivo por el cual hablamos de un paliativo que no forma parte de 

Carrasco 'Acaparara Goberoaclon el mando de las pollclas' Metro Lectura de la Gran Ciudad No 341 Mexlco Dlstnto Federal 13 de 

nOViembre de 1998 p 24] 

176 Las reglas medulares que debemoS conSiderar en la planeaClon, InstrumentaclórI y eJecuClon de las poll~cas publicas de la segundad pública y 

la POlítica Cnmmológlca que la comprenda son 

• 1" En cuanlo se aproximen más los datos de cnmlnalldad aparenle a la cnmmalldad real, habrá menos Criminalidad oculta 

2" Aumentando el índice de denunClablhdad disminuye el de la cnmlnahdad oculta 

3" A menor cnmlnalldad oculta, dlSmlnUlra la cnmlnahda~ real (efecto Intimidante del proceso) 

4' La reduccI6n de la cnmlnalldad ' Impunlzada ' (por cal,f,cac,on provISional acertada Inves~gaclon eXitosa y oportuna, calificaCión y fallo prontos y 

lustos sistema ludlclal eficaz) aumenta la cnmlnalLdad legal 

5" Todo aumento en la cnmmahdad legal y en la cnmmal,dad ¡ratada, debe prodUCir redUCCión en la cnmmalldad real por la certidumbre de que los 

delitos se castigan O por cuento la eficaCia de lOs tratamientos previene la reinCidencia' 

Vid Gabriel Gu\lérrez Tovar • Estadística y Cnmmalldad • Bolettn mensual de Estad,stlca OANE No 247 1972 P 146 a 152 Clt por José Alberto 

ReyesCalderon "Cnmmologla"Qp Glt págs 113y1t4 

355 



una solución integral científica que nazca de la Política Criminológica 
contemporánea. 

El articulo 52 de la Ley que regula al Sistema Nacional de Seguridad Pública 
señala que la Secretaría de Gobernación es la autoridad federal competente para 
controlar y supervisar los servicios que prestan las empresas de seguridad privada en 
dos o más entidades federativas, en respuesta oportuna al impresionante auge que 
han tenido en nuestro país en los tres últimos lustros,1n es así como el conjunto de las 
facultades que se contienen en las fracciones XIII a XVIII del articulo objeto de 
análisis, proporcionan las bases generales que pretenden cubrir el vacío legal en 
materia de seguridad privada a nivel federal, la que es considerada como auxiliar en 
la ' función' de la seguridad pública. El avance es muy plausible y es necesario en 
nuestro sistema penal que, apegándose a la corriente que existe en los países 
latinoamericanos y en vías de desarrollo es más policiaco que judicial, 178 por lo que 
las políticas públicas, la nonnatividad y las acciones son concentradas en la esfera de 
los cuerpos, órganos e instituciones policiacas y de vigilancia que han proliferado, 
cuantitativamente, en todos los ámbitos de la vida familiar y empresarial de nuestro 
país. 

Los servicios que son sujetos de vigilancia se dividen en cuatro grandes rubros: 
la protección o custodia de personas; de inmuebles e instalaciones; de bienes y 
valores; y el establecimiento y operación de sistemas y equipos de seguridad; incluido 
su traslado. En este sentido, la dependencia federal que nos ocupa tiene a su cargo la 
responsabilidad de elaborar, actualizar y preservar un Registro Nacional de las 
Empresas de Seguridad Privada mediante el cual se contengan la información básica 
de su constitución e integración administrativa, operativa y financiera mediante la 
cual se tenga la posibilidad de supervisar que su funcionamiento se ciña a las 
disposiciones legales en la materia, así corno a los términos de la autorización que 
tenga a bien expedir. Consecuentemente se le dota de atribuciones para aplicar las 
infracciones y sanciones que por el incumplimiento de dichas nonnas incurran los 
prestadores de servicios de seguridad privada en cualquiera de sus modalidades. 

En materia del control de portación, traslado y uso de armas de fuego se le 
reconoce a esta dependencia dos facultades de suma importancia: el registro de 
clubes o asociaciones deportivas o similares, incluyendo las de cacería, y opinar sobre 
las licencias colectivas privadas para la portación de armas de fuego de los elementos 
de las empresas de seguridad privada que otorga la Secretaria de la Defensa Nacional 

177 Destella en la constelaCIón de la segundad pública que los cuerpos de segundad pnvada crezcan en forma desmesurada y superen en número 

a los Ifltegr.mtes de la fuerza pública, Siendo el caso que en Costa Rica la relaaon es de 4 a 1 a favor de los empleados de las empresas de 

segundad pnvada, en tanto que en los Estados Unidos de Norteamenca es de 2 5 , Y en Europa la tendenCia es en el mismo sentido, lO cual 

representa una Importante Iflver5Jón pñvada en este rubro que supera al gasto publiCO 

Vid El aH EJias Carranza (Coordinador)' Delito y segundad de los habitantes 'op Clt p 47 

178 Víd • Cñme trends and criminal Jusbce opera~ons ano !he regional and Inlerreglonallevels Resul!s 01 the lourth UflIIed Natlons Survey 01 Cnme 

Trends and OperaMns oflhe Cnmmal Jus~ce Systems (1985-1990) Draft Report. C,! ,bldem Pags 48,49 Y 50 
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en los términos que señala la J .l.'y Fcdcl\11 de armas d ... , Fuego y Explosivos. Por t ... 1nto, 
se enge en una instancia gubern<1I11l'ntal de coordinacion federal que controL1 ell 

forma mdirecta el uso de anm.1S de fuego para particulares tIlle prestan sus servicios 
de seguridad privada ante terceros y a los que con fines deportivos y de cacl'ria 
requieren portarlas, transportarlas y usarlas, constituyéndose - desde nuestro 
particular punto de vista -1 en coadyuvante de la política restnctiva que ha adoptado 
México en la materia.179 

4.4.1.1.2.- DIRECCIÓN 
PREVENCIÓN 
SOCIAL. 

GENERAL DE 
Y READAPTACIÓN 

El artículo 21 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación regula 
las actividades de esta unidad administrativa destacando en nuestra investigación, las 
siguientes fracciones: 

" ... V. Elaborar l{ coordirznr, COIl In participación que corresponda a las entidades 
federativas, los programas de carácter nacional en materia de prevención, readaptacióll 1{ 

reIncorporación social: 
VI. Participar en la elaboración 11 Cllmplimiento de los cOn"oeruos de coordmaczón que se 

celebren con los gobiernos de las entIdades federativas en materia de prevención de la delincuenCIa, 
supervisión de los sustitutivos l{ de los beneficios de la pena de prisión, para el traslado de reos del 
fuero común a establecimientos dependientes del Poder Ejecutivo Federal 11 para que los reos del 
fuero federal cumplan su sentencia en establecimientos dependientes de los Gobiernos de los 
Estados, del Distrito Federal o de los MunicwlOs; 

VIl. Coordinar acciones con las instItuczones que, dentro del ámbito de su competencia, 
pueden apollar la realización de las tareas de prevención de conduelas delictivas; 

XII. Operar y mantener aelualzzado el Banco de Datos Criminológicos 11 administrar la 
bIblioteca en materia penitenciaria de esta Secretaria; 

XIII. Realzzar l{ promover investigaciones científicas relacionadas con conductas delictivas 
l{ zonas cnmmógenas, con el fin de proponer las medidas de prevención social necesarias l{, COl1 

179 No desaprovecharemos el presente espaoo academlco para refenrnos a las consecllenClas cnmlnologlcas que se ongman al aeloptar una 

poll~ca restnctlva en matena de comerCIO. poseSlon. portaCIÓn. y USO ele las ramas ele fuego (el comercIO. liSO y portaoón de las armas descntas se 

redllce a excepciones legales estnctas clJ)'a Inobservancia es sanCionada severamente). toda vez qlle se ha notado que en países de Aménca 

latma se ha mcrementado el numero de delitos cometidos por ellas de aCllerdo con los mformes de la EnClleSta de NaCiones Umdas sobre la 

reglamentaCión de armas de fuego presentados a la Olvlslon de PrevenCión del Delito y Juslicla Penal de Aménca Lalina en 1996, a pesar de qlle 

eXiste una tendenaa a la adopoón de una politlca permiSiVa que proviene de nuestro pals vecino del florte Verbigracia Japón y Gran Bretaf'la que 

tieflefl politlcas restncllvas registran una tasa anual de homlcldlOs de 1 y 2 homiCidiOS - respectivamente - por Clefl mil habitantes. en tanto que 

Estados Umdos que posee una politlca permiSiva adolece de una tasa anual de 9 por Cien mil habitantes [' Cnme In the Umte<.! Slates 1994 - U S 

Departmentof JUStlC€ Umform Cnme Reports. nOViembre de 1995 P 196 J 
VId por Et all Ellas Carraflza (COOrd) • Delito y segundad de los habitantes· Op CI! P 33 a 38. 
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base en ellas. definir los modelos de organización y tratamiento en los Centros de Readaptación 
Social; 

XVI. Organizar 1{ administrar establecimientos para la detención de personas procesadas. 
la ejecución de sentencias y la aplicación de tratamientos de readaptación social que correspondan 
a las condiciones socioeconómicas del país. a la seguridad de la sociedad y a las características de 
los internos; 

XXIX. Promover la adecuada reincorporación social de los liberados. impulsando la 
vinculación entre las achvidndes de los Centros Federales de Readaptación Social con los mercados 
laborales y centros educativos o asistenciales que en cada CllSO se requieran; ... H 

Es de notar que hasta el presente año la Secretaría de Gobernación contaba con 
un órgano de exacta denominación que el actual y con motivo de las reformas 
internas de la Secretaría de Estado a la que pertenece, se escindió en dos entes 
administrativos que se caracterizan por la especialización de sus funciones en relación 
a los individuos que el Derecho Penal reconoce y a los cuales se dirigen sus 
programas, acciones y políticas: imputables e inimputables en razón de su edad, es 
decir, menores de edad. Este cambio administrativo en la organización y estructura 
significa, en primera instancia, un significativo avance en materia criminológica en el 
sistema penal mexicano al tratar en forma distinta a seres distintos por naturaleza 
bio-psicológica. No obstante lo anterior, el motivo de haber creado otra dependencia 
de igual jerarquía administrativa que su predecesora así corno la de Norrnatividad y 
Supervisión en Seguridad, para emprender la política preventiva de los ilícitos y la 
penitenciaria, se coloca en tela de juicio por la disposición de recursos humanos y 
materiales que se efectúo y los cuales representan una erogación económica 
considerable al erario federal que si bien es cierto es necesaria y atendible en razón de 
brindar una especialización en las áreas ya citadas, también es verdad que la situación 
de las finanzas públicas en los dos últimos años no permite desarrollar gastos 
públicos en dependencias transitorias hacia un modelo de Política Criminológica 
eficaz, científico y moderno que se formule, instrumente y ejecute en un órgano 
específico y especializado en la materia. 

Pus bien, siguiendo con esta orientación de la política pública en nuestro país 
el Ejecutivo federal delega en este ente gubernamental la confección de programas 
nacionales en materia de prevención, readaptación y reincorporación socia1.180 Esta 
facultad encerrada en la fracción V de la norma sujeta a estudio a primera vista es 
loable por sus fines no así por su contenido administrativo y político toda vez que se 
traspone a las atribuciones y fines que se le han encomendado al Consejo Nacional de 

180 Atrae nuestra atenoón el utbmo vocablo empleado por el EJecuttvo Federal en la norma jurid'ca en estudIO. porque es un termIno dIverso al de 

readaptaClon SOCIal, entendiendo nosotros que ésta acaon gubernamental es postenor a la eJectldon de la pena o del tratamiento que se haya 

impuesto a un menor Infrador. declarando, implicitamente, que el Estado buscará e Instrumentara las medIdas mJOImas necesanas para que el 

indiViduo tenga un espaCIO real en la SOCiedad. en la escuela. en su trabaro y en su famllla que le penTIIla desarrollarse oomo ser humano, una vez 

que se haya readaptado SOCialmente. a pesar de que este fin aun no se alcanza en el sIstema penal y concretamente, en el SubSistema 

penilendano mexicano 
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Seguridad Públic<1 toda ve/o qu~' 1.1 Ir~Kl'i(ln X lkl articulo 15 I.k la !l'y que rq~u¡,l su 
actu<.1ción, setlala que le corre!'>pondc ;J \..'~ll.' úrgJl10 cOl1oc('r y resol\'er de l.1s l1latcri'ls 
o asuntos que sean necesanos p.¡r,l cumplir los objetivos que persigue dicho cuerpo 
jurídico, y el cual se sintetizol l'll 1<1 seguridad públic.z¡ y 51 considerZIITIOS que de 
acuerdo con el artículo 3<.1 de Id ley reglamentana de los pt'trrafos qumto y sexto del 
articulo 21 de nuestra Ley Suprema, ella se alcanzara, - entre otros programas y 
acciones -, con la prevención de las conductas ilícitas que sancionan las normas 
legales vigentes, así como la rcinscrción social del delincuente y del menor infractor, 
concluimos que la facultad de elaborar programas públicos en materia de prevención 
de los crímenes y los delitos ha sido reconocida, en primer orden temporal y legal, a 
la máxima instancia gubernamental que a nivel federal existe en la matena, es decir, 
del Consejo Nacional de Seguridad Pública, tan es así que dicho ente elaboró y 
aprobó el " Programa de Prevención del Delito. ,,181 

Luego entonces, el Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación rebasa 
de hecho, los fines y programas que permite la Ley General que Establece las Bases de 
Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública (norma ésta última de 
mayor jerarquía que aquélla) al Consejo Nacional de Seguridad Pública, teniendo 
como consecuencia que existn una duplicidad de funciones en dos entes 
administrativos de carácter federal, ahora bien, es cierto que el Consejo es una 
instancia gubernamental que formalmente hablando no tiene personalidad jurídica 
propia para realizar actos de autoridad, por ser una instancia de coordinación entre la 
Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, y que a su vez, no está 
instalado en forma permanente, pero precisamente ésta es la razón que justifica la 
existencia administrativa del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública que es un órgano auxiliar del Consejo, de acuerdo con el artículo 
74 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación y concatenando esta 
norma con el artículo 17 fracción XI de la ley orgánica en comento, tiene a su cargo la 
facultad de tomar las medidas necesarias para hacer efectiva la coordinación y 
preservación de la seguridad pública, de ahí que no existe impedimento legal para 
que por sí, lleve a cabo las facultades expresadas. 

En este mismo sentido la fracción VII autoriza a la Dirección General de 
Prevención y Readaptación Social coordinar acciones con instituciones que 
jurídicamente estén en posibilidades de apoyar en la ejecución de las tareas de 
prevención de delitos, atribuciones que por naturaleza y teleología jurídica que 
hemos explicado en el párrafo anterior, les son propias al Consejo Nacional de 
Seguridad Pública y, en dado caso, al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública por ser éste su órgano auxiliar, sin embargo administrativamente 
le es otorgada a un órgano diverso, originándose una tergiversación de las funciones 

181 El Sistema Naclor1al de Segur1dad Publica emltLó su Programa de Prever1cIOr1 del Dehto (SIC) el cual fue aprobado por el ConsejO NaCIonal 

de Segundad Pública. er1 su seSlon del4 de nOViembre de 1996 
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y fines que justifican la existencia del Consejo Nacional en la materia y de su órgano 
de apoyo, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Por 
estos motivos ambos entes no alcanzan la legitimación por resultados 182 ante la 
sociedad, por la dispersión orgánica y funcional de sus atribuciones que se 
concentran en la Subsecretaría de Seguridad Pública y la dependencia en cita. 

El Reglamento Interior que se analiza, en su artículo 21 fracción VI, contempla 
la participación de la dependencia en cita, en la elaboración y el cumplimiento de los 
convenios de coordinación que se realicen con los Estados,183 en la prevención de la 
delincuencia '" y por ende, es una facultad que no se confunde con la que le 
corresponde al Consejo Nacional de Segurídad Pública porque emplea la palabra 
'participar 'lo cual denota colaboración en las funciones de aquél, estamos pues, en 
presencia de una facuItad auxiliar en apoyo a las funciones del Secretariado Ejecutivo 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública que es un órgano con el mismo carácter -
de apoyo - a una instancia superior de coordinación en una de las políticas públicas 
de mayor trascendencia en el Estado moderno: la seguridad pública. Se rompe aSÍ la 
lógica jurídica, administrativa y presupuestal siendo que el Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Segurídad Pública es un órgano auxiliar del Consejo Nacional de 
la materia y que por tanto, sus atribuciones poseen el mismo carácter que su 
naturaleza orgánica, luego entonces, no es racional que otro órgano administrativo -
centralizado en una Subsecretaría de Estado -, le sea dado' apoyarlo' al participar en 
las facultades que le han sido encomendadas al primero de ellos. 

La segunda parte de la fracción VI establece que le es dable su participación en 
la realización y cumplimiento de los convenio citados, en materia de: a) Sustitutivos y 
beneficios de la pena de prisión; b) Traslado de reos del fuero común a 
establecimientos del Ejecutivo Federal y de los reos del fuero federal para que 
cumplan su sentencia en establecimientos dependientes de los Gobiernos locales. 
Ambas prerrogativas legales son de un carácter eminentemente penitenciario y 
administrativo que antes de la existencia legal del Consejo Nacional y el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública ya poseía en la esfera de sus 
atribuciones, siendo menester señalar que ambas funciones son características de esta 
dependencia. 

182 Vid Capitulo I de la presente tesis en Jos temas de • Derecho y Polmca' y . El poder pena! de! Estado '. así como Kan Deutsch W • Política y 

Gobierno Como el pueblo deCIde su destino' Tr de Eduardo L Suarez Ed Fondo de Cuftura Econom,,:a MéXICO 1993 p. 15 Y 18. 

163 No se contiene en el texto de la pre$E'Dte norma Jurídica al DLstnto Federal lo cual es, desde nuestro punto de Vista. una omlSlon grave del 

EjecutiVO Federal. porque se Ignora a la Ciudad más grande de nuestro país y en fa cual no solo es la sede de los poderes de la Unión SIDO que es la 

mas msegura de la RepubllC3 

184 Se omrte a la cnminalLdad que en no pocas ocasiones es fuente de aquella Vid en el capítulo en su primer apartado los temas' . Dehlo y 

Crimen y' Niveles de ¡nterpretaClon . 
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Continuando con !<1S !,lcult,llks qUL' en In,ÜL'ri,l penitcnci,lna po,Sce 1,1 
dependencia pasarnos d Id fr<lC(lÚn XVI la que lIlserta criterios iljcnos <l b 
criminología y al propio Derecho Penal democratico porque agrega critenos ajenos b 
aplicación de tratamientos humanitarios que se reqUieren para lograr la tan anhelad.1 
readaptación social de los delincuentes, y la cual no puede estar sujeta a la 
discrecionalidad de la autoridad qUl! se escuda en la aplicación de criterios variables y 
subjetlvos como lo son las condiciones socioeconómicas del país y la seguridad de la 
sociedad. Por lo que se refiere a la aplicación del tratamiento con base a las 
características de los internos éstas deberían estar soportadas en reales estudios de 
personalidad del delincuente que en forma colegiada e interdisciplinaria efectúen 
trabajadores sociales, psicólogos, médicos y criminólogos del sujeto, de tal forma que 
sea más próxima su rehabilitación y reincorporación social, que en forma mediata 
también contribuye a la seguridad pública que se persigue en nuestro sistema penal y 
en la Política Criminológica funcional que se declara en nuestra Carta Magna. 

La fracción XXIX establece que por conducto de esta dependencia deberá 
promoverse la reincorporación social de los liberados a través de una vinculación 
entre las actividades de los Centros Federales de Readaptación Social con el mercado 
laborat centros educativos y asistenciales que se requieran en cada caso. Esta meta 
que no escapa a la Justicia Penal, constituye un fin que no puede realizarse sin que 
previamente se haya logrado la readaptación social del delincuente porque es éste 
quien se incorporará a la sociedad para formar parte de ella mediante el trabajo 
productivo, honrado y lícito que le hará superarse y desarrollarse como ser humano, 
y ser un eslabón más de la cadena productiva que requiere la población 
económicamente activa para lograr un progreso social y económico sustentable~ como 
podrá verse~ es un fin caro que no podrá realizarse sin que se logre la tan anhelada 
rehabilitación o reinserción social del infractor penal que de acuerdo con la Política 
Penal de nuestro orden jurídico penitenciario se ve cada vez más lejos de obtenerla" 
pese al contenido del artículo 18 de la Ley Suprema. Sin perjuicio de lo anterior es 
loable la intención del Ejecutivo Federal porque con la presente norma~ sienta las 
bases criminológicas y administrativas para extender la tutela de la defensa social a la 
vida post-penitenciaria de los reclusos armonizando la libertad objetiva y subjetiva 
del individuo en su vida escolar, laboral y productiva en la sociedad con la protección 
de los bienes jurídicos de las personas~ su familia y la propia colectividad~ erigiéndose 
así en un Estado protector y asistencial. 

Desafortunadamente esta declaración jurídica únicamente será posible en la 
misma medida en que la política penitenciaria existente en nuestro país sea 
congruente en cada uno de los Centros Federales de Readaptación Social porque en el 
caso de los que se han clasificado como de I alta seguridad ' aplican programas~ 
medidas y normas que en realidad son un obstáculo infranqueable para rehabilitar a 
los internos que reciben un trato indigno~ irracional e infrahumano que hacen de la 

"Vid ultimo apartado del presente capitulo denominado' RepreslOn y PrevenCión 
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pena la más pura expresión de la vindicta pública, en la cual solo la retribución tiene 
cabida. 

La fracción XIII contiene, en realidad, dos supuestos normativos en su texto., el 
primero es sobre Política Criminológica al señalar que la dependencia en cita 
realizará y promoverá investigaciones criminológicas para estudiar las conductas 
delictivas y las zonas criminógenas,185 facultad que en términos reales no previene 
una coordinación o colaboración con las entidades federativas o el Distrito Federal 
que per se deben contar con órganos que lleven a cabo dichos estudios, por tanto, 
estamos en presencia de una atribución federal con injerencia territorial en las partes 
integrantes de la Federación, pero que no implica, a nuestro juicio, ninguna violación 
a su autonomía política y jurídica en tanto en cuanto son análisis criminológicos que 
se procesarán y evaluarán para una posterior ejecución en acciones gubernamentales 
que deberán tomarse, necesariamente, en el seno del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública con la aquiescencia del Gobernador o Jefe de Gobierno de la entidad de que 
se trate, para así respetar cabalmente su competencia y consolidar un Sistema 
Nacional de Seguridad Pública garante del Estado democrático de Derecho, en la 
inteligencia que el precepto únicamente permite que sea para tornar medidas de 
prevención social necesarias, las que por ningún concepto, incluyen a los operativos 
policiacos porque éstos son actos administrativos que disuaden e inhiben la comisión 
de actos antisociales más no los previenen en sentido estricto. 

La segunda disposición que guarda la fracción XIII de la norma que nos ocupa 
tiene una orientación penitenciaria porque señala que con base a los resultados de los 
estudios que se realicen en los términos que hemos precisado en el párrafo anterior, 
se definirán modelos de organización y tratamientos en los Centros de Readaptación 
Social, actos que no guardan relación alguna con las conclusiones de los estudios que 
se llevan acabo con zonas criminógenas porque su análisis no ha de trascender a la 
ejecución de las penas privativas de libertad y a los modelos de organización de los 
Centros de Readaptación Social, porque el análisis geográfico en materia criminal y 
delictiva importa en tanto en cuanto se procesa su información, se evalúa su 
contenido y se determinan conclusiones para aplicar medidas sociales y económicas 
de profilaxis de las conductas antisociales. 

185 Existe una lI1adecuada redacdon Jurídica en el cuerpo legal organ¡co expedido por el ~tular del EjecutIvo Feder<!1 toda vez que JOS análISIs que 

se contemplan son par<! las cooductas deliCtIvas. dejando afuer<! a las condudas Climlnales que también son ,¡íCltaS y a.n~socia¡es y cuyo estudiO es 

necesano para planear programas y aplicar una eficaz Política Cnmll1ologlca que Instrumente medidas encaminadas a la prevenooo de conductas 

cnmll1ales y no necesanamente delictivas que ya son propias de la acluaCloo del Derecho Penal que, por ende. actúa a postenori para perseguir y 

sanCIonar a sus autores y para que posIeriormente. busque la rehablhtaClon social del del¡ncuente que antenormente era solo un enmmal A su vez. 

se nota una confuSión total de los niveles de interpretación de la Cnmlnologla en relaCIón a los delrtos y a los crimenes porque el precepto en 

comento en su segunda parte alude a las zonas enmll10genas excluyendo aSI a las dehcbVas. SIl1 reconocer. claro, que esta es una nOClOn mas 

restnnglda en la actuaCIón de la preVerlClOTl y SI ce la dlsUaslOn en tanto que el COflOClmlento de las zonas enminógenas perr11lte conoce!" con mayor 

preaSlón a los sectores y grupos de la poblaCión que debemos dmglr con mayor énfaSIS, los programas sociales y economices que contnbuyen a 

la prevenoon de las conductas Ilíotas 
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Ahora bien, la fracción XII sei'iala tille también la operdción y actualizaciúl1 dd 
Bdnco de Datos Criminológicos esta a cargo de este órgano de la Subsecrctari.\ de 
Seguridad Pública y uniendo esta atribución con 1<1 practic.1 dc estudios de las 
conductas delictívas y de las zonas criminógcnfl$ y proponer - con fundamento en 
ellos -, medidns de prevención social, estamos de nuevo ante el desbordamiento dc 
prerrogativas legales y administrativas que por antonomasia han de pertenecer al 
Consejo Nacional de Seguridad Pública y al Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de la Seguridad Pública SI reafirmamos que ambas instancias - el primer 
ente de coordinación con carácter de órgano interinstitucional y transitorio, en tanto 
que el segundo es ejecutivo y con naturaleza de órgano desconcentrado de la 
Secretaría de Gobernación - son la máxima expresión gubernamental de la estructura 
jerárquica de la Administración Pública Federal, y por tanto, a ellas les corresponde 
poseer y ejercitar las facultades necesarias para cumplir con los cometidos que la Ley 
General que Establece las Bases de Coordinación del SIstema Nacional de Seguridad 
Pública, en su artículo 30 segundo párrafo, expresamente le atribuye al servicio de la 
seguridad pública. Esta razón funcional también existe en la esfera jurídica porque el 
Consejo Nacional de Seguridad Pública tiene facultad para determinar las directrices 
para la programación e instrumentación de las políticas generales en materia de 
seguridad pública,· y todas aquéllas que sean necesarias para lograr los fines de la 
Ley que regula su actuación que en síntesis, son los de la seguridad pública, y al 
concatenar esta base legal con las prerrogativas que el Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública posee al proponerle las políticas, lineamientos 
y acciones para el buen desempeño de las instituciones de la seguridad pública y, 
fundamentalmente, de tomar las medidas necesarias para hacer efectiva la 
coordinación y preservación de la seguridad pública, y la realización de estudios 
especializados en materia de seguridad pública:" 

Por lo que se refiere al Banco de Datos Criminológicos se desconoce el 
contenido de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública la cual le reconoce al Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública la facultad para administrar y sistematizar los 
instrumentos de información del Sistema Nacional de Seguridad Pública y recabar 
todos los datos que se requieren, quizás esta sea la disposición normativa que con 
mayor claridad expone que en nuestro orden jurídico en materia de seguridad 
pública, existe duplicidad de funciones en diversos órganos, que si bien es cierto 
pertenecen a la Administración Pública Federal y cuyos titulares, de una u otra forma, 
se concentra en el propio Secretario de Gobernación, también lo es que se destinan 
horas-trabajo y horas-hombre con el consiguiente desaprovechamiento de recursos 
materiales, económicos y humanos que el Gobierno Federal asigna para lograr el 

• Articulo 15 fraCCIón 11 de la ley General que Establece las Bases de CoordlnaClon del Sistema Naaonal de Segundad Pública 

•• Articulo 17 de la ley General que Establece las Bases de CoordinaCión del Sistema NaCional de Segundad PClbllca en sus fraCCIones IV, XI Y XII 

363 



orden, la tranquilidad y la paz públicos al controlar la criminalidad y la delincuencia 
que en realidad, se fortalecen y expanden ante la ineficacia estructural en la 
organización administrativa y funcional que nace en el propio texto legal y arriba a la 
actuación de todos los servidores públicos irunersos en el sistema penal. 

4.2.1.1.3.- DIRECCIÓN GENERAL DE 
PREVENCIÓN Y TRATAMIENTO DE 
MENORES. 

El artículo 22 del Reglamento Interior de la Secretaría de Estado en estudio 
contiene las principales normas que enuncian las siguientes fracciones que importan a 
nuestra investigación: 

u l. Realizar las actividades normativas 11 operativas de prevención en materia de menores 
infractores: 

JI. Formular, ejecutar y evaluar programas tendientes a evitar las conductas antisociales 11 

parasociales de los menores, lo cual podrá llevar a cabo en coordinación con otras dependencias o 
instituciones de los sectores privado l{ social: 

III. Promover, organizar l{ realizar reuniones, congresos l( seminarios, tanto nacionales 
como internacionales de prevención, con el objeto de fávorecer el desarrollo integral del mellar. 

IV. Promover la coordinación de actividades l{ programas con la Secretaría de Educación 
Pública l{ otras dependencias, entidades e instituciones a fin de evitar la deserción escolar l{ 

fomentar la impartición de alrsos que desde la instrucción primaria establezcan principios 
orientados a la prevención del delito: 

V. Prqponer medidas que prevengan la drogadicción, la prostitución. la vagancia, la 
mendicidad lf todns ªRuellas conductos porasocioles que induzcan o los menores a infringir los 
ordenamientos ;uridicos; 

VI. Proponer medidas pora evitar la proliferación de gmpos de menores dedicados a la 
comisión de ilícitos hpificados por las leves penales: 

VII. Orientar, con apoyo de la Sllbsecretaría de Comunicación Social. o los medios masivos 
de comunicación a fin de que se evite la difusión de mensaies que afecten el desarrollo 
biopsicosocial del menor; ... 

XVI. Dictar los lineamientos técnicos interdisciplinarios para llevor o cabo el seguimiento 
establecido en la [eu de la materia; " 

La especialización al lado de la profesionalización, la modernización y la 
moralización de los servidores públicos que integran los cuerpos, órganos e 
instituciones destinadas a la seguridad pública son los pilares sobre los cuales se debe 
erigir la Política Criminológica eficaz y moderna en México y bajo esta premisa el 
Ejecutivo Federal decidió en la presente administración crear un órgano técnico 
dedicado a la justicia de menores en contraste con la de los imputables según el actual 

364 



criterio del Derecho Pl'n,ll, con i..'~tcl !nedid.l gubcrn<llllent<ll se pretende .:l('tU.:l[ ~'n el 
campo previo a Id aplicdción de l., r.llll<1 Ilh'ls cPdctiva dl'j D<.~rccho para con el :-,cr 
humano. 

En consecuencia, esta medida gubernamental tiene una orientación 
eminentemente preventiva a lil ilplicación de las normas punitivas de nucstr<.) orden 
jurídico y constituye el primer avance normativo que la Criminología logra en 
disposiciones generales que rigen b actuación de los órganos administrativos 
federales, y ello es así porque $(' reconoce la división de las conductas del hombre, 
atendiendo a las parasociales y las antisociales, actos que ~ inexplicablemente -, no son 
objeto de estudio de su órgano homólogo para personas capaces de entender y querer 
en términos de la legislación penal, desorden normativo que impide el crecimiento 
uniforme y sostenido de las ciencias penales en nuestro sistema penal que debe girar 
alrededor del ser humano y no viceversa. 

A la dependencia que nos ocupa se le autonza en la fracción 1 de la nOrma en 
estudio llevar a cabo actividades de prevención en materia de los menores, ya sea en 
la esfera legal o en la administrativa u operativa, destacando en la fracción 
subsecuente, la planeación, ejecución y evalull.ción - ésta última es atribución vital en 
cualquier política pública y la que no se le reconoce a la Dirección General de 
Prevención y Readaptación Social - de programas que eviten las conductas 
antisociales y parasociales de los menores en coordinación con otras dependencias o 
instih1ciones asistenciales y privadas, desafortunadamente, bien podría haberse 
trasladado esta prerrogativa al campo de los imputables porque la Política 
Criminológica no excluye las medidas preventivas de las conductas antisociales y 
parasociales de las personas capaces. 

Destaca en la fracción IV la disposición expresa de establecer una coordinación 
de actividades y programas con la Secretaría de Educación Pública y todas aquellas 
instancias que eviten la deserción escolar y el fomento de cursos y programas que 
tiendan al establecimiento de principios - agregaríamos valores - que busquen la 
prevención de los delitos a partir de la educación básica. Ya en la fracción V se 
complementa la anterior actuación criminológica al permitir la proposición de 
medidas que prevengan conductas criminales y parasociaIes que inducen a los 
menores a resquebrajar las leyes, subrayando las principales: drogadicción, 
prostitución, vagancia y mendicidad, sin embargo, resta por determinar saber y 
precisar a los entes gubernativos, sociales o privados por medio de los cuales se 
llevarán a cabo las medidas pertinentes y necesarIas para ejecutar las políticas que en 
esta materia se tomen porque a la dependencia en comento sólo le es dable proponer 
tales acciones. La dependencia homóloga para imputables no observa esta posibilidad 
criminológica en la prevención de la criminalidad y la delincuencia, presentando así 
un retraso considerable en la materia que obstaculiza la consecución de una política 
pública uniforme e integral que aspira a la Justicia Penal. 
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Académicamente la Dirección General de Prevención y Tratamiento de 
menores cobra una participación digna de encomio en la construcción de la Política 
Criminológica en materia de inimputables, si cumple cabalmente con la fracción III 
del articulo en estudio, porque el fomento, la organización y la realización de 
congresos y seminarios nacionales e internacionales de prevención de conductas 
ilícitas 186 nO solo favorecerá el desarrollo integral del menor sino que permitirá 
conocer con mayor precisión y profundidad la problemática cultural, sociat 
económica, educativa, psicológica y familiar que existe alrededor de las conductas 
que presenta la juventud y los niños, quienes integran la mayor parte de nuestra 
población y que mañana serán los que tracen los rumbos de nuestro orden jurídico y 
político, propiciando con ello la justicia de menores que está íntimamente vinculada 
con el sistema penal en su conjunto. Si ligarnos esta facultad legal con la contenida en 
la fracción VII tenernos que la prevención de las conductas antisociales y parasociales 
se conducirá a través de la difusión, no solo de información sino de principios de 
formación de los niños y adolescentes que no en todos los casos deberán ir dirigidos a 
ellos sino también a los miembros de la familia y en general a toda la sociedad, sin 
embargo es menester que la Subsecretaría de Comunicación de la Secretaría de 
Gobernación asuma con decisión su delicada función en esta materia porque la 
disposición claramente señala que deberán evitarse los mensajes que afecten el libre y 
normal desarrollo biopsicosocial de los menores, atribución jurídica que a la fecha es 
nula porque no ha sido respetada por los medios masivos de información,187 sin 
lograrse por supuesto, la legitimación por resultados no solo de ésta dependencia ni 
de la Subsecretaría a la que está adscrita sino de la propia Secretaría de Gobernación. 

Particularmente nos llama la atención lo dispuesto en la fracción VI del artículo 
22 del cuerpo normativo orgánico que regula la actuación y desempeño de los 
órganos de la Secretaría de Gobernación al contemplar una norma jurídica difusa y 
amplia en su alcance como lo es la propuesta de medidas que eviten la proliferación 
de grupos de menores que se dedican a la comisión de ilícitos tipificados en las leyes 
penales, acción gubernamental que, a nuestro juicio, se implica en la fracción II del 
artículo que nos ocupa? toda vez que la ejecución de los programas preventivos de las 
conductas antisociales y parasociales que se llevan a cabo por el Gobierno Federal en 
coordinación con otras instancias de la sociedad civil son el universo profiláctico 

186 Es aplicable en la espeoe la CTltJca Jund"~a que an:enormen!e hemos expuesto en lo concerniente <1 la e"isten03 de una tergwersaoón de las 

facultades que deben corresponder al ConsejO Nac:onal de Segundad Publica tal como se desprende de la ley General que Establece l<ls Bases 

de CoordinaCIón del Sistema Naoonal de Segundad Publica en sus artlculos 1S fraCCIón X en relaoón a la fraCCIón Vi 

187 Esta prerrogattva JundlC3 es nula en la transm'$lon de programas teleVISIVOS que por su duraoon horano. contenIdo y onentaoon contrenen 

Imagenes y textos que pSlcologlcamente afectarl a los menores de edad que. por diversas ra<:O!1€S y ClrCUrlstanoas. aUrl no alcanzan su pleno 

des;;rro)Jo moral. e~co educativO y pSleologlco que les permIta reSIstir y el1.frel1.tar su mediO amblel1.!e cutluraJ, SOCIal. ecol1.ómlCO y familiar que 

pudIeran unirse a su precana II1.formaCIOI1. y formaClon por tanto correl1. el nesgo de sucumbIr el1. la cnmll1.ah<lad y ia delll1.cuenoa que se Ll1.tenta 

prevenir para no corregLr 
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ITIl'<.hdnte el cual se buscara dl'sall'nl.lI" la org<lllizdc\(1I1 de los grupos que infrinj .. m la.s 
leyes penales. 166 

4.2.2.2.1.- CENTRO DE INVESTIGACIÓN 
SEGURIDAD NACIONAL. 

y 

El Poder Ejecutivo Federal al expedir en la presente administración el 
Reglamento Interior de la Secret¡¡ría de Gobernación ha impulsado, formalmente, una 
política de desconcentración de los órganos mils importantes en materia de Política 
Criminológica y la de seguridad de los habitantes en toda la República con el fin de 
que gocen de la autonomía necesaria para llevar a cabo con mayor eficacia sus 
cometidos, siendo que el artículo 31 declara que la Secretaría citada tendrá los 
siguientes órganos administrativos desconcentrados: 1) El Centro de Investigación y 
Seguridad Nacional, y 2) El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública 

Los titulares de ambos órganos gozan de las prerrogativas legales contenidas 
en el artículo 32, norma que les reconoce la capacidad genérica para: 

11. Acordar con el Secretario, dIrectamente en el caso de órganos adscritos a este úllzmo o 
por conducto del subsecretario de la materia o del servidor público superior que el propio Secretario 
determine, la resolUCIón de los asuntos relevantes Cllva tramitación corresponda al órgano 
admlnisfralrvo desconcentrado n su cargo; 

IV. Planear. programar, orgamzar, dmgir, controlar 11 evaluar el desarrollo de las acciones 
encomendadas conforme a la normallvldad aplicable; 

V. Proponer y ejecutar po!illcas, estrategias y medIdas admimstrativas, operatIvas y 
finrl1lCleraS que apoyen a la contInUIdad de los programas y proyectos Instztucionales para su 
modernizacIón y desarrollo, e impulsen la desconcenlració1l11 descentralización de sus actividades; 

VII. Expedir certificaciones de los documentos que obren en los archivos a su cargo; 
XV. Someter para aprobación superior los estudios JI prollectos que se elaboren en el área 

de su responsabIlidad; 
XX. Proporcionar informaCIón, datos o la cooperaCIón técnica que les sea requerida 

oficialmell te; 
XXIl. VIgilar que se cumpla estrictamente con las dIsposiCIones legales 11 administrativas 

en todos los asuntos CUlm atencIón les corresponda. 

Concerniente a las atribuciones enunciadas en la fracción II se establece la 
posibilidad de adscribir a los órganos desconcentrados a dos mandos jerárquicos 

168 Lo anterior nos conduce a razonar que. probablemente, el verdadero motivo de ser de esta norma legal es Justificar aCCiones gubernamentales 

en la diSUaSiÓn y dl50luclon de estos grupos so pretexto de eVitar la com'Slon de InfraCCiones penales. tas que h;:m de ser comprobadas 

fehaCientemente y una vez estableCida su comiSión su gravedad e Identificado plenamente a sus autores sanCionar a éstos en términos de la Ley 

para el Tratamiento de Menores sostener lo contrario es Justificar la artlltrarledad que caractenza a los reglmenes totalltanos de segundad naCional 

que resquehraJan los pnnclplos democri!ltlcos del Estado de Oerecho 
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inmediatos, ya sea directamente al Secretario de Gobernación o al Subsecretario del 
ramo que en el caso lo es el de Seguridad Pública. Esta circunstancia formal encierra 
un significado político insoslayable en la estructura orgánica y funcional en nuestra 
Administración Pública Federal en la medida en que la cercanía con el titular del 
ramo implica una mayor confianza personal, un vínculo de colaboración, 
coordinación y comunicación estrecho y directo con los responsables de los órganos 
desconcentrados y que en esa misma proporción se otorga menor o mayor poder y 
autoridad al interior y exterior de la dependencia federal de que se trate. Esta 
circunstancia política redunda en el logro de los fines, objetivos y programas que se le 
hayan encomendado específicamente en la nonna jurídica, a los órganos 
desconcentrados. Cobra sustento esta afirmación por la vigencia del sistema 
presidencial que nuestro sistema legal y político recaba en todas sus esferas y niveles, 
y si consideramos que los titulares de las Secretarías de Estado son los servidores 
públicos más próximos al Presidente de la República siendo éste quien los nombra 
libremente por ser sus colaboradores laborales a quienes les confía la planeación, 
instrumentación, ejecución y en ocasiones, la evaluación de las actividades 
administrativas más delicadas en su gobierno, pues bien, el hecho de estar más 
cercano a las directrices que trace en la política pública el titular del despacho, implica 
tener mayor respaldo en sus actividades. 

Una vez que hemos conocido esta premisa política en la estructura de la 
Administración Pública Federal analizaremos la Sección 1 del Reglamento Interior de 
la Secretaría de Gobernación cuyo título se denomina' Del Centro de Investigación y 
Seguridad Nacional. ' Y su artículo 33 señala que es un órgano administrativo 
desconcentrado con autonollÚa técnica y operativa, adscrito directamente al 
Secretario, y que tendrá las siguientes facultades: 

1. Establecer 1/ operar un sistema de investigación e información para la seguridad del país; 
JI. Recabar y procesar la infOrmación generada por el sistema a que se refiere la fracción 

anterior, determinar su tendencia, valor, significado e interpretación específica 1{ fonl1ular las 
conclusiones que se deriven de las evaluaciones correspondientes; 

111. Realizar los estudios de carácter político, económico l{ social que se relacionen con sus 
atn1JUdones, l{ 

IV. Realizar enCUEstas de opinión pública sobre asuntos de interés nacional. 

Se introduce un nuevo concepto cuyo contenido discursivo y doctrinario tiene 
repercusiones operativas en la actuación gubernamental federal: la seguridad del 
país, término cuya connotación es diversa a la que comprende la seguridad pública. 
Para conocer los alcances jurídicos, sociales y económicos y la dirección de esta 
actividad es menester delimitar su contenido en razón de su naturaleza. Iniciaremos 
pues, con la interpretación gramatical que el texto normativo nos proporciona, y de 
acuerdo con el título de la sección en la cual se localiza, así como la segunda parte de 
la denominación del órgano que asume sus funciones, la seguridad del país no es sino 
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la seguridad nacion<:ll,· a la luz liL'\ ordL'n juridico org<lnico vigente P,H,) \0:-' (lrg,1nOS y 
entes que integran la Administrdciün Fúbhct1 Fcdcr,)! actual. 

Como podrá aprccinrsc el Gobierno Federn! proporciona vid,l, orgánica y 
funcional, a un ente ndministri1tivo CUy(1S atribuciones para lograr el objeto 
primordial que le da nombre y razón dc ser no cst{¡ prevista en el cuerpo dogmático y 
orgánico de la Constitución General de la República o de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, sin embargo, sí existe un gabinete especializado en la 
materia entendiendo por éste una instancia de asesoría técnica para lograr e! mejor 
desempeño de la actuación gubernamental del Presidente de la República, y a su vez, 
propondrán y darán seguimiento a la política que en la materia existn.1Sg Bajo estas 
premisas jurídicas se colige que la seguridad nacional que se contempla en nuestra 
legislación, obedece más a razones políticas que él causas o motivos jurídicos. Es cierto 
que la seguridad nacional es una facultad que todo Estado contemporáneo requiere 
asumir, decidir y ejecutar en razón de hechos y circunstancias sociales, económicas, e 
inclusive naturales, sean imprevistas o previsibles por su tendencia, que coloquen en 
riesgo las estructuras del Estado, es decir, del ámbito espacial, territorial y personal 
sobre el cual se ejerce el poder político, pero también es cierto que la seguridad 
nacional no es un término omnicomprensivo y omnipotente que en razón de su 
justificación deba atacar, lesionar y destruir aquello que el propio sistema jurídico 
tu tela y protege. 

En síntesis, este organismo federal tiene a su cargo el ejercicio de una de las 
funciones más trascendentales de la vida pública e institucional del Estado y que sería 
prudente reconocer y regular con mayor precisión en el orden jurídico mexicano toda 
vez que a la fecha el ejercicio de sus atribuciones - que importan desde luego 
discrecionalidad en todo instante - se ha distorsionado a tal grado que se ha 
mantenido una amplia esfera de actuación que se escuda en normas abiertas que 
permiten actuar a sus servidores públicos prácticamente a su libre albedrío y sin 
responsabilidad alguna ante la sociedad. Aspirando nuestro sistema jurídico, en 
especial el penal, a consolidar un Estado democrático de Derecho es preciso evocar 
que todos y cada uno de los órganos gubernamentales están regidos por un marco 
jurídico que les permita un margen de movimiento en sus actuaciones para con los 
gobernados 190 y es precisamente la ley el instrumento social que le establece una 
orientación y fin perfectamente identificables a la luz del bien común, del interés 
general y en nuestra materia, de la seguridad de los habitantes . 

• Vid en el capitulo 111 en su apartado 3· Segundad NaCJonal, Segundad Intenor y Seguridad Pública • 

189 Vid tercer parralo del conSiderando del· Acuerdo por el que se reestructuran lOS gabinetes eSpecializados del EjecutiVo Federal y se abroga el 

diverso que creó la OfiCina de la Presldenaa de la República .. aSI como sus articulos 10 y 2" fraCCión VII Este ordenamiento legal se publicó en el 

Dlano OfiCial de la FederaCión el día 19 de diCiembre de 1997 

190 Vid Rafael!. Martinez Morales' Derecl10 Administrativo' Ed Hana Dlcclonano JurídiCO Harla VOl 3 MeXIOO t~96 P lOS 
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No es posible justificar la intervención operativa del Centro de Investigación y 
Seguridad Nacional a través del denominado Grupo Interinstitucional contra Actos 
Terroristas191 en aras de la preservación de la seguridad nacional o del país, como la 
ley designa a esta función, en actos policiacos o del procedimiento penal mexicano, 
siendo que ambos forman parte del régimen jurídico de la seguridad pública que la 
legislación vigente de nuestro país contempla en sus textos, es dedr, no es 
jurídicamente válido sostener que la persecución y detención de presuntos 
responsables de delitos del orden común sea un asunto de interés nacional que de no 
ser atendido conllevaría al riesgo de las instituciones gubernamentales y de la 
sociedad en generat toda vez que de aceptar este raciocinio estaríamos justificando la 
presencia de cuerpos de seguridad pública cuya naturaleza sería ilegat por no tener 
atribuciones y facultades legales para el ejercicio pleno de tales actos, y 
anticonstitucional porque el articulo 21 de la Carta Magna estatuye que la 
persecución e investigación de los delitos le corresponde ejercerla al Ministerio 
Público quien en forma directa tiene a su mando a la Policía, de tal forma que ésta no 
actúa en forma autónoma e independiente de la Representación Social. Asimismo, 
estaríamos incurriendo en lo más grave: en la substitución del sistema del Estado 
democrático de Derecho y la Justicia Penal por el régimen autoritario y la doctrina 
militar, radical y totalitaria, de la Seguridad Nacional. 

De igual forma se conculca flagrantemente el artículo 5° en relación con el 100 
fracción VI de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública en virtud de que se dispone que la coordinación y 
aplicación de las políticas generales de seguridad pública que se instrumenten y 
apliquen por la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios se hará 
con respeto absoluto de las facultades constitucionales que tengan las autoridades e 
instituciones gubernamentales y que al momento de llevar a cabo acciones conjuntas 
de persecución de delitos, se cumplirán, sin excepción, los requisitos - y agregariamos 
las formalidades - que se contemplan en la Ley Suprema y las leyes secundarias 
aplicables; y en la especie, no se observaron fielmente estas disposiciones porque el 
Centro de Investigación y Seguridad Nacional solo tiene competencia para establecer 
y operar un sistema de infonnación e investigación en la materia de seguridad del 
país o de la Nadón, esfera diversa a la investigación de los delitos del orden común y 
de la seguridad pública y por supuesto, de la intervención directa en la operación e 
integración de cuerpos de fuerza pública inexistentes en el sistema penal mexicano. 

El solo hecho de haber creado este cuerpo de seguridad adscrito al Centro de 
Investigación y Seguridad Nacional es un acto ilegal que invade no solo la esfera 
doctrinaria que se ha establecido entre las esferas de la Seguridad Nacional de la 

191 La titular de la Dlrecc:on de InvestlgaClon de Delitos contra la Segundad de las Personas de la Procuraduna General de JustiCIa del Distrito 

Federal reconoció expresamente su existenCIa ante los mediOS masIvos de mformaClon y mamfesto que este ente admmlstratlvo actuó en la 

detenCIón de nueve personas acusadas del secuestro de un prominente empresano textil del pais y otros delitos (Mana LUisa Perez . Caen 9 

secuestradores de!a banda de Caletn . Diana' Reforma' Mexlco Dlstnto Federal Secc:on A NaCIOnal Pagina 1A 23 de nOViembre de 1998 ) 
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Naci0n o del pdís, S!I1(l 1,1 compl'tt'T1ci,l jundlca y ,h.!l11ini~trdtiv.l cntrl' la Pwcur~ldllria 
General de justicia \OC¡)\ y le1 dl~ 1,1 R\2pÚblic.l trastocando todo el proCl .. 'dimicnto pcnCll 

mexicano y el sbtcrna legal qUI' lo rigl.>. 1..1 polítictl vulnera al Derecho. 

La dlscrecionahdad de 1<1 intervención opcwtlva del Centro dc Investigación y 
Seguridad NaCional no se cumple si tenemos presente que" La discrccionalidnd es 
esencialmente una libertad de elección entre (I1ternatlvas igualmente justas, o si se 
prefiere, entre indiferentes jurídicos, porque la decisión se fundamenta en criterios 
extrajurídicos (de oportunidad, económicos, cte.), no incluidos en la ley y remitidos al 
juicio subjetivo de la admimstración. ,,192 Y si analizamos el texto del Reglamento 
Interior en el artículo 33 que determina las ~acultades y atribuciones específicas que 
posee el ente administrativo en comento, concluimos que el propio Poder Ejecutivo 
Federal no consideró otorgarle facultad operativa alguna para desempeñar, ya sea 
por sí o a través de servidores públicos de otras dependencias federales o estatales 
que integren la fuC'rza públicJ de sus respectivos gobiernos, inclusive, no posee 
atribuciones de coordinación en la planeaci6n, elaboración y ejecución de operativos 
policiacos de cualquier índole: 

A nuestro juicio la orientación normativa que se contiene en la disposición en 
cita, es prudente en el respeto a los procedimientos penales que existen en el orden 
legal vigente de nuestro país el cual tipifica, en su parte sustantiva, toda conducta que 
deba ser sancionada penal mente cornorme a los mecanismos, actos y términos que la 
ley prevé y otorga a los órganos policiacos y de procuración e impartición de justicia. 
sin embargo, ya vemos que en los hechos se ha superado y conculcado con la 
actuación reciente del centro de Investigación y Seguridad nacional que por cierto, 
está adscrito directamente al encargado de la política interior del país y no de la 
Subsecretaría de Seguridad Pública. 

Por lo anteriormente señalado es saludable y necesario que se fortalezca el 
sistema penal mexicano con la erradicación absoluta de la práctica de facultades 

192 Rafael Enstrena Cuesta • Curso de Derecho Admmlslrall~O . I I 4· ed Ed Tecnos Madnd España 1973 Clt por Rafael I Martlnez Morales 

Op Clt P 108 

• Cabe destacar que esta prerrogatIva admlnlslratlva es propia del Secretallo EjecutIVo del SIstema NaCional de Segundad PublIca de conformIdad 

con el artIculo 17 en sus fracoones X. XI y XIII de la Ley General que Eslablece las Bases de CoordlMClon del SIstema NaCIonal de Segundad 

Pública. por lo que concIerne a ta promOCIÓn de la reall~aClón de acciones conjuntas de las instItucIones de segundad pública. conforme a las bases 

y reglas que emIta el Consejo NaCional de Segundad PUblica .. las que por nlngun motivo tienen carácter externo porque carece de atnbUClones 

matenales legislativas que produ~can efectos Jundlcos para con los gobernados· y Sin perJUICIO de las que les correspondan en razon de su 

competenCia cons~tuclonal y legal. aSImismo. conSIderando que ~ene f3cultad para' Tomar las medIdas necesanas para hacer efectiva la 

coordmaclón y preservaClon de la segundad públIca' Sin que esta facultad deba mterpretarse para aulonzar su paftlclpaoón eJecullva en actos de 

fuerza publica, que indefectiblemente han de eSlar sUjetos a un control Jur,dlCo que Imponga un control de poder publico a su actuacIón en la esfera 

de los derechos de los gobernados. y por lO que conCIerne a la ulllma dlspOSIClon que establece que podra . Coordinar aCCIones entre las pollclas 

federales preventivas '. luego entonces. el Grupo IntermstltuClonal contra Actos Terronslas es un ente operatIvo que no eXiste en nuestra 

legislaCión. y que obViamente. no puede ser conSIderado como un cuerpo 'ederal" preventivo" de caracter poliCIaco 
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discrecionales totaIes193 en los órganos e instituciones que disponen, en una otra 
forma, de la fuerza pública que han de estar sujetas, indefectiblemente, al control de 
su actuación que incide directamente en la esfera de sus derechos subjetivos y 
objetivos que el Derecho le reconoce al ser humano como tal. 

La confusión entre la discrecionalidad de las facuItades administrativas y la 
discreción que deben guardar las actuaciones del Centro de Investigación y 
Seguridad Nacional ha provocado la falta de control funcional de sus actos en el 
sistema penal mexicano que acentúa su crisis al vulnerarse el Estado de Derecho con 
la creación de entes policiacos al margen de la ley que debe regular y normar su 
integración, creación y desempeño. Se incorpora esta disfuncionalidad legal y 
administrativa al ámbito financiero que le ha permitido sobregirar su gasto en 
erogaciones en un 95.12% más de lo que se le ha autorizado: Se continúa con una 
discrecionalidad financiera de acuerdo con el contenido del artículo 34 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación el cual señala: 

IJ El presupuesto del Centro y los lineamientos para su ejercicio se sujetarán a la 
normatividad que la Secretaria de Hacienda y Crédito Público establece para las unidades de 
gasto autónomo. El presupuesto que se autorice no podrá ser objeto de transferencia a otras 
unidades administrativas u órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de 
Gobernación. Para esos efectos, el titular del Centro enviará a la Secretaría, una vez 
autorizado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el proyecto del presupuesto del 
Centro, para que se integre al presupuesto global de aquella dependencia." 

193 La doctnna administrativa del Derecho señala que en la faOJttad dlSCredonalllbre. absoluta o total el órgano puede o no realIZar la adlVldad 

que le está perrmbendo la norma jurídica, en otras palabras eXiste una total hbertad para aduar o no, y para delimitar e! senbdo y alcance del acto 

desplegad. Sin que ello Implique que e! servidor pUblico pueda hacer acto alguno que no esté previsto en la ley de la matena o dela que nla la 

actuaCIón de! órgano competente_ GraCias a lo antenor el eJerciCiO de esta facultad se localIZa al borde del totalita¡jsmo y el autontansmo que se 

representan por el acto arOrtrariO de los órganos estatales que no se sUjetan a los Imperativos legales. 

y es que debemos tener presente que la seguridad publica. l1aC1onal intenor y exterior no puede ser jamás prevISta como facultad d=edonal 

absoluta. por estar más próxima a la facultad discrecional obllgatona en la cual el servidor público por cuenta de! organo competente. tiene que 

actuar en Ul10 u otro sentido, empero dentro de los limites que la ley contempla y no puede abstenerse de emitir un acto, aunque la norma le permite 

Cierta mOVilidad entre llanas Opciones preestablecidas EI1 el texto normahvo. (Vid Rafael ¡ Martínez Morales Ibídem pags. 108 y 109.) 

La Suprema Corte de JuStiCIa de la NaCión ha prol1undado los cntenos Juridlcos Indispensables que han de observaJSe en el ejerCiCio de ras 

faOJltades dlSCteoonales y que tranSCl1bírnos por su ImportanCia: • FACULTADES DISCRECIONALES SU CONTROL EN El AMPARO El 

elerciClo de la facultad discreCIonal esta suoordir\ado a ¡a regla del art 16 de la Consbtuoón Federal. en cuanto este precepto impone a las 

autondades la obligaCión de fundar y motivar los actos que puedan traduCIrse en molestias a la poseSlon y derechos de los particulares Aunque 

dlcho eleroClO Implica un JUICIO subjetivo de! autor del acto que no puede ni debe sustl1uirse por el enteno del juez. si esl'a sujeto al control de este 

último, por lo menos cuando etjuicio subjetivo no es racional, sino arbItrario y r:aprichoso, y cuando es enteramente injusto o contrario a 

la equidad; y puede añadirse que dicho control es procedente cuando en el aludido juiCio no se hayan tomado en cuenta las 

circunstancias de hecho, Q sean alteradas injustfflCadamente, así como en IQS casos en que el TOizonamiento sea ilógít:o o t:ontr.wio a JOS 

presupuestos gener.i/es del derecho • • Apéndice Sexta Época Vol 1, tercera parte, p_ 120 Amparo en revlson 6489/55_ 

• En e! Informe de Resultados de la ReVISión de la Cuenta de la HaCienda Publica en el ejel'dClo fiscal 1996. se detectó que en ese año dlcl10 

órgano admll1lstrativo tenia aSIgnado un presupueSto de 287 m'¡lones de pesos y en reahdad tuvo un total de gasto de 544 mlUones de pesos s¡endo 

preciSO señalar que dlcl10s recursos fueron transfendos del ramo 0023 que proVJene de la Secretaría de HaCIenda y CredltO Públlco_ (Wilbert Torre 

'Sobregira su gasto Segundad Nacional' Dlano' Reforma' MeXlCO, Dlstrrto Federal 5eCCIon A NaCIonal Página 1A 2 de noviembre de 1998) 
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Esta disposiCión cldmII1lst[\lti\'.l dL' car,kkr finanCIl'ro pone de n:-Iicvc la fa.!t;:¡ 
oe control público de la ilctuilción, o~'wratíva y econÚmic.:l, de este órgano federal que 
como tal requiere de una mayor transparencia en su actuación sin que ello implique 
obstáculos o impedimentos en la consecución de sus fines institucionales en todo 
Estado contemporáneo, sin embnrgo, en términos de las normas vigentes que lo rigen 
se corre el riesgo de sobreponer los intereses políticos o económicos de los grupos en 
el poder, a los intereses jurídicos de la Nación y el Estado democrático de Derecho 
que busca controlar la criminalidad y delincuencia que atente o vulnere cualquier 
bien jurídico tutelado en la ley, en plena armonía con la defensa de los derechos del 
hombre. La discrecionalidad que implica preservar la Seguridad de la Nación no debe 
traducirse en una actuación' secreta' del órgano admimstrativo al cuales se les 
encomienda tal encomienda en relación a sus atribuciones, a la asignación y destino 
de los recursos que se le proporcionan. 

Contrasta la regulación jurídica, en los ámbitos administrativos y financieros, 
con la normatividad aplicable a los recursos que se destinan al Sistema Nacional de 
Seguridad Pública a través del Secretario Ejecutivo de la misma instancia y de la de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, existiendo la participación de la Secretaría 
de la Contraloría y Desarrollo Administrativo, encargándose ésta última de conocer 
y vigilar su adecuado destino en los convenios de coordinación que se celebran en la 
materia,' verificando por consiguiente el cumplimiento de los objetivos de los sub­
programas específicos que se determinan:" Inclusive se prevé una sanción jurídica a 
cargo de la Secretaría de Gobernación, en caso de incumplimiento o desvío de los 
recursos a otros fines de los acordados, la cual consiste en la suspensión de la 
radicación de los apoyos económicos federales que se destinen a las entidades 
federativas y municipios:" Por lo anteriormente expuesto y en cumplimiento al 
principio jurídico universal que reza donde existe la misma razón debe existir la 
misma disposición, se sugiere que el legislador o en su caso, el tirular del Poder 
Ejecutivo Federal, defina y precise claramente en la norma jurídica, mecanismos 
financieros y administrativos transparentes que permitan conocer el presupuesto y el 
destino de los recursos que dispone el Centro de Investigación y Seguridad Nacional, 

• En el caso del Convenio de Coordmaclón de SegLlndad Pubhca celebrad:> entre el DI$lr1to Federal. la Secretaría de GobernaCIón. la Secretaria de 

HaCienda y CredltO PubliCO y la Secretaría de Contraloría de Desarrollo Administrativo por el penodo de 1997. pubhcado en el Diana OfiCial de la 

FederaCión el día 30 de mayo del año citado en su cláusula decLffio segu1da fraCClon vn se le obliga al benefiClano (Dlstnto Federal) 11 mformar al 

Secretano EjecutiVO del Sistema NaCional de Segundad Pública y a la Secretaria de la Contratarla y Desarrollo Admll1lstratlvo. en forma mensual. 

sobre los avances programáticos y presupuesta les de los subprogramas que Integran elll1strumento JurídiCO Invocado 

•• Los subprogramas que Integran aun convenio de coordll1aClon en mate~la de segundad publica son 1) SubSIstema de información y atención 

a la ciudadanfa, 2) Equipamiento de corporaciones poNcia/es, dIVIdiéndose a su vez en: a} Equipamiento general y b) Equipo de cómputo y 

telecomunicaciones, 3) Formación policIal, 4) Equipos de laboratoflo y servicios pef/clales y 5) Infraestructura penrtenClaria que 

comprende la rehabilitación, conservaCIón y ampliaCIón de los cenuos penitenCIarios 

(ídem y ConveniO de Coordmaclón en matena de segundad publica celebrado con Colima el cual fue publicado en el Diana Oficial de la FederaCión 

el dla 28 de mayo de 1997) 

••• El último párrafo del artículo 15 de la Ley de Egresos de la FederaCión para el eJerCICIO fiscal de 1998 prevé d,cha consecuencia Jurídica. la cual 

se recaba en los conveniOS respectivos 
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en acatamiento a los principios básicos de un régimen democrático que exige en todo 
periodo un claro manejo de las Finanzas Públicas y máxime en la crisis económica 
que aqueja a toda el orbe_ 

Abordando la fracción II del artículo 33 del ordenamiento en análisis, vemos 
que implícitamente prevé la creación del sistema de seguridad del país, sin 
desarrollarse en la norma los mecanismos, principios, nonn.as~ procedimientos e 
instituciones administrativas que lo integrarán tal como sí sucede con el Sistema 
Nacional de Seguridad Pública que está previsto en la Carta Magna y en la ley 
reglamentaria que lo regula_ Sin embargo, de su lectura y la del contenido de las 
fracciones III y IV del propio artículo que la contiene, se desprende que los dos 
pilares básicos que 10 integrarán son: la información y la investigación de aspectos 
económicos, sociales y políticos que tengan vínculo con la seguridad del país para 
analizarla, valorizarla, evaluarla~ interpretarla y sintetizarla para concluir su 
tendencia específica. 

Finalmente y sin temor a equivocamos afirmarnos que este órgano 
administrativo está encaminado a realizar funciones eminentemente políticas en 
atención a la obtención, recopilación, estudio y evaluación de información generada 
en el sistema político mexicano para que posteriormente emita sus conclusiones 
mediante el responsable de la política interior del pafs_ Las labores de inteligencia 
política primordial para el sistema mexicano se llevan a cabo en esta dependencia, y 
esta decisión sí es plausible en la medida en que confía a las autoridades civiles su 
realización y no a la milicia que en tiempos recientes ha pugnado por un espacio en 
las tareas de seguridad pública y nacional del pafs_"" 

En síntesis~ consideramos que la predecesora de la Dirección Federal de 
Seguridad195 ha replanteado las funciones y atribuciones que un aparato de 
inteligencia debe poseer en el Estado contemporáneo, y en esa misma proporción el 
Centro de Investigación y Seguridad Nacional necesita observar seis requisitos 
básicos que todo órgano ex profeso para tales fines se crea para garantizar su 
estabilidad y permanencia en el poder, a saber: 

194 Vid GuadaIupe GonzaIez GonzaIez . Los desafios de la modemizaoon lfioondusa estabilidad, democraCla y segundad naClonal en Mexlco' 

en la obra. Sergio Aguayo Quezada y John Balley (Coordinadores) Et AlI • Las segundades de MéxIco y Estados Unidos en un momento de 

tranSloón • Ed SIglo XXI Mexico 1997 pags 148 y ss 

195 Este organo admlnlstrattvo de la Secrelar¡a de Gobernaoon fue creado en el régimen del Presidente MIguel AJernim en 1947 sm consultar al 

Congreso de la UnIón y desapareclo a medIados de 1985 y a finales de este año surge la Dlrecoón General de Inves\lgaóón y Segundad Naoonal, 

yen 1988 el PreSidente Carlos Salmas de GOrtall crea el Centro de Investlgaclon y Segundad NaClonal mediante Decreto publicado en el Draño 

Ofioal de la FederaClon el8 de diCiembre de 1988 [Vid SerglO Aguaya Quezada Sel'VlClos de mtellgenoa y tranSICión a la democraoa' Ibidem 

pags 1 84 a 202 J 
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o " .. el est.lblecimicnto de nll'ldnis111os soddlcs lk SUplTvIsión y control J ,<1 
experiencia muestra. que 1,1 supervisión y el conllol de deben concentrase en do:-­
momentos neur,'ilgicos: al autorizar los presupuestos de los servicios de inteligencia y 
al exigirles que sometan a la aprobación previa (kl poder legislativo o judicial aquellas 
acciones que afecten los derechos de un ciudadano o la soberdníd de otro país. 

o ... la separación de las funciones de mteligencia y de operación. La institución que 
recoge o produce la inteligencia no debe ser la responsable de ejercer las acciones 
operativas necesarias para hacer frente a las amenazas. 

o ... la división de los servicios entre los que se ocupan de asuntos internos del país y 
los que manejan los asuntos externos. 

o ... que se establezcan mecanismos e instancias coordinadoras para limitar la 
dispersión y evitar la ineficiencia de las instituciones de inteligencia y seguridad ... 

o ... contra con funcionarios de carrera. La especialización y el profesionalismo no sólo 
mejoran la calidad de la inteligencia, también fortalecen el principio de que están al 
servicio del estado y la nación (SIC), y no del gobierno o mandatario en turno. 

o _ .. en vista de que siempre existirá la posibilidad de que los servicios de inteligencia 
abusen de su autoridad y violen derechos ciudadanos, deben existir leyes e 
instituciones que permitan a los ciudadanos defenderse. ,,196 

Urge una revisión del modelo, prinCIpIos y mecanismos de operación del 
órgano federal de inteligencia de la Secretaría de Gobernación porque tal como 
apreciamos, la actual regulación normativa de sus atribuciones y el desempeño 
operativo en actividades policiacas, de fuera pública y las financieras distan mucho 
de satisfacer los requisitos supra citados en tal forma que se pone en riesgo aquello 
que se pretende proteger. La vida democrática de las instituciones y el desarrollo de 
la sociedad y sus miembros deberá armonizarse con el respeto irrestricto de los 
derechos del hombre. Si el sistema político y administrativo mexicano aplicara estos 
requisitos en la integración y actuación del Centro de Investigación y Seguridad 
Nacional el Estado democrático de Derecho se fortalecería y consolidaría con mayor 
5ulidez en las estructuras de gobierno y sociales que han de resistir a los embates de 
los procesos de globalización económica, técnica, tecnológica, cultural y política que 
caracterizan a nuestros tiempos, y el combate a la criminalidad y a la delincuencia 
sería más pronto, expedito y eficaz en el procedimiento penal. 

196 Ibidem págs 186 y 187 
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4.2.2.2.2.- EL SISTEMA NACIONAL 
SEGURIDAD 
ÓRGANOS. 

PÚBLICA Y 
DE 

SUS 

La Constitución General de la República en el Título t Capítulo 1 denominado 
'De las garantías individuales? en su artículo 21 sexto párrafo, establece que el Estado 
mexicano en sus diversos niveles de gobierno y organización política, deberán 
coordinarse en los términos que la ley señale - léase Ley General que Establece las 
Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública - para establecer 
un sistema nacional en la materia y si concordamos esta norma con los articulos 73 
fracción XXIII, 115 fracción nI inciso h) y 122 base quinta inciso G, concluimos que se 
crea una instancia gubernamental de colaboración entre la Federación, el Distrito 
Federal, los estados y los municipios para que en sus respectivas esferas de 
competencia realicen acciones conjuntas que tiendan a la consecución de la seguridad 
pública, es decir, de ninguna manera es un órgano o ente administrativo con vida y 
recursos o patrimonio propios, toda vez que "... se integra con las instancias, 
instrumentos, políticas, servicios y acciones previstos en la presente ley, tendientes a 
cumplir los objetivos y fines de la Seguridad Pública. ,,197 

Como ya hemos dicho, los fines de la Seguridad Pública se habrán de alcanzar 
mediante la prevención, persecución y sanción de las infracciones y delitos, así como 
la reinserción social del delincuente y del menor infractor/19B en este sentido, los fines 
que se persiguen se llevan a cabo en diversas esferas de competencia que implican la 
participación de múltiples autoridades punitivas, a saber: de la policia preventiva, del 
Ministerio Público, de los tribunales, de los responsables de la prisión preventiva, 
ejecución de penas y tratamiento de menores infractores, de las encargadas de 
protección de las instalaciones y servicios estratégicos del país, e inclusive, la ley en 
fonna genérica expresa que de todas aquel1as autoridades que con motivo de sus 
prerrogativas, deban contribuir a su obtención ya sea en fonna directa o indirecta, 
mediata o inmediata, primordialmente de las que intervengan en materia de 
prevención de la criminalidad y la delincuencia. 199 

La convergencia de múltiples órganos e instituciones con diversas 
competencias jurídicas en la materia administrativa, punitiva - y nos atreveríamos a 
decir, culturales, educativos y económicos -, que están inmersos en diversos 
escalafones del gobierno federal, de los gobiernos locales y municipales, a fin de 

197 Artículo 2" de la ley General que Establece las Bases de Coord,naoon del S'Slema NaCIOnal de Segundad Pública 

198 Articulo 3" de la Ley supra atada 

199 ídem 

En matefla de prevenoón cnm,nal y dellcllva el Estado tendra que desarrollar políticas programas y acaones para promover en la SOCIedad valores 

culturales y CJVICOS, que ,nduzcan el respeto a la legalidad y a los derechos humanos. labor que desborda el campo meramente PUnitivo pal(l 

transformarse en una practica sooal de comun,caClon constante a la poblaclon y a los menores de edad en espeoal 
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integrar el Sbtema N¡]cion,l\ til' ~\.·¡:llrid.ld 1\lb\i(~l qUl' pretende: en últim<1 instan(ld 
prevenj¡- y control<tr 1" crirnin.:1lid,ld \" la dl'lincucnci.:1, en fonn.l sl!nult .. 'tneél con la 
reh"bilitaci6n social dd delincuente, tll'nl'n el Lll-ber de: 

L" /l/teRrarc1 SlSte/l/a NI/ol/I/a/ de Srgl/ndl/d 1'1Í1>/ica; 
11. Deterlllirwr llls políticas de segl/ridad míbJ¡cll, así como clendar, dar segllitllielIlo 11 

evall/ar sus acciones, Il trmlés de las IIISIIIII("IIIS (J/'e"U/stI1S eJl ('sta ICI/; 

llI.Desarrollar los Illleamiel1tos, lI1('ca1/lS1ll0S (' lIlstrurt/('ntos lJam la mejor orgll1llzllCIólI 11 

ÚmClOlIm1llento de las illstltllclOlles de ~l.'gllndtltÍ pÚhlica 11 pam la forl1!aC/óll de sus illlegrmlles, 
IV.Establecer, slltJenJlsar. IIf,lIzar 11 1I1/1l/tellt'r IIctl/allZlldos fodos los íllstrllmentus de 

mformaClón del Sistema Nacíonal; 
V. Forumlar propuestas para el Programa Nacional de SeS!llrid(u[ PÚblica, ,lsI COmo para 

llevarlo a cabo 1{ evaluar su desnrrol/o; 11 

VI. Tomar medidas 1{ reaf¡zar acciones 11 operativos con /linIos. ,,200 

Ahora bien, por 10 que se refiere a la materia que dbarca la coordinación de la 
Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios en la seguridad pública se 
integra por: 

1. " Procedinllentos e instnmlelllos de formaCión, reglas de ingreso, permanencia, 
promoción 1{ retiro de los mzembros de las lIlstztIlciones policiales; 

Il. Sistemas disclpl11lanos, así COIllO de estímulos 1{ recompensas: 
111. Organización, admznlstmción, opernÓón 1/ nlOdermzaÓón tecnológIca de las 

instituciones de seguridad pública; 
IV. Las propuestas de aplicación de recursos para la segrln'dad pÚ.blica, mcluido el 

financiamiento coniunlo; 
V. Suministro, intercambIO 1( sistema/lzación de todo tipo de informació11 sobre seguridad 

públIca; 
VI. Acciones policiales coniuntas, eH los términos del artículo SO de esta lel(: 
VII. Regulación 11 control de los sen1lCIOS pri1_1ados de seguridad 1/ otros aUXIliares; 
VIII. Relaciones con la comllnidad 1/ (omento de la atltum de rrevención de infracciones 1( 

delItos; y 
IX. Las relacionadas con las anteriores, qlle sean necesarias pam Incrementar la eficacia de 

ms medidas 11 acciones fendien tes {l alúmznr los riles de la seguridad pública. " 201 

Como podrá apreciarse, la gama de acciones generales conjuntas que de suyo 
son complejas en razón de su naturaleza y alcance, requiere de un ente administrativo 
que una y dirija las políticas generales de la materia que acuerden los gobiernos 
locales con el federal y las ejecuten; ente administrativo que deberá tener presencia, 
orgánica y funcional, de máxima jerarquía en la estructura de la Administración 
Pública Federal, en la cual estén debIdamente representadas las autoridades 
federales, locales y municipales que en forma inmediata inciden en el sistema penal 

200 Artículo 9° de la Ley Reglamentana del artiCulo 21 constitUCional en sus dos ultlmos parrafos 

201 lbidem artículo 10· 
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mexicano; desafortunadamente, la ley de la materia al decidir la integración de este 
órgano - al que denomina Consejo Nacional de Seguridad Pública 202 - Y el cual aspira 
a tan caros fines propios de la Justicia Penat y que comprende acciones inmanentes 
de la Política Criminológica, se circunscribe a llamar a las autoridades del Poder 
Ejecutivo, hecho que origina que las esferas de competencia se circunscriban a las 
materias de prevención de la criminalidad y delincuencia, de la policía de seguridad, 
de procuración de justicia y rehabilitación del delincuente,203 sin comprender 
participación directa y permanente, en el proceso penal común o federal, que es 
propia del Poder Judicial local o de la Federación, a pesar de que esta etapa se 
contempla en el articulo 3° de la ley en comento, por ser uno los fines de la seguridad 
pública. 

La intervención de otras instancias es prevista con carácter transitorio al prever 
la conformación de comisiones especializadas y permite que cualquier órgano del 
poder público forme parte de ellas - lo cual ha de entenderse que incluye a 
representantes de los Poderes Legislativo y Judicial - , al lado de instituciones 
académicas, de investigación, agrupaciones del sector social y privado que estén 
relacionadas con la seguridad y expertos en la materia.204 

Pues bien, el Consejo Nacional es la instancia superior de coordinación que la 
ley determina y el cual se integra por: 

I. " El Secretario de Gobernación, quien lo presidirá; 
II. Los Gobiernos de los Estados; 
111. El Secretario de la Defensa Nacional; 
IV. El Secretario de Marina; 
V. El Secretario de Comunicaciones y Transportes; 
VJ. El Procurador General de la República; 
VIl. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal; 
VIII. El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. ,,205 

202 Su antecedente mme<:lIato en nuestra leglslaoon se tocallza en el Decreto preSldenoal del Llc Carlos Salmas de Gortan el cual fue publicado 

en el Diana Ofioal de la FederaCión el dla 26 de abnl de 1994. med<anle el cual se creo la Coordmaoón de Segundad Publica de la NaCión cuyo 

trtular sena deSignado por el PreSidente de la republlca con las umóades admm¡stratlvas que este designara, con la finalidad pnmana - de acuerdo 

con su artículo';!'·, de coordmar las aCCÍones en matena de segundad pública naoonal que determine el Ejecutivo Federa! establecer mecanismos 

de COOrdlllaoón con las procurad unas General de la Repubhca y de Just,oa del D F establecer canales de comumcaoón con las secretanas de 

Gobemaoon de la Defensa naoonal y de manna, así como el entonces Departamento del Dlstnto Federal, para salvaguardar la segundad pUblica 

naCIonal en el ámbito específico de su competenCia, llamando poderosamente la atenClon la dlspoSIClon que señala que coordmana y seguiria los 

acuerdos que el gabmete de Segulldad NaCional aceptara en su seno 

203 El art,culo 13 de la Ley en comento permite q¡;e el conOCimiento de estas actiVidades se lleven a cabo por las conferenCias de prevenCión y de 

readaptaClon SOCJal, la de procuraoon de Jus~oa y la de partlClpaClon mUniCIpal 

204 idem 

205 Ibídem, articulo 12 
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1::.\ reprL'sentank dirl'cto dd Ejecutivo FL'lil'r,ll encargado de la politíca de 101 
defensa !-:>ocial, pn:vl'nción de la cl!!llinalidad y la delincuencia y la política interior, es 
quien preside (:~tc organo cokgiado "lUl": es la rnáxima instancia federal de 
coordinación de la Adminbtr<1ción Pública de la Fcdemción con el Distrito Federal, 
los Estados y los Municipios en materia de sc:guridad pública, 206 y no la Subsecretaría 
de Seguridad Pública de la Secretaría de Gobern¡1Ci6n, a pesar de que su titular es, de 
hecho, el superior jerúrquico mmediato de é1mbos entes, circunstancia política que 
propicia el mando único en una solí) persona que de suyo concentra el poder político 
más representativo del sistema presidencial, que se une, ahora, al monopolio de la 
fuerza pública, porque es el Consejo Nacional dc Seguridad Pública el órgano que 
tiene competencia para ejercer las siguientes atribuciones: 

l. "La coordinación del SistelJlll NaClollal de Seguridad Pública; 
II. La determinaCIón de liner111111.'1l10s para el establecinziento de políticas generales en 

materia de seguridad ll1íbli((j; 
1Il. La formulaCIón de propllestas para el Programa Naciorla/ de Seguridad Pública, así 

Como la evaluación periódIca de éste y otros relaciollados; 
IV. La determinación de medidas pHm l)inwlnr el SIstema Nacional con otros nacionales. 

regionales ° locales; 
V. Ln ellllsión de bases ![ reglas para la realización de operativos conjuntos entre 

corporacIOnes policiales federales. locales 1{ 1I11l111cipales: 
VI. La realización de programas de cooperación Internacional sobre seguridad púb[¡ca. en 

coordi1wCÍól1 Con las entidades 11 dependencias competentes: 
VII. La elaboración de propuestas de reformas a lelles 1{ reglamentos en materia de 

segundad pública; 
VIII. El análisis de prol/eetos JI estudios que se sometan a su consideración por conducto 

del Secretario Elecutivo: 
IX. La expediclón de reglas para la organizaC1ón y ftmcionamienlo del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública; y 
X. Los demás que sean necesarios pam Cllmp[¡r los objetivos de esta levo " 207 

La primera fracción constata la jerarquía que posee este órgano plural en la 
materia de coordinación entre ellos por lo que concierne a la seguridad pública, y no 
a otro órgano administrativo federal que por su naturaleza no daría cabida a otras 
instancias de gobierno en sus distintos niveles, es así como la fracción 11 en relación 
con la X establecen que en el seno de las sesiones del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública se tomarán las decisiones más trascendentales en la materia fijando las bases, 
principios, procedimientos y reglas generales que integrarán la denominada política 
pública de seguridad pública en todo el país, llevando a cabo todas las acciones y 
medidas necesarias y pertinentes que permitan cumplir con los objetivos de la ley, es 
decir, con la prevención, persecución y sanción de las infracciones y delitos, así como 

206 Ibídem, articulo 38 

207Ib¡dem, artículo 15 
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la reinserción social del delincuente y del menor infractor. Esta es la decisión que 
plasmaron en la ley los representantes originales de la sociedad mexicana: contar con 
un órgano plural, colegiado e intergubernamental que tomara las decisiones 
ejecutivas que dieran vida y desarrollo a una política de seguridad pública eficaz en 
la prevención de las conductas ilícitas, para perseguir a los autores de los delitos e 
investigar a éstos, con técnicas, procedimientos y servidores públicos profesional y 
científicamente capacitados. 

Esta estructura de coordinación conlleva el inconveniente de no poder ser un 
ente administrativo con personalidad jurídica autónoma dentro del organigrama de 
la Administración Pública Federal y que no puede estar reunida en forma 
permanente para conocer y ejercer de las facultades de las cuales están investidos, en 
forma colegiada, razón por la cual se crea, ex profeso, un órgano auxiliar en su 
operación y funcionamiento, para el logro de sus objetivos generales y particulares/oa 

este ente administrativo es el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, órgano desconcentrado de la Secretaria de Gobernación adscrito 
directamente a la Subsecretaría de Seguridad Pública y no a su titular como 
correspondería en estricto apego a una lógica administrativa si consideramos que 
quien preside a su órgano principal es el Secretario del ramo. 

Este órgano está a cargo del Secretario Ejecutivo quien es designado por el 
Consejo Nacional de la materia a propuesta expresa del Secretario de Gobernación 209 

y sus atribuciones las proporciona el artículo 17 de la Ley General que Establece las 
Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y las ha precisado 
el artículo 75 del Reglamento Interior de la Secretaria de Gobernación, normas que 
establecen que tendrá competencia para conocer y resolver sobre las siguientes 
acciones: 

1.- Elaborar las propuestas de contenido del Programa Nacional de Segurídad 
Pública y someterlas a la aprobación del Consejo. 

2.- Levantar y certificar los acuerdos que se tomen en el Consejo, llevar el archivo 
de éstos y los convenios, acuerdos y resoluciones que se toman en el Consejo Nacional de 
Seguridad Pública y en las demás instancias de coordinación en la materia que determina 
la Ley General en comento. 

208 El articulo 74 del Reglamento Interior de la Secretana de Gobernacoon determIna que el objeto de dIchO ente está delImItado genérn::amente pOr 

eslas atrftlucfones de coadyuvancia 

209 Articulo 14 de la ley General que Establece las Bases de Coordlnaaon del SIstema NaCIOnal de Segundad PublIca, norma que sefiala que los 

requisitos que deberá cumplir son: 

1 _ Ser CIudadano meXIcano en pleno goce de sus derecl10s 

2.- Tener mas de 35 años de edad: 

3 - Contar con título de-llcenoado en Derecho debIdamente regístrado. y 

4_- Ser de reconOCIda capaCIdad y probIdad y contar con expenenCla en areas de segundad publica 
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4.- Auxihar en el sq~uimlento y l'vdllhluón de los convenios y sus anexos técnicos 
que por acuerdo del Consejo Sl' suscribdn con 1,15 l'nhddlies federativas l'I1 mclteria (,k 
seguridad pública, así como de la operación de los fidl'icomisos que se constituyan en CS,l 
materia. 

5.- Realizar estudios e investigaciones que le permItan disl'iiclr políticas, 
lineamientos y acciones para el buen dcsem pcilo de las instituciones de seguridad 
pública del pals. 

6.- Proponer para su aprobación al Consejo políticas, lineamientos y acciones para 
el buen desempeño de las instituciones de seguridad pública del país. 

7.- Elaborar y publicar informes de actividades del Consejo. 

8.- Informar periódicamente al Consejo de sus actividades. 

9.- Coordinar el servicio nacional de apoyo él la carrera policial y las instituciones 
nacionales de formación de las polícías. 

10.- Administrar y sistematizar los instrumentos de información del Sistema 
Nacional, así como recabar todos los datos que se requieran. 

11.- Formular sugerencias a las autoridades competentes, para que las 
instituciones de seguridad pública de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios, desarrollen de manera más eficaz sus funciones. 

12.- Promover, por conducto de las instituciones de seguridad pública, la 
realización de acciones conjuntas, conforme a las bases y reglas que emite el Consejo y 
sin menoscabo de otras que realicen las autoridades competentes. 

13.- Apoyar en la planeación, instrumentación y ejecución de acciones policiales, 
conforme a las a las bases y reglas que emite el Consejo y sin menoscabo de otras que 
realicen las autoridades competentes, regidas por el principio de confidencialidad. 

14.- Tomar las medidas necesarias para hacer efectiva la coordinación y 
preservación de la seguridad pública. 

15.- Realizar estudios especializados sobre las materias de seguridad pública 

16.- Coordinar acciones entre las policías federales preventivas. 

17.- Auxiliar en las propuestas de constih..tción y funcionamiento de academias 
con institutos regionales de seguridad pública para la formación y capacitación del 
personal de segurídad pública de Estados y Municipios. 
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18.- Coadyuvar con los Estados, el Distrito Federal y los Municipios en la 
instalación y funcionamiento de los Consejos Locales y Regionales de Seguridad Pública. 

19.- Elaborar propuestas de reformas al marco jurídico sobre seguridad pública 
para su presentación al Consejo NacionaL 

20.- Promover el desarrollo de los sistemas de organizaaon de servicios a la 
comunidad en materia de seguridad pública y participar en los comités de consulta y 
participación ciudadana. 

21.- Coadyuvar COn la Secretaría de la Defensa Nacional en materia del Registro 
Nacional de Armamento y Equipo, para vigilar el cumplimiento de las disposiciones 
legales establecidas. 

22.- Administrar y operar el Sistema Nacional de Emergencia Telefónica. 21o 

El cúmulo de facultades que se le otorgan al Secretario Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública son en razón de que se pretende que cumpla con la 
instrumentación y ejecución de la coordinación las finalidades que se encomiendan al 
Consejo Nacional de Seguridad Pública, es así como el primero se estructura como 
una instancia ejecutiva y operativa de las funciones gubernamentales en materia de 
seguridad pública que se le encomiendan al segundo que se constituye así como la 
máxima instancia federal en la materia para planear y decidir las políticas generales 
que aplicará el Estado en todo su sistema de gobierno. Ambas instancias son los 
componentes estructurales y funcionales que integran directamente el Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, y por lo que se refiere al primero cabe reflexionar lo 
subsecuente: 

La coordinación del servicio nacional de apoyo a la carrera de los servidores de 
las instituciones de seguridad pública contenida en la fracción VI del articulo 17 de la 
ley en estudio es, a nuestro juicio, la facultad que debe prevalecer para el Secretario 
Ejecutivo en virtud de que ésta es la que contempla la Ley invocada, en tanto que la 
norma interior - y de inferior jerarquia legal - sólo le pennite I auxiliar ' en la 
coordinación del servicio nacional de apoyo a la carrera de los servidores públicos de 
las instituciones de la seguridad pública, 10 cual nos conlleva a pensar: 

En el análisis jurídico del texto del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Gobernación en relación a las instituciones de seguridad pública a la luz de la Ley 
General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, concluyendo que este cuerpo jurídico ha sido superado en su contenido y 

2tO Vid Ley General que Establece las Bases ele Coorelll1aoon del SIstema Naoonal de Segundad Publica y el Reglamento Intenorde la Secretaría 

de Gobernación, en las dIsposiCiones CitadaS 
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a1c<lI1ec por volunt<1d del t¡tul.u del Ejecutivo ¡'edl'ral quil'n :-,0:-;la1' .. 1 el pdPl'i original 
que Ju.stificÓ 1<1 creación de un dp<1rato gubernamental de coordrnJción federal dc 
máxima jcrarqll1él como lo c~ el Sccrddriado l .... ¡ccutivo del Sistema Nacioní.11 de 
Seguridad Pública siendo el ente que apoyaría <1 la máxima instancia de coordinación 
intergubernamental de la sl'guridad pública - el Consejo Nacional de Segundad 
Pública -, en México y el cual ciertamente se prevé en una ley específica que 
reglamenta dlSposiCioncs constitucionales contemdas en la parte de las garantías 
individuales. Ello es así en virtud de que la norm¡:¡ mterna le proporciona un carácter 
secunda río al omitir la palabra' coordinar' y contemplar I auxiliar', término éste 
último que denota la existencia de otro órgano admimstrativo que llevaría a cabo la 
coordinación del servicio ya citado tomando así un papel primario que sería 
complementado con la acción del Secretanado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública que por este hecho, estaría subordinado a éste órgano que no se 
precisa en el Reglamento, y el cual inferimos se refiere a la Subsecretaría de 
Seguridad Pública por ser el ente al cual se le ad.scribe. 

El fin característico que el legislador proporcionó al Secretariado Ejecutivo es 
ser la instancia que instrumente las medidas necesarias y ejecute los procedimientos y 
políticas generales en la materia que el Consejo Nacional de Seguridad Pública 
determine en el seno de sus reuniones, lo anterior se desprende del texto del artículo 
17 de la ley en comento en sus fracciones lll, VII, IX , X Y Xl, en este contexto, se 
pretende otorgarle cierta autonomía administrativa al declarar que será un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Gobernación pero al adscribirlo a la Suh.;;ecretaría 
de Seguridad Pública impide dicho fin porque, en términos reales, pasa a ser el 
órgano supenor del Secretariado Ejecutivo, no obstante que la orientación original del 
legislador es constituirlo en la instancia superior de instrumentación y ejecución de 
las decisiones del Consejo Nacional de Seguridad Pública que es presidido, 
paradójicamente, por el Secretano de Gobernación quien propone la designación del 
propio Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Atrae nuestra atención el contenido de la fracción XVI del artículo 75 del 
Reglamento citado toda vez que establece que el Secretariado Ejecutivo tiene la 
facultad de apoyar en la planeación, instrumentación y ejecución de acciones 
policiales, siendo que la ley no contempla esta atribución legal que suscita 
controversia en los alcances que pudiese tener en la vida práctica de las fuerzas de 
seguridad pública, porque la ley - artículo 17 fracciones X y XIII - solo le permite 
coordinar adones entre las policías federales preventivas" o en su caso, promover, a 

• La fraCCIón XXI!1 del aniculo 75 del Reglamenta Interior de la Secretana de GobernaCIón Incurre en la limItaCIón seilatada al seflalar que le 

corresponde al Secretanado EjecutIVo Auxiliar en el seguImIento y evaluaCIón de los convenios y SUS anexas técl1lcos que par acuerdo del 

Conseja se suscnban con las entIdades federatIvas en matena de segur,dad publica. aSI como de la operaclon de las fideIcomISOs que se 

Cúns~luy¿¡n en eS.9 malena 

•• La fraCCión XVII del artIculo 75 del Reglamenta en cIta reItera el carac\er secundarla de la partiCIpaCIón en labores de segundad pública al 

Secrelanado EjecutIVa del S stema NaCIonal de SegUridad PublIca lada vez que señala que este apoyará a la coordllla(lón de las accIones entre las 

pollclas federales preventIVas 
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través de las instituciones de seguridad pública, la práctica de acciones conjuntas?11 
En esta tesitura, la norma interna reincide en superar el texto de la ley que nos ocupa 
y va más allá de su sentido, razón que nos permite dudar de su legalidad y 
constitucionalidad en sí misma, y porque si se interpreta que el Secretariado Ejecutivo 
está en posibilidades de participar en ]a operación y ejecución de actos de fuerza 
pública, por iniciativa propia o en colaboración con otras corporaciones policiacas, 
toda vez que no existe cuerpo jurídico alguno en nuestra legislación que permita la 
creación, existencia y actuación de corporación policial federal perteneciente o 
adscrita a la Secretaría de Gobernación. 

Adquiere especial interés la prerrogdtiva que se le concede para llevar a cabo 
estudios e investigaciones que le permitan diseñar políticas, lineamientos y acciones 
para el buen desempeño de las instituciones de seguridad pública del país, y por 
adoptar nuestra legislación el sentido amplio de ésta política general de gobierno, es 
dable que los estudios e investigaciones versen sobre cualquier disciplina de la 
Enciclopedia de las Ciencias Penales y no exclusivamente de la Ciencia Penal o del 
Derecho Penal, y si armonizamos este precepto con la facultad de efectuar estudios 
especializados en la materia212 concluirnos que se aspira llegar a la sintesis 
criminológica del conocimiento de la realidad social actual que gira en torno a la 
criminalidad y a la delincuencia, fenómenos que exigen un tratamiento 
interdisciplinario y profesional que abra paso a la Política Criminológica con la 
proposición de las políticas, lineamientos y acciones que permitan lograr la real 
seguridad pública que el país merece.213 

Con el resultado de dichos estudios se le deja en posibilidad de concretar 
propuestas de reformas jurídicas en la materia y sugerir a las autoridades 
competentes con el objeto de que las instituciones de seguridad pública de los 
gobiernos federales, locales y municipales lleven a cabo con mayor eficacia sus 

•• 214 
servICIOS. 

La captura, procesamiento y administración de los datos que integran los 
instrumentos de infonnación del Sistema Nacional de Seguridad Pública representa 
un avance sustantivo en la lucha contra la impunidad y representa un esfuerzo 
considerable para lograr el control de los cuerpos de la fuerza pública en los recursos 

211 Con apego a las bases y reglas que emIta el ConsejO Nacional de Segundad Pútll= y SIn pelJtliao de otras que realicen las autondades 

competentes, t1ajo el pnnop!O de confidenCIalIdad ¡Articulo 75 fracoon XVI del Reglamento Intenor de la Secretaña de GotlemaClon J 

212 Articulo 17 fracción XII de la ley General que Estatlle!::e las Bases de CoordinaCIón del Slslema Naoonal de Segundad PúblIca y el artIculo 75 

fracoón JIN del Reglamento lmenor de la Secretana de GobemaciOn 

213 Las fracciones UI y V del art. 75 del Reglamento supra citado realzan la razón legislativa del Secretariado Ejecutivo: llevar a cabo 

estudiOS e investigCiciones que le permita elCiborar políticas, principios y directJ'lces que se dirijan para lograr, y preservar la seguridad 

pública del pais para ofrei;erlas en consideroción del Consejo Nacional de Seguridad Pública para que éste ICiS apruebe. 

214 Vid l.ey General que Establece !as Bases de Cooromad<m O€l SIstema Naocnal de Segunda<! Pública en su anic.u\c 17 fracaén IX. 'f el 

articulo 75 fracoones XIlI y XIX del Reglamento Inlenor de la Secretana de Gobemaoon 
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materinlcs y humanos que se les dol,l )' quc poscen pdra tI consccUI ... ión de sus nH:"t,I~, 
consideramos que la integraci(H1 dl' Id InformaCión NaciOn,11 sobre Segundad Públicd 
es una acción gubernamental dcertada en 1,1 búsqueda de un slstemiJ penal 
democrático moderno y eficaz toda vez que se concentra el conocimiento de materias 
indispensables en el quehacer público de la lucha contra la criminalidad y !<.1 
delincuencia. 

Estos instrumentos de información se integran por el Registro Nacional del 
Personal de Seguridad Pública, el Registro Nacional de Armamento y Equipo, de la 
Estadística de Seguridad Pública y de la InformaCión de Apoyo a la Procuración de 
Justicia/1s y su composición se llevará a cabo medIante los instrumentos tecnológicos 
modernos de que el Estado debe estar provisto para realizar estudios criminológicos 
de hechos y actos determinados que se presentan en ciertos zonas o lugares 
geográficos para que finalmente se instrumenten todas y cada una de las estrategias 
de las políticas tendientes a lograr la prevención en la comisión de crímenes y delitos; 
investigaciones oportunas y científicas de los delitos, para que se sancione legal y 
justamente a sus autores para que posteriormente, una vez conocidas sus 
características somáticas, psicológicas y sociales se le aplique el tratamiento de 
reincorporación social acorde a su personalidad específica. 

Finalmente, es menester puntualizar que a partir de su creación al Sistema 
Nacional de Seguridad Pública se le ha asignado un presupuesto federal que reasigna 
al Distrito federal, a las entidades federativas y sus municipios, con cantidades 
significativas que son aplicadas en los convenios de coordinación en la materia que 
celebran la Secretaría de Gobernación, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la 
Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo y la entidad política 
beneficiaria con base a criterios de asignación y distribución que aprueba el Consejo 
Nacional de Seguridad Pública de acuerdo con fórmulas de cobertura que 
recomienda su Secretario Ejecutivo quien también propondrá los lineamientos de 
seguimiento y eva)uación que se incorporarán a los convenios citados.215 

En otras palabras, la asignación de recursos económicos en materia de 
seguridad pública es una facultad discrecional reglada que prácticamente está en 

215 La Ley General que Establece las Bases de CoordmaClon del Sistema NaCIonal de Segundad Publica en su Capítulo IV regula eslo$ 

instrumentos de InformaCión que deben proporcionar la federaclon. el D f . los estados y los mUniCIpiOS para que se mtercamble, Sistematice y 

analice, en los dlsbntos niveles de consulta que la propia ley preve en su art 44. a saber Al La policía preventiva. Bl La pollcla JUdICIal. C) El 

MlOlSteno PubliCO, D) Las autondades JudiCiales. El Las autondades administrativas de readaptaClon SOCial, y f) Otras autondades El acceso a 

toda la mfoll11aC1ón que contiene los Registros selialados se claSIficará por niveles en el reglamento - que a la fecha de la elaboraCión de la 

presente no se había expedido -. ya su vez. en esle ordenamiento se preCIsara la mformaclón que podrá ser del conOCimiento del publiCO 

216 El Decreto de Presupuesto de Egresos de la FederaClon para el eJerCIcIo fIscal de 1998 en su articulo 15 seMla que las erogaciones previstas 

para el SIstema NaCIonal de Segundad pertenecen al rubro 04 que es el correspondiente al de la Secretana de GobemaClón y habrán de ser 

aplicados para cubor el desarrollo de los subSistemas que mtegran la coordinaCIón del Sistema NaCional de Segundad Publica y es el Consejo 

NaCIonal qUien por conducto del Secretariado EjecutIVo entregará a la S H e P tllmestralmente. Informes que reporten la aSignación y dIstribUCión 

delos recursos 
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manos del Ejecutivo Federal si observamos la tendencia política de los miembros del 
Consejo Nacional de Seguridad Pública y su Secretariado Ejecutivo - órganos que son 
los pilares básicos del Sistema Nacional de Seguridad Pública -, quienes siguiendo la 
inercia del sistema presidencial mexicano representada en estas instancias por el 
Secretario de Gobernación, prácticamente son quienes deciden la proporción de los 
recursos que se otorgan al Distrito Federal, entidades federativas y municipios. Es así 
corno la asignación de recursos económicos juega un papel politico en las políticas 
generales de seguridad pública en México que resquebraja los más elementales 
principios de la democracia y el federalismo, porque el establecer que dichas 
entidades serán las responsables de la correcta aplicación y destino de dichos recursos 
federales217 resulta ineficaz en tanto en cuanto la cantidad que se les dota para el 
cumplimiento de los programas y políticas especificas en el ámbito de sus 
particulares competencias no está sujeta a principios de equidad financiera tal como 
se busca en los Convenios de Coordinación Fiscal, y porque se les impone una 
obligación que debería ser compartida en razón de la coexistencia de acciones 
comunes en la seguridad pública del país. 

4.3.- PROCURADURÍA 
REPÚBLICA. 

GENERAL DE LA 

Tocamos en este instante a la institución federal que se contempla en nuestra 
Carta Magna en su articulo 102 apartado' A " es decir del Ministerio Público de la 
Federación el cual está presidido por el Procurador General de la República,"8 y a 
quien le corresponde, por mandato supremo, la persecución ante los tribunales de los 
delitos (SIC) del orden federal; 219 solicitar las órdenes de aprehensión contra 
presuntos responsables de delitos de dicho orden; buscar y presentar las pruebas que 
acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda 
regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita; pedir la 
aplicación de las penas, así como las que la ley le atribuya. 

217 ídem 

218 La Norma Fundamental señala que los requISitos que deberá cubnr este alto funoonano de la Federnaon es ser CIudadano meXlcano por 

naCImiento, tener cuando menos tremta y CInco años de edad cumplidos el ella de la deslgnaoón, contar con una antigüedad mmima de diez años 

con titulo profeSional de licenciado en derecho, gozar de buena reputaclon y no haber Sido condenado por delito doloso Es deSignado por el 

Presidente de la República con ra!lficaClón de la Cámara Atta o en casade su receso de la Comlslon Permanente, yes remOVido libremente por el 

Ejecutivo Federal (Vid pnmer párrafo de la dlSposloon conStitUCional otada.) 

219 El articulo 8 de la Ley Orgá11lca dela Procuraduría General de la Republrca señala que la persecuaón de los delitos del orden federal 

comprende 

f) • Restituir proviSionalmente al ofendido en el goce de sus derechos en los termlnos del Codlgo Federal de Proced,mlenlOS Penales 

1) En aquellos casos que la ley lo perrnlta el Ml11lsteno PubliCO de la Federaclon proploara conohar los Intereses en conflicto proponiendo vias de 

5Oluoon que logren la ave1'1lsnoa, 
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Para L'Íectos del ,mJlisis d1...' bs ntribuciones qUl' en materia de PolitICe) 
Criminológicn estructural. él la I..¡ut.' se circunscribe esta tesis ren'pcional, acudimos a 
la Ley Orgánic;:¡ de b Procuradurí;:¡ Genl'r"li de b República· y en su artículo 2(' se 
destacan las sigUIentes funciones propia~ del Ministerio Público de la Federación: 

l. VIgilar la obsen!ancia de /a COl1stifllnOl/llltdlld l/leRalIdad ell el ámbito de SIl competencia, 
sin penlliclO de las alnbuclOnes que /q:a/1IIcllte correspollda tl otras al/londades lurisdiccior¡¡¡les o 
ad11l1nistra titJas: 

ll. Promover la p/OJltn, expedita y dd71dn prOClInlC¡ÓIJ e 17/lpartlclÓ'1 de Jl-lsticza; 
111. Velar por el respeto de los derechos ¡Illll/anos ell ill esfera de Su competencw;220 
VII. Participar en el Sistema Nacional de Segundad PÚblIca de conformIdad con lo 

estableCIdo en la Le1/ General que Establece las Bases de Coordinación del SIstema Nacional de 
Seguridad PÚblica, este orde1/aI111ento 1/ demás dlsposiclOlles aplzcables: 

X Convenir eOIl las m/loridades competentes de [as entIdades federatnms sobre mate6f1s del 
ámbllo de su competencia. 

La fracción primera de la norma supra citada es una norma complementaria al 
artículo 27 fracción IV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal que le 
impone a la Secretaría de Gobernación el deber de vigilar el cumplimiento de las 
disposiciones constitucionales por parte de las autoridades del país con especial 
énfasis en las que conciernen a las denominadas garantías individuales, en la 
inteligencia que éste ente administrativo deberá dictar las medidas administrativas 
que se requieran para hacer cumplirlas, facultad que no le es dable al Ministerio 
Público de la Federación, pero que se integra con las que poseen otras autoridades, 
principalmente de la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo o del 
Poder Judicial de la Federación. 

Esta norma, al igual que la contenida en la fracción lI, son disposiciones de 
auto control legal en las delicadas atribuciones que se poseen en el procedimiento 
federal penal mexicano y que afectan los bienes jurídicos más caros de los 
gobernados, estrictamente hablando son declaraciones jurídicas que en realidad no 
poseen sanción jurídica alguna en caso de incumplirse, es decir, son imperfectas, y es 
que los deberes que ciñen y regulan la actuación de todo servidor público están 
inmersas en el artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos: siendo que el artículo 128 de la Ley Suprema también declara el deber de 

+ Publicada en el Olano Ofiaal de la FederaCión el dla 10 de mayo de 1996 y reformada por decreto publicado el7 de nOViembre de 1996 

220 Art 6· las atnbuClones a que se refiere el articulo 20 fracelon 111 de esta Ley comprenden 

I Fomentar entre lOS servidores públicos de la InstltuClon una cullura de respeto a los derechos humanos que otorga el orden JurídiCO meXicano. y 

11 Atender las VISitaS quejas. propuestas de concdlaClon y recomendaCiones de la ComlSlon Naaonal de Derec/1os Humanos, conforme a las 

normas aplicables 

• La ConStltuClón General de la Repubhca en su articulo 100 expresa que por lo que se refiere a la dlsClphna que guarden los miembros del Poder 

JudiCial de la FederaClon. con excepcIón de la Suprema Corte de Jusllcla de la Naclon estará a cargo del Consejo de la Judicatura federal. órgano 

colegiado plural que Vigilará se cumplan los deberes jundlcos contenidos en el articulo 131 de la Ley OrganlC8 del Poder JudiCial de la FederaCión. 
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todo servidor público de observar lo dispuesto en la Ley Suprema y las leyes que de 
ella emanan.221 Este razonamiento no debe traducirse en sostener la ociosidad de la 
norma en comento, toda vez que el respeto a la constitucionalidad y legalidad de 
nuestro orden jurídico aún esta en proceso de consolidarse como cultura propia del 
sistema político mexicano. 

Circunscribiéndonos a la materia de la Política Criminológica en México, la 
Procuraduria General de la República posee la facultad de intervenir en el Sistema de 
Planeación Democrática 222 que comprende: 

La promoción y celebradón de acuerdos para participar en la integración, 
funcionamiento y desarrollo del Sistema Nacional de Seguridad Pública con las 
autoridades competentes que establezca la ley de la materia. 223 

Esta facultad también existe para otro órgano administrativo federal y es 
precisamente al Consejo Nacional de Seguridad Pública a quien se le encomienda 
llevar a cabo dicha atribución de acuerdo con el articulo 13 de la Ley que lo regula. 
Esta atribución habrá de integrarse con las prerrogativas que posee el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema en la materia de acuerdo con el Reglamento Interior de la 
Secretaria de Gobernación en su artículo 75 en sus fracciones III y V que le permiten 
realizar estudios e investigaciones que le permitan diseñar políticas, lineamientos y 
acciones para el buen desempeño de las instituciones de seguridad pública del país y 
proponer, para su aprobación, al Consejo Nacional de Seguridad Pública estas 

la que por CIerto en su fraCCIÓn XI remite a las conductas prevIstas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Púbhcos, en 

consecuenCIa, las responsabilidades en que pudieran incumr son 1 _ POlibc;a-COnsllhJClonal, Gue se establece a lraves de iuicio poIitlco. 2 - Penal, 

3 - ConslltuClOna¡'penal y 4._ Adm.nistrativa y 5 - Consbtuoonal administrativa (Vid. Vldona Adalo Green .• Ley Orgánica del Poder JudICIal de la 

FederaClÓll. Comentada ." Ed U NAM.-Insbtuto de InvesbgaCiones Juridlcas-PorrUa MéJ:iCO.1998. págs. 226 y ss) AsimiSmo, recomendamos a 

los lectores Interesados en el tema Héctor Flx Zamudlo y Hector Flx-Fierro •• Cuademos para la Reforma de la JustiCla.- T. 111 . El Con5ejO de la 

Judicatura' Ed U.NAM -rnsbtulo de Invesbgadones Jurídicas México 1996 

221 En la prácllca de la actMdad. gubernamental sólo se loma esta protesta legal a los altos funoonanos de la FederaCIÓn antes de lomar posesión 

de sus cargos - como lo determinan los articulos 79 fraCClon 11, 87, 128, 122 en sus fraCCIones VI y VII de la Constituaón Federal -, en 

consecuenoa, es un ado solemne que la norma Jundlca prevé y que loma fuerza legal no por si misma, SIno en fundón de la aplicaCión de otros 

ordenamientos legales, es decir, aislada se toma en un mandato mas que legal ébco [Vid Et al! • Consbtuoón Politlca de los Estados Unidos 

Mexicanos. Comentada.' Op al P 1347 a 1349 Comentano de Fema~dez Ruiz, Jorge al articulo 128 J Sugenmos al lector Interesado en conocer 

con mayof prcfundl!:!ad el marco Jurídico que nge a la conducta y desempeño de los servidores públicos consultar M'¡guel Acosta Romero "Derecho 

Burocrallco Mexicano· Ed Poma. MéxIco. 1995, Juan Franosco Arroyo Herrera - Reglmen JurídiCO del serYIdor público' Ed. Pomia México. 

1995, LUIS Humberto OeIgad~lo GutJérrez. • El sistema de responsablltcades de los servidores publlcos' Ed POITUa Mé;.;ICO 1996; 'Et al\. 'Códlgo 

él!co de conducta de los servidores públicos • Ed U N A.M - Instrtuto de InvesllgaClones Jundicas • Secretana de la Contraloría General de la 

Federaoón. MéxIco 1994, y Car10s A. Morales Paulín .• Derecho Burocrabco •• Ed. POrrUa MéxiCO 1995. 

222 Vid articulo Z', fracc¡ón VI de su ley Organlca 

223 Vid. articulo 10 fracCIón X de la ley Invocada en relaClon con el attirulo 9" fraCClon I de su Reglamento Intenor (Publicado en el O¡ano OfiCIal de 

la Federación el día zr de agosto de 1996 y reformado por decreto publIcado el 27 de dloembre de 1996), norma ésta última que dada la 

Importancia que reviste la prerrogativa JurídIca en relaoon con las tareas que propiCIan el diseño del Sistema NaCional de Segundad Pubhca, ha 

dado mObvo para dar1e caráder Indelegable a favor del titular de la InSbtuClón, al establecer que podré: 'Celebrar con lOS Estados y el DlstnfO 

Federal, convenIOS y acuerdOS en matena de apoyo, aSI como de asesería reCIproca, de conformidad con el articulo 119 de la Consbtuclon POlíllca 

de los Estados Unidos MexIcanOS, y otros que competan a la Procuraduría ' 
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políticas, lineamientos y acciol1l's P,Il\l el bUl'l1 desernpcflo de las instituCiones dl' 
seguridad pública dd país, 

y ahora toca conocer a los ()rganos y unidades administrativas que integran al 
Ministerio Público de la Federación y a su titular,224 que gocen de las facultades 
relacionadas directamente en las materias de Política Criminológica, a saber: 

::::::> Dirección General de Prevención del Delito y Servicios ala Comunidad; y 

=> Dirección General de Protección a los Derechos Humanos,225 

Llama la atención que el órgano federal de procuración e impartición de 
Justicia Penal en México no guarde una estructura administrativa y orgánica 
congruente con la establecida en la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal en virtud de carecer de un órgano que se encargue, formalmente hablando, 
de la Política Criminológica en el específico ámbito de su competencia, o de 
estadística criminológica que pudiese generar en ejercicio de sus funciones en el 
procedimiento penal mexicano, quizás en congruencia COn la naturaleza y fin que 
reviste el Consejo Nacional de Seguridad Pública y su Secretariado Ejecutivo, empero 
no obstante esta aparente razón se diluye al conocer las facultades que posee en las 
unidades administrativas citadas, a saber: 

A la Dirección General de Prevención del Delito (SIC) y Servicios a la 
Comunidad se le encomienda: 

224 V,d Articulo 2" del Reglamento de la Ley Orgál'llca de la Procuraduna General de la RepúblIca 

225 Resaltan para nosotros las siguIentes facultades genéncas, de los titulares de las ul'lldades y órganos enunCIados 

I Planear, programar, controlar y evaluar las labores encomendadas a su cargo y establecer mecanIsmos de IntegraCIón e InterrelaCIón que 

propICien el óptImo desarrollo de las responsabIlidades que son competenCia de la Procuraduría, aSI como fOlTllular los anteproyectos de programas 

Y de presupuesto que, en su caso, les correspondan, 

VII PropICiar La Información o la cooperaCión que les sean requendas por /as dependencias y entidades de la AdmInistracIón PúblICa Federal, 

Gobiernos Estatales o Mumclpales, de acuerdo con las normas y polltlCas que emIta el Procurador, 

XI Elaborar análISIS, estadlstlcas y el sistema de regIStro de los asuntos a su cargo, proporcionar a las unidades administratIvas competentes, la 

mformaClón y cooperación técmca especIalIzada que soliCiten, de acuerdo con las pol/llCas y normas que establezca el procurador, 

XII Formular propuestas para lograr la cooperaclon de los dIversos organismos públicos, SOCIales y pnvados, tanto naCionales como 

InternaCionales, para fortalecer y consolidar las funCiones de su responsabilidad, (Articulo 10 del reglamento de la ley Orgánica supra atada) 

Cabe señalar que mechante el Acuerdo N010196 del C ProcuradO( General de la República, mechante el cual se adscnben las unIdades 

admlnlstrabvas y órganos desconcentradOS de la Procuraduría confonne al Reglamento de su ley Orgánica, en su artIculo l' señala que se 

adscflbe al Procurador General de la República la DIrección General de Prevención del Delrto y ServiCIOS a la ComUnidad En tanto que a la 

Contra lona Interna se adscnbe la DlfecGlÓn General de Protecoon a tos Derechos Humanos 
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1. Desarrollar programas 11 campañas pennanentes. con la finalidad de prevenir conductas 
¡licitas de carácter federal. así como evaluar periódicamente el resultado de las actividades 
realizadas, en todo el territorio nacional: 

JI. Colaborar con las unidades administrativas responsables de la elaboración de convenios 
de coordinación con las Procuradurías Estatales, del Distrito Federal y con institUCIones 
académicas para promover programas de prevención del delito; 

IV. Promover la coordinación con dependencias 11 entidades federales. estatales y 
municipales. para ampliar y fádlitar el acceso de la comunidad a los senllcios requeridos en el 
ámbito federal. dentro de la competencia de la ProcuradzlTÍa. Difundir e intercambiar experiencias 
con instituciones nacionales 11 extranjeras 1{ valorar la conveniencia de adaptar las medidas que 
recomienden los diversos organismos internacionales: 

V. Brindar orientación legal y social al público en general, propiciando la consolidación de 
los sistemas conciliadores en materia de proGlración de justicia federal v colaborar en su 
establecimiento, canalizándolo a las dependencias y entidades competentes, que 
proporcionen servicios de carácter tutelar~ asistencial, preventivo y educacional, dando 
especial atención, tanto a la víctima del delito 1( sus familiares. como a los del sujeto activo del 
delito, en su caso, 

VII. Promover la participación social, para el apoyo de los seroicios que presta la 
Institución, a trmrés del establecimiento de comités de colaboración comunitaria en las entidades 
federativas y establecer mecanismos para la recepción de infOnnación ciuCÚldana sobre la posible 
comisión de delitos federales; * 

La seguridad pública que actualmente se concibe en nuestro orden jurídico 
federal no se entiende sin la planeación e instrumentación de políticas generales de 
prevención de la criminalidad y la delincuencia ámbitos vedados al derecho penal 
vigente en nuestro país, no así al de la Política Criminológica y al sistema penal en su 
sentido amplio, en este sentido se pretende consolidar una Justicia Penal que controle 
realmente el auge delictivo en nuestro país, pues bien, la Representación Social 
Federal que es un órgano técnico-penal que ha de intervenir una vez cometidos los 
delitos federales o en el mejor delos casos, disuadiendo su comisión mediante la 
presencia de la Policía Judicial Federal en el territorio nacional, desvirtúa su ontologia 
para dedicarse a la planeación y realización de campañas permanentes de prevención 
de ilícitos; - a primera vista, parece lógico el respeto de la competencia de otras 
autoridades locales, sin embargo, la prevención de los actos criminales y delictivos 
que de suyo es una labor sumamente compleja que requiere de un órgano 
especializado que diseñe, coordine, instrumente y evalúe las estrategias a seguir por 

* Artículo 21 deJ Reg¡¡¡mento en comento 

•• Su normallVldad mterna limita su pretenSión al mundo JurídiCO del fuero federal, al hablar soJo de . delrt.os', y deja al margen todas aquellas 

conductas delictivas deJ orden cornun y las arrtlsoclaJes_ 
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diversos órdenes que deben mcluir di sl'ctor gubl'rn<1l11cllt,11 SOCi<ll y privJdo. Y si no 
basta este razonamiento diremos que la procurJcion e imp¡uticiún de justicia penal en 
el orden federal en nuestro pais padece de una CriSIS funcional de sus acciones en el 
procedimiento ordinario y constituCIonal, que reqUiere de una concentración de 
recursos y esfuerzos institucionales que reviertan este proc<..."So que obstruye b 
obtención de la seguridad jurídica y pública a que aspira el sistema penal. 

La segunda fracción de la disposiCión en cita reafirma la orientación que se 
sigue en México de responsabilizar a los órganos encargados de la procuración e 
impartición de justicia penal en asumir responsabilidades de prevención de los ilícitos 
dentro del ámbito de su competencia territorial política que es loable pero que no ha 
demostrado eficacia en el control de la criminalidad y la delincuencia, y por supuesto, 
de lograr su reducción cuantitativa y cualitativa, la dirección que nos parece más 
acertada en esta actividad de la Política Criminológica y que debería guardar la 
Procuraduría General de la República, y las locales, es colaborar COn las autoridades 
competentes, responsables, académicas y de investigación nacionales e 
internacionales -, para programar y aplicar estrategias y campañas de prevención que 
incidan directamente en factores criminógenos y delictivos. 

Precisamente las fracciones IV y V de la norma en comento contienen este 
sentido, siendo que la segunda, le permite promover la participación social para 
coadyuvar a las tareas irunanentes a la Representación Social Federal al contemplar la 
creación de comités de colaboración comunitaria con las entidades federativas 
destacando que deberá fijar mecanismos de comunicación que le permitan allegarse 
de información ciudadana sobre la posible comisión de delitos federales, en tanto que 
la primera fracción en cita permite otorgar asesoría jurídica al público en general para 
consolidar sistemas conciliadores en la materia de procuración de justicia federal, y 
establece una figura similar al defensor de oficio al otorgar especial atención a los 
sujetos activos y pasivos del delito, a las víctimas y sus familiares. 

La siguiente unidad administrativa es la Dirección General de Coordinación 
Interinstitucional, misma que tiene las facultades siguientes: 

1. Representar a la institución ante los órganos y entidades que integran el Sistema 
Nacional de Seguridad Pública; 

11. Coordinar la ejecución de acciones institucionales derivadas de los acuerdos 
suscritos con los diferentes niveles de Gobierno y los sectores social y productivo del 
país; 

IJI. Promover la coordinaCIón con las dependencias l{ entidades de la administración 
pública, para establecer políticas en materIa de seg1lridad pública, así como vigilar la aplicación, 
seguimiento l{ evaluación de estos instrumentos; 
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IV. Promover 1{ actualizar c01ruel1ios con las dependencias y entidades de la administración 
PÚblica, para establecer sistemas de comunicación e intercambio de in{onnación, y 

V. Coadlfuvar en la instrumentación de acciones derivadas de los acuerdos 1{ convenios 
internacionales que se relacionen con la segun'dad pÚblica: 

Iniciaremos por decir que esta unidad administrativa no existía anteriormente 
en el organigrama de la Procuraduría General de la República y denota un~ función 
de enlace con otros órganos y entidades gubernamentales, de cualquier orden, sin 
exclusión de lo sectores empresariales y sociales, premisa institucional que debe 
prevalecer en la instrumentación de las politicas públicas actuales 226 que buscan la 
eficacia en las respuestas de la sociedad, cuyas demandas son cada vez más 
complejas. En este sentido, en la fracción 1, se le atribuye ser la representación de la 
institución ante los entes que integran el Sistema Nacional de Seguridad Pública, y en 
su fracción V le establece un carácter auxiliar en dicha función, porque se le encarga 
apoyar en la instrumentación de acciones derivadas que se contienen en acuerdos y 
convenios internacionales en materia de seguridad pública, facultad vigente que 
obviamente habrá de coordinarse con el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública - a quien le ha de corresponder la dirección de la coordinación 
interinstitucionaI para proveer lo necesario en la aplicación de las acciones que se 
hayan convenido internacionalmente - y la propia Secretaría de Relaciones Exteriores. 

A nuestro juicio, la fracciones segunda y cuarta del precepto en comento habría 
que trasladarlas al ámbito exclusivo de la competencia del Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública si tenernos presente que la coordinación de 
acciones gubernamentales que se desprendan de los convenios perfeccionados por las 
entidades federativas con la Representación Social Federal tiene como contenido 
mejorar la procuración e impartición de justicia, fin que se contempla en la Ley 
reglamentaria del artículo 21 constitucional, párrafos quinto y sexto, para lograr la 
seguridad pública del país, en la inteligencia que dicha instancia federal es el órgano 
que debe coadyuvar a su logro corno auxiliar del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública. A su vez, el fomento y práctica de convenios gubernamentales que tengan 
corno fin el establecimiento de sistemas de comunicación e intercambio de 
información es una de las materias de coordinación del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública y propia del Secretariado Ejecutivo al administrar los instrumentos 
que integran la Información Nacional de la materia y que en el caso concreto se 
canalizaría a la Estadística de Seguridad Pública. De observarse lo anterior, se 
aprovecharía en forma óptima los recursos de que está provisto el Secretariado 

• Artículo 22 de! Reglamento de ta Ley Orgámca de ta PrQOJraduna General de ta Repubhca_ 

226 Se recomienda amplíamerl1e alleclor las obras Dell S Wnght • Para entender las relaCIones mtergubemamentales· Traducaón de José luís 

Méndez. Ed COteglO Naaonal de Clenoas Políticas y Admmlstratclon Publica· Umversldad Autonoma de Colima y Fondo de Cultura Económica 

Mexlco 1997. y El al! LUIS F AgUllar Villanueva (Compilador) "La hechura de las políticas • 2" ed Ed Miguel Angel Pomia. México 1996 
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Ejecutivo del S¡stcm,l Nacional tk' St'gund,ld Públi(,:l cnn el (onsiguil'nte ,lhorro de 
horas-hombre para la Rcpn~scnt<lt ion SOt'idl h.'tleral qUt~ reqUiere Je una mayor 
dinámica en el ejercicio de sus <ltnbucionL's para ser diciente en la procuración e 
impartición de Justicia a la que est;:j Ilarn<lda. 

L¡:¡ fracción III de la norma en análisis, le otorgn n IrJ Representación Socinl 
Federal un carácter de instrtución coadyuvante de los fines legales que se les han 
reconocido al Consejo Nacional de Seguridad Pública y su Secretariado en razón de 
que le permite promover la coordmación con otras entidades del poder público para 
determinar políticas en m¡:¡teria de seguridad pública, darles seguimiento, vigilar su 
acatamiento y evaluar sus alcances, en este sentido, la Procuraduría General de la 
República se torna en un ente coadyuvante de otro órgano federal también auxiliar de 
funciones de coordinación en materia distinta - que no ajena - a la seguridad pública. 
En este orden de ideas, sugerimos que esta atribución Se transfiera por entero a otro 
órgano federal especializado en la seguridad pública del país. 

No es posible cerrar este apartado sin mencionar la existencia de los 
Consejos227 de la Procuraduría General de la República, por ser éstos instancias de 
decisión colegiadas de los diversos servidores públicos que integran los altos mandos 
de la institución y a través de los cuales se proponen acciones que permiten definir 
políticas coherentes, sistemáticas y articuladas, que por exclusión, han de ceñirse al 
ámbito de competencia federal que posee en materia de procuración e impartición de 
justicia, de acuerdo con los lineamientos, principios, políticas y acuerdos que haya 
emitido el Consejo Nacional de Seguridad Pública en la materia, para así contar con 
una coordinación eficaz entre los órganos del sistema penal de la Federación. 

4.3.1.- INSTITUTO DE CAPACITACIÓN. 

La Procuraduría General de la República tiene diversos órganos 
desconcentrados de los cuales separamos a su Instituto de Capacitación por ser, hasta 

227 El Reglamento de la ley Orgánica de la mstltuaón en su Capitulo IX en sus art,culos 51 a 55 contempla la: eXlstenaa de la slglllentes 

instanCias 

1 1 el ConsejO General el cual se aUXiliará de 

11 1 El Consejo TécniCO de Evaluaclon 

1 1 2 El Consejo Tecmco de ProgramaClon y AdmlnlstraClon, 

1 1 3 El COnsejo TécniCO de ServicIos Periciales 

1 14 El COnsejo TécniCO de Informática y Telecomunicaciones 

1 2 El CcnseJo de ProfeslonallzaClón del Mlnlsteflo PúbliCO de la Federaaon 

13 El CcnseJo TécniCO de Planeaclon y Coordmaoon de OperaCiones de la Policía JudlClal Federa 

14 El Consejo TécniCO de AdmlDlstraClon de la Pol,cla JudiCial Federal 

1 5 El Consejo TécniCO para la SupervlSlon y Control de la Admll'llSlraclon de B.enes Asegurados 
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la fecha, la única instancia federal en la cual se brinda capacitación y adiestramiento 
especializado a los aspirantes a ser servidores públicos de la propia institución y a 
quienes ya forman parte de ella, siendo que estas institución esta inmersa e 
incrustada en el vértice del sistema penal federal mexicano. El objeto es conocer la 
función institucional que desarrolla en nuestro orden jurídico y administrativo. 

En primera instancia se le subordina jerárquicamente al Subprocurador 
General de Coordinación General y Desarrollo228 y se le desconcentra por función y se 
le designa un titular con rango de Director General el cual es nombrado por el 
Procurador General de la República, de acuerdo con el articulo 48 del Reglamento de 
su Ley Orgánica, y el cual goza de las siguientes facultades que revisten la mayor 
trascendencia: 

.. I. Proponer, operar y controlar los métodos y sistemas de reclutamiento, 
selección y evaluación, como única instancia de ingreso a la Institución. 

II. Desarrollar los programas de formación, actualización y especialización de los 
elementos de la Polida Judicial Federal, de los peritos técnicos y otros servidores 
públicos que disponga el Procurador, que no queden comprendidos en programas de 
otros institutos u órganos, de acuerdo con lo dispuesto por el Servicios Civil de Carrera y 
de conformidad con los principios que señala la Ley General que Establece las Bases de 
Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y los reglamentos respectivos. 

lII. Proponer al Procurador la celebración de convenios con organismos e 
instiruciones nacionales o extranjeras, públicas o privadas relativas al intercambio 
asesoría que se requieren para la capacitación de los servidores públicos. " 229 

Existe consenso unánime en todos los sectores e instituciones que integran a la 
sociedad mexicana, y la de cualquier país del orbe, en sostener que el reclutamiento, 
capacitación, adiestramiento, evaluación, formación, ingreso, estímulos, 
reconocimientos, sanciones, especialización y baja de los miembros de los aparatos e 
instituciones directamente vinculados con el sistema penal - lato sensu - constituye un 
punto neurálgico de la consolidación y fortalecimiento de la Política Criminológica en 
virtud de que los servidores públicos que tendrá en sus manos la alta responsabilidad 
primaria de disuadir la comisión de los crímenes y delitos, mediante su presencia en 
lugares públicos y privados en los cuales estará en contacto directo y constante con 
los gobernados, de perseguir a sus autores, a través de una investigación científica 
que aporte las pruebas pertinentes e idóneas para aprehenderlos, permitiéndole al 

228 Vid Acuerdo AlOtO/9S del e Procurador General de la República. mediante el cual se adscnben las unidades admlmstralIvas y órganos 

desconcentrados de la Procuraduría conforme al Reglamento de su ley OrgamC3. el cual fue publ¡cado en el Dlano Q:iClal de la FederaCión el día 4 

de septiembre de t9S6 

229 Reglamento del Instituto de Capaolaoón de la Procuraduría General de la República. articulo 4°_ (Publicado en el Diana OfiCial de la 

Federaoón el 18 de agosto de 1993) 
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Juzgador sancionar penalmcnte, en su caso, ,1 los responsables penales de los delitos, 
así como que la autoridad admmistr.:1tiva 5.."1l1cione a los autores de lZls faltas 
denominadas de policía y de buen gobierno. 

En este sentido, si cOIL<;ideramos que los servidores públicos que forman parte 
de los cuerpos policiacos, y de procuración e impartición de justicia, son quienes 
materializan los actos estatales encaminados al disfrute de la Justicia Penal, su 
selección y formación es una de las tareas previas a lograr un eficaz control de la 
criminalidad y la delincuencia toda vez que en gran medida a ellos obedece el inicio o 
perfeccionamiento de un justo procedimiento penal que constituye la radiografía de 
la condición que guarda un Estado democrático de Derecho. En vista de lo anterior, 
este órgano desconcentrado ha de ser un parangón administrativo de las demás 
instancias locales de procuración e impartici6n de justicia, así como de las academias 
de las innumerables corporaciones policiacas que existen en la República mexicana 
debido a la actual legislación. Sin embargo, consideramos que a la brevedad posible 
deberá conformarse una nueva estructura administrativa - por lo pronto en el ámbito 
federal -, que homologue criterios de ingreso, formación, adiestramiento, selección y 
especialización para aprovechar al máximo los recursos que posee la Federación en 
este rubro y COmenzar al establecimiento de una verdadera carrera policial que es 
obligatoria y permanente de acuerdo con el articulo 24 de la Ley General que 
Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública.'" 

Respecto a la fracción II del artículo 48 del Reglamento de la Ley Orgánica en 
cita resulta obligado hacer el estudio comparativo de esta norma con el artículo 49 del 
mismo cuerpo jurídico y observamos que existe un criterio desigual en la formación, 
actualización y especialización de lo servidores públicos de la propia Institución en 
razón del órgano que les instruye, sin que en realidad exista una diferencia 
substancial sino de grado en relación a su preparación académica - en algunos casos-, 
que ha de ser otorgada por una idéntica institución académica y de investigación 
especializada en las Ciencias Penales y no por dos entes administrativos que difieren 
en relación a su localización geográfica, instalaciones, personal docente, recursos 
tecnológicos y bibliotecarios, programas académicos.... Lo anterior lo afirmamos 
porque a los miembros de la Policía Judicial Federal, peritos técnicos y a otros 
servidores, en tanto en cuanto, así lo solicite el Procurador General de la República, 
serán alumnos del Instituto de Capacitación de la propia Procuraduría/31 en tanto 

230 El articulo 22 de la ley In'lOCélda establece Jos prinCipiOS mll1lmos que deben cumplir cabalmente los Integrantes de los cuerpos poliCiacos y lOS 

cuales deberán promoverse en las normas aplicables que los regulen tel'llendo como premisas conslltuClonales contenidas en el artlwl0 21 la 

legalidad. la efiCienCia el profeSionalismo y la honradez 

Es menester subrayar que el artíwlo 24 de la Ley General que Eslablece las Bases de CoordmaClon del Sistema NaCional de Segundad Publica 

contempla la eXistenCia de un servloo naoonal de apoyo que deberá homologar procedimientos y eqUivalenCia en los contenidOS minlmos de los 

planes y programas de la formaclon de los Integrantes delas InstitucioneS poliCiales 

231 Es pertinente señalar que todo alumno que forme parte del Instituto de Capacllaclón del P G R está regulado en su conducta por el Acuerdo 

numero A·13·95. por el que se establece el Manual de Normas DISCiplinarias para los alumnos dellns~tul0 de CapacltaClon. publicado en el OlaflO 

OflCJal de la Federaclon el dla 1" de diCiembre de 1995 
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que a los agentes del Ministerio Público de la Federación, peritos profesionales y 
demás servidores públicos vinculados con la procuración de justicia,232 son orientados 
por el Instituto Nacional de Ciencias Penales: En otras palabras, existen dos centros 
académicos y de investigación para instruir a los servidores públicos de una misma 
institución federal de procuración e impartición de justicia, que son' clasificados' en 
dos grandes campos que no tienen razón de ser, desde nuestro particular punto de 
vista, en su preparación y especialización como servidores públicos. 

4.4.- INSTITUTO 
PENALES. 

NACIONAL DE CIENCIAS 

u ••• Para lograr -la consolidación del Estado de Derecho -, es pertinente contar 
con una institución - con investigadores y profesores del alto nivel - capaz de formar 
especialistas, técnicos y demás servidores públicos dedicados a las áreas de 
procuración de justicia, seguridad pública, politica criminal y criminalística, así como 
de difundir e informar sobre los conocimientos, innovaciones, avances y nuevas 
técnicas que sobre estas materias se desarrollen ... " 233 premisa fundamental que 
debe tener presente, cualquier política general del sistema penal, en la respuesta 
institucional a la criminalidad y a la delincuencia que día con día se expande y 
desarrolla en todos lo sentidos y niveles de la vida social, financiera, política y 
cultural en cualquier país, en esta tesitura, la presente administración decidió 
'reinstaurar' al Instituto Nacional de Ciencias Penales el día 22 de enero de 1996 '" 
que había sido desaparecido en el año de 1993. 235 

232 En esta tiltlma parte de la norma si encuadran los pñmeros. pero que por dlspoSloon expresa se les envia a las filas del Instrtuto de 

Capa0taci6n de la Procuraduna General de la República 

• Vid Infra 

233 Considerando del Decreto por el que se crea ellnstlluto Naoonal de Ciencias Penales. Publicado en el Dlano Qfioal de la FederaCión el dla 11 

de abnl de 1S96 

234 El InstItUto Naoonal de C,enoas Penales naoó por Decreto del Presidente de la Reptibhca del 21 de )umo de 1976 y fue publicadO en el Diario 

Oficial de la Federaoón el 22 de Jumo del mismo año. por tanto el Decreto del EJecuuvo Federal publicado en dicho organo ofioal el día 11 de abnl 

de 19S6. en realidad no crea allnsututo en referenCia. Sino que decide darle nueva Vida con mayores bnos que renovaran su prestigIO académ,co en 

el foro naoonal e IntemaoonaJ 

(Vid . Semblanza del InSlltuto NaCional de Clenoas Penales' en Et all • La Clenoa Penal y la POh!lca Cnmmal en el umbral dels,glo XXI • op dt 

pags 13 a 17.) 

235 El segundo artiCulo transrtono del Reglamento del Instituto de CapaCltaoon de la Procuraduria General de la Repúbl,ca que medtante decreto 

pres¡dencial- publicado en el D,ano supra Citado el dla 18 de agoslo de 1993 - se resolVió ex1lllgUlr y liqUidar su eXls!enoa para dar paso al Instituto 

de CapaataoÓrl ya otado. restnnglendo sus alcances a la capaotaoon y ad,estram,ento de 105 agentes del MlIllsteno Públrco de la Federaoón y de 

la Polida Judicial Federal 
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La decisión presidcncbl rectificó los pasos del sistemn penal en In academia y 
la profesionalización de lo servidores públicos directa e íntimamente vinculados con 
la impartición de la Justicia Penal en México que requiere de mejores hombres que 
apliquen las leyes penales, nosotros diríamos que las instituciones académicas y de 
investigación en las cuales se preparan y forman los futuros y actuales servidores 
públicos son la cuna de las instituciones gubernamentales federales o locales según se 
trate, en virtud de que son ellas las que proporcionan la substancia indivisible de su 
desempeño en las relaciones entre los órganos provistos de poder público y entre 
éstos y la sociedad como destinatarios naturales de las normas j~rÍdicas vigentes, 
porque proporciona las herramientas intelectivas mediante las cuales los hombres 
realizan sus labores en la construcción de un Estado democrático de Derecho, ya sea 
en el sector público y privado. Razón por la cual se ha tenido a decir por Celestino 
Porte Petit: " Toda institución que abre sus puertas a la búsqueda del saber, 
constituye un nuevo paso en el camino del progreso y de la responsabilidad en la 
libertad ... ,,'" 

Nuestra legislación vigente ha recabado tan alta y noble tarea en el sistema de 
justicia penal que le ha conferido al Instituto Nacional de Ciencias Penales la 
consecución de los siguientes objetivos: 

" .. , la formación y profesionalización altamente especializada de servidores 
públicos en las áreas de: 

• seguridad pública, 

• procuración y administración de justicia 

• y en ejecución de sanciones; 

la formación de investigadores, profesores, especialistas y técnicos en las 
diversas áreas de: 

o ciencias penales 

o y de la política criminal; 

la realización de investigadores sobre los principales problemas nacionales en 
estas áreas, y la iruormación y difusión de los conocimientos sobre ellas." 237 

236 elt por Fernando AntOniO Lozano Graoa, en su dISCUrso de LnauguraCIOr'\ del Instituto NaClOr'la1 de CienCIas Penales (INACIPE) en su carácter 

de Procurador General de la Repúbllca, en' La CIencIa Penal y la Politlca Cnmlnal en el umbral del Siglo XXI· op 01 pags t9 a 23 1 
237 Artículo 2" del Decrelo por el que se crea (sic) ellnslltulo NaCIonal de CIenCIas Penales Nota las cursIvas, viñetas y subrayado son nuestras 
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En esta tesitura, el Instituto Nacional de Ciencias Penales busca perennemente 
cuatro metas fundamentales en sus actividades docentes: 

" 1) Satisfacer las necesidades nacionales de recursos humanos en el campo de 
las ciencias penales 

2) Proporcionar enseñanza de alto nivel académico. 

3) Facilitar la dedicación completa a la especialización de alumnos y maestros. 

4) Estimular la utilización de los recursos humanos formados." ". 

Es así como el Instituto Nacional de Ciencias Penales se erige como el recinto 
académico más especializado en la materia con el que cuenta nuestro país en razón de 
los altos objetivos que se ha trazado para que éstos sean aplicados por sus alumnos 
en la impartición de la Justicia Penal, y se fomente e impulse a la investigación de las 
Ciencias Penales y la Política Criminológica para su debida difusión en los espacios 
académicos, institucionales y públicos que así lo permitan. El lector habrá apreciado 
que la constante que existe en esta fórmula es la especialización y ello obedece a ésta 
se toma en un elemento indispensable de nuestros tiempos en el combate a la 
criminalidad y a la delincuencia, y porque el conocimiento penal no puede florecer y 
brindar frutos en la praxis social en tanto en cuanto sus servidores públicos no 
piensen, hablen y actúen acorde a los avances técnicos, tecnológicos y doctrinarios 
que nos presenta la modernidad, de lo contrario nuestras estructuras mentales y 
administrativas jamás alcanzarán al desarrollo cualitativo de la criminalidad y la 
delincuencia al que debemos alcanzar y rebasar para contenerlo. 

Resultado de ello se ha tenido a bien decidir que el Instituto Nacional de 
Ciencias Penales cuente con las atribuciones necesarias para lograr tan caros objetivos 
de tal suerte que entre ellos está: 

." Impartir cursos de capacitación y especialización para la 
profesionalización de los agentes del ministerio público y de peritos, aSÍ como de 
servidores públicos de otras áreas relacionadas con la procuración de justicia. 

* Impartir cursos de especialización, maestría y doctorado, en las áreas de 
ciencias penales y de política criminal, así como realizar actividades de extensión 
académica" tales como cursos de actualización, diplomados o equivalentes. 

238 Reglamento General de estudios del lNACJPE . Semb~ dellnstltulO NacIonal de CIenCIaS Penales. 'Ibídem. p 16 . 

• Cabe destacar que el personal que reobe cualqUIer tIpO de en$elWnza en el lNACIPE no necesanamenle labora o aspira a formar parte de la 

P=raduna General de la Repubhca. como si es el caso del alumnado del Inslltuto de Capaotaaón 
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,.., Brindar el asesoramiento que requieran personas e instituciones públicas y 
privadas y participar, en su C<1S0, como órgano de consultivo y propositivo en el 
estudio, formación y aplicación dc medit,tls públic<ls dentro del ámbito de su 
especialidad. 

'" Establecer relaciones de mtercambio con organismos similares, nacionales e 
internaCIonales. 

'" Otorgar becas para realizar estudios en sus propios planteles e instalaciones, 
así como en instituciones similares del país o del extranjero, y recibir a becarios 
nacionales o del extranjero como Investigadores, profesores y alumnos. " 239 

Dada la trascendencia de los fines que persigue el Instituto Nacional de 
Ciencias Penales el titular del Ejecutivo Federal escuchó la opinión de la Procuraduría 
General de la República y ésta consideró que debía resurgir como órgano 
descentralizado para que gracias a su autonomía técnica y administrativa concentrará 
en forma eficaz todos sus esfuerzos y recursos para el debido logro de las metas ya 
enunciadas, asunto que se turnó a la Comisión lntersecretarial de Gasto Financiero en 
sesión ordinaria determmó favorablemente la propuesta y en consecuencia, la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público sometió el dictamen a consideración del 
Presidente de la República, la cual fue acordada en sus términos 240 para reconocerle 
personalidad jurídica y patrimonios propios con domicilio en esta ciudad capital, 
según el artículo 10 del ordenamiento jurídico en comento. 

Como organismo descentralizado,* cuenta con una Junta de Gobierno 
presidida por el Procurador General de la República y que se conforma por los 
Secretarios de Gobernación, de Educación Pública y de Hacienda y Crédito Público, 
así como por el Subprocurador que el Procurador General de la República designe.'41 
Sin embargo esta descollante presencia del Poder Ejecutivo Federal no es una regla 
insalvable en razón de que el decreto presidencial permite que la Junta de Gobierno 
cuando así lo estime pertinente, podrá invitar a participar en sus sesiones a 
representantes de los Poderes Legislativo y Judicial o de cualquiera otra institución 
pública o privada,242 y en forma mdividual le autoriza al Presidente de la Junta a 
invitar a participar, como miembros de la propia Junta, al Procurador General de 

239 Artículo 4' en SUS fraCCiones I 11, IV, V Y VI, respectivamente, del Decreto por el que se crea el lnsbtuto NaCIonal de CienCIas Penates, 

pUblicado el11 de abnl de 1996 er'\ el I)ano OfiCial de la Federac,on 

240 Vid Cons,derando del Oecreto presidenCIal supra Citado 

• Art 14 -El Instituto contará con un órgano de VigilanCia tntegrado por un com,sarlO publiCO propletano y un suplente, deSignados por la Secretaria 

de Contralorla y Oesarrollo Admln,stratlvo, y tendrá las atribUCiones que le confiere la Ley Federal de las Entidades Paraestalales y demás 

diSpoSICiones legales aplicables 

241 Los Integrantes de la Junta de Gobierno podran deSignar a sus respectiVOS suplentes 

242 V,d Articulo 6° del Decreto por el que se crea ellnstlluto NaCional de CIenCias Penales de fecha 11 de abril de 1996 
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Justicia del Distrito Federal, a los receptores de la Universidad Autónoma de México" 
(SIq y de la Universidad Autónoma Metropolitana y al Presidente de la Academia 
Mexicana de Ciencias Penales. Este órgano colegiado, en su conjunto, y con la 
participación del Director General del Instituto Nacional de Ciencias Penales forman 
el órgano de administración del ente académico en estudio. 

Por lo que se refiere a la dirección escolar del órgano académico esta dada bajo 
un órgano colegiado que se denomina Consejo Académico el cual esta compuesto por 
el Director General, un profesor, un investigador y un alumno de cada una de las 
áreas de enseñanza con las que cuente el Instituto de acuerdo a su Estatuto 
OrgánicO?43 Acorde con el alto nivel académico que existe en el Instituto Nacional de 
Ciencias Penales se le requieren a los profesores e investigadores que deseen formar 
parte de su plantilla de personal docente, contar con título de licenciatura, por lo 
menos, y si se trata de una especialidad técnica deberá acreditarse el conocimiento 
especializado en la materia y aprobar el concurso de oposición/44 y su Director 
General ha de cumplir con ser mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus 
derechos civiles y políticos; poseer grado académi!;o superior al de licenciatura que implique 
conocimiento especializado en alguna de las disciplinas penales; haberse distinguido en alguna 
de las áreas relacionadas con las Ciencias Penales~ en la labor docente o en la investigación~ y 
tener obra escrita de reconocida calidad científica, y los demás que señalen las leyes 
aplicables.'" 

Ya renovado el Instituto Nacional de Ciencias Penales en su estructura 
administrativa, técnica y operativa que lo reafirma como el centro de enseñanza 
especializado en las ciencias penales modernas más importante en nuestro país 
gracias a su alto nivel académico de sus alumnos~ profesores e investigadores, que 
gozan de la autononúa necesaria para ejercer la libertad de cátedra, el Gobierno 
Federal reconoce su calidad y excelencia y lo incorpora a su sistema de selección, 
capacitación, adiestramiento, ingreso, promoción, y especialización de sus servidores 
públicos en la procuración y administración de justicia, de tal forma que establece que 
la Procuraduría General de la República convendrá la formación de los agentes del 
Ministerio Público de la Federación, sus Secretarios~ peritos profesionales y todos 
aquéllos que estén vinculados con sus tareas.246 

•• El ordenamiento legal Citado asi denomina a la MaJuma Casa de EstudiOS 

243 Víd. articulos S y 11 del Decreto presIdenoal en ota_ 

244 lbidem, articulo 13. 

245 Ibidem, artículo 9, norma que establece que el Director General sera deSignado por el PreSidente de la Repubhca, o a mdlcaClon de este a 

través del coordinador de sector, por la Junta de Gobierno (Nota las cursivas son nuestras) 

246 Ley Orgamca de la Procuraduría General de la Republlca, art¡culo 49 
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Por todo 10 anteriormente dicho consideramos que este es lino de los 
principales avances que ha dado el sistema penal en ],1 presente administración y el 
cual hil de continuar promoviéndosc, en pleno respeto ,1 SlI autonomía tecnica y 
administrativa, para formar ell1lós V<:llioso recurso que posee cUí.llquier sistemil penal 
en el mundo: el humano, ya sea en sus facetas dl' servidores públicos, de 
investigadores, de profesores, de abogados postulantes, de estudiantes y estudiosos 
de las disciplinas penales. Los resultados serán a mediano y largo plazo en la ffiedidZl 
en que la capacidad cognoscitiva de sus cgrcsados o personal docente y alumnado, 
sean aplicados eficaz, racional y humanamente en los diversos frentes del foro 
jurídico mexicano. 
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5.- INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA COORDINACIÓN 
FEDERAL DE LA POLÍTICA CRIMINOLÓGICA 
MEXICANA. 

5.1.-

" La Justicia sin la fuerza es impotente; la fuerza sin justicia 
es tiránica. Es necesario hacer coincidir la justicia y la 
fuerza, de forma que la justicia sea fuerte y la otra sea 
justa. " 
Pascal. 

¿ LA DESCENTRALIZACIÓN 
ADMINISTRATIVA COMO SOLUCIÓN 
POLÍTICA? 

Con gran asombro y tristeza hemos visto que las atribuciones jurídicas de que 
están investidos los múltiples órganos del Poder Ejecutivo Federal que guardan 
íntima participación y vinculación con el sistema penal mexicano están dispersas, 
fragmentadas y duplicadas en diversos órdenes y niveles de estructura 
administrativa, política y financiera que no permiten establecer una política pública 
general de combate a la criminalidad y a la delincuencia en todas sus fases que 
permitan alcanzar la vigencia y consolidación de un verdadero Estado democrático 
de Derecho y mucho menos la Justicia PenaL 

Por tanto, existen una diversidad multiforme de políticas generales en la 
materia que de ninguna forma integran una Política Criminológica uniforme, 
sistemática, permanente y eficaz que permita gozar de la principal encomienda el 
Estado moderno: la seguridad de los habitantes - o seguridad pública de acuerdo con 
nuestro orden jurídico vigente - en razón de la falta de una estructura orgánica que 
concentre los lineamientos, principios, figuras, procedimientos y fines que se prevén 
en los párrafos quinto y sexto el articulo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública. . 

Partiendo de la premisa de considerar que es el titular de la Secretaría de 
Gobernación quien detenta prácticamente la dirección, orientación, fonnulación, 
instrumentación y aplicación de las políticas públicas de seguridad en nuestro país a 
través de la Subsecretaría de Seguridad Pública, el Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y el Centro de Investigación y Seguridad Nacionat -

• Órgano aUXiliar de planeaooll. coordlnaClon, Instrumentaoon y eJecuClon del ente administrativo y politleo de mayor .terarqula en la AdministraCión 

Pública, como lo es el ConsejO NaCional de Segundad PublLca que esta adscnto organlcamente al Subsecretano de Segundad Pública y no en 
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siendo los dos ultimos organo:-, r..h.'sconcr..'nlrados y el primero ccntr.1Iiz<.1do -, cuyos 
titulares ejercen sus funcione~ b1JO 1.1 subordinación política, administmtiv;J. y 
financiera del también cncarg<Klo de b politJCa intenor del país, quien por Cierto 
también preside la máxima IIlstdl"Ki<.1 de coordinación entre los distintos niveles de 
gobierno en la materia: el Consejo Nacional de Seguridad Pública. 

Por último diremos que habr{¡ que agregar que esta aparente concentración y 
ordenación de la estructura admmistr<:1tiva está fracturada con tareas de prevención 
de las conductas delictivas federales que está a cargo de la Procuraduría General de la 
República pese al universo que implican las funCiones de procuración e impartición 
de justicia y la actuación de la Policía Judicial Federal en el procedimiento penal 
mexicano, y a la existencia de dos diversos centros de enseñanza que forman a los 
futuros y actuales servidores públicos bajo un criterio de distinción en razón de su 
cargo y el cual se externa en los estudios que se les imparten, el nivel académico que 
cuentan en su profesorado, el nivel de estudios especializados que reciben, las 
instalaciones en las que reciben los conocimientos, ... 

En fin, la crisis que padece la impartición de la Justicia Penal en nuestro país se 
grava aún más ante la falta de aplicación de las normas jurídicas en la materia y a la 
disfuncionalidad que ellas guardan tanto por su falta de sistematización legislativa y 
carencia de su técnica como por la falta de una estructura administrativa concentrada 
y umca que detente la planeación, formulación, orientación, dirección, 
instrumentación y aplicación de una Política Criminológica en toda la República 
mexicana. 

En esta tesitura, con las bondades que proporciona este espacio académico, 
proponemos la reestructura orgánica y funcional de la Administración Pública 
Federal para instaurar y consolidar una Política Criminológica que contribuya a la 
consecución de la Justicia Penal para vivir en un Estado democrático de Derecho en 
que los habitantes disfruten de una seguridad plena y constante que les permita su 
desarrollo individual, colectivo y social, dados los antecedentes históricos, las 
características y condiciones económicas, jurídicas y políticas que determinan las 
funciones y perspectivas de nuestro sistema penal que han quedado esbozadas a 
través de la presente investigación recepcional. 

Considerando el cúmulo y la trascendencia de las atribuciones jurídicas de que 
debe investirse al órgano de la administración que debe trazar las políticas públicas 
básicas que convergen en la Política Criminológica a fin de alcanzar una de las 
funciones primordiales de todo Estado contemporáneo: la seguridad de sus 

forma directa al titular de la dependenCla federal con mayor poder de fuerza publica en claro contraste con el Iltular del Centro de InvestLgacI6n y 

Segundad NacLonal. hecho polítiCO que se consagra en un Reglamento Intenor de una dependenCla federal y que rebasa tanto la norma jundlca 

como la mlenaón del legislador federal que plasmo en la Ley General que Establece las Bases de CoordmaaóO del SLstema NaCional de Segundad 

Publica De nuevo la JustlcLa Penal se retrasa ante la subordmac,on del dereCho a la polltlca 
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habitantes concluimos que debe estar dotado de la estructura orgánica y funcional de 
la mayor jerarquía en la Administración Pública Federal para cumplir con tan 
complejo fin~ en la inteligencia que deberá concentrar los recursos humanos y 
materiales suficientes que le permitan ejercitar todas las prerrogativas dispersas que 
existen en la materia respetando las que propiamente son las de los cuerpos 
policiacos - en su esfera material - y la de los órganos de procuración, administración, 
impartición y ejecución de justicia penal, de modo tal que habrá de coordinar sus 
acciones. 

La función del Estado que tratarnos no podrá llevarse a cabo si está dispersa y 
subordinada a otras metas inmanentes al buen gobierno o a órganos administrativos 
que están destinados al cumplimiento de diversos fines, por tanto, la especialización 
de sus servidores públicos en las ciencias penales deberá darse con autonollÚa 
administrativa, financiera, técnica y política. así pues surge a primera vista la figura 
de la descentralización a la que debernos conocer para determinar su aplicación en el 
modelo teórico que anhelamos a fin de contribuir en la consecución de la Justicia 
Penal, mediante el fortalecimiento del sistema penal en su parte orgánica y 
estructural. 

La descentralización de los órganos administrativos que es la que nos ocupa 247 

es una forma de organización que, de adoptarse en nuestra estructura administrativa 
federal, en ella se confiaría la planeación, instrumentación, orientación y evaluación 
de la Política Criminológica - tendiendo por ella lo que nuestra legislación vigente ha 
identificado como el servicio público de la seguridad pública -, a un órgano que 
guardaría con la administración central una relación en la cual se atenuaría la 
jerarquía de supra a subordinación, sin que ello implique una independencia o 
separación total del control y vigilancia del poder público centralizado. '" 

Se caracteriza porque los funcionarios y empleados que lo conforman gozan de 
una autonoTIÚa orgánica y no están sujetos a las facultades y poderes jerárquicos 
horizontales que caracterizan a los órganos centralizados de la Administración 
Pública 249 y que ha motivado que la impartición de la justicia, en los subsistemas 

247 No estamos tratando de la descentralización poh~ca o del orden JurídiCO que los tratadistas refieren en sus estudios, toda vez que esta fi9ura es 

por lO que se refiere a la relaClOll de los poderes de la federaCión, e! Dlstrllo Federa! y las entidades federativas con fundamento en el federalismo 

ha SICIO adoptado por el Estado meXicano, Siendo que en malena pena! !a definiCión de los dehtos corresponde a dos ámbitos perfectamente 

deJimrtados en nuestro orden jurídico, bifurcándose en federales y locales exrstiendo su dellmitaóon en los términOS conlemdos en la Consbluoón 

General de la Republrca en el artia.rlo 73 fraCCIón XXI, en tanto que la Ley Organrca del Poder JudiCial de la FederaCIón en su artiC1Jlo 50 fraCCIón ¡ 

(Vid José Ramon Cossio y luiS M, Perez de Acha (Compiladores) 'La Defensa de la Constitución' Mexlco Doctrina Jurídica Contemporánea 

1997 págs_ 23 y 24; Y Miguel Gahndo Gamacho Op ot P<Ígs 120 y 121 ;, En tanto que en la matena de la denominada segundad publica ésta es 

una funCión y serviCiO estatal que llene las característtcas de ser una facultad coexistente en nuestro reglmen lurídlco_ 

248 Vid_ Gablno Fraga_ Op ClI- P 198, ySerra ROJas, Andrés Op C<t t I.p.724 

249 La centralizaoon administrativa es' la reJaoón de subordlnadon que eXiste entre Jos organos superiores y los Infenores, respecto al prinCipio 

dejerarqula de los mismos " (MIguel Galrndo Gamacho_ Op crt P 101) 
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penales que' se' des~urollan J r~lbo l'!1 l'1 seno de los órganos dd Poder Ejecutivo 
Federal obedezcan más a criterios políticos y fin.:mcicws que ¡) los jurü.1icoRpcnales y 
cnminológicos. Es así como en esta forllla de organización se pretende la autonomía 
orgánica, técnica, y financiera de un ente' administrativo que busca hacer más pronta 
y eficaz un específico y determinado servicio público2~0 como lo es la seguridad de los 
habitantes. 

En síntesis, y en teoría, la descentralización busca la separación de los 
mecanismos, procedimientos y figuras jerárquicas que le subordinan a las decisiones 
del poder central que se encumbran en el sistema presidencial que existe en nuestro 
sistema jurídico y político, mediante su autonomía orgánica, administrativa, técnica y 
financiera, gracias a su personalidad jurídica y patrimonios propios. 

Cuatro requisitos ha expresado el orden jurídico mexicano para que un órgano 
descentralizado exista: 1.- Que sea creado por ley del Congreso de la Unión o por 
decreto presidencial. 2.- Su patrimonio se constituye, en forma total o parcial, con 
fondos, bienes, asignaciones, subsidios, concesiones o derechos que le aporte u 
otorgue el gobierno federal o de un impuesto específico o bienes y recursos 
provenientes de otros organismos descentralizados 3.- Su objeto es la prestación de 
un servicio público o social, explotación de bienes o recurso de la Nación, la 
investigación científica y tecnológica. 4.- Personalidad jurídica propia. 2~1 

La descentralización ha sido clasificada por la doctrina en tres grandes 
expresiones: por servicio, por región o por colaboración. Iniciaremos por decir que 
nos interesa la descentralización administrativa por servicio en virtud de que la 
correspondiente por región es " .. el establecimiento de una organización 
administrativa, a efecto de que lleven a cabo los servicios públicos y la protección de 
los intereses colectivos de una población asentada en un territorio determinado."252 
En tanto que por colaboración es " ... el desempeño de parte de la función pública, 
realizada por los particulares a los que el Estado solicita y otorga al mismo tiempo, y 
en determinadas condiciones, facultades de consulta, decisión y ejecución, para la 
mejor realización de la parte de la función pública a que la misma se refiere. " 253 

Gracias al Federalismo que existe en nuestro sistema jurídico y político la 
seguridad de los habitantes es una facultad coexistente que incumbe a la federación, 
al Distrito Federal, a los estados y a los municipios, llevar a cabo todos los planes, 
programas, campañas y acciones necesarias para establecerla y consolidarla en la vida 

Sus rasgos esenciales son a) Facultad o poder de nombramiento, b} Facullad o poder de mando, c) Facultad o poder de vlQllancla, c) Facultad o 

poder dlSClphnano. d) Facultad o poder de revIsión (VId Ibldem. págs 101 a 106) 

2~O- Vid El a1l • DICClonano JurídiCO Mexicano· T 11 8' ed Ed U NAM·lnslllulo de Invesllgaaones JundlC3s·Porrua 1995 Págs 108~ 

Comentario de Alfonso Nava Negrete 

251 Vid Ibidem P 1086 

2~2 Galmdo Carnacho. Miguel Op al p 124 

2531bidem p 131 
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cotidiana de sus gobemados~ lo cual llama a la coordinación y colaboración entre sus 
órganos e instituciones a través de una política pública general que respete sus 
ámbitos de competencia funcional y operativa~ en este sentido si consideramos que el 
artículo 115 en su fracción II inciso h) estatuye que los Municipios con el concurso de 
los Estados cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes;· tendrán a su cargo 
el servicio público de la seguridad pública~ no es posible crear una nueva 
organización de la Administración Pública Federal al descentralizar la prestación del 
servicio público de la seguridad pública en razón de que ésta es una facultad que 
también incumbe al municipio y a las entidades federativas. 

La descentralización por colaboración no tiene cabida en la prestación del 
servicio público de la seguridad pública en razón de la naturaleza intrinseca de esta 
delicada función que es compleja~ interdiscipIinaria~ intergubemamental y toda vez 
que lo que se desea es instaurar y consolidar a la Política Criminológica como un 
sistema nacional de políticas públicas generales que en su conjunto, también inciden 
en la Seguridad Interior y Nacional que por ningún motivo deben tener participación 
directa de los particulares como tales. Asimismo~ consideramos que la consulta; 
ejecución y decisión en esta materia no requieren de esta organización administrativa 
que es idónea para actividades de interés colectivo que de una u otra forma, implican 
un proceso económico o productivo que no posee la Política Criminológica o la 
seguridad pública. 

Finalmente, arribamos a la descentralización por servICIO, técnica o 
administrativa indirecta, que es " ... un modo de organización administrativa, 
mediante la cual se crea el régimen jurídico de una persona de derecho público, con 
una competencia limitada a sus fines específicos y especializada para atender 
determinadas actividades de interés general, por medio de procedimientos 
técnicos.,,254 Sus elementos que más lo caracterizan" a nuestro juicio, son: 1.- Tiene 
personalidad juridica propia. 2.- Tiene patrimonio propio. 3.- Tiene autonomía 
técnica. 4.- Tiene autonomía orgánica. 5.- Tiene un régimen jurídico específico que lo 
regula. 6.- Tiene órganos de dirección, administración y representación. 7.- Tiene una 
estructura administrativa interna. 8.- Tiene objeto y finalidad particularmente 
delimitadas. 9.- Tiene un régimen fiscal concretamente definido.255 

En otras palabras, la descentralización por servICIOS obedece a motivos 
prácticos del orden técnico; financiero y funcional, en tanto que la descentralización 
por región o por colaboración atienden motivos políticos. 256 

• y en la matena. de la Fedel3Clon por así ordenarlo el articulo 21 conshtuoonal y ¡os articulas 1°. 3° Y 9" de la ley General que Establece las Bases 

de Coordinacion del Sistema NaClonal de Segundad Publica 

254 Andrés Serra Rojas Op cil T I P 712. 

255 Vid Miguel Gallndo Camacho Op cit p. 123. 

256 Vid Andres Serra ROjas Ídem 
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Dcclarativdmentc el propio Ejecutivo hxicr.:11 h.:1 mamfestado que; "La 
descentralización de la AdministnlClún Fúblic<l Federal implica la transferenCl{1 de 
aquellas atribuciones y recursos, nctu<llmentc bajo la responsabilidmi de las 
dependencias federales, susceptibles de ser ejercidas de manera más eficaz y eficiente, 
(SIC) por los gobiernos locales y que permitan una partiClpación más Lhrecta de la 
población en la toma de decisiones de la gestión pública ." 257 

Rescatando lo anteriormente dicho tenemos que los organismos 
descentralizados por servicio presentan ventajas y desventajas porque anhelan tener 
libertad y autonomía frente al poder central a través de la autonomía orgánica, 
técnica y financiera, mismas que fragmentan el poder público y en especial del 
Ejecutivo Federal. Luego entonces, estamos ante un dilema no solamente teórico sino 
práctico en las instituciones gubernamentales del ámbito federal, que debemos 
dilucidar para así resolver si es posible adoptar esta organización para que se 
encargue de la Política Criminológica de nuestro país. Los aspectos negativos de la 
descentralización son a grosso modo; 

• "El desmembramiento de México como país. 

• Una grave ineficiencia en la provisión de servicios públicos esenciales para la 
ciudadanía, producto de la incapacidad local, el aumento de los costos y la burocracia y/o 
(SIC) de una descoordinaClón entre los dIversos órdenes de gobierno. 

• Problemas de autoritarismo local ... 

• Una mayor desigualdad regional e inclusive social, ya que supuestamente la 
función de centro, aunque no haya sido cumplIda eficientemente, ha sido la de tratar de 
equilibrar las diferentes regiones y promover que unas regiones ayuden a otras. " 258 

• " Rompe la unidad de la idea de personalidad, patrimonio y presupuesto del 
Estado. 

• Estimula los despilfarros con la intromisión de criterios políticos ( ... ) y plantea el 
delicado control de su presupuesto, tanto por le gobierno federal como por el Poder 
Legislativo. 

• Los países que no tienen desarrollo cultural adecuado viven de la ficción del 
centralismo, es decir, se crean instituciones descentralizadas, para cubrir una fuerte 
centralización administrativa. 11 259 

257 'Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federalismo 1995·2000 'Op Clt P 11 

258 José LUIS Méndez . Alcances y limites de la descentralizaCión en Mexlco • en • Dialogo y Debate de cultura polltlca • ReVista penÓ(llca (SIC) 

Ed Centro de EstudiOS para la Reforma del Estado No 4 Mexlco 1998 p 132 [ El autor es catedrátoco e investigador de El Centro de EstudiOS 

InternaCionales. El ColegiO de MéXICO 1 

259 Andrés Serra ROjas op Clt p 725 
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No obstante los anteriores inconvenientes económicos y políticos que conlleva 
la descentralización y particularmente la de por servicios, debemos tener presente 
que una descentralización debe ser una política pública que por tanto comprenda un 
programa que permita la participación de los actores involucrados, con un calendario 
espeCÍfico de acciones por realizar y lograr con criterios específicos lo suficientemente 
claros que sean evaluados en forma periódica; para decidir si es factible la 
descentralización debe observarse una coordinación gubernamental y la capacidad 
administrativa-institucional de los estados y los municipios para satisfacer las 
necesidades colectivas que se le encomendarían obtener con los órganos creados. 260 

De acuerdo con los anteriores razonamientos que nos proporcionan los 
tratadistas e investigadores especialistas en la materia no es posible que concordemos 
con la apreciación de que: 11 La descentralización de la Administración Pública Federal 
implica la transferencia de aquellas atribuciones y recursos, actuahnente bajo la 
responsabilidad de las dependencias federales, susceptibles de ser ejercidas de manera más 
eficaz y eficiente, (SIC) por los gobiernos locales y que pennitan una participación más 
directa de la población en la toma de decisiones de la gestión pública. 11261 toda vez que 
habría que garantizar que las entidades federativas y los municipios tengan la 
capacidad para aumentar la recaudación de los impuestos que ya le han sido 
otorgados y el cobro de los servicios, así corno la habilidad de gestión pública en 
materia financiera para formular y ejecutar eficientemente las políticas públicas 
locales.262 

En nuestra materia, se reproduce esta modelo miope de la descentralización 
financiera, ya que por conducto del Sistema Nacional de Seguridad Pública - vía 
convenios de coordinación - se asignan recursos económicos federales a las entidades 
federativas para que éstas los orienten, administren y apliquen a los fines que se 
expresan en dichos instrumentos jurídicos, sin que la Federación fomente y provea de 
los instrumentos necesarios para que desarrollen sus propias capacidades en la 
materia, tanto en su aspecto administrativo, corno el operativo y financiero. 

Así llegamos a la conclusión de que debido al tratamiento que el actual sistema 
jurídico, político y financiero le otorga al servicio y función pública de la seguridad 
pública, en México no existen las condiciones legales y materiales para crear un 
nuevo órgano descentralizado, por servicio, del Poder Ejecutivo Federal que se 
encargue de la planeación, instrumentación, direcciónI orientación, conducción, 
coordinación, aplicación y evaluación de la Política Criminológica siendo que dicha 
atribución ha de ser una política pública general uniforme que respete la esfera y 
competencia jurídica de los estados y los municipios en la materia, pero que deberá 

260 Yid_ Jase LUIS Méndex- . Alcances y limlles de la descentratlzaClon en Me:.:,co .• op CIt págs 134 a 138 

261 Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000 . Op_ ClI P '1 

262 Vid Jose LUIS Méndez Ibídem p 133 
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esté incrustad<1 en 1(1 cüspidL' de l.) l·~lrllclllr.l org<1I11C.1 y /l'r<ínluic.l del poder central 
que debe controlar y vigilar ~us <H.:tos y pwcedinlientos por conducir - en torma 
indirecta - la fuerza públicd y el poder penal del Fstado. 

En consecuencia, es ncces<lrio pcn~ar en un nuevo órgano central del Poder 
Ejecutivo Federal que reúna, concentre y sintetice todas las facultades y prerrogativas 
que están dispersas en forma anárquica en la estructura orgánica de los principales 
organismos encargados de Ja seguridad de los habitantes y por extensión, de la 
impartición de la Justicia Penal, par<1 instaurar, consolidar, aplicar y evaluar la 
Política Criminológica. 

5.2.- RÉGIMEN JURÍDICO-ADMINISTRATIVO y 
ESTRUCTURA. 

AJ arribar a las presentes líneas el lector se habrá percatado que esta pluma ha 
centrado su investigación en la estructura administrativa y orgánica de las 
instituciones del sistema penal del Estado mexicano pertenecientes al Poder Ejecutivo 
Federal, allende del análisis de una figura jurídico-penal o de una escuela doctrinaria 
del derecho penal, es pues, la propuesta de una reforma de la actual configuración de 
los entes administrativos del Estado encargados de la impartición de justicia y la 
consecución de la seguridad pública de sus habitantes, y en virtud de que esta 
transformación no toca sino la creación de un nuevo ente federal que ha de 
concentrar las facultades y atribuciones dispersas que en materia de Política 
Criminológica poseen: 

=> El Consejo Nacional de Seguridad Pública. 

:::::> La Secretaría de Gobernación por medio de la Subsecretaría de Seguridad Pública, 
de la Dirección General de Normatividad y Supervisión en Seguridad, Dirección General de 
Prevención y Readaptación Social, Dirección General de Prevención y Tratamiento de 
Menores y el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

:::::> La Procuraduría General de la República, a través del Instituto de Capacitación, la 
Dirección General de Coordinación Interinstitucional, Dirección General de Prevención del 
Delito (SIC) y SelVicios a la Comunidad, Dirección General de Protección a los Derechos 
Humanos; 

:::::> El Instituto Nacional de Ciencias Penales. 

A fin de establecer nuevas redes y relaciones entre los poderes públicos que 
habrían de ejercer en forma coordinada, concertada e interinstitucionaL y siendo que 
la reforma del Estado se presenta si 11 ••• mediante modificaciones constitucionales, se 
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afecta la soberanía territorial del Estado, o el ejerCIcIo del poder soberano del 
pueblo.u263 Es pues, una modificación que debe nacer del propio texto constitucional 
con el propósito común de " modificar estructuras, relaciones y comportamientos 
políticos que propicien la democratización de la sociedad y del Estado, y que, no 
obstante el propósito de permanencia y estabilidad, o de definítividad, ( ... ) deje sin 
embargo abiertos los espacios para su continua revisión y perfeccionamiento. n 264 

Bien señalaba el filósofo españoJ Ortega y Gasset que la reforma es un ejercicio 
político y ético que ha de producir cambios substanciales en la vida cotidiana de los 
hombres.26s 

Conforme a 10 anterior sí estamos en presencia de una reforma del Estado que 
se necesita en materia penal porque los órganos e instituciones que integran al 
sistema penal mexicano padecen de la crisis más aguda de su historia y por tanto, su 
transformación es obligada y posible para evitar el crecimiento de la insatisfacción 
política que produce lo que se ha llamado como' déficit de legitimación', de lo que 
Bobbio denomina ' deslegitimación por desuetudinariedad ' del poder, o lo que 
Easton llama el sobrecalentamiento del sistema por la saturación de demandas de su 
entomo.'66 Por lo anteriormente expuesto la propuesta sostenida por el ponente cobra 
justificación juridica, social y política. Y debemos subrayar que es una reforma del 
Estado en su estructura orgánica y funcional del sistema penal en la Política 
Criminológica, no es una refundación, porque se está transformando lo que ya está 
operando para hacerlo más eficaz en la prevención de las conductas antisociales, en la 
lucha contra la criminalidad y la delincuencia, y justo en sus procedimientos 
punitivos y correctivos no estarnos en presencia de una política pública inexistente en 
nuestro orden jurídico y adrninistrativo.267 

Estamos ante un cambio profundo de nuestras instituciones que requiere de la 
voluntad y decisión firme, enérgica y responsable del ejercicio del poder político de 
quienes lo detentan, con la premisa de considerar que las leyes de la política son 

263 Et all • la Reforma del Estado EstudiOS comparados' U NAM -lnstlMo de Irwestlgaoones Juridicas-Dlrecci6n General de Asuntos Juridlcos 

de la PresidenCIa de la República Mexlco 1996 P 477 [Comentano de Jorge Moreno CoHado 1 
El autor, nos explica que la reforma del Estado es diversa a la reforma del reglmen político, o del sístema poJiúco de una sociedad, siendo que fa 

pnmera Siempre debera locar fas deoslones políticas fundamentales y gestan, por narura!eza, un cambio y transformación de gran envergadura en 

lO polibco jurid'co SOCIal económiCO, ClJlrural, e mduSlve, ecológiCO, y de acuerdo a su profundidad, intensidad y materia, puede Implicar un 

cambiO de reglmen, o un cambiO en el régimen 

264 ¡bíoem_ Pags 48 ¡ Y 482 

265 Vid • DISCUrsos políticos • CJ1 por DIego Valades 'A manera de concluSlon: Estado reformado y Estado reformable: En • la reforma del 

Estado" Op CIL P 611 

266 Vid "la Reforma del Estado EstudiOS comparados • Op Clt Págs 479 y 48Q EnS<lyo de Jorge Moreno Collado, qUien no señala que' en 

paises subde$arml/aOOS, pero sometidos al proceso de mdus/nal<ZaClÓfl, el aulorltansmo, el detenoro ecológICO, el desastre economice y la 

Insat,sfaCClon pSlCOSOCJaI mostrada como desconMnza haCIa los gobemantes, sen los detonadores de la turOulenoa. de los mOvimientos SOCIales 

de la desobediencia OVil en fin, de la mgobemab,l'dad. y, en consecuenCIa. de la necesidad del cambiO y la reforma, ( .) de una ClJra de efiClenoa 

para remediar el desastre y de una cura de justlCla para abatir o paliar al menos la precanedad y te penuria' Ídem 

267 Vid Valádes D>ego Ib,dem p 613. 
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contingentes y en ellas siell"\pre l'1 riesgo cst"l presentc,:'G8 maxinw ~i l'stamo~ \.'n 
presencia de una reforma que se cristalizará en un proceso paulatino, por ello, la 
reforma del Estado tiene tres vertientes por abordar: ". como un ejercicio 
retrospectivo (cómo se ha reformado el Estado), introspectivo (cómo se quiere 
reformar ahora), y prospectivo (tIué efectos pueden tener las diferentes opciones). 
Para todo caso, es válido que la sociedad se asome al espejo, pam verse tal cual es; 
pero también a la ventana, para ver a los demás. " 269 

El proceso de asimilación no será fácil e inmediato toda vez que el reacornado 
de las relaciones del poder entre las dependencias federales ya citadas; entre la 
Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios; y éstos con los Poderes 
Judicial y Legislativo, creará una red compleja de nuevas interacciones en todos sus 
subsistemas. Los resultados serán paulatinos y graduales en la medida en que estas 
instancias colaboren, participen y se coordinen en la instrumentación y aplicación de 
políticas generales que en su conjunto integren a la Política Criminológica, sólo así el 
sistema penal gozará de la Justicia Penal que deberá estar acompañada de una 
reforma social y económica, de no ser aSÍ, la institución propuesta no tendrá éxito en 
sus cometidos. En este orden de ideas consideremos las condiciones normativas que 
nos rodean en la actualidad: 

Irlanda, Alemania, Dinamarca, Francia, España, Bélgica, Islandia, Italia, Malta, 
Países Bajos, Noruega, Portugal, Suecia, Estados Unidos de Norteamérica, son 
algunos de los países que en su estructura administrativa orgánica cuentan con una 
Secretaría, Ministerio o Departamento de Justicia que ciertamente poseen múltiples y 
variadas funciones que ejercitan a través de diversas atribuciones legales, financieras 
y materiales en razón de sus específicos sistemas jurídicos, políticos y económicos, los 
cuales, poseen organizaciones administrativas, legislativas y judiciales distintas que 
convergen en un punto común: requieren de un órgano especializado que cuente con 
el poder y la autonomía necesaria para encargarse - en forma directa o indirecta, 
inmediata o mediata -, de uno de los objetivos individuales, colectivos y sociales más 
anhelados de la Humanidad: la Justicia. En la inteligencia que este órgano 
especializado del Poder Ejecutivo coadyuva con el Poder Judicial y Legislativo en las 
labores inmanentes a su competencia constitucional y legal, a la consecución de tan 
caro y preciado fin que redunda en la seguridad de los habitantes o seguridad 
pública, que propicia las condiciones de orden, tranquilidad y paz públicas que toda 
sociedad requiere para su desarrollo. 

268 Moreno Collado, Jorge Op Clt P 483 Para el ponente esta propuesta es un desafío Que es necesano sostener con razones porque el cambiO 

se debe enfrentar con valenha ya Que de tener miedo al mismo seremos ahados Involuntanos de QUienes se oponen sin razón a las 

transformaCIones. oflglnando retrase profundo y prolongado en nuestro reglmen pohllco y JundlCO La capaCidad de InnovaCión de la estructura 

orgánica del Poder EjecutIVO Federal en el sistema penal mexicano debe tradUCirse en la creación de espaCIos publlcoS más eficaces que redunden 

en la modernizaCión clentlfica y tecnológica de sus recursos con el objeto de garanllzar la libertad. el acceso a la JustiCia penal, la segundad. 

tranqUIlidad orden y paz pubhcas 

269 OlegoValádes Ibídem p 610 
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En México no hemos sido ajenos a esta organización administrativa a partir de 
1714 y no fue sino hasta 1917 que existió la Secretaría de Justicia en nuestro esquema 
jurídico y político de organización de los órganos del poder público_ Han 
transcurrido poco más de ocho décadas que hemos vivido sin la existencia de un 
órgano administrativo especializado que a nivel nacional tenga las facultades y 
recursos necesarios para planear, instrumentar, orientar, dirigir, difundir, aplicar y 
evaluar la Política Criminológica de nuestro país, y justo es reconocer que estamos 
padeciendo la crisis más aguda de impartición de justicia en toda la historia, y n 
especial, del resquebrajamiento del sistema penal que no puede contener y controlar 
el crecimiento cuantitativo y cualitativo de la criminalidad y delincuencia ante la 
carencia de respuestas institucionales eficaces y prontas. 

Es menester señalar que el órgano de la Administración Pública Federal que 
detentaría las atribuciones jurídicas, administrativas y materiales que darían vida, 
sustento y contenido a la Política Criminológica de la Nación, han de ser de carácter 
coexistente con las prerrogativas del Distrito Federal, los estados y los municipios, de 
tal forma que estarían circunscritas al respeto pleno de las competencias que se les 
han conferido constitucionalmente a los Poderes Judicial y Legislativo, en el 
entendido que deberán construir y fortalecer redes de comunicación que permitan 
brindar una impartición de justicia pronta, expedita, siendo que ésta, per se, forma 
vasos comunicantes entre los poderes públicos en sus distintas esferas y niveles de 
gobiemo_ 

Conociendo las características de los órganos centralizados del Poder Ejecutivo 
Federal consideramos que es idóneo que exista un ente especializado con la fuerza 
jerárquica suficiente para coordinar eficazmente la fuerza pública y el poder penal 
que poseen tanto la Federación como el Distrito Federal, las entidades federativas y 
los municipios, en razón de que éstos dos últimos no tienen un desarrollo financiero, 
económico y administrativo uniforme, y porque en su gran mayoría, no poseen una 
capacidad efectiva de respuestas prontas a las demandas de los gobernados en el 
sistema penal, lo cual se ha demostrado a lo largo de ocho décadas de sobreposición 
de facultades y acciones estatales en la materia; falta de politicas públicas uniformes y 
coherentes; existencia de múltiples y diversos cuerpos e instituciones de fuerza 
pública; principios, procedimientos y recursos que se oponen entre sí. 

Este proceso ha originado la anarquía estructural y orgánica que se refleja en la 
crisis funcional del sistema penal que se resiste al crecimiento de la criminalídad y la 
delincuencia que aleja cada vez más a la Justicia Penal que a su vez no se halla con la 
Justicia SociaL 

Por 10 tanto, el Ejecutivo Federal debería enviar la iniciativa de ley al Congreso 
de la Unión mediante la cual se reconozca en forma expresa que la seguridad pública 
es un servicio público a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los estados y los 
municipios quienes se coordinarán en los términos de la ley respectiva a través del 
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órganü adnllmstrativo fcdl~ral eSpC(i,llJl.,ldo que L'stablezc<1 1,1 POlttiGl Criminológica 
del país, mediante la col"boración permanente con lo~ Poderes de la Unión y 1" 
participación clUdadan~l. En este sentido se dcberj derogar el artículo déCimo cuarto 
transitorio original de la ConstituCIón Política de los Estftdos Unidos Mexicanos para 
efecto de permitir la creación de un nuevo órgano centralizado - Secretaría de Estado­
de la Administración Pública Federal cuyo titular deberá cumplir con los requisitos 

- 1 lIjO 270 que sena en en a ey corresporlllcntc. 

El régimen jurídico que deberá normar su actuación estará integrado, práctica 
y básicamente, por las facultades que actualmente posee el Consejo Nacional de 
Seguridad Pública y el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública de conformidad con la Ley General que Establece las Bases de Coordinación 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, las que se concretan a la de coordinar los 
esfuerzos para poner en práctica la nueva orientación de la Política Criminológica del 
sistema penal mexicano - en Su concepción más amplia -, con facultades de 
coordinación y planificación de las políticas, lineamientos y acciones públicas en la 
materia. 271 La coordinación deberá comprender las siguientes facultades genéricas: 

o La coordinación de la Política Criminológica del país. 

o La determinación de lineamientos para el establecimiento de políticas generales en 
materia de Justicia Penal. 

270 A nuestro modo de ver seria recomendable eXlglr que practlcamente cubnera 10$ requiSItos que la Consbtua6n General de la RepubllCa eXige 

para ser MInistro de la Suprema Corte de Jus\1C1a de la NaCión y los cuales de recaban en el articulo 95 de nuestra Carta Magna para ser electo 

Siendo 

Ser CIudadano mexicano por naCImiento, en pleno elerClCIO de sus derechos polltlCOs y CIViles 

Tener cuando menos treinta y CInco a~os cumplidos el dla de la deSignaCión 

Gozar al momento de Su designaCIón, título profeSional de licenCIado en derecho expedido por autondad ° InstitUCIón legalmente facultada para 

ello. con an~gÍledad mínima de diez afios 

Gozar de buena reputaCIón y no haber Sido condenado por delito que amente pena corporal de mas de un año de pnslón, salvo SI se lratare de 

robo, fraude, falSificaCIón, abuso de confianza, u otro que dañe sena mente la buena fama en el concepto públiCO 

Haber reSidido en el país durante los dos afies antenores al día de la deslgnaclon (FraCCiones I a V del precepto legalmvocado) 

Excluyéndose por razones obv13s la fraCCIón VI, toda ve¡r; que a nuestro JUICIO ninguno de diChOS cargos no se oponen a la ImparCIalidad, 

probidad y lealtad que desvíe el buen eJerCICIO de las facultades de que estaría Investido al ser titular del órgano administrativo espeaah:zado en 

comento, salvo que estaría Imposibilitado para ejercer dicho cargo su fuese miembro del estado ecleSiástiCO SI es mlfllstro de algún culto, no estar 

en serviCIO aCbvo, en caso de pertenecer a las fuerzas armadas 

Dicho nombramiento deberá recaer sobre personas que hayan servido con efiCienCia, capaCidad y probidad en la ImpartlClón de Justicia o de 

segundad publica, o que se hayan distingUido por su honorabilidad competenCia y antecedentes profeSionales o académiCOS en el eJerCiCIO Y 

estudiO de las CienCIas jundlco-penales 

271 Vid LUIS de la Barreda SOlórzano y Zuhta Felhm Gandulfo Coordmadores El all' EstudiOS de Derecho Penal y Cnmmologla en honor de Javier 

Pll'la y PalacIos' Ed Porrúa MéXICO 1985 EugeniO Raúl Zaffaronl Aproxlmaclon a una PoII~ca Cnmmológlca democrática en la Repubhca 

Argentina' págs 462 Y SS 
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o La organización, administración, operaaon y modernización tecnológica de las 
instituciones de seguridad pública y de procuración de justicia del país. 

o El suministro, intercambio y sistematización de todo tipo de información sobre 
seguridad pública, procuración, ad:ministración, ejecución e impartición de Justicia Penal. 

o Analizar la problemática del sistema penal mexicano y proponer las medidas, 
acciones y políticas pertinentes. 

o Los procedimientos e instrumentos de formación, reglas de ingreso, permanencia, 
promoción y retiro de los miembros de las instituciones policiales, de proruración y ejecución 
de Justicia Penal. 

o El establecimiento de sistemas de responsabilidades, disciplinarios, de estímulos y 
recompensas. 

o La regulación y control de los servicios privados de seguridad. 

o El establecimiento de relaciones permanentes con los Poderes de la Unión para 
intercambiar estudios, experiencias e información en materia de seguridad pública, 
procuración administración, ejecución e impartición de Justicia Penal. 

o El establecimiento de relaciones permanentes con la sociedad y sus organizaciones 
en materia de Política Criminológica. 

o La formulación de propuestas de reformas al marco jurídico vigente del derecho 
penal, penitenciario, y ramas afines al sistema penal con el objetivo de lograr niveles 
mínimos de homologación. 

o La elaboración de propuestas para el Programa Nacional de Seguridad Pública, aSÍ 
como la evaluación periódica de éste. 

o El fomento y difusión de la cultura de la prevenClon de la criminalidad y la 
delincuencia en cualquier medio informativo y de comunicación en coordinación con el 
órgano competente de la Secretaría de Gobernación. 

o La evaluación, global y particular, de cada una de las políticas, lineamientos y 
acciones que integran a la Política Criminológica del país. 

o Promover, organizar y difundir investigaciones científicas relacionadas con las 
conductas parasociales y antisociales, así como las zonas criminógenas elaborando la 
estadística criminológica del país, en colaboración con el INEGI, a fin de tomar las medidas y 
acciones necesarias para evitar su comisión. 

o Operar y mantener actualizado el Banco de Datos Criminológicos del país y 
ad:ministrar su biblioteca. 
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o La expedICión de reglas y normas Internas tlue orgnmccn b estructura y 
funcionamiento de la Politlcel Crimi1wlópca del p<lb. 

o Promover con otras naciones, organismos e Instancias internacionales mecanismos 
de cooperación e mtercambio, acadérmco e institucional, que permitan el fortalecimiento de 
las instituciones del sistema penal ml?xicano, en coordinación con la Secretaría de RelaClones 
Exteriores. 

o Las relacionadas con las anteriores y que sean necesarias para hacer efectiva la 
coordinación de la Políbca Criminológica del país e incrementar la eficacia de las medidas y 
acciones tendientes a alcanzar los fines de la Justicia Penal. 

Cabe destacar que estas atribuciones jurídicas son de carácter genérico que la 
legislación de la materia desarrollaría en forma más precisa, detallada y concreta. 

La razón de absorber todas estas facultades que, de una u otra forma, 
pertenecen a la esfera de la Secretaría de Gobernación es precisamente cumplir con 
una condición insoslayable en la Política Criminológica contemporánea: la autononúa 
orgánica de otras dependencias cuya función ontológica es diversa y la 
especialización técnica y científica de lo servidores públicos encargados de diseñarla, 
aplicarla y evaluarla. Sumemos a estas argumentaciones que buscamos un equilibrio 
en los órganos centralizados de la Administración Pública Federal de tal modo que el 
poder político esté debidamente distribuido porque se corre el riesgo de que" ... el 
equilibrio entre el Gabinete quedaría completamente vulnerado y, en un corto 
periodo de tiempo, este funcionario podría ser la fuerza más importante, con grave 
riesgo incluso para la democracia del país. " 272 

Como apreciará el lector el Centro de Investigación y Seguridad Nacional 
queda intacto en cuanto a sus facultades para que el sistema de seguridad nacional 
quede adscrito a la Secretaría de Gobernación por ser ésta la que por naturaleza 
orgánica se ha de encargar de la política interior del país, y la que también controlaría 
a la Policía Federal Preventiva/73 concentrando y controlando en forma directa e 

272 $amuel Gonzalez RUlz. L6pez Portillo. V y Jase Arturo Yai'iez • Segundad Publica en MéXICO (Problemas. perspectivas y propuestas) ·op 

Cltpags 115yl16 

273 En el transcurso de la revlslon de la presente teSIS, el dla 4 de enero de t999. se publico en el Olano OfiCial de la FederaClon la Ley de la 

policía Federal Preventiva (ordenamlento Juñdlco que expresamente en su articulo 1° declara ser reglamentan3- del artiCulo 21 constitucional en lo 

relatiVO a la segundad publica. declaraCión leglsla~va que refrenda la concepclon parCial de la segundad Pública en nuestro país), creándose así 

una nueva corporaclon pohclaca federal que dependerá de la Secretana de Gobernación cuya finalidad será la de salvaguardar la mtegndad y 

derechos de las personas. prevenLr (SIC) la comiSión de delitos (SIC). aSI como preservar las libertades. el orden y la paz pubhcos. Y cuyo ILtular 

será un ComiSionado que será nombrado y remOVido por el PreSidente de la Repubhca Cabe destacar que este nuevo organismo tendlá. 

autonomla técl1Ica y operativa en el eJerCICIO de sus funCiones y contarán con el apoyo delas Unidades administrativas que establezca el 

Reglamento Intenor de la $ecretana de GObernación (Articulos 1°, 2" Y 9") Esta tranSICiÓn de nuestro modelo de segundad publica en nuestro 

sistema penal es saludable en tanto en cuanto se reagrupan las fuerzas e Intereses de los encargados de la segundad pública federal en el marco 

415 



inmediata~ toda la información necesaria para tomar las decisiones correspondientes 
que tenga a bien dictar su titular o el titular del Poder Ejecutivo Federal. 

La estructura administrativa que sugerimos en primera instancia es la de 
otorgarle de todos los medios de infraestructura necesarios y de autarquía para 
alcanzar plenamente sus objetivos, en este sentido, proponemos que cuente con 
cuatro Subsecretarías que serían las siguientes: 

1. Subsecretaría de Enlace y Coordinación InterinstitucionaL 

2. Subsecretaría de Prevención y Readaptación Social. 

3. Subsecretaria de Normatividad y Control de Seguridad. 

4. Subsecretaria de Política Criminológica. 

A) La Subsecretaria de Enlace y Coordinación Interinstitucional tendría como 
misión fundamental establecer la comunicación permanente con la Federación, el 
Distrito Federal, los estados y los municipios, para coordinar las medidas y acciones 
que en materia de justicia penal determine la ley; solicitar a las instancias 
gubernamentales competentes el suministro de todo tipo de información sobre 
seguridad pública, procuración, administración, ejecución e impartición de justicia 
penal, intercambiarla y sistematizarla para proponer acciones y políticas públicas en 
la materia que determine el Secretario; elaborar, realizar y dar seguimiento a los 
convenios generales y específicos que en la materia se suscriban; el establecimiento de 
relaciones pennanentes con los Poderes de la Unión para intercambiar estudios, 
experiencia e informacíón en materia de seguridad pública, prOCUraClOTI, 
administración, ejecución e impartición de justicia penal; establecer comunicación 
permanente con la ciudadaIÚa; sus organizaciones e instituciones académicas o de 
investigación - nacionales e internacionales - para coordinar acciones conjuntas en 
materia de Política Criminológica; y las que determine la ley. 

B) La SubsecretarÍa de Prevención y Readaptación Social tendrá entre sus 
facultades más representativas: elaborar y coordinar; con la participación del Distrito 
federal y las entidades federativas, los programas de carácter nacional en materia de 
prevención; readaptación y reincorporación social; participar en la elaboración y 

juridJCO v~nte que ha de desarrollar y no limitar lOS fines consagrados en nuestra Carta Magna en su articulo 21 para que postellOrmente su actuar 

se 000 a los lineamientos y polillcas generales que estabfecena la Secretaria de JustiCIa 

I Vid Alfredo GonzáJez' Aprobó el Senado de la Republ'ca la creaoón de la ley (SIC) de la Policla federal PreventIva la Prensa MéxICO 12 de 

diciembre de 1998_ P_ 4, y' Endureceran penas y centralIZan pollela' formalizan propuesta de guardia naCional {SIC) .• Dlano' Reforma_' MéxIco. 

DIstrito Federal Seco6n A NacionaL Año 5, numero 1803 Pagma 1 y 7a A 17 de nOVIembre de 1998 ) 
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cumplimiento de los convenios de los convenios de coordinación que se celebren con 
los gobiernos locales en materia de prevención de la criminalidad y la delincuencia, 
supervisión de los substitutos y beneficios de la peno de prisión, para el traslado de 
reos del fuero común a establecimientos del Poder Ejecutivo Federal y para que los 
reos del fuero federal cumplan su sentencia en establecimientos dependientes de los 
gobiernos del Distrito Federal. los estados o de los municipios; coordinar acciones de 
los organismos, instituciones y organizaciones que, en su específico ámbito de 
competencia, puedan apoyar a la realización de las tareas de prevención de conductas 
criminales y delictivas; organizar y administrar establecimientos para la detención de 
personas procesadas, la ejecución de sentencias y la aplicación de tratamientos de 
readaptación social; promover, organizar y difundir investigaciones científicas 
relacionadas con las conductas parasociales y antisociales, así como las zonas 
criminógenas, elaborando la estadística criminológica del país a fin de tomar las 
medidas y acciones necesarias para evitar su comisión; operar y mantener actualizado 
el banco de datos criminológicos del país; el fomento y difusión de la cultura de la 
prevención de la criminalidad y la delincuencia en cualquier medio informativo y de 
comunicación masiva, en coordinación con el órgano competente de la Secretaría de 
Gobernación. 

C) La Subsecretaría de Normatividad y Control de Seguridad tendría como 
atribuciones principales: la formulación de propuestas de reformas al marco jurídico 
vigente del derecho penal, penitenciario y ramas afines al sistema penal con el 
objetivo de lograr niveles mínimos de homologación; el establecimiento de 
propuestas de los sistemas de responsabilidades, disciplinarios, de estímulos y de 
recompensas; determinar y proponer los procedimientos e instrumentos de 
formación, reglas de ingreso, permanencia, promoción y retiro de los miembros de las 
instituciones policiales, de procuración y ejecución de justicia penal¡ la organización, 
administración, operación y modernización tecnológica de las instituciones de 
seguridad pública y de procuración de justicia; la regulación y control de Jos servicios 
privados de seguridad; proponer al titular de la dependencia, la expedición de reglas 
y normas internas que organicen la estructura y funcionamiento de la Política 
Criminológica del país. 

El Instituto Nacional de Ciencias Penales será órgano desconcentrado de esta 
dependencia y adscrito directamente a esta Subsecretaría a fin de regular con mayor 
precisión sus recursos económicos que le sean provistos y gozando de autonomía 
técnica y operativa para el logro de sus objetivos que le fueron conferidos mediante el 
decreto presidencial que le ha dado vida en esta administración y que además, tendrá 
en su organigrama, a la Academia Nacional de Policía, debiendo asumir la 
administración y resguardo del acervo bibliográfico de la dependencia. 
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D) A la Subsecretaría de Política Criminológica le correspondería determinar 
las acciones" lineamientos, y políticas públicas generales en materia de justicia penal; 
analizar toda la información sistematizada que se genere en la materia para proponer 
al Distrito Federal, a los estados y a los municipios la toma de las acciones y políticas 
públicas generales comunes, uniformes, coherentes y permanentes en la materia a fin 
de controlar la criminalidad y la delincuencia; estudiar la problemática del sistema 
penal mexicano y proponer las medidas, acciones y políticas pertinentes; la 
evaluación, global y particular, de cada una de las políticas, lineamientos y acciones 
que integran a la Política Criminológica del país; la elaboración de propuestas para el 
Programa Nacional de Seguridad Pública, así como la evaluación periódica de éste; y 
todas las relacionadas con las anteriores y que sean necesarias para hacer efectiva la 
coordinación de la Política criminológica del país e incrementar la eficacia de las 
medidas y acciones tendientes a alcanzar los fines de la Justicia Penal. 

Esta Secretaría tendría para la debida consecución de sus fines, un Consejo 
Técnico cuya integración sería la del actual Consejo Nacional de Seguridad Pública y 
al cual deberían incorporarse las Secretarías de Educación Pública y de Desarrollo 
SociaI.274 

Las anteriores facultades de carácter enunciativo serian recabadas en la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal y la ley de la materia, siendo 
repartidas entre las unidades administrativas que defina la ley orgánica de esta 
dependencia de acuerdo con el Decreto de Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal 
correspondiente. 

5.3.- COSTO SOCIAL Y ECONÓMICO DE SU 
FINANCIAMIENTO. 

Quizás una de las decisiones políticas y económicas más difíciles de cualquier 
gobierno es, precisamente, la creación de un órgano administrativo centralizado al 
Poder Ejecutivo de que se trate, en el marco de la reforma del Estado que se plantea 
constitucionalmente para dar respuesta a las demandas específicas de la sociedad y 
que en la especie, es una demanda institucionalmente reconocida: se requiere mayor 
seguridad pública. Este proceso implica mejorar los mecanismos; las figuras; las 
normas; las instiruciones mediante la capacitación, adiestramiento y especialización 

274 El 26 de agosto de 199a. Ja Subsecretaria de Seguridad PUb/lca anunCiÓ que las Secretarias de HaCienda y Credito Público y la de Educación 

pubroca fueron 1ntegradas al Consejo nacional de Segundad PUblica en su caráder de entidades . Invitadas permanentes • figura que es un 

pleonasmo y denota una aberraoón iuridiCa que pretende evrtar la Ilegalidad de su partiCipaCIÓn al no ser modificada la ley General que establece 

las Bases de CoordinadOn del SIStema Nacionar de Segundad Púbbca en su arltculo 12. hecho porifiCO que no guarda el minimo de respeto a las 

normas Jurídicas en la malena. y que a nuestro parecer no mduyen a la ~ependenCla que ejecuta las polltícas socaaJes de nuestro pals (VId. 

Guadalupe ¡r[zar' Ingresan haCienda y SEP: Refonna Corazon de Mé;.:ICO· Seccion . A . NaCIOnal Mextco AfIo 5. número 1721 27 de agosl0 de 
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de los servidores públicos y 1<1 modl~n11¡;41Ción de los recursos tL'cnicos y tecnológICOs 
con los que cuenten parn rl'alizar sus labores y los procedimientos del sistema penal 
mexicano que lo hagan máS diciente pJra combatir ¡) li.1 cnminalidnd y a la 
delincuencia, se investlgue con mayor rigor científico y técnico su comisión, se 
persigan con mayor energía y perseverancia a sus autores, se instauren 
procedimientos penales, corn.>e:tivos y de buen gobierno imparciales, expeditos y 
transparentes, para reincorporar socialmente a sus autores, en otras palabras, estamos 
en presencia de las tareas inmanentes a la consecución dc la Justicia Penal. 

Razón válida y más que suficiente para destinar los recursos económicos 
suficientes y necesarios que contribuirán a legitimar su actuación por resultados al 
satisfacer estas demandas sociales e Institucionales; no obstante lo anterior, habrá 
quienes argumenten que el estado actual de las finanzas públicas no permitirían su 
creación y sustento en las condiciones que hemos expresado en líneas anteriores, sin 
embargo, nos permitimos subrayar que desaparecerían diversos órganos 
administrativos adscritos a la Secretaría de Gobernación y a la Procuraduría General 
de la República, para pasar, de facto, a la Secretaría de Justicia, a saber: el Secretariado 
EjeculIvo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Dirección General de 
Normatividad y Supervisión en Seguridad, la Dirección General de Prevención y 
Readaptación Social, la Dirección General de Prevención y Tratamiento de Menores 
de la primera dependencia citada; la Dirección General de Prevención del Delito (SIC) 
y Servicios a la Comunidad y la Dirección General de Coordinación Interinstitucional 
de la Procuraduría General de la República, y el Instituto Nacional de Ciencias 
Penales que pasaría a ser de órgano descentralizado de la Administración Pública a 
órgano desconcentrado, en la inteligencia que se decretaría que todos los recursos 
materiales con los que cuenten han de ser transferidos a la Secretaría de Justicia de 
conformidad con las disposiciones que al efecto señale la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo, en tanto 
que los servidores públicos que han de ingresar a este órgano será rigurosamente 
seleccionado con base a los conocimientos especializados que en la materia se 
requieren para el eficaz y buen desempeño de sus funciones. 

Tan sólo diremos que conforme a nuestra propuesta que achIalmente los 
sueldos mensuales de los titulares de las Direcciones Generales señaladas y del 
Secretariado Ejecutivo, señaladas ascienden a la cantidad de $172,851.30 M. N. lo que 
representa el pago casi íntegro (3.9478 por ciento) del sueldo mensual de cuatro 
Subsecretarios de Estado quienes en lo individual perciben $ 43,783.68 M. N., '" Y que 

275 Datos contenidos en el Proyecto de Presupuesto para el eJerCICIO fiscal de 1999 en el rubro de Gastos Personales. el cual nos señala que la 

percepción mensual neta que recibe un Director General es de $28 808 55 M N ,SIrI conSiderar OOl"los de productiVidad u otras remuneraCIOnes que 

puedan recibir Siendo que un Secretano de Estado llene una remuneraClon mensual neta de $65,3t9 72 M N 

Este documento esta preViendo un aumento cuya vanaClon porcenlual es para D,reClores Generales, del 4660% para los Subsecretaños de 

Estado de 50 50% Y para los Secretanos de Estado tI 20% [Vid Claudia luna PalenCia . Mas sueldos a burócratas . y . Celebran mlsena con 

derroche" MéXICO hoy' Secciones NaCional y de Economla y Finanzas personales Páginas 3 y 18 Año 1, numero 126 17 de nOViembre de 
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son, precisamente, los que sugerimos como estructura básica de la Secretaría de 
Justicia, para hacer más ágil y eficiente el ejercicio de sus funciones y atribuciones. 

Observando este procedimiento de reformas legales y administrativas se 
tendría que el presupuesto que actualmente se destina para sostener a todos los 
órganos federales administrativos mencionados, incluyendo todas sus unidades 
administrativas que las confonnan, serían ap1icados a los gastos corrientes que se 
requieren para el desempeño adecuado y eficaz de todas sus atribuciones de la 
Secretaría de Justicia. Por tanto, el erario público federal tendría que aportar recursos 
económicos rrúnimos para su sostenimiento en la inteligencia que estarán mejor 
utilizados gracias a su concentración en un sólo órgano administrativo que tendrá 
políticas públicas uniformes, coherentes y permanentes para su aprovechamiento en 
la Política Criminológica del país. 

El costo social y económico de la criminalidad y la delincuencia es mayor de lo 
que imaginamos y el estudio más completo en la materia concluye que u El costo 
social del 73% de los delitos que se cometen en la República Mexicana tiene un 
importe equivalente a la quinta parte del Ingreso Nacional. ,,276 

Sin embargo, ya hemos visto que el desarrollo de la criminalidad y la 
delincuencia organizada ha originado que estas organizaciones perciban ingresos 
económicos insospechados e incalculables que ponen en riesgo la estabilidad social y 
financiera de los países277 que deben dar respuestas sólidas y prontas a estos 
fenómenos antisociales que, gracias a la globalización contemporánea, aceleran cada 
vez más este proceso que puede rebasar al poder económico y coercitivo del Estado, 
lo que nos conduce inevitablemente a concluir que sus ingresos son mayor a la 
proporción indicada del Producto Interno Bruto del país en el estudio consultado. 
Luego entonces, más que buscar, destinar y aplicar más recursos debemos de recurrir 
a la correcta, prudente y eficaz utilización de los mismos en la gestión pública del 
sistema penal mexicano, siendo procesos concomitantes que no se llevan a cabo en la 
práctica gubernamental. 

Finalmente diremos, que para proveer de más recursos sería conveniente 
realizar un estudio fiscal pormenorizado que permita reformas en los ordenamientos 
de la materia a fm de penniti:r que las personas físicas y colectivas puedan realizar 
aportaciones voluntarias, económicas o en especie, para servicios, obras o acciones 
detenninadas en el campo de la publicidad que contengan estrategias de Política 
Criminológica que determine la Secretaría, y éstas sean deducibles de impuestos. 

276 Alfonso QUlroz Cuaron 'J RaUl Qwroz Cuaron • El costo SOCIal del delito en MéxiCO Symposrum sobre el costo SOCIa) de) Olmen 'J la defensa 

social contra el mismo • Ed. Botas MéxiCO 1970. Pags 169 'J '90 • 

2n Vid supra apartado 2.3 'El poder político 'J económico ante la cnm¡nalldad .. 
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5.4.- PROFESIONAUZACIÓN 
MULTIDISCIPUNARIA. 

INTEGRAL 

Considerando que la Política Criminológica es un corpus de conocimientos 
científicos que se sintetizan en la plancacióo, instrumentación y ejecución de diversas 
políticas públicas que deben incidir en el sistema social - por ser éste el caldo de 
cultivo de la criminalidad y la delincuencia -, para integrar un frente eficaz que no 
solo disuada e inhiba a sus autores, en razón de las consecuencias materiales y 
jurídicas de los ilícitos, mediante la aplicación de las sanciones y penas que la 
legislación punitiva vigente establezca, sino que actúe en los factores de la 
criminalidad y la delincuencia para que realmente se prevengan los crímenes y 
delitos, convencionales y organizados, se desprende naturalmente, que los servidores 
públicos que han de formar parte de los órganos e instituciones gubernamentales que 
la lleven a la práctica, deben ser expertos en diversas disciplinas sociales que se 
dirigen concretamente al campo de las ciencias jurídico-penales a fin de integrar una 
estrategia común altamente especializada que incida en los diversos fenómenos que 
giran en torno a la delincuencia y a la criminalidad, de tal forma que se intercambien 
conocimientos y experiencias que enriquezcan y nutran la Política Criminológica 
moderna que requiere nuestro sistema penal para lograr la seguridad del país y de 
sus habitantes. 

En esta tesitura, nuestra visión y campo de actuación se ampliará a todos los 
subsistemas sociales que convergen en la gestación, nacimiento y desarrollo de los 
fenómenos antisociales trascendiendo a la frontera formal del Derecho Penal 
sustantivo, adjetivo y ejecutivo que únicamente actúa una vez que una conducta ha 
sido calificada como delito por el legislador, se comete en sociedad en contra de uno 
de sus miembros, y se cumplen con todos y cada uno de los requisitos jurídicos que la 
legislación penal exige para sancionar a sus autores a través de la observación cabal 
del' debido proceso legal.' Los crímenes y los delitos son hechos humanos concretos y 
reales cuya naturaleza es sumamente compleja y no basta con ser repelidos por la 
disciplina formal más coercitiva que posee el Estado, en el mejor de los casos, 
requieren de un tratamiento integral también complejo que la Política Criminológica 
comprende en las disciplinas científicas y sociales que la integran. 

Gracias a la anterior propuesta, se abrazan diversas disciplinas sociales que 
buscan de una u otra forma, contribuir al control - formal o informal - de la 
criminalidad y la delincuencia en nuestro país, y es que precisamente a través de la 
Política Criminológica se ha de producir un proceso dialéctico de intercambio de 
experiencias, investigaciones, corrientes y resultados que se deben integrar para 
ejercitar plenamente las atribuciones que se le han de conferir a la Secretaría de 
Justicia. 
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La Política Criminológica que necesita el sistema penal mexicano para 
consolidar un Estado democrático de Derecho se orientará y practicará a partir de un 
órgano dotado de poder público limitado en el orden jurídico constitucional y 
secundario que debe ampliar y garantizar eficazmente los derechos de los 
gobernados al realizar todas las acciones de gobierno necesarias que propicien las 
condiciones mínimas de seguridad; por lo anteriormente expuesto desde nuestro 
particular punto de vista es recomendable sugerir que sean los juristas quienes 
orienten y coordinen los esfuerzos de criminólogos, sociólogos, politólogos, 
economistas, comunicólogos, administradores, antropólogos, historiadores, peritos, 
trabajadores sociales, y en fin toda persona que debido a la especialización de sus 
conocimientos pueda contribuir a la lucha contra la criminalidad y la delincuencia en 
los diversos subsistemas del sistema penal. 

Pero no ha de bastar la capacidad intelectiva para formar parte de este órgano 
federal administrativo, porque ha de integrarse con gozar de buena reputación, y 
fama pública y haberse desempeñado con probidad en su anterior ocupación o 
empleo, y no deberán haber sido condenados por delitos dolosos. Esta característica 
moral que no solo propicia un rasgo de seguridad en el desempeño del servidor 
público en sus atribuciones deberá traducirse en un modo honesto de vivir que ha de 
ser sujeto a periódicos estudios socio-eco~ómicos que deberán llevarse antes, durante 
y después de su empleo, cargo o comisión pública en este órgano federal. 

La criminalidad y l? delincuencia organizada se nutre de la desorganización, 
improvisación, parcialidad y desconocimiento que los servidores públicos que 
conforman el sistema penal mexicano padecen de los factores, manifestaciones y 
consecuencias jurídicas y materiales de los fenómenos antisociales de hoy en dia, por 
tanto, es imprescindible e insoslayable capacitar y profesionalizar a todos los 
servidores públicos que dan vida a los órganos e instituciones del sistema penal que 
debe enriquecerse del conocimiento social de diversas disciplinas diversas al Derecho 
Penal, esta propuesta es una válvula más que cierra el paso a la corriente de la 
criminalidad y la delincuencia, no es la panacea que los erradicará, sin embargo, es un 
acción fundamental que sugiere el establecimiento de un Sistema Civil de Carrera en 
la dependencia propuesta, a fin de que estimule y recompense su conducta 
profesional en el ejercicio de sus funciones o con motivo de éstas, y que le permita el 
acceso a los cargos y puestos de mando medio superior y superior mediante cursos 
de especialización y actualización que deberán culminarse en un concurso de 
oposición que ratifique su capacidad intelectiva para desempeñar eficazmente las 
atribuciones que le sean encomendadas. 

422 



La construccion de 1;:1 ]UStICI<l 1\'Ilé.l1 contl'n1porjnl'~1 que México redam~l 
merecidamente ha de estructurur!'>c a trZlv('s de 1<1 ingeniería de la Política 
Criminológica que se soportJ ell una estructUfiJ institucioll<11 federal que coordine, 
racional y científicamente, los r~cursos de que están dotados los órganos 
gubernamentales del sistema penal mexicano, pero al ser dios instituciones que se 
integran por seres humanos, por servidores públicos éstos deben ser profesionistas y 
técnicos altamente especializados en las ciencias penales, en las disciplinas sociales 
que contribuyen a organizar, formular, instrumentZlr y ejecutar planes, programas y 
acciones integrales que prevengan, disuad.m, inhiban y sanCionen a los autores de los 
delitos buscando su reinserción a la sociedad. 
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CONCLUSIONES. 

De acuerdo con las estadísticas crimlI1016gicas y penales que recientemente se 
han elaborado, la criminalidad y la delincuencia tradicional y organizada, han 
desarrollado un crecimiento cuantitativo y cualitativo mediante el cual han ganado 
espacios sociales, económicos, culturales e inclusive, hasta políticos, con la 
consiguiente absorción de un poder paralelo a la sociedad,. Por lo anterior, el sistema 
penal mexicano actualmente está sufriendo la crisis más aguda en la historia 
contemporánea produciendo un sentimiento común de intranquilidad, de desorden y 
de inseguridad razón por la cual existe un reclamo unánime de la población para con 
el Gobierno - en Su concepto más amplio - de mejorar la impartición de Justicia Penal. 

Estamos ante un complejo desafío colectivo que por ende, convoca a los 
sectores público, privado y social a realizar su aportación para revertir este proceso 
de antisocialidad y violencia que nos impide lograr un desarrollo estable, permanente 
y sustentable en el Estado democrático de Derecho. El gremio jurídico no puede sino 
asumir su papel histórico y ha de contribuir a orientar la política pública que permita 
abatir substancialmente la antisocialidad y lograr la integración plena de la persona 
en sí y para sí mismo en su comunidad. 

Pues bien, el sistema penal debe analizarse a la luz de la teoría de sistemas por 
ser el método social interdisciplinario contemporáneo que nos permite conocer con 
mayor profundidad la realidad social de cierto fenómeno o proceso. En este orden de 
ideas, el crimen y el delito son fenómenos que deben tratarse más allá de la esfera del 
Derecho Penal no por ser ésta la última opción del aparato coactivo del Estado a la 
que debemos recurrir, sino porque actúa a posteriori y porque lo más saludable es 
evitar su nacimiento, es decir, actuar en el caldo de cultivo que las origina, campo al 
que está llamada la Criminología, ciencia insoslayable en el combate, atenuaCIón y 
transformación de lo antisocial, utilizando el puente que une a ambas ciencias, es 
decir, a la Política Criminológica disciplina social en la cual convergen el Derecho y la 
Política por ser los instrumentos sociales por antonomasia que modifican y 
transforman las estructuras. 

En este orden de ideas, el presente estudio se abocó a estudiar la estructura 
orgánica de los entes administrativos que en el ámbito federal regulan la orientación 
y políticas públicas del sistema penal mexicano, a fin de precisar al órgano 
competente que le corresponde planear, instrumentar, conducir, orientar, aplicar y 
evaluar la Política Criminológica. 
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Se analizaron las atribuciones y facultades que posee el Poder Ejecutivo 
Federat en la prevención, procuración y ejecución de la justicia penal, tareas que son 
llevadas a cabo por la Procuraduría General de la República a través de la Dirección 
General de Coordinación Interinstitucional y la Dirección General de Prevención del 
Delito y Servicios a la Comunidad y por la Secretaría de Gobernación a través de la 
Subsecretaría de Seguridad Pública y sus Direcciones Generales de Prevención y 
Readaptación Social, de Prevención y Tratamiento de Menores, de Norrnatividad y 
Supervisión en Seguridad, y del órgano desconcentrado del Secretariado Ejecutivo 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, siendo éste órgano permanente el auxiliar 
de la máxima instancia gubernamental en la materia: el Consejo Nacional de 
Seguridad Pública, y se concluyó que: 

Existe una abrumadora diversidad de conceptos, figuras, procedimientos, 
mecanismos, acciones y políticas en la materia que están dispersas no solo en los 
cuerpos jurídicos sino en los órganos que las llevan a cabo, originándose así un caos 
normativo que se traduce en la disfuncionalidad de las atribuciones de las cuales 
están investidos los órganos citados, debido a la carencia de una estructura orgánica 
especializada, única y autónoma que le permita dirigir y aplicar eficazmente la 
Política Criminológica en México. El costo social y económico en la faIta de 
planeación del aprovechamiento de los recursos jurídicos, administrativos, 
financieros, materiales y humanos en los subsistemas penales citados es 
inconmensurable y ha pennitido que la criminalidad y la delincuencia, convencional 
y organizada, rebase la capacidad de respuesta penal y social del Estado. 

Ante esta fractura orgánica y funcional del sistema penal mexicano, la 
Constitución General de la República en su artículo 21 párrafos quinto y sexto, la Ley 
General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública en sus articulos 1°, 3° Y 5° declaran que la seguridad pública es una función 
que corre a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios y 
por tanto, deberán coordinarse en el sistema nacional de seguridad pública. Esta 
coyuntura jurídica y social que surgía por la refonna de nuestro orden jurídico 
normativo se trasladó al ámbito político, toda vez que le permitió concentrar al Poder 
Ejecutivo Federal las más importantes medidas, acciones, lineamientos, principios, 
procedimientos y políticas públicas en la Secretaría de Gobernación y no en el órgano 
colegiado, plural e intergubernamental que la ley reglamentaria otorgó al Consejo 
Nacional de Seguridad Pública, siendo que ésta debe ser la máxima instancia de 
decisiones en la materia. Veamos: 

El Consejo Nacional está presidido por el titular de la política interior del país; 
el órgano auxiliar de ejecución de las acciones del Consejo, el Secretariado Ejecutivo 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, es un órgano desconcentrado adscrito no 
directamente al titular de la dependencia sino a la Subsecretaría de Seguridad Pública 
que jerárquicamente está subordinada al Secretario, con lo cual prácticamente se le 
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otorga un caractcr ~ecundario en la forl1lul<lCiún y aplicaCión de criterios y políticas en 
la materia, el destino de las dportClcione::, y recursos i...."'ConÓm¡cos fedcr.1lcs al Distrito 
Federal, a los estados y a los municipios, se realiza bajo criterios discrecionales de 
asignaCión que prácticamente le permiten Cll Secretariado Ejecutivo otorg<lrlos 
libremente, la expedición del Reglampnto Interior de la Secretaría de Gobernación le 
otorga a las Direcciones Generales de Prevención y Readaptación Social, de 
Prevención y Tratamiento de Menores, de Normatividad y Supervisión en Seguridad 
facultades que deberían corresponderle al Secretariado Ejecutivo en raZÓn de su 
autonomía administrativa y técnic<l; asimismo la Procuraduría General de la 
República en sus entes administrativos supra citados también detenta atribuciones 
propias de la naturaleza y fin, tanto del Consejo Nacional de Seguridad Pública como 
del Secretariado. 

Si bien es cierto que este proceso es un avance substancial en la transformación 
de nuestras instituciones, órganos y cuerpos de la fuerza pública, también lo es que 
deberá considerarse como una transformación transitoria y gradual de nuestro 
sistema penal que deberá perfeccionarse en un órgano altamente especializado que se 
aboque a la construcción y consolidación de la Política Criminológica del país porque 
el Estado democrático de Derecho se resquebraja por la concentración y monopolio 
de estas facultades en un órgano que se encarga de otras múltiples y diversas 
funciones y servicios entre las que destaca la conducción de la política interior del 
país, tarea delicada que de suyo ya es digna de la especialización y autonomía de un 
órgano administrativo, lo cual no sucede con la impartición de Justicia Penal en 
nuestro país que es de los pocos en el orbe, en los cuales no existe una Secretaría de 
Estado a la que se le encomiende tan delicada labor, debido a la ligera decisión del 
Poder Constituyente de desaparecerla mediante el artículo cuarto transitorio. 

La impartición de la justicia penal es un fenómeno social que escapa del campo 
jurídico y cuya complejidad requiere de la concentración de todos los esfuerzos y 
recursos de que dispone el Estado y la sociedad, es decir, de una acción concertada 
que únicamente es viable mediante la conducción de un ente especializado y 
autónomo de la mayor jerarquía de la Administración Pública Federal que logre tan 
imprescindible labor. 

Ante esta realidad social y política no cabe la menor duda que se requiere 
reformar al Estado mexicano en su sistema penal, lo cual implica llevar a cabo 
reformas constitucionales y orgánicas mediante las cuales se de vida a una Secretaría 
de Justicia que absorbería las facultades y recursos que actualmente poseen los 
órganos administrativos federales citados con el fin de obtener la especialización 
científica en sus labores y que esté más alejada de los criterios políticos de una 
dependencia que la conduce y orienta, y se aproxime más a las razones y 
circunstancias económicas, sociales, jurídicas y culturales que subrayen la prevención 
y no la represión. 
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NORMATIVIDAD. 

o Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

o Ley Orgánica de la Administración Pública FederaL 

o Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

o Ley de Planeación. 

o Ley General que Establece las Bases del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

o Ley de ingreso de la Federación para el ejercicio fiscal de 1998. 

o Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1998. 

o Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

o Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

o Ley de la PoliCÍa Federal Preventiva. 

o Código Penal para toda la República en materia federal y para el Distrito federal en 
materia común. 

o Código Federal de Procedimientos Penales. 

o Código de Justicia Militar. 

o Plan Nacional de Desarrollo. 1983-1989. 

o Plan Nacional de Desarrollo. 1989-1994. 

o Plan Nacional de Desarrollo. 1995-2000. 

o Decreto por el que se aprueba el Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000. 

o Programa Nacional de Seguridad Pública. 
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o E:-.tcltuto de Gobit.'rno dd D!:-.tnlo Ft.'t.kr.ll 

o Ley Orgánica de la !\dministracion Púbhea del Dlstnto Federal. 

o Reglamento Interior dc la Adm1l''IIstración Pública del Distrito Federal. 

o Ley Orgánica de la Procuraduría General dc la Rcpúbhca 

o Reglamento Interior de la Procur<lduría General de la República. 

o Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación. 

o Reglamento del Instituto de Capacüaci6n de la Procuraduría General de la 
República. 

o Decreto por el que se crea el Instituto Nacional de Ciencias Penales. 

o Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal. 

o Reglamento Gubernativo de Justicia Cívica para el Distrito Federal. 

o Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

o Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal. 

o Convenio de Coordinación en materia de Seguridad Pública que celebran las 
Secretaria de Gobernación, de Hacienda y Crédito Público, de Contraloría y 
Desarrollo Administrativo y el Estado de Colima. 

o Convenio de Coordinación en materia de Seguridad Pública que celebran las 
Secretaría de Gobernación, de Hacienda y Crédito Público, de Contraloría y 
Desarrollo Administrativo y el Distrito Federal. 

o Convenio de Coordinación en materia de Seguridad Pública que celebran las 
Secretaria de Gobernación, de Hacienda y Crédito Público, de Contralaría y 
Desarrollo Administrativo y el Estado de México. 

o Bases de colaboración que celebran la Procuraduría General de la República y la 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. para fortalecer el combate de 
la delincuencia y abatir la impunidad. 
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o Bases de colaboración que celebran el Departamento del Distrito Federal a través 
de la Secretaría de Seguridad Pública, la Procuraduría General de Justicia del 
Distrito Federal y el Gobierno del Estado de México a través de la Secretaría 
General de Gobierno y la Procuraduría General de Justicia del Estado de México 
para fortalecer la seguridad pública, combatir la delincuencia y abatir la 
impunidad. 

o Manual de Organización General de la Secretaría de Gobernación. 

o Acuerdo por el que se reestructuran los gabinetes especializados del Ejecutivo 
Federal y se abroga el diverso que creó la oficina de la Presidencia de la República. 

o Acuerdo por el que se crea la Coordinación de Seguridad Pública del Distrito 
Federal por el Presidente la República. 

o Acuerdo del Jefe del Departamento del Distrito Federal y del Procurador General 
de Justicia del Distrito Federal, por el que se expide el Programa de Seguridad 
Pública para el Distrito Federal 1995-2000. 

o Acuerdo A/004/94 por el que se crea la Comisión para la prevención del delito de 
la Procuraduría General de la República. 

o Acuerdo número A/003/96 del Procurador General de Justicia del Distrito 
Federal, por el que se adscriben orgánicamente las unidades administrativas de la 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y se establecen las reglas de 
distribución de competencias entre las diversas áreas centrales y las 
desconcentradas de la dependencia. 

o Acuerdo mediante el cual se dan a conocer las bases para la orgaruzaclOn y 
funcionamiento de los Comités delegacionales de seguridad pública para que 
funcionen como una instancia colegiada de consulta y participación ciudadana en 
cada una de las delegaciones del Departamento del Distrito Federal. 

{) Acuerdo por el que se adscriben orgánicamente las dependencias, unidades 
administrativas y órganos desconcentrados de la Administración Pública del 
Distrito federal y se delegan facultades en la unidad administrativa que se 
menciona. [Dirección Ejecutiva de Políticas de Seguridad Pública.] 
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